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A las tres y tres minutos de la tarde (3:03 p.m.) de este día, lunes, 28 de septiembre de 2020, 
el Senado reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Thomas Rivera Schatz. 
 

ASISTENCIA 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Nelson V. Cruz Santiago, José L. Dalmau Santiago, Miguel Laureano 
Correa, Héctor J. Martínez Maldonado, Ángel R. Martínez Santiago, Gregorio B. Matías Rosario, Luis 
D. Muñiz Cortés, Henry E. Neumann Zayas, Migdalia Padilla Alvelo, Miguel A. Pereira Castillo, 
Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Keren L. Riquelme Cabrera, 
Carlos J. Rodríguez Mateo, Axel Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José 
A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 

SR. PRESIDENTE: El Senado de Puerto Rico inicia sus labores en el día de hoy lunes, 28 de 
septiembre, a las tres y tres de la tarde (3:03 p.m.). 

Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos dar comienzo con el Orden de los 

Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a proceder con la Invocación, la misma 

estará a cargo del amigo Pastor Ricky Rosado. 
 

INVOCACIÓN Y/O REFLEXIÓN 
 

El Pastor Ricky Rosado procede con la Invocación. 
 

PASTOR ROSADO: Buenas tardes a todos, que Dios les continúe bendiciendo. 
Damos lectura al libro de Proverbios, Capítulo 1: Los proverbios de Salomón, hijo de David, 

rey de Israel. “Para entender sabiduría y doctrina; para conocer razones prudentes; para recibir el 
consejo de prudencia, justicia, juicio y equidad; para dar sagacidad a los simples, y a los jóvenes 
inteligencia y cordura. Oirá el sabio y aumentará el saber, y el entendido adquirirá consejo para 
entender proverbio y declaración, palabras de sabios y sus dichos profundos, porque el principio de la 
sabiduría es el temor a Jehová; Los insensatos desprecian la sabiduría y la enseñanza”. 
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Señor, te damos gracias en esta tarde por este tiempo de unirnos para adquirir el conocimiento 
y la sabiduría necesaria para llevar a cabo los designios importantes, decisiones correctas.  Bendigo 
cada senador y cada senadora en su labor legislativa en esta tarde, que tengan fuerza, salud y el 
conocimiento necesario.  Todo lo pedimos en el nombre del Padre, del Hijo y del Espíritu Santo.  
Amén. 

El Señor los ayude a todos. 
- - - - 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos se apruebe el Acta correspondiente al 

lunes, 27 de abril de 2020, y del lunes, 4 de mayo de 2020. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos se posponga la aprobación del Acta de 

la sesión anterior. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
(Queda pendiente de aprobación el Acta correspondiente al miércoles, 16 de septiembre de 

2020). 
- - - - 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
PETICIONES DE TURNOS INICIALES AL PRESIDENTE 

 
(Los señores Vargas Vidot, Matías Rosario y Ríos Santiago solicitan Turnos Iniciales al 

Presidente). 
 

SR. PRESIDENTE: Compañero Vargas Vidot, compañero Gregorio Matías. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Nos reservamos un turno, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Ríos Santiago y este servidor. 
Señor senador Vargas Vidot, cuando usted… 
SR. VARGAS VIDOT: Muchas gracias, señor Presidente. Saludos a los senadores y 

senadoras. 
En las noticias ayer aparece que en la PR-165 se descubre un cadáver que aparentemente es de 

una fémina, lo cual nos llena de inmensa consternación porque aumenta la cifra de mujeres que han 
sido víctimas no solo de agresores abusadores que nunca han tenido posiblemente la educación para 
entender de qué se trata sexo y género, poder, patriarcado, etcétera, sino también se trata de la ausencia, 
de la incapacidad, de la ineficiencia de muchísimas agencias de gobierno que debían de haber 
articulado formas estratégicas que respondan con la emergencia, con la rapidez, con la presteza 
necesaria porque se trata de preservar vidas cuando están en peligro, vidas de mujeres. 

Hoy, a las seis y media (6:30), hay una marcha reclamando el tercer elemento, además de lo 
que he planteado, y es la insensibilidad del Ejecutivo para reconocer un estado de emergencia en 
relación a la violencia, contra la violencia de género y las muertes y las agresiones y las desapariciones 
de mujeres porque son mujeres.  Esa marcha se levanta no por capricho, sino porque sencillamente no 
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hemos reconocido la necesidad frente a la ineficacia gubernamental de elevar nuestra estrategia a un 
estado de emergencia.  No estamos hablando de emitir un papelito más como ha hecho la Gobernadora, 
sino estamos hablando precisamente de reconocer que hay más de tres mil y pico de querellas 
relacionadas precisamente a la seguridad de una mujer, dos decenas de desapariciones de mujeres, 
muertes que pudieron haberse evitado y, sin embargo, llevamos al plano de la retórica barata la 
discusión de algo que no altera para nada la ideología de alguien o el partido de alguien, se trata de 
reconocer un elemento humanitario 

Esta semana tuve la oportunidad lamentable, triste, de ver cómo una joven madre reclama una 
orden de protección, el día 22 el juez le contesta en la forma adecuada y al día de hoy todavía no se 
ha diligenciado esa orden, ella ha tenido que ir a la Policía ella misma, exponiéndose.  Y es por eso 
que esa marcha es importante.   

Pero más importante es que en esta Legislatura este servidor y el compañero Juan Dalmau 
presentamos legislación para que, en la ausencia de valentía del Ejecutivo, ante la cobardía de 
Fortaleza, pudiéramos nosotros y nosotras levantar un elemento de redención frente a esto y no lo 
hemos atendido.  Me pregunto yo cuántas mujeres tienen que morir, hasta dónde debe de llegar la 
sangre para que atendamos apropiadamente este asunto.  Esto no es estadidad ni independencia ni 
izquierda ni derecha, esto se trata de humanismo, sentido común, solidaridad amorosa, atención. 

Yo espero que de alguna manera podamos, en lo que queda, hacer lo necesario para redimirnos 
frente a esta ausencia de sensibilidad que hemos mostrado ante esta emergencia, ante esta epidemia 
de muertes. 

A las seis y media (6:30) las mujeres seguirán reclamando lo que por derecho tienen que 
reclamar, el derecho a la vida. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Gracias al compañero Vargas Vidot. 
Señor senador Gregorio Matías. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Dios lo bendiga, señor Presidente, y así a cada uno de los 

compañeros. 
Nuevamente cojo un turno para hablar de lo que a la mayoría de nosotros los senadores, tanto 

de Mayoría, como Minoría e independiente, estoy seguro que cada uno de ustedes recibe tantos 
mensajes, como este servidor, relacionados a qué está pasando con la Ley 80 y 81.  Nosotros aquí 
hicimos el esfuerzo necesario, nosotros hicimos las investigaciones, usted, señor Presidente, conmigo 
ha estado hablando en muchas ocasiones de las situaciones que están ocurriendo con estas dos leyes 
donde nosotros le establecimos claramente a los demás compañeros, tanto Cámara y Senado, que se 
aprobó unánimemente y posteriormente la Gobernadora lo hizo en ley, hicimos las averiguaciones 
necesarias, la Minoría aprobó esto.  O sea, que esto era un proyecto por el bien de los servidores 
públicos. 

Escuchamos a varios candidatos que ahora pretenden llegar a la gobernación o pretenden estar 
en algún puesto en la Legislatura diciendo lo que van hacer, pero estas dos leyes están ahora mismo 
peleándose con la Junta de Control Fiscal, el pueblo trabajador no quiere saber lo que ellos van a 
hacer, sino lo que tienen que estar haciendo ahora, poniendo su energía para llamar a la Junta para la 
gente que ellos conocer conozcan a la Junta, le digan a la Junta que esto son dos leyes de ahorro, dos 
leyes de justicia para unos empleados que están encerrados en una ley que los condenó a la indigencia.  

Pero vemos mucha retórica que cuando ganemos vamos a hacer.  Es hoy que el servidor 
público le está diciendo a esos legisladores que están haciendo mucha fanfarria en las redes sociales 
que se pongan a invertir su tiempo en demostrarle también a la Junta, como hacemos Rodríguez Mateo, 
como hace Nelson Cruz, como hace usted, como hace cada uno de la Mayoría, que necesitamos que 
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esas leyes se aprueben porque nuestros compañeros están cansados de estar encerrados en una ley que 
los condenó a la indigencia y a la vejez.  ¿Qué están esperando? 

Nosotros también hemos hecho muchas gestiones, le hemos dicho a la Junta, ahí están los 
papeles, pero por otro lado tenemos a la Junta de Control Fiscal haciendo cartas como si ellos 
estuvieran en política, diciendo que falta este papel, que falta este otro papel, cada vez que se le entrega 
una comunicación dicen que falta algo más.  Que nos hablen claro.  Nosotros estamos dispuestos a 
defender estas leyes hasta las últimas consecuencias, pero con las cartitas que nos están mandando de 
que, si falta esta información y falta la otra, ya nos tienen cansados a nosotros, como tienen cansados 
también a los servidores públicos. 

Si ellos quieren correr para algún puesto, que vengan, que se tiren al ruedo, pero que no sigan 
haciendo política desde las oficinas de ellos, tratando de hacernos ver a esta Legislatura como unos 
mentirosos.  Esas leyes se estudiaron, esas leyes tienen el ahorro necesario, así que la Junta de Control 
Fiscal que acabe ya y diga la verdad. 

Pero, a mis compañeros senadores de la Minoría que le dieron el voto a estas dos leyes, les 
pido que también hagan gestiones porque estas dos leyes no son para los estadistas, son para todo 
trabajador puertorriqueño, populares, estadistas independientes e independentistas. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Voy a pedirle a… ¿El compañero se va a expresar? Pues, adelante, 

compañero Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Muchas gracias, señor Presidente. 
Compañeros y compañeras, hay varios asuntos sobre la mesa que son dignos de atender, y es 

que estamos a treinta (30) días de unas elecciones donde el pueblo de Puerto Rico tiene que tomar la 
decisión a quién le renueva el contrato de la democracia, a quién se le otorga y a quién realmente no 
apoya.  Y el contraste y la característica que deben de tener todos los candidatos, aun los que estamos 
aquí, es trayectoria, consistencia, valores y capacidad, pero también poder escuchar. 

Ayer mismo en el debate “Convénceme”, y parecería que fue bastante irónico, porque el 
candidato Charlie Delgado planteó sus creencias sobre la perspectiva de género y parece que lo 
convencieron en la pausa comercial y cambió de opinión, y eso demuestra mucho del carácter de la 
persona.  Y esto pues ha creado un debate interno sobre el Partido Popular y lo que ellos pretenden 
plantear al pueblo de Puerto Rico.  Y yo le pido al pueblo que tienen que mirar con mucho 
detenimiento a cada uno de los candidatos que aspiran y proponen, pero que pudieran tener cincuenta 
y dos (52) propuestas o doce (12) proyectos y cuatro años después no tienen ni uno, porque esa es su 
carta de presentación. 

Este Senado, el Senado de Puerto Rico, en los últimos cien (100) años que se ha compuesto el 
Senado ha sido de los Senados de mayor productividad con los retos más grandes.  Ese es el contraste 
de la consistencia, del mensaje, del trabajo, capacidad y poder escuchar. 

Ciertamente, queda mucho por hacer y nos exponemos una vez más a ese contrato de la 
democracia, pero solamente recuerden quiénes son los que estuvieron aquí y le hablaron claro al 
pueblo, quiénes fueron los que defendieron los empleos, quiénes fueron los que defendieron cada una 
de las leyes que garantizan los empleos, quiénes fueron los que crearon en el medio de los momentos 
más difíciles el ambiente para que la economía echara pa’lante, cuál fue el gobierno que realmente no 
cambió de posición, sino que siguió luchando ante todas las adversidades; que cuando hubo una crisis 
hipotecaria nos atrevimos a legislar a favor de la gente, salvando miles de hogares; que cuando se 
cuestionaba lo del retiro dimos la lucha; que cuando la Junta de Control Fiscal nos atacó, embatimos 
e hicimos lo que teníamos que hacer.  Esa es la diferencia entre la consistencia, los que buscan la 
ventajería y los que plantean una cosa y no tienen carta de presentación. 
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Ciertamente, señor Presidente, hay personas que no pueden jugar la liga o las grandes ligas, 
aunque quisieran estar ahí, y el Partido Popular como institución tiene que definir.  Y hoy le planteo 
al compañero Eduardo Bhatia cuál es su posición referente a las expresiones de Charlie Delgado; le 
planteo al compañero Nadal Power cuál es su posición referente a los planteamientos de Charlie 
Delgado; le planteo al compañero Pereira cuál es su posición.  Al compañero Aníbal José Torres, yo 
sé cuál es su posición, él ha sido claro.  Pero la compañera Rossana López, que aspira a ser la alcaldesa 
de San Juan, hoy tiene que expresarse y no esconderse ante los reclamos de aquellos que plantean qué 
clase de Partido Popular son.  Al compañero José Luis Dalmau, no se ha expresado, tiene que 
expresarse, es su deber, como buen popular; como dicen, de expresar en qué lado están, no puede 
solamente esconderse, no contestar, a ver si la ola pasa.  Al compañero Cirilo Tirado, tiene un gran 
alto de contradicción porque es el que maneja la campaña de Charlie Delgado, a lo mejor fue el que 
lo convenció, por eso fue que le quitaron los celulares en el debate, como dijeron, y quizás fue él el 
que hizo esa llamada o le hizo seña para que ahora cambiara de opinión. 

Ciertamente, el Partido Popular tiene un problema de identidad y no es de género, tiene un 
problema de equidad y no es de género, tiene un problema ideológico que le generaba muchas 
controversias.  Pero el pueblo de Puerto Rico se merece más y los candidatos que están aquí, 
compañeros y compañeras, todos esos compañeros y compañeras que apuestan tienen hoy que decir 
dónde están parados, tienen que asumir el reto histórico. 

Parecería o ellos plantearían que esto es una noticia que se va; no, no se va, va a la médula de 
cada líder y de la capacidad de los candidatos a los que proponen manejar a Puerto Rico en el momento 
más intenso.  Estamos claros, al Partido Popular se le acabó el tiempo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Voy a pedirle al señor Vicepresidente, por favor, que suba para este 

servidor consumir un turno. 
 

- - - - 
Es llamado a presidir y ocupa la Presidencia el señor Henry E. Neumann Zayas, 

Vicepresidente. 
- - - - 

 
SR. RIVERA SCHATZ: Señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, presidente Rivera Schatz. 
SR. RIVERA SCHATZ: Muy buenas tardes a todos los distinguidos compañeros y 

compañeras.  Quiero atender tres asuntos que son fundamentales para este servidor y quiero poner en 
perspectiva clara cada uno de ellos. 

En primer lugar, la Gobernadora sometió durante esta Extraordinaria o ha sometido hasta ahora 
setenta y nueve (79) nombramientos, dos (2) de los cuales fueron atendidos el primer día y me parece 
que ya han retirado tres (3) de esos setenta y nueve (79), el resto de los nombramientos está siendo 
atendido por el compañero senador Héctor Martínez y todos los que presiden la Comisión de 
Nombramientos, junto al personal técnico y a todos los senadores y senadoras que componen dicha 
Comisión.  Y tal como se ha hecho siempre, la evaluación de cada uno de los expedientes y la exigencia 
de cumplir con cada uno de los documentos es innegociable, todo aspirante a cualquiera de los cargos 
que ha sido nominado o nominada por la Gobernadora tiene que cumplir con todos los documentos 
que se requieren para el examen de los senadores que evalúan en la Comisión y eventualmente para 
el Pleno del Senado. 
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Ha habido un planteamiento de algunas personas sobre si se celebra vista pública o no.  La 
herramienta tecnológica que ha estado utilizándose en todos los lugares, los tribunales, los salones de 
clase, las universidades, porque no hay vistas presenciales precisamente para evitar la propagación y 
el contagio del COVID-19, pues la hemos utilizado exitosamente y los nombres de todos y cada uno 
de los nominados y nominadas están en la página oficial del Senado de Puerto Rico para que cualquier 
ciudadano que quiera apoyar o comentar, rechazar o de alguna manera participar en esa evaluación 
así lo haga.  En esa página también cualquier ciudadano puede comunicarse con cualquiera de los 
compañeros y compañeras que son senadores y senadoras para que le den información que estimen 
que sea relevante y prudente para la evaluación de cualquiera de los nombramientos. 

Y en ese sentido, tengo que felicitar al compañero Héctor Martínez y al personal de la 
Comisión porque se han estado esforzando para atender los nombramientos con el mayor sentido de 
responsabilidad.  El hecho de que se celebre o no una vista pública no significa que se haya trabajado 
o se haya atendido livianamente ninguno de los casos, ninguno de los casos, todos se les ha exigido y 
las personas que hoy van a estar considerándose son personas que no tan solo cumplen con todos los 
requisitos de ley y tienen las credenciales profesionales y académicas, sino que cuentan con la 
probidad moral para ocupar cada uno de esos cargos y en breve vamos a estar atendiendo me parece 
que dieciséis (16) nombramientos durante el día de hoy.  Así que quería dejar eso claro. 

En segundo lugar, quiero señalar que este Senado aprobó el Código Electoral nuevo y alguna 
gente comenzó a criticarlo y algunos compañeros del Partido Popular severamente señalaban la 
posibilidad de fraude y haciendo planteamientos sin fundamento y carentes de toda base.  Si miramos 
hacia atrás, precisamente todas las disposiciones del Código Electoral que se aprobaron han logrado 
que, por ejemplo, por primera vez en décadas la Comisión Estatal de Elecciones ha logrado seleccionar 
un presidente alterno, una dama, una jueza; de igual manera, las Cortes ordenaron el voto por correo, 
la herramienta tecnológica se está utilizando. 

Así que todos los planteamientos y todas las consideraciones para modernizar nuestro sistema 
electoral que están contenidas en el Código Electoral pues han ido abriéndose el espacio y 
demostrando que los planteamientos que se hicieron y las disposiciones que se incluyeron fueron las 
correctas, al punto que, luego de la determinación que tomó la Corte Federal, hasta este momento en 
las categorías de voto adelantado ya rondan por ciento noventa y cuatro mil trescientos cuarenta y un 
(194,341) ciudadanos, electores, que han solicitado alguna de las categorías: el voto adelantado en el 
precinto, el que se estableció mediante el correo y el voto a domicilio, que alguna gente lo conoce 
como el voto de la persona que está encamada.  Además de eso está el voto ausente, el voto confinado, 
etcétera, pero quiero dirigirme específicamente a estos tres renglones porque la cantidad de electores 
que ha solicitado este voto adelantado en las diversas categorías es sustancial, sustancial y va a requerir 
que la Comisión Estatal de Elecciones cuente con una estructura que le permita manejar, no digamos 
los votos adelantados que se van a transmitir desde la estructura precintal, desde las Juntas de 
Inscripción Permanente, desde cada precinto o municipio, sino que van a llegar a la Comisión Estatal 
de Elecciones, allá, a la central, directamente, que es un número altísimo, cualquiera de esos renglones 
tiene una cantidad tan alta que pudiera ser mayor a la diferencia que pudiera tener cualquier contendor 
a cualquier cargo político.  Por ejemplo, hasta ahora el voto adelantado en los precintos es cincuenta 
y dos mil cuatrocientos noventa y siete (52,497), el voto por correo ronda por cuarenta y siete mil 
setecientos sesenta y tres (47,763) y el voto a domicilio, que es el encamado, ya va por dos mil…, 
perdón, ochenta mil doscientos ochenta y uno (80,281). 

Así que estamos hablando de unas cantidades sumamente altas que pueden de alguna manera 
dilatar o de alguna manera afectar la divulgación de resultados la noche del evento, porque estos votos 
que van directamente a la Comisión tienen una logística y va a requerir que la Comisión Estatal de 
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Elecciones tenga un personal y el recurso que sea necesario, de las máquinas, de las computadoras, 
para que cuanto antes comiencen a producirse los resultados de estos renglones.  Quizás requiera 
legislación. 

En el caso del voto ausente, si un estudiante que envía su papeleta de vuelta por correo, 
habiendo votado, no incluye la copia de su tarjeta o de su identificación electoral, la ley le provee los 
reglamentos para que se le devuelva y subsane ese defecto. 

¿Qué vamos a hacer con los votos por correo que no es el voto ausente necesariamente, que 
son cuarenta y siete mil setecientos sesenta y tres (47,763)? Debe tratarse igual.  Si algún ciudadano 
de los que ha pedido voto por correo, que son las personas que pueden tener 60 años o más, no tiene 
una copia de su tarjeta se le va a dar la misma oportunidad porque tienen hasta el último día del 
escrutinio para contar su voto para subsanarlo.  Todas esas interrogantes tienen que manejarse 
oportunamente. 

Y quiero hoy dejar en el récord legislativo este planteamiento porque espero que la Comisión 
Estatal de Elecciones y los partidos políticos, todos podamos de alguna manera buscar una solución 
que permita que esos votantes cuanto antes puedan contabilizarse, adjudicarse y contabilizarse los 
votos de ellos y de esa manera tener un resultado preciso y con la mayor prontitud sobre las personas 
que hayan sido electas. 

Quiero terminar haciendo referencia a un incidente que cobró prominencia la semana pasada 
y quiero expresarme sobre lo que el señor Alcalde de Guánica manifestó en una actividad acerca de 
los compañeros Senadores de Distrito, Luis Berdiel y Nelson Cruz. 

El compañero alcalde hizo unas manifestaciones con las cuales discrepamos, el señor alcalde 
tiene nuestro aprecio, nos reunimos con él en la tarde de hoy, podemos entender las circunstancias en 
las que ha tenido que lidiar, pero no hay nada mejor que el récord, las opiniones son libres, los hechos 
son sagrados. 

Los Senadores de Distrito, Luis Berdiel y Nelson Cruz, no digamos solamente con Guánica, 
sino con todos los municipios que componen el Distrito Senatorial de Ponce, han actuado con el mayor 
sentido de responsabilidad, asignando fondos y recursos para los municipios, visitando 
constantemente cada uno de los pueblos que constituyen el Distrito Senatorial de Ponce, logrando que 
se destinaran, en el caso de Guánica, ocho punto nueve (8.9) millones en diferentes aspectos y 
renglones.  Y cuando ocurrió el sismo, allá para el Día de Reyes, había diferentes actividades, como 
es de esperarse por razón de la fecha, en la madrugada, temprano, temprano en la mañana la primera 
llamada que yo recibí fue del compañero Nelson Cruz y, junto a él, al compañero Luis Berdiel y al 
compañero Héctor Martínez, llegamos a Guánica y llegamos a Guayanilla, fuimos los primeros 
oficiales electos que estuvimos allí. 

Posterior a eso visitamos varias veces los campamentos que se establecieron, donde toda la 
logística de apoyo y ayuda a todos los municipios del sur que fueron afectados se distribuían.  Se 
trabajó específicamente con la asignación de recursos y fondos para los municipios afectados; se 
estableció ayuda de la Guardia Nacional, del Departamento de la Vivienda, del Departamento de la 
Familia; hubo múltiples gestiones con el Departamento de Educación para proveerle, no digamos 
solamente a nuestro municipio de Guánica, sino a todos los municipios del sur. 

El compañero Nelson Cruz ha sido una voz fuerte en el tema de las cenizas, fiscalizó y exigió 
con vehemencia por la salud de toda la zona sur de Puerto Rico, ha trabajado con diversos temas que 
afectan la vida cotidiana no tan solo de la gente del área sur, sino de todo Puerto Rico.  Y el compañero 
Luis Berdiel de igual manera, enfocándose principal y esencialmente en el tema agrícola. 

Así es que, quien quiera conocer, quien quiera conocer el récord legislativo de los compañeros 
Nelson Cruz y Luis Berdiel puede entrar en la página cibernética del Senado y ver toda la legislación 
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que han presentado, pueden ver la cantidad y las asignaciones de fondos que ha habido para todos los 
municipios.  Y en ocasiones la intensidad del trabajo, en ocasiones las circunstancias que operan al 
momento de enfrentar adversidad pueden provocar reacciones, eso lo podemos entender.  Y nuestro 
Alcalde de Guánica tiene nuestro total apoyo, nuestro total aprecio y consideración y ha sido recipiente 
de múltiples ayudas, estimo que Guánica ha sido uno de los municipios del sur que más dinero ha 
recibido y, sin duda, el compañero Nelson Cruz y el compañero Luis Berdiel han sido fundamentales 
en eso.  Una vez el compañero Nelson Cruz se le mete algo en la cabeza hay que buscar la forma de 
complacerlo, porque insiste, insiste, insiste. 

Y hoy conversé con el señor Alcalde de Guánica y le aclaramos y le planteamos lo que nos 
parece fue injusto, el señalamiento contra el compañero Nelson Cruz; puede haber otras diferencias 
entre cualquiera de nosotros, pero el compañero Nelson Cruz ha trabajado y ha trabajado duro, igual 
que el compañero Berdiel. 

Los municipios en el Distrito Senatorial de Ponce en el cuatrienio anterior no recibieron la 
ayuda económica, todos, que han recibido durante este cuatrienio, del Partido Popular y del Partido 
Nuevo Progresista.  Y los compañeros senadores han estado y no han escatimado con ningún 
municipio del área sur de Puerto Rico.  Y digo esto no para entrar en controversia con nadie, sino para 
que el récord quede completamente claro.  Por supuesto que el compañero Nelson Cruz quisiera tener 
más recursos para los municipios, claro, y el compañero Berdiel, y mi compañera Nayda Venegas y 
mi compañera Migdalia Padilla y todos los senadores de distrito quisieran tener más recursos; y por 
supuesto que los alcaldes quisieran tener más recursos.  Por eso es que este Senado y la Comisión de 
Asuntos Municipales, que la preside el compañero Nelson Cruz, precisamente aprobó un Código 
Municipal, para que los alcaldes no tan solo tengan recursos económicos, sino que tengan facultad. 

Y el trabajo que hizo el compañero Nelson Cruz como Presidente de esa Comisión tenía como 
norte no tan solo ayudar a Guánica, sino ayudar a todos los gobiernos municipales.  Así que la 
herramienta que hoy tienen los señores alcaldes y las señoras alcaldesas para tener mayores facultades 
y mayores oportunidades y accesos a recursos también es obra del compañero Nelson Cruz, que trabajó 
intensamente con esa medida hasta que se logró su aprobación. 

Así es que, de nuevo, nuestro ánimo de ayudar al señor Alcalde de Guánica, como siempre ha 
sido el ánimo del compañero Nelson Cruz y del compañero Berdiel y de todos los que estamos aquí, 
al igual que cada uno de los gobiernos municipales y cada uno de los senadores y senadoras de distrito, 
se mantiene intacto.  Si un Senado ha protegido a los gobiernos municipales ha sido este, nos opusimos 
a la consolidación de municipios, nos opusimos a quitarles recursos a los municipios, en toda la 
legislación económica que se aprobó siempre el compañero Nelson Cruz y los compañeros senadores 
de distrito le añadíamos herramientas para que los gobiernos municipales tuvieran participación en 
todo. 

Aquí hay varios compañeros senadores que han sido alcaldes, el compañero Carlos Rodríguez 
Mateo, la compañera Itzamar Peña, y a principios de cuatrienio la compañera Margarita Nolasco y 
también el compañero Nazario que fue alcalde. 

Así es que yo quería dejar esto claro porque no hay nada mejor que el récord y mi compañero 
Nelson Cruz, al igual que mi compañero Luis Berdiel, pero quiero insistir en el caso del compañero 
Cruz, tiene un récord de trabajo que está ahí para quien lo quiera examinar, que ha producido 
resultados en toda la zona, pero más importante que eso es que no tengo la más mínima duda de que 
el compañero tiene el deseo de conseguir cada vez más y trabajar cada vez más por cada uno de sus 
constituyentes.  Viene de una familia humilde, viene de abajo, es un servidor público antes de ser 
senador, así que entiende y comprende la dinámica legislativa. 
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Así es que, la vida pública, los cargos electivos a veces tenemos que escoger entre la gratitud 
y la satisfacción, a veces uno tiene que tener la satisfacción, aunque alguna gente no quiera agradecer 
o alguna gente no quiera comprender o no quiera reconocer, pero no hay nada mejor que la conciencia 
tranquila del deber cumplido.  Estoy seguro que ese es su caso, compañero senador Nelson Cruz, estoy 
seguro que es el caso de Berdiel, estoy seguro que es el caso del compañero Alcalde de Guánica, que 
es un pueblo que ha ido progresando.  Y yo quería dejar este dato claramente establecido porque el 
trabajo que hemos realizado tiene que reconocerse y está ahí para quien lo quiera ver. 

Así que esas son mis palabras, señor Presidente.  Muchísimas gracias. 
SR. VICEPRESIDENTE: Le damos las gracias al presidente Rivera Schatz. 
Adelante, señor Portavoz. 

 
- - - - 

Ocupa la Presidencia el señor Thomas Rivera Schatz. 
- - - - 

 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES, 

ESPECIALES Y CONJUNTAS 
 

La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Positivos de Comisiones Permanentes, 
Especiales y Conjuntas: 
 

De la Comisión de Hacienda, dos informes, proponiendo la aprobación de las R. C. del S. 592 
y 594, con enmiendas, según los entirillados electrónicos que se acompañan. 

De la Comisión de Salud, un informe, proponiendo la aprobación del P. del S. 1666, sin 
enmiendas. 

De la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura, un informe, 
proponiendo la aprobación del P. de la C. 2036, con enmiendas, según el entirillado electrónico que 
se acompaña. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de los siguientes Informes: 
 

De la Comisión de Nombramientos, dieciséis informes, proponiendo que sean confirmados 
por el Senado los nombramientos del honorable Eric R. Ronda del Toro para Juez del Tribunal de 
Apelaciones, en ascenso; de la honorable Yanay Y. Pagán Ramos, para Jueza Superior del Tribunal 
de Primera Instancia, en ascenso; de la honorable Nydia del C. Ríos Jiménez, para Jueza Superior del 
Tribunal de Primera Instancia, en ascenso; de la licenciada Brenda A. Vera Miró, para Jueza Superior 
del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada Liza M. Báez Burgos, para Jueza Superior del 
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Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada Marisol Flores Cortés, para Fiscal Auxiliar II; de la 
licenciada Mónica Rodríguez Madrigal, para Procuradora de Asuntos de Familia; de la licenciada 
Lillian Mateo Santos, para Comisionada Asociada del Negociado de Energía de Puerto Rico, para un 
nuevo término; de la señora Joanne Ferguson-Twiste, para Miembro de la Junta de Directores de la 
Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino, para un nuevo término; del licenciado 
Héctor L. López Sánchez, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; del licenciado Alexis 
J. Carlo Ríos, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; del licenciado Hasan El Musa 
Espitia, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; del licenciado Rolando J. Matos 
Acevedo, para Juez Municipal del Tribunal de Primera Instancia; del licenciado Rufino Jiménez 
Cardona, para Fiscal Auxiliar II; del licenciado Alfredo Carrión Orlandi, para Fiscal Auxiliar IV, en 
ascenso y del licenciado Ismael Molina Serrano, para Registrador de la Propiedad, para un nuevo 
término. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se incluyan. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se incluyen. 
¿Vamos a atender los nombramientos? 
SR. RÍOS SANTIAGO: Sí. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se llamen. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien.  Vamos a hacer, señor Portavoz, si usted me lo permite, señor 

Secretario, vamos a comenzar con el nombramiento al cargo de Apelaciones, luego con todos los 
nombramientos de las damas y finalmente los varones. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Muy bien. 
 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 
 

 Como primer asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del honorable Eric R. Ronda del Toro, para el cargo de Juez del Tribunal de 
Apelaciones, en ascenso. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante la consideración del Senado de Puerto Rico 
para su consejo y consentimiento el nombramiento del honorable Eric R. Ronda del Toro, para un 
ascenso como Juez del Tribunal de Apelaciones. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del honorable Eric R. 
Ronda del Toro, como Juez del Tribunal de Apelaciones, los que estén a favor dirán que sí.  Los que 
estén en contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento del honorable Eric R. Ronda del Toro, 
como Juez del Tribunal de Apelaciones.  Notifíquese a la señora Gobernadora de Puerto Rico. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
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Puerto Rico de la honorable Yanay Y. Pagán Ramos, para el cargo de Jueza Superior del Tribunal 
de Primera Instancia, en ascenso. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consejo y consentimiento del Senado de 
Puerto Rico el nombramiento de la honorable Yanay Y. Pagán Ramos, para un ascenso como Juez 
Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la honorable Yanay 
Y. Pagán Ramos, como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, los que estén a favor dirán 
que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la honorable Yanay 
Pagán Ramos, como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia.  Notifíquese a la señora 
Gobernadora de Puerto Rico. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que, para este, el anterior y los 
demás nombramientos se deje sin efecto la Regla 47.8. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la honorable Nydia del C. Ríos Jiménez, para el cargo de Jueza Superior del 
Tribunal de Primera Instancia, en ascenso. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el Senado de Puerto Rico para su 
consentimiento el nombramiento de la honorable Nydia del C. Ríos Jiménez, para un ascenso como 
Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la honorable Nydia 
del C. Ríos Jiménez, como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, los que estén a favor 
dirán que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la Jueza Superior del Tribunal 
de Primera Instancia, honorable Nydia del C. Ríos Jiménez.  Notifíquese a la señora Gobernadora de 
Puerto Rico. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la licenciada Brenda A. Vera Miró, para el cargo de Jueza Superior del Tribunal 
de Primera Instancia. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento de la licenciada Brenda A. Vera Miró, como Jueza Superior del Tribunal de Primera 
Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada 
Brenda A. Vera Miró, como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, los que estén a favor 
dirán que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Brenda A. Vera 
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Miró, como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia.  Notifíquese a la señora Gobernadora 
de Puerto Rico. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la licenciada Liza M. Báez Burgos, para el cargo de Jueza Superior del Tribunal 
de Primera Instancia. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento de la licenciada Liza M. Báez Burgos, como Jueza Superior del Tribunal de Primera 
Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada Liza 
M. Báez Burgos, como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, los que estén a favor dirán 
que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Liza M. Báez Burgos, 
como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia.  Notifíquese a la señora Gobernadora.  
Próximo asunto. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la licenciada Marisol Flores Cortés, para el cargo de Fiscal Auxiliar II. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento de la licenciada Marisol Flores Cortés, como Fiscal Auxiliar II. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada 
Marisol Flores Cortés, como Fiscal Auxiliar II, los que estén a favor dirán que sí.  Los que estén en 
contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Marisol Flores Cortés, como Fiscal 
Auxiliar II.  Notifíquese a la señora Gobernadora. 

Y como un privilegio personal y particular, tengo el honor de conocer a la licenciada Marisol 
Flores Cortés, quien fue fiscal junto a este servidor en la Región Judicial de Carolina y me complace 
muchísimo que haya sido renominada porque es una fiscal de excelencia. 

Notifíquesele a la Gobernadora.  Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la licenciada Mónica Rodríguez Madrigal, para el cargo de Procuradora de 
Asuntos de Familia. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico el nombramiento 
de la licenciada Mónica Rodríguez Madrigal, como Procuradora de Asuntos de Familia. 
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SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada 
Mónica Rodríguez Madrigal, como Procuradora de Asuntos de Familia, los que estén a favor dirán 
que sí.  Los que estén en contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada Mónica 
Rodríguez Madrigal, como Procuradora de Asuntos de la Familia.  Notifíquese a la señora 
Gobernadora. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la licenciada Lillian Mateo Santos, para el cargo de Comisionada Asociada del 
Negociado de Energía de Puerto Rico, para un nuevo término. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento de la licenciada Lillian Mateo Santos, para un nuevo término como Comisionada 
Asociada del Negociado de Energía de Puerto Rico. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la licenciada Lillian 
Mateo Santos, para un nuevo término como Comisionada Asociada del Negociado de Energía, los que 
estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento de la licenciada 
Lillian Mateo Santos, para un nuevo término como Comisionada Asociada del Negociado de Energía 
de Puerto Rico.  Notifíquese a la señora Gobernadora. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico de la señora Joanne Ferguson-Twiste, como Miembro de la Junta de Directores de la 
Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino, para un nuevo término. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento de la señora Joanne Ferguson-Twiste, para un nuevo término como Miembro de la 
Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Bhatia Gautier. 
SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente, es que simplemente yo quisiera hacer una 

pregunta sobre ese nombramiento. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. BHATIA GAUTIER: Es si a la luz de un proyecto que hay para transferir la Corporación 

WIPR a otra entidad, si este nombramiento -digo-, yo no sé la Mayoría cómo va a votar sobre ese 
proyecto, pero si este nombramiento no es académico hasta que se decida qué va a pasar, qué va a 
ocurrir con la Corporación.  Es decir, si van a nombrar una persona a la junta de directores de una 
corporación que va a dejar de existir como corporación en veinticuatro (24) horas, en cuarenta y ocho 
(48) horas. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, esa es la pregunta. 
SR. PRESIDENTE: Sí. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Se la contesto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Presidente, adelante. 
SR. RÍOS SANTIAGO: El nombramiento de la señora Joanne Ferguson-Twiste es para el 

viejo… 
SR. BHATIA GAUTIER: Ah, el DMO, el DMO. 
SR. RÍOS SANTIAGO: El DMO.  No es para. 
SR. BHATIA GAUTIER: Perdón.  Pues… 
SR. RÍOS SANTIAGO: Por eso, quería… 
SR. BHATIA GAUTIER: Es que escuché, escuché… 
SR. PRESIDENTE: Cómo no. 
SR. BHATIA GAUTIER: …mal. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Sí.  Es que como dice Director de Corporación de Promoción de 

Puerto Rico. 
SR. BHATIA GAUTIER: Ah, es que entendí que era para WIPR. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Okay. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento de la señora Joanne 

Ferguson-Twiste, para Miembro de la Junta de Directores de la Corporación de la Promoción de Puerto 
Rico como Destino, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el 
nombramiento de la señora Joanne Ferguson-Twiste, para un nuevo término como Miembro de la 
Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino.  Notifíquese 
a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del licenciado Héctor L. López Sánchez, para el cargo de Juez Superior del Tribunal 
de Primera Instancia. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento del licenciado Héctor L. López Sánchez, como Juez Superior del Tribunal de Primera 
Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del licenciado Héctor 
L. López Sánchez, como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia, los que estén a favor dirán 
que sí.  En contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento del licenciado Héctor L. López Sánchez, 
como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia.  Notifíquese a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del licenciado Alexis J. Carlo Ríos, para el cargo de Juez Superior del Tribunal de 
Primera Instancia. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 

el nombramiento del licenciado Alexis J. Carlo Ríos, como Juez Superior del Tribunal de Primera 
Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del licenciado Alexis 
J. Carlo Ríos, como Juez Superior de Primera Instancia, los que estén a favor dirán que sí.  En contra 
dirán que no. Confirmado el nombramiento del licenciado Alexis J. Carlo Ríos, como Juez Superior 
del Tribunal de Primera Instancia.  Notifíquese a la Gobernadora. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del licenciado Hasan El Musa Espitia, para el cargo de Juez Superior del Tribunal de 
Primera Instancia. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, el compañero Chayanne Martínez ha pedido un 
turno sobre este nombramiento. 

SR. PRESIDENTE: Sí.  ¿Compañero Martínez? 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Ah, Chayanne Martínez. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, muchas gracias. 
Para mí es un orgullo el nombramiento de Hasan El Musa, un hombre que conozco hacen años, 

representa aquel hombre que viene de abajo para lograr alcanzar sus metas, creo que es un recurso 
bien importante para la Rama Judicial, no solamente también porque conoce del derecho, conoce 
también del andamiaje municipal, un hombre que el Distrito de Arecibo le conoce por su valiosa 
aportación en el campo de la judicatura.  Así que mi voto será afirmativo para Hasan El Musa, un gran 
amigo, un gran ser humano. 

Muchas gracias, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del licenciado Hasan 

El Musa Espitia, como Juez Superior, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  
Confirmado el nombramiento del licenciado Hasan El Musa Espitia, como Juez Superior del Tribunal 
de Primera Instancia.  Notifíquese a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del licenciado Rolando J. Matos Acevedo, para el cargo de Juez Municipal del 
Tribunal de Primera Instancia. 
 

SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Cirilo Tirado. 
SR. TIRADO RIVERA: Sí, señor Presidente, en la mañana de hoy tuve la oportunidad de estar 

en la Vista Ejecutiva del compañero e interrogar al licenciado Rolando Matos Acevedo sobre varios 
asuntos que estaban pendientes, nos dio la contestación, le voté en contra ahí al momento porque no 
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tenía la corroboración de las contestaciones que nos había dado, hice las averiguaciones en las pasadas 
horas y quiero entonces dejar saber mi voto a favor del nominado. 

SR. PRESIDENTE: Cómo no, gracias.  Ante… 
Senador Torres Torres. 
SR. TORRES TORRES: Presidente, es solamente para consignar mi voto a favor del 

compañero Rolan, que fue mi compañero de estudios de Derecho y mis felicitaciones a él. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
SR. MUÑIZ CORTÉS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Luis Daniel Muñiz. 
SR. MUÑIZ CORTÉS: Para unas breves expresiones con relación a… 
SR. PRESIDENTE: Sí, adelante. 
SR. MUÑIZ CORTÉS: …al nominado. 
Quiero agradecer el trabajo realizado por este Cuerpo Legislativo y también por la Comisión 

que ha estado analizando todos los nombramientos de fiscales, de jueces, procuradores y otras 
posiciones dentro de nuestro sistema de la judicatura en el país.  Y quiero plantear con causa y 
conocimiento personal del licenciado Rolando Matos, de Aguadilla, Puerto Rico, quien, de una familia 
humilde, poco a poco, paso a paso, realmente es sumamente gratificante, es sumamente justo que un 
joven de la calidad de él esté en el Alto Foro, en la Rama, específicamente, en la Rama Judicial, donde 
sé que en las otras posiciones que él ha estado ejecutando, que él ha ocupado lo hizo bien, con sentido 
de honestidad, de responsabilidad y no me cabe duda que el licenciado Rolando Matos ahora dentro 
de la judicatura hará lo propio. 

Y quería constar estas expresiones de este su amigo y también Senador por el Distrito de 
Aguadilla-Mayagüez. 

Son mis palabras, señor Presidente. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consejo y consentimiento del Senado de 

Puerto Rico el nombramiento del licenciado Rolando J. Matos Acevedo como Juez Municipal del 
Tribunal de Primera Instancia. 

SR. PRESIDENTE: Cómo no.  Yo quisiera hacerme eco de las palabras del compañero Luis 
Daniel Muñiz.  El licenciado Rolando Matos es una persona joven que ha estado trabajando con mucho 
sacrificio y viene desde abajo superándose y nos complace muchísimo.  El señor Presidente de la 
Cámara, Carlos “Johnny” Méndez, otros compañeros que laboran en la Cámara de Representantes, he 
escuchado algunos compañeros de la Delegación del Partido Popular y varios compañeros de nuestra 
delegación expresarse sobre las cualidades del buen amigo abogado Rolando Matos Acevedo.  
Creemos que es un excelente nombramiento y nos complace que esté disponible y que lo podamos 
confirmar. 

Así que ante la consideración del Senado el nombramiento del licenciado Rolando J. Matos 
Acevedo, como Juez Municipal del Tribunal de Primera Instancia, los que estén a favor dirán que sí.  
Los que estén en contra dirán que no.  Confirmado el nombramiento del licenciado Rolando J. Matos 
Acevedo, como Juez Municipal del Tribunal de Primera Instancia.  Notifíquese a la Gobernadora. 

Próximo asunto. 
- - - - 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del licenciado Rufino Jiménez Cardona, para el cargo de Fiscal Auxiliar II. 
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SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente.  Sí, para hacer constar… 
SR. PRESIDENTE: Sí, compañero Tirado. 
SR. TIRADO RIVERA: Para hacer constar el voto de la Delegación presente en los anteriores 

nombramientos que se habían evaluado y en los posteriores que quedan, no creo que haya problema 
con… 

SR. PRESIDENTE: Cómo no.  Gracias, compañero. 
SR. TIRADO RIVERA: Gracias. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente, ante el consejo y consentimiento del Senado de 

Puerto Rico el nombramiento del licenciado Rufino Jiménez Cardona como Fiscal Auxiliar II. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del licenciado Rufino 

Jiménez Cardona, como Fiscal Auxiliar II, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  
El Senado de Puerto Rico ha confirmado el nombramiento del licenciado Rufino Jiménez Cardona, 
como Fiscal Auxiliar II.  Notifíquese a la señora Gobernadora de Puerto Rico. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del licenciado Alfredo Carrión Orlandi, para el cargo de Fiscal Auxiliar IV, en 
ascenso. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento del licenciado Alfredo Carrión Orlandi, para un ascenso como fiscal Auxiliar IV. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del licenciado Alfredo 
Carrión Orlandi, como Fiscal Auxiliar IV, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  
Confirmado el nombramiento del licenciado Alfredo Carrión Orlandi, como Fiscal Auxiliar IV.  
Notifíquese a la señora Gobernadora de Puerto Rico. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
informe sometido por la Comisión de Nombramientos en torno a la confirmación por el Senado de 
Puerto Rico del licenciado Ismael Molina Serrano, para el cargo de Registrador de la Propiedad, 
para un nuevo término. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, ante el consentimiento del Senado de Puerto Rico 
el nombramiento del licenciado Ismael Molina Serrano, para un nuevo término como Registrador de 
la Propiedad. 

SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el nombramiento del licenciado Ismael 
Molina Serrano, como Registrador de la Propiedad, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán 
que no.  Confirmado el nombramiento del licenciado Ismael Molina Serrano, como Registrador de la 
Propiedad.  Notifíquese a la señora Gobernadora de Puerto Rico. 

- - - - 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar un breve receso, hay varios 

confirmados ya que están en el Salón de Mujeres Ilustres. 
SR. PRESIDENTE: Sí, señor. 
Señor Portavoz y compañeros y compañeras, vamos a recesar, vamos a recibir a los que ya 

fueron confirmados y luego los compañeros de Mayoría vamos a tener un caucus en nuestra oficina. 
Receso. 

 
RECESO 

 
- - - - 

Transcurrido el receso, el Senado reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Henry E. 
Neumann Zayas, Vicepresidente. 

- - - - 
 

SR. VICEPRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico a las cinco y 
once de la tarde (5:11 p.m.).  Le pedimos a los compañeros que tomen su asiento, por favor, y 
continuamos con los trabajos.  

Señor Portavoz. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a solicitar que se levante la Regla 22.2 para 

poder considerar trabajos pasadas las cinco y media de la tarde (5:30 p.m.). 
Señor Presidente, vamos a proponer ir al turno de Informes Positivos de Comisiones 

Permanentes, Especiales y Conjuntas. 
SR. VICEPRESIDENTE: Si no hay objeción, no habiendo objeción, queda aprobado, y la 

extensión también que ha pedido el señor Portavoz. 
 
 

INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES,  
ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 
Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de los siguientes Informes: 

 
De la Comisión de Gobierno, dos informes, proponiendo la aprobación de los P. del S. 1661 y 

1663, con enmiendas, según los entirillados electrónicos que se acompañan. 
De la Comisión de Salud Ambiental y Recursos Naturales, un informe, proponiendo la 

aprobación del P. del S. 1664, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña. 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Vamos a proponer que se reciban. 
SR. VICEPRESIDENTE: Si no hay objeción, no habiendo objeción, se reciben. 
SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 
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RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 
La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Resolución del Senado radicada y referida a 

Comisión por el señor Presidente, cuya lectura se prescinde a moción del señor Carmelo J. Ríos Santiago: 
 

RESOLUCIÓN DEL SENADO 
R. del S. 1379 
Por el señor Nadal Power: 
 
“Para apoyar el H.R 6648 presentado por la delegada Stacey E. Plasket en la Cámara de Representantes 
Federal y el S. 394 presentado por el senador Roger Wicker en el Senado Federal, a los fines de brindar 
un incentivo contributivo a las compañías manufactureras y farmacéuticas que inviertan en Puerto 
Rico y otras jurisdicciones dentro de los Estados Unidos por ser medidas que repercuten en beneficio 
del desarrollo de la economía del País mediante la inversión privada y la creación de empleos.” 
(ASUNTOS INTERNOS) 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 

 
MENSAJES Y COMUNICACIONES DE TRÁMITE LEGISLATIVO 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Mensajes y Comunicaciones de Trámite Legislativo: 

 
Del Secretario del Senado, una comunicación, notificando que el Senado, en su sesión del 

miércoles, 16 de septiembre de 2020, acordó solicitar el consentimiento de la Cámara de 
Representantes para recesar sus trabajos hasta el lunes, 28 de septiembre de 2020. 

Del Secretario del Senado, una comunicación, informando que en su sesión del miércoles, 16 
de septiembre de 2020, el Senado acordó conceder el consentimiento a la Cámara de Representantes 
para recesar sus trabajos por más de tres días consecutivos desde el miércoles, 16 de septiembre de 
2020, hasta el lunes, 21 de septiembre de 2020. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, notificando que la 
Cámara de Representantes, en su sesión del lunes, 21 de septiembre de 2020, acordó solicitar el 
consentimiento del Senado para recesar sus trabajos hasta el martes, 29 de septiembre de 2020. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, informando que en su 
sesión del lunes, 21 de septiembre de 2020, la Cámara de Representantes acordó conceder el 
consentimiento al Senado para recesar sus trabajos por más de tres días consecutivos desde el 
miércoles, 16 de septiembre de 2020 hasta el lunes, 28 de septiembre de 2020. 

La honorable Wanda Vázquez Garced, Gobernadora de Puerto Rico, ha sometido al Senado, 
para su consejo y consentimiento, los nombramientos del honorable Fernando L. Rodríguez Flores, 
para Juez del Tribunal de Apelaciones, en ascenso; del honorable Eric R. Ronda del Toro, para Juez 
del Tribunal de Apelaciones, en ascenso; del licenciado Alexis J. Carlo Ríos, para Juez Superior del 
Tribunal de Primera Instancia; del licenciado Felipe Ferrer Rodríguez, para Juez Superior del Tribunal 
de Primera Instancia; de la licenciada Laura E. Martínez Rivera, para Jueza Superior del Tribunal de 
Primera Instancia; del licenciado Orlando Durán Medero, para Juez Superior del Tribunal de Primera 
Instancia; de la licenciada Liza M. Báez Burgos, para Jueza Superior del Tribunal de Primera 
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Instancia; del licenciado Juan A. Reyes Colón, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; 
de la licenciada Arlene de Lourdes Sellés Guerrini, para Jueza Superior del Tribunal de Primera 
Instancia; de la licenciada Claudette Fernández Rosario, para Jueza Superior del Tribunal de Primera 
Instancia; de la licenciada Dámaris E. Rivera Damiani, para Jueza Superior del Tribunal de Primera 
Instancia; del licenciado Miguel R. Alameda Ramírez, para Juez Superior del Tribunal de Primera 
Instancia; del licenciado Joel Ayala Martínez, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; 
del licenciado Héctor L. López Sánchez, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; del 
licenciado Hasan El Musa Espitia, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; de la 
honorable Yanay Y. Pagán Ramos, para Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, en ascenso; 
del licenciado Héctor A. Castro Cintrón, para Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia; de la 
licenciada Brenda A. Vera Miró, para Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia; de la 
licenciada Margie Báez López, para Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia; de la honorable 
Nydia del C. Ríos Jiménez, para Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, en ascenso; de la 
licenciada María Umpierre Marchand, para Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia; de la 
licenciada Karina Díaz Pérez, para Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia; del licenciado 
Rolando J. Matos Acevedo, para Juez Municipal del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada 
Yaritza E. González Rosado, para Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada 
Darelis López Rosario, para Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia; de la licenciada 
Frances M. Bravo Negrón, para Fiscal Auxiliar I; del licenciado Luis R. Carrau Lebrón, para Fiscal 
Auxiliar I; del licenciado Christian A. Castro Plaza, para Fiscal Auxiliar I; del licenciado Antonio M. 
Cintrón Almodóvar, para Fiscal Auxiliar I; del licenciado Peter Jr. Cordero Soto, para Fiscal Auxiliar 
I; del licenciado Roberto J. Hernández Ramos, para Fiscal Auxiliar l; de la licenciada Patricia Lugo 
Rodríguez, para Fiscal Auxiliar l; de la licenciada Frances Ortiz Fernández, para Fiscal Auxiliar l; del 
licenciado Juan C. Ramírez Ortiz, para Fiscal Auxiliar I; de la licenciada Nathalia V. Ramos Martínez, 
para Fiscal Auxiliar I; de la licenciada Roxanne Rivera Carrión, para Fiscal Auxiliar l; de la licenciada 
Fabiola Rivera Laboy, para Fiscal Auxiliar I; de la licenciada Vanessa Rivera Morales, para Fiscal 
Auxiliar I; de la licenciada Vanessa M. Román Delgado, para Fiscal Auxiliar I; de la licenciada Johan 
M. Rosa Rodríguez, para Fiscal Auxiliar I; del licenciado Daniel R. Vélez Cabrera, para Fiscal 
Auxiliar I; del licenciado Pedro Vázquez Montijo, para Fiscal Auxiliar l; de la licenciada Helen M. 
León Alvarado, para Fiscal Auxiliar I; del licenciado Víctor M. Román Pérez, para Fiscal Auxiliar I; 
del licenciado Alfredo Carrión Orlandi, para Fiscal Auxiliar IV, en ascenso; de la licenciada Lynnette 
Velázquez Grau, para Fiscal Auxiliar IV, en ascenso; del licenciado Carlos A. Alonso Sánchez, para 
Fiscal Auxiliar IV; de la licenciada Arlene M. Gardón Rivera, para Fiscal de Distrito, en ascenso; de 
la licenciada Aida E. Meléndez Guadalupe, para Procuradora de Asuntos de Familia; de la licenciada 
Wilda I. Ayala López, para Procuradora de Asuntos de Familia; de la licenciada Mónica Rodríguez 
Madrigal, para Procuradora de Asuntos de Familia; del licenciado Ángel I. Del Toro Matos como 
Registrador de la Propiedad; del licenciado Javier l. Vázquez Ortiz, para Registrador de la Propiedad; 
de la licenciada Marla D. Ríos Díaz, para Registradora de la Propiedad, para un nuevo término; del 
licenciado Ismael Molina Serrano, para Registrador de la Propiedad, para un nuevo término; del 
licenciado Miguel A. Hernández Sanabria, para Registrador de la Propiedad, para un nuevo término; 
del licenciado Rufino Jiménez Cardona, para Fiscal Auxiliar II; del licenciado Gerardo Martínez 
Rodríguez, para Fiscal Auxiliar II; de la licenciada Marisol Flores Cortés, para Fiscal Auxiliar II; de 
la licenciada Ileana V. Espada Martínez, para Fiscal Auxiliar III, en ascenso; del doctor Melvin E. 
Hernández Viera como Miembro de la Junta de Gobierno de la Universidad de Puerto Rico; del doctor 
Jorge l. Valentín Asencio, para Miembro de la Junta de Gobierno de la Universidad de Puerto Rico; 
de la doctora Mayda M. Velasco Bonilla, para Miembro de la Junta de Gobierno de la Universidad de 
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Puerto Rico; del señor Ángelo Cruz Ramos, para Miembro Asociado de la Junta de Subastas de la 
Administración de Servicios Generales de Puerto Rico; del licenciado Kevin González Toro, para 
Miembro de la Junta de Directores del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico; del doctor José A. 
Jorge Pagán, para Miembro de la Junta de Directores del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico; del 
doctor Javier J. Hernández Acosta, para Miembro de la Junta de Directores del Instituto de Estadísticas 
de Puerto Rico; de la licenciada Lillian Mateo Santos, para Comisionada Asociada del Negociado de 
Energía de Puerto Rico, para un nuevo término; de la licenciada Sylvia B. Ugarte Araujo, para 
Comisionada Asociada del Negociado de Energía de Puerto Rico; del señor Federico Stubbe Arsuaga, 
para Miembro de la Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como 
Destino; de la señora Joanne Ferguson-Twiste, para Miembro de la Junta de Directores de la 
Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino, para un nuevo término; del señor José 
Suárez Corujo, para Miembro de la Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto 
Rico como Destino; de la doctora Francisca Montalvo Rosado, para Miembro de la Junta de 
Instituciones Postsecundarias, para un nuevo término; del licenciado Hiram C. Rivera López, para 
Miembro Alterno de la Junta Revisora de Subastas de la Administración de Servicios Generales de 
Puerto Rico; del señor Fernando L. Cruz Dominicci, para Miembro de la Junta de Directores de la 
Autoridad del Puerto de Ponce, en calidad de residente bonafide de la región del sur de Puerto Rico; 
de la señora Mariana Cobián Rodríguez, para Comisionada Asociada del Negociado de 
Telecomunicaciones de Puerto Rico y del señor Federico Stubbe González, para Miembro de la Junta 
de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino, para un nuevo 
término. 

De la honorable Wanda Vázquez Garced, Gobernadora de Puerto Rico, tres comunicaciones, 
retirando los nombramientos del señor Osvaldo Soto García, para Contralor de Puerto Rico; del señor 
Federico Stubbe Arsuaga, para Miembro de la Junta de Directores de la Corporación para la 
Promoción de Puerto Rico como Destino y de la señora Mariana Cobián Rodríguez, para Comisionada 
Asociada del Negociado de Telecomunicaciones de Puerto Rico.  

Del Secretario del Senado, una comunicación a la Cámara de Representantes, informando que 
el Senado ha aprobado el P. del S. 1485. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, informando que dicho 
Cuerpo Legislativo ha aprobado, con enmiendas, el P. del S. 1311. 

Del Secretario del Senado, una comunicación, informando a la Cámara de Representantes que 
el Senado ha aprobado el Informe de Conferencia en torno al P. de la C. 403. 

De la Secretaria de la Cámara de Representantes, una comunicación, remitiendo firmado por 
el Presidente de dicho Cuerpo Legislativo y solicitando que sea firmado por el Presidente del Senado, 
el P. de la C. 403 (conf.). 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, en el inciso c., de la Secretaría de la Cámara de 
Representantes una comunicación notificando que la Cámara de Representantes en su sesión del lunes, 
21 de septiembre de 2020, acordó solicitar el consentimiento del Senado para recesar sus trabajos 
hasta el martes, 29 de septiembre de 2020, proponemos se le dé el consentimiento a la Cámara. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se da el 
consentimiento al Cuerpo Hermano, la Cámara de Representantes. 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, hemos recibido una enmienda a la Convocatoria por 
la gobernadora Wanda Vázquez Garced referente a la Extraordinaria, vamos a solicitar que se le dé 
lectura. 

SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura. 
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“GOBIERNO DE PUERTO RICO  
LA FORTALEZA 
SAN JUAN, PUERTO RICO 
 
Boletín Administrativo Número: OE-2020-072 
 
ORDEN EJECUTIVA DE LA GOBERNADORA DE PUERTO RICO, HON. WANDA 
VÁZQUEZ GARCED, PARA ENMENDAR EL BOLETÍN ADMINISTRATIVO 
NÚMERO OE-2020-069, A LOS FINES DE REALIZAR ENMIENDAS TÉCNICAS 
 

POR CUANTO: El Artículo IV, Sección 4 de la Constitución de Puerto Rico ("Constitución") 
establece que el Poder Ejecutivo lo ejercerá el Gobernador quien, entre otras funciones, está facultado 
para convocar a la Asamblea Legislativa a sesión extraordinaria cuando su juicio, el interés público lo 
requiera. 

POR CUANTO: El Artículo III, Sección 10 de la Constitución establece que en una sesión 
extraordinaria de la Asamblea Legislativa sólo podrán considerarse los asuntos especificados en la 
convocatoria del Gobernador o en un mensaje especial que este envíe durante la sesión. 

POR CUANTO: El 15 de septiembre de 2020 la Gobernadora emitió el Boletín Administrativo 
Número OE-2020-069, convocando a los miembros de la Decimoctava Asamblea Legislativa de Puerto 
Rico a una Sexta Sesión Extraordinaria comenzando el miércoles, 16 de septiembre de 2020, a la 1:00 
p.m., la cual concluirá en o antes del 5 de octubre de 2020, fecha en que vencerán los veinte (20) días 
dispuestos en el Artículo III, Sección 10 de la Constitución. 

POR CUANTO: En dicha orden ejecutiva se incluyeron para ser atendidos en la sesión 
extraordinaria convocada, varias medidas legislativas, nombramientos judiciales y designaciones a 
Juntas. Por inadvertencia, varios nombres de los designados se escribieron de forma incompleta y otros 
no reflejaban la realidad del nombre completo del designado. 

POR TANTO: YO, WANDA VAZQUEZ GARCED, Gobernadora de Puerto Rico, en 
virtud de los poderes que me confieren la Constitución y las leyes del Gobierno de Puerto Rico, 
por el presente decreto y ordeno lo siguiente: 

SECCIÓN 1ra: Se enmienda la Sección Tercera de la OE-2020-069 para que lea como sigue: 
“SECCIÓN 3ra: En esta Sexta Sesión Extraordinaria se considerarán los siguientes 

nombramientos, designaciones y nominaciones: 
 
Nombramientos Judiciales  
 
Tribunal de Apelaciones 

1) Hon. Fernando L. Rodríguez Flores 
2) Hon. Erie R. Ronda del Toro 

 
Tribunal Superior 

1) Lcdo. Alexis J. Cario Ríos  
2) Lcdo. Felipe Ferrer Rodríguez 
3) Lcda. Laura E. Martínez Rivera 
4) Lcdo. Orlando Durán Medero 
5) Lcda. Liza M. Báez Burgos 
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6) Lcdo.  Juan A Reyes Colón 
7) Lcda. Arlene de Lourdes Sellés Guerrini 
8) Lcda. Claudette Fernández Rosario 
9) Lcda. Dámaris E. Rivera Damiani  
10) Lcdo. Miguel R. Alameda Ramírez 
11) Lcdo. Joel Ayala Martínez  
12) Lcdo. Héctor L. López Sánchez 
13) Lcdo. Hasan El Musa Espitia 
14) Hon. Yanay Y. Pagán Ramos 
15) Lcdo. Héctor A. Castro Cintrón 
16) Lcda. Brenda  A. Vera Miró 
17) Lcda. Margie Báez López 
18) Hon. Nydia del C. Ríos Jiménez 
19) Lcda. María C. Umpierre Marchand 

 
Tribunal Municipal 

1) Lcda. Karina Díaz Pérez 
2) Lcdo. Rolando J. Matos Acevedo 
3) Lcda. Yaritza E. González Rosado 
4) Lcda. Darelis López Rosario 

 
Nombramientos Fiscales, Procuradores de Asuntos de Familia y Registradores de la 
Propiedad 
 
Fiscal Auxiliar I 

1) Lcda. Frances M. Bravo Negrón 
2) Lcdo. Luis R. Carrau Lebrón 
3) Lcdo. Christian A Castro Plaza 
4) Lcdo. Antonio M. Cintrón Almodóvar 
5) Lcdo. Peter Jr. Cordero Soto 
6) Lcdo. Roberto J. Hernández Ramos 
7) Lcda. Patricia Lugo Rodríguez 
8) Lcda. Frances Ortiz Fernández 
9) Lcdo. Juan C. Ramírez Ortiz 
10) Lcda. Nathalia V. Ramos Martínez 
11) Lcda. Roxanne Rivera Carrión 
12) Lcda. Fabiola Rivera Laboy 
13) Lcda. Vanessa Rivera Morales 
14) Lcda. Vanessa M. Román Delgado 
15) Lcda. Johan M. Rosa Rodríguez 
16) Lcdo. Pedro Vázquez Montijo 
17) Lcdo. Daniel R. Vélez Cabrera 
18) Lcda. Helen M. León Alvarado 
19) Lcdo. Víctor M. Román Pérez 
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Fiscal Auxiliar II 

1) Lcdo. Rufino Jiménez Cardona 
2) Lcdo. Gerardo Martínez Rodríguez 
3) Lcda. Marisol Flores Cortés 

 
Fiscal Auxiliar III 

1) Lcda. lleana V. Espada Martínez 
 
Fiscal Auxiliar IV 

1) Lcdo. Alfredo Carrión Orlandi 
2) Lcda. Lynnette Velázquez Grau 
3) Lcdo. Carlos A. Alonso Sánchez 

 
Fiscal de Distrito 

1) Lcda. Arlene M. Gardón Rivera 
 
Procuradores de Asuntos de Familia 

1) Lcda. Aida E. Meléndez Guadalupe 
2) Lcda. Wilda l. Ayala López 
3) Lcda. Mónica Rodríguez Madrigal 

 
Registradores de la Propiedad 

1) Lcdo. Ángel l. Del Toro Matos 
2) Lcdo. Javier l. Vázquez Ortiz 
3) Lcda. María D. Ríos Díaz 
4) Lcdo. Ismael Malina Serrano 
5) Lcdo. Miguel A Hernández Sanabria 

 
Nombramientos a Juntas y Comisiones 

1) Dr. Melvin E. Hernández Viera 
Miembro de la Junta de Gobierno de la Universidad de Puerto Rico 

2) Dr.  Jorge  L.  Valentín Asencio 
Miembro de la Junta de Gobierno de la Universidad de Puerto Rico 

3) Dra. Mayda M. Velasco Bonilla 
Miembro de la Junta de Gobierno de la Universidad de Puerto Rico 

4) Sr.  Ángelo Cruz Ramos 
Miembro Asociado de la Junta de Subastas de la Administración de Servicios Generales de 
Puerto Rico 

5) Lcdo. Kevin González Toro 
Miembro de la Junta de Directores del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico 

6) Dr. José A. Jorge Pagán 
Miembro de la Junta de Directores del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico 

7) Dr. Javier J. Hernández Acosta 
Miembro de la Junta de Directores del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico 
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8) Lcda. Lillian Mateo Santos 

Comisionada Asociada del Negociado de Energía de Puerto Rico 
9) Lcda. Sylvia B. Ugarte Arauja 

Comisionada Asociada del Negociado de Energía de Puerto Rico 
10) Sr. Federico Stubbe González 

Miembro de la Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico 
como Destino 

11) Sra. Joanne Ferguson-Twiste 
Miembro de la Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico 
como Destino 

12) Sr. José Suárez Corujo 
Miembro de la Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico 
como Destino 

13) Dra. Francisca Montalvo Rosado 
Miembro de la Junta de Instituciones Postsecundarias 

14) Lcdo. Hiram C. Rivera López 
Miembro Alterno de la Junta Revisora de Subastas de la Administración de Servicios 
Generales de Puerto Rico 

15) Sr. Fernando L. Cruz Dominicci 
Miembro de la Junta de Directores de la Autoridad del Puerto de Ponce, en calidad de 
residente bonafide de la región del sur de Puerto Rico 

 
SECCIÓN 2da: DEROGACIÓN. Esta Orden Ejecutiva deja sin efecto cualquier otra orden 

ejecutiva que en todo o en parte sea incompatible con ésta hasta donde existiera tal incompatibilidad. 
SECCIÓN 3ra: NO CREACIÓN DE DERECHOS EXIGIBLES. Esta Orden Ejecutiva no tiene 

como propósito crear derechos sustantivos o procesables a favor de terceros, exigibles ante foros 
judiciales, administrativos o de cualquier otra índole contra el Gobierno de Puerto Rico o sus agencias, 
sus oficiales, empleados o cualquiera otra persona. 

SECCIÓN 4ta: SEPARABILIDAD. Las disposiciones de esta Orden Ejecutiva son 
independientes y separadas unas de otra y si un tribunal con jurisdicción y competencia declarase 
inconstitucional, nula o inválida cualquier parte, sección, disposición y oración de esta Orden 
Ejecutiva, la determinación a tales efectos no afectará la validez de las disposiciones restantes, las 
cuales permanecerán en pleno vigor. 

SECCIÓN 5ta: VIGENCIA. Esta Orden Ejecutiva entrará en vigor de inmediato. 
SECCIÓN 6ta: PUBLICACIÓN. Esta Orden Ejecutiva debe ser presentada inmediatamente en 

el Departamento de Estado y se ordena su más amplia publicación. 
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, expido la presente Orden Ejecutiva bajo mi firma y hago estampar 

el gran sello del Gobierno de Puerto Rico, en La Fortaleza, en San Juan, Puerto Rico, hoy 28 de septiembre 
de 2020. 
 

[fdo.] 
WANDA VÁZQUEZ GARCED 
GOBERNADORA 
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Promulgada de conformidad con la Ley, hoy 28 de septiembre de 2020. 

 
[fdo.] 
RAÚL MÁRQUEZ HERNÁNDEZ 
SECRETARIO DE ESTADO”  

 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba la enmienda de la 

Convocatoria de la Sexta Sesión Extraordinaria. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se reciben las 

enmiendas a la Convocatoria. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos se reciban los demás Mensajes 

y Comunicaciones. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se reciben. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los 

Asuntos. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 

 
PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AL CUERPO, 

NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 
 

La Secretaría da cuenta de las siguientes Comunicaciones: 
 

Del senador Correa Rivera, una comunicación, solicitando se le excuse de la sesión convocada 
para hoy, lunes, 28 de septiembre de 2020, por asuntos personales. 
 
El senador Cruz Santiago ha radicado la siguiente Petición por escrito: 

“El Senador que suscribe respetuosamente solicita que, a través de la Secretaría de este Alto 
Cuerpo, se le requiera al Hon. Santos Seda Nazario, alcalde de Guánica, que en un término de cinco 
(5) días calendarios, contados a partir de su notificación, someta la información que aquí se indica, 
conforme a la Regla 18.2 del Reglamento del Senado de Puerto Rico (R. del S. 13). 

Desde el inicio de las faenas legislativas del Senado y la Cámara de Representantes de Puerto 
Rico, el 2 de enero de 2017, sus presidentes, Hon. Thomas Rivera Schatz y Hon. Johnny Méndez, 
respectivamente, junto a los legisladores de Distrito y por Acumulación, preocupados por la 
complicada situación fiscal de los municipios han trabajado en la búsqueda de alternativas que 
conduzcan al mejoramiento de sus condiciones económicas y sociales.  Por lo que a lo largo del 
presente cuatrienio se convocaron, periódicamente a los alcaldes y alcaldesas, a una serie de reuniones, 
para recibir sus recomendaciones y reacciones para atender colectiva e individualmente sus 
necesidades más apremiantes.  Otras recomendaciones, también fueron notificadas a los legisladores 
de ambos cuerpos durante sus visitas a sus respectivos municipios.  El resultado de estas gestiones 
fueron una serie de leyes y resoluciones conjuntas aprobadas para beneficio de los municipios. 

El alcalde del Guánica, ha expresado públicamente que esperaba más de los legisladores, 
respecto a las ayudas que requiere para asistir a los residentes de su municipio.  Los cuerpos 
legislativos, Senado y Cámara de Representantes, son organismos colegiados que actúan en común 
acuerdo para trabajar y aprobar legislación conducente al mejoramiento de la calidad de vida de sus 
ciudadanos y que obviamente son residentes de los 78 municipios de Puerto Rico. 
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Un Informe de Fondos Asignados al Municipio de Guánica indica que la Decimoctava 
Asamblea Legislativa, desde el 1ro. de enero de 2017 hasta el presente ha aprobado las siguientes 
medidas para atender estos propósitos: 
 

Medida Propósito Cantidad 
Ley 96-2018 Para adoptar la Ley de Apoyo a los Municipios, a los 

fines de crear el sistema de ayuda a los ayuntamientos 
municipales que cumplan con los reestablecidos en esta 
Ley a través de préstamos, sujeto a lo establecido en esta 
Ley; y para otros fines. 

1,000,000 

RC 4-2017 Para obras y mejoras permanentes 1,050,000 
RC 17- 2017 Asignación a través del Departamento de Educación  

-Para la Oficina de Mejoramiento de Escuelas Públicas, 
para la compra de una unidad de aire acondicionado en 
la Esc. José Rodríguez de Soto en el Municipio de 
Guánica 
-Para obras y mejoras permanentes 

2,500 
 
 
 
55,750 
Subtotal:  57,750 

RC 16 -2019 Para obras y mejoras permanentes 40,000 
RC 99-2019 -Para obras y mejoras permanentes 

-Para la compra e instalación de asfalto en las carreteras 
y caminos municipales 

460,000 
40,000 
 
Subtotal:  500,000 

RC 41- 2020 Para obras y mejoras permanentes 20,000 
RC 42 -2020 Para obras y mejoras permanentes 125,00 
Total 2,792,750 

 
Ante las expresiones del alcalde Santos Seda es importante conocer el estatus de las 

asignaciones mencionadas arriba, por lo que se le requiere suministre los siguientes datos y resultados: 
1. Resumen de dificultades y retos que enfrentaron o enfrentan para la agilización de los 

procesos vinculados al recibo de los fondos asignados, si fuera el caso. 
2. De haber recibido los fondos suministre un desglose detallado del uso de los fondos 

otorgados que incluya: 
i. Cantidad de individuos, familias o comunidades que se han beneficiado 
ii. Cantidad del fondo asignado que ha sido reclamado y utilizado. 
iii. Descripción detallada de los trabajos realizados con los fondos asignados según 

Ley o Resolución Conjunta aprobada, 
3. Descripción de otras maneras adoptadas, paralelas o alternas, por el Municipio para 

ayudar a los individuos o familias o comunidades para atender los asuntos por los que 
fueron legislados los fondos asignados.   

4. Cualquier otra información pertinente que entienda pueda ser catalogada como 
discriminatoria para recibir los fondos asignados.” 

 
Del agrónomo Robert M. Bradley Pérez, Administrador, Administración para el Desarrollo de 

Empresas Agropecuarias, una comunicación, remitiendo una Certificación de Balance a Transferir de 
la Resolución Conjunta 5-2017. 
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De la señora María L. Marín Colón, Comisionada Auxiliar de Servicios, Oficina del 
Comisionado de Seguros, una comunicación, remitiendo copia de los Estados Financieros Auditados 
correspondientes al año fiscal 2019, según requeridos por el Artículo 2.040 (2) de la Ley 77 del 19 de 
junio de 1957, según enmendada. 

El senador Rivera Schatz ha radicado evidencia de la radicación de su planilla de contribución 
sobre ingresos para el año contributivo 2019. 
 

SR. TIRADO RIVERA: Señor Presidente.  Señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Senador Tirado Rivera, adelante. 
SR. TIRADO RIVERA: Sí, quiero que se me aclare si la petición del inciso b., se va a aprobar 

en el día de hoy y me gustaría que el autor de la medida, de la petición, nos haga una presentación de 
por qué está solicitando esta información.  Sabemos que hay una controversia entre el alcalde y el 
peticionario, pero me gustaría saber cuál es el alcance de esta solicitud del compañero antes de poder 
emitir mi voto. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, vamos a decretar un breve receso para 
entonces poderle contestar al compañero. 

SR. VICEPRESIDENTE: Cómo no.  Vamos a decretar un breve receso en Sala para poderle 
contestar al senador Tirado Rivera. 

Breve receso. 
 

RECESO 
 

SR. VICEPRESIDENTE: Continuamos con los trabajos. 
Reconocemos al senador Tirado Rivera. 
SR. TIRADO RIVERA: Sí, Presidente, he tenido una conversación con el compañero senador 

que me ha explicado las razones y no tenemos objeción a la petición. 
SR. VICEPRESIDENTE: Muchas gracias al senador Tirado Rivera.  Queda aclarado el punto. 
Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, en el inciso… Vamos entonces a tomarlo 

como íbamos en el orden para entonces trabajar el inciso b.  Así que vamos a trabajarlo y luego me 
comprometo resolverlo rápido. 

Señor Presidente, en el inciso a., del senador Correa Rivera, una comunicación solicitando se 
le excuse de la sesión convocada para hoy lunes, 28 de septiembre de 2020, por asuntos personales. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda excusado el 
compañero. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, en el inciso b., el senador Cruz Santiago ha 
presentado una petición por escrito, vamos a permitir que pase a un turno posterior. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda el asunto 
postergado a un turno posterior. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, haciendo una corrección, es para que se le 
excuse al compañero Correa Rivera de toda la Extraordinaria, la Sesión Extraordinaria. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, el compañero Correa 
Rivera queda excusado de los trabajos. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos que se reciban las demás 
peticiones. 

SR. VICEPRESIDENTE: Adelante.  ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se reciben. 
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SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos continuar con el Orden de los 
Asuntos. 

SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 
 

MOCIONES 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se incluya el informe del Proyecto 
del Senado 1661. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se incluye el informe. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: De igual forma, para que se incluya el informe del Proyecto 

del Senado 1663. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda incluido 

también el informe. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: De la misma forma, para que se incluya el informe del 

Proyecto del Senado 1666. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda incluido ese 

informe también. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se incluya el informe de la 

Resolución Conjunta del Senado 592. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda incluido. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se incluya el informe de la 

Resolución Conjunta del Senado 594. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda incluido el 

informe. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: De igual forma, señor Presidente, para que se incluya el 

informe del Proyecto de la Cámara 1969. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda incluido. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Y, señor Presidente, para que se incluya el informe sobre el 

Proyecto de la Cámara 2036. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda incluido. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para continuar con el Orden de los Asuntos. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 

 
ASUNTOS PENDIENTES 

 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, no hay asuntos pendientes. 
SR. VICEPRESIDENTE: No hay asuntos pendientes, así que continuamos con los trabajos. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se le dé lectura. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura. 

 
CALENDARIO DE LECTURA 

 

 Como primer asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1661, 
y se da cuenta del informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1663, y se da cuenta del informe de la Comisión de Gobierno, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1666, y se da cuenta del informe de la Comisión de Salud, sin enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 592, y se da cuenta del informe de la Comisión de Hacienda, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta del 
Senado 594, y se da cuenta del informe de la Comisión de Hacienda, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
1969, y se da cuenta del informe de la Comisión de Salud, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 
2036, y se da cuenta del informe de la Comisión de Innovación, Telecomunicaciones, Urbanismo e 
Infraestructura, con enmiendas. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Duodécimo 
Informe Parcial en torno a la Resolución del Senado 23, sometido por la Comisión de Desarrollo de 
Iniciativas Comunitarias. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en 
torno a la Resolución del Senado 23, sometido por la Comisión de Desarrollo de Iniciativas 
Comunitarias. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en 
torno a la Resolución del Senado 25, sometido por la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en 
torno a la Resolución del Senado 57, sometido por la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en 
torno a la Resolución del Senado 220, sometido por la Comisión de Salud. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final 
Conjunto en torno a la Resolución del Senado 369, sometido por las Comisiones de Banca, Comercio 
y Cooperativismo; y de Gobierno. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en 
torno a la Resolución del Senado 456, sometido por la Comisión de Asuntos del Consumidor y 
Servicios Públicos Esenciales. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Segundo Informe 
Final Conjunto en torno a la Resolución del Senado 859, sometido por las Comisiones de Salud; y 
Conjunta para las Alianzas Público Privadas de la Asamblea Legislativa. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final 
Conjunto en torno a la Resolución del Senado 1215, sometido por las Comisiones de Hacienda; y 
de Educación y Reforma Universitaria. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en 
torno a la Resolución del Senado 1331, sometido por la Comisión Especial de Asuntos de Energía. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en 
torno a la Resolución del Senado 1361, sometido por la Comisión de Hacienda. 

- - - - 
 

SR. VICEPRESIDENTE: Continuamos con los trabajos.  Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos comenzar con la discusión del 

Calendario. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, empezamos con la 

discusión del Calendario.  Adelante. 
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CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1661. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1661 viene 
acompañado con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1661, 
todos a favor sírvanse decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobado. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 
proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas al título. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1663. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1663 viene 
acompañado con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas al informe. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 
lean. 

SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 3 párrafo 3, líneas 1 a la 5, eliminar todo su contenido 
 
En el Decrétase: 
Página 4, línea 13, eliminar todo su contenido e insertar “El 

Principal” 
Página 4, línea 14, después de “Puerto Rico” insertar “podrá ser 

destituido de su cargo” 
Página 4, línea 16,  antes de “o si es convicto” eliminar todo su 

contenido 
Página 4, líneas 18 a la 22, eliminar todo su contenido 
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Página 5, líneas 1 a la 14, eliminar todo su contenido 
Página 5, línea 15, después de “Sección” eliminar “3” y sustituir por 

“2” 
Página 6, línea 11, después de “Sección” eliminar “4” y sustituir por 

“3”  
Página 7, línea 9, después de “Sección” eliminar “5” y sustituir por 

“4” 
Página 8, línea 1, después de “Sección” eliminar “6” y sustituir por 

“5” 
Página 8, línea 17, después de “Sección” eliminar “7” y sustituir por 

“6” 
Página 9, línea 10, después de “Sección” eliminar “8” y sustituir por 

“7” 
Página 9, línea 19, después de “Sección” eliminar “9” y sustituir por 

“8” 
Página 12, línea 1, después de “Sección” eliminar “10” y sustituir 

por “9” 
Página 12, línea 4, después de “Sección” eliminar “11” y sustituir 

por “10” 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 

enmiendas en Sala. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1663, 

todos a favor sírvanse decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobado. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 

enmiendas al título. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala al título, proponemos 

que se lean. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Línea 1, después de “Artículos 7,” eliminar “34,” 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala 
al título. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas la 
enmiendas al título. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1666. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe sin enmiendas el 
Proyecto del Senado 1666. 

SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1666, 
todos a favor sírvanse decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobado el Proyecto. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 592. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 592 
viene acompañada con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas al informe. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del 
Senado 592, todos a favor sírvanse a decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobada. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto.  Señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Corrección.  Señor Presidente, hay enmiendas del informe al 

título, proponemos que se aprueben. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 

enmiendas al título. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta del Senado 594. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, la Resolución Conjunta del Senado 594 
viene acompañada con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas al informe. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta del 
Senado 594, todos a favor sírvanse decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobada. 
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SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 
proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura.  Ah, ¿hay alguna objeción? No habiendo 
objeción, quedan aprobadas las enmiendas al título. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Informe al título. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 1969. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 1969 viene 
acompañado con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, las enmiendas 
quedan aprobadas. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 
lean. 

SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 3, línea 5, luego de “Puerto Rico.” incluir “A tono con lo 

anterior, el médico-acupuntor cumplirá con el 
requisito de completar al menos el cincuenta (50) 
por ciento de sus créditos en materias 
relacionadas con su certificación, de 
conformidad con la Ley 139, supra.” 

 
En el Decrétase: 
Página 3, línea 8, después de “establecerán”, eliminar el resto de la 

línea 
Página 3, línea 9, antes de “uniforme” añadir “siguiendo un 

criterio” 
Página 3, línea 14, luego de “Puerto Rico.” eliminar “”” 
Página 3, entre las líneas 14 y 15, añadir “…”” 
Página 4, línea 19, luego de “currículos.” eliminar “”” 
Página 4, entre las líneas 19 y 20, añadir “…”” 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 

enmiendas en Sala. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 1969, 

todos a favor sírvanse decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobado. 
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SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 
proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas al título. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto de la Cámara 2036. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto de la Cámara 2036 viene 
acompañado con enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas al informe. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 
enmendada. 

SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 2036, 
todos a favor sírvanse decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobado. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante, señor Portavoz. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Duodécimo Informe Parcial sometido por la Comisión de Desarrollo de Iniciativas Comunitarias, en 
torno a la Resolución del Senado 23. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Duodécimo Informe 
Parcial sobre la Resolución del Senado número 23. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda recibido. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final sometido por la Comisión de Desarrollo de Iniciativas Comunitarias, en torno a la 
Resolución del Senado 23. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final de la 
Resolución del Senado número 23. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda recibido el 
Informe Final. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
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 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final sometido por la Comisión de Hacienda, en torno a la Resolución del Senado 25. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado número 25. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda recibido el 
Informe Final.  Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final sometido por la Comisión de Hacienda, en torno a la Resolución del Senado 57. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado número 57. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda recibido ese 
Informe Final. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SRA. PADILLA ALVELO: Señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Reconocemos a la senadora Padilla Alvelo.  Adelante, senadora. 
SRA. PADILLA ALVELO: Para unas expresiones con relación a la Resolución del Senado 

número 57 del compañero senador Torres Torres y de esta servidora.  Esta ha sido una Resolución de 
Investigación sobre lo que se conoce como SURI, que es el sistema que en estos momentos tiene el 
Departamento de Hacienda. 

Tuvimos la oportunidad de llevar varias vistas a cabo porque todo el mundo sabe que este 
sistema se hizo por fases y dentro del proceso, pues, ahora mismo ya SURI ha traspasado lo que es 
Hacienda, ya también está con el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos. 

Lo que quiero sí traerle, esta iniciativa básicamente nos dio la oportunidad de analizar el 
sistema, sin embargo, nosotros investigamos, pero hay que hacer un reconocimiento muy especial al 
hoy Secretario del Departamento de Hacienda, Francisco Parés, donde todo el mundo sabe que esto 
es, como decimos nosotros, es el bebé del Departamento de Hacienda, pero que ha sido uno que ha 
hecho, sobre todas las cosas, justicia a todos lo que de alguna manera u otra se consideran 
contribuyentes, ya sean estos pequeños y medianos comerciantes, como puede ser también grandes 
empresas.  En fin, ha sido atendido todo lo que verdaderamente se comprende del concepto de lo que 
son rentas internas en el Departamento de Hacienda. 

No obstante, queremos, pues, agradecerle a todo el que tuvo la oportunidad de aportar, es un 
informe que está bien detallado, que nos va a dar la oportunidad a nosotros, como legisladores y 
legisladoras, de que puedan conocer al detalle lo que es el sistema SURI del Departamento de 
Hacienda. 

Haciendo estas expresiones, señor Presidente, pues, muy orgullosa de que podamos nosotros 
contribuir y analizar lo que verdaderamente es bueno y que muchas veces las cosas buenas que suceden 
en nuestro Puerto Rico no se reconocen, pero en esta quería dejarlo vertido para récord que sí fue una 
buena iniciativa después de un sistema que muchos años tenía el Departamento de Hacienda, conocido 
como PRITAS -creo que era el nombre que tenía-, y créame que si no hubiera pasado algo así tal vez 
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hubiéramos tenido algún tipo de comportamiento, sino igual o peor, que ha pasado en el Departamento 
del Trabajo que no pudo resistir la carga de todas las reclamaciones por el desempleo. 

Así que por lo menos tenemos algo bueno y que haya sido una iniciativa de un compañero de 
Minoría, pero que fue avalada y reconocida por toda la gente que pertenece a la Comisión de Hacienda 
del Senado de Puerto Rico. 

Esas son nuestras expresiones, señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Le damos las gracias a la senadora Padilla Alvelo. 
Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final sometido por la Comisión de Salud, en torno a la Resolución del Senado 220. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado 220. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 
Final. 

Vamos a reconocer, señor Portavoz, al senador Cruz Santiago con su turno. 
Adelante, señor senador. 
SR. CRUZ SANTIAGO: Muchas gracias, señor Presidente. 
Primero que nada, quiero agradecer al Presidente de la Comisión de Salud de este Alto Cuerpo, 

compañero Chayanne Martínez, del Distrito Senatorial de Arecibo, por darle especial atención a esta 
medida que lo que buscaba esencialmente era que el Departamento de Salud nos pudiera decir, como 
organismo, como Senado, sin en efecto existía o existe, existía en Puerto Rico un protocolo para 
atender mordidas de especies peligrosas, toda vez que entramos en conocimiento de que uno de los 
negocios más grandes después de las drogas y las armas era el tráfico de animales exóticos en Puerto 
Rico. 

Esta medida fue muy bien trabajada por la Comisión y el Departamento de Salud, así como 
también el Colegio de Veterinarios de Puerto Rico.  Establecen unas guías y le dan unas 
recomendaciones al Departamento de Salud para que existan unos protocolos relacionados a lo que 
debe ser el cómo atender una emergencia de una mordida de una especie peligrosa.  También hace 
referencia a iniciativas que tiene que hacer el Departamento de Salud con algunos hospitales regionales 
y con algunos hospitales fuera de Puerto Rico para poder traer el antiveneno en caso de que exista 
alguna emergencia en Puerto Rico. 

Así que lo que, por años, desde el año 2000-2001, se está procurando hacer, este Senado de 
Puerto Rico ha logrado por fin tener una respuesta y espero que el Departamento de Salud pueda 
cumplir con su deber y podamos tener a la mano cualquier antiveneno de surgir alguna situación en 
Puerto Rico con una especie venenosa. 

Son mis palabras, señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Le damos las gracias al senador Cruz Santiago. 
Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 

- - - - 
 
 



Lunes, 28 de septiembre de 2020  Núm. 2 
 
 

15248 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final Conjunto sometido por las Comisiones de Banca, Comercio y Cooperativismo; y de 
Gobierno, en torno a la Resolución del Senado 369. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado 369. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 
Final. 

Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final sometido por la Comisión de Asuntos del Consumidor y Servicios Públicos Esenciales, 
en torno a la Resolución del Senado 456. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado 456. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 
Final. 

Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Segundo Informe Final Conjunto sometido por las Comisiones de Salud; y Conjunta para las 
Alianzas Público Privadas de la Asamblea Legislativa, en torno a la Resolución del Senado 859. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Segundo Informe Final 
sobre la Resolución del Senado 859. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 
Final. 

Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final Conjunto sometido por las Comisiones de Hacienda; y de Educación y Reforma 
Universitaria, en torno a la Resolución del Senado 1215. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado 1215. 
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SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 
Final. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, el compañero Vargas Vidot va a hacer unas 
expresiones sobre la medida. 

SR. VICEPRESIDENTE: Reconocemos el turno al senador Vargas Vidot.  Adelante, senador. 
SR. VARGAS VIDOT: Muchas gracias, señor Presidente. 
Yo creo que hay que resaltar en el desarrollo de esta investigación que se propuso la senadora 

Migdalia Padilla y quiero de verdad reconocer que el trabajo que la Comisión hizo y su presidencia 
ha sido un trabajo arduo, honesto, específico, valiente y que ha descubierto una cantidad de cosas sin 
haber sido seducida por disfrazarlas por algo.  No es costumbre de ella hacer eso, pero lo quiero resaltar 
porque la mayoría de las veces se tiene una idea de que lo que se produce aquí tiene algún tipo de 
agenda inconfesable y oscura. 

En esta Comisión se vuelve a subrayar reiteradamente la irresponsabilidad del Secretario de 
Educación en referencia al deber que implica la Ley 277 del 2018. 

SR. VICEPRESIDENTE: Señor senador, deme un momento, por favor. 
Vamos a escuchar al senador Vargas Vidot, por favor.  Adelante, senador. 
SR. VARGAS VIDOT: Muchas gracias.  Y le agradezco esa deferencia porque parece que en 

Puerto Rico la educación si no está envuelta en un bochinche no es importante para las demás personas. 
Y yo quiero decir que esa unión de varios senadores y senadoras que son de diferentes partidos, 

incluyendo a este servidor, le da una validación mayor al llamado que se hace como conclusión a los 
trabajos de esta Comisión, que fue un trabajo serio, un trabajo de investigación, donde se visitaron 
escuelas, donde se recogieron los diferentes elementos como para concluir que definitivamente tiene 
que haber un asunto por encima de la ley en esto. 

Yo me pregunto, como senador y como persona, qué tendrá este caballero que dirige 
Educación que lo hace tan invulnerable, que lo hace tan…, se exime de todos los señalamientos de 
responsabilidad que exige no solamente la ley, sino la ética y la moral.  A este momento el reglamento 
todavía no se ha sometido, a este momento el reglamento queda en la ambigüedad.  Y aun cuando la 
Comisión fue enérgica en su señalamiento y no fue débil en lo que está exigiendo, esta persona se 
hace el insensible permanente y mantiene en vilo al sistema completo de Montessori.  Esto es una 
poca vergüenza, yo no sé ya cómo describirlo, pero me parece que uno de los sistemas que más, que 
se ha caracterizado precisamente por ser un ejemplo de la eficiencia en la educación, un modelo que 
genuinamente llega a la comunidad y que envuelve a toda la comunidad, incluyendo padres, madres, 
etcétera, en el entorno y que ha sido capaz de superar los escollos y los obstáculos que son propios y 
tristes y lamentables de los desastres que hemos enfrentado como país, desastres naturales, desastres 
patológicos.  Sin embargo, esta persona se mantiene en esa terquedad. 

Y yo no entiendo, pero me parece que debemos de ser mucho más enérgicos como gobierno 
para exigir que se preserve el sistema de educación Montessori, se preserve ya, no solamente de la 
burocracia, no solamente de los elementos que naturalmente atacan a la educación, sino se preserve 
del propio Secretario de Educación que se ha convertido precisamente en el enemigo número uno por 
su falta de acción.  Y eso es importante. 

De hecho, cuando llamo a las personas de Montessori, incluyendo a la doctora Ana María 
Blanco, me dice que no solamente hay un problema con Montessori, están maltratando a todos los 
maestros y maestras del sistema.  Entonces, ¿hasta dónde vamos a aguantar a un individuo de esta 
naturaleza? El Secretario se ha sentado sobre el reglamento de Montessori desafiando la orden moral, 
desafiando la orden legal, desafiando la orden ética, y hasta dónde vamos nosotros y nosotras a apoyar 
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y condonar y hasta volvernos cómplices de este comportamiento que yo creo que es desordenado y 
que establece un rol de modelaje absurdo, incongruente con lo que es la verdadera educación. 

Así que esta Comisión, aun cuando ha hecho un inmenso trabajo, no debe de quedarse ahí y 
tenemos que exigir un paso adicional de firmeza.  Yo no sé de dónde está mirando la Gobernadora de 
este país, a dónde, a quién está personando, a quién está encubriendo, pero ciertamente se está llevando 
por el medio diecisiete mil (17,000) estudiantes, se está llevando por el medio más de cincuenta y dos 
(52) escuelas, está llevándose por el medio un montón de elementos de éxito que caracterizan a este 
modelo. 

Es interesante porque veo en los debates de gobernación todo el mundo habla cosas 
maravillosas de Montessori, sin embargo, a la hora de la verdad todo se vuelve una soberana 
hipocresía, porque a la hora de defenderlo para que las cosas se cumplan todos callan y el silencio en 
este país es igual a muerte. 

Son mis palabras, señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Le damos las gracias al senador Vargas Vidot. 
Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto.  Señor Presidente, para que se reciba el 

Informe Final sobre la Resolución del Senado 1215. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 

Final de la Resolución del Senado 1215. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto, señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final sometido por la Comisión Especial de Asuntos de Energía, en torno a la Resolución 
del Senado 1331. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado 1331. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 
Final de la Resolución del Senado 1331. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Próximo asunto. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante. 

- - - - 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Informe Final sometido por la Comisión de Hacienda, en torno a la Resolución del Senado 1361. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se reciba el Informe Final sobre la 
Resolución del Senado 1361. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se recibe el Informe 
Final de la Resolución del Senado 1361. 

- - - - 
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SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para regresar al turno de Mociones. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, adelante. 

 
MOCIONES 

 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se incluya el Informe sobre el 

Proyecto del Senado 1664. 
SR. VICEPRESIDENTE: No habiendo objeción, se incluye el Informe Final del Proyecto del 

Senado 1664. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se lea. 
SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura. 

 
CALENDARIO DE LECTURA 

 

 Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 
1664, y se da cuenta del informe de la Comisión de Salud Ambiental y Recursos Naturales, con 
enmiendas. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1664 tiene 
enmiendas en el Informe… 

Corrigiendo, para que llame la medida. 
 

CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 
 

 Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el 
Proyecto del Senado 1664. 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, el Proyecto del Senado 1664 tiene 
enmiendas en el informe, para que se lean, se aprueben. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 
enmiendas. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, dicha medida tiene enmiendas en Sala, para 
que se lean. 

SR. VICEPRESIDENTE: Adelante con la lectura. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Resuélvese: 
Página 6, línea 21, antes de “de concentración” eliminar “porciento 

y sustituir por “por ciento”  
Página 8, línea 6, eliminar todo su contenido y sustituir por 

“Oficina de Turismo: Oficina de Turismo del 
Departamento de Desarrollo Económico de 
Puerto Rico.” 
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Página 15, línea 17, antes de “y a la” eliminar “Compañía de Turismo 
de Puerto Rico” y sustituir por “Oficina de 
Turismo”  

Página 39, línea 22, antes de “de concentración” eliminar “porciento 
y sustituir por “por ciento” 

Página 52, línea 11, antes de “de Turismo” eliminar “Compañía” y 
sustituir por “Oficina”  

Página 51, línea 16, eliminar “$50.00” y sustituir por “25.00”  
Página 51, línea 17, eliminar “$75.00” y sustituir por “50.00” 
Página 51, línea 18, eliminar “$150.00” y sustituir por “100.00”  
Página 51, línea 19, eliminar “$300.00” y sustituir por “200.00”  
Página 51, línea 16, eliminar “$400.00” y sustituir por “300.00”; 

eliminar “$600.00” y sustituir por “400.00”  
Página 60, línea 5, eliminar “Compañía y sustituir por “Oficina” 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se aprueban las 

enmiendas en Sala. 
Vamos a reconocer al compañero Cruz Santiago, pero antes de hacerlo necesito silencio en la 

Sala. 
Adelante, senador. 
SR. CRUZ SANTIAGO: Muchas gracias, señor Presidente. 
Señor Presidente, la seguridad marítima en Puerto Rico es regulada actualmente por la Ley 

430, esta Ley está vigente desde el año 2000 y es una ley que básicamente, pues, a raíz de veinte (20) 
años ha crecido el turismo náutico en Puerto Rico, ha crecido en las marinas la compra de vehículos 
de navegación.  Vimos la necesidad en este Senado y este senador traer a la consideración de este 
Cuerpo y de la Cámara de Representantes el Proyecto del Senado 1414, que en la última sesión 
legislativa fue aprobado por los compañeros en el Senado y en la Cámara, este Proyecto pasó a la 
firma de la Gobernadora y yo tengo que aclarar que la Gobernadora de Puerto Rico ha tenido la 
oportunidad y ha sido su trayectoria que cuando proyectos llegan ante su consideración ha tenido y ha 
sacado el espacio para poder leer cada proyecto que llega ante su consideración. 

Como ex Secretaria de Justicia levantó unas dudas con relación a ese proyecto, pero por 
nosotros estar en receso no se pudo devolver la medida.  Así es que una vez se aclaró con el 
Departamento de Justicia esas interrogantes, es entonces donde llega a este Senado el Proyecto de 
Administración 1664. 

Quiero agradecer al equipo de asesores del señor Presidente que estuvieron trabajando muy de 
cerca con este proyecto y en especial al licenciado Ángel López, asesor de la Gobernadora, que estuvo 
muy pendiente de esta medida para que fuera atendida en esta Sesión Extraordinaria.  Así como 
también al señor Pérez Prado, que es nuestro Comisionado de Navegación y fue una persona, y quiero 
que conste para el récord, la cual estuvo mano a mano trabajando con este senador; y al presidente y 
al equipo técnico de la Comisión de Recursos Naturales del Senado de Puerto Rico, el doctor Carlos 
Rodríguez Mateo, por darle especial atención a este proyecto. 

Este proyecto atiende la situación del alcohol en la navegación, que era un problema que 
teníamos desde el principio; atiende el asunto relacionado a lo que son las licencias, que baja los 
costos, cumpliendo con el Plan de Gobierno de nuestra Administración de no aumentar multas ni 
aumentar costos de permisos adicionales.  Así que es un proyecto que las personas que conocen de 
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navegación en seguridad marítima lo catalogan como un adelanto en lo que es la seguridad en la 
navegación y uno de los mejores en la costa este de los Estados Unidos. 

Una vez más hacemos historia y agradezco a los compañeros por darme la oportunidad de 
poder trabajar este proyecto y que viene ahora como un Proyecto de Administración para que sea 
aprobado.  Y le pido a los compañeros que le den la oportunidad a que tengamos la mejor Ley de 
Navegación del Caribe y de la costa este de los Estados Unidos. 

Son mis palabras, señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Le damos las gracias al compañero senador Cruz Santiago. 
Adelante, señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. VICEPRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1664, 

todos a favor sírvanse decir que sí.  En contra, no.  Queda aprobado. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, la medida tiene enmiendas del informe al 

título, para que se apruebe. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, quedan aprobadas las 

enmiendas al título. 
- - - - 

 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para regresar al turno de Mociones. 
SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, se regresa al turno 

inicial. 
 

MOCIONES 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, proponemos que el Senado concurra con las 
enmiendas introducidas al Proyecto del Senado 1311 por la Cámara de Representantes, señor 
Presidente. 

SR. VICEPRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? No habiendo objeción, queda aprobada la 
concurrencia. 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Breve receso, señor Presidente. 
SR. VICEPRESIDENTE: Breve receso en la Sala. 

 
RECESO 

 
- - - - 

Transcurrido el receso, el Senado reanuda sus trabajos bajo la Presidencia del señor Thomas 
Rivera Schatz. 

- - - - 
 

SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, tenemos un Calendario de Votación Final donde se 
incluyen las siguientes medidas: Proyecto del Senado 1311, en su concurrencia, según enmendado; 
Proyecto del Senado 1661, Proyecto del Senado 1663, Proyecto del Senado 1664, Proyecto del Senado 
1666; Resolución Conjunta del Senado 592, Resolución Conjunta del Senado 594; Proyecto de la 
Cámara 1969 y Proyecto de la Cámara 2036, para un total de nueve (9) medidas, señor Presidente. 

SR. PRESIDENTE: Votación. 
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SR. RÍOS SANTIAGO: Señor Presidente, solicitamos que la Votación Final se considere 
como un Pase de Lista Final para todos los fines legales y pertinentes. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
¿Algún compañero senador, algún compañero senador o compañera senadora que quiera 

abstenerse o emitir algún voto explicativo? 
SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Senador Bhatia Gautier. 
SR. BHATIA GAUTIER: Sí, gracias.  La R.C. del S. 594 le estaré haciendo un voto en contra, 

un voto explicativo. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no.  Que se haga constar que el compañero votará de esa forma. 
Antes de abrir la votación queremos consignar, señor Portavoz, el Proyecto del Senado 1640 

vamos a discutirlo con diferentes personas que están interesadas en este tema y principalmente con 
los trabajadores de WIPR, así es que este proyecto no va a ser atendido hasta que no hayamos discutido 
ese asunto con ellos, en los próximos días vamos a sentarnos para conversar con ellos y nuestro ánimo 
es que, en efecto, WIPR pueda robustecerse, pero para Puerto Rico, pero para Puerto Rico. 

Así es que, como sabemos que este proyecto ha generado unas expectativas y una tensión muy 
particular, no le vamos a dar paso a esto hasta que nos sentemos con todas las partes y discutamos 
algunos puntos interesantes que hemos escuchado que se han planteado y que entendemos que deben 
considerarse seriamente. 

Así que sin esa discusión no vamos a atender el proyecto hasta que hayamos tenido la 
oportunidad de evaluarlo en conjunto con estas personas. 

Así que, ábrase la votación. 
Señor Secretario, informe el resultado de la votación. 

 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 

 

 Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 
 

P. del S. 1661 
 

P. del S. 1663 
 

P. del S. 1664 
 

P. del S. 1666 
 

R. C. del S. 592 
 

R. C. del S. 594 
 

P. de la C. 1969 
 

P. de la C. 2036 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes al P. del S. 1311 
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VOTACIÓN 

 
Los Proyectos del Senado 1661, 1663, 1666; la Resolución Conjunta del Senado 592; los 

Proyectos de la Cámara 1969, 2036; y la Concurrencia con las enmiendas introducidas por la Cámara de 
Representantes al Proyecto del Senado 1311, son considerados en Votación Final, la que tiene efecto con 
el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, Nelson V. Cruz Santiago, José L. Dalmau Santiago, Miguel Laureano 
Correa, Héctor J. Martínez Maldonado, Ángel R. Martínez Santiago, Gregorio B. Matías Rosario, Luis 
D. Muñiz Cortés, Henry E. Neumann Zayas, Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. 
Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Keren L. Riquelme Cabrera, Carlos J. Rodríguez Mateo, Axel 
Roque Gracia, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres Torres, José A. Vargas Vidot, Evelyn Vázquez 
Nieves, Nayda Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  22 
 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 
 

El Proyecto del Senado 1664; y la Resolución Conjunta del Senado 594, son considerados en 
Votación Final, la que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Nelson V. Cruz Santiago, Miguel Laureano Correa, Héctor J. Martínez Maldonado, Ángel R. 
Martínez Santiago, Gregorio B. Matías Rosario, Luis D. Muñiz Cortés, Henry E. Neumann Zayas, 
Migdalia Padilla Alvelo, Itzamar Peña Ramírez, José O. Pérez Rosa, Carmelo J. Ríos Santiago, Keren 
L. Riquelme Cabrera, Carlos J. Rodríguez Mateo, Axel Roque Gracia, Evelyn Vázquez Nieves, Nayda 
Venegas Brown y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total .........................................................................................................................................................  17 
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VOTOS NEGATIVOS 

 
Senadores: 

Eduardo Bhatia Gautier, José L. Dalmau Santiago, Cirilo Tirado Rivera, Aníbal J. Torres 
Torres y José A. Vargas Vidot. 
 
Total ...........................................................................................................................................................  5 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ...........................................................................................................................................................  0 
 

SR. PRESIDENTE: Todas las medidas fueron aprobadas. 
Señor Portavoz. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para regresar al turno de Mociones. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
MOCIONES 

 
Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza o Pésame 

 
La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, 

Júbilo, Tristeza o Pésame: 
 
Moción Núm. 219 
Por el señor Dalmau Santiago: 
 
“Para que el Senado de Puerto Rico envíe un mensaje de felicitación y reconocimiento al Club de 
Conquistadores Los Pioneros de la Iglesia Adventista del Séptimo Día de Río Piedras, Puerto Rico, 
en ocasión de la celebración de su septuagésimo Aniversario.” 
 

SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para aclarar en récord, hacer una corrección 
en Sala referente al Proyecto del Senado 1664, corresponde hacer una corrección en la enmienda que 
se hizo anteriormente para hacer una ubicación y es la siguiente, se cometió un error en la enmienda 
que se hizo, vamos a corregirla y a ubicarlo como debe de ser el extracto. 

SR. PRESIDENTE: Muy bien.  ¿Lo que estamos diciendo es que usted va a aclarar un número? 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: La ubicación de la enmienda aclarando un número. 
SR. PRESIDENTE: Okay.  Dígame cuál es la página correcta. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Compañero Oficial de Actas. 
SR. PRESIDENTE: O sea, ¿la enmienda no sufre ningún cambio, la enmienda es? 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Esa la que es, solamente cambio de página. 
SR. PRESIDENTE: Es aclarar un número que se hizo incorrecto. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Correcto, cambio de número. 
SR. PRESIDENTE: O sea, ¿usted está corrigiendo dos líneas, doble enmienda? 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Dos líneas, señor Presidente. 
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SR. BHATIA GAUTIER: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: O sea, lo que usted está planteando es que la enmienda en la página 51, 

en lugar de ser la línea 16, es la 20. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Es la 20 y en la siguiente… 
SR. PRESIDENTE: Pero que la enmienda es la que se aprobó. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Es correcto. 
SR. PRESIDENTE: Y que en la página 51 la continuación es, donde dice línea 16 debe decir 

línea 21. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Es correcto, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Pero la enmienda es la que se aprobó. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Pero la enmienda es la que se aprobó. 
SR. PRESIDENTE: El problema es dónde la ubicaron en la línea. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Es correcto. 
SR. PRESIDENTE: Es un error haber repetido línea 16 dos veces. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Es correcto. 
SR. PRESIDENTE: ¿Hay alguna objeción? 
SR. BHATIA GAUTIER: Sí, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Sí.  ¿Hay objeción? Dígame, señor… 
SR. BHATIA GAUTIER: No es, no es… Lo que pasa es que mi objeción no es a la enmienda, 

el que se arregle, que se corrija, mi objeción es que ya es una medida que se enmendó incorrectamente 
y, por lo tanto, el Reglamento lo que requiere es que hay que reconsiderar la medida, con mucho dolor 
lo tengo que decir, pero si no lo objetara básicamente lo que estamos es aceptando enmendar una 
medida que ya fue votada.  Y yo honestamente creo, yo levanto la bandera procesalmente por el 
Reglamento, no porque tenga objeción. 

SR. PRESIDENTE: Lo entiendo, lo entiendo.  Vamos a buscar el Reglamento. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Breve receso, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
El compañero Bhatia Gautier tiene razón, esa medida tiene que ser reconsiderada el próximo 

día de sesión, tiene razón el compañero.  ¿Algún otro asunto? 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se apruebe la Moción 219-20. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, para que se excuse al compañero Eric Correa 

de los trabajos del día de hoy, Nadal Power. 
SR. PRESIDENTE: La senadora López León y el senador Pereira estuvo presente más 

temprano. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: López León y el señor Pereira estuvo presente durante la 

mañana de hoy. 
SR. PRESIDENTE: Excusamos a los compañeros Villafañe, Berdiel, Romero Lugo, 

compañero Nadal Power, López León, Pereira y Correa Rivera. 
Vamos a recesar hasta el próximo lunes, 5 de octubre, a la una de la tarde (1:00 p.m.). 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: Señor Presidente, y pedir la autorización de la Cámara para 

poder recesar por más de cinco (5) días. 
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SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MARTÍNEZ SANTIAGO: De tres (3) días. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
¿Entonces va a solicitar que recesemos? Muy bien.  El Senado de Puerto Rico recesa hoy lunes, 

28 de septiembre, a las seis y treinta y cuatro (6:34), hasta el próximo lunes, 5 de octubre, a la una de 
la tarde (1:00 p.m.). 
 

 Se hace constar para récord al final de este Diario de Sesiones. 
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AL SENADO DE PUERTO RICO: 

61ª Sesión 
Extraordinaria 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Hon. Eric R. Ronda del Toro para un ascenso como Juez del Tribunal de 

Apelaciones. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación del Hon. Eric R. Ronda del 

Toro para un ascenso como Juez del Tribunal de Apelaciones. 

Ley Núm. 201 del 22 de agosto de 2003, según enmendada, mejor conocida como" Ley de 

la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico ", dispone entre otras cosas lo siguiente: 

Los Jueces del Tribunal de Apelaciones serán nombrados por el Gobernador con el consejo y 

consentimiento del Senado y desempeñarán su cargo por el término de dieciséis (16) años. Nadie 
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será nombrado Juez del Tribunal de Apelaciones a no ser que tenga nueve (9) años de 

experiencia profesional posterior a su admisión al ejercicio de la abogacía en Puerto Rico. 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación del nominado. 

I. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Hon. Eric Ronda del Toro nació en el Municipio de Cabo Rojo. Actualmente reside en 

el Municipio de San Juan. 

El nominado, para el año 1979, obtuvo un Bachillerato en Ciencias Políticas de la 

Universidad de Puerto Rico, Recinto de Mayagüez. Luego para el año 1982, obtuvo el grado de 

Juris Doctor en la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico. 

Del historial profesional del nominado se desprende que para el año 1983 fungió como 

Asesor Legal y Especial del Gobernador. Posteriormente, para el año 2003, laboró como 

Abogado en el Bufete Ledesma, Palou & Miranda. Después para el año 1996, trabajó en el 

Bufete Cancio, Nadal, Rivera & Díaz. Desde el año 1998 y hasta el 2012, el designado se 

desempeñó como Abogado Asociado del Bufete Mercado, Soto, Ronda, Amundaray & Pascual 

P. S. C. En diciembre del año 2012 fue nominado como Juez Superior del Tribunal de Primera 

Instancia, posición que ocupa hasta el presente. 

11. INVESTIGACION DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 
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(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Hon. Eric 

Ronda del Toro. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al Hon. Eric R. 

Ronda del Toro, ocupar el cargo para un ascenso como Juez del Tribunal de Apelaciones. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en tomo a la nominación del Hon. Eric R. Ronda del 

Toro, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con el nominado, relaciones con la comunidad, 

ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se 

revisaron sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local. 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación del Hon. Eric R. Ronda del Toro para un ascenso como Juez del Tribunal de 

Apelaciones, y describieron al nominado como una persona inteligente, respetuosa y muy 

conocedor del derecho. 

Es importante indicar que el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la 

Sesión celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía 

que tuviera interés en expresarse sobre algunos de los nombramientos realizados por la 

Gobernadora de Puerto Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado 

de Puerto Rico, o comunicándose vía telefónica con cualesquiera de los miembros del Senado o 

con la propia Comisión de Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido 

comunicación alguna al respecto. 
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111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el historial 

académico y profesional del nominado demostró la capacidad, dedicación y compromiso de éste 

en su desempeño en la profesión legal. 

El examen de las calificaciones personales, académicas y profesionales refleja que el 

nominado cumple con todos los requisitos constitucionales, académicos y de carácter moral para 

ejercer el cargo al que se le designa y tiene total compromiso y responsabilidad con la Rama 

Judicial. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Hon. Eric R. 

Ronda del Toro para un ascenso como Juez del Tribunal de Apelaciones. 

Respetuosamente sometido, 

Héctor 1/'J(��� 
Presidente 
Comisión de Nombramientos 



1gva Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

ORIGINAL 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento de la 
Hon. Yanay Y. Pagán Ramos 

6tª Sesión 
Extraordinaria 

para un ascenso como Jueza Superior del Tribunal de 
Primera Instancia 

INFORME 

é}Ó de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Hon. Yanay Y. Pagán Ramos recomendando su confirmación para un 

ascenso como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Hon. Yanay Y. Pagán 

Ramos recomendando su confirmación para un ascenso como Jueza Superior del Tribunal de 

Primera Instancia. 

La Ley Núm. 201 del 22 de agosto de 2003, según enmendada, mejor conocida como 

"Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico", dispone entre otras cosas lo 

siguiente: Los Jueces del Tribunal de Primera Instancia serán nombrados por el Gobernador con 
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el consejo y consentimiento del Senado. Los Jueces Superiores deberán tener siete (7) años de 

experiencia profesional posterior a su admisión al ejercicio de la abogacía en Puerto Rico, serán 

nombrados y desempeñarán su cargo por el término de dieciséis ( 16) años. 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 4 7 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la designada. 

l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Hon. Yanay Y. Pagán Ramos nació en el Municipio de Lares. Actualmente la 

nominada reside en el Municipio de San Juan. 

Para el año 200 1, la designada completó sus estudios conducentes a un Bachillerato en 

Comunicación con concentración en Periodismo de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de 

Río Piedras. Luego para el año 2005, la nominada obtuvo el grado de Juris Doctor de la Facultad 

de Derecho de la Universidad lnteramericana de Puerto Rico. Actualmente se encuentra 

realizando estudios conducentes a la Maestría en Ciencias con concentración en Relaciones 

Laborales. 

Del historial profesional de la nominada se desprende que para el año 2002 laboró como 

editora del periódico Primera Hora. Para el año 2002 fungió como editora e investigadora de 

Uno Radio Group. Luego para el año 2005 se desempeñó como Secretaria de Prensa y 

Consultora de Comunicación en la Comisión de Asuntos del Contralor de la Cámara de 

Representantes. Ese mismo año comenzó a laborar como Abogada para la Corporación de 

Servicios Legales de Puerto Rico. Para el año 2007, fungió como Asesora Legal de la Comisión 

del Trabajo y de Gobierno del Senado de Puerto Rico. Desde el año 2009 y hasta el 201 1  se 

desempeñó como Asesora Legal del Senado de Puerto Rico. En septiembre del año 201 1  fue 

nominada para el cargo de Jueza Municipal del Tribunal de Primera Instancia, posición que 

ocupa hasta el presente. 
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11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Hon. 

Yanay Y. Pagán Ramos. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la 

Hon. Yanay Y. Pagán Ramos, ocupar el cargo de Jueza Superior del Tribunal de Primera 

Instancia. 

(b) Investigación de Campo: 

Las siguientes personas dieron fe de la capacidad profesional y del compromiso de la 

nominada con la Rama Judicial: 

• Hon. Nohelis Reyes Berríos 

• Leda. Y adira Colón Ali cea 

• Hon. Marta Dávila 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación de la Hon. Yanay Y. Pagán Ramos, para un ascenso como Jueza Superior del 

Tribunal de Primera Instancia. 

Por otra parte el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de Puerto 

Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado de Puerto Rico, o 
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comunicándose vía telefónica, con cualquiera de los Miembros del Senado o con la propia 

Comisión de Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido 

comunicación alguna al respecto. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional de la nominada, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y 

compromiso con la Rama Judicial en Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien someter 

a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento de la Hon. Yanay Y. 

Pagán Ramos, para un ascenso como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 



1gva Asamblea 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

ORIGINAL 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento de la 

Hon. Nydia del C. Ríos Jiménez 

para un ascenso como 

6tª Sesión 
Extraordinaria 

Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia 

INFORME 

)8 de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Hon. Nydia del C. Ríos Jiménez recomendando su confirmación para un 

ascenso como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Hon. Nydia del C. 

Ríos Jiménez recomendando su confirmación en ascenso como Jueza Superior del Tribunal de 

Primera Instancia. 

La Ley Núm. 201-2003 según enmendada, mejor conocida como "Ley de la Judicatura de 

Puerto Rico" dispone entre otras cosas lo siguiente en su Artículo 5.002: Los Jueces Superiores 

deberán tener, al menos, siete (7) años de experiencia profesional posterior a su admisión al 

ejercicio de la abogacía en Puerto Rico y serán nombrados y desempeñarán su cargo por el 

término de dieciséis ( 16) años. 
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El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la designada. 

l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Hon. Nydia del C. Ríos Jiménez nació en el Municipio de San Juan, y actualmente 

reside en el Municipio de Trujillo Alto. 

El historial educativo de la designada evidencia que para el año 2005 completó sus 

estudios obteniendo un Bachillerato en Artes con concentración en Relaciones Laborales de la 

Universidad de Puerto Rico, Recinto de Río Piedras. Luego para el año 2008, la nominada 

obtuvo el grado de Juris Doctor de la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica 

de Puerto Rico. 

Del historial profesional de la designada se desprende que en el año 2009 fungió como 

Oficial Jurídico del Tribunal de Primera Instancia. A su vez desde septiembre del año 2009, 

laboró como Oficial Jurídico en el Tribunal de Apelaciones. En noviembre del año 2014, la Hon. 

Nydia del C. Ríos Jiménez fue designada como Jueza Municipal del Tribunal de Primera 

Instancia, cargo que ocupa hasta el presente. 

11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación a la 

nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

l 
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(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por el Senado de Puerto Rico realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Hon. Nydia del C. Ríos Jiménez. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la Hon. Nydia del C. Ríos Jiménez, ocupar el cargo de Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, en ascenso. 
(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Hon. N ydia del C. Ríos Jiménez, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y Federal. 
Las siguientes personas dieron fe de la capacidad y preparación de la nominada; a saber la Hon. Silmari De La Torre Soto; Hon. Nélida Jiménez Velázquez; Hon. Ismael Álvarez Burgos y el Ledo. Luis Rosario Villanueva. Todos la describieron como sumamente competente, con el temple, los conocimientos y la experiencia necesaria para ejercer como Jueza Superior. 
Por otra parte el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de Puerto Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado de Puerto Rico, o comunicándose vía telefónica, con cualquiera de los Miembros del Senado o con la propia Comisión de Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido comunicación alguna al respecto. 
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111. CONCLUSIÓN Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el historial profesional de la nominada demostró un alto nivel de integridad, capacidad, dedicación y compromiso con el Sistema de Justicia en Puerto Rico, y muy particularmente con la Rama Judicial. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 
La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien someter a este Alto Cuerpo, recomendando la designación de la Hon. Nydia del C. Ríos Jiménez para un ascenso como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 
Héctor J. �o Presidente Comisión de Nombramientos 
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Leda. Brenda A. Vera Miró 
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• • •• • ••••••• ·:,· ... ,
1 :·l' •.. �:.:.�r.r_:1 2�.J � .. / . .:.\ ¡ (.:\k),) 1 -

como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia 

INFORME 

,)b de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm.14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Leda. Brenda A. Vera Miró .recomendando su confirmación como Jueza 

Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Leda. Brenda A. Vera 

Miró como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

La Ley Núm. 201-2003 según enmendada, mejor conocida como "Ley de la Judicatura de 

Puerto Rico" dispone entre otras cosas lo siguiente en su Artículo 5.002: Los Jueces Superiores 

deberán tener, al menos, siete (7) años de experiencia profesional posterior a su admisión al 

ejercicio de la abogacía en Puerto Rico y serán nombrados y desempeñarán su cargo por el 

término de dieciséis ( 16) años. 
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El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la nominada. 

l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Leda. Brenda A. Vera Miró nació en el Municipio de Ponce, donde actualmente 

reside. 

Para el año 1994, la nominada obtuvo un Bachillerato en Administración Comercial con 

concentración en Contabilidad de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico. Luego para 

el año 1997 completó el grado de Juris Doctor de la Escuela de Derecho de la Pontificia 

Universidad Católica de Puerto Rico. Posteriormente, la licenciada Vera Miró obtuvo un grado 

de Maestría en Derecho de la Escuela de Derecho de "Tulane University" en New Orleans. 

Del historial profesional de la designada se desprende que para los años 1998 al 2000 

laboró como Abogada Asociada en las oficinas legales del Ledo. Pedro Ortiz Álvarez. 

Posteriormente, desde marzo del año 2000 la nominada laboró como Abogada en el Bufete Matta 

& Matta. Desde el año 2007 al presente se desempeña como Jueza Superior del Tribunal de 

Primera Instancia. 

11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación a la 

nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, an.álisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Leda. 
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Brenda A. Vera Miró. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la 

designada, ocupar el cargo como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

(b )Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Hon. Brenda A. Vera 

Miró, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, 

ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se 

revisaron sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y 

Federal. 

Además, las siguientes personas dieron fe de su reputación y capacidad profesional, a 

saber: 

• Sr. Javier Bustillo 

• Hon. Mariano Daumont 

• Ledo. lván Ayala 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación de la Leda. Brenda A. Vera Miró como Jueza Superior del Tribunal de Primera 

Instancia. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional de la nominada con más de doce años de experiencia en el servicio público y 

privado demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con la Rama Judicial en 

Puerto Rico. 
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El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento de la Leda. 

Brenda A. Vera Miró como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 

Héctor J.� 
Presidente 
Comisión de Nombramientos 



1 gva Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

ORIGINAL 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento de la 
Leda. Liza M. Baéz Burgos 

6ta Sesión 
Extraordinaria 

como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia 

INFORME 

i <3 de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm.14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Leda. Liza M. Baéz Burgos recomendando su confirmación como Jueza 

Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Leda. Liza M. Baéz 

Burgos como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

La Ley Núm. 201-2003, según enmendada, mejor conocida como " Ley de la Judicatura 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico", dispone entre otras cosas lo siguiente: los Jueces del 

Tribunal de Primera Instancia serán nombrados por el Gobernador con el consejo y 

consentimiento del Senado. Los Jueces Superiores deberán tener siete (7) años de experiencia 

profesional posterior a su admisión al ejercicio de la abogacía en Puerto Rico, serán nombrados y 

desempeñarán su cargo por el término de dieciséis ( 16) años. 



2 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la nominada. 

l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Leda. Liza M. Baéz Burgos nació en el municipio de Bayamón, donde actualmente 

reside. 

Del historial académico de la nominada se desprende que para el año 2002 obtuvo el 

grado de bachillerato en Psicología de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Rio Piedras. 

Luego en el año 2006 completó el grado de Juris Doctor de la Escuela de Derecho de la 

Universidad Interamericana de Puerto Rico. 

Para el año 2004 laboró como Oficial Jurídico en el Tribunal de Apelaciones. Luego, se 

desempeñó en la práctica privada de la profesión legal. En el 2007 se reintegró nuevamente 

como Oficial Jurídico en el Tribunal de Apelaciones. En junio del año 2010 fue designada como 

Oficial Auxiliar I, posición que ocupa hasta el presente. 

11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación a la 

nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Leda. Liza 

M. Baéz Burgos. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la Leda. Liza 

M. Baéz Burgos, ocupar el cargo como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia 
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(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Leda. Liza M. Baéz 

Burgos como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia., cubrió diversas áreas, a saber: 

entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, ámbito profesional y experiencia 

laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus antecedentes provistos por 

el Sistema de Información de Justicia Criminal Local. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistadas varias personas en el 

ámbito profesional y personal; y todos y cada uno de los entrevistados, describieron a la 

nominada como una excelente Fiscal, conocedora del derecho, honesta y seria. En fin, todos 

coincidieron en no conocer, de impedimento alguno, para que la nominada sea confirmada por el 

Senado de Puerto Rico. 

Además los siguientes funcionarios y personas particulares dieron fe de la capacidad 

profesional y reputación de la nominada, a saber: 

• Ledo. Obdulio Meléndez Torra 

• Ledo. Luis A. Rosario Villanueva 

• Ledo. Alexis Quiñones Martínez 

Cabe destacar que todas las entrevistadas concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación de la Leda. Liza M. Baéz Burgos, como Jueza Superior del Tribunal de Primera 

Instancia, y la describieron como una persona justa, razonable y comprometida con la justicia. 

La Comisión celebró Vista Ejecutiva el lunes, 28 de septiembre de 2020; a la cual fue 

citada y compareció la nominada a Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia, Leda. Liza 
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M. Baéz Burgos, siendo sometida a un extenso interrogatorio sobre su capacidad, desempeño y 

planes de trabajo en la Rama Judicial. 

Por otra parte, el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de Puerto 

Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado de Puerto Rico, 

comunicándose, con cualquiera de los Miembros del Senado o con la propia Comisión de 

Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido comunicación alguna al 

respecto. 

111.CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional de la nominada con más de dieciséis (16) años de experiencia en el servicio 

público y privado, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con la Rama 

Judicial en Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento de la Leda. Liza 

M. Baéz Burgos como Jueza Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 

Héctor J.
� 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 



18va Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento de la 

Leda. Marisol Flores Cortés 

como Fiscal Auxiliar 11 

INFORME 

28 de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

61ª Sesión 

Extraordinaria 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm.14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a, este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Leda. Marisol Flores Cortés recomendando su confirmación como Fiscal 

Auxiliar 11. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Leda. Marisol Flores 

Cortés como Fiscal Auxiliar 11. 

La Ley Núm. 205-2004, según enmendada, mejor conocida como " Ley Orgánica del 

Departamento de Justicia", dispone entre otras cosas, que los fiscales II deberán tener por lo 

menos cuatro ( 4) años de experiencia profesional como abogados. 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la nominada. 
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l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Leda. Marisol Flores Cortés nació en Perú. Actualmente reside en el municipio de San 

Juan. 

Del historial académico de la nominada se desprende que para el año 1983 obtuvo el 

grado de Administración de Empresas con concentración en Gerencia de la Universidad del 

Sagrado Corazón. Luego en el año 1987 completó el grado de Juris Doctor de la Escuela de 

Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto Rico. 

En el ámbito profesional, la nominada comenzó su carrera profesional en Servicios 

Legales de Puerto Rico. Luego trabajó como Abogada en la Sociedad para la Asistencia Legal. 

En el 1990 comenzó en su práctica privada de la profesión legal. Posteriormente en el 1993 

fungió como Examinadora de Pensiones Alimentarias. En este mismo año fue designada como 

Fiscal Auxiliar Superior. Luego en el año 2002 regresó a la práctica privada de la profesión legal. 

En el año 2012 fue designada como Procuradora de Menores, posición que ocupa hasta el 

presente. 

11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación a la 

nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Leda. 

Marisol Flores Cortés. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la Leda. 

Marisol Flores Cortés, ocupar el cargo como Fiscal Auxiliar II. 
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(b) Investigación de Campo: 

De entrada las siguientes personas dan fe de la buena reputación y capacidad de la 

nominada: 

• Ledo. Carlos Rivera Santiago 

• Leda. Alfrida Tomey Imbert 

• Leda. Ileana Agudo Calderón 

Cabe destacar que todos concurrieron en recomendar favorablemente la nominación de la 

Leda. Marisol Flores Cortés, como Fiscal Auxiliar 11. 

Por otra parte, el Presidente del Senado, Hon Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera algún interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de 

Puerto Rico, que se comunicara mediante el portal cibernético del Senado o comunicándose vía 

telefónica, con cualquiera de los Miembros del Senado o con la propia Comisión de 

Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido comunicación alguna al 

respecto. 

111.CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional de la nominada con más de treinta y tres (33) años de experiencia en el 

servicio público y privado, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con 

Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 



4 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento de la Leda. 

Marisol Flores Cortés como Fiscal Auxiliar 11. 

Respetuosamente sometido, 

Héctor J. l
� 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 



¡ gva Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento de la 

61ª Sesión 
Extraordinaria 

Leda. Mónica Rodríguez Madrigal 

como Procuradora de Asuntos de Familia 

INFORME 

'2.8 de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm.14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Leda. Mónica Rodríguez Madrigal recomendando su confirmación como 

Procuradora de Asuntos de Familia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Leda. Mónica 

Rodríguez Madrigal como Procuradora de Asuntos de Familia. 

La Ley Núm. 205-2004, según enmendada, mejor conocida como " Ley Orgánica del 

Departamento de Justicia", dispone entre otras cosas, los Procuradores de Asuntos de Menores y 

los Procuradores de Asuntos de Familia deberán tener cuatro (4) años de experiencia profesional. 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la nominada. 
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l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Leda. Mónica Rodríguez Madrigal nació en el municipio de Ponce. Actualmente 

reside en el Municipio de San Juan. 

Del historial académico de la nominada se desprende que para el año 1987 obtuvo el 

grado de bachillerato en Biología en la Universidad del Sagrado Corazón. Luego en el año 1994 

completó el grado de Juris Doctor en la Facultad de Derecho de la Universidad Interamericana 

de Puerto Rico. 

El historial profesional de la designada evidencia que para el año 1995 laboró como 

Oficial Jurídico en el Tribunal Supremo de Puerto Rico. Luego para el año 1997 laboró como 

abogada en el Departamento de Justicia. Posteriormente, para el año 2000 fue designada como 

Directora de la División de Litigios. Ese mismo año fue nominada como Fiscal Auxiliar II. En 

noviembre del año 2009 fue designada como Fiscal Auxiliar III, posición que ocupa hasta el 

presente. 

11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación a la 

nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Leda. 

Mónica Rodríguez Madrigal. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a 

la Leda. Mónica Rodríguez Madrigal, ocupar el cargo como Procuradora de Asuntos de Familia. 
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(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Leda. Mónica 

Rodríguez Madrigal como Procuradora de Asuntos de Familia, cubrió diversas áreas, a saber: 

entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, ámbito profesional y experiencia 

laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus antecedentes provistos por 

el Sistema de Información de Justicia Criminal Local. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistadas vanas personas en el 

ámbito profesional y personal; y todos y cada uno de los entrevistados, describieron a la 

nominada como una excelente profesional, con vasta experiencia en asuntos de familia y 

menores, profesional y responsable. En fin, todos coincidieron en no conocer, de impedimento 

alguno, para que la nominada sea confirmada por el Senado de Puerto Rico. 

Además las siguientes personas dan fe de la buena reputación y capacidad de la designada: 

• Ledo. Angel Rotger Sabat 

• Sr. Walter Vélez Martínez 

• Sr. Virgilio Vilomar Infante 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación de la Leda. Mónica Rodríguez Madrigal, como Procuradora de Asuntos de Familia. 

Por otra parte, el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de Puerto 

Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado de Puerto Rico, o 

comunicándose vía telefónica con cualquiera de los miembros del Senado de Puerto Rico, o con 

la propia Comisión de nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido 

comunicación alguna al respecto. 
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111.CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional de la nominada con más de veinticinco (25) años de experiencia en el 

servicio público, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con el sistema 

de justicia en Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento de la Leda. 

Mónica Rodríguez Madrigal como Procuradora de Asuntos de Familia. 

Respetuosamente sometido, 

Comisión de Nombramientos 



18vª Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

ORIGINAL 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento de la 

Leda. Lillian Mateo Santos 

para un nuevo término como 

Comisionada Asociada del 

Negociado de Energía de Puerto Rico 

INFORME 

;b de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

61ª Sesión 
Extraordinaria 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y· consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núrn.14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Leda. Lillian Mateo Santos recomendando su confirmación para un nuevo 

término corno Comisionada Asociada del Negociado de Energía de Puerto Rico. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Leda. Lillian Mateo 

Santos para un nuevo termino como Comisionada Asociada del Negociado de Energía de Puerto 

Rico. 

La Ley Núm. 57 de 27 de mayo de 2014, según enmendada, mejor conocida como "Ley 

de Transformación y Alivio Energético de Puerto Rico", dispone en su Artículo 6.5 entre otras 
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cosas los siguiente: La Comisión estará compuesta por cuatro ( 4) comisionados asociados y un 

(1) Presidente, todos nombrados por el Gobernador con el consejo y consentimiento del Senado 

de Puerto Rico. En su Artículo 6.6 dispone que los comisionados deberán tener pericia en 

asuntos de energía y ser ingenieros licenciados en Puerto Rico, preferiblemente con un grado de 

maestría o doctorado en ingeniería, o abogados autorizados a ejercer su profesión, o 

profesionales con un grado académico preferiblemente con un grado de maestría o doctorado en 

materias relacionadas con asuntos de energía. 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la nominada. 

Cabe destacar que la Leda. Lillian Mateo Santos, estuvo ante la consideración de la 

Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, por razón de haber sido designada en 

aquel entonces por el Gobernador de Puerto Rico como Comisionada Asociada del Negociado de 

Energía de Puerto Rico; puesto al que fue confirmada por el Senado de Puerto Rico el 29 de 

octubre de 2018. En este informe se recoge toda la información recopilada sobre la nominada en 

su anterior designación. 

l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Leda. Lillian Mateo Santos nació en el Municipio de Ponce. Actualmente la nominada 

reside en el municipio de San Juan. 

Del historial académico de la nominada se desprende que para el año 1993 obtuvo un 

Bachillerato en Administración de Empresas de la Universidad de Puerto Rico. Luego para el 

año 1996 completó el grado de Juris Doctor de la Escuela de Derecho de la Universidad de 

Puerto Rico. Más adelante, para el año 1999 obtuvo una Maestría en Derecho Ambiental de 

Tulane University School of Law. 
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Del historial profesional de la licenciada Mateo Santos se desprende que para los años 

1996 al 1998 laboró como Oficial Jurídico en el Tribunal de Apelaciones de Puerto Rico. 

Posteriormente para los años 1999 al 2011 fungió como Socia en O'Neill & Borges, LLC. Para 

los años 2011 al 2018 trabajó como Miembro Senior y Presidenta del grupo de práctica 

ambiental, de energía y uso de la tierra, en Ferraiuoli, LLC. Desde octubre del año 2018 se 

desempeña como Comisionada Asociada del Negociado de Energía de Puerto Rico. Actualmente 

fue renominada para un nuevo término de la posición que ocupa hasta el presente. 

11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación a la 

nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Leda. 

Lillian Mateo Santos. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la Leda. 

Lillian Mateo Santos, ocupar el cargo para un nuevo término como Comisionada Asociada del 

Negociado de Energía de Puerto Rico. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de la Leda. Lillian Mateo 

Santos, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con la nominada, relaciones con la comunidad, 

ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se 

revisaron sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y 

Federal. 

De entrada, varias personas particulares dan fe de la buena reputación y capacidad de la 

nominada, a saber: 

• Sr. Rafael Pérez Pérez 



• Ledo. José Notario Toll 

• Ledo. Víctor Rodríguez Martínez 

• Ledo. Eduardo Tamargo Motroni 
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Como cuestión de hecho todos coincidieron en que la nominada es una excelente 

profesional, con un amplio criterio, muy comprometida con su trabajo, además de muy respetada 

en la comunidad del derecho; y sobretodo destacaron que es una profesional muy seria, integra y 

recta, honesta, honrada y vertical. Además, varios vecinos de la nominada, indicaron que la 

Leda. Lillian Mateo Santos, goza de muy buena reputación, que ha sido excelente vecina y que 

están muy contentos por su nominación. 

Cabe destacar que todos concurrieron en recomendar favorablemente la nominación de la 

Leda. Lillian Mateo Santos para un nuevo termino como Comisionada Asociada del Negociado 

de Energía de Puerto Rico. 

Es importante indicar que la Leda. Lillian Mateo Santos, recientemente ha sido nombrada a 

la Junta de Directores de la Asociación Nacional de Comisionados de Agencias Reguladoras. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional de la nominada con más de veinte y dos (22) años de experiencia en el 

servicio público y privado, particularmente en el área ambiental y de energía, demostró un alto 

nivel de capacidad, dedicación y compromiso con Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 



5 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento de la Leda. Lillian 

Mateo Santos para un nuevo termino como Comisionada Asociada del Negociado de Energía de 

Puerto Rico. 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 



18vª Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

ORIGINAL 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento de la 

61ª Sesión 
Extraordinaria 

Sra. Joanne Ferguson-Twiste para un nuevo término como 

Miembro de la Junta de Directores de la Corporación para 
la Promoción de Puerto Rico como Destino 

INFORME 

:;;,e de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento de la Sra. Joanne Ferguson-Twiste para un nuevo término como Miembro de la 

Junta de Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Sra. Joanne Ferguson­

Twiste recomendando su confirmación para un nuevo término como Miembro de la Junta de 

Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

La Ley Núm. 17 de 30 de marzo de 2017, según enmendada, mejor conocida como "Ley 

para la Promoción de Puerto Rico como Destino", dispone entre otras cosas lo siguiente en su 

Artículo 5: La Junta incluirá tres (3) miembros representantes de algún área dentro de las 

dispuestas en este inciso y que serán nombrados por el Gobernador de Puerto Rico con el 

consentimiento del Senado y la Cámara de Representantes de Puerto Rico partiendo de una lista 
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de candidatos que deberá someter un Comité de Nombramientos creado y constituido por 

miembros de la Junta de Directores de la Corporación. Además, se dispone en la Ley que los 

miembros de la junta no recibirán compensación alguna.". 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la designada. 

Cabe destacar que la Sra. Joanne Ferguson - Twiste, estuvo ante la consideración de la 

Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, por razón de haber sido designada en 

aquel entonces por el Gobernador de Puerto Rico como Miembro de la Junta de Directores de la 

Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino; puesto al que fue confirmada por 

el Senado de Puerto Rico el 12 de diciembre de 2017. En este informe se recoge toda la 

información recopilada sobre la nominada en su anterior designación. 

l. HISTORIAL DE LA NOMINADA 

La Sra. Joanne Ferguson - Twiste nació en el Municipio de San Juan. Actualmente reside 

en dicho municipio junto a su esposo el Sr. Craig Cameron Twiste. 

Del historial profesional de la nominada se desprende que para el año 1994 obtuvo un 

Bachillerato en Artes de Bucknell University. Para los años 1994 al 1997 fue Gerente de Travel 

Services, /ne. Luego para los años 1997 al 1999 fungió como Directora de Operaciones en Class 

Travel Worldwide, LLC. Desde el año 1999 al presente se reintegró a laborar nuevamente en 

Travel Services, /ne. En dicha compañía comenzó desempeñándose como Vice-Presidenta 

Ejecutiva, hasta alcanzar actualmente la posición de Presidenta. Para diciembre de 2017 al 

presente la nominada se desempeña como Miembro de la Junta de Directores de la Corporación 

para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

Además, la señora Ferguson-Twiste ha sido merecedora de varios reconocimientos a 

través de su carrera profesional tales como: 1) Jill McGregor Spirit of Excellence otorgado por el 
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DMC Network (2016) y 2) Allied Member of the Year otorgado por PR Hotel & Tourism Assoc 

(2009 y 2013). Desde el año 2017 se desempeña como Miembro de la Junta de Directores de la 

Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

11. INVESTIGACIÓN DE LA NOMINADA 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación a la 

nominada. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por la Sra. Joanne 

Ferguson-Twiste. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida a la Sra. 

Joanne Ferguson-Twiste ocupar para un nuevo término el cargo de Miembro de la Junta de 

Directores de la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en tomo a la nominación de la Sra. Joanne Ferguson 

Twiste cubrió diversas áreas, a saber: ámbito profesional y experiencia laboral, referencias 

personales y profesionales. También se revisaron sus antecedentes provistos por el Sistema de 

Información de la Rama Judicial. 

De entrada, varias personas particulares dan fe de la buena reputación y capacidad en 

tomo a la nominación, a saber: 

• Sra. Raquel León Crespo 

• Sr. Damian López González 



• Sr. lván O. Puig González 
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Todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la nominación de la 

Sra. Joanne Ferguson Twiste para un nuevo término como Miembro de la Junta de Directores de 

la Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional de la nominada con más de veinte años de experiencia en la industria del 

turismo, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento de la Sra. Joanne 

Ferguson-Twiste para un nuevo término como Miembro de la Junta de Directores de la 

Corporación para la Promoción de Puerto Rico como Destino. 

Respetuosamente sometido, 

Hon. Héctorj'n""' �·y 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 



1gva Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

ORIGINAL 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento del 

Ledo. Héctor L. López Sánchez como 

61ª Sesión 
Extraordinaria 

Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia 

INFORME 

)B de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Ledo. Héctor L. López Sánchez recomendando su confirmación como Juez 

Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación del Ledo. Héctor L. López 

Sánchez recomendando su confirmación como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

La Ley Núm. 201 del 22 de agosto de 2003, según enmendada, mejor conocida como 

"Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico" dispone, entre otras cosas lo 

siguiente: Los Jueces del Tribunal de primera instancia serán nombrados por el Gobernador con 

el consejo y consentimiento del Senado. Los Jueces Superiores deberán tener siete (7) años de 

experiencia profesional posterior a su admisión al ejercicio de la abogacía en Puerto Rico, y 

serán nombrados y desempeñarán su cargo por el término de dieciséis (16) años. 
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El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación del designado. 

I. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Ledo. Héctor L. López Sánchez nació en el Municipio de Aguadilla. Actualmente el 

nominado reside en el Municipio de Aguada. 

El aquí designado ingresó a la Policía de Puerto Rico en el año 1995. Para el año 1997, el 

designado completó sus estudios obteniendo un Grado Asociado en Justicia Criminal de John 

lay Collage; y luego de obtener este grado fue asignado como Agente del Orden Público a la 

jurisdicción de Bayamón. Luego en el año 1999 hasta el 2001 estuvo asignado en la 

Superintendencia Auxiliar de Investigaciones Criminales (C.I.C.), adscrito a la Unidad de 

Crímenes Violentos. Luego para el año 2000, obtuvo un Bachillerato en Justicia Criminal de la 

Universidad Interamericana, Recinto Metropolitano. Cabe destacar que mientras se desempeñaba 

como Policía inició sus estudios en la Facultad de Derecho Eugenio Maria de Hostos en 

Mayagüez. Así las cosas, el nominado continuó ejerciendo sus funciones de Policía asignado a la 

Unidad de Vehículos Hurtados de Aguadilla. Posteriormente para el año 2006, obtuvo el grado 

de Juris Doctor de la Facultad de Derecho Eugenio María de Hostos y fue admitido a ejercer la 

profesión de abogacía por el Tribunal Supremo de Puerto Rico. Como resultado de lo anterior 

desde el 2007 hasta el 2009 fue asignado a la División Legal de la Policía de Puerto Rico como 

Asesor. 

Del historial profesional del designado se desprende que para el año 2009 se desempeñó 

como abogado en la práctica privada en el Bufete Ramos López. A su vez, fungió como Asesor 

Legal de varias agencias y ramas del gobierno, entre ellas, el Departamento de la Familia y en la 

Cámara de Representantes como Asesor del Hon. David Bonilla, entonces Representante del 

Distrito 18. Además fue Capacitador Legal del Programa "International Narcotics and Law 

Enforcement" del Departamento de Estado de los Estados Unidos. Luego para el año 2011 fue 

nombrado y confirmado por el Senado de Puerto Rico como Fiscal Auxiliar I; durante este 

término ocupó el cargo de Inspector General del Departamento de Justicia. En el año 2012 fue 

ascendido como Fiscal Auxiliar II del Departamento de Justicia, siendo asignado a la Fiscalía de 
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Aguadilla. Desde enero del año 2017 al presente el Ledo. Héctor López se encuentra en 

destaque de la posición de Fiscal Auxiliar 11, donde ocupó la posición de Director del 

Negociado de Investigaciones Especiales, y desde el 8 de enero de 2018 cuando fue confirmado 

por el Senado de Puerto Rico como Comisionado del Negociado de Investigaciones Especiales, 

posición que ocupa hasta el presente. 

Cabe destacar que en este informe se recoge toda la información recopilada para la 

designación que se le hiciera al Ledo. Héctor López Sánchez como Comisionado del Negociado 

de Investigaciones Especiales. 

11. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Ledo. 

Héctor L. López Sánchez. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al 

Ledo. Héctor L. López Sánchez, ocupar el cargo como Juez Superior del Tribunal de Primera 

Instancia. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en tomo a la nominación del Ledo. Héctor L. López 

Sánchez, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con el nominado, relaciones con la 

comunidad, ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. 

También se revisaron sus antecedentes penales y se verificó en el Sistema de Información de 

Justicia Criminal Local y Federal, por todos los conceptos y de la información provista se 

desprende que el Ledo. Héctor López no tiene expediente ni récord alguno ni tampoco tiene o ha 

tenido investigación pendiente. 



4 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación del Ledo. Héctor L. López Sánchez como juez Superior del Tribunal de Primera 

Instancia. 

Por otra parte, el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de Puerto 

Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado de puerto rico, o 

comunicándose vía telefónica, con cualquiera de los Miembros del Senado o con la propia 

Comisión de Nombramientos. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional del nominado con veinticuatro (24) años de experiencia en el área de 

seguridad pública y de la justicia demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso 

con Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que el 

nominado cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien someter 

a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Ledo. Héctor L. López 

Sánchez, como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 
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Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia 

INFORME 

Z'ó de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, nuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Ledo. Alexis J. Cario Ríos recomendando su confirmación como Juez 

Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación del Ledo. Alexis J. Car lo 

Ríos recomendando su confirmación como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

La Ley Núm. 201-2003 según enmendada, mejor conocida como "Ley de la Judicatura de 

Puerto Rico" dispone entre otras cosas lo siguiente en su Artículo 5.002: Los Jueces Superiores 

deberán tener, al menos, siete (7) años de experiencia profesional posterior a su admisión al 

ejercicio de la abogacía en Puerto Rico y serán nombrados y desempeñarán su cargo por el 

término de dieciséis ( 16) años. 
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El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación del designado. 

l. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Ledo. Alexis J. Cario Ríos nació en el Municipio de San Juan. Actualmente reside en 

el Municipio de Carolina. 

Para el año 2003 obtuvo un Bachillerato en Administración de Empresas con 

concentración en Contabilidad de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Rio Piedras. Luego 

para el año 2007 completó el grado de Juris Doctor en la Facultad de Derecho de la Universidad 

de Puerto Rico. 

Del historial profesional del nominado se desprende que desde el año 2004 laboró en la 

firma Deloitte and Touche, LLP. Posteriormente para el año 2006 trabajó como Paralegal en la 

firma Quilinchini and Oliver Law Office. Después, para el año 2007 fue asociado de los grupos 

de práctica corporativa y de bienes raíces en McConell Valdés. Luego, para el año 2000 fungió 

como asesor legal de la Junta de Síndicos de la Administración de Sistemas de Retiro. En este 

mismo año, comenzó a laborar en la oficina del Secretario Auxiliar de la Gobernación para 

Asuntos Programáticos y Proyectos Especiales de la Oficina del Gobernador. En diciembre del 

año 2012 fue designado Fiscal Auxiliar II, posición que ocupa hasta el presente. 

11. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 
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(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Ledo. 

Alexis J. Carla Ríos. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al Ledo. 

Alexis J. Cario Ríos ocupar el cargo de Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en tomo a la nominación del Ledo. Alexis J. Carla 

Ríos, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con el nominado, relaciones con la comunidad, 

ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y familiares. También se 

revisaron sus antecedentes provistos por el Sistema de Información de Justicia Criminal Local y 

Federal. 

De entrada, fueron entrevistados varios funcionarios y varias personas particulares, en 

tomo al nombramiento, a saber: 

• Leda. Inés del C. Carrau Martínez 

• Ledo. Carlos Rodríguez Ramos 

• Leda. Ileana Agudo Calderón 

• Leda. Iris Martínez J uarbe 

Cabe destacar que todos los entrevistados manifestaron que el Ledo. Alexis J. Cario Ríos 

es una persona humilde, cordial, respetuosa, responsable y un profesional de alto calibre. De la 

investigación de campo realizada al designado se desprende que todos los entrevistados 

concurrieron en recomendar favorablemente la nominación del Ledo. Alexis J. Cario Ríos como 

Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

La Comisión celebró Vista Ejecutiva el lunes, 28 de septiembre de 2020; a la cual fue 

citado y compareció el nominado a Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia, Ledo. 
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Alexis J. Cario Ríos, siendo sometido a un extenso interrogatorio sobre su capacidad, desempeño 

y planes de trabajo sobre el Tribunal de Primera Instancia. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional del nominado con más de dieciséis (16) años de experiencia en el servicio 

privado y público, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con todo lo 

relacionado a la profesión legal y al sistema de justicia en Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que el 

nominado cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien someter 

a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Ledo. Alexis J. Carlo 

Ríos como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 

Héctor J 4/Lo 
Presidente 

Comisión de Nombramientos 
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GOBIERNO DE PUERTO RICO 
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SENADO DE PUERTO RICO 
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Ledo. Rasan El Musa Espitia 

6tª Sesión 
Extraordinaria 

como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia 

INFORME 

'Z.. B de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Ledo. Hasan El Musa Espitia recomendando su confirmación como Juez 

Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2019, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación del Ledo. Hasan El Musa 

Espitia recomendando su confirmación como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

La Ley Núm. 201 del 22 de agosto de 2003, según enmendada, mejor conocida como 

"Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico", dispone entre otras cosas lo 

siguiente: Los Jueces del Tribunal de Primera Instancia serán nombrados por el Gobernador con 

el consejo y consentimiento del Senado. Los Jueces Superiores deberán tener siete (7) años de 

experiencia profesional posterior a su admisión al ejercicio de la abogacía en Puerto Rico, serán 

nombrados y desempeñarán su cargo por el término de dieciséis (16) años. 
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El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación del designado. 

I. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Ledo. Hasan El Musa Espitia nació en Colombia. Actualmente reside en el Municipio 

de Manatí. 

Para el año 1990, obtuvo un bachillerato en Ciencias de Ingeniería Eléctrica en la 

Universidad de Puerto Rico Recinto de Mayagüez. Posteriormente en 1993 adquirió un Grado de 

Maestría en Ciencias de Ingeniería Eléctrica en Drexler University, Philadelphia. Luego, para el 

año 2002 el nominado completó el grado de Juris Doctor de la Facultad de Derecho de la 

Universidad Interamericana de Puerto Rico. 

En cuanto al ámbito profesional del nominado, se desprende que desde el año 1989 se 

desempeñó en diversos lugares como ingeniero, a saber en el Naval Air Development Center, 

Abbot Laboratories y en el Departamento de la Defensa de la Estados Unidos. Desde el 2003 y 

hasta el presente, se desempeña en la práctica privada de la profesión legal y mantiene su propia 

oficina. 

11. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, análisis financiero, 

investigación psicológica e investigación de campo. 
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(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Ledo. 

Hasan El Musa Espítía. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al Ledo. 

Hasan El Musa Espitia, ocupar el cargo de Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

(b) Investigación Psicológica: 

El Ledo. Hasan El Musa Espitia fue objeto de una rigurosa evaluación mental y emocional 

por parte de la Psiquiatra contratada por la Comisión de Nombramientos. El resultado de dicha 

evaluación concluye que el nominado posee la estabilidad mental y emocional para ejercer el 

cargo al que ha sido designado. 

(e) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación del Ledo. Hasan El Musa 

Espitia como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia, cubrió diversas áreas, a saber: 

entrevista con el nominado, relaciones con la comunidad, ámbito profesional y experiencia 

laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus antecedentes provistos por 

el Sistema de Información de Justicia Criminal Local. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistadas varias personas en el ámbito 

profesional y personal; y todos y cada uno de los entrevistados, describieron al nominado como 

todo un profesional, una persona sería y comprometida con su trabajo. En fin, todos coincidieron 

en no conocer, de impedimento alguno, para que el nominado sea confirmado por el Senado de 

Puerto Rico. 
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Además, fueron entrevistados los siguientes funcionarios y personas particulares en torno 

a la nominación, a saber: 

• Ledo. Javier Fuentes 

• Dr. Félix L. Valle Avilés 

• Ledo. Johnny Villamil Casanova 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación del Ledo. Hasan El Musa Espitia como Juez Superior del Tribunal de Primera 

Instancia, y lo describieron como un profesional de excelencia y como una persona sena, 

inteligente, y muy conocedor del derecho. 

La Comisión celebró Vista Ejecutiva el lunes, 28 de septiembre de 2020; a la cual fue citado 

y compareció el nominado a Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia, Ledo. Hasan El 

Musa Espitia, siendo sometido a un extenso interrogatorio sobre su capacidad, desempeño y 

planes de trabajo sobre el Tribunal de Primera Instancia. 

111. CONCLUSIÓN 

' 

\Jl1 Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional del nominado con más de treinta y uno (31) años de experiencia en el 

servicio público y privado, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con el 

Sistema de Justicia de Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que el 

nominado cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 
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La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien someter 

a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Ledo. Rasan El Musa 

Espitia, como Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 

Comisión de Nombramientos 



l 8vª Asamblea 
Legislativa 

GOBIERNO DE PUERTO RICO 

ORIGINAL 

SENADO DE PUERTO RICO 

Nombramiento del 

Ledo. Rolando J. Matos Acevedo 

como Juez Municipal 

del Tribunal de Primera Instancia 

INFORME 

�8 de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

61ª Sesión 
Extraordinaria 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Ledo. Rolando J. Matos Acevedo recomendando su confirmación como Juez 

Municipal del Tribunal de Primera Instancia. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación de la Ledo. Rolando J. 

Matos Acevedo recomendando su confirmación como Juez Municipal del Tribunal de Primera 

Instancia. 

La Ley Núm. 201 del 22 de agosto de 2003, según enmendada, mejor conocida como 

"Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico", dispone entre otras cosas lo 

siguiente: Los Jueces Municipales deberán tener, al menos, tres (3) años de experiencia 
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profesional posterior a su admisión al ejercicio de la abogacía en Puerto Rico y serán nombrados 

y desempeñarán su cargo por el término de doce (12) años. 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación del designado. 

l. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Ledo. Rolando J. Matos Acevedo nació en el Municipio de Aguadilla, donde actualmente 

reside. 

El historial académico del licenciado Matos Acevedo evidencia que para el año 1997 

completó sus estudios conducentes a un Bachillerato en Artes y Ciencias con concentración en 

Economía de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Mayagüez. Luego para el año 2001 

obtuvo el grado de Juris Doctor de la Facultad de Derecho de la Universidad Eugenio María de 

Hostos. 

Del historial profesional del nominado se desprende que desde el año 2005 se desempeñó 

como Asesor Legislativo en diversas oficinas de la Cámara de Representantes de Puerto Rico. 

También ha sido Asesor Legal del Departamento de Educación, de la Autoridad de 

Financiamiento e Infraestructura y del Consorcio del Noroeste. Desde el año 2017 y hasta el 

presente se desempeña como Asesor en Asuntos Legislativos en la Legislatura Municipal de San 

Sebastián, y a su vez mantiene su oficina privada de la profesión legal. 

11. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, análisis financiero, 

investigación psicológica e investigación de campo. 
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(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Ledo. 

Rolando J. Matos Acevedo. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al 

Ledo. Rolando J. Matos Acevedo, ocupar el cargo de Juez Municipal del Tribunal de Primera 

Instancia. 

(b) Investigación Psicológica: 

El Ledo. Rolando J. Matos Acevedo fue objeto de una rigurosa evaluación mental y 

emocional por parte de la Psiquiatra contratada por la Comisión de Nombramientos. El resultado 

de dicha evaluación concluye que el designado posee la estabilidad mental y emocional para 

ejercer el cargo al que ha sido nominado. 

(e) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación de Ledo. Rolando J. Matos 

Acevedo como Juez Municipal del Tribunal de Primera Instancia, cubrió diversas áreas, a saber: 

entrevista con el nominado, relaciones con la comunidad, ámbito profesional y experiencia 

laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus antecedentes provistos por 

el Sistema de Información de Justicia Criminal Local. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistadas varias personas en el 

ámbito profesional y personal; y todos y cada uno de los entrevistados, describieron al nominado 

como todo un profesional, conocedor del derecho, estudioso, respetuoso y comprometido con su 

trabajo. En fin, todos coincidieron en no conocer, de impedimento alguno, para que el nominado 

sea confirmado por el Senado de Puerto Rico. 

Además fueron entrevistados los siguientes funcionarios y personas particulares en torno a 

la nominación, a saber: 



• Hon. Miguel Trabal Cuevas 

• Leda. Jovita Jiménez Marcial 

• Leda. Leonardo Muñiz Gómez 

• Ledo. Hans Mercado González 
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Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación del Ledo. Rolando J. Matos Acevedo, como Juez Municipal del Tribunal de Primera 

Instancia. 

La Comisión celebró Vista Ejecutiva el lunes, 28 de septiembre de 2020; a la cual fue 

citado y compareció el nominado a Juez Municipal del Tribunal de Primera Instancia, Ledo. 

Rolando J. Matos Acevedo, siendo sometido a un extenso interrogatorio sobre su capacidad, 

desempeño y planes de trabajo sobre el Tribunal de Primera Instancia. 

Por otra parte, el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre de 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de Puerto 

Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado de Puerto Rico, o 

comunicándose vía telefónica, con cualquiera de los Miembros del Senado o con la propia 

Comisión de Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido 

comunicación alguna al respecto. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional del nominado, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y 

compromiso con el sistema de justicia en Puerto Rico. 
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El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien someter 

a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Ledo. Rolando J. 

Matos Acevedo, como Juez Municipal del Tribunal de Primera Instancia. 

Respetuosamente sometido, 

HéctorLLo 
Presidente r

z

/QJ 
Comisión de Nombramientos 
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INFORME 

�ú de septiembre de 2020 

AL SENADO DE PUERTO RICO: 

6tª Sesión 
Extraordinaria 

Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm. 14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Ledo. Rufino Jiménez Cardona como Fiscal Auxiliar 11. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, el Gobernador de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación del Ledo. Rufino Jiménez 

Cardona recomendando su confirmación como Fiscal Auxiliar 11. 

La Ley Núm. 205- 2004, según enmendada, mejor conocida como "Ley Orgánica del 

Departamento de Justicia", dispone entre otras cosas, que los Fiscales Auxiliares II deberán tener 

por lo menos cuatro (4) años de experiencia profesional como abogados. 
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El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación del designado. 

I. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Ledo. Rufino Jiménez Cardona nació en el Municipio de Aguadilla. Actualmente el 

nominado reside en el Municipio de San Sebastián. 

Para el año 1992 el nominado obtuvo un Bachillerato en Educación Secundaria con 

Concentración en Español de la Universidad Interamericana de Aguadilla. Luego para el año 

1995 obtuvo el grado de Juris Doctor de la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad 

Católica de Puerto Rico. 

Del historial profesional del nominado se desprende que para los años 1996 se inició en la 

práctica privada de la profesión legal en San Sebastián. Posteriormente fue nombrado en el año 

1997 como Fiscal Auxiliar I del Departamento de Justicia de Puerto Rico. En enero de 2008 le 

fue extendido un nombramiento en ascenso como Fiscal Auxiliar 11. 

11. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 

(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Ledo. 
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Rufino Jiménez Cardona. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al 

Ledo. Rufino Jiménez Cardona ocupar el cargo como Fiscal Auxiliar II del Departamento de 

Justicia. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en tomo a la nominación del Ledo. Rufino Jiménez 

Cardona, cubrió diversas áreas, a saber: ámbito profesional y experiencia laboral, referencias 

personales y profesionales. También se revisaron sus antecedentes provistos por el Sistema de 

Información de la Rama Judicial. 

De entrada las siguientes personas dieron fe de la capacidad profesional y reputación del 

nominado, a saber: 

• Hon. Hiram Cerezo de Jesús 

• Ledo. Juan Ramos García 

• Sr. Raúl Santiago 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación del Ledo. Rufino Jiménez Cardona como Fiscal Auxiliar II del Departamento de 

Justicia. 

Por otra parte el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera algún interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de 

Puerto Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado de puerto Rico, 

o comunicándose vía telefónica, con cualquiera de los miembros del Senado o con la propia 

Comisión de Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido 

comunicación alguna al respecto. 
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111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional del nominado demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y 

compromiso con el Sistema de Justicia en Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que el 

nominado cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien someter 

a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Ledo. Rufino Jiménez 

Cardona como Fiscal Auxiliar II. 

Respetuosamente sometido, 

/1_ / 
Héctor J. �

¡fr¡!
do 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 
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Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm.14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Ledo. Alfredo Carrión Orlandi, recomendando su confirmación para un 

ascenso como Fiscal Auxiliar IV. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación del Ledo. Alfredo Carrión 

Orlandi para un ascenso como Fiscal Auxiliar IV. 

La Ley Núm. 205-2004, según enmendada, mejor conocida como " Ley Orgánica del 

Departamento de Justicia", dispone entre otras cosas, que los Fiscales Auxiliares IV deberán 

tener por lo menos ocho (8) años de experiencia profesional como abogados. 
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El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 47 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación de la nominada. 

l. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Ledo. Alfredo Carrión Orlandi nació en el municipio de San Juan, donde actualmente 

reside. 

Del historial académico del nominado se desprende que para el año 1995 obtuvo el grado 

de Bachillerato en Finanzas de la Universidad Interamericana de Puerto Rico. Luego para el año 

2003, obtuvo el grado de Juris Doctor de la Escuela de Derecho de la Universidad 

Interamericana de Puerto Rico 

El historial académico del licenciado Carrión Orlandi evidencia que para el año 1995 

fungió como Coordinador de Proyectos de Banca Comercial en el Banco Popular de Puerto Rico. 

Posteriormente para el año 2001, trabajó como Oficial Jurídico en la compañía Caribbean 

General Electric. Luego desde el año 2003 laboró en la práctica privada de la profesión legal. 

Desde marzo del año 2008 se desempeña como Fiscal Auxiliar en el Departamento de Justicia. 

En junio del año 201 1  fue designado como Fiscal Auxiliar II, posición que ocupa hasta el 

presente. 

11. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en dos aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 
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(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Ledo. 

Alfredo Carrión Orlandi. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al 

Ledo. Alfredo Carrión Orlandi, ocupar el cargo como Fiscal Auxiliar IV, en ascenso. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación del Ledo. Alfredo Carrión 

Orlandi como Fiscal Auxiliar IV, cubrió diversas áreas, a saber: entrevista con el nominado, 

relaciones con la comunidad, ámbito profesional y experiencia laboral, referencias personales y 

familiares. También fueron revisados sus antecedentes provistos por el Sistema de Información 

de Justicia Criminal Local. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistadas vanas personas en el 

ámbito profesional y personal; y todos y cada uno de los entrevistados, describieron al nominado 

como una persona comprometida con su trabajo, cooperador, respetuoso, justo, serio y 

responsable. En fin todos coincidieron en no conocer, de impedimento alguno, para que el 

nominado sea confirmado por el Senado de Puerto Rico. 

Además las siguientes personas dan fe de la capacidad y reputación profesional del 

nominado, a saber: 

• Ledo. José Lazada 

• Ledo. Francisco Ruiz 

• Ledo. José Lajara 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación del Ledo. Alfredo Carrión Orlandi para un ascenso como Fiscal Auxiliar IV. 
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Por otra parte, el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la gobernadora de puerto 

Rico, a someter la información mediante el portal cibernético del Senado o con la propia 

Comisión de Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido 

comunicación alguna al respecto. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional del nominado con más de veinticinco (25) años de experiencia en el servicio 

público y privado, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con el sistema 

de justicia en Puerto Rico. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que la 

nominada cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Ledo. Alfredo 

Carrión Orlan di, para un ascenso como Fiscal Auxiliar IV. 

Respetuosamente sometido, 

Héctor J( 

Presidente 
Comisión de Nombramientos 
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Conforme a las facultades y poderes conferidos y consignados en la Resolución del 

Senado Núm. 13 y la Resolución del Senado Núm.14, aprobadas el 9 de enero de 2017, vuestra 

Comisión de Nombramientos, tiene el honor de someter a este Alto Cuerpo su informe sobre el 

nombramiento del Ledo. Ismael Molina Serrano recomendando su confirmación para un nuevo 

término como Registrador de la Propiedad. 

El pasado 16 de septiembre de 2020, la Gobernadora de Puerto Rico, sometió para el 

consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, la designación del Ledo. Ismael Molina 

Serrano para un nuevo término como Registrador de la Propiedad. 

La Ley Núm. 210-2015, según enmendada, mejor conocida como II Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 11, dispone entre otras cosas, 

que los Registradores serán nombrados por el Gobernador del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, con el consejo y consentimiento del Senado de Puerto Rico, por un término de doce (12) 

años, y deben haber sido admitidos por el Tribunal Supremo de Puerto Rico al ejercicio de la 
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Profesión de abogado y notario, tener por lo menos diez ( 1 O) años de experiencia en el ejercicio 

de la profesión de abogado y notario o tener experiencia previa como Registrador de la 

Propiedad y gozar de buena reputación. 

El Senado de Puerto Rico, a tenor con las disposiciones de la Regla 4 7 de la Resolución 

del Senado Número 13 de 9 de enero de 2017, delegó en la Comisión de Nombramientos la 

investigación del nominado. 

I. HISTORIAL DEL NOMINADO 

El Ledo. Ismael Malina Serrano nació en el Municipio de San Juan. Actualmente reside 

en el Municipio de Guaynabo. 

Del historial académico del designado se desprende que para el año 1982 obtuvo un 

grado de bachillerato en Artes con concentración en Ciencias Políticas de la Universidad de 

Puerto Rico, Recinto de Río Piedras. Luego en el año 1986 completó el grado de Juris Doctor de 

la Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico. 

Desde el año 1987 y hasta el año 1995, el licenciado Malina Serrano fungió como 

Abogado en la práctica privada para los Bufetes Franco, Quiles- Mariani y Godinez; Fiddler, 

González & Rodríguez y Vázquez, Vizcarrondo & Angelet, respectivamente. Desde el año 1995 

se desempeña como Registrador de la Propiedad. En el 2008 fue renominado al mismo cargo de 

Registrador de la Propiedad, posición que ocupa hasta el presente. 

11. INVESTIGACIÓN DEL NOMINADO 

La Comisión de Nombramientos del Senado de Puerto Rico, realizó una investigación al 

nominado. Dicha evaluación estuvo concentrada en tres aspectos; a saber, análisis financiero e 

investigación de campo. 
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(a) Análisis Financiero: 

La firma de Asesores Financieros contratada por la Comisión de Nombramientos del 

Senado realizó un minucioso análisis de los documentos financieros sometidos por el Ledo. 

Ismael Molina Serrano. Dicho análisis no arrojó situación conflictiva alguna que impida al Ledo. 

Ismael Molina Serrano, ocupar el cargo como Registrador de la Propiedad. 

(b) Investigación de Campo: 

La investigación de campo realizada en torno a la nominación del Ledo. Ismael Molina 

Serrano para un nuevo término como Registrador de la Propiedad, cubrió diversas áreas, a saber: 

entrevista con el nominado, relaciones con la comunidad, ámbito profesional y experiencia 

laboral, referencias personales y familiares. También se revisaron sus antecedentes provistos por 

el Sistema de Información de Justicia Criminal Local. 

Como parte de la investigación de campo fueron entrevistados vanas personas en el 

ámbito profesional y personal; y todos y cada uno de los entrevistados, describieron al nominado 

como una persona afable, conciliador, con excelentes relaciones interpersonales y excelente 

abogado. En fin, todos coincidieron en no conocer de impedimento alguno, para que el nominado 

sea confirmado por el Senado de Puerto Rico. 

Cabe destacar que todos los entrevistados concurrieron en recomendar favorablemente la 

nominación del Ledo. Ismael Malina Serrano, como Registrador de la Propiedad, y lo 

describieron como una persona con los méritos, la experiencia y el temple necesario para ocupar 

la posición de Registrador de la Propiedad. 

Por otra parte, el Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz, en la Sesión 

celebrada el pasado miércoles, 16 de septiembre del 2020, exhortó a toda la ciudadanía que 

tuviera interés en expresarse sobre algún nombramiento realizado por la Gobernadora de Puerto 

Rico, a comunicarse mediante el portal cibernético del Senado de Puerto Rico, o comunicándose 

vía telefónica, con cualquiera de los miembros del Senado o con la propia Comisión de 
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Nombramientos. Al momento de emitir este informe no se ha recibido comunicación alguna al 

respecto. 

111. CONCLUSIÓN 

Luego de realizar una exhaustiva evaluación y análisis, esta Comisión reconoce que el 

historial profesional del nominado con más de treinta y tres (33) años de experiencia como 

Registrador de la Propiedad, demostró un alto nivel de capacidad, dedicación y compromiso con 

todo lo relacionado al Derecho Inmobiliario. 

El examen de las calificaciones personales, académicas, y profesionales refleja que el 

nominado cumple con todos los requisitos para ejercer el cargo al que se le designa, y tiene total 

compromiso y responsabilidad con Puerto Rico. 

La Comisión de Nombramientos, luego de su estudio y consideración, tiene a bien 

someter a este Alto Cuerpo, recomendando la confirmación del nombramiento del Ledo. Ismael 

Malina Serrano para un nuevo término como Registrador de la Propiedad. 

Respetuosamente sometido, 

Héctor J._.�"' 
Presidente 

Comisión de Nombramientos 



GOBIERNO DE PI.IERTO RICO

ORIGINAL

ffiW
18 ua. Asamblea

Legislativa
6 h. Sesi6n
Extraordinaria

r*$

SENADO DE PUERTO RICO

P. del 5.1661

Informe Positivo

2A deseptiembre de2020

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y
consideraci6n del Proyecto del Senado 1661, tiene eI honor de recomendar a este Alto
Cuerpo su aprobaci6n, con 1as enmiendas incorporadas en el Entirillado Electr6nico que
se hace formar parte de este informe.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado 1661 propone enmendar los Articulos 1 y 4, derogar los
Artfculos 3y AAy afladir unos nuevos Artrculos 3 y 4A de la ley Nrim.5 de 8 de
diciembre de 1955, segln enmendada, conocida como "[,ey de Administraci6n de
Documentos Prlblicos de Puerto Rico", a los fines de mejorar la gerencia tecnol6gica
de1 gobierno con alcances estatutarios uniformes relacionados con la valide z legal,la
producci6ry reproducci6ry utilizaci6n, transmisi6o recibo, emisi6n y conservaci6n
de 1os documentos prlblicos en formatos electr6nicos y di$tales; y para otros fines
relacionados.

INTRODUCCI6N

Seiala 1a Exposici6n de Motivos del P. del S. 1661 que se ha legislado en aras de

utilizar y proveer validez legal a los documentos Pdblicos electr6nicos y digitaliz.ados

iitiiiEr3ll:

i
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en las operaciones gubernamentales y privadas. Sin embargo, a pesar de la existencia de

ios mandatos legislativos, arin persisten reglamentos y directrices en algunas entidades

gubernamentales que contintan exigiendo en el gobierno la conservaci6n y
presentaci6n de documentos originales o en papel, aunque estos est6n disponibles en

formatos electr6nicos o digitales. Lo que implica, acumulaci6n excesiva de documentos

priblicos por hasta 50 aflos y un gasto inlustificado e insostenible econ6micamente para

los contribuyentes al invertir decenas de millones de d6lares anualmente en equipos,

materiales y espacios de almacenamiento.

AdemAs, 1a Exposici6n de Motivos arguye que se toma irrazonable Ia

presentaci6n o almacenamiento de documentos originales o en papel desde el punto de

vista de ia agilidad adminiskativa, de la prestaci6n de servicios y de la salud. Dicho

almacenamiento masivo de papel provoca contaminaci6n en oficinas y la subutilizaci6n
del recurso humano del gobierno dedicado a tareas redundantes con papel, cuando
puede ser mejor utilizado en tareas m6s productivas para el servicio prlblico.

Por otro lado, se ha desarrollado legislaci6n otorgandole a las firmas digitales el

mismo valor que una firma manuscrito. Sin embargo, este concepto no se esta

implementando y existen entidades prlblicas que se niegan a aceptar documentos
ptblicos firmados de esta manera.

Reconociendo los esfuerzos que se han reaiizado al momento, la medida ante

nuestra consideraci6n procura disponer la supremacia de esta l,ey sobre cualquier otra
ley, reglamento o reglas de procedimientos. A tales efectos, la Ley define los alcances

uniformes y especificos relacionados con la validez legal, la producci6n, 1a

teproducci6n, la utilizaci6n, la transmisi6ry el recibo, la emisi6n y la consewaci6n de los
documentos prlblicos en formatos electr6nicos y digitales. De igual forma, establece

disposiciones para atender arbitrariedades o interpretaciones dispares o caprichosas.
Todo esto, para la mdxima utilizaci6n en 1a gerencia priblica de 1as tecnolog{as
electr6nicas, informdticas y digitales.

Esta ky, en nada afecta ni enmienda las disposiciones de la Ley Nrim. 5 de 8 de

diciembre de 1955, segrin enmendada, en lo relacionado con la conservaci6n de
documentos fisicos u originales que tengan valor hist6rico; la clasilicaci6n de
documentos priblicos confidenciales; y tampoco elimina el requisito de conservaci6n de
aqueilos documentos priblicos que no est6n disponibles en formatos electr6nicos o
digitales.
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ALCANCE DEL INFORME

Como parte del proceso de evaluaci6n, se solicit6 comentarios sobre la medida a

diversos componentes gubemamentales y de la esfera civil. Sin embargo, a pesar de las

gestiones realizadas, al momento de la redacci6n de este informe la Comisi6n solo

recibi6 comentarios del Departamento de ]usticia de Puerto Rico, por voz de su

Secretaria Interina la Lcda. In6s del C. Carrau Martlnez y de la Oficina de Gerencia y
Presupuesto, por voz de su Directora la Sra. Iris E. Santos DIaz.

ANALISIS DELAMEDIDA

Departamento de |usticia

La Comisi6n de Gobiemo del Senado de Puerto Rico, recibi6 comentarios del
Departamento de fusticia por voz de su Secretaria Interina, ln6s del C. Carrau Martlnez
qui6n se expres6 a favor de la medida, sujeto a que se tomen en consideraci6n sus

recomendaciones. Dichos comentarios legales fueron acogidos y figuran en el

entirillado electr6nico que se hace formar parte de este inJorme.

Especlficamente Ia Secretaria Interina Carrau Martinez expuso en su memorial
que "[I]neludiblemente esta medida adelanta la politica priblica del Gobierno de Puerto
Rico enfocada en mitigar el gasto pdblico para facilitar el acceso de la ciudadania a los

servicios gubernamentales, garantizando asi la conservaci6n de la in-formaci6n priblica
y haciendo un uso adecuado de la tecnologia".

El Departamento de Justicia a los fines de discutir 1a medida expres6 que la Ley
Nrim. 5, supra, qtre rige la preservaci6n y destrucci6n de los documentos ptblicos en

Puerto Rico, fue aprobada "para establecer un programa sistem6tico de conservaci6n de

documentos pr1blicos". Pues como bien enunci6 el legislador en la I-ey N: m.63, supra,

que enmend6 la Ley Ntm. 5, suprn, y se hace constar en la exposici6n de motivos en

cuesti6n, "los documentos pdblicos de Puerto Rico estaban su-friendo deterioro por
acci6n dei tiempo, las malas condiciones que rodeaban su conservaci6n y la falta de

sistemas adecuados de archivo". Provocando asi que el Gobierno pierda dinero e

inlormaci6n importante.

Afiade la Secretaria Interina que la Ley Ntm. 5, supra, no est6 ajena a los

adelantos tecnol6gicos, ya que no excluye la corservaci6n eleck6nica de documentos.

C6nsono con 1o anterior, la referida Ley incluye en su definici6n del t6rmino

"documento priblico" una referencia a "aquellos producidos de forma electr6nica que

cumplan con los requisitos establecidos por leyes y reglamentos".
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A tenor con ello, el Departamento de Justicia coincide con la propuesta enmienda

al Articulo 1 de la Ley NOm. 5, supra, pata incluir en su prop6sito la eliminaci6n y

utilizaci6n del papel en las operaciones gubernamentales.

Con respecto al Articulo 3 de la medida, el Departamento de lusticia no tuvo
reparos para que se modifiquen algunos t€rminos de la Ley Nrlm. 5, supra, y se incluyr't
nuevos t6rminos necesarios para que el servicio priblico est6 a la vanguardia de Ia
tecnologla. Tampoco tuvo inconvenientes a que, tal como proPone la Secci6n 4 de Ia

medida, los documentos prlblicos en formato electr6nico o digital, incluyendo cualquier

firma en manuscrito digitalizada sobre su faz, tengat validez legal y sean aceptados

como evidencia en todo proceso gerencial, adminishativo, programdtico, fiscal,

contable, auditoria, iegal, registral, y judicial del Gobierno de Puerto Rico; asi como la
adopci6n de lirmas electr6nicas o digitales en documentos priblicos.

La medida propone enmendar el Articulo 4 de la Ley Nrim. 5, suprz, a los rinicos

Iines de modificar su titulo para que lea como sigoe: Programa de Administraci6n de

Docununtos Priblias fisicos en todns lns Entidades Pilblicas -no ilisponibles en formatos
electrinicos ni digitnles. Sobre esta enmienda propuesta tampoco tuvieron reparos.

Como parte del andlisis del nuevo Articulo 4,{ que Ia medida propone affadir, la

Secretaria Interina hizo 6nfasis en los incisos (") y (d).En 1o pertinente al inciso (n), este

dispone que "[n]o habrA, y tampoco se reconocerd en las Entidades P(biicas, ningrln
otro reglamento para la administraci6n y la conservaci6n de los documentos priblicos."
"Una vez se proclame e1 Reglamento General y Unilorme para la Administraci6n de

Documentos Priblicos Fisicos, Electr6nicos y Digitaies en el Gobierno de Puerto Rico,

todos los demds quedardn derogados y sin fuerza de ley".

Por otra parte, el inciso (d) de la propuesta disposici6n establece que "[t]odo
documento prlblico que solamente est6 disponible en archivos fisicos -no eleck6nicos y
no digitales-, deber6 ser conservado siguiendo los t6rminos y las condiciones de esta

Ley y del Reglamento General y Unilorme que se ordena en este Articulo".

Sobre lo que antecede, el Departamento de Justicia expresa en su memorial io
siguiente:

Avalamos la importancia de 1a uniformidad y de la
supremacfa de un estafuto en asuntos relacionados con las

directrices de los documentos priblicos. Mds arln, en
circunstancias en que las entidades prlblicas interesan
conocer si deben conservar un documento o lo pueden
destruir. En ocasiones, 6stas han encontrado que no existen
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normas di6lanas que despejen dudas sobre la acci6n a seguir

ante este tipo de situaciones".

Asimismo, recomend6 ciertas enmiendas ias cuales se incluyen en el entirillado

electr6nico que se hace formar parte de este informe.

Finalmente, el Departamento de lusticia concluy6 su memorial diciendo que:"En

vista de 1o anterior, el Departamento de Justicia comparte los fines de la medida. Sin

duda, la presente medida representa un esfuerzo para lograr una mayor accesibilidad

de la ciudadania a los servicios gubernamentales y, a su vez, busca reducir el gasto

prlblico. No tendriamos reparos a la aprobaci6n de la misma, siempre que se atiendan

nuestas recomendaciones".

Oficina de Gerencia y Presupuesto

En su memorial la Oficina de Gerencia y Presupuesto del Gobierno de Puerto

Rico, en adelante'OGP", comenz6 expresando e[ prop6sito y alcance dei P. del S. 1661.

Luego paso a expresar que la presente medida incide sobre los deberes ministeriales

que le fueron conlerido a la PRITS y el Principal Ejecutivo de Innovaci6n e Informaci6n
del Gobierno de Puerto Rico (PEII).

Por otra parte, la OGP sugiri6 el que se incluyera en el inciso (m) de Ia Secci6n 4

de la medida al PRITS ya que este es el encargado de Ios procedimientos y uso de

tecnologlas de 1a informaci6n a nivel gubernamental. Ademds, finaliz6 su ponencia

expresando su apoyo al P. del S. 1.661, y sugiriendo el que se ausculte la opini6n del
PRITS.

CONCLUSION

Esta comisi6n concurre con 1o que expresa el autor de la medida. A pesar de que

existen leyes especiaies que reconocen y otorgan validez legal a ios documentos
eiectr6nicos y digitalizados en las operaciones gubernamentales y privadas, en nuestro
sistema de gobiemo actualmente no impera legislaci6n unificada que regule 1os

documentos priblicos en formato digital o electr6nico y su almacenamiento. De igual
forma, existe legislaci6n a los fines de proveer el mismo valor a una fuma digital que a

una firma en manuscrito. Sin embargo, pese a los esfuerzos legislativos que se han
realizado para que el Gobierno logre estar a la vanguardia de 1os avances tecnol6gicos,

no se ha logrado promulgar que todas las agencias y entidades priblicas implementen
dichas leyes.

Entre los prop6sitos de la Ley Nfm. 5, supra, se encuentra "establecer un
programa sistem6tico de conservaci6n de documentos, que en consideraci6n a su valor
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hist6rico, legaf administrativo o informativo merecen preservarse por mucho m6s

tiempo, y la eliminaci6n de aquellos documentos que no solamente carecen de valor
permanente, sino que ademSs han perdido ya toda su utilidad administrativa". La

referida Ley, entre otros asuntos, tambi6n promueve "desalojar miles de pies cribicos de

espacio que representan un gasto irurecesario para el Estado". A esos efectos, resulta

necesaria 1a aprobaci6n de la medida que nos ocupa para enmendar ia Ley Nr1m. 5,

supra. El mandato de ley sobre la digitalizaci6n de los documentos ptblicos y su

almacenamiento, de conformidad con 1o establecido en la medida, reducird
drdsticamente los gastos econ6micos que conlleva producir y conservar de manera

fisica los documentos. Gastos que incluyen, pero sin limitarse a materiales, esfuerzos

f(tiles de los funcionarios del gobierno en la organizaci6n de los documentos flsicos
cuando existen medios de organizaci6n y almacenaje electr6nicos mds sencillos y
econ6micos y los gastos en los espacios de almacenaje.

Con la aprobaci6n de la presente medida se logrard en el Gobiemo la
uniformidad e implementaci6n de avances tecnol6gicos tales como la validez de los
documentos prlblicos en formato digital o electr6nico, el almacenaje de estos en un
sistema confiado que a su vez contenga copia de resguardo o "backup" que garantice su

preservaci6n. Finalmente, la validez de la Iirma digital en todas las instituciones
prlblicas del Gobierno. Todo ello, debido a que la Ley en discusi6n, una vez aprobada,
serS suprema en cuanto al tema que nos concierne. Por consiguiente, prevalecer6 sobre
cuaiquier otra ley o reglamento; derogando asf las reguiaciones que no se encuentren
acorde con sus disposiciones y las del Reglamento que se promulgard a tales fines.

C6nsono con 1o anterior, la medida facult6 para la creaci6n del Reglamento que
complementard la Ley y serA titulado "Reglamento General y Uniforme para la
Administraci6n de Documentos Ptlblicos Fisicos, Electr6nicos y Digitales en el Gobierno
de Puerto Rico". Dicho Reglamento, al igual que la Ley ser6n de aplicaci6n a todas las

entidades priblicas. Ademds, el Reglamento ser5 diseflado, suscrito y promulgado de
manera conjunta por "[e]1 Secretario de Hacienda, el Contralor de Puerto Rico, el
Director Ejecutivo del Instituto de Cultura Puertorriquefia, el Director Ejecutivo de

"Puerto Rico Irmovation and Technology Service" (PRITS), el Juez Presidente del

Tribunal Supremo y los Presidentes de ambos Cuerpos de 1a Asamblea Legislativa" o

sus representantes autorizados.

La comisi6n informante concurre con la medida en cuanto a la necesidad de

establecer regulaciones y parAmetros uniformes en todas las entidades ptblicas, en 1o

pertinente los documentos ptiblicos y el formato digital o electr6nico. Esto debe ser asi,

en aras de maximizar los resultados de su implementaci6n por parte de todas las
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entidades priblicas que componen el gobierno. Pues se trata de una medida clara,

expresa, libre de ambigtiedades y que expone que regir6 a todas las entidades priblicas

dei Gobiemo por igual.

Por io que esta Comisi6n entiende que el P. del S. 1651 es una medida que

permitir6 reducir los gastos de los Contribuyentes, atemperarnos a los adelantos

tecnol6gicos que permean esta 6poca de una manera uniforme en todas las entidades

prlblicas del Gobiemo, asf como desarrollar el almacenaje digital de los documentos

p(blicos de conformidad con los par6metros de esta medida; de una forma segura,

econ6mica y accesible.

Por todo lo antes expuesto, Ia Comisi6n de Gobierno del Senado de Puerto Rico,

previo estudio y consideraci6r! recomienda a este alto Cuerpo la aprobaci6n del
Proyecto del Senado 1561, con las enmiendas incorporadas en el Entirillado Electr6nico

que se hace formar parte de este informe.

Respetuosamente tido,

/*t
fi4ateo'

cG*o'

Dr. Carlos I. Rod

Presidente

Comisi6n de o

e
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Refefido a la Comisi6n de Gobierno

LEY

Para enmendar los Articulos 1,_y 4.15J derogar los Articulos 3 y 4A y afradir unos
nuevos Articuios 3 y 4A de la Ley Nrim. 5 de B de diciembre de 1955, seg(n
enmendada, conocida como "Ley de Administraci6n de Documentos Pribtcos de
Puerto Rico", a los fines de mejorar la gerencia tecnol6gica del gobierno con alcances
estatutarios uniformes relacionados con la validez legal, la producci6ry
reproducci6ry utilizaci6ry kansmisi6ry recibo, emisi6n y consewaci6n de los
documentos ptiblicos en formatos electr6nicos y digitales; y para otros fines
relacionados.

EXPOSICI6N DE MOTIVOS

Hay consenso en la necesidad de utilizar documentos priblicos en formatos

electr6nicos y digitales, para reducir los altos costos y las enormes complicaciones

administrativas que conlleva el m6todo convencional con el uso y almacenamiento

masivo de papel.

Con la aprobaci6n de la Ley Nrim. 63 de 4 de junio de 1979, se enmend6 la Ley

Ndm. 5 de 8 de diciembre de 1955, segrin enmendada, para reconocer los documentos

priblicos electr6nicos "en consideraci6n a su valor legal, fiscal, administrativo,

informativo o hist6rico". Esta enmienda a la Ley Nfm. 5, supra, adem6s, dispuso que las

5t* Sesi6n
Extraordinaria

tp.
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reproducciones en micofotografia, fotocopia, reproducci6n fotogrdfica en miniatura u

otra copia fotogrdfica o cualquier otro m€todo de reproducci6n electr6nico de dichos

documentos, se aceptarfn en evidencia y tendr6n el mismo valor y efecto que los

originales.

Las disposiciones de varias leyes especiales recientes, como la I*y 151-2004, seg{n

enmendada, conocida como "Ley de Gobiemo Electr6nico" y la l,ey 148-2005, segin

enmendada, conocida como "Ley de Transacciones Electr6nicas", tambi6n disponen la

utilizaci6n y la validez legal de los documentos p(blicos electr6nicos y digitalizados en

las operaciones gubernamentales y privadas.

En contradicci6n con esos mandatos legislativos, arln persisten reglamentos y

directrices en algunas entidades gubernamentales que contindan exigiendo en el

gobierno la conservaci6n y la presentaei6n de documentos originales o en papel,

aunque estos est6n disponibles en formatos electr6nicos o digitales; lo que implica

acumular furrecesariamente centenares de millones de documentos pfblicos durante 6,

10 y hasta 50 arios. Ademds de contradictoria e innecesaria, esa prdctica en el gobierno

ya resulta injustificada e insostenible econ6micamente para los contribuyentes. Tambi6n

es irrazonable desde el punto de vista de la agilidad administrativa, de la prestaci6n de

servicios a los ciudadanos y de la salud, debido a la contaminaci6n ambiental en

oficinas que provoca el almacenamiento masivo de papel.

A la altura del presente afio 2020,65 afros despu€s de la aprobaci6n de la try Nrim.

5, supra, y 41 aflos desde la aprobaci6n de la Ley Nrim. 63, supra, sor. peores los

problemas del uso y la acumulaci6n masiva de papel en el Gobierno de Puerto Rico. Por

eiemplo, en la Ley Nfm. 5, supra, la Asamblea Legislativa expres6 lo siguiente: "Los

documentos priblicos de Puerto Rico estdn sufriendo actuaknente grave deterioro por la

acci6n del tiempo y las malas condiciones que rodean su conservaci6n y archivo. El

estado destina anualmente sumas considerables de dinero para equipo y para espacio
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adicional donde colocar sus archivos, Pero este esfuerzo por si solo no basta para

remediar una situaci6n que se torna m6s y m6s dificil cada dia".

A pesar de que hoy la tecnologla ofrece alternativas que no estaban disponibles en

1955, la utilizaci6n y la acumulaci6n masiva del papel contindan provocando que

nuestro gobiemo deba invertir decenas de millones de d6lares anualmente en equipos,

materiales y espacios de almacenamiento. Peores consecuencias se reflejan cuando

sabemos que esos gastos son cada vez mayores y acumulativos. A 1o anterior, se surna

la subutilizaci6n del recurso humano del gobierno dedicado a tareas redundantes con

papel, cuando puede ser mejor utilizado en tareas mis productivas para el servicio

prlblico.

Por otro lado, desde la aprobaci6n de 1a Ley 188-1998, conocida como la "Ley de

Firmas Digitales de Puerto Rico", se orden6 que este tipo de firma tendria el mismo

valor que una firma en manuscrito, conforme dispone la l-ey 148-2006, segrln

enmendada. Despu6s de 22 afros, nada se ha hecho en el gobierno para implementar

esta Ley. Todavia hay entidades p(blicas que se niegan a aceptar documentos priblicos

firmados de esta manera en violaci6n al mandato legislativo.

La presente Ley define los alcances uniformes y especificos relacionados con la

validez legal, la producci6n, la reproducci6n, la utilizaci6ry Ia transmisi6ry el recibo, la

emisi6n y la conservaci6n de los documentos p(blicos en formatos elech6nicos y

digitales, ademds de esta forma, disponer la supremacla de esta Ley sobre cualquier

otra ley, reglamento o reglas de procedimientos. De igual forma, se establecen

disposieiones para atender arbitrariedades o interpretaciones dispares o caprichosas.

Ademds, esta Ley establece sentido l6gico a 1os esfuerzos y las enormes inversiones

prlblicas para la mdxima utilizaci6n en la gerencia priblica de las tecnologias

eleck6nicas, inJormdticas y digitales. De nada valen las multimillonarias inversiones

prlblicas en esas tecnologias, mientras se continria requiriendo de manera insensata la
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conservaci6n de millones de documentos pfblicos en enofines almacenes y archivog

aunque est6n disponibles en formatos electr6nicos y digitales.

Para progresar y mejorar su competitividad global, Puerto Rico tiene que avar|zat y

desistir de aquellas pr{cticas en la gerencia p(blica que se mantienen por el uso y

costumbre o porque alguien se resiste a adaptar sus destrezas adminishativas y

operacionales a los nuevos tiempos. La tecnologia ofrece nuevas oportunidades,

m6todos gerenciales, administrativos y debemos aprovecharlos al m6ximo de sus

posibilidades.

Esta [cy, m nada afecta ni enmienda las disposiciones de la tey Nrim. 5 de 8 de

diciembre de 1955, segrin enmendada, en lo relacionado con la conseryaci6n de

documentos fisicos u originales que tengan valor hist6rico; la clasificaci6n de

documentos priblicos confidenciales; y tampoco elimina el requisito de conservaci6n de

aquellos documentos priblicos que no est6n disponibles en formatos electr6nicos o

digitales.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Secci6n 1.- Se enmienda eI Artfculo 1 de la Ley Nrim. 5 de 8 de diciembre de

2 1955, segrin enmendada, conocida como "Ley de Administraci6n de Documentos

3 P(blicos de Puerto Rico", para que lea como sigue:

4 " Articulo 1. - Prop6sito.

5 Los documentos prlblicos de Puerto Rico est6n sulriendo actualmente grave

6 deterioro por Ia acci6n del tiempo y las malas condiciones que rodean su

7 conservaci6n y archivo. El {es+ade} Estado destina anualmente sumas considerables

8 de dinero para equipo y para espacio adicional donde colocar sus archivos, pero este
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esfuerzo por si solo no basta para remediar una situaci6n que se toma m6s y m6s

dificil cada dia.

Con los aoances tecnoligicos del siglo XXI tambi1n se reconoce la aalidzz f*cal,

contable, administratioa, legal y judicial de todo documento piblico en formato electr6nico o

digital, aunque no estd disponible en papel u original. En este aspecto, el propdsito

fundamental de la politica piblica es crear las condbiones para la mhs pronta eliminaci6n dc

la utilizaci1n y la acumulaci6n de papel en la germcia y hs operacionu administratioas del

Gobierao de Puerto Rico,"

Se aprueba esta {ley} @ para lograr dicho prop6sito, 4 a la vez qge

descongestionar miles de gavetas de archivo donde se conservan los documentos

inservibles y desalojar miles de pies cribicos de espacio que representan un gasto

innecesario para ei {estade} Esfado."

Secci6n 2.- Se deroga el actual Articuio 3 y se sustituye por un nuevo Articulo

3 de la Ley Ndm. 5 de 8 de diciembre de 1955, segrin enmendada, conocida como

"Ley de Administraci6n de Documentos P(blicos de Puerto Rico", para que lea

como sigue:

" Articulo 3. - Definiciones.

Toila palabra utilizada en singular m esta ky, se mtendsL que tambiLn incluye eI

plural, salvo que del contexto se desprenda otra cosa. Asimismo, Ios tcrminu utilizados en

gdnero masculino incluirdn el femenino y oiceoersa.

c
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I Para los propisitos de esta Ley, las siguientes palabras o frases tendrdn los

2 significados que a continuaci6n se describen:

I (a) Ailministrador de Documentos. - Empleado piblbo ruponsable de

4 administrar el Programa ile Administraci1n de Documentos m su respectiaa entidad piblica

5 bajo la direcci6n y la superuisi1n del jefe de este.

6 (b) Administracifn de Documentos. - Es la planificaciLn, control, dirucifln,

7 organizaci6n, capacitaci6n, promociin y otras actiaidades gerenciales relacionadas con la

8 producci1n, utilizaci6n, emisi6n, conseroaci6n, Hansmisi6n y disposici6n de docummtos

9 pilblicos.

10 (c) Adminbtrador del Programa. - Funcionaio ilesignailo por esta ky, para

11 administrar y-+egJawtar en su jurisdicci6n el Programa de Administracifn de Documentos

12 Piblicos, ,frsicos, electrdnicos o digitales.-t Estd facultado para extcndu nombramientos

13 especiales de Administrador de Documentos preoia consulta con y rccomendaci6n de los jefes

14 de las entidadcs piblicas.

15 (d) Archiuero. - Archioero General de Puerto Rico.

16 k) Archioo. - Archioo Guteral de Puerto Rico.

17 (fl Comisi1n. 
-Comisiln 

Asesora del Archioo General.

18 @) Documento, - Cualquier escrito, e la_EL impreso en papel,-e en material

19 anilogo talizado o electr6nico imagen, oideo, audio, microforma, mapa, dibujo, plano,

20 dbco, o en cualquier otuo mateial que ilustre un hecho, situaci|n, circunstancia o dato para

2l comunicar, establecer, cutificar o comprobar algo. Cada unidad de los anteriores se

c
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considelf,rrt como un "documento". En el caso del papel, por eiemplo, una pdgina constituye

un "d.ocummto".

(h) Documento Electrtnico. - srgnifca eI archioo creado, generado, enviado,

comunicado, recibido o almacenado por cualquier medio electrdnico.

0 Documento Prfuado. - Todo aquel que no se haya incluido en la fufnicifin de

"Documento Piblico".

Q Documento Piblico. - Es todo documento, segiln defnido en uta Ley, que se

reciba, produzta, transmita o expida en cualqui* entidad pilblica de acaerila con la Ley y en

relaci6n con el manejo de los asuntos pilblicos; y que de conformidad con lo dispuesto en esta

ky, se haga consen)ar permanente o temporalmenle en su estado flsico original y/o en

formatos electrdnicos o digitales como eaidmcia de las transacciones o por su oalor historico,

econ6mico, social, programdtico, administratioo, contable, auditable,legal o judicial.

@ Electrinico. - Signifca cu lquier tecnologla con capacilad eltctrica, digital,

magn€tica, inaldmbrba, 6ptica, electromagndtica, o de funcianamimto similar.

0 Entidad educatioa o calturnl, - lncluye, sin que se entienila como una

limitaci\n, una univusidad, escuela, instituto ticnico o oocacional, biblioteca, funilaci1n,

fdeicomiso, asociaciin, sociedad o corporaciln sin fines luoatioos dedicaila a la mseftanza,

estudio o fomznto de la cultura,las artu y las ciencias.

(m) Entiilad Pilblica. 
-Incluye 

a las ramas Ejecutfua, Legislatiaa y Judicial; a

todas las Entidades Piblicas sean o flo corporaciones piblicas y a todos los gobiernos

municipales.
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t (n) Firma Digital. - es un tipo de firma electrdnica que se rEresenta como un

2 conjunto de datos, sonidos, stmbolos o procesos en forma electrdnica, creadw por una llaoe

3 prioada que utiliza una t€cnica asimdtrica para asegurar la integridad del mmsaje de datos a

4 traois de un cddigo de uerificaci6n, ast como el oinculo entre el tittlar de la firma digital y el

5 mensaje de datos remitido. En la conversitn de un mensaje con firma digital, la persona que

6 time el mensaje o comunicaci1n inicial y la llaae piblica del signatario puede detaminar con

7 emctitud si: (i) la conaersi1n se realizd utilizando la llaoe pioada que corresponde a Ii llaue

8 piblica del signatario; y (ii) el mensaje o comunicaci6n ha sido alterado desde que realiz6 la

9 conoersifn.

10 (o) Firma Electrdnica (e-Signaturd. - es la totalidad de datos en forma electrdnica

ll consignados m un mensaje, documento o transacci6n electrdnica, o adjuntados o l6gicamente

12 asociados a dicho mensaje, documento o transacci1n, que puedan ser utilizndos para

73 identifitar al signatario e indicar que 6ste aprwba la informnci6n recogida m el mmsaje,

14 documento o transaccifn.

15 (p) Formato Digital. -Es todo documento, expediente, archiao o carpeta que se ha

16 producido o reproduciilo con tecnologta computacional y que estd compuesto por la

17 combinaciin de digitos binarios (0 y 1).

18 (q) Metadatos. - Se conocen como los datos que desciben los datos. Su utilidnd

19 consiste efl ptooeer informaci1n que describe eI contenido, la calidad, las condiciones, el

20 histoial u otras carncteristicas, en este cas;0, de los documentos. Estdn conteniilos en inclices

2l electr|nicos oinculados electr6nicamente a cada documento, expediente o carpeta."
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1 Secci6n 3.- Se enmienda el tltulo del4r+ier+le4 v los inckos (b) v k) del Arttculo

2 ! de la Ley Nrim. 5 de 8 de diciembre de 1955, segrin enmendada, conocida como

3 "l*y de Administraci6n de Documentos P(blicos de Puerto Rico", para que lea

4 como sigue:

5 "Articulo 4.. -[Adminishaci6n del Prograrna de Administraci6n de

6 Documentos Priblicos en las Tres Ramas del Gobiemo y la Oficina del Conkalor.l

7 Programa de Administraci1n de Documentos Prlblias fisicos en todas las Entidadu Pilblicas

8 -no disponibles en formatos electr1nicos ni digitales.

9 a) Se faculta al Secretario de Hacienda, al r Eiecutivo del Instituto de Cultura

10 oasu tan au ad en la Rama E ecu

11 1os una o

12 su representante autorizado en la Rama ludicial; al Presidente dei Senado o su

13 representante autorizado; al Presidente de la C6mara o su representante autorizado;

14 al Conhalor o su representante autorizado para administrar en las dependencias baio

15 elur$ de Administraci6n de Pfb ue se

,P-

17 Disponi6ndose, que los Presidentes de ambas cdmaras de la Asamblea Leqislativa, o

18 sus representantes autorizados, deberdn remitir el orieinal de las erabaciones de las

lo tiv s licas o vt

20 documento aruilogo relativo al proceqo de medidas legislativas, lueqo de

2l b a los ha a

22 producido, para su conservaci6n permanente en el Archivo General. Cada Cdmara

16 establece por virtud de esta ley, La_u. suieto a lo que se dispone mds adelante.



l0

1 de la Asamblea Le tiva resularrl, mediante reslamento escrito, todo lo relativo al

2 ordenado de dichos documentos al Archivo neral.Ge

3

4

5 eada--une de

Administradores de Prosramas deberdn ir lo disouestos en el lo 4A. inciso (n)

deber'ircda+a+ m relaci6n a la reglamentaci1n que aplicard o*ra a 1as dependencias baio

su iurisdicci6n;. us--re*lapnente El Reslamento General Uniforme, qne gobemard +a

admi+iseaei6+del el Prosrama de Administraci6n de Documentos Priblicos fisicos en

todas las Entidades Pib licas. oue no estin d ibles en formatos electr1nicos ni disitalu,

CA

6

't

8

9

10

11

12

13

T4

15

t6

11

l8

19

20

en el cual se consignar6n las d lsD contenidas en esta secci6n el-,Este

reelamento eed al ser promulqado tendrd fuerza de l* Lev. Ouedan por la presente

facultados los Administrad ores Procramas ++eelamentaf-Dara:

(1) Publicar los tdrminos especializad os en cada de cada

Prosrama v eI alcance de 6stos, sesfn definidos oor los i fes de dependencia

su urisdicci

(2\ Publicar listas de documentos nrib licos oue oor raz6n de su contenido se

considerar6n enciales, los cuales no estardn suietos ser inspeccionados

per cualquier ciudadano, v otros; establecer el trato al conseryarse v disponerse

de los efes de
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1 las dependencias baio su iurisdicci6n al preparq! . Al considerar

2 estas ser limitativos.

No podr6 considerarse como de4tlq1fu qstas clases nins(n documento que tres

no havan esll expresamente definido en sus el

J

4

5

6

reelamen+es Reslamento General Uniforme , conforme las recomendaciones de los

iefes de agencia.

(3) Dictar las normas sustantivas v procesales oue deberdn seguirse en los7

8 de archivo en cada una b

9 (4) Establecer normas, m6todos y t6cnicas de conservaci6n de documentos

uc*

10 priblicos que no estin disponibles en formatos elutr6nicos ni digitales.

11 (5) Establecer los requisitos que se exieiran a ios Adminishadores de

Lz Documentos; sus funciones v responsabilidades, los procedimientos para su

13 designaci6n, v para el relevo de sqs funciones.

t4 (6) lntervenir los Administradores de Documentos en cuanto a 1a aplicaci6n

15 por 6stos jle las nqll:ras establecidas oor Reslamento General Uniforme. les

16

17 Para esto ara se cum la la el

18 lamento General Uni driin slo rs IE

20

de1 temas19 autorizad cuantas intervenciones e

necesarias los Administradores de Programas.



I

t2

Administraci6n de Documentos Priblicos aue no est€n disoonibles en formatos2

3

4

electr6nicos ni disi tales v o:ue sea menester re tat Dara el buen

(8) Antes de que sean oromuleados-Mam€ntes Reslammto General5

6

7

8

9

Unifonne, seqrin se dispone en esta lev' Leu. os Administradores de ProsramasI

qensultar6n y se asesorardn con el Director Eiecutivo del Instituto de eqltufa

Puertorriouefra, a los efectos de orooiciar, en tanto en cuanto sea posible, la

uniformidad de criterios para la conservaci6n de documentos.

10 (c) Los Administra dores de Prosramas reouerirdn de cada uno de los iefes de

11 dependencias baio su lo siquiente:

t2 (1) Oue realicen un inventario de los documentos existentes en sus

13 d ba

14

15 sobre los cuales se dispone la acci6n pertinente en otra parte de esta ley.l@{.

16 Una vez DrerJara oel entario. cada iefe de d estudiard

ex

.r S\
cr"

t'7 cuidadosamen telos documentos de su dependencia, clasificiindolos en raz6n

18 de su naturaleza v carecter en las sisuientes catesorias:

dependencjas federales u otras entidades e individuos que donen fondos

19

20

S2l ro del a1S ue ob a

(7) Y sobre cualquier otra materia relacionada con el Progtama de

funcionamiento del Programa.

soberania espafroia y los que tengan mds de cincuenta (50) aios de existencia,

(A) Documentos cubiertos por legislaci6n estatal o contrato con



l3

1

J

3

4

5

6

inutilidad de tales documentos, tanto para fines pdblicos como para fines

Los funcionarios adminis tradores mencionados en el inciso (a) de esta7

8

9

secci6n deberiin peri6dicamente recomendaciones a la Asamblea

Leeislativa sobre este tipo de documentos indicando, cuando asi 1o crcan

nente la encia de los en electr6nico o

sicuiendo las disoosiciones del Articulo 4A de esta ltu o rcducir el oeriodo de

10

11

12

13

l4

15

l6 mediante las reglas oue prepararS, Secretario de Hacienda, despu6s de

t7 consultar al Contralor de acuerdo a lo atablecido en el Reslamento General

18 Uniforme. Al o ulgar estas reslas, el Secretario de Hacienda deberii

t9

20 entidades e uos ue donen d b en Puerto

21 re 1a cumentos fiscales lativos al

c

tiemoo o Dor tiemDo determinado. Estos documentos no podriin ser

destruidos sin autorizaci6n expresa de ley, y sin que el jefe de la

dependencia haya determinado previamente, con la aProbaci6n del

administrador de la iurisdicci6n a que pertenezca la dependencia. la

de inter6s particu-lar.

consewaci'n en,forffiato frsico hiado por tey.

(B) Documentos de naturaleza fiscal o necesarios para el examen )r

comorobaci6n de cuentas v oDeraciones fiscales. EI periodo de

corservaci6n ar /ormafo ,f/sico de estos documentos se establecer6

tener en cuenta los contratos con dependencias federaies u otras



t4

1

2

to del ro ue ara 6sitos de

intervenci6n fiscal.

(C) Documentos no comprendidos en 1os o6rrafos (A) v G) oue deban ser

conservados por determhado tiempo o indefinidamente pal enstituu

evidencia de titulo sobre iedad lica o articular uler

raz6n de ley que lustifique o haga necesaria su conservaci6rL

3

4

5

6

7

8

9

por sq utilidad administrativa de uso diario en las operaciones de la

o or la informaci6n a cesarros

10 constatar hechos pasados imltortantes o para utilizarse como referencia al

11

t2 EI per(odo de conservaci6n de estos documentos sera determinado por e1

13 jefe de la dependencia, con la aprobaci6n del administrador de la
r*.

14 urls ona ue uiendo las normas de esta

15

t6 ...,,

17 Secci6n 4.- Se deroga el Articulo 4,A y se sustituye por un nuevo Articulo 4A

18 de la Ley Nrim. 5 de 8 de diciembre de 1955, segrln enmendada, conocida como "Ley

19 de Administraci6n de Documentos P(blicos de Puerto Rico", para que lea como

20 sigue:

a

(D) Documentos no comprendidos en ios p6rrafos (A), (B) ]r (C) pero que

pleovectar frrturas operaciones v trazar pautas de proqramas.

Lev lt del Reglammto General u Uni,forme.
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| "Articulo tlA. 
-Programa 

de Administraci6n de Documentos Priblicos electr6nicos o

2 digitales en todas lns Entidades Pilblicas.

3 (d Ningin Arttculo de esta Ley, de otra ley con oigencia al momento de comenmr

4 la de 6sta y ningin reglamento, orden ejecutiua, carta administrativa, plan u otro medio

5 normatioo en el Gobierno dc Puerto Rico, podrdn ser utilizados para contradecir,

6 mmoscabar, ni limitar las disposiciones ile este Articulo; y tampoco para imponer mayores

7 requisitos o condiciones a los aqul dispuestos, en lo relacionado con la ztalidez fiscal, contable,

8 auditable, administratioa, legal y judicial; y con la producciin, reproducci1n, utilizacidn,

9 transmisi1n, recibo, emisi6n y conseroaci6n de los documentos piblicu en formatos

1O electrdnicos y digitales.

11 @ Las disposiciones de este Arttcuh aplican, sin distinci6n, a todas las

12 operaciones, seruicios y procedimientos en la rama Ejecutiva, Legislatioa y ludicial; en las

13 Entidailzs Piblicas sean o flo corporaciones piblicas; en los gobiernos municipales; y a las

14 personas naturales y jurtdicas que requieran la presentaci1n o deban conseraar documentos

15 piblicos.

16 (d Los jefes de las Entidades Piblicas podrdn autorizar la producci6n,

l7 reproducci6n, utilizaciin, transmisi6n, recibo, emisiln y corceraaci6n de todos los

18 documentos prlblicos en formatos electr1nicos y digitales conforme a esta Ley y al rcglmu+e

r9 to General Uni, me que se ordena en este Articulo para esos

2O propdsitos.

2l (il Todo dacummto priblico que solamente estd disponible en archioos frsicos -no

22 electr1nicos y no digitales-, ileberd ser conserttado siguimdo los t4rminos y las condiciones ile
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t6

I esta Ley y del retlane*t*tmsC-y,s4ifeffie Reglamento General y Unifume que se otdena

2 en este Artlculo.

3 k) Las especificaciones de los formatos electrdnicu o digitales que deburtn

4 utilizarse para los distintos tipos de documentos piblicos serdn los contmidos en el manual

5 "Sistema de Gestifin Documental Central - Guta para la Digitaliz.aci|n de Documentos"

6 preparado por la Oficina del Pincipal Ejecutioo de Informacidn de Prerto Rico (Chief

7 Information Ofiur) Versi1n 1.0 (201.L-03-14) o cualquier otro manual o reglamento aigente

8 que rumplace a este. Todo documento piblico electrdnico o digitalizado deberd tener un

9 indice electr6nico con los metadatos que faciliten su idmtificaci6n y su contenida al

lO manejarlos en sistemas informdticos o telemdticos.

1 I tfl En el caso de los documentos piblicos conseraados en archioos fisicosT-tf S9

12 hnyan sido producidos o reproducidos en formatos electrinicos o digitales, los jefes de las

13 Entiilades Piblicas y sus Adminbtuadores de Docummtos podrin autoizar su destrucci1n a

14 partir ile los tres (3) meses posteriores de la producci1n o reproilucci6n; sin sujeci6n a la

15 autoizaci6n o la interoenci1n de ninguna otra mtiilad piblica; y siguiaio las normas del

16 @ Reglamento General lt l)niforme que se ordena en este

17 Articulo. Esas normas incluirdn la preparuci6n de un inoentario electrdnico uniforme para

18 todas las Entidades Piblicas -en la aplicaci6n informdtica de Excel- con la informaci1n de los

19 ilncumentos destruidos que se describe adelante. Este inoentario electrfinico deberd ser

20 archioaih por cada Administrador de Documentos Piblicos para hacerlo disponible durante

2l las priximos aeinte (20) afios a partir de la destrucci6n de los documentos priblicos fisicos. No

22 se destruird ningin documento que no figure en este inaentario. Como minimo, este
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1

2

J

4

5

6

7

I

9

l0

11

t2

13

14

15

16

t7

18

t9

20

2l

17

inoentaio ekctr1nico deberd incluir los datos siguientes de cadn documento, erpediente o

carpeta, segin esten agrupados:

(D Nombre de lq Entiilad Ptlblica que conser-aaba y destruyi el ilocumento,

expediente o carpeta.

(2) Nombre de la dioisi6n o unidail operacional especifica de la Entidad Piblica

que consentaba el docummto, expediente o carpeta en su estado fisico.

(3) Nombre de la percona natural o juidica a ld que mnesponde el dacumento,

expediente o carpeta.

(4) El cddigo nufi4rico o alfanumirico flsico, si alguno, que ifuntifca el

ilocumento, expediente o carpeta.

@ El cfidigo numdrico o alfanum4rico electr6nico, si alguno, que idcntifica el

ilocumento, erpediente o carpeta ilentro de un sistema informdtito.

(6) Su fecha de origm: Dia-Mes-Afio en el siguiente formato uniforme (05-Sep-

1996).

(7) Su fecha de destrucci1n: Dia-Mes-Afio en el siguimte formato uniforme (30-

Sep-2020).

(8) Si al momento d.e su destrucciin era ufl documento, expediente o carpeta

actiao o inactiao.

@ Si tiene eoidcnte o potencial aalor histdrico conforme a las guias uniformes del

lnstituto de Cultura Puertorriquefra. En caso de tener ese oalor, indicar la fecha en fue

reJerido al Archioo Gmeral de Puerto Rico.
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l8

I fil) Si el formato ile enoio al Archirto General fue en formato fsico, electr6nico o

2 digitdl, o ambos.

3 (11) Cualquier anotaci6n o descipci6n que fuese necesnria a discruiln del

4 Administrador de Documentos de cada Entidad Pilblica.

5 OD La fecha en que el documento, expedimte o carpeta en el inoentario electr6nia

6 podrd ser eliminado de este utiliznndo el siguiente formato uniforme (05-Sep-1996),

7 (d Para los propdsitos de todas las personas naturales y juridicas bajo las leyu de

8 Puerto Rico, todu los documentos prlblicos en formato electr6nico o digital, incluyendo

9 cualquier firma en manuscito digitalizada sobre su faz, tendri oalidez legal y se aceptardn

!0 como eaidencia en todo procuo gerencial, administratiuo, programdtico, fiscal, contable,

ll auditoria, legal, registral y judickl del Gobierno de Puerto Rico; y en toda transaccifn no

12 piblica que requiera la presentacihn o la conservaci6n de documentos priblicos. Estos

L3 documentos piblicos, electr6nicos o digitales, tendrin el mismo aalor y efecto legal que su

14 original cuando haya sido reproducido electr6nica o digitalmente.

15 th) Cuanilo surjan dudas por razones midentes, justificadas o inoestigaciones

16 sobre la autenticidad de algin documento prlblico en formato electr1nico o iligital, tal

17 autenticidail podri ser oerifcada, ot pimera instancia, a trap1s de los sistemas ile oalid.aci6n

18 ilc ilocumentos prlblicos en las pdginas ciberndticas ilel Gobierno de Puerto Rico o, en su

19 defecto, por los respectiaos jefes de las Entidades Piblicas encargodos de la custodia de istos,

20 por su rcpresentante autorizado, o por el Archioero General de Puerto Rico o su representante

2l en aquellos casos en que los documentos hayan sido trasladados al Archioo Gmeral de Puerto

22 Rico. La aerificaci6n de la autenticidad solo corresponderd a quien plantee la d.uda por
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19

I razonu eoiilente o justificada y no a quien presente el docummto. Quien falsifique, altere el

2 contenido, presente o traspase un documento prtbhco electrinico o digitnl de manera ilegal

3 incurrird en los delitos o multas dispuestos en el inciso (s) (!)de este Artfculo.

4 G) Ningiln funcionario o empleado de la rama Ejecutioa, Legislatiaa o ludicial,

5 municipios, corporaciones pilblicas o entidades prioadas podrd requerir la presentaci\n de

6 documentos piblicos f{sicos u originales de ningrtn fipo cuando estin disponibles y sean

7 presmtados en formato elcctr6nico o digital,

8 Q A ninguna Entidad Piblica se le requerirrt, para ningin propdsito priblbo o

9 priaado, la conseruacidn fisica de aquellos documentos piblicos que obren en su poder en

lO formatas electrdnicos y digitales producidas o reproilucidos conforme a este Articulo y el

ll regk#efl+e-t#ete@&#e Reglamento General ! Uni,forme que aqui se dispone.

12 tH Alos fines de garantizar el acuso gubernamental a los documentos piblicos en

13 formato electu1nico o drgrtal y mitar que se pierdan o extraoim Aa

14 intencional, desperfectos temoltricos o cualquier otro motiao i*e|tas*s-+i+*aeie#6-*

15 mugffieia+, cada Entidad Piblica deberd utilimr los seraicias de un prooeedor confable del

16 seraicio en "La Nube" ciberndtica (Cloud Computing) con copias dc resguardo o "backup" .

17 En su defecto, cada Entidad Ptiblica podrd utilizar los sensicios de u+ otro prooeedor de elre

l8 seroicio confhble de ruguardo o "backup"distinto aI Wooeedor confrabb de s

19 Nube' cibern*tica (Cloud Computins) que la Entidad Pilblica desipne como principal,

2O siempre que los docummtos estin protegidos en por lo menos una instalaci1n dentro de la

2l jurisdicciin de Puerto Rico o en Estados unidos de Amirica continmtales. En caso ile que
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I alguna Entidad Piblica haga disponibles esos serricios para todas las demis, mtonces la

2 contrataciin de estos dcberd ser, en primera instancia, con esa entidad,

0 Con el prop1sito de garantizar la protecciin de los docummtos ptiblicos en

to electr1nico o tal el to General Un deberd incluir rdmetros

sobre la destrucciin de documentos fisicos. electr6nicos o disitales, asl como directrices

especificas sobre el decomiso del eauioo electr1nico que contenqa documentos otiblicos

electr6nicos o diyitales.

J

4

5

6

7

8

9

10

td $) El Director Ejecutioo del lnstitnto de Cultura Puertorriquefia disefiard una

guia uniforme para detectar, manejar, procesar, cons*tm ftsica, electrdnica o digitalmente y

referir al Archioo General de Puerto Rico todo documento prlblico con euidente o potencial

oalor histfrico. Los enoios de estos documentos piblicos al Archioo General deberln ser en

aersiin oiginal cuanilo esttn disponibles y se incluird su formato electr6nico o digital. Las

guias uniformes recommdadas por el Director Ejecutioo del lnstituto deberin integrarse en el

Reglamento General y Uniforme que se dispone en este Articulo.

fu) (*)El Secretario de Hacienda, el Contralor de Puerto Rico, el Director

11

ta'-

t2

13

t4

15

16 Ejecutiao del Instituto de Cultura Puertoftiquefia, el Director Eiecuti de "Puerto Rico

11 n and Technolo Seroice" RlTS el luez Presidente del Tribunal Supremo y los

18 Presidentu de ambos Cuerpos de la Asnmblea kgislatioa, o sus representantes autorizados

19 ilbefiardn, suscribirdn y promulgarhn en conjunto un Reglamento General y Uniforme para

2O la Administraciln de Documentos Ptiblicos Fisicos, Electrdnicos y Digitalcs en el Gobierno

2l de Puerto Rin, conforme a las disposiciones ile esta Ley. Preoio a la aprobaci6n de este

22 reglamento, los morcionados funcionarios podrdn hacu las consultas que considum
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.)

3

4

5

6

7

8

9

i0

11

12

l3

,a- 
14

l5

16

t7

t8

19

20

2l

22

2t

necesaias con los j4es de las demds Entidades Piblicas. Este reglamento establecerd los

detalles de la polltica piblica para facilitar y oiabilizar los prop6sitos de esta Ley con la mayor

rapidez, facilidnd y autonomia para cada Entidad Piblica; eoitando la inclusi1n de

condiciones administratiaas, procesales y burocriticas innecuarins o redundantes que

dificulten, compliqum o malogrm las disposicinnes dc esta Ley.

@ (*)No habrrt, y tumpoco se reconocerd en las Entidades Piblicas, ningln otro

reglamento para la administraci6n y la consmtad6n de los documentos pilblicos. la

uniformidad, la razonabilidad, la agilidad y la claridad en la reglamentacifn de este asunto

ex es esencial para la adecuada administraci1n, utilizaciln y consmtaci6n de estos

ilocumentos, incluyendo la destrucci1n de aquellos que *an innecesarios por atar disponibles

m formatos electrdnicos o digitala. Una oez se proclame el Reglamento General y Uniforme

para la Adminis*acion de Documentos Piblicos Fisicos, Electr6nicos y Digitales en el

Gobiuno de Puerto Rico, todos los demds quedardn dzrogados y sin fuerza de ley.

@ {e}A partir de 1ro. de julio de 2022, este Reglamento Uniforme tambiin

ilispondrd, siguiendo como rqerencias las guias utilimdas por eI gobiemo de Estados Unidos

de Amirica, que todas las Entidades Piblicas deberdn incluir en sus operuciones

documentales las condiciones para ln adopcidn y la utilizaci1n de firmas electrdnicas o

digitales en documentos piblicos, a los fines de hacer innecesaias las frmas en manuscrito.

Estas firmas electr6nicas o digitales tendrdn ztalidez legal y se aceptarhn con el mismo oalor

que una firma en manuscrito en todo proceso gerencial, administratioo, programfrtico, fiscal,

contable, auditoria, legal, registral y judicial del Gobierno de Puerto Rico; y en toda

ttansacciin no piblica q4e requiera la presmtaci6n o la conseruaci1n de docummtos
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2

3

4

5

6

7

8

9

10

11

12

13

15

l6

t7

18

c

22

piblicos. A partir de'1.ro. de julio de 2022 ninguna Entidad Prtbhca podrd rechtmr un

documento piblia que su fitmado ile esta manera.

g) (7)A los Jina de facilitar toiln transacci6n en el gobierno a los ciudadanos, a

las personas jurldicas e, incluso, a los funcionaios y empleadw priblicos; y tambi{n eoitar

gastos de funcionamimto innecesarios; las Entidades Piblicas queilnn absolutamente

obligadas f, aceptar todo documento priblico en formato electr1nico o digital que lu sea

enoiado o transmitido a traa€s de un sistemn cibernitico o telemdtito reconocido en el

mercado global. Lw documentos asl transmitidos seruirdn como eaidencia en todo proceso

gerencial, administratioo, progrnndtico, fscal, contable, auditoia, legnl, regbtral y judicial

del Gobierno de Puerto Rico; y en todn transacci6n no piblica que rcquiera la presmtaci1n o

la conservrci1n de docummtos ptlblicos. Estos documentos tambi4n tendrln la mismt oalidu

y efecto legal que uno en papel, firmado en manuscito y presentado fisicamente.

Q (g)Toih documento pilblico, producido o reproducido en formatn electfinico o

digital antu de la promulgaciln ful Reglamento General y Unifurme para la Administraciln

de Documentos Priblicos Eisicos, Electr4nicos y Digitales en el Gobierno dc Puerto Rico,

estard exento de cualquier nueoa disposici6n de este Reglamento que no estuaiera oigente al

momento de la creaci6n del documento electr6nico o digitalizado. No obstante, antes de la

oromulsaci1n del referido Reslamento, el iefe de cada Entiilnd Piblica ileberd realizar los

19 mdximos esfuerzos para ajustar esos documentos cu con los tne'n

20 establecidos en-+ esta Ley y su Reglamento, siempre que sea tdcnica y econdmicamente

2l posible.
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(!) El Reghmento promulgado deberi contener una disposici\n que regule el

decombo del equipo electrdnico utilimdo en el almaunamiento de los Documentos Priblicos.

A k)Toda conducta ilegal bajo el C1digo Penal de Puerto Rico en relaci1n con

documentos piblicos podrd ser imputaila a toda persona natural o iur{dica que incurra en uno

o oaios de esos delitos con o a trduds de documentos prtblicos an formato electr6nico o digital.

En sustituci6n del enjuiciamiento penal por los delitos mencionados, no habiendo mnoicciin

preoin por delito graoe, y a disteci6n del tribunal dt justicia, se podrd estipular una multa

global d.e diez mil d1lares ($10,000.00) por cada delito estipulado que se sumarfi a otra multa

de quinientos d1larcs ($5N.00) por cada pdgina de cada doatmento ptiblico en formato

electrdnico o digital que hdya sido objeto de conducta ilegal. Cuando la cantidad de pdginas de

los documentos piblicos objetos de conducta ilegal exceda las oeinticinco (25), la multa

adicional seri de trcscimtos Cnlares $300.00) por cada pdgina de cada doatmento ilegal.

Como parte de la estipulaci6n, ademas, el hnputado o acusado deberd compensar a la parte

perjudicada, sea piblica o priaaih, en triple ilafro uondmico por los gastos ndministratiaos,

operacionales y/o profesionales que demuestre haber incurrido para protegerse ile la conducta

ilegal."

Secci6n 5.- Se enmienda el inciso (fl de1 Articulo 15 de la Ley Nrim. 5 de 8 de

18 disiembre de 1255, segrin enmendada, conocida como "Lev de Administraci6n de

l9 Documentos Priblicos de Puerto Rico", para que lea como sigue:

20 (fl No se destruir6, maienarA. obse ard, aiterarri o dispondrd de nine(n

2L rteneciente a cualquier dependencia del Estado a menos que sea

22

documento De

d con lo sto en este T ersona
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1 una de estas acciones sobre cualquier documento priblico estard suieto a las

2

3

4

de Rico Ntim. 145-2012

5 ..."

6 Secci6n 5..!.- No miis tarde de sesenta (50) dlas posteriores a la aprobaci6n de

7 esla l*y, el Director Ejecutivo del lnstituto de Cultura Puertorriquefra tendrd que

8 diseflar las guias uniformes para detectar, manejar, procesar, conservar flsica,

9 electr6nica o digitalmente y referir aI Archivo General de Puerto Rico todo

10 documento prlblico con evidente o potencial valor hist6rico.

11 Secci6n 61.- No mds tarde de los ciento veinte (120) dias posteriores a la

12 aprobaci6n de esta Ley, el Secretario de Hacienda, el Conhalor de Puerto Rico, el

13 Director Ejecutivo del Instituto de Cultura Puertorriquefra, el Director Ejecutiao de

14 "Puerto @hnrooatiorl and Technolosu Seruice" (PKITS), e\ juez Presidente del

15 Tribunal Supremo y los Presidentes de ambos Cuerpos de la Asamblea l,egislativa, o

16 sus representantes autorizados tendriin que disefrar, suscribir y promulgar en

17 conjunto el Reglamento General y Uniforme para la Administraci6n de Documentos

18 Priblicos Fisicos, Electr6nicos y Digitales en el Gobierno de Puerto Rico, conforme a

19 las disposiciones de la Ley Nrim.5 de 8 de diciembre de 1955, segrln enmendada,

20 conocida como "Ley de Adminishaci6n de Documentos Priblicos de Puerto Rieo".

21 Secci6n 7__j- No miis tarde de 1os sesenta (60) dias posteriores a la

22 promulgaci6n del Reglamento General y Uniforme para la Administraci6n de

cP{\

@ sanciones que impone el dd C6digo

enmendada.
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I Documentos Priblicos Fisicos, Electr6nicos y Digitales en el Gobierno de Puerto Rico,

2 la Rama Judicial tendrd que completar y aprobar las enmiendas necesarias en sus

3 reglas de procedimientos y de evidencia para ajustarlas a las disposiciones de la Ley

4 Nfm. 5 de 8 de diciembre de 1955, segrin enmendada, conocida como "Ley de

5 Administraci6n de Documentos Prlblicos de Puerto Rico" y el Reglamento antes

6 mencionado.

7 Secci6n 8_-9.- Esta Ley entrar6 en vigor inmediatamente despu6s de su

8 aprobaci6n.

v
nd\t,
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P. del 5.1,663

INFORMEPOSITIVO

l-g de septiembre de 2020

AL SENADO DE PI,JERTO RICO:

La Comisi6n de Gobierno del Senado de Puerto Rico, previo estudio y
consideraci6n del P. del S. 1663, recomiendan a este Alto Cuelpo su aprobaci6n, con las
enmiendas incorporadas en el Entirillado Electr6nico que se hace formar parte de este
informe.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado 1663 busca enmendar el Articulo 38 de la l*y 73-2019,
segi,n enmendada, conocida como "Ley de la Adminiskaci6n de Servicios Generales para
la Centralizaci6n de las Compras del Gobiemo de Puerto Rico de 2019", a ios fines de
establecer la responsabilidad de las agencias de Gobiemo de notificar y fundamentar las
enmiendas a las 6rdenes de compra y/o contratos que elevan el valor de la compra ya
adjudicada; promover una competencia justa y transparente; establecer el correo
eiectr6nico como m6todo para notificaciones; y para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Lal*y 792019, segfn enmendada, conocida como "l.ey de la Adminishaci6n de
Servicios Generaies para la Centralizaci6n de las Compras del Gobierno de Puerto Rico
de2019", se aprob6 con ios objetivos principales de: (1) la cenfralizaci6n de las compras
gubemamentales a trav6s de la Administraci6n de Servicios Generales, convirtiendo
dicha entidad en la rinica facultada para establecer y lievar a cabo todo procedimiento
de compras y subastas de bienes, obras y servicios del Gobiemo de Puerto Rico y; (2) la
adopci6n de m6todos de licitaci6n uniformes para todas las compras y subastas de bienes,

QRTGTNAL

18 u"' Asamblea
Legislativa

SENADO DE PUERTO RICO
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obras y servicios del Gobierno de Puerto Rico. Mediante la centralizaci6n de las comPras

en el Gobiemo se pretende lograr ahorros considerables, al adquirir mayor volumen de

bienes y servicios a mejores precios; ademds de establecer mecanismos de adquisici6n
que fomentan la transparencia gubernamental y una sana comPetencia entre los

licitadores.

La mencionada Ley adopt6 m6todos de licitaci6n rigurosos, simplificando el proceso

de compras y haci6ndolo mds sencillo y efectivo. Uno de estos, 1o es la subasta prlblica
formal, o mediante ofertas selladas. Esta constituye el procedimiento de mds uso por el
gobierno para la adquisici6n de bienes y servicios. El elemento esencial en un
procedimiento de subasta es la competencia enke varios licitadores, y su caracteristica
principal consiste en la venta o adjudicaci6n al mejor postor. El prop6sito primordial del
proceso de subasta es proteger los fondos prlblicos, fomentando Ia libre y di6fana
competencia entre el mayor ndmero de licitadores posibles

En la Exposici6n de Motivos del Proyecto del Senado '1,663, se expresan los motivos
que llevan a presentar las enmiendas a Ia Ley 73-2019, segrin se desprende de la misma,
en muchas ocasiones, luego de la adjudicaci6n de una compra mediante los m6todos de
licitaci6n, el vendedor, suplidor, proponente o licitador al que se le adjudica, solicita
enmiendas a las 6rdenes de compras u contratos para aumentar el pago por supuestas
variaciones que encarecen los bienes, obras y servicios no profesionales. Estas variaciones
a veces son sustanciales y se alejan desmedidamente del valor adiudicado,lo que supone
un mayor gasto de fondos priblicos y trna prdetica que atenta contra la transparencia de
los procesos y ia competencia justa entre los que compitieron para la adjudicaci6n de la
compra. Por 1o que con esta Ley se busca fortalecer m6s los procesos de compras del
Gobiemo para evitar el mal uso de los fondos ptblicos y promover una competencia justa
y transparente.

En orden de cumplir responsablemente y conforme con los deberes y funciones de
esta Comisi6n, se solicitaron memoriales explicativos. A continuaci6n, presentamos un
resumen de las recomendaciones y comentarios recibidos.

La Administraci6n de Servicios Generales del Gobierno de Puerto Rico (en adelante
"ASG"), en ponencia suscrita por su Subadministrador, Joel Fon tSnez Gorl:/lez, indica que
recomienda la aprobaci6n P. del S. 1663, y sugiere la incorporaci6n de varias enmiendas
necesarias para una ejecuei6n eficaz en la implementaci6n de la polltica pdblica dispuesta
en la Ley 73-2079, segdn enmendada, conocida como "I.ey de la Administraci6n de
Servicios Generales para ia Centralizaci6n de las Compras del Gobierno de Puerto Rico
de2019".

La Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (en adelante
"AAFAF"), en ponencia suscrita por el Subdireetor Ejecutivo, Carlos M. Yamin Rivera,
indica que recomienda la aprobaci6n P. del S. 1663, seffalando que el prop6sito de esta
medida, entre otras cosas, es el establecer el deber de los jefes de las agencias del Gobierno
de notificar y justificar ante el Administrador de Servicios Generales cualesquiera
enmiendas a las 6rdenes de compra y/o contratos previamente autorizados que tengan
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el efecto de aumentar el valor de la compra adjudicada, para de esta manera evitar ei
malgasto de fondos priblicos y promover la kansparencia en las comparas del Gobiemo.

De igual forma, se seflala que, la serie de enmiendas t6cnicas propuestas alal.r.y 73-
2019, segin enmendada, conocida como "Ley de la Administraci6n de Servicios
Generales para la Centralizaci6n de las Compras del Gobiemo de Puerto Rico de 2019",
procuran mejorar la implementaci6n de ia misma.

El memorial concluye, indicando que la medida demuestra el compromiso con la
transparencia y la rmdici6n de cuentas en el uso de fondos prlblicos como pilares
fundamentales para la sana adminishaci6n del Gobiemo.

Conforme a lo que anteriormente indicdramos, esta Comisi6n recomienda la
aprobaci6n de la medida con las correspondientes enmiendas.

CONCLUSI6N

Concluida la evaluaci6n de la Comisi6n, y en el ejercicio legltimo de esta Asamblea
Legislativa de aprobar leyes en ei bienestar del pueblo, vuestra Comisi6n de Gobiemo
del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6ry recomienda a este Alto
Cueqpo Ia ap del P. de1 S. 1663, con enmiendas en ei Entirillado Electr6nico.

Respetuosamente o,

Dr. Carlos J.
Presidente
Comisi6n de o

I
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Presentado por los sefiorcs Rioera Schatz; Rios Santiago; Neununn Zayas; Martinez Santiago;
Berdiel Riuera; Canea Rioera; Cruz Santiago; Laureano Correa; Martinez Maldonado; Mntias
Rosario; Mufiiz C-ortds; las sefioras Padilla Alztelo; Pefia Ramirez; el xfior Pdrez Rosa; la sefiora

Riquelme Cabrern; los sefiores Rodiguez Mateo; Romero Lugo; Roque Gracia; las sefiorns
Vdzquez Nieoes y Verugns Brown; y el sefior Villafafie Ramos

Referido a Ia Comisi6n de Salud Anfuiental y Recursos Nafurales

LEY

Para enmendar el-4+tier*ie los Arttculas 7, i4, 38-EL_64-QE _59_y-67. de la l.ey 73-201,9,

segfn enmendada, conocida como "Ley de ia Administraci6n de Servicios Generales
para la Centralizaci6n de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de n19", yb
Secci6n 3.1-9 de la Lev 38-2017, sesin enmendada, conocida como la "ka de Procedimiento

Adninistratiao Unifomrc del Gobierno de Puerto Ria". a los fines de establecer la
responsabilidad de las agencias de Gobierno de notificar y fundamentar las

enmiendas a las 6rdenes de compra y/o contratos que elevan el vaior de la compra
ya adjudicada; promover una competencia justa y transParente; establecer el correo

electr6nico como metodo para notificaciones; y para otros fines relacionados.

EXPOSICIoN DE MOTWOS

La secci6n 9 del Art. VI de Ia Corstituci6n de Puerto Rico establece que n[s]6lo se

dispondr6 de las propiedades y fondos priblicos para fines prlblicos y para el

sostenimiento y funcionamiento de las instituciones dei Estado, y en todo caso Por

autoridad de ley". Art. VI, Sec. 9, Const. ELA, LPRA, Tomo L, ed' 2008, peg' 429-l-n

anterior, exige ia utilizaci6n de los fondos ptbiicos con los mds altos principios €ticos y
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de fiducia. Rodrtguez Ramos et al. a. ELA et al., 190 DPR 448, 456 (201,4\; Iaap Corp. a,

Depto. Estado et a1.,187 DPR730,739 (2013); CFSE o. Uni6n de Midicos,L70DPR443,452

Q00n.

En sintonia con dicho axioma constitucional, se aprob6 recientemente la Ley 73-

2019, segrin enmendada, conocida como "l,ey de ia Administraci6n de Servicios

Generales para la Centralizaci6n de las Compras del Gobiemo de Puerto Rico de 2019",

con los obietivos principales de: (1) la centralizaci6n de las compras gubernamentales a

trav6s de la Administraci6n de Servicios Generales, convirtiendo dicha entidad en la

rinica facultada para establecer y llevar a cabo todo procedimiento de compras y

subastas de bienes, obras y servicios deI Gobiemo de Puerto Rico y; (2) la adopci6n de

m€todos de licitaci6n uniformes para todas las compras y subastas de bienes, obras y

servicios del Gobiemo de Puerto Rico. Mediante la centralizaci6n de las compras en el

Gobiemo se pretenden lograr ahorros considerabies, al adquirir mayor volumen de

bienes y servicios a mejores precios; ademds de establecer mecanismos de adquisici6n

que fomentan 1a transparencia gubemamental y una sana competencia entre los

licitadores.

Para fomentar la mejor utilizaci6n de los fondos priblicos, la l*y 73-2019 adopt6

mdtodos de licitaci6n rigurosos, incluidos en el American Bar Association Model for

Procurement, simplificando el proceso de compras y haci6ndolo mds sencillo y

efectivo.i Los mdtodos de licitaci6n para la compra y subasta de bienes, obras y

serrricios no profesionales son: 1) compra informal; 2) subasta informal; 3) subasta

formal;4) solicitud de propuestas y/o solicitudes de propuestas seiladas (request for
proposal); y 5) la solicitud de cualificaciones (request for qualifications). De estos, la
subasta priblica formal, o mediante ofertas selladas, constituye el procedimiento de mds

uso por el gobierno para la adquisici6n de bienes y sewicios. Aluma Const. ,. A.A.A.,Ig2
DPR 776, 782 (20'11\. El elemento esenciar en trn procedimiento de subasta es 1a

lvedr'"e: https:/ /www.americanbar.org,/content/d.amlabaladminishative/public_contract_law/pcl-
model{3-200Gmodel-procuremmt-re gulations,pdf ;

lP^t,//ru**."-"ricanbar.org,/content/dam/ut"/ad*inistrative/public_contracLlaw/pcl-model-02_
2000-code-procurement.pdf, visifados por fltima vez el 9 de septiembre de 2020.
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competencia entre varios licitadores, y su caracteristica principal consiste en la venta o

adjudicaci6n aI mejor postor. Op. Sec. Ndm. 23 de 1984. Asi, el Estado, en su obligaci6n

de proveet servicios a la ciudadanla invita a trav6s de la licitaci6n prlblica o subastas a

uno o varios proponentes a presentar ofertas para Ia realizaci6n de obras o para la

adquisici6n de bienes y servicios. El prop6sito primordial del proceso de subasta es

proteger los fondos priblicos, fomentando la libre y didfana competencia entre el mayor

nfmero de licitadores posibles

En muchas ocasiones, luego de la adjudicaci6n de una compra mediante los

m6todos de licitaci6ry el vendedor, suplidor, proponente o licitador al que se le

adjudica, solicita enmiendas a las 6rdenes de compras u contratos para aumentar el

pago por supuestas variaciones que encarecen los bienes, obras y servicios no

profesionales. Estas variaciones a veces son sustanciales y se alejan desmedidamente del

valor adjudicado, lo que supone un mayor gasto de fondos prlblicos y una pr6ctica que

atenta contra la transparencia de los procesos y la competencia justa entre los que

compitieron para la adjudicaci6n de la compra. Con esta Ley buscamos fortalecer miis

los procesos de compras del Gobierno para evitar el mal uso de ios fondos priblicos y

promover una competencia justa y transpafente.

Asimismo, se restablece como una compra excepcilnal cuando se iustifique, en fofina

nable el i6n di de tari

aduersamente el comienzo, desarrollo u uso de Ia obrn, bim o servicio, segin se hatta determinado

cofiforme a la necuidad o planificacidn de esta. Esta excepci1n fue eliujnada mediante la lcv 22-

2020 v es meritorio restituir el lenguaie por fuatarse de una circunstancia iusta u razonfrble.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Secci6n 1.- Se enmienda el Articulo 7 de la Ley 73-2019, segrin enmendada,

2 conocida como Ia "Ley de la Administraci6n de Servicios Generales para la

3 Centralizaci6n de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019", para que lea como

4 sigue:
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1 "ArticvTo 7. - Administrador y Principal Oficial de Compras del Gobiemo de

2 Puerto Rico; Nombramiento y Compensaci6n. El Administrador serd el Principal Oficial

3 de Compras del Gobiemo de Puerto Rico, y serd nombrado por el Gobernador con el

4 consejo y consentimiento de la Cimara de Represmtantes y e1 Senado de Puerto Rico.

5 Este desempeflar6 el cargo por un t6rmino de diez (10) aflos. Responderd directamente

6 al Gobernador y actuard como su representante en el ejercicio del cargo. Deberd ser

7 mayor de edad y poseer como minimo un grado de Maestria; deberd poseer reconocida

8 capacidad profesional, probidad moral, conocimientos y experiencia en el campo de la

9 administraci6n ptiblica y / o en la empresa privada. No podrri ser nombrado

10 Administrador aquella persona que haya ejercido un cargo electivo durante el termino

1 1 para el cual fue electo por el Pueblo de Puerto Rico. EI Administrador devengard el

12 mismo sueldo anual que un miembro del Tribunal Supremo de Puerto Rico.

13 El Gobernador, preuia notificaci1n y oista, podrd declarar oacante el urgo de Pincipal

14 Oficial de Compras del Gobierno de Puerto Rico por incapaciilad fsica o mental que le inhabilite

15 para desempe ar las funciones del cargo, negligencia qasa en el dexmpefio de sus funciona,

16 omisi6n en el cumplimiento del deber o si es conoicto de delito graoe o delito menos graoe que

17 conllane depraoaci|n moral."

18 Secci6n 2.- Se enmienda el Articulo 34, se inserta un nueoo inciso (o) rt se deroqa el

19 actual 1nc60 (o) de dicho Articulo de la Ley 73-2019, segrin enmendada, conocida como la

20 "Ley de la Administraci6n de Servicios Generales para la Centralizaci6n de las Compras

2l del Gobiemo de Puerto Rico de 2019" , para que lea como sigue:

22 "Articulo 34. - Compras Excepcionales.
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I Se conoceren como compras excepcionales, todas aquellas compras que estariin

2 exceptuadas de realizarse utilizando los m6todos de licitaci6n dispuestos en el

3 Articulo [30] 31 de esta Ley. Toda compra excepcional deberd ser recomendada,

4 mediante escrito, por el Administrador Auxiliar de Adquisiciones y autorizada por el

5 Oficial de Licitaci6n. Se considerar6n compras excepcionales las siguientes:

6a)

7 d Cuando se justifique, en forma ramnable, que el tiempo qae tomard la preparaciln

8 y adjudiuci1n fu la subasta afectard adoersamente el comienzo, desanollo y uso de la obra, bien

9 o seroicio , segiln se haya determinado conforme a la necesidad o planifiwci6n de la misma.

10 [p) Cuando los hospitales, programas e instalaciones de la Administraci6n de

11 Servicios M6dicos de Puerto Rico (ASEM), el Centro M6dico y el Hospital

12 Cardiovascular adquieran medicamentos, materiales mddico quinirgicos, implantes,

13 equipos mEdicos y/o cualquier otro equipo m6dico en una situaci6n de urgencia, por

14 e6tar comprometida la salud de algrin paciente o los servicios a la ciudadania.l"

15 Secci6n 3.- Se enmienda el Articulo 38 de la Ley 73-2019, segrin enmendada,

16 conocida como la "Ley de la Administraci6n de Servicios Generales para la

17 Centralizaci6n de las Compras del Gobiemo de Puerto Rico de 201.9", para que lea como

18 sigue:

19 "Articulo 38.- Solicitud de Compra

20

2l El Administrador podrd autorizar 6rdenes de compra y contratos, previa la

22 obligaci6n de fondos para cubrir el pago de los bienes recibidos, obras realizadas y
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servicios no profesionales rendidos. De igual manera, podr6 cancelar 6rdenes de

compra en protecci6n del interds pdblico, cuando medien circunstancias extraordinarias

y lustificaci6n adecuada, y en caso de ser una comPra o contrato especifico de una

Entidad Gubemamental, Entidad Exenta o municipio, el Administrador dar{ previa

notificaci6n escrita o electr6nica al originador sobre dichas circunstancias o iustificaci6n.

El jefe de la Entiilad Gubernamental o autoridad nominadora pertinente tendrd el deber

dc notificar al Administrador aquellas mmiendas a las trdenes de compra y/o con*atos que

hab{an sido autoizados anteriormettte y que tengan el efecto de autnentar el oalor de la compra

adjudicada de bienes, obras y seroicios no profesionales. La notificaci1n de mmienda debe estar

debidamente document ada y fundamentada."

Secci6n 4.- Se enmienda el Artlculo 53 de Ia Ley 73-20L9, seg{n enmendada,

conocida como la "I*y de 1a Administraci6n de Servicios Generales para la

Centralizaci6n de las Compras del Gobiemo de Puerto Rico de 2019", para que lea como

sigue:

"Articulo 53. - Determinaci6n Final. Notificaci6n de adjudicaci6n.

una vez adjudicado un asunto ante la consideraci6n de la Junta de Subastas, 6sta

procederii a notificar su determinaci6n final, segrin los procedimientos y mecanismos

que se establezcan en el Reglamento Uniforme de Compras y Subastas. La notificaci6n

de adiudicaci6n de subasta serii notificada adecuadamente, mediante correo federal

certificado con acuse de recibo o coneo electr6nico, a todas las partes que tengan derecho

a impugnar tal determinaci6n. La notificaci6n de adjudicaci6n estarii debidamente

fundamentada y deberii induir los fundamentos que justifican la determinaci6n,
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1 aunque sea de forma breve o sucinta, en aras de que los foros revisores puedan revisar

2 tales fundamentos y asi determinar si la decisi6n fue arbitraria, caprichosa "o

3 irrazonable. Como minimo, la notificaci6n debe induir: (1) los nombres de los

4 licitadores que participaron en la subasta y una sintesis de sus propuestas; (2) los

5 factores o criterios que se tomaron en cuenta para adjudicar la subasta; (3) los defectos,

6 si alguno, que tuvieran las propuestas de los licitadores perdidosos, y (4) La

7 disponibilidad y el plazo para solicitar la recorsideraci6n y revisi6n judicial.

8 La determinaci6n ..."

9 Secci6n 5.- Se enmienda el ArtIculo 64 de la Ley 73-2019, segrln enmendada,

10 conocida como la "Ley de ia Administraci6n de Servicios Generales para Ia

1 1 Centratzaci6n de las Compras de1 Gobierno de Puerto Rico de 20L9" , para que lea como

12 sigue:

13 "Articulo 64. - T€rmino para Revisar.

14 La parte adversamente afectada por una decisi6n de la Administraci6n, de la

15 ]unta de Subastas y/o de cualquier Junta de Subastas de Entidad Exenta podri, dentro

16 dei t6rmino de veinte (20) dias a partir del dep6sito en el correo federal o coneo

17 electrdnico notificando la adjudicaci6n de la subasta, presentar una solicitud de revisi6n

18 ante la |unta Revisora de la Administraci6n de Servicios Generales. Presentada la

19 revisi6n administrativa, la Administraci6n y/o la Junta de Subastas correspondiente

20 elevard a la |unta Revisora copia certificada del expediente del caso, dentro de los tres

21 (3) dias naturales siguientes a la radicaci6n del recurso."
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Secci6n 6.- Se enmienda el Articulo 55 de Ia l-ey 73-2019, segrln enmendada,

conocida como la "Ley de la Administraci6n de Servicios Generales para la

Centralizaci6n de las Compras del Gobiemo de Puerto Rico de 2019" , para que lea como

sigue:

"Artlculo 65. - Notificaci6n de la Revisi6n.

La parte adversamente afectada notificar6 copia de la soiicitud de revisi6n

administrativa a la Administraci6n y a la ]unta de Subastas correspondiente;

simultdneamente notificard tambi6n a1 proveedor que obtuvo la buena pro en la subasta

en curnplimiento con lo establecido en el Articulo 62 de esta ky. Este requisito es de

cardcter jurisdiccionai. En el propio escrito de revisi6ry la parte reorrrente certificard a

la Junta Revisora su cumplimiento con este requisito. La notificaci6n podrii hacerse por

correo certificado con act$e de recibo [yl o por erafqrrier correo fmediol elech6nico [que

se establezca mediante reglamentol. De asi ser solicitado por la parte adversamente

afectada, ia Junta de Subastas le proveerd a dste las direcciones tanto postales como

electr6nicas que los proveedores participaates le hayan informado a la funta de

Subastas durante el proceso de subasta impugnado."

Secci6n 7.- Se enmienda el Articulo 66 de la l-ey 73-2019, segin enmendada,

conocida como Ia "ley de la Administraci6n de Servicios Generales para la

Centralizaci6n de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de2O19" , para que lea como

sigue:

"Articulo 65. - Procedimiento de Revisi6n Administrativa.

La Junta Revisora deber6 ...
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3

La |unta Revisora podrd...

Si se tomare alguna determinaci6n en su consideraci6ry el t6rmino para instar el

recurso de revisi6n judicial empezard a contarse desde 1a fecha en que se deposit6 en el

correo federai o correo electrlnico copia de la notificaci6n de la decisi6n de la |unta

Revisora resolviendo la moci6n.

Si la Adminishaci6n . ..

El Tribunal de Apelaciones [Apelativo] seri e1 foro con jurisdicci6n para revisar,

mediante recurso de revisi6n judicial, las determinaciones administrativas arriba

dispuestas."

Secci6n 8.- Se enmienda el Artlculo 67 de la I.ey 73-2019, segrin enmendada,

conocida como la "Ley de la Administraci6n de Servicios Generales para la

Centralizaci6n de las Compras dei Gobierno de Puerto Rico de 2019" , para que lea como

sigue:

" Arliculo 67. - Notificaci6n.

Una vez adjudicado un asunto ante la ]r:nta Revisora,6sta proceder6 a notificar

por escrito la misma mediante correo certifica do o coneo electrdnico a las partes

interesadas [, segrln se establezca mediante reglamento]. Dicha notificaci6n expondrd

los fundamentos y razones que sustentan tal determinaci6n."

Secci6n 9 - Se enmienda la Secci6n 3.19 de la l-ey 38-2017, segrin enmendada,

conocida como la "Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de

Puerto Rico", para que lea como sigue:
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1 "Secci6n 3.19. - Procedimiento y T6rmino para Solicitar Reconsideraci6n en la

2 Adjudicaci6n de Subastas.

3 Los procedimientos de adjudicaci6n de subastas ser6n informalesi su

4 reglamentaci6n y t6rminos serdn establecidos por las agencias, pero siempre en estricto

5 cumplimiento con la legislaci6n sustantiva que aplica a las compras del Gobierno de

6 Puerto Rico y sin menoscabo de los derechos y obligaciones de los licitadores bajo 1a

7 polltica priblica y leyes vigentes en la iurisdicci6n de Puerto Rico. La parte

8 adversamente afectada por una decisi6n podr6, dentro del t6rmino de veinte (20) dias a

9 partir del dep6sito en el correo federal o coneo electr6nico notificando la adjudicaci6n de

l0 1a subasta, presentar una moci6n de reconsideraci6n ante la agencia. En la alternativa,

11 podrd presentar una solicitud de revisi6n ante la funta Revisora de la Administraci6n

12 de Servicios Generales o la entidad apelativa que corresponda en ley o reglamento,

13 dentro del tdrmino de veinte (20) dias calendario, a partir del dep6sito en ei correo

14 federal o correo electrdnico notificando la adjudicaci6n de la subasta. La agencia o la Junta

15 Revisora deberd considerarla dentro de los treinta (30) dias de haberse presentado. La

i6 Junta podrii extender dicho t6rmino una sola vez, por un t6rmino adicional de quince

77 (15) dias calendario. Si se tomare alguna determinaci6n en su consideraci6n, el t6rmino

18 para instar el recurso de revisi6n judiciai empezard a contarse desde la fecha en que se

19 deposit6 en el correo federal o correo electr6nico copia de la notificaci6n de ia decisi6n de

20 la agencia, la entidad apelativa o la Junta Revisora resolviendo la moci6n. Si la agencia,

21 la entidad apelativa o la funta Revisora dejare de tomar alguna acci6n con relaci6n a la

22 moci6n de reconsideraci6n o solicitud de revisi6ry dentro del t6rmino correspondiente,
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I segrin dispuesto en esta Ley, se entenderd que 6sta ha sido rechazada de plano, y a

2 partir de esa fecha comenzat6 a correr el termino para la revisi6n judieial."
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1 Secci6n 11!Q. - Reglamentaci6n

2 El Adminiskador deber6 adoptar las normas, directrices y reglamentos

3 necesarios para cumplir con los prop6sitos de esta Ley.

4 Secci6n 42 11.- Vigencia

5 Esta ky entrar6 en vigor sesenta dias (60) despu6s de su aprobaci6n.

c
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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Salud del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n
del P. del S. 1.666, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, sin
enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado Nr1m. 1666, propone enmendar los Articulos 1,, 2, 6 y 16A
de la Ley Nrim. 493 de 15 de mayo de 1952, segrin enmendada, a los fines de aclarar los
requisitos que tiene que completar un aspirante para p.ua tomar el examen para la
licencia de doctor en quiroprdctica en Puerto Rico; y para otros fines relacionados.

Reza la Exposici6n de Motivos, que, para poder culminar esfudios doctorales en
quiroprdctica, es necesario cursar cuatro (4) afros postgraduados de estudios de
especializaci6n en quiropr6ctica. Como regla general, las escuelas de quiropr6ctica
requieren que previo a los cuatro afros de especializaci6n, el estudiante haya terminado
un bachillerato. Sin embargo. existen programas de quiroprdctica que no
necesariamente exigen que el estudiante haya completado un bachillerato para ser
admitido, pudiendo, en la mayoria de los casos, exigirle hes afros de estudios
subgraduados.l Bajo cualquier escenario. los estudiantes a nivel subgraduado tienen
que tomar los cursos prescritos como prerrequisitos por la entidad acreditadora,

1 V6ase https://www.chirocolleges.org/prospective-students/academic-requirements/, visitado por
dltima vez el l9 de agosto de 2020.
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conocida como Council on Chiroprfictic Education (CCE),2 para poder ser admitidos una
escuela o universidad de quiropriictica.

A pesar de esta realidad, en Puerto Rico se requiere a toda persona que vaya a

tomar el examen para la licencia de doctor en quiropriictica, entre otros requisitos, que,

a satisfacci6n de la Junta Examinadora de Quiropr6cticos, haya obtenido un bachillerato
con antelaci6n a su ingreso a la escuela o universidad quiropriictica. Este requisito, si
bien podria parecer entendible, no guarda relaci6n con la realidad actual porque, no
todas las escuelas o universidades de quiropriictica a nivel nacional, requieren que
previo a la admisi6n los estudiantes hayan culminado un bachillerato.

En ese sentido, resalta la exposici6n de la medida que, actualmente se estan
penalizando a los estudiantes que han esfudiado fuera de Puerto Rico y desean volver a
la Isla para tomar el examen y ejercer su profesi6n. Esto solo por el hecho de haber
obtenido su grado doctoral en quiroprdctica sin haber tenido que completar un
bachillerato previamente. El efecto de esto, significa cerrarle las puertas a estos
profesionales que tienen el deseo y anhelo de ofrecer sus servicios para ayudar a la
gente en Puerto Rico. M6s arin, cuando se pasa por alto que, para poder tomar el
examen en Puerto Rico para la licencia de doctor en quiropriictica, todos los egresados
(hayan o no completado un bachillerato) tienen que hacerlo de una escuela o
universidad en quiroprdctica acreditada por el CCE, lo cual garantiza los estdndares de
la calidad en la educaci6n y formaci6n del aspirante.

A la luz de lo anterior, la presente medida busca aclarar que para que una
persona pueda tomar el examen para la licencia de doctor en quiropriictica en Puerto
Rico, ademds de cumplir con los requisitos establecidos en la Ley Nrim. 493 de 15 de
mayo de 1952, segrin enmendada, conocida como "Ley para crear la Junta Examinadora
de Quiroprdcticos", serd suficiente con que se haya graduado de una escuela o
universidad quiroprdctica debidamente acreditada por el CCE.

ANALISIS DE LA MEDIDA

La Comisi6n de Salud del Senado de Puerto Rico, como parte de la evaluaci6n
del P. del S. 1666 recibi6 memorial explicativo del Departamento de Salud de Puerto
Rico.

El Departamento de Salud, en su memorial explicativo endos6 la aprobaci6n de la
medida objeto de evaluaci6n. Segrin expusieron, el Proyecto del Senado 1666 es c6nsono
con la politica pnb[ca del Departamento de salud y de la presente administraci6n de

2 El Courrcil ofl Chiropructic Edltcr.hon es la agencia nacional acreditadora de en los Programas Doctorales
en QuiroPrdctica acreditados por el Council otl Cliropractic Educatio denho de Estados Unidos. Con la
acreditaci6n se garantiza la calidad de la educaci6n y la integridad institucional de los gobiernos, cuerpos
reguladores, instituciones, organizaciones profesionales, estudiantes y otras agencias acreditadoras.
V€ase https://www.cce-usa.org/about.html, visitado por tltima vez el 19 de agosto de 2020.
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gobierno de proveer todos 1os puertorriquefros de profesionales de Ia salud
adecuadamente regulados, educados y comprometidos.

CONCLUSI6N

La medida ante nuestra consideraci6n busca atemperar la Ley Nrim. 493 de 15 de
mayo de 1952, seg(n enmendada, con la normativa acad6mica prevaleciente en los
Programas Doctorales en Quiropr6ctica acreditados por el Council on Chiropractic
Eclucation dentro de Estados Unidos. En ese sentido surge la necesidad de aclarar que
para que una persona pueda tomar el examen para la licencia de doctor en
quiroprictica en Puerto Rico, ser6 suficiente que se haya graduado de una escuela o
universidad quiroprdctica debidamente acreditada por el CCE.

De esta forma, se evita seguir penalizando a los estudiantes que han estudiado
fuera de Puerto Rico y deseen volver a la Isla para tomar el examen y ejercer su
profesi6n, por el solo hecho de haber obtenido su grado doctoral sin haber tenido que
completar un bachillerato previamente. El efecto de esto seria cerrarle las puertas a

estos profesionales que tienen el deseo y anhelo de ofrecer sus servicios para ayudar a la
gente en Puerto Rico.

Es un inter6s apremiante de esta Asamblea Legislativa realizar todas las
gestiones necesadas para evitar el 6xodo de los profesionales de la salud, incluyendo a
los quiroprdcticos, que tanta falta nos hacen. Es importante brindarles la oportunidad
de permanecer en Puerto Rico y que todos los pacientes se puedan beneficiar de sus
servicios.

Por todo 10 antes expuesto, la Comisi6n de Salud del Senado recomienda la
aprobaci6n del Proyecto del Senado L666, sin enmiendas.

Respetuosamente sometido,

uA*,^Hon.
Presidente
Comisi6n de Salud

ez Santiago
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Referido a la Comisi6n de Salud

LEY

Para enmendar los Articulos 1,,2,6 y 16,4 de la Ley Ntim. 493 de 15 de mayo d.e 1,952,

segfn enmendada, a los fines de aclarar los requisitos que tiene que completar un
aspirante para para tomar el examen para la licencia de doctor en quiropriictica en

Puerto Rico; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Sin duda, la prdctica de la quiroprdctica en Puerto Rico ha cobrado mayor relevancia

con el pasar del tiempo y, al igual que ohas ramas de la salud, busca meiorar la calidad

de vida y traer bienestar a los pacientes. En especifico, los quiropriicticos son

profesionales de la salud enfocados en el diagn6stico y tratamiento de los des6rdenes

neuromusculares, con 6nfasis en el tratamiento mediante ajustes manuales y la

2



manipulaci6n de la espina vertebral.l El cuidado quiroprdctico se fundamenta en la

utilizaci6n de t6cnicas y destrezas dirigidas a tratar el sistema nervioso de los seres

humanos con m6todos no invasivos que no requieren ningrin tipo de intervenci6n

quirirrgica. La mayoria de los quiropr6cticos buscan reducir el dolor y mejorar la

funcionalidad de los pacientes, al igual que educarlos sobre c6mo pueden mejorar su

salud mediante ejercicios, terapias y otros.2

Para poder culminar estudios doctorales en quiroprdctica, es necesario cursar

cuatro (4) afros postgraduados de estudios de especializaci6n en quiroprdctica. En la

mayoria de las ocasiones, las escuelas de quiroprdctica requieren que previo a los cuatro

aflos de especializaci6n, el estudiante haya terminado un bachillerato. Sin embargo,

existen programas de quiropr6ctica que no necesariamente exigen que el estudiante

haya completado un bachillerato para ser admitido, pudiendo, en la mayoria de los

casos, exigirle tres afros de estudios subgraduados.3 Bajo cualquier escenario, los

estudiantes a nivel subgraduado tienen que tomar los cursos prescritos como

prerrequisitos por la entidad acreditadora, conocida como Council on Chiropractic

klucntion (CCE),a para poder ser admitidos una escuela o universidad de quiropriictica.

A pesar de esta realidad, en Puerto Rico se requiere a toda persona que vaya a

tomar el examen para Ia licencia de doctor en quiroprdctica, entre otros requisitos, que,

a satisfacci6n de la Junta Examinadora de Quiropriicticos, haya obtenido un bachillerato

con antelaci6n a su ingreso a la escuela o universidad quiropriictica. Este requisito, si

bien podria parecer entendible, no guarda relaci6n con la realidad actual porque, como

' V6ase https://vr.ww.spine-health.com/treatment/chiropractic/what-a-chiropractor, visitado por fltima
vez el 19 de agosto de 2020.

2 td.

3 v6ase https://www.chirocolleges.org/prospective-students/academic-requirements/, visitado por
riltima vez el l9 de agosto de 2020.

a El Council on Chiropractic Education es la agencia nacional acreditadora de los Programas Doctorales en
QuiroPractica dentro de Estados Unidos. Con Ia acreditaci6n se garantiza la calidad de la educaci6n y la
integridad institucional de los gobiernos, cuerpos ."g,rLdo."", instituciones, organizaciones
profesionales,_ estudiantes y otras agencias acreditadoras. V6ise https://www.cce-usa.orgfabout.html,
visitado por riltima vez el 19 de agosto de 2020.

2
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eshzamos anteriormente, no todas las escuelas o universidades de quiropriictica a

nivel nacional, requieren que previo a la admisi6n los estudiantes hayan culminado un

bachillerato. Asi pues, estariamos penalizando a estudiantes que hayan estudiado fuera

de Puerto Rico y deseen volver a la Isla para tomar el examen y ejercer su profesi6rg por

el hecho de haber obtenido su grado doctoral en quiropractica sin haber tenido que

completar un bachillerato previamente. El efecto de esto seria cerrarle las puertas a

estos profesionales que tienen el deseo y anhelo de ofrecer sus servicios para ayudar a la

gente en Puerto Rico. Miis afn, nos parece que tal requerimiento pasa por alto que, para

poder tomar el examen en Puerto Rico para la licencia de doctor en quiroprdctica, todos

los egresados (hayan o no completado un bachillerato) tienen que hacerlo de una

escuela o universidad en quiropr6ctica acreditada por el CCE, lo cual garantiza los

estilndares de la calidad en la educaci6n y formaci6n del aspirante.

A la luz de lo anterior, esta Ley aclara que para que una persona pueda tomar el

examen para la licencia de doctor en quiropr6ctica en Puerto Rico, ademds de cumplir

con los requisitos establecidos en la Ley Nrlm. 493 de 15 de mayo de 1952, segin

enmendada, conocida como "Ley para crear la Junta Examinadora de Quiropriicticos",

serd suficiente que se haya graduado de una escuela o universidad quiropr6ctica

debidamente acreditada por el CCE.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

I Secci6n 1.- Se enmienda el Articulo 1 de la Ley Nrlm.493 de 15 de mayo de -1952, segrdn

2 enmendada, Para que lea como sigue:

"Articulo 1.- Definiciones

(u)

3

4

5 (b) ...

2
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2

3

(c) Estudiante de quiropriictica.- Se refiere a cualquier persona matriculada

en un programa de quiropr6ctica debidamente autorizado por la Junta de

Instituciones Postsecundarias del Departamento de Estado y acreditado

por el Council [o{lon Chiropractic Education (CCE).

Secci6n 2.- Para enmendar el Articulo 2 de la Ley Nrim. 493 de 15 de mayo de

1952, segrin enmendada, para que lea como sigue:

"Articulo 2.- Junta Examinadora de Quiroprdcticos-Creaci6n; dietas

Por la presente se crea la Junta Examinadora de Quiroprdcticos de Puerto Rico, Ia

cual se compondrii de tres (3) doctores en quiropriictica, de habilidad e integridad

moral reconocidas y que sean graduados de una escuela o colegio de quiroprdctica

laceptadolacreditado por e\ Council [of]on Chiropractic Education (CCE).
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Secci6n 3.- Para enmendar el Articulo 6 de la Ley Nfm. 493 de 15 de mayo de

1952, segrin enmendada, para que lea como sigue:

"Articulo 6. Admisi6n a exiimenes

Podrii tomar el examen para la licencia de doctor en quiroprdctica toda persona

que, a satisfacci6n de la Junta, acredite:

(u) ...

(b) ser graduado de una Escuera o Universidad euiropriictica debidamente

acreditada por el Council [of]on Chiropractic Education (CCE) con un

promedio o (GPA) minimo de 2.5. [Disponi6ndose que, a partir de la22

2
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3

4

5

5

aprobaci6n de esta enmienda, todo aspirante deber6 haber obtenido un

bachillerato con antelaci6n a su ingreso a la Escuela o Universidad

Quiroprictica.]

(c) Ser de buena conducta moral y graduado de una escuela o Universidad

Quiroprdctica acreditada por el Council [of]on Chiropractic Education (CCE),

que exija como requisito para graduaci6n un minimo de cuatro (4) anos

academicos, de nueve (9) meses cada afro. (Cuatro mil horas de asistencia.)

No se computara a estos fines el tiempo correspondiente a cursos por

co esPondencia."

Secci6n 4. Se enmienda el Articulo 16(-4) de la Ley Nrim. 493 de 15 de mayo de

1952, segin enmendada, para que lea como sigue:

"Articulo 15(A). Deberes y Responsabilidades del estudiante de quiropriiLctica y

el quiroprdctico preceptor

Nada de lo descrito en el Articulo anterior deber6 ser utilizado para perturbar o

impedir a un estudiante de quiroprdctica matriculado en un Programa debidamente

autorizado por la junta de Instituciones Postsecundarias del Departamento de Estado y

acreditada por el Council [oflon Chiropractic Education (CCE), su participaci6n en

todas las fases de la prdctica clinica de la quiropr6ctica bajo la supervisi6n y direcci6n

de un quiropr6ctico preceptor debidamente autorizado por la Junta Examinadora de

Quiropriicticos de Puerto Rico (JEQPR).
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22 Secci6n 5.- Separabilidad
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I Si cualquier cliiusula, pfuralo, subpdrrafo, oraci6n, palabra, leha, articulo,

2 disposici6n, secci6n, subsecci6r\ titulo, capitulo, subcapitulo, ac6pite o parte de esta Ley

3 fuera anulada o declarada inconstitucional, la resoluci6n, dictamen o sentencia a tal

4 efecto no afectar6, perjudicar6, ni invalidard el remanente de esta Ley. El efecto de dicha

5 sentencia quedard limitado a la cl6usula, pilrrafo, subpiirrafo, oraci6ry palabra, letra,

6 articulo, disposici6n, secci6n, subsecci6n, tihrlo, capitulo, subcapitulo, acdpite o parte de

7 la misma que asi hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la aplicaci6n a

8 una persona o a una circunstancia de cualquier cliiusula, pirrafo, subpiiLrrafo, oraci6n,

9 palabra, letra, articulo, disposici6n, secci6n, subsecci6n, titulo, capitulo, subcapitulo,

l0 ac6pite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resoluci6n,

I I dictamen o sentencia a tal efecto no afectard ni invalidard la aplicaci6n del remanente de

12 esta Ley a aquellas personas o circunstancias en Ias que se pueda aplicar v6lidamente.

13 Es la voluntad expresa e inequivoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales

14 hagan cumplir las disposiciones y la aplicaci6n de esta Ley, aunque se deje sin efecto,

l5 anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se

16 deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicaci6n a alguna persona o

17 circunstancia.

l8 Seccion 6. -Vigencia

l9 Esta Ley comenzard a regir inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.

-4
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R. C. del. 5.592
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i45 de mptiembre de 2020

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobaci6n

con enmiendas de la R. C. del S. 592.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resoluci6n Conjunta del Senado 592 (en adelante, "R. C. del S. 592"), tiene

como prop6sito ordenar al Departamento de Hacienda destinar fondos para ser

distribuidos a los Centros de Diagn6stico y Tratamiento o Centros de Salud Familiar
privados, provenientes del Coronavirus Relief Fund (CRF), segrin las Guias

Mandatorias del Tesoro Federal y las disposiciones del "Coronavirus Aid, Reiief, and

Economic Security Act", a los fines de cubrir gastos necesarios y adecuados de estas

instalaciones durante el transcurso de la emergencia de salud priblica provocada por el

Coronavirus (COVID-l9); disponer la procedencia de los fondos y el uso autorizado; y
para otros fines relacionados.

ANALISIS Y DISCUSIoN DE LA MEDIDA

Surge de la Exposici6n de Motivos de la medida que, la Organizaci6n Mundial
de la Salud (\AIHO, por sus siglas en ingl6s) reconoce la importancia de los centros

hospitalarios durante la respuesta a la emergencia al Coronavirus (COVID-19). Ante el
estado de pandemia, son los centros de atenci6n primaria, Centro de Diagn6stico y
Tratamiento (CDT) y los Centros de Salud Familiar (CSF) la unidad sanitaria por
excelencia para el diagn6stico y manejo de miles de pacientes. Sin embargo, la

$
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importancia de estos centros toma relevancia cuando teconocemos que en muchos de
nuestros municipios es la rlnica facilidad de salud con la que cuentan. Ante la evidente
importancia de sus labores y responsabilidades, retoma mayor pertinencia lograr
incentivar a nuestros centros de atenci6n primarios privados y sus respectivos
empleados para que 6stos continrlen operando durante esta amenaza salubrista que
atenta con nuestro bienestar social y econ6mico.

Menciona que, en estos momentos, nuestra Isla continda atravesando una crisis
debido a la pandemia mundial que ha ocasionado el COVID-19. En consideraci6n a lo
antes expresado, la gobemadora de Puerto Rico, honorable Wanda VAzquez Garced,
declat6 un estado de emergencia. Entre las medidas adoptadas se encuentra un
lockdown, en el cual, como regla general, los comercios deben permanecer cerrados y los

ciudadanos son llamados a permanecer en sus residencias. No obstante, Ios ciudadanos
pueden salir para acudir a citas m6dicas, asistir a hospitales y centros de servicio
m6dico-hospitalarios. Por eso, hoy es mds que nunca es vital ayudar a los CDT y los
CSF para que tengan los recursos necesarios para seguir atendiendo pacientes con
COVID-19 y otras enfermedades. Muchas veces, estas facilidades mddicas son la
primera linea de respuesta en la batalla contra la pandemia ya que son las m;is
cercanas a los residentes de las distintas municipalidades. Estamos conscientes de

que el personal m6dico de estas instituciones, al igual que ocurre en los hospitales y
oficinas m6dicas, tienen que seguir unos protocolos particulares y adoptar medidas
sanitarias rigurosas para manejar los casos sospechosos de COWD-19. Ciertamente,
ello ha tenido un alza en los costos de operaci6n al tener que incurrir en compra de
materiales, medicamentos y equipos adecuados.

Finalmente expresa que, desde que comenz6 esta emergencia, esta Asamblea
Legislativa ha tornado acciones contundentes con el prop5sito de adoptar las

medidas pertinentes para eI manejo de esta pandemia y mitigar sus efectos

neBativos sobre la economia. Si bien es cierto que todos los sectores son

importantes en esta lucha, no cabe duda que el sector de la salud tiene una funci6n
protaS6nica en esta emergencia. En estos momentos, debemos contar un sistema de

salud fortalecido y preparado para lidiar con esta crisis por el bienestar de todos. El

Gobierno, a trav6s de fondos federales, ha auxiliado econ6micamente a los hospitales

privados y a los centros primarios 330, por lo que es medular que tambi6n se utilicen
dichos fondos para coadyuvar a los CDTs y CSF privados. En consideraci6n de todo lo
antes expresado, proponemos que nuestros CDT y CSF privados reciban los recursos

necesarios para mantener sus operaciones al servicio de los puertorriquefros.

Comprometidos en apoyar al sector de la salud en Puerto Rico y asistir a este

componente fundamental, presentamos esta medida que tiene el prop6sito de

-l}'
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garantizar la continuidad de los servicios a la ciudadania a travds de los CDTs y CSF

privados que operan en la Isla.

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y

evaluaci6n de la R. C. del S. 592, solicit6 Memoriales Explicativos al Departamento de

Salud; a la Oficina de Gerencia y PresuPuesto; a la Autoridad de Asesoria Financiera y

Agencia Fiscal de Puerto Rico; al Departamento de Hacienda; y al Departamento de

]usticia. Al momento de la redacci6n de este Informe, no se habian recibido los

comentarios escritos de la Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto

Rico; y del Departamento de |usticia.
E1 Departamento de Salud,l endos6 la aprobaci6n de la medida, y expres6 que, es

una realidad que Puerto Rico, como el resto del mundo, atraviesa una crisis de salud

pfblica sin precedentes, y gue, el brote del COVTD-19, ha alcanzado niveles alarmantes

de propagaci6n del virus [rrovocando que el pasado 11 de marzo de 2020, la

Organizaci6n Mundial de la Salud (OMS) lo declarara una pandemia.

lndic6 que, ciertamente dentro del comPonente de salud priblica en Puerto Rico,

la disponibilidad de los servicios que ofrecen los Centros de Diagn5stico y Tratamiento,

asi como los Centros de Salud Familiar privados, toman mayoi relevancia durante este

periodo de emergencia. Reconoci6 que, en muchos municipios, es la (nica facilidad de

salud con la que cuentan, constituyendo la primera linea de respuesta en la batalla

contra el COVID-19. Por tal motivo, coincidi6 con la Asamblea legislativa, en que es

forzoso contar con un sistema de salud fortalecido y preparado para lidiar con la crisis.

Por lo que, para ello es preciso allegar a esas facilidades de salud, aquellos recursos

necesarios para mantener sus operaciones al servicio de los puertorriqueftos. De 1o

contrario, se expondria a los ciudadanos a contar con menos servicios de salud en plena
crisis provocada por el COVTD-19.

Sefra16 que, ante la importancia que reviste la medida, y cumpliendo con su
deber ministerial, que consiste en garantizar la salud y bienestar de los ciudadanos,
estarS habajando, mano a mano, con el Comit6 de Supervisi6n de Desembolsos creado
por el Boletin Administrativo Nrim. OE-2020-40, compuesto por la Autoridad de
Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico, la Oficina de Gerencia y
Presupuesto, y el Departamento de Hacienda, para cumplir con los deberes dispuestos
en la medida y garantizar su implementaci6n. Finalmente, sugiri6 una enmienda, la
cual fue acogida.

La Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante, "OCP"1,z mencion6 que, los
prop6sitos especificos planteados en la medida, no correponden al iirea de su

-tA

1 Memorial Explicativo del Departamento de Salud sobre la R. C. del S. 592.
, Memorial Explicativo de la Oficina de Gerencia y Presupuesto sobre la R. C. del S. 592.
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competencia/ sino al Comit6 de Supervisi6n de Desembolsos del Gobierno de Puerto
Rico.3 El mismo estd integrado por el Director de la Autoridad de Asesoria Financiera y
Agencia Fiscal de Puerto Rico, quien seri{ su presidente, el Secretario del Departamento
de Hacienda, y la Directora de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. El Comit6
trabajarii en coordinaci6n con las agencias enumeradas en el plan como lideres para
cada medida y/o programa.a

Explic6 que, si bien es cierto que OGP forma parte del Comit6, quien preside el

mismo es el Director de la Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto

Rico. Por lo que, entendi6 necesario que durante el proceso legislativo de la medida se

sigan los procedimientos implantados y se evahie la transacci6n solicitada conforme los

mecanismos que el Comit6 haya establecido a las Guias Mandatorias del Gobierno
Federal y la reglamentaci6n establecida. Estim6 adecuado brindar el tiempo y espacio

necesario a dicho Comit6 para que evalu6 la transacci6n propuesta. Respecto a los

asuntos sustantivos de la medida, le brind5 deferencia a los comentarios que presente el

Departamento de Hacienda.

EI Departamento de Hacienda,s reconoci6 que la medida es una loable, y
entendi6 que, la distribuci6n a los centros es muy importante. No obstante, recomend6

enmendar la medida, para establecer que, en lugar de una transferencia por el
Departamento de Hacienda, la Oficina de Gerencia y Presupuesto realice una

asignaci6n de fondos al Departamento de Salud para que pueda efectuar las

transferencias a 1os Centros. Senal6 que, el Departamento de Hacienda, no realiza

transferencias de fondos al Departamento de Salud, y que es la Oficina de Gerencia y
Presupuesto5 la que asigna los fondos directamente a una cifra de cuenta contable

establecida especificamente bajo la custodia del Departamento de Salud, y una vez se

contabilice esa asignaci6n, los fondos estar6n disponibles para que el Departamento de

Salud realice las transferencias correspondientes.

Explic6 que, una vez la Oficina de Gerencia y Presupuesto, completa su tr6mite,

el Area de Contabilidad Central de Gobiemo del Departamento de Hacienda

contabiliza los mismos. Asi las cosas, cuando el Departamento de Salud tenga los

fondos disponibles y determine cudles seriin los desembolsos, remitird una lista de

pagos para su aprobaci6n y autorizaci6n (con el fin procesarlo en su Sistema

Financiero). Indic6 que, debido a que, el Departamento de Salud, tiene su propio

,$

3 Dicho Comitd es creado mediante el Plan Estrat6gico de Desembolsos del Gobiemo de Puerto Rico.
I Agencias lideres.
s Memorial Explicativo del Departamento de Hacienda sobre la R. C. del S. 592.
o Es la entidad que asigna los fondos en las cifras de cuenta de agencias para efecluar la Reserva

Presupuestaria de Emergencia segriLn lo autorice la junta de Supervisi6n Fiscal. Ademiis, si se utilizan
fondos federales del CFR, tambi6n la Oficina de Gerencia y Presupuesto es la que realiza la asignaci6n de

Ios fondos, previa autorizaci6n del Comit6 designado para maneiar dichos fondos.
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sistema financiero separado del sistema del Departamento de Hacienda, 6sta se encarga

de realizar sus pagos directamente.

El Senado de Puerto Rico, estd comprometido con adoptar todas las medidas que

fortalezcan nuestro sistema de salud, y garanticen la continuidad de los servicios a

todos los puertorriqueffos. Por 1o que, consideramos meritoria la aprobaci6n de la R. C.

del S.592.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Ley N(m. 81-1991, seg(n enmendada, conocida como la
"Ley de Municipios Aut6nomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991" ,\a
R. C. del S. 592, no impacta negativamente las finanzas de los municipios de ninguna
manera.

CONCLUSI6N

Por 1o antes expuesto, la Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico,

recomienda Ia aprobaci6n con enmiendas de la R. C. del S. 592.

Respetuosamente sometido,

\- \-
Migd Padilla Alvelo
Presidenta
Comisi6n de Hacienda
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Presentada por los sefrores Riaera Schatz y Martinez Santiago

' Rtfeida a ti Comisi6n de'Hacienda

RESOLUCI6T.I CON;UNTR

por el Boletin Administratiao Nilm. OE-2020-40 , a creaf un ptoslama. suieto a las
recomendaciones del Departamento de Salud de Puerto Rico sobre el proceso, adecuacidad de

la aluda lt determinaciones de ayuda, dirigido a destinar fondos para ser distribuidos a

los Centros de Diagn6stico y Tratamiento o Centros de Salud Familiar p**ades qW
no utin afiliadas a un sistema hosoitalario, cuaos operadores u/o administradores sean

corporaciones, compafrias o uulauier otra entidad prioada, corporaciones municipales o el

Deoartamento de Salud cuuas licencias o0etacionales se encuentran oicefites a la fecha de la
a:probaciin de esta Ruolucidn Conjunta, provenientes del Coronavirus Relief Fund
(CRF), segfu las Guias Mandatorias del Tesoro Federal y las disposiciones del
"Coronavirus Aid, Relief, and Economic Security Act", a los fines de cubrir gastos
necesarios y adecuados de estas instalaciones durante el transcurso de la emergencia
de salud p(blica provocada por el Coronavirus (COVID-19); disponer la
procedencia de los fondos y el uso autorizado; y para otros fines relacionados.

EXPOSICIoN DE MOTIVOS
La Organizaci6n Mundial de la Salud (WHO, por sus siglas en ingl6s) reconoce la

importancia de los centros hospitalarios durante la respuesta a la emergencia al

tlt'
\y

Para ordenar al DepartanaentedeJ{aeienda Comiti de Superaisi6n de Desembolsos creado



2

Coronavirus (COVID-19).I Ante el estado de pandemia, son los centros de atenci6n

primaria, Centro de Diagn6stico y Tratamiento (CDT) y los Centros de Salud Familiar

(CSF) la unidad sanitaria por excelencia para el diagn6stico y manejo de miles de

pacientes. Sin embargo, la importancia de estos centros toma relevancia cuando

reconocemos que en muchos de nuestros municipios es la rinica facilidad de salud con

la que cuentan. Ante la evidente importancia de sus labores y responsabilidades, retoma

mayor pertinencia lograr incentivar a nuestros centros de atenci6n primarios privados y

sus respectivos empleados para que 6stos continfen operando durante esta amenaza

salubrista que atenta con nuestro bienestar social y econ6mico.

En estos momentos, nuestra Isla continrla atravesando una crisis debido a la

pandemia mundial que ha ocasionado el COVID-19. En consideraci6n a lo antes

expresado, la gobernadora de Puerto Rico, honorable Wanda V6zquez Garced, declar6

un estado de emergencia. Entre las medidas adoptadas se encuentra un lockdmln, en el

cual, como regla general, los comercios deben permanecer cerrados y los ciudadanos

son llamados a permanecer en sus residencias. No obstante, los ciudadanos pueden

salir para acudir a citas m6dicas, asistir a hospitales y centros de servicio m6dico-

hospitalarios.2

Por eso, hoy es mds que nunca es vital ayudar a los CDT y los CSF para que

tengan los recursos necesarios para seguir atendiendo pacientes con COVID-19 y

otras enfermedades. Muchas veces, estas facilidades mEdicas son la primera linea

de respuesta en la batalla contra la pandemia ya que son las m6s cercanas a los

residentes de las distintas municipalidades. Estamos conscientes de que el personal

m6dico de estas instituciones, al igual que ocnrre en los hospitales y oficinaq

m6dicas, tienen que seguir unos protocolos particulares y adoptar medidas

sanitarias rigurosas para manejar los casos sospechosos de COVID-19. Ciertamente,

I World Health Organization (WHO). Guidance for health workers. Obtenido el 2 de abril de 2020 de
https:// www.who.int/ cmergencies/ diseases/ novel-coronavirus-2019/ technical-guidance/hcalth-
workers,

-y

2 Vdase Bolstines Administrativos Nrim. OE-2020-020 y OE -2020-021.
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ello ha tenido un alza en los costos de operaci6n al tener que incurrir en compra de

materiales, medicamentos y equipos adecuados.

Desde que comenz6 esta emergencia, esta Asamblea Legislativa ha tornado

acciones contundentes con el prop6sito de adoptar las medidas pertinentes para el

manejo de esta pandemia y mitigar sus efectos negativos soble la economia. Si bien

es cierto que todos los sectores son importantes en esta lucha, no cabe duda que el

sector de la salud tiene una funci6n protag6nica en esta emergencia. En estos

momentos, debemos contar un sistema de salud fortalecido y preparado para lidiar

con esta crisis por el bienestar de todos. El Gobiemo, a trav6s de fondos federales, ha

auxiliado econ6micamente'a los hospitales privados y a lcis centros prirnarios 330, por lo

que es medular que tambidn se utilicen dichos fondos para coadyuvar a los CDTs y CSF

privados. En consideraci6n de todo 10 antes expresado, proponemos que nuestros CDT

y CSF privados reciban los recursos necesarios para mantener sus operaciones al

servicio de los puertorriquefros.

3 programa, suieto a las recomendaciones del rtanlen to de Salud de Puerto Rico sobre el

4 proceso, adecuacidad de la avuda u determinaciones de auuda. diricido a destinar los

5 fondos necesarios para que los Centros de Diagn6stico y Tratamiento (COT) y

6 los Centros de Salud Familiar (CS$ p+ivaCes que no estin afiliadas a un sistema

"/ hosoitalario, cuuos operadores u adminis tradores sean corporacrcnes c0moafiias o cualauier

,$)-

Comprometidos en apoyar al sector de la salud en Puerto Rico y asistir a este

componente fundamental, presentamos esta medida que tiene el prop6sito de

garantizar la continuidad de los servicios a la ciudadania a trav6s de los CDTs y CSF

privados que operan en la Isla.

RESUELVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

I Secci6n 1.- Se ordena al @ Comit6 de Superuisi1n de

2 Desembolsos creado por el Bolettn Administratiao Nim. OE-202040, a crear un
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I otra entidttd prioada, corporaciones mwlicipales o el Departamento de Salud, cuuas licencias

2 ooeracionales se encuentran oisentes a la fechn de Ia aorobaciSn de esta Resoluci6n Coniunta,

plopqliente:s del Coronaairus Relief Fund (CRF), seytin las Guias Mandatorias del Tesoro

Eederal al r-ls disoosicion es del "Coronaoirus Aid Rel and Economic Securi Act"ief. tu

a

3

4

5

6

7

los

8

9

lnes de cubrir gastos necesarios y adecuados relacionados a la emergencia de

salud ptlblica provocada por el Coronavirus (COVID-19).

Secci6n 2.- Los fondos objeto de esta Resoluci6n provendrdn del Coronavirus

Relief Fund (CRF) y se desembolsar6n conforme a las guias y normas que

desarrolle el Comit6 de Supervisi6n de Desembolsos creado por el Boletin

Administrativo Ndm. OE-202040, compuesto por eI Ditector Eiecutitto de la

esidente, la Directora Eiecutiua de la Oficina de Gerencia y Presupuesto y el

-$
l0

II

12 Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico como nr

13 pr

14 Secretario del Departamento de Hacienda ("Comit6"), en coordinaci6n con el

15 Departamento de Salud, las cuales estardn basadas en el criterio de necesidad

16 dispuesto por las Guias Mandatorias del Tesoro Federal, seg(n sean actualizadas

17 y suplementadas de tiempo en tiempo, y las disposiciones del "Coronavirus Aid,

l8 Relief, and Economic Security Act, Public Law 11-6-136 ('CARES Act"). Para

19 cumplir con su encomienda, serd responsabilidad del Comit6, como instituci6n dcsisnada

20 por la OE-2020-040 para coordinar, fiscaIizar v superztisar los desembolsos de los fondos

22 instituciones de salud. Este Prosrama estard su ieto a las recomendaciones que tmiese el

2l ttroaenientes del CRF , crear un Programa para asistir econ6micamentc a estas
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I Departamento de Salud de Puerto Rico sobre el proceso, adecuacidad de la auuda u

2 determinaciones de auuda. De igual forma, el Comitt se asepurard del uso adecuado de

estos fondos, asi como crear las puias tt los pardmetros aolicables para su desembolso. En

su qlilisis, el Comiti recibird el insumo v recomendaciones del Departamento de Salud a

la Aduinistraciin de Seguros de Salud. El Comitd fiiard ln cuantia que serd asiwada

para qsistir a cada instituci6n, lueso de eoa Luada la solicitud a transferird los fondos al

3

4

5

6

7

8

9

l0

De2artamento de Salud nara su asimaci1n final.

Secci6n 3.- El Departamento de Salud emitird recomendaciones sobre el ptoceso,

adecuacid.ad rle la uda determinaciones de a

cada CDT o CSF privade hasta nn m;

I I eealemealle_gg4furmidalgon las disposiciones de esta Resolu ci6n Conjunta.

12 Secci6n 4.- Se ordena al Comit6 a establecer y publicar, suieto a las recomendaciones

13 que tuaiese el Deoartamento de Salud de Puerto Rico sobre el proceso. adecuacidad de la

14 auuda u de tcrml nes de auuda, en un t6rmino no mayor de veinte (20) dias

15 laborables, contados a partir de la aprobaci6n de esta Resoluci6n, el proceso g-l4q

16 euias. que deber6 seguir cada CDT y CSF para solicitar los {ondos obieto de esta

17 Resoluci6n Conjunta.

18 Secci6n 5.- Esta Resoluci6n Coniunta comenzare a regir inmediatamente despu6s

19 de su aprobaci6n.

F\r
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24de sepaembre de 2020

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobaci6n

con enmiendas de la R. C. del S. 594.

La Resoluci6n Conjunta del Senado 594 (en adelante, "R. C. del S. 594"), tiene

como prop6sito autorizar al Secretario del Departamento de Hacienda de Puerto Rico, a

nombre del Gobiemo de Puerto Rico, a proveer Asistencia de Emergencia (segrin se

define en esta Resoluci6n) en forma de uno o mris prdstamos o facilidades de crEdito a

Entidades Gubemamentales Prestatarias (segrin se definen en esta Resoluci6n) con el

prop6sito de atender los retos de liquidez de dichas entidades relacionados con la
emergencia del COVID-19 y con las medidas necesarias tomadas a raiz de dicha
emergencia, bajo los t6rminos, condiciones y garantias acordadas conforme a esta

Resoluci6n Conjunta; autorizar a las Entidades Gubemamentales Prestatarias a incurrir
en dichos prdstamos o suscribir dichas facilidades de cr6dito para recibir la Asistencia

de Emergencia; disponer los requisitos, t6rminos y condiciones para recibir la Asistencia
de Emergencia, y para otros prop6sitos relacionados.

ANALISISY DISCUSIoN DE LA MEDIDA

-*

ALCANCE DE LA MEDIDA

Surge de la Exposici6n de Motivos de la medida que, al igual que el resto del

mundo, Puerto Rico se enfrenta a un reto sin precedentes cuyo origen es una

enfermedad respiratoria causada por un nuevo virus Coronavirus que fue inicialmente
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identificado en Wuhan, Provincia de Hubei, China, conocido como COVID-19. Se han

reportado casos de COVID-19 en los Estados Unidos y a trav6s de todo el mundo. Es un
desafio humanitario global y muchas personas est.in combatiendo el virus y
arriesgando valientemente sus propias vidas para ayudar a otros que lo necesitan.

Puerto Itico no es la excepci6n. Atender este desafio humanitario es la principal
prioridad del Gobiemo en este momento. Con este fin el Gobierno ha adoptado una

serie de medidas agresivas para combatir el virus y proteger al Pueblo de Puerto Rico.

EI impacto financiero de la crisis ha sido significativo. Los ingresos del Gobierno de

Puerto Rico, sus agencias, instrumentalidades y corporaciones priblicas se han visto
afectados adversamente por la crisis. Simultiineamente, el Gobiemo y sus

instrumentalidades han incurrido en gastos operacionales mayores para combatir el

COVID-19.

Finalmente expresa qu€, en vista de lo anterior, esta Asamblea l-egislativa

considera prudente y razonable autorizar al Secretario de Hacienda de Puerto Rico, a

nombre del Gobiemo de Puerto Rico, a proveer Asistencia de Emergencia, en forma de

uno o mds pr6stamos o facilidades de cr6dito, bajo ciertos t6rminos, condiciones y
garantias, a las Entidades Gubernamentales Prestatarias para garantizar que estas

tengan suficiente liquidez para continuar operando y proveyendo servicios ai Pueblo de

Puerto Rico. Mediante esta autorizaci6n aseguramos la continuidad de las operaciones

del gobiemo y sus corporaciones durante este periodo.
La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y

evaiuaci6n de la R. C. del S. 594, solicit6 Memoriales Explicativos a la Oficina de

Gerencia y Presupuesto; a la Autoridad de Asesorfa Financiera y Agencia Fiscal de

Puerto Rico; al Departamento de Hacienda; y al Departamento de justicia. Al momento

de la redacci6n de este lrforme, no se habian recibido los comentarios escritos de la

Oficina de Gerencia y Presupuesto; y del Departamento de Justicia.
La Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (en

adelante, "AAFAF"),1 favoreci6 la aprobaci6n de la medida, y expres6 que, al igual que

el resto del mundo, Puerto Rico en{renta un desafio humanitario sin precedentes a raiz

de la pandemia del COVID-19. Por tal raz6n, el pasado mes de marzo, ia Gobernadora

de Puerto Rico, Hon. Wanda Vdzquez Garced, declar6 un estado de emergencia ante el

impacto del COVID-19 en la Isla. Mencion6 que, el Gobiemo ha adoptado medidas

agresivas para proteger al Pueblo de Puerto Rico, medidas de salud y seguridad que

han tenido un impacto colateral en las finanzas ptiblicas, particularmente en las de

aquellas entidades gubernamentales qlre generan ingresos por actividades afectadas.

I Memorial Explicativo de la Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico sobre la R
C. del S. 594.

-fr
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Indic6 que, para asegurar la continuidad de las operaciones del Gobierno

durante el afro fiscal en curso y conforme a 1o dispuesto en la R. C. del S. 594, es

necesario que el Secretario cuente con una autorizaci6n estatutaria Para otorgar uno o
mis pr6stamos, facilidades de cr6dito o desembolsos ("4g!q!Cnei3-de-E!qelggneia") a las

corporaciones priblicas e instrumentalidades del Gobiemo que podrian necesitarlo para

continuar brindando servicios al Pueblo. Explic6 que, la Asistencia de Emergencia se

financiard mediante la reprogramaci6n de partidas presupuestarias por la Oficina de

Gerencia y Presupuesto y/o con fondos no comprometidos del Tesoro Estatal. Las

entidades gubemamentales s6lo podrdn utilizar la Asistencia de Emergencia para

sufragar gastos presupuestados, seg(n aprobados por la |unta de Supervisi6n Fiscal

bajo 1a tey de Supervisi6n, Administraci6n y Estabilidad Econ6mica de Puerto Rico,

Pub. L. 114187 ("PROMESA'J y deber6n mantener el dinero prestado en una cuenta

separada.

Sefral6 que, AAFAF estard encargada de evaluar y determinar las entidades

gubemamentales que necesitan Asistencia de Emergencia para atender sus gastos

presupuestados. La Asistencia de Emergencia serd repagada bajo los t6rminos y
condiciones acordados entre el Secretario de Hacienda y las entidades

gubemamentales, con la aprobaci6n de AAFAF y de la Junta de Supervisi6n Fiscal.

Concluy6, expresando que, la Asistencia de Emergencia dispuesta en esta medida es

indispensable para aseEurar el funcionamiento de corporaciones pfblicas e

instrumentalidades del Gobiemo que han sido adversamente afectadas por la

pandemia del COVID-l9 y que proveen servicios a Ia ciudadania.
El Departamento de Hacienda,2 indic6 que, la Secci6n 1 de la medida, autoriza al

Secretario del Departamento de Hacienda, a nombre del Gobierno de Puerto Rico, a
proveer uno o miis pr6stamos o extender una o mes facilidades de cr6dito o

desembolsos a las Corparciones e Instrumentalidades Priblicas del Gobierno de Puerto
Rico, bajo los tdrminos, condiciones y garantias que se acuerden por escrito entre la
Entidad Gubernamental Prestataria correspondiente y el Secretario. Disponi6ndose
que, segrin establecido en la Resoluci6n, la Asistencia de Emergencia solo podrii usarse

para sufragar gastos presupuestados de las Entidades Gubernamentales Prestatarias,

segrin definidos. Finalmente, recomend6. auscultar los comentarios de AAFAI debido
a que los asuntos medulares de la medida se encuentran dentro de su deber ministerial.

Esta Comisi6n concurre con lo expresado por AAFAF, con relaci6n a que, la
aprobaci6n de la Asistencia de Emergencia dispuesta en la R. C. del S. 594, es

indispensable para as€gurar el funcionamiento de las corporaciones priblicas e

2 Memorial Explicativo del Departamento de Hacienda sobre la R. C. del S. 594.

-il
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instrumentalidades del Gobiemo de Puerto Rico que lo necesitan para continuar
brindando los servicios a la ciudadania.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la I"ey Nrim. 81-199t, segdn enmendada, conocida como la
"l-,ey de Municipios Aut6nomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991",la
R. C. del S. 594, no impacta negativamente las finanzas de los municipios de ninguna

manera.

CONCLU516N

Por lo antes expuesto, la Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico,

recomienda la aprobaci6n con enmiendas de la R. C. del S. 594.

Respetuosamente sometido,

Mi a Padilla Alvelo
Presidenta
Comisi6n de Hacienda

\o P;rrt'
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Referida a la Comisi6n de Hacienda

RESOLUCT6U CON;UNTa

Para autorizar al Secretario del Departamento de Hacienda de Puerto Rico, a nombre
del Gobierno de Puerto Rico, a proveer Asistencia de Emergencia (segrin se define
en esta Resolu ci6n Con untfi en forma de uno o m6s pr€stamos o facilidades de
cr6dito a Entidades Gubernamentales Prestatarias (segrin se definen en esta

Resoluci6n Conjunta) con el prop6sito de atender los retos de liquidez de dichas
entidades relaeienade+een a consecuencia de la emergencia del COVID-19 y con las
medidas neeesa+ias tomadas a niz de dicha emergencia, bajo los tdrminos,
condiciones y garantias acordadas conforme a esta Resoluci6n Confunta; autorizar a
las Entidades Gubernamentales Prestatarias a incurrir en dichos prdstamos o
suscribir dichas facilidades de cr6dito para recibir la Asistencia de Emergencia;
disponer los requisitos, t6rminos y condiciones para recibir la Asistencia de
Emergencia, y para otros prop6sitos relacionados.

EXPOSICIoN DE MOTIVOS

Al igual que el resto del mundo, Puerto Rico se enfrenta a un reto sin precedentes

cuyo origen es una enfermedad respiratoria causada por rrs-q*re{dfl*s el Coronavirus,

que fue inicialmente identificado en Wuhan, Provincia de Hubei, China, tambitn

conocido como COVID-19. Se han reportado casos de COVID-19 en les Estados Unidos

-r
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y a travds de todo el mundo. Es un desafio humanitario global y muchas personas estiin

combatiendo el virus y arriesgando valientemente sus propias vidas para ayudar a

otros que lo necesitan. Puerto Rico no es la excepci6n. Atender este desafio humanitario

es la principal prioridad del Gobiemo en este momento. Con este fin* el Gobierno ha

adoptado una serie de medidas agresivas para combatir el virus y proteger al Pueblo de

Puerto Rico. El impacto financiero de la crisis ha sido significativo. Los ingresos de1

Gobierno de Puerto Rico, sus agencias, instrumentalidades y corporaciones pfblicas se

han visto afectados adversamente por la crisis. Simultdneamente, el Gobiemo y sus

instrumentalidades han incurrido en gastos operacionales mayores gjryeuislgr para

combatir el COVID-19.

En vista de lo anterior, esta Asamblea Legislativa considera prudente y razonable

autorizar al Secretario de Hacienda de Puerto Rico, a nombre del Gobierno de Puerto

Rico, a proveer Asistencia de Emergencia, en forma de uno o mas pr6stamos o

facilidades de cr6dito, bajo ciertos t6rminos, condiciones y garantias, a las Entidades

Gubemamentales Prestatarias para garantizar que estas tengan suficiente liquidez para

continuar operando y proveyendo servicios al Pueblo de Puerto Rico.

Mediante esta autorizaci6n aseguramos 1a continuidad de las operaciones del

gobiemo y sus corporaciones durante este periodo.

RESUtLVASE POR LA ASEAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

I Secci6n 1.- Se autoriza al Secretario del Departamento de Hacienda (en adelante,

2 "Secretario"), a nombre del Gobierno de Puerto Rico, a proveer uno o mds pr6stamos o

3 extender una o mds facilidades de cr6dito o desembolsos (en adelante, la "Asistencia de

4 Emergencia") a las Corporaciones e Instrumentalidades Priblicas del Gobiemo de

5 Puerto Rico (cada una de ellas a la que se le otorgue un pr6stamo, una "Entidad

6 Gubernamental Prestataria"), bajo los t6rminos, condiciones y garantias que se

7 acuerden por escrito entre la Entidad Gubemamental Prestataria correspondiente y el

-F
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Secretario. Disponi6ndose que, segrin establecido en esta Resoluci6n Coniunta, \a

Asistencia de Emergencia solo podr6 usarse para sufragar gastos presupuestados de las

Entidades Gubernamentales Prestatarias, segfn se definen e+-est+-Reselu€i6n m,is

adelante. El Secretario tendri la facultad para proaeer la Asistencia de Emergencia hasta el 30 de

3

4

5

6

7

8

9

unio de 2021.1

l0

Se autoriza a toda Entidad Cubemamental Prestataria a recibir la Asistencia de

Emergencia, siempre y cuando la Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de

Puerto Rico ("AAFAF") reuia eaaluaciin a esos e tos decidaTa-su-disereei6ry que la

Asistencia de Emergencia es necesaria para garantizar que dicha Entidad

Gubernamental Prestataria tenga suficiente liquidez para atender sus gastos

presupuestados y que la Entidad Gubemamental ha implementado medidas de ahorro

o reducci6n de gastos que resulten necesarias y apropiadas.

La Asistencia de Emergencia ser5 eensideradn considerada una asignaci6n

presupuestaria por medio de la cual se autoriza al Secretario a proveer la Asistencia de

Emergeneia en forma de pr6stamo, el cual ser6 pagado baio los t6rminos, condiciones y

garantias acordados por el Secretario y la Entidad Gubemamental Prestataria, con la

aprobaci6n de la AAFAF y la )unta de Supervisi6n y Administraci6n Financiera para

Puerto Rico ("Junta de Supervisi6n") de conformidad con la tcy Priblica 1'r.+187 ,

" Puerto Rico Ooersight, Management, and Economic Stability Act ("PROMESA", por sus

siglns en inglls). @ El repago de la Asistencia de EmergenciaT

se podrii siil&a* realiz,ar mediante el mecanismo de compensaci6n, a discreci6n del

1l

l2

13

14

15

16

l't

t8

l9

20

2t
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.l Secretario, asi como los rembolsos de los fondos estatales o federales distribuidos para

2 tales prop6sitos.

3 La Oficina de Gerencia y Presupuesto determinar:i cu6les partidas

4 presupuestarias serdn reprogramadas, revisadas o enmendadas, de conformidad con las

5 disposiciones de PROMESA, para proveer fondos para Ia Asistencia de Emergencia,

6 disponi6ndose, sin embargo, que tales dineros podr6n provenir de fondos no

7 comprometidos de1 Tesoro Estatal si asi fuere necesario.

Para prop6sitos de esta lre$s}r*ei6n Resoluci|n Con unta el t6rmino "gastos

presupuestados" significari{ gastos establecidos en el Presupuesto Certificado por la

8

9

l0 junta de Supervisi6n conforme a PROMESA para

I I Prestataria.

cada Entidad Gubernamental

12 Secci6n 2.- En caso de que el Gobierno de Puerto Rico provea Asistencia de

l3 Emergencia a cualquier Entidad Gubemamental Prestataria, dicha Entidad

14 Gubernamental Prestataria suscribir6 un acuerdo para recibirlo y podrii ssa+ utilizar los

15 fondos de la Asistencia de Emergencia sin tener que cumplir con los procedimientos o

16 requisitos, o someterse a evaluaciones de ninguna comisi6n reguladora en Puerto Rico

l7 con iurisdicci6n sobre dicha corporaci6n pdblica, y el uso de dicha Asistencia de

18 Emergencia se har6 conJorme a la presente medida legislativa, independientemente de

l9 cualquier otra disposici6n de ley o reglamento estatal. €*ando--u+ili€e-€l_predr*e+e Al

20 utilizar los fondos proaenientes de cualquier Asistencia de Emergencia, la Entidad

2l Gubernamental Prestataria deberd cumplir con todas las leyes, reglamentos y 6rdenes

ejecutivas aplicables, inclusive, pero sin limitarse a obtener cualquier consentimiento o22

&
$r
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I

z

aprobaci6n necesaria (excepto el consentimiento, aProbaci6n, orden o decreto de

cualquier comisi6n rcguladora)1. Toda transacciln reali estarl

suieta a evaluaci6n por la Oficina del Contralor de Puerto Rico.

Secci6n 3.4oda Los fondos de Asistencia de Emersencia aue reciba toda Entidad

Gubemamental Prestataria que-*€e

{endosque-re€iba deberdn ser depositados en una cuenta sep arada a cualquier otra cuenta de

la entidnd fectDiente para ser utilizados rinicamente para los prop6sitos asi establecidos

en esta Resolu ci6n Con unta definidos como "gastos presupuestados". No obstante

9 cualquier disposici6n legal aplicable, ningrin acreedor del Gobierno de Puerto Rico o

l0 sus corporaciones priblicas tendr6 un graviunen o preferencia, ni tendrd derecho a

I I ejercer ningrin remedio contra los fondos de la Asistencia de Emergencia. ni contra

12 ninguna cuenta en la que se depositen dichos fondoq{ampeee,_Tarnpqqq tendrd derecho

13 a tomar ninguna medida de embargo confra dichos fondos o las cuentas en las que

14 dichos fondos se depositen" ni podrd intervenir de ninguna manera con el uso de dichos

15 fondos.

16 Secci6n 4.- En el caso de que las disposiciones de esta Resoluci6n Conjunta est6n

17 en conflicto con las disposiciones de cualquier otra Resoluci6n Coniunta, ley,

18 reglamento, orden ejecutiva, carta normativa o documento de similar naturaleza,

19 prevaleceriin las disposiciones de esta Resoluci6n Conjunta.

Secci6n 5 .- Las disposiciones de esta Resoluci6n Con iunta no podrdn interpretarse como

3

4

5

6

7

8

au a cual ier entidad del Gobierno de Puerto Rico ra realizar cua uter

$$'

20
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I desembolso en menoscnbo del pago de n6mina y gaslos relacionados de los empleados cu-vos

2 salaios prooengan del Tesoro Estatql.

3 Secciin 6.- Esta Resoluci6n Conjunta comenzar6 a regir inmediatamente lue6e

4 despuis de su aprobaci6n

Si"

6 ine

z.



G.BIERN' DE PUERT' RICBR,GINAI
18uu Asamblea

Legislativa
7^" Sesi6n
Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

P. DE LA C. 1959
INFORME POSITIVO

5 dei"nio de2020

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Salud del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6ru
recomiendan la aprobaci6n del Proyecto del C6mara 1969, con las enmiendas contenidas
en el entirillado electr6nico que le acompafla.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de la Ciimara 1969 tiene como prop6sito enmendar el Articulo 36 y el
inciso B del Articulo 37 de la Ley N(rm. 139-2008, segrln enmendada, conocida como "Ley
de la Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica", para establecer uniformidad en los
requisitos de educaci6n continua para los profesionales de la salud cuya prrictica est6
regida por la Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica; y para otros fines
relacionados.

Segrin surge de la Exposici6n de Motivos del P de la C 1969, la prdctica de la
acupuntura estii autorizada a los m6dicos legalmente admitidos al ejercicio de la
profesi6n m6dica en Puerto Rico. Estos deben presentar sus credenciales ante la Junta de
Licenciamiento y Disciplina M6dica, quien mediante reglamentaci6n al efecto determina
los requisitos de entrenamiento y experiencia. Los cursos para la capacitaci6n en
acupuntura son tomados una vez la persona tiene su grado en medicina, ya que es un
requisito para tomar los mismos.

El Estado ha sido riguroso en su determinaci6n para certificar a m6dicos cirujanos
para practicar la acupuntura ya que se ha demostrado que la misma puede representar
algunos riesgos y complicaciones que pudieran requerir de la asistencia de doctores en
medicina. En vista de lo anterior, se han adoptado exigencias en cuanto a la preparaci6n
profesional, acad6mica y t6cnica para poder practicar la acupunfura y salvaguardar el

IL,



bienestar y la seguridad de todos los pacientes. En Puerto Rico, solo se permite practicar
Ia acupuntura a aquellos profesionales de la salud con licencia regular como m6dico-
cirujano. Tal exigencia es asl porque se entiende que los m6dicos son los profesionales
capacitados con adiestramientos necesarios, conocimiento y entrenamiento para tratar las
complicaciones que puedan surgir del tratamiento con acupuntura. Los m6dicos, por su
extensa preparaci6n acad6mica y pr6ctica, cuentan con la capacidad y el equipo id6neo
para determinar las causas del dolor y pueden administrar la acupunfura dentro un
programa m6dico completo que incluya la administraci6n de medicamentos en
coordinaci6n con Ia acupuntura.

Conforme a la Exposici6n de Motivos, para practicar la acupuntura en Puerto Rico
se requiere tener licencia permanente como m6dico y cirujano, con 1os afros de preparaci6n
acad6mica que ello conlleva, incluyendo el tiempo de prdctica como interno y residente.
Adem6s, se requiere por lo menos 220 horas de adiestramiento en un Programa de
Educaci6n en Acupuntura acreditado por la lunta de Licenciamiento y Disciplina M6dica,
de las cuales por lo menos 100 horas tienen que ser en prdctica. Aunque la Junta no
reconoce la prdctica de acupuntura como especialidad o subespecialidad baio el
fundamento que dicha priictica se enfoca en adiesbamientos para tratar o aliviar el dolor,
se le exige al profesional que quiere practicarla el conocimiento y adiestramiento como se

exige al m6dico-cirujano.

La Ley N(rm. 139-2008, segrin enmendada, conocida como "Ley de la Junta de
Licenciamiento y Disciplina M6dica", otorg6 la autoridad a la Junta para establecer
mediante reglamento los requisitos para que los m6dicos se recertifiquen o renueven su
licencia. Entre esos requisitos se exige que todo m6dico licenciado cumpla un minimo de
sesenta (60) horas cr6dito en cursos de educaci6n m6dica continua, durante el periodo
correspondiente a cada trienio de recertificaci6n. Dentro de esas sesenta (60) horas de
educaci6n continua, diecis6is (16) de esas horas tienen que estar dirigidas a unos temas
obligatorios. Adem6s, a los especialistas, subespecialistas y tenedores de una certificaci6n
al amparo del Articulo 6 de su Reglamentol, deberdn completar por lo menos eI cincuenta
por ciento (50%) de los cr6ditos requeridos en materias relacionadas con la especialidad,
subespecialidad o certificaci6n de que se trate. Sin embargo, para la recertificaci6n al
m6dico-acupuntor se le exige completar setenta y cinco (75) horas cr6dito en acupuntura
ademiis de las sesenta (60) horas requeridas a todo m6dico licenciado.

Esta Asamblea Legislativa entiende que existe un desfase entre lo requerido al
m6dico licenciado y lo requerido al m6dico-acupuntor para su recertificaci6n o
renovaci6n de licencia. El profesional de la salud que practica la acupuntura tiene una
licencia como m6dico y cirujano. Si no es m6dico-cirujano no puede practicar la
acupuntura. Por lo tanto, ya este profesional tiene el adiestramiento te6rico y prilctico
para ejercer la medicina. Puede diagnosticar y tratar a los pacientes. Ademds, a este

1 Reglamento General de la .lunta de Licenciamiento y Disciplina M6dica de Puerto Rico



profesional se le exige, ademas del adiestramiento como m6dico-ciruiano, que tenga un
adiestramiento adicional para practicar la acupuntura. La exigencia para recertificar al
m6dico-acupuntor de tener que tomar setenta y cinco (75) horas cr6dito de educaci6n
continua en acupuntura por encima de los que se le requiere a los dem6s, incluso a los
especialistas y subespecialistas, es innecesaria, onerosa y desalienta que se practique la
acupuntura en Puerto Rico.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Para brindarle al P de la C 7969 La debida consideraci6n y andlisis, esta Comisi6n
evalu6 los memoriales presentados ante la Comisi6n de Salud de la Cdmara de
Representantes y adem6s solicit6 y recibi6 un memorial explicativo por parte del
Departamento de Salud del Gobierno de Puerto Rico.

Coleeio de M6dicos Ciruianos (Colesio):

El Colegio de M6dicos Cirujanos (Colegio), endos6 enf6ticamente la presente
pieza legislativa. Sefralaron, que la exposici6n de motivos sostiene de forma diiidana el
problema de los m6dicos acupuntores en Puerto Rico. Seflalan ademds que los m6dicos
licenciados son los fnicos profesionales de la salud autorizados por ley para ejercer la
acupuntura.

Afladieron, que este reconocimiento de las capacidades profesionales para el
ejercicio como m6dico acupuntor se hace por conducto de una certificaci6n que expide la
|unta de Licenciamiento y Disciplina Medica. La certificaci6n no es equivalente a una
especialidad o subespecialidad. Sin embargo, expresaron que la Junta de Licenciamiento
ha sido mds severa en las exigencias a los m€dicos acupuntores, en comparaci6n con
cualquier especialidad o subespecialidad de la medicina.

Segrin sostiene el Colegio en su memorial, no existe un criterio racional para dicho
desbalance en la exigencia de horas de educaci6n continua. Los m6dicos acupuntores
son m6dicos debidamente licenciados que reiteradamente recertifican sus licencias
profesionales como cualquier otro m6dico y no existe justificaci6n para una imposici6n
discriminatoria en lo que concieme a la educaci6n continua.

Finalmente, resalt6 el Colegio que estas imposiciones injustificadas y onerosas de
la Junta de Licenciamiento desalientan la pr6ctica de la acupuntura en Puerto Rico.
Expresando que se debe considerar que los sistemas de salud federal y estatal est6n
estudiando la viabilidad del uso de la acupunfura para reducir costos en diversos
tratamientos relacionados con el manejo del dolor.



Departamento de Salud:

Por otro lado, compareci6 ante esta Comisi6n el Departamento de Salud
(Departamento) mediante un memorial explicativo. Manifest6 el Departamento de Salud
que adem6s de Puerto Rico, estados como, Georgia, Louisiana, Maryland, Mississippi,
New fersey, New York, Pennsylvania, Rhode Island, Virginia, asi como Washington D.C.,
exigen que el medico acupunturista presente evidencia que acredite haber tomado un
determinado nrimero de horas en entrenamiento en un programa de educaci6n en
acupuntura acreditado. En Puerto Rico se requieren doscientas veinte (220) horas en
enhenamiento para obtener la certificaci6n de acupuntura y deber6 mantener dicha
certificaci6n, recertificando la misma cada tres (3) afros, mediante la presentaci6n y
cumplimiento de los cursos de educaci6n medica continua, tanto para la licencia de
medico (50 horas cr6dito) miis la certificaci6n de acupuntura (75 horas cr6dito).

Por otro lado, el Departamento expresa que en otros treinta y tres (33) estados de
los Estados Unidos, existen regulaciones para el ejercicio de la acupuntura, aunque no les
exigen evidencia de haber tomado determinado nrimero de horas en un programa de
educaci6n en acupunfura. En estados como, Hawaii, Montana, New Mexico, Arkansas,
Oklahoma, South Dakota y Wyoming, no existen regulaciones para el ejercicio de la
acupuntura. En estos estados donde no existen regulaciones para la acupunfura, se

establece que los m6dicos licenciados estiin lo suficientemente capacitados para ejercer
en su priictica como m6dico y bajo la responsabilidad de su licencia, los procedimientos
terap6uticos de la acupuntura bajo un nivel de atenci6n (" standard of care") qlre no
exponga al paciente a riesgos o desafios innecesarios a su salud.

Seflala el Departamento que en estados como, Colorado, South Dakota, New York,
Indiana y Montana, no exigen educaci6n medica continua a los m6dicos y/u oste6patas
que ejercen en sus jurisdicciones su profesi6n. Sin embargo, Colorado, New York e

lndiana, si tienen regulaciones para el ejercicio de la acupuntura, en t6rminos de

programas de educaci6n en acupuntura o de educaci6n en acupuntura continua.

Por otra parte, estados como Illinois, Maine, Massachusetts, Michigary New Jersey,
Ohio, Pennsylvania y Washington, les exigen a sus m6dicos y oste6Patas cursos en
educaci6n medica continua a raz6n entre cien (100) a doscientas (200) horas cr6dito en
intervalos que van desde cada dos (2) aflos hasta cuatro ( ) anos y tambi6n tienen
regulaciones para el ejercicio de la acupuntura que conllevan algin tipo de horas en
programas de educaci6n continua.

Segirn el Departamento, la Junta de Licenciamiento y Disciplina Medica de Puerto
Rico estd en el proceso de revisar su Reglamento General y tendrd Presente en su

evaluaci6n el asunto traido a nuestra atenci6n, a trav6s del P. de la C. 1969. Seflalando
que sobre las setenta y cinco (75) horas cr6dito, requeridas a los tenedores de la



Certificaci6n de Acupuntura en Puerto Rico, asi como la uniformidad en los cr6ditos
requeridos.

Sin embargo, recomienda el Departamento a esta Asamblea Legislativa incluya
una definici6n que explique qu6 significa "uniformidad en los requisitos de educaci6n
continua." Esta definici6n es importante porque la propuesta en el P. de la C. 1969, incluye
a m6dico licenciado, especialistas, subespecialistas y tenedores de una certificaci6n de
medico acupunturista.

Entonces, el concepto uniformidad que se quiere incluir en el Articulo 36 de la Ley
Nnm. 139-2008, seg(rn enmendada, para los requisitos de educaci6n continua, se podria
interpretar que los m6dicos con la certificaci6n de acupuntura tomarian las treinta (30)
horas cr6dito en cursos compulsorios y las treinta (30) horas cr6dito en cursos de
acupuntura. Se hace necesario definir los conceptos porque la Junta concede otras
certificaciones.

Al mismo tiempo, muchos m6dicos con certificaci6n de acupuntura no
necesariamente practican la acupuntura inicamente como parte del ejercicio de la
priictica de la medicina. La aplicaci6n del concepto uniformidad debe estar subordinado
al tiempo que cada m6dico acupunturista le dedica a la pr6ctica de la acupuntura durante
el aflo. Por todo Io antes expresado, el Departamento concluye endosa el Proyecto de la
C6mara1969' 

coNCLUSIoN

La pieza legislativa que nos ocupa es otra medida que beneficia la salud y, ademSs.

alienta a que se practique la acupunfura en Puerto Rico. Como bien sefrala la exposici6n
de motivos, en nuestra Isla solo se le permite practicar la acupuntura a aquellos
profesionales de la salud con licencia regular como mEdico-cirujano ya que estos son los
profesionales capacitados con adiestramientos necesarios, conocimiento y entrenamiento
para tratar las complicaciones que puedan surgir del tratamiento con acupuntura. Es por
esto, que consideramos que existe un desfase, ademiis de que es innecesario y oneroso, lo
requerido al m6dico licenciado versus lo requerido al medico acupuntor.

A tenor con 1o anterior. la Comisi6n de Salud del Senado de Puerto Rico, previo
estudio y consideraci6n, presenta el Informe Positivo sobre el Proyecto de Ia Cimara
1969, con las enmiendas contenidas en el entirillado electr6nico que le acompafla.

Respefu osamente sometido,

Hon.
Presid
Comisi6n de Salud

Santiago
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Referido a la Comisi6n de Salud

LEY

Para enmendar el Articulo 36 y el inciso B del Articulo 37 de la Ley Nim.139-2008, segrin
enmendada, conocida como "Ley de la Junta de Licenciamiento y Disciplina
M6dica", para establecer u*ifu+rnidael un criturio uniforme en p414 los requisitos de
educaci6n continua para los profesionales de la salud cuya priictica estii regida por
la Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La pr6ctica de la acupuntura estii autorizada a los m6dicos legalmente admitidos
al ejercicio de la profesi6n m6dica en Puerto Rico que presenten credenciales ante la Junta
de Licenciamiento y Disciplina M6dica, quien mediante reglamentaci6n al efecto
determina los requisitos de entrenamiento y experiencia. Los cursos para la capacitaci6n
en acupuntura son tomados una vez la persona tiene su grado en medicina, ya que es un
requisito para tomar los mismos.

El Estado ha sido riguroso en su determinaci6n para certificar a m6dicos cirujanos
para practicar la acupuntura ya que se ha demostrado que la misma puede representar
algunos riesgos y complicaciones que pudieran requerir de la asistencia de doctores en
medicina. Por ello, se han establecido exigencias en cuanto a la preparaci6n profesional,
acad6mica y t6cnica para poder practicar la acupuntura y salvaguardar el bienestar y la
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seguridad de todos los pacientes. Tan es asi que en Puerto Rico solo se permite practicar
la acupuntura a aquellos profesionales de la salud con licencia regular como m6dico-
cirujano. Tal exigencia es asi porque se entiende que los m6dicos son los profesionales
capacitados con adiestramientos necesarios, conocimiento y enhenarrriento para tratar las
complicaciones que puedan surgir del tratamiento con acupuntura. Los m6dicos, por su
extensa preparaci6n acad6mica y prdctica, cuentan con la capacidad y el equipo id6neo
para determinar las causas del dolor y pueden administrar la acupuntura dentro un
programa m6dico completo que incluya la administraci6n de medicamentos en
coordinaci6n con la acupunfura.

Asi que, para practicar la acupuntura en Puerto Rico se requiere tener licencia
permanente como m6dico y cirujano, con los aflos de preparaci6n acad6mica que ello
conlleva, incluyendo el tiempo de prdctica como interno y residente. Adem6s, se requiere
por lo menos 220 horas de adiestramiento en un Programa de Educaci6n en Acupuntura
acreditado por la Junta de Licenciarriento y Disciplina M6dica, de las cuales por lo menos
100 horas tienen que ser en priictica. Aunque la Junta no reconoce la priictica de
acupuntura como especialidad o subespecialidad bajo el fundamento que dicha priictica
se enfoca en adiestramientos para tratar o aliviar el dolor, se le exige al profesional que
quiere practicarla el conocimiento y adiestramiento como se exige al m6dico-cirujano.

La Ley Nim. 139-2008, segrin enmendada, conocida como "Ley de la Junta de
Licenciamiento y Disciplina M6dica", otorg6 la autoridad a la Junta para establecer
mediante reglamento los requisitos para que los m6dicos se recertifiquen o renueven su
licencia. Entre esos requisitos se exige que todo m6dico licenciado cumpla un minimo de
sesenta (60) horas cr6dito en cursos de educaci6n m6dica continua, durante el periodo
correspondiente a cada trienio de recertificaci6n. Dentro de esas sesenta (60) horas de
educaci6n continua, diecis6is (16) de esas horas tienen que estar dirigidas a unos temas
obligatorios. Adem6s, a los especialistas, subespecialistas y tenedores de una certificaci6n
al amparo del Articulo 5 de su Reglamentol, deberiin completar por lo menos el cincuenta
por ciento (50%) de los cr6ditos requeridos en materias relacionadas con la especialidad,
subespecialidad o certificaci6n de que se trate. Sin embargo, para la recertificaci6n al
m6dico-acupuntor se le exige completar setenta y cinco (75) horas cr6dito en acupuntura
ademis de las sesenta (60) horas requeridas a todo m6dico licenciado.

Esta Asamblea Legislativa entiende que existe un desfase entre lo requerido al
m6dico licenciado y lo requerido al m6dico-acupuntor para su recertificaci6n o renovaci6n
de licencia. El profesional de la salud que practica la acupuntura tiene una licencia como
m6dico y cirujano. Si no es m6dico-cirujano no puede practicar la acupuntura. Por lo
tanto, ya este profesional tiene el adiestramiento te6rico y prdctico para ejercer la
medicina. Puede diagnosticar y tratar a los pacientes. Ademiis, a este profesional se le
exige, ademds del adiestramiento como m6dico-cirujano, que tenga un adiestramiento

1 Reglamento General de la lunta de Licenciamiento y Disciplina M6dica de Puerto Rico
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adicional para practicar la acupuntura. La exigencia para recertificar al m6dico-acupuntor
de tener que tomar setenta y cinco (75) horas cr6dito de educaci6n continua en acupuntura
por encirna de los que se le requiere a los demds, incluso a los especialistas y
subespecialistas, es irurecesaria, onerosa y desalienta que se practique la acupuntura en
Puerto Rico.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO

Secci6n 1.-Se enmienda el Articulo 36 de la Ley Nim.139-2008, segfn enmendada,

como slgue:

"Articulo 36.-Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica. - Renovaci6n de

Licencia.

La Junta establecerii los requisitos y mecanismos necesarios para la

recertificaci6n cada tres (3) aflos de los profesionales a base de educaci6n continua,

disponi6ndose que los requisitos de educaci6n continua se establecer6n de manera

uniforme para todo m6dico-licenciado, especialistas, subespecialistas y tenedores

de una certificaci6n de m6dico-acupuntor. Disponi6ndose, que podriin otorgarse

hasta un mdxirno de diez (10) horas cr6dito por perlodo de recertificaci6n por la

participaci6n en actividades relacionadas al asesoramiento y peritaje m6dico

brindado a la Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica, Tribunales de Justicia

y otras agencias del Gobierno de Puerto Rico."

Secci6n 2.-Se enmienda el Lrciso B del Articulo 37 de laLey Nim.139-2008, segtrn

enmendada, conocida como "Ley de la Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica"

para que lea como sigue:

2 conocida como "Ley de la Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica" para que lea
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"Arficulo 37.-Junta de Licenciamiento y Disciplina M6dica. - Periodo de

Renovaci6n.-

Para cumplir con el proceso de renovaci6n peri6dica de las licencias

m6dicas, la Junta revisara hs cualificaciones de los licenciados regularmente y

establecerd lo siguiente:

A.

B. La Junta tendrii autoridad para requerir educaci6n m6dica

continua para renovaci6n de licencia y requerir

documentaci6n de dicha educaci6n, disponi6ndose que los

requisitos de educaci6n continua se establecerdn de-+anera

uni{erme para todo m6dico licenciado, especialistas,

subespeciatstas y tenedores de una certificaci6n de m6dico-

acupuntor, siguiendo un criterio uniformt. Ser6 obligatorio

tomar un nirmero de horas en cursos de bio6tica y

profesionalismo. La funta establecerd el nrimero de horas y el

procedimiento mediante un reglamento a tales efectos.

Tambi6n exigir6 de las escuelas de medicina evidencia del

ofrecimiento de cursos obligatorios de bio6tica y

profesionalismo en sus curriculos."

Secci6n 3.-Las disposiciones de esta Ley prevalecer6n sobre cualquier otra

2L disposici6n de ley que no estuviere en armonia con 1o aqui establecido.
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Secci6n 4.-Cl6usula de separabilidad
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1 Si cualquier palabra, frase, oraci6n, pArrafo, arHculo, o parte de esta Ley fuere

2 declarado inconstitucional por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada

3 no afectarii, perjudicard, ni invalidard el resto de esta Ley. El efecto de dicha sentencia

+ quedard limitado a la palabra, frase, oraci6rr, pfurafo, articulo, o parte de la misma que

s asl hubiere sido declarado inconstitucional.

6 Secci6n 4.-Vigencia

7 Esta Ley entrar6 en vigor inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisi6n de Innovaci6n, Teiecomunicaciones, Urbanismo e

Infraestructura, previo estudio y consideraci6n del Proyecto de la Cdmara 2036,
recomienda a este Alto Cuerpo la aprobaci6n de esta medida, con enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto de Ia Cdmara 2036 propone enmendar los Articulos 3,L4 y 3.24
de la Ley 22-2000, segrin enmendada, conocida como "Ley de Vehiculos y
Tr6nsito de Puerto Rico", a los fines de ampliar el tdrmino para solicitar la
renovaci6n de la licencia de conducir previo a su expiraci6n; para extender el
tdrmino para renovar la licencia de conducir y la vigencia de la tarjeta de
identificaci6n a ocho (8) afros.

Segrin explica la Exposici6n de Motivos de la medida, desde hace varios
afros, el sistema para la renovaci6n de la licencia de conducir es uno extenso. Los
procesos burocriiticos lo convierten en uno tedioso debido a los requisitos que
por ley o reglamentos toda persona autorizada a poseer una licencia de conducir
tiene el deber y responsabilidad de cumplir. Es de gran importancia para el
Gobiemo de Puerto Rico que toda persona tenga un f6cil acceso a cualquiera de
los medios de servicios que son otorgados o provistos para la ciudadania.
Respecto a esto (ltimo, se toma de gran inter6s para esta Asamblea Legislativa,
adoptar medidas que redunden en mayor eficiencia en los procesos ante las

agencias gubemamentales. En este sentido la presente medida pretende
extender a ocho arlos el periodo de expiraci6n de una licencia de conducir con el
fin de cumplir con la politica p(blica de facilitar la vida de los ciudadanos al
acudir a las agencias del Gobierno para solicitar servicios

47du".oti"^t",nqF-
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La Comisi6n de Innovaci6n, Telecomunicaciones, Urbanismo e

Infraestructura del Senado analiz6 el Proyecto de Ia Cdmara 2036 y mtiende que
ei mismo redundarii en mejorar la calidad y eficacia sobre los servicios a la
ciudadanfa.

ANALISrc DE LA MEDIDA

Para la redacci6n del presente informe, la Comisi6n de lnnovaci6ri,
Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestructura del Senado fuvo a su bien
examinar el memorial explicativo del Departamento de Transportaci6n y Obras
Priblicas (DTOP).

En su memorial explicativo expresan que el presente proyecto de ley serd
de gran beneficio para la ciudadania por lo que avala su aprobaci6n. No
obstante, entienden que aI aumentar la vigencia de las licencias de conducir y
tarjetas de identificaci6n de seis (6) a ocho (8) aflos habrd una merma en los
ingresos al Estado por concepto de cobro de derechos. Por esta raz6n sugieren
que se enmienden los subincisos (20), (23), (26) y Q\ del inciso (a) del Articulo
2i.02 de la Ley 22-2000, segrin enmendada, conocida como "Ley de Vehiculos y
Trdnsito de Puerto Rico" para atemperar los derechos a pagar proporcionalmente
con el aumento de dos (2) afros en la vigencia.

Por otra parte, sugieren otra erurrienda a los fines de establecer que 1as licencias
de conducir y la tarjeta de identificaci6n sean devueltas al portador luego de
6stas ser mutiladas o inutilizadas por personal de los Centros de Servicios ai
Conductor. Ello para evitar los gastos que conlleva para el Gobierno tener que
disponer de 6stas.

Por dltimo, traen a nuestra atenci6n que por error o inadvertencia eI proyecto de
ley hace referencia al requisito de tomar ambos exdmenes cuando la licencia de
conducir est6 caducada. Entienden que las disposiciones actuales son menos
onerosas para el ciudadano, ya que solo es necesario tomar el examen te6rico,
por io que deben permanecer inalteradas.

De las tres enmiendas sugeridas por DTOP, las dltimas dos fueron acogidas por
esta Honorable Comisi6n. Por lo tanto, luego de estudiar los comentarios de la
agencia que posee competencia sobre el asunto, esta Comisi6n en su deber de
promover un gobiemo eficiente, conorrre con los prop6sitos que persigue 1a

presente medida. Por 10 tanto, recomienda la aprobaci6n de la presente medida
y extender t6rmino de vigencia de las licencias de conducir y a su vez, ampliar el
t6rmino previo para presentar la solicitud de renovaci6n de la licencia de
conducir.
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CONCLUSI6N

Por ios fundamentos antes expuestos esta Comisi6n entiende meritorio y
necesario que se apruebe la medida ante ia consideraci6n de este Alto Cuerpo.
En aras de continuar mejorando los servicios hacia nuestros ciudadanos, previo
andlisis, estudio y consideraci6n, la Comisi6n de Innovaci5n,
Telecomunicaciones, Urbanismo e Infraestrucfura del Senado recomienda la
aprobaci6n del P. de la C. 2036, con las enmiendas que se incluyen en el
Entiri.llado Electr6nico que se acompafra.

Comisi6n Innovaci6ry Urbanismo,
Telecomunicaciones e Infraestructura

{/

el Laure

c
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Referido a la Comisi6n de Traruportaci6n e Infraeskuctura

LEY

Para enmendar los Articulos 3.14 y 3.24 de ia t,ey 22-2000, seg{n enmendada, conocida
como "l,ey de Vehiculos y Trrfursito de Puerto Rico", a los fines de ampliar el
tdrmino para solicitar la renovaci6n de 1a licencia de conducir previo a su
expiraci6n; para extender el t6rmino para renovar la licencia de conducir y la
vigencia de la tarjeta de identificaci6n a ocho (8) aios"; y para otros fines
relacionados.

EXPOSICIoN DE MOTTVOS

l-a, Ley 22-2000, segrin enmendada, conocida como "Ley de Vehiculos y Triinsito
de Puerto Rico", dispone, entre otras, 1o relativo a los requisitos de los conductores para
conducir vehiculos de motor en las vias pdblicas de la Isla. Se establece en dicha ley,
especificamente en el Articuio 3.14 que los conductores a los que se les haya expedido
una licencia de conducir deber6n renovarla a los seis (6) aflos. Otros estados permiten la
renovaci6n de la licencia en periodos mds largos. En el Estado de Florida expira a los
diez (10) affos, en el Estado de Arizona expira a los doce (12) afros, en Iowa, Idaho y otros
a los ocho (8) afros.

Sta. Sesi6n
Ordinaria

N
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Es de conocimiento de esta Asamblea l,egislativa que por muchos aflos el proceso
de renovaci6n de una licencia de conducir resulta tedioso y requiere largas horas para
que se expida el nuevo documento. Se reconoce que el Gobierno tiene una politica
priblica de facilitar los trdmites en las agencias gubemamentales. Un periodo de
expiraci6n de una licencia de conducir a ocho (8) afros resulta adecuado, pues el
ciudadano no tiene que enfrentarse a dicho proceso cada seis (6) y tampoco se afecta la
seguridad prlblica.

Esta Asamblea Legislativa entiende que extender a d@ha afios el periodo de
expiraci6n de una licencia de conducir es razonable y se cumple con la politica pfblica
de facilitar la vida de los ciudadanos al acudir a las agencias del Gobierno para solicitar
servicios.

Por otro lado, es de conocimiento priblico y general que, desde hace varios affos,
el sistema para 1a renovaci6n de ia licencia de conducir es uno extenso. Ios procesos
burocr6ticos lo convierten en uno tedioso debido a los requisitos que por ley o
reglamentos toda persona autorizada a poseer una licencia de conducir tiene el deber y
responsabilidad de cumplir. Es de gran importancia para el Gobiemo de Puerto Rico que
toda persona tenga un fdcil acceso a cualquiera de los medios de servicios que son
otorgados o provistos para la ciudadania. Respecto a esto riltimo, se toma de gran inter6s
para esta Asamblea Legislativa, adoptar medidas que redunden en mayor eficiencia en
los procesos ante las agencias gubernamentales.

Ademiis, debemos resaltar que esta Ley tambi6n persigue el prop6sito de mejorar
la calidad y eficacia sobre los servicios. Lo anterior, promoveria el cumplimiento de las
leyes, especificamente en 1o relacionado a los requisitos para la renovaci6n de la licencia
de conducir, minimizando el efecto de la teoria que dice que mientras m6s oneroso sea el
proceso, mayor ser6 el incumplimiento. Porque al evaluar si un proceso resultase
oneroso/ no s61o se debe considerar su costo, sino que se deben considerar otros
elementos como el tiempo que toma cumplir con el mismo y otros factores.

Esta Asamblea Legislativa, en el cumplimiento de su deber de promover un gobierno
eficiente y ante la coyuntura hist6rica en que nos encontramos, propone la adopci6n de
las enmiendas aqui presentadas, que extienden el tdmino de vigencia de las licencias de
conducir y a su vez, se amplia el t6rmino previo para presentar la solicitud de renovaci6n
de la licencia de conducir.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PIJERTO RICO:

Secci6n 1.-Se enmienda el Articulo 3.14 de la l*y 22-2000, segfn enmendada,

conocida como "Ley de Vehlculos y Trdnsito de Puerto Rico", para que lea como sigue:

1

2

2
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1 "Articulo 3.14.-Vigencia y renovaci6n de licencias de conducir

Toda Iicencia de conducir que expida el Secretano, agtgq ttlgltmitiila a traols de un

certificado o de fonna uirtual. excepto las licencias de conducir provisionales expedidas bajo

elhs*+U<lale !15!los 3.26 yfide esta Ley, se expedir6 por un tdrmino de ocho (8) anos,

y podri ser renovada por periodos sucesivos de ocho (8) arios. La fecha de vencimiento

de la licencia de conducir coincidird con la fecha de nacimiento de la persona.

selieituel{e +enevaei6

. Ln renoztaci\n de la licencia emitida

10 a traoes de un certiffuado oodrd lleaarse a cabo desde los cfunto cincuenta fiSU dlas anteriores a

)

J

4

j

6

7

8

9

,1,
11

12

13

14

15

I6

17

l9

2l

18 inutilizada pot personal del Cen tro de Seruicios al Conductor serd deouelta al conductor, de

la fecha de su expiraci6n. No obstante, los plazos y facultades aqui dispuestos se

exceptuardn de esta disposici6n todo Io relacionado al Certificado de Licencia de

Aprendizaje y estos podriin ser modificados por el Secretario con relaci6n a cualquier tipo

de licencia cuando las leyes y regiamentos de servicio priblico lo hicieren necesario.

Cuando el conductor opte por 1a renovaci6n de su Certificado de Licencia de

Conducir o Permiso de Conducir Provisional con anterioridad a la fecha de su

vencimiento deber6 enkegar Ia licencia a ser renovada, la cual luego de ser mutiladas y/o

manera que se cumpla con 1o dispuesto en el Articulo 3.01 de esta Ley, el cual irnpide a

los conductores autorizados poseer m6s de un Certificado de Licencia de Conducir o

Permiso de Conducir Provisional vigente en su poder, aun cuando el cambio del

Certificado de Licencia de Conducir se haga por reciprocidad.

20

22
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Toda licencia caducard al t6rmino de tres (3) afros de expirada. Por 1o tanto, todo

conductor que desee que se le renueve su licencia transcurrido este t6rmino, deberA

somete$e a les-ex.6senes un examen te1rico que incluird las mmiendas mis recienles a la Itry

22-2000, segrtr enmendada, asi como las leyes y normas que determine el Secretario para

obtener una nueva licencia de conducir de la misma categoria de la caducada.

El Secretario establecer6 mediante reglamento el sistema y/o procedimiento que

considere necesario, para implementar una fila exclusiva o expreso dedicada a toda

persona autorizada a poseer una licencia de conducir y que desee presentar Ia solicifud

de renovaci6n de licencia de conducir y sobre todo aquello relacionado a tal renovaci6n.

Toda certificaci6n de licencia categorla 3, y cualquier otra que posteriormente

designe el Secretario, podr5n ser renovadas en el CESCO o en el sistema en linea creado

para ese prop6sito en el portal cibemdtico (pr.gov). La renovaci6n en linea estard sujeta

a que la licencia a renovarse no est6 expirada, sea de formato digital, y se expida por un

t6rmino de ocho (8) aflos. El Secretario establecerd mediante reglamento las categor(as y

tipos de licencia que podrdn ser renovadas en linea, asi como el tiempo o las veces que la

persona podrd renovar la licencia en linea antes de realizar la pr6xima renovaci6n en el

CESCO. Solo podrdn acceder a la renovaci6n en linea los conductores entre las edades

de veintirin (21) a setenta (70) aftos.

(
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8

9
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Secci6n 2.-Se enmienda el Articulo 3.24 de la Ley 22-2000, segfn enmendada, conocida

como "Ley de Vehiculos y Tr6nsito de Puerto Rico", para que lea como sigue:

"Articulo 3.24.-Tarjeta de Identificaci6n
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I Toda persona que tenga diecis6is (16) aflos o m6s de edad que no posea una

licencia de conducir podr6 solicitar al Secretario, que le expida una tadeta de

identificaci6n. Dicha solicitud deber6 venir acompaflada de los requisitos que por

reglamento establezca el Secretario, el que podr6 imponer cargos razonables para

la obtenci6n de la misma. La tarjeta llevar6 el nfmero de identificaci6n que el

Secretario sefiale y contendrAn toda Ia informaei6n permitida por ley y necesaria

que pueda identificar debidamente a la persona, cuyo retrato aparezca en la

mlsma

,

J

4

5

6

7

8

9

N 10

La tarjeta de identificaci6n se expedir6 por un t6rmino de ocho (8) aflos. La

fecha de vencimiento de la tarjeta de identificaci6n coincidire con la fecha de

nacimiento del acreedor de la misma. Salvo en los casos en que la tarjeta de

identificaci6n sea expedida en formato REAL ID la vigencia de 6sta para las

personas mayores de sesenta y cinco (65) afros serd de por vida.

Todo conductor que ostente una tarjeta de identificaci6n vigente, podrd

solicitar al DTOP remplazar la misma por una REAI ID, siempre y cuando cumpla

con los requisitos dispuesto en esta Ley."

Secci6n 3.-Reglamentaci6n

El Departamento de Transportaci6n y Obras Prlblicas deberi adoptar

reglamentaci6n o enmendar sus reglamentos conforme a lo antes dispuesto dentro de los

ciento ochenta (180) dias a partir de la vigencia de la presente ley.

Secci6n 4.-Vigencia

11

12

l3

14

15

l6

t7

l8

l9
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1 Esta Ley comenzara a regir inmediatamente despu6s de su aprobaci6n.
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SENADO DE PUERTO RICO

R. del 5.23

DUODECIMO INFORME PARCIAL

/l deiuniode202o

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n para el Desarrollo de Iniciativas Comunitarias del Senado de Puerto

Rico, previo estudio y consideraci6n, Presenta a este Alto Cuerpo Legislativo, el
Duod6cimo Informe Parcial sobre la R. del S. 23, con sus hallazgos, conclusiones y
recomendaciones.

ALCANCE E INTRODUCCI6N

La Resoluci6n del Senado 23 orden6 a la Comisi6n para el Desarrollo de
Iniciativas Comunitarias del Senado de Puerto Rico llevar "a cabo investigaciones
continuas sobre los diversos problemas y amenazas que afectan o pueden afectar la
existencia, sostenibilidad y desarrollo en las comunidades desventajadas humanas en
todo Puerto Rico". Este lnforme Parcial presenta los asuntos discutidos entre la

Organizaci6n Sistemas Acueductos NON-PRASA de Puerto Rico (OSAN); el
Departamento de Salud; el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales
(DRNA); y otras importantes agencias gubernamentales.

La I-ey Nfm. 40 de 1 de mayo de 1945, segin enmendada, conocida como "Ley
de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico" cre6 la Autoridad de Acueductos y
Alcantarillados (AAA) con el prop6sito de proveer a los ciudadanos un servicio
adecuado de agua y alcantarillado sanitario. Posteriormente , \a l-ey Nrim. 136 de 3 de
junio de 1976, segtin enmendada, conocida como "Ley para la Conservaci5n, Desarrollo
y Uso de Recursos de Agua" declar6 como politica priblica que "las aguas y cuerpos de
agua de Puerto Rico son propiedad y riqueza del Pueblo de Puerto Rico", al tiempo que
reconoci6 la responsabilidad del Estado de "mantener el grado de pureza de las aguas".
Sin embargo, transcurridos sobre s€tenta y cinco afros desde la creaci6n de la AAA,

*#--

ORIGINAL



2

cerca de 105,000 habitantes dependen de acueductos comunitarios independientes,
comfnmente conocidos como Non-PRASA,

En el affo 201,4, el Boletin Administrativo Nrim. OE-2014-41 cre6 el Programa de
Acueductos Comunitarios Sostenibles, dirigido y administrado en coniunto por el
Departamento de Estado y el Departamento de Salud. La Orden Ejecutiva tambi6n cre6
el Comit6 lnteragencial para la Organizaci6n y Cumplimiento de los Acueductos
Comunitarios, nombrando presidente al Secretario de Estado. El Programa plante6
como su objetivo principal:

"...e1 desarroilo e implementaci6n de estrategias para fortalecer las operaciones
de los sistemas de acueductos comunitarios existentes, y meiorar su nivel de
administraci6n, organizaci6n y cumplimiento, de forma que satisfagan los
estdndares bi{sicos de calidad de agua, propendan al uso y aprovechamiento del
recurso de forma sustentable, y no representen un riesgo a la salud y vida de sus
usuarios."

Un afro mds tarde, en el 2015, Roberto Ramos Pagiin, en representaci6n del
Departamento de Estado, particip6 de la 2015 UN-Watu Annual lnternational Zaragoz,a

Conference, donde expuso que:

"En Puerto Rico cerca de 200 mil personas no tienen acceso a agua potable
segura. Son 247 los acueductos rurales localizados en 45 de los 78 municipios que
forman la isla. Estos acueductos estiin distribuidos en las zonas montaiosas y
mes remotas. Son sistemas rurales administrados por pequefros grupos de
ciudadanos en su mayoria adultos mayores, pobres y con poca escolaridad
muchos de ellos. Hasta hoy la relaci6n del gobiemo con estas comunidades se

habia limitado al papel regulador y fiscalizador por 1o que los ciudadanos ven el
gobierno con desconfianza. El 50% de los sistemas de agua comunitaria no
brindan ningrln tipo de tratamiento ni realizan muestras al agua.

Enfrentan limitada producci6n de agua debido a roturas y falta de
mantenimiento, no cuentan con recursos econ6micos, tiene poca organizaci6n y
no posee identidad juridica. El 8.1% de los acueductos no cuentan con un
operador para el sistema y grandes cantidades de abonados no pagan por el agua
consumida. Esto representa que cerca de 30.7 mill6n de litros de agua se

extraigan a diarios de rios y pozos sin medidas de control..."

El Comit6 tuvo la encomienda de actualizar el inventario de acueductos

comunitarios, identificar sus necesidades, otientar y educar a las comunidades que se

sirven de estos, asi como lograr que su operaci6n se lleve a cabo conforme a la Ley 136,

s.ip/a, entre otros fines. La Comisi6n informante intent6 localizar documentos oficiales

publicados por este Comit6, emPero los esfuerzos fueron infructuosos. Mas alld de

recibir relatos de algunas personas que formaron parte de la iniciativa, no se logr6
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identificar informaci6n oficial. Por lo cual, esta Comisi6n estuvo impedida de evaluar y
adjudicar su 6xito o fracaso.

ANALISIS Y HALLAZGOS

El lunes, 24 de febrero de 2020, se l1ev6 a cabo una Reuni6n Eiecutiva en el Sal6n
de Audiencias Maria Martinez de P6rez Almiroty. Durante estos trabajos se cont6 con la
participaci6n de Ram6n A. Vega Santiago y Miriam Matos Diaz, presidente y secretaria
de la Organizaci6n Sistemas Acueductos NON-PRASA de Puerto Rico (OSAN); la
ingeniero Ivelisse Lebr6n Dur6n, en representaci6n de la Oficina Cenkal de
Recuperaci6n, Reconstrucci6n y Resiliencia (COR3); la licenciada Laura Diaz SolS y
Nelson Vdzquez Reyes, en representaci6n del Departamento de Recursos Naturales y
Ambientales (DRNA); Mayra Toro y Javier D. Torres, en representaci6n del
Departamento de Salud; Juan Carlos P6rez Bofill, en representaci6n de la Autoridad de
Acueductos y Alcantarillados (AAA) y el licenciado Joel Rivera Centeno, en
representaci6n del Departamento de Hacienda. Por su parte, el capitin Elmer Rom6n
Gonziiez, secretario del Departamento de Estado, se excus6 de la Reuni6n. A
continuaci6n, un resumen de 1os asuntos discutidos.

Los integrantes de la OSAN tuvieron oportunidad de puntualizar la gama de
obstdculos que enfrentan ante distintas agencias o dependencias gubemamentales. Asi
como resaltar algunas disposiciones vigentes €n nuestro estado de derecho, que, a su
juicio, inciden negativamente en la operaci6n, cumplimiento y funcionamientos de los
acueductos comunitarios. De entrada, para establecer o legalizar la operaci6n de un
acueducto se requiere la intervenci6n de la AAA. quien provee un endoso certificando
la inexistencia o deficiencia en la prestaci6n del servicio de agua y alcantarillado en
determinado lugar; y del DRNA, quien otorga un endoso para el hincado del pozo, y
una franquicia para el aprovechamiento de aguas superficiales o de aguas alumbradas.
No obstante, para cientos de comunidades, empobrecidas y localizadas en lugares
remotos de Puerto Rico, cumplir con todo el proceso, reglamentaci6n y permisologia
resulta ser sumamente complicado y oneroso. Por lo que, ante su apremiante necesidad
del recurso, hincan sus pozos o establecen sus acueductos de manera ilegal.

Hasta el 2008, el DRNA habia asumido un rol fiscalizador contra toda persona
qu€ incurriera en aprovechamiento del agua sin su debida autorizaci6n.
Afortunadamente, la Ley1@-2008 introduio una importante enmienda a la "tey para la
Conservaci6n, el Desarrollo y Uso de los Recursos de Agua de Puerto Rico". En ese
momento, fue inter6s e intenci6n inequivoca del Estado relevar de responsabilidad a
toda persona que incurriese en aprovechamiento del agua si el destino de su uso fuese
dirigido para fines dom6sticos. La enmienda incorpor6 el siguiente lenguaie:

"h. Se excluye de las obligaciones de pago de tarifas de agua cuya extracci6n o
utilizaci6n sea para beneficio de comunidades que se alimenten de Acueductos
Rurales o Comunales, siempre que la extracci6n se realice conforme a la
reglamentaci6n del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales y leyes

I
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aplicables. Los usuarios de los Acueductos Rurales o Comunales tendr6n quc
aportar a los administradores de los mismos, la cantidad proporcional
correspondiente a los Bastos operacionales de dicho Acueducto."

Aunque la Ley Nrim. L36, supta, facultti desde su g6nesis al Secretario del DRNA
a eximir, a su juicio, a ciudadanos del pago de los requisitos y disposiciones de dicha
L,ey, tras la aprobaci6n de Ia l,ey 16+2008 se limit6 el juicio del Secretario en cuanto a
las extracciones de agua para uso domdstico. Sin embargo, el estatuto ha sido
interpretado de forma prospectiva, por lo que en la actualidad se mantiene la penalidad
por aprovechamiento ilicito de manera retroactiva, entidndase, con anterioridad al 6 de
agosto de 2008. De manera que, el DRNA mantiene sendas multas contra diversos
acueductos. Esto ha polarizado a las comunidades y agencias gubernamentales. Por un
lado, se plantea la necesidad de eximir retroactivamente el cumplimiento de dichas
multas, mientras que, por otro lado, el DRNA aboga para que no se exima por eximir.
En cambio, proponen que se establezca alg{n tipo de iniciativa donde se condonen las
multas, pero se le exija a los acueductos dirigir todos sus esfuerzos hacia el
cumplimiento de sus operaciones con la reglamentaci6n y legislaci6n estatal y federal.

El DRNA tambi6n sefral6 que tras la aprobaci6n de la t,ey 3-2017, segr-'rn

enmendada, conocida como "Ley para Atender la Crisis Econ6mica, Fiscal y
Presupuestaria para Carantizar el Funcionamiento del Cobiemo de Puerto Rico", sus

recaudos por concepto de las multas impuestas por el aprovechamiento ilicito van
directamente al Fondo General. Esto, ademiis de menoscabar los ingresos del
Departamento, no permite el desarrollo de iniciativas dirigidas a atender las
problemdticas de los acueductos. A su iuicio, el Gobiemo debe diseffar una estrategia
donde promueva entre los Non-PRASA la idea de que estar en cumplimiento acarrea
un beneficio.

La OSAN coincidi5 con el DRNA, pero expres6 que lograr cumplimiento con la
reglamentaci6n local y federal es un verdadero reto. Sobre todo, por los altos costos
para realizar distintos muestreos, tratamiento de aguas, distribuci6n, entre otros. Seg{n
una encuesta realizada entre los Non-PRASA, el 95% de sus ingresos son utilizados
para cumplir con el pa8o del servicio de energia el6ctrica. Aun cuando la Autoridad de
Energia El6ctrica provee el CRA (Cr6dito Acueductos Rurales). Sin embargo, obtener
dicho crddito implica que el acueducto evidencie cumplimiento con un sinntimero de
pardmetros, entre estos, evidenciar la tenencia legal del inmueble donde opera su

sistema. De modo que, los elevados costos de operaci6n inciden e impiden que los

acueductos puedan cumplir con otras responsabilidades, que, aunque s()n reconocidas

por estos, se encuentran econ6micamente imposibilitados de satisfacerlas.
Para el Departamento de Salud, cualquier esfuerzo en beneficio de los

acueductos debe ir dirigido hacia el cumplimiento. A su juicio, es fundamental que los

acueductos se organicen y adquieran toda la formalidad iuridica, asi como sean

capacitados en asuntos tdcnicos, administrativos y financieros' Sobre todo, debido a la

existencia de programas y fondos federales, Particularmente del USDA, que Proveen
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hasta un 75% del costo de proyectos para mejorar u optimizar la operaci6n de sus
sistemas.

Por otro lado, Mayra Toro, directora de la Secretaria Auxiliar de Salud Ambiental
y Laboratorios de Salud Pdblica, indic6 que algunos acueductos se resisten a ttatar sus

aguas por prdcticas o creencias culturales. Estos casos requieren de una intervenci6n
multidisciplinaria para hacer entender a la comunidad sobre los riesgos a la salud que
acarrea el no tratar adecuadamente el agua que utilizan. No obstante, reconocen
acueductos exitosos, como el de la Comunidad Buenos Aires, localizado entre San

Lorenzo y Caguas, que, de paso, sefralaron ser utilizado de modelo tanto por el
Departamento de Salud como por la EPA. Cabe destacar que, en cuanto a los
acueductos Non-PRASA, el rol y la responsabilidad del Departamento de Salud es uno
de fiscalizaci6n y no de lograr ni promover cumplimiento.

A modo de ejemplo, para que los acueductos accedan al Crddito Acueductos
Rurales (CRA) de la AEE, el Departamento tiene que Proveer una certificaci6n de

cumplimiento sobre diversos par6metros de salubridad. Asimismo, el Departamento
hace una distinci6n entre los acueductos Non-PRASA con fines de lucro versus los sin
fines de lucro. Respecto a estns riltimos, sus registros indican la existencia de unos 243,

de los cuales cerca del 95% se encuentra en incumplimiento.
Por su parte, la AAA expres6 que durante los pasados afros han intentado

conectar distintas comunidades a sus sistemas. Sin embargo, la experiencia dicta que
una vez logran integrarlos a la Autoridad las propias comunidades se desconectan,

debido a que no esten de acuerdo con pagar Por el servicio. Esto plantea otra realidad, y
es que las cuotas por el servicio establecidas por los acueductos no guardan una
relaci6n adecuada con sus costos de operaci6n. Por lo cual, al ser incorporados a los
sistemas de la Autoridad el aumento en el costo tarifario del agua es sustancialmente
diferente, propiciando la resistencia de las comunidades. La AAA indic6 que no
colabora ni mantiene ningfLn tipo de relaci6n con los acueductos Non-PRASA. Por
f ltimo, el Subdirector de Cumplimiento seial6 que el Cargo de Cumplimiento
Ambiental (CCA) cobrado a los clientes de la AAA es utilizado para lograr el
cumplimiento de sus propios sistemas, y no para proveer asistencia a los acueductos
comunitarios.

Finalmente, la COR3 expres6 tener dos empleados asignados para trabalar con
los acueductos Non-PRASA. Para la fecha en que se sostuvo la Reuni6n, un total de 86
proyectos dirigidos a los acueductos Non-PRASA habian sido obligados. Sin embargo,
no se logr6 precisar los acueductos que se beneficiarian. ni el estatus del desembolso de
los fondos. No obstante, se aclar6 que el rol de la COR3 es ser un intermediario entre
FEMA y las entidades que recibe los fondos federales, cuyo principal objetivo es
minimizar o evitar la devoluci6n de fondos por incumplimiento con alguna cliiusula,
requisito o normativa federal.



6

CONCLUSI6N Y RECOMENDACIONES

1. El Gobierno de Puerto Rico debe reemplazar el paradigma imperante, asl

como el tratamiento provisto a los acueductos Non-PRASA. Aunque la
fiscalizaci6n y el velar por el cumplimiento de sus operaciones es un asunto
medular, el Cobiemo no debe soslayar que, sin una intervenci6n rnsible, que
asuma como punto de partida la comprensi6n de la realidad cultural y
socioecon6mica de cada comunidad, este no lograrii el cumplimiento de los
acueductos con los estatutos y la reglamentaci6n local y federal. El Gobierno
tiene que Banarse la confianza de sus comunidades, siendo esto solo posible a
trav6s de la comprensi6n de sus particularidades.

2. El Gobierno de Puerto Rico debe promover legislaci6n a los fines de

establecer permanentemente el Programa de Acueductos Comunitarios
Sostenibles y el Comitd Interagencial para la Organizaci6n y Cumplimiento
de los Acueductos Comunitarios, o algrin organismo similar. Resulta
imperativo que se promull;ue una politica p(blica especifica para los

acueductos Non-PRASA que operan sin fines de lucro' La legislaci6n debe

incluir entre sus objetivos el acompaframiento, educaci6n y apoyo a las

comunidades de Puerto Rico que se sirven de estos acueductos, incluyendo
educaci6n t6cnica, administrativa y financiera. En este sentido, la Oficina para

el Desarrollo Socioecon6mico y Comunitario de Puerto Rico (ODSEC) tiene

que asumir un rol protag6nico en los esfuerzos iniciales de organizaci6n y
planif icaci6n comunitaria.

\

En el 2010 la Asamblea General de las Naciones Unidas declar6, a trav€s de la
Resoluci6n (4-292, el acceso del agua y su saneamiento como un derecho fundamental
para el disfrute de la vida y demds derechos del ser humano. La ONU ha sido
ccnsist€nte en la promoci6n de distintas estrategias para k:grar un acceso del agua que
sea suficiente, salubre, aceptable, fisicamente accesible y asequible para cada ser
humano. Por otra parte, la Organizaci6n Mundial de la Salud (OMS) aboga por que el
agua sea potable, salubre y accesible, definiendo el agua potable como la utilizada para
fines dom6sticos y de higiene personal, asi como para beber y cocinar. Mientras, concibe
el agua salubre como la que posee caracteristicas microbianas, quimicas y fisicas que
cumplen con las pautas o patrones de calidad del agua.

En Puerto Rico, como en otras regiones del mundo, los Acueductos Rurales o
Comunales surgieron como una respuesta a mriltiples variables sociales, incluyendo la
incapacidad del Gobiemo de atender un asunto tan biisico y esencial para sus

cildadanos: acceso seguro y salubre al recurso agua. Por tanto, habiendo atendido las

preocupaciones de la OSAN, pero reconociendo el peritaie de las distintas agencias y
departamentos gubemamentales, la Comisi6n informante concluye y recomienda lo
siguiente:

\
/

u



7

3. El Gobierno de Puerto Rico debe promover legislaci6n a los fines de
simplificar y unificar el proceso de permisologia, documentaci6n y trdmites
requeridos por distintas agencias y departamentos gubernamentales. No
concluimos con esto que se desregularice la operaci6n de los Non-PRASA,
sino que se flexibilice y adecrie un proceso menos oneroso y m6s simple para
estos sistemas.

4. Revisar la tey Ndm. 736, supra, para que, en coniunto y previa consuita al
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, se considere eximir
retroactivamente a todos los acueductns Non-PRASA del aprovechamiento
ilicito del agua.

5. Evaluar la legislaci6n que incide en el uso del Fondo Especial, establecido por
el DRNA conforme a 1a I*y 136, supra, con el prop6sito de flexibilizar su uso
o redirigir su prop6sito hacia esfuerzos que propendan en el cumplimiento y
or6anizaci6n de los Non-PRASA.

5. Considerar una forma alterna para que los acueductos Non-PRASA, que
operan sin fines de lucro, accedan al Cr6dito Acueductos Rurales (CRA)
provisto por la Autoridad de Energia El6ctrica.

7. Evaluar la posibilidad de que la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados
permita que los acueductos Non-PRASA, de forma ordenada y estructurada,
participen en las 6rdenes de compra de productos y materiales
indispensables para su operaci6n. En vista de que la AAA realiza estas

compras al por mayor, prevemos una reducci6n en los costos de adquisici6n
de dichos materiales para los acueductos Non-PRASA.

8. Auscultar la posibilidad de promover legislaci6n para integrar a la Autoridad
de Acueductos y Alcantarillados en algunos procesos de los acueductos Non-
PRASA, entre estos, la toma y andlisis de muestras de agua.

9. Evaluar todos los servicios, programas y oportunidades que ofrecen distintos
departamentos y a6;encias del Gobiemo de Puerto Rico donde se puedan
integrar 1os acueductos Non-PRASA. Todas las iniciativas deben ir dirigidas a
abaratar los costos de operaci6n de los acueductos Non-PRASA, pero
asegurdndonos que al eximirle de responsabilidades se alcance y promueva el
cumplimiento con la politica pdblica local y federal.

CONSIDERACION FINAL

Por todo lo cual, la Comisi6n para el Desarrollo de Iniciativas Comunitarias del
Senado de Puerto Rico, a tenor con los hailazgos, conclusiones y recomendaciones en
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torno a la R. del S. 23, presenta a este Alto Cuerpo su Duod6cimo lnforme Parcial sobre
la medida de referencia.

Respetuosamente sometido,

os6 A. Vargas Vidot
Presidente

Comisi6n para el Desarrollo de Iniciativas Comunitarias
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n para el Desarrollo de Iniciativas Comunitarias del Senado de Puerto
Rico, previo estudio y consideraci6ry presenta a este Alto Cuerpo Legislativo, el
Informe Final sobre la R. del S. 23, con sus conclusiones y recomendaciones.

ALCANCE

La Resoluci6n del Senado 23 orden6 a la Comisi6n para el Desarrollo de
Iniciativas Comunitarias del Senado de Puerto Rico llevar "a cabo investigaciones
continuas sobre los diversos problemas y .rmenazas que afectan o pueden afectar la
existencia, sostenibilidad y desarrollo en las comunidades desventajadas humanas en
todo Puerto Rico".

CONCLUSI6N Y RECOMENDACION FINAL

Durante los pasados afros la Comisi6n informante tuvo oportunidad de canalizar
cientos de inquietudes y problem6ticas de ciudadanos y comunidades a trav6s de la
Resoluci6n del Senado 23. El resumen del triimite de gestiones oficiales es el siguiente:

T16mite

Cantidad

Audiencias
Priblicas

18

Reuniones
Ej ecutivas

13

Inspecciones
Oculares

9

Informes
Parciales

12

.%-
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y ciudadanos. Por lo cual, a continuaci6n, presentamos un resumen de los temas
abordados.

Segundo Informe Parcial

Tercer Informe Parcial

Cuarto Informe Parcial

Quinto Informe Parcial

Sexto Informe Parcial

Sdptimo Inf orme Parcial

Octavo Informe Parcial

Noveno Informe Parcial

D6cimo Informe Parcial

Und6cimo Inf orme Parcial

ASUNTO
lnvestigaci6n sobre situaci6n de las
ofganizaciones sin fines de lucro.
Investigaci6n sobre organizaciones sin fines
de lucro dedicadas a atender la poblaci6n de
animales realengos o abandonados.
Investigaci6n sobre preocupaciones de
comunidad escolar ante el cierre de la
Escuela Emiliano Figueroa Torres enLoiza.
Investigaci6n sobre terrenos priblicos,
accesos y existencia de camino en tierra.
Investigaci6n en el Sector Los Barros de
Guayama sobre necesidad de vecinos cuyo
rinico acceso a sus residencias es un puente
peatonal en rEdera.
Investigaci6n sobre carencia de titulos de
propiedad en residentes del Condominio
Brisas de la Sierra en Comerio.
Investigaci6n sobre alegaciones de
pescadores contra la adminishaci6n de la
Marina Puerto del Rey, localizada en Punta
Figueras entre Ceiba y Fajardo.
Investigaci6n sobre condiciones del
Terminal de l-anchas de la Autoridad de
Transporte Maritimo (ATM) localizado en la
antigua Base Naval Roosevelt Roads en
Ceiba.
lnvestigaci6n sobre reclamos de residentes
de la Comunidad Espanta Sueios del barrio
Florencio en Fajardo.
Investigaci6n sobre reclamos de residentes
del Sector Fondo del Saco en Naraniito, tras
quedar incomunicados por colapso de
puente de vado.
Investigaci6n sobre carencia de titulos de
propiedad en la Comunidad Valle del
Paraiso en San Juan.
Investigaci6n sobre condiciones y
preocupaciones de los Acueductos
Comunitarios Non-PRASA.

Duod6cimo Informe Parcial

INFORMES

Primer Informe Parcial



Luego de mfltiples esfuerzos e inversi6n de tiempo, recursos econ6micos y de
capital humano, resulta imperativo que las agencias, departamentos, corporaciones,
municipios, organizaciones sin fines de lucro, comunidades y ciudadania en general
asuma su responsabilidad social, honre y fiscalice el cumplimiento de los acuerdos
plasmados en cada uno de los Informes Parciales presentados ante este Alto Cuerpo. En
algunas instancias, los Informes revelan la necesidad de atenci6n legislativa que, por
motivo de tiempo no pudieron ser atendidos. No obstante, reiteramos su importancia, y
confiamos sean abordados en un fufuro cercano.

Por todo lo cual, la Comisi6n para el Desarrollo de Iniciativas Comunitarias del
Senado de Puerto Rico, a tenor con los hallazgos, conclusiones y recomendaciones en
torno a la R. del S. 23, presenta a este Alto Cuerpo su Informe Final sobre la medida de
referencia.

Respefu osamente sometido,
,'I

/\

L_--
Jos6 A. Vargas Vidot

Presidente
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AL SENADODE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, rinde su Informe Final
sobre la R. del S. 57.

ALCANCE DE LA MEDIDA

\NNtr La Resoluci6n del Senado 5Z (en adelante, "R. det s. 57"), ordena a la Comisi6n
de Hacienda del Senado de Puerto Rico, a realizar un estudio abarcador sobre 1a

implantaci6n por el Departamento de Hacienda del Sistema Unificado de Rentas
Intemas (SURI).

Segrin surge de la Exposici6n de Motivos, el Sistema Unificado de Rentas
Intemas (SURI) es una plataforma digital establecida por el Depatamento de Hacienda
a partir del mes de octubre del afro 2016 con el fin de administrar todos los impuestos
en dicha agencia gubemamental. La primera fase de este Sistema comenz6 con las
transacciones relacionadas con el impuesto de ventas y uso (IVU).

Menciona que, la implantaci6n de SURI ha generado criticas en el sector
comercial en Puerto Rico. Algunos comerciantes han expresado priblicamente que han
enfrentado problemas relacionados con el Registro de Comerciantes, los cr6ditos de
revendedores, el manejo y cumplimiento con las planillas correspondientes a dicho
Sistema, asi como con el incremento en los costos operacionales derivados de la
contrataci6n de servicios profesionales y de gestoria referentes a estos asuntos.

Sefrala que, situaciones como las antes expuestas pueden ser mds dificiles para
los miles de pequeios y medianos comerciantes, asi como microempresas, que hacen
negocios en nuestro pais y que representan, en conjunto, una fuerza cada vez mds
importante de nuestra economia.
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Finalmente, indica que, es conveniente y necesario hacer un estudio abarcador
sobre la implantaci6n por el Departamento de Hacienda del Sistema Unificado de
Rentas Internas.

DISCUSION Y HALLAZGOS

Conforme se inform6 en el Tercer Informe Parcial rendido, el Departamento de
Hacienda, habia expresado que, continuaria con el plan de implementaci6n para la
integraci6n de otros impuestos al Sistema SURI. El mismo consistia en una fase
adicional, Fase III, cuya fecha de lanzamiento estaba pautada para diciembre de 2019.
Por lo que, 6sta Comisi6n, para continuar con el estudio de la medida, 1e solicit6 un
Memorial Explicativo al Departamento de Hacienda, sobre dicha Fase.

El Departamento de Hacienda (en adelante, "Departamento"),1 expres6 que, ha
sido participe de varias vistas prlblicas celebradas sobre la presente medida, donde ha
detallado las distintas fases del sistema SURI y los beneficios que representa el mismo,
no s6lo para el cumplimiento del deber ministerial de Departamento, sino para el
mismo contribuyente. Indic6 que, SURI es la herramienta digital que permite integrar y
agilizar la administraci6n de ingtesos e impuestos del pais. Entre los grandes beneficios
se encuentra la accesibilidad al sistema, donde el contribuyente podrii tener acceso a su

- ^ 
expediente las veinticuatro (24) horas del dia, los siete (7) dias de la semana, y podrd

1"-^Vf;:il;ilffiH::."*t desde cualquier lusar, sin necesidad de acudir a las oficinas del

Explic6 que, la impiantaci6n del sistema fue dividida en tres (3) fases, con las
siguientes fechas de implementaci6n:

Fase 1: 31 de octubre de 2016

Fase 2: 10 de diciembre de 2018

Fase 3: 24 de febrero de 2020

Mencion6 que, la Fase 1 integr6 al sistema las transacciones correspondientes al
Impuesto sobre Ventas y Uso ("[rU"), mientras que en la Fase 2 se integraron todas las
transacciones sobre retenciones en el origen, caudal relicto y donaciones, arbitrios y los
impuestos sobre bebidas alcoh6licas y derechos de licencia. Con la implementaci6n de
la Fase 3, se incluyeron las transacciones relacionadas a la radicaci6n de la contribuci6n
sobre ingresos de individuos, corporaciones y otras entidades juridicas.

Ademds de la radicaci6n de las planillas de contribuci6n sobre ingresos, seffal6
que, Ia Fase 3 de SURI incluye las siguientes:

Para Individuos:

a

I Memorial Explicativo del Departamento de Hacienda sobre la R. del S. 57
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o
o

o

o
o

Pago de la contribuci6n estimada
Enmiendas a la Planilla de Contribuci6n sobre Ingresos de
Individuos para los aflos contributivos 2018 y subsiguientes
Radicaci6n de la Solicitud de Pr6rroga Automdtica de la Planilla de
Individuos para el afro contributivo 2019 y subsiguientes
Pagar la contribuci6n segtin la Planilla de Individuos
Pagar en dos (2) plazos la contribuci6n de la Planilla de lndividuos
aplicable a contribuyentes que no vienen obligados a efectuar
pagos de estimada ("Pago Diferido")
Someter las evidencias requeridas con la Planilla de Individuos
correspondiente al aflo contributivo 2018 y subsiguientes
Verificar el estatus de reintegro de la Planilla de Individuos
correspondiente al aflo contributivo 2019 y subsiguientes
'Solicitud y aprobaci6n automdtica de planes de pago (menores de
$s0,000) ,

Para Corporaciones:

Pagar 1a contribuci6n estimada
Radicar y enmendar la Planilla de Contribuci6n sobre Ingresos de
Corporaciones correspondiente a los afros contributivos 2018 y
afros subsiguientes
Radicar la Solicitud de Pr6rroga Autom6tica de la Planilla de
Corporaciones para el afro contributivo 2019 y aflos subsiguientes
Pagar la contribuci6n segdn la P1anilla de Corporaciones
Someter las evidencias requeridas con la Planilla de Corporaciones
correspondiente a afro contributivo 2018 y aflos subsiguientes
Solicitud y aprobaci6n automdtica de planes de pago (menores de

$50,000)

Contribuci6n sobre Ingresos de otras entidades Juridicas:

Pago de la contribuci6n estimada
Radicar la Solicitud de Pr6rroga Automiitica de la Planilla para el
afro contributivo 2019 y afros subsiguientes
Pagar la contribuci6n seg(n la planilla
Solicitud y aprobaci6n automiltica de planes de pago (menores de
$50,000)

o

o

o

o
o

\\\N&
o

o
o

o

o
o

o

o

Entidades Conducto:

o
o

Pago de la contribuci6n estimada
Declaraciones Informativas de Entidades Conducto



o

o

.l

Impuesto Especial a Corporaciones Fordneas:

Manejo de Grupos de Entidades Relacionadas:

Radicar la Solicitud de Pr5rroga Autom6tica de la Planilla para el
aflo contributivo 2019 y afros subsiguientes
Solicitud y aprobaci6n automiitica de planes de pago (menores de
$s0,000)

Radicar y enmendar la Planilla Trimestral de Adquisiciones
Tributables Foriineas
Efectuar el dep6sito mensual de Adquisiciones Tributables
For6neas

Registrar grupos de entidades relacionadas
Asignar y administrar entidades que pertenecen a un grupo de
entidades relacionadas
Radicar y enmendar el formulario de Distribuci5n de Deducci6n
para el C6mputo de la ContribuciSn Adicional de Grupos de
Entidades Relacionadas

Solicitud para inscribirse como Especialista en Planillas
Renovaci6n del ndmero de Registro de Especialista en Planillas
Pago del cargo por servicio por la inscripci6n inicial y renovaci6n
como Especialista en Planillas
Manejo de las personas autorizadas a utilizar el nfmero de
inscripci6n

Radicar la Planilla lnformativa sobre Segregaci6n, Agrupaci6n o
Traslado de Bienes Inmuebles

Incentivos Contributivos:

Solicitar exenci6n contributiva bajo la Secci6n 1101.01 del C6digo
Acceso al Certificado de Vigencia de Exenci6n Contributiva de
Entidad Sin Fines de Lucro, una vez sea aprobada la solicitud
Solicitar la exenci6n contributiva bajo la Ley Nrim. 158 de 30 de

iunio de 1958, segfn enmendada, conocida como "Ley de
Exenciones Contributivas a Hospitales"

o

o

o
c)

o

\Na's.-

o
o
o

o

Especialistas en Planillas:

Notarios:

o

o
o

o



o

o

5

Dep6sito de Protecci6n Ambiental

Pago del cargo por servicio para solicitar las exenciones antes
mencionadas
Acceso para someter evidencias relacionadas a endosos de
exenci6n ante otras entidades de gobierno

Radicar, enmendar y pa9ar la Planilla Cuatrimestral sobre el
Dep6sito de Protecci6n Ambiental

Estim6 necesario mencionar que aquellos individuos que tengan un ingreso
bruto de $100,000 o menos pueden solicitar su Certificado de Relevo Parcial sobre la
Contribuci6n Opcional del seis por ciento (6%) a trav6s de SURI. A trav6s de la
plataforma SURI, el contribuyente tambi6n podri{ solicitar el Certificado de Relevo de
Retenci6n en el Origen por Servicios Prestados.

Sefral6 que, es de todos conocido que el aflo 2020 ha sido uno lleno de retos
ocasionados por distintos tipos de eventos de fuerza mayor, entre ellos los terremotos
en el 6rea sur de la Isla y posteriormente la pandemia del COVID-19. Mencion6 que, el
Departamento ha sido instrumental en asistir a la ciudadania a enfrentar estos retos, ya
sea estableciendo exenciones al WU en alimentos preparados y cambios de fecha de
radicaciones y pago o habilitando en el sistema SURI las plataformas para poder
solicitar las distintas ayudas locales y federales. Para poder enfrentar los retos
impuestos por las distintas ayudas de emergencia, el Departamento habilit6 a travds de

.SURI2 las siguientes ayudas:.(r't!
{\tt 

' - 
. Incentivo de $500 a individuos que trabajan por cuenta propia
. Incentivo adicional de $1,000 bajo el Programa de Ayuda a

Cuentapropistas
. Pago de Impacto Econ6mico de $1,200 por individuo elegible y $500 por

menor elegible
. lncentivo a Profesionales de la Salud del Sector Privado
o Incentivos a pequeftas y medianas empresas

Indic6 que, los servicios de emergencia ofrecidos a travds de la plataforma de
SURI responden a la necesidad de hacer llegar al pueblo de la manera mds ripida las
ayudas que tanta falta hacen. Por lo que, el Departamento actu6 de la manera mds
rdpida posible para poder habilitar esas ayudas a los ciudadanos.

Mencion6 que, para poder atender el alto volumen de usuarios a la vez, el
Departamento habilit6 la plataforma SURI, donde se realizaron las distribuciones por
etapas, para asi evitar que el sistema se sobrecargara. Indic6 que, la situaci6n de

2 Esos son los servicios actuaLnente activos en la plataforma. Adem6s, prontamente incorporara el
"Programa de protecci6n de n6mina".

o
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emergencia gener6 un alto volumen de trdfico en el sistema SURI. Sin embargo, para
evitar que el sistema colapsara, coloc6 unos limites de volumen de usuarios donde al
Ilegar a esa cantidad el sistema notificaria a todo usuario que intentara acceder al
mismo en otro momento. Aunque esto pudo ser interpretado como una falla en el
sistema, explic6 que, en realidad fueron momentos de intermitencia para mantener un
funcionamiento 6ptimo. Por lo tanto, aquellas personas que se encontraban utilizando
SURI en ese momento, continuaron realizando sus gestiones sin problema alguno.

Sefral6 que, una falla en el sistema lo que provocaria es que ningrin usuario
podria hacer uso del mismo, incluyendo aqu6llos que tuvieron acceso, por lo que, sus
transacciones se hubiesen visto afectadas, y ese no fue el caso. Aquellas personas que
lograron entrar previo al ndmero m6ximo de usuarios lograron continuar con sus
gestiones sin problema alguno, y las personas que fueron rechazadas, lograron acceso
en un momento posterior.

En lo que respecta a los incentivos pagados al momento por los beneficios
relacionados a la emergencia del COVID-19, el Departamento inform6 que, ha
desembolsado m6s de $2,000.000,000 (Ver Anejo 1).

Record6 que, SURI no s61o les sirve a las personas que lo acceden para la
obtenci6n de las ayudas gubernamentales ante la presente emergencia, sino que, a su
vez, es la herramienta disefrada por ei Departamento, para que los contribuyentes
realicen sus gestiones contributivas. En cuanto a las gestiones contributivas, inform6
que, el Departamento, a causa de la emergencia declarada por el COVID-19, ha emitido
una serie de publicaciones en las cuales extiende una serie de t6rminos de radicaci6n de

. ^ " lyS.planillas y pago de contribuciones. Entre las publicaciones emitidas, se encuentran la
\\"t Determinaci6n Administrativa Nrim. 20-03 ("DA-20-03") mediante la cual se establece

que toda Planilla de Contribuci6n sobre Ingresos ("Planilla") cuya fecha de
vencimiento original o fecha de vencimiento de una Solicitud de Pr6rroga ("Pr6rroga")
debidamente radicada fuera el lunes, 16 de marzo d,e 2020 quedaba automaticamente
pospuesta hasta el mi6rcoles 15 de abril de 2020. De igual forma, la DA 20-03 establece
que toda Planilla o Pr6rroga cuya fecha de vencimiento fuera el mi6rcoles, 15 de abril
de 2020, quedaba pospuesta hasta el viernes, 15 de mayo de 2020. Al mismo tiempo,
quedaban pospuestos los pagos de contribuci6n sobre ingresos que se acompafran con
dichas Planillas o Pr6rrogas, y se extendi6 hasta el viemes 15 de mayo de 2020, el plazo
de la contribuci6n estimada cuya fecha de vencimiento original es el 15 de abril de
2020.

Indic6 que, el 24 de marzo de 2020, el Departamento emiti6 la Determinaci6n
Administrativa N(m. 20-09 donde, entre otras cosas, deroga las DA 20-03 y extiende la
fecha de la radicaci6n de las planillas y pago de las contribuciones sobre ingresos hasta
el 15 de julio de 2020, sin que se impongan intereses, recargos y penalidades para los
pagos que deban ser incluidos con las Planillas, siempre que los pagos sean realizados
en las fechas limites alli establecidas.

Expres6 que, con la aprobaci6n de la Ley N(m. 57-2020, el pasado 14 de junio, se

imponen ciertas extensiones en algunos t6rminos en el Departamento. De igual forma,
se elevan a rango estatutario varias de las medidas administrativas anteriormente
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mencionadas que han sido en beneficio de los contribuyentes. Entre esos cambios se

encuentran: posponer la radicaci6n de las declaraciones informativas; extender a todos
los contribuyentes la fecha limite de radicaci6n de su planilla de contribuci6n sobre
ingresos; extender las fechas limites para radicar la planilla mensual del impuesto sobre
ventas y uso; establecer un relevo de retenci6n por servicios profesionales; retrotraer
las p6rdidas de aflos anteriores ("carry back"); eliminar por tres (3) meses el B2B,

eliminar la contribuci6n minima tentativa a corporaciones de $500; posponer el
requisito de Procedimientos Previamente Acordados preparado por un contador
priblico autorizado; extender por seis (6) meses de manera automi{tica las licencias y
permisos comerciales; excluir del ingreso bruto y de patente municipal las ayudas,
subsidios o estimulos otorgados a raiz de la emergencia.

Finalmente, sefral6 que, para cumplir con el mandato legislativo, se estard
actualizando el sistema de Suri para atemperarlo a las nuevas disposiciones legales. Por
lo tanto, concluy6 que SURI se ha probado como una herramienta esencial para que el
Departamento de Hacienda pueda llevar a cabo sus encomiendas de una manera 6gil y
eficiente.

RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES

\lttnA< La R. del S. 57, promulg6 realizar un estudio abarcador sobre la implantaci6n de
SURI. Conforme expres6 el Departamento de Hacienda, 6ste fue participe de varias
Vistas Ptiblicas celebradas por esta Comisi6n para atender 1a R. del S. 57. En dichas
Vistas, se detallaba las Fases del Sistema SURI, atendiendo las interrogantes planteadas
en la resoluci6n.

El Sistema Unificado de Rentas Internas ("SURI") ha sido instrumental para el
Departamento de Hacienda, siendo la herramienta tecnol6gica del Departamento para
administrar todos los asuntos relacionados con los impuestos. El sistema integra todos
los impuestos que administra y unifica, en un solo sistema, todas las transacciones que
se efectfan para dichos tipos contributivos.

Esta herramienta le ha permitido al Departamento, una visi6n integrada de las
cuentas de los contribuyentes y provee los recursos tecnol6gicos necesarios para
cumplir con la funci6n de ente recaudador y fiscalizador, aumentando asi la eficiencia
operacional. Ademiis, como hemos visto recientemente, es un sistema que ha
optimizado el servicio que se les brinda a los contribuyentes, al permitirle realizar y
administrar todas sus transacciones desde un solo lugar, asi como la pieza clave para
atender todos los asuntos de beneficios econ6micos en una misma plataforma sencilla
de utilizar.

Al presente, SURI integra en un solo sistema todas las contribuciones que
administra el Departamento de Hacienda, lo que permite una mejor fiscalizaci6n,
mientras se siguen integrando nuevas funciones de cara a los servicios que la
ciudadania espera de una agencia de avanzada.

Por lo antes expuesto, la Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, rinde
su Informe Final sobre la R. del S. 57.
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Respetuosamente sometido,

Migdalia Pad a Alvelo
Presidenta
Comisi6n de Hacienda
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Salud del Senado, previo estudio y consideraci6n de la R. del S,
220, presenta a este Alto Cuerpo Legislativo el Informe Final con sus hallazgos,
recomendaciones y conclusiones.

At,CANCE DE LA MEDIDA

l,a Resoluci6n del Senado 220, ordena a la Comisi6n de Salud realizar una
investigaci6n para conocer las razones por las cuales el Cenbo M6dico de Rlo Piedras y
ohas instifuciones hospitalarias en Puerto Rico no tienen un anddoto y protocolo para
hatar pacientes que han sulrido mordeduras de especies peligiosas.

La Exposici6n de Motivos indica que las moideduras de animales son una causa
importante de morbilidad y mortalidad en todo el mundo. Hasta cinco millones de

Personas sulaen mordeduras de serpiente cada aio en el mundo. Para hatar las
mordeduras venenosas, se requiere tratamiento m€dico inmediato con la antitoxina
requedda. Segrin la Organizaci6n Mundial de ta Salud, las mordeduras de animales
plantean un importante problema de salud priblica para los niios y adultos en todo el
mundo. Sus consecuencias para la salud humana dependerSn de la especie animal de que
se trate y suestado de salud, el tamanoy el estado de salud de la victima de la mordedura,
y la capacidad de acceder a la atenci6n mddica adecuada.

Hay unas 600 especies de serpientes venenosas y aproximadamente entre el
cincuenta y setenta por ciento de sus mordeduras causan intoxicaci6n. Cuando una
persona sufre una mordedura, la piedra angular de la asistencia consiste en inmovilizar
completamente el miembro afectado y acudir riipidamente a urr cenho m6dico. Con
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frecuencia,las victimas de una mordedura de s€rpiente debeien ser tlatadas con un suero
antiofidico.

En Puerto Rico se han introducido de forma ilegal especies peligrosas que pueden
causar daios se os. Algunos ciudadanos las tienen como mascotas y cuando se cansan

las liberan al medioambiente, lo que representa un peligro para la comunidad y sus

habitantes. Los vigilartes del Depaitamento de Recu$os Naturales y Ambientales han
atrapado en varias ocasiones la especie de pit6n burmesa, un tiPo de serpiente enorme
proveniente de la [ndia.

La parte expositiva concluye que es necesario e importante que el DePartamento
de Salud de Puerto Rico establezca e implante un protocolo en casos de moideduras de

especies peligrosas y tener disponible el antidoto para hatar este tipo de pacientes.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Para el estudio de la R. del S. 220, la Comisi6n de Salud del Senado solicit6
Memoriales Explicativos al Departamento de Salud, Secretaria Auxiliar de Salud
Arnbiental, Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, Adminishaci6n de
Servicios Modicos de Puerto Rico (ASEM), Asociaci6n de Hospitales, Colegio de M€dicos
Veterinados y Oficina del Procurador del Paciente (OPP).

Departamento de Salud:

El Depa{amento de Salud consult6 inicialmente la resoluci6n objeto de estudio
con el Hospital Universitado de Adultos y c6nsono con ello proveen la siguiente
informaci6n- Detalla que hay aproximadamente 600 especies de serpientes venenosas en
el mundo. Sin embargo, en Puerto Rico solamente existe una especie enddmica venenosa:
la Alsoplris o Boikenohis portoicensis. Explica que esta serpiente no es naturalmente
aglesiva y su veneno, el cual no es potente, se encuentra en su sitliva.

Segtn la informaci6n reportada por el Departamento de Salud, existen cinco (5)

casos confirmados de mordedura de esta serpiente end6mica (uno no confirmado, pero
se presume por la sintomatologia que fue provocada despu6s de la mordida) entre el 1998

y eI2007, todos ellos tratados en Salas de Emergencia, con resoluci6n de los sintomas en,
aproximadamente, ula semalra.

Reconoce que en Puerto Rico se han enconhado especies ex6ticas traidas
ilegalmente. Seflala que una de estas especies es la serpiente pit6n, la cual no es venenosa,
sino conskictora, por 1o cual un antidoto seria completamente ineficaz, ya que
inmovilizal a sus victimas mediante conitdcci6n y no mediante la inyecci6n de veneno
neurot6xico, o de oha indole.
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Sostiene el Departamento que segin la Organizaci6n Mundial de la Salud (OMS),
las mordeduras de serpiente causan, aproximadamente, entre 81,000 y 138,000 muertes
al aflo, la mayoda en paises subdesarrollados, donde existen gran variedad de especies
venenosas end€micas y donde un anddoto no es f6cil de obtener, por la debilidad de los
sistemas de salud en dichos paises.

De otra parte, el Departamento de Salud explica que seg(n informaci6n obtenida
en el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales (DRNA), se incautan miltiples
arimales venenosos, incluyendo serpientes ex6ticas. El DRNA, solamente report6 un
solo caso de mordedura de una serpiente cascabel en un espacio de miis de veinte (20)
afros. Esboza el Departamento de Salud que el pe4udicado sobrevivi6, ya que se solicit6
el antidoto, el cual fue enviado desde la Florida en transportaci6n a6rea.

Sostiene que, aunque existen antidotos poliespecificos (para varias especies de
serpiente, desarollados para regiones definidas), arin no se ha desarrollado un anhdoto
unive$al para todo tipo de serpiente venenosa. Indica que esto significa que se tendrlan
que adquirir distintos antldotos, al desconocerse qu6 especie de serpiente venenosa seria
la responsable de la mordedura. Detalla que los antidotos, como cualquier oho
medicamento, tienen fecha de expiraci6ry a pesar de que, si se conserva refrigerado, su
fecha de expiraci6n es de tres (3) anos. Recalcan que el protocolo de antidoto para
mordedura de serpiente venenosa, requiere va as dosis y en algunos casos, el costo
puede ascender a $20,000.00, dependiendo de la especie.

En rclaci6n a otros animales venenosos, con la excepci6n de las serpientes y otras
pocas especies, el Depaltamento de Salud, aclara que no existen an(dotos, sino
katamientos profilacticos. Concluye que no se debe invertir en antidotos para la
mordedura de arimales venenosos, ya que existen muy pocas probabilidades de ser
utilizados antes de su fecha de expiraci6n y, en la altemativa pueden ser obtenidos de
manera r6pida, de ser necesario.

Secretaria Auxiliar de Salud Ambiental, Laboratorio de Salud P{rblica y Biosesuridad
del Departamento de Salud:

Poste ormente, el Departamento de Salud, examin6 la resoluci6n ante la
consideraci6n de esta Comisi6n, con Ia Secretaria Auxiliar de Salud Ambiental,
Laboratorio de Salud PAblica y Bioseguridad del Departamento de Salud. C6nsono
con ello proveen una perspectiva desde la Salud Ambienta.

Detalla que, en Puerto Rico, existen solamente cuatro (4) especies de serpientes
(culebras): las culebras ciegas (Typhlops),la boa d,e Puerto Rico (Epicrates), la culebra de
jaIdil]. (Arrhytoh) y la culebra coredora de Puerto Rico (Alsopris). Sostiene que de estas

cuaho (4) especies, la Alsophis es la tnica cuya saliva es venenosa, por lo que una
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mordedura prolongada podria causar inflamaci6n u otro tipo de complicaci6n,
dependiendo de la susceptibilidad det paciente.

El Departamento seflala que, por lo general,la mordedura de la Alsopllis es tratada
con antiinllamatorios y en Puerto Rico no se han docr rentado muertes por las
mordeduras de esta especie. Aclara que la rinica forma de enconhar una especie peligrosa
en Puerto Rico es porque haya sido inhoducida a la lsla ilegalmente, segin los dispuesto
por el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales (DRNA) en el Reglamento
Nrimero 6765 de 11 de febrero de 20(N, conocido como "Reglamento para Regfu la
Conservaci6ny el Manejo de la Vida Sitvestre, las Especies Ex6ticasy la Caza en el Estado
Libre Asociado de Puerto Rico".

Explica que las mordeduras de animales son uia condici6n rcportable al
Departamento de Salud en el t6rmino de veinticuabo (24 horas), segrin 1o establecido por
el Secretario de Salud en la Orden Administrativa N(lmero 358 del Departamento de
Salud de 5 de octubre de 2016, que tuvo el efecto de enmendar la Orden Administra[va
Nlim.302 del3 dejunio de 2013, sobre el listado de enfermedades y condiciones de salud
notificables al Departamento. Por lo tanto, si un proveedor de salud atendiese una
mordedura de serpiente venenosa tendria que reportarlo diectamente a la Olicina de
Epidemiologia del Departamento de Salud, en o antes de veinticuaho (24) horas.

Manifiesta que una vez la personamordida es atendida por un proveedor de salud
y et m6dico puede determinar, basado en las caracteristicas de la mordedura, descripci6n
y/o foto del a4imal, si alguna y los sintomas presentados por el paciente, que
efectivamente fue una serpiente venenosa y la especie de la misma, este deberd hacer las

debidas gestiones para conseguir el antiveneno indicado para tratar el paciente.

Menciona el Departamento quecada pais identifica susespecies venenosas nativas
y procuia tenel los antivenenos o anhdotos para esas especies especificamente. Esto se

debe, a que estos antivenenos se preparan directamente del recogido de venenos de estas

especies en centros especializados, donde las mismas se mantienen vivas y en cautiverio.
Explica que todos los antivenenos son exhemadamente costosos por lo complicado que
rcsulta el proceso de elaboraci6n. Detalla que resulta dificultoso preservarlos para
mantenerlos viables, ademiAs todos tienen una fecha de expiraci6n po! [o que, en caso de
no utilizarlos, deben ser descartados.

Reconoce que mantener un centro de producci6n de antivenenos para todas las
especies de serpientes venenosas forineas que existen en el mundo (son m6s de 500

especies) y que podrian ser intioducidas ilegalmente a Puerto Rico no es econ6micanentc
viable. Considera que resulta a exhemadamente oneroso para el Gobiemo de Puerto
Rico comprar todos estos antivenenos y mantenerlos almacenados en Puerto Rico,
esperando a que una especie desconocida muerda a una persona.
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En cuanto al desarrollo de un protocolo para mordeduras de serpientes peligrosas,
recomiendan que se identifique una dependencia del Departamento de Salud que est6

asociada al Centro M6dico y que 6sta entidad establezca lineas de comunicaci6n directa
con distintos proveedores de anhvenenos en los Estados Unidos y otras partes del
murdo, para que si surgiese una mordedura por un animal peligroso se pueda pedir y
recibirlos de manera expedita (a€rea).

Sostiene que este protocolo debe incluir e identiJicar peGonas en Puerto Rico que
hayan sido adiestradas para identificar distintas especies de serpientes venenosas, segUn
las mordeduras inJligidas en el paciente. Indica que el personal especializado es crucial y
deberia ser el primer paso en cualquier protocolo a desarrollarse ya que no se puede
depender tnicamente de la informaci6n ofrecida por el paciente.

El Departamento de Salud manifiesta que la Divisi6n de Zoonosis de la Secretaria
Auxiliar de Salud Ambiental, Laboratorio de Salud Ptrblica y Biosegu dad, la cual es

dirigida por el Veterinario del Depaitamento de Salud, se encuentra en la meior
disposici6n de colaborar en la creaci6n de un protocolo y con el debido adieshamiento,
formar parte del mismo.

Colegio de M6dicos Vetednarios de Puerto Rico (Colesio):

El Colegio de M6dicos Veterinarios de Puerto Ri.o (Cole8io) explica que las Salas

de Emergencias de los hospitales en Estados Unidos localizadas en estados donde existen
especies de serpientes venenosas suelen tener conocimiento sobre el manejo de
envenamiento causado por las especies nativas de esos estados. Aclara que algunas
mordeduras son causadas por especies ex6ticas y el malejo de estos casos presenta
desaftos en el tratamiento debido a la falta de experiencia con estas especies y porque no
suelen tener antivenenos para especies que no son nativas. Sostiene que la rareza de estos
casos de mordeduras por especies venenosas no los hace una alta prioridad para las Salas
de Emergencias.

Explica que en Puerto Rico no existen especies de serpientes nativas venenosas y
los casos de mordeduras por serpientes venenosas son extremadamente raros. El Colegio
sostiene que, por esta raz6n, el alto costo de los antivenenos y su corta fecha de
expiraci6n, no tiene ningrin sentido almacenar estos en los hospitales locales. Reconoce
que es importante para las Salas de Emergencia que esten al tanto de la alta presencia
clandestina de estas especies peligrosas y que establezcan relaciones con cenhos de
envenenamiento regionales que los puedan asistir a obfuner antivenenos si sucediese un
caso en Puerto Rico.

Considera esencial que los hospitales en Puerto Rico tengan protocolos
establecidos antes de que un caso ocurra para prevenir un retraso en cl hatamiento. El
Colegio senala que hay recursos como el " Antioenon .hder", disponible en linea en la
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piigina cibernetica del" AnErican Associatio of Potsofi Cofittol Centers" (www.aapcc.org).
Anade que hay especialistas en reptiles en muchos zool6gicos y expertos en
envenenamiento a nivel nacional que est6n disponibles para asistir en estos casos, pero
los centros de envenenamiento regionales son quienes mejor preparados estiin para
asistir al personal de Salas de Emergencias en el maneio de cstos casos raros pero
exigentes y desafiantes.

Et Colegio indica que en casos particulares el antiveneno es el [nico antidoto
especifico para batar al paciente, el resto del hatamiento es cuidado paliativo. Detalla
que el cuidado intensivo sintomatico suele ser necesario debido a la poca familiaridad de
las Salas de Emergencias con estos casos.

Esboza que el triifico clandestino de estas especies peligrosas hace posible su
presencia en cualquier parte del mundo. Ademes, menciona que la inmensa mayofia de
los dueflos de estas serpientes son amateurs que no sahn maneiar estas especies
coffectamente y estAn en constante esgo de ser mordidos. Menciona que el gobiemo
federal no ordena la cuarentena, inspecci6n o raskeo del movimiento deespecies ex6ticas
designadas para el trefico de mascotas. Resalta que hay legislaci6n federal limitada para
regular la posesi6n de especies ex6ticas o peligrosas; menciona las siguientes:

1.) " Endangered Sryctus Acl" que estipula que es ilegal el poseer, comprar
o vender especies en peligro de extinci6n, pero no regula la posesi6n
privada de estas.

2\ " Pnblic Health Sen'ices Act" que regula el comeicio de primates no
humanos.

3) " Lncey Act" que permite al Gobiemo Federal el enjuiciar a una
persona que tenga posesi6n de un animal obtenido ilegaLnente de
un pais extraniero o de otro estado o territorio de los Estados Unidos.

El Colegio explica que no existen regulaciones federales para la posesi6n privada
de estas especies peligrosas. Sin embargo, resalta que algunos estados tienen leyes que
regulan o prohiben la posesi6n de estas. Reconoce el Colegio que aun cuando hay leyes

que rigen diferentes aspectos de Ia posesi6n de animales ex6ticos, es muy dificil, si no
imposible hacerlas cumplir.

Concluye indicando que los casos de mordeduras por especies ex6ticas venenosas

son muy raros y solo las Salas de Emergencias localizadas en estados dondc hay especies

nativas venenosas suelen almacenar anuvenenos en sus facilidades. Considera que los
hospitales locales no necesitan almacena! anhvenenos porque no hay especies de
serpientes venenosas cn nuesba fauna, adem6s de su alto costo y la corta fecha de
expiraci6n de estos.
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Reconoce que debido al fdcil acceso para obtener ura de estas especies venenosas
en el mercado clandestino a hav6s de la lntemet, es posible que en algrin momento las

Salas de Emergencias sean confrontadas con un caso de estos. El Colegio de Medicos
Vete narios recomienda que las Salas de Emergencias en Puerto Rico tengan protocolos
para el manejo de mordeduras causadas por especies venenosas y que establezcan

relaciones con cenhos de envenenamiento regionales que los puedan asistir a obtener
antivenenos de sei necesario.

Punfualizan que el tratamiento riipido de estos casos es critico para poder obtener
resultados positivos, y adem6s es crucial que lasSalas de Emergencias locales establezcan

direchices claras para maneiar estas exposiciones. Exhortan que se tenga en primer plano
la vigilancia y el control de la introducci6n de especies ex6ticas, extraias a nuestro
medioambiente, las cuales no solo amenazan la biodiversidad de nuesha fauna, sino que
tambi6n pueden causar efectos adversos sobre la salud humara, la ganaderla y hasta

nuesho patrimonio cultural.

Oficina del Procurador del Pa.iente IOPP):

La Oficina del Procurador del Paciente (OPP) entiende que la Oficina Estatal para
el Conhol de Animales (OECA), adscrita al Departamento de Salud; es la entidad con el
conocimiento y peritaje para establecer las guias para que las instituciones hospitalarias
en Puerto Rico elaboren los protocolos pertinentes para manejar sifuaciones cuando
reciban pacientes con mordeduras de animales peligrosos. Sostiene que la Asociaci6n de
Hospitales debe ser partlcipe en dicho esfuerzo, como entidad aglutinadora de los
hospitales.

OPP endosa la creaci6n de este tipo de protocolo, pues seria una medida que
pudiese tener como resultado un c(rmulo de informaci6n ritil para tomar decisiones que
garanticen un me,or cuidado a los pacientes. Explica que, desde el punto de la salud
priblica, que contai con un protocolo y el tratamiento adecuado para atender mordeduras
de animales peligrosos es de vital importancia para proveer un mejormanejo;y establecer
medidas de prevenci6n de riesgos post exposici6n para contrarrestar efectos adve$os
que pongan en mayor susceptibilidad la salud de personas expuestas. Considera que el
uso de antidotos para el manejo de mordeduras por animales peligrosos deberd estar
basado en una valoraci6n de riesgo a la exposici6n en cada sifuaci6n concreta
consider6ndose varios factores.

Menciona OPP que estos factores harrde incluir el tipo de contacto o nafuraleza de
la exposici6n, la gravedad de la exposici6n, caracteiisticas del animal agresor, el
comportamiento del animal y las cilcunstancias epidemiol6gicas en terminos de peEona
afectada, lugar y tiempo en que ocurre la mordedura. Concluye que estos factores en
coniunto deben ser considerados para ofrecer una atenci6n global de las mordeduras lo
cual trasciende el tener meramente un antidoto.
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Luego de evaluar la presente Resoluci6r! la Comisi6n de Salud del Senado concluye
que las razones por las cuales el Cenbo M€dico de Rio Piedras y otras instituciones
hospitalarias en Puerto Rico no tienen un antidoto y protocolo para hatar pacientes que han
sufrido mordeduras de especies peligrosas, recae principalmentc en el hecho de que en la
Isla no existen especies de serpientes nativas venenosas y los casos de mordeduras por
serpientes venenosas son exbemadamente mros. De la informaci6n recopilada surge que
en Puerto Rico se han introducido de forma ilegal especies peligrosas que pueden causar
se os danos, tanto al medioambiente como a la comuridad en general.

Por lo que resulta sumamente importante que el Departamento de Salud fomente las
relaciones con los cenhos de envenenamiento regionales, quienes pueden asistir a las Salas
de Emergencias en Puerto Rico a obtiener antivenenos, de ser necesario-

A tenor con los datos provishos por el Depaltamento de Salud y el Colegio de
Vete narios, actualmente no es viable ni recomendable obligar que nueshos Hospitales
almacenen antivenenos, pues estos son exhemadamente costosos. Ademas, estos
antidotos tienen fechas de expiraci6n por lo que, en caso de no utilizarlos, deben ser
descartados. Finalmente, consideramos necesario evaluar la viabilidad de que el
Departamento de Salud, mediante su Divisi6n de Zoonosis de Ia Secretarla Auxiliar de
Salud Ambiental, laborato o de Salud P(blica y Bioseguridad, colabore en la creaci6n
de un protocolo para hatar a pacientes que han suhido mordeduras de especies
peligrosas.

La Comisi6n de Salud del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci6n
de la R. del S, 220, presenta a este Alto Cuerpo Legislativo el Informe Iinal con sus
hallazgos, recomendaciones y con( lusiones.

Rcspcfu osamente sometido,

Santiago

Comisi6n de Salud

tl

CONCLUSI6N Y RECOMENDACIONES
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AL SENADO DE PUERTO NICO

Las Comisiones de Banca, Comercio y Cooperativismo; y de Gobierno del Senado
de Puerto Rico, previo estudio y an6lisis de la informaci6n requerida por la R. del S. 369,
presentan su Informe Final, conteniendo los hallazgos, conclusiones y recomendaciones
de esta Honorable Comisi6n sobte el proceso utilizado por el Departamento del Trabajo
y Recursos Humanos, a hav€s del Negociado de Seguridad de Empleo, para realizar
intervenciones en los establecimientos comerciales y el proceso utili.ado para determinar
si una persona que brinda servicios en dichos establecimientos comerciales es un
empleado o un contratista independiente.

ALCANCE DE LA MEDIDA

l-a R. del S. 359 ordena a las Comisiones de Banca, Comercio y Cooperativismo; y
de Gobierno del Senado de Puerto Rico, realizar una investigaci6n abarcadora a los fines
de evaluar el proceso utilizado por el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, a

trav6s del Negociado de Seguridad de Empleo, para realizar intervenciones en los
establecimientos comerciales y el proceso utilizado para determinar si una persona que
brinda servicios en dichos establecimientos comerciales es un empleado o un conkatista
independiente.

METODOLOGiA T'ANA T,,C. INVESTIGACIoN

En virtud de la antes mencionada Resoluci6ry las Comisiones de Banc4 Comercio
y Cooperativismo; y de Gobierno del Senado de Puerto Rico, realizaron numerosos
requerimientos de iniormaci6n al Negociado de Seguridad en el Empleo y la
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Procuradurla del Trabajo, ambas oficinas adscritas al Departamento del Trabajo y
Recursos Humanos (DTRH). Sin embargo, las mismas, a pesar de los numerosos intentos,
no fuexon contestadas. Asi mismo estas Honorables Comisiones entrevistaron varios
conhatistas que han enfrentado problemas con el proceso del Negociado y se hizo una
evaluaci6n de Ia Ley Nrim. 74 de 2'1. de junio de 1956, segrln enmendada, mejor conocida
como "Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico" y de la l-ey 4.2077, mejor conocida
como "Ley de Transformaci6n y Flexibilidad Laboral".

De las narraciones que ciudadanos hicieron a estas Comisiones surge que existen
dueflos de espacios comerciales que se limitan a alquilar un espacio a un profesional
relacionado con su campo para que este pueda trabajar en el lugar a cambio de una renta
mensual fiia. Como parte del contrato se establece que la persona no es empleada sino
contratista independiente y que su relaci6n con ese dueflo es fnicamente el alquiler de
ese espacio para ejercer su trabajo.

Alegan estos trabajadores que el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos
del Gobiemo de Puerto Rico, como parte del Programa de Intervenciones de Cuenta del
Negoeiado de Seguridad de Empleo ha estado realizando intervenciones en los libros y
expedientes de contabilidad de distintos establecimientos comerciales, cuestionando a los
duefros del local sobre los procesos y ganancias de esos trabajadores a los que solo
alquilan un espacio y que no son sus empleados.

Esto ha provocado que enfrenten procesos y complicaciones debido a que no hay
la agencia no reconoce esos trabajadores como contratistas independientes sino como
empleados a pesar que el acuerdo conkactual enhe ias partes no es a esos fines.

El Negociado de Seguridad en el Empleo no respondi6 al requerimiento de estas
Comisiones sobre el proceso que siguen en las intervenciones ni las consideraciones que
toman en cuenta. No obstante, de la revisi6n de la Ley Nl1m. 74 de 2L de junio de 1956,
segrln enmendada, mejor conocida como "Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico"
y delaLey 4-2017, mejor conocida como "Ley de Transformaci6n y Flexibilidad Laboral",
surge que ninguna de las dos dispone claramente c6mo seren considerados estos
trabajadores, por lo que es comprensible que haya confusi6n sobre los mismos,

La Ley Ntm. 74 de 21, de junio de 1956, se$ln enrnendada, mejor conocida como
"Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico", dispone que el Negociado haga
intervenciones para asegurar que los comercios cumplan con lo dGpuesto por la Ley. Sin
embargo, no establece e1 alcance de las mismas con relaci6n a estos trabajadores y su
relaci6n contracfual con el duefio del local en ei que eiercen funciones.

HALLAZGOS



.S'
"(t'y'3v

SlColrrisiones de Bilnca, Comercio ! C o o p c r a I i v i s rn o ; y de Gohieroo
Serrado de Puerto Ri(o
IrrIornre Final sobrc la ll . r'l q'l S, 369

Por su parte, la l.ey 4-2O17, meior conocida como "Ley de Transformaci6n y
Flexibilidad Laboral" aunque no hace referencia a intervenciones/ como se procederd en
las mismas ni su alcance, si establece claramente 1o que es un empleado y 10 que es un
conkatista independiente, fijando incluso responsabilidades para este 6ltimo.

Asl las cosas, vemos que en el Articulo 3.14 y el Articulo 4.14 de la Ley 4-2017 se

define como "empleado" a "...toda persona natural que trabaje para un patrono y que
reciba compensaci6n por sus servicios. No incluye a contratistas independientes. asi
como tampoco a los oficiales u organizadores de uniones obreras cuando actfen como
tales..."

Igualmente, el ArHculo 2.3 de la Ley 4.2077 establece lo que ser6 el Contratista
Independiente. Estableciendo que " [e] xistir6 una presunci6n inconlrovertible de que una
persona es conkatista independiente si: (a) posee o ha solicitado un ndmero de
identificaci6n patronal o lmero de seguro social patronal; (b) ha radicado planillas de
contribuciones sobre ingresos reclamando tener negocio propio; (c) la relaci6n se ha
establecido mediante contrato escrito; (d) se le ha requerido contractualmente tener las
licencias o permisos requeridos por el gobierno para operar su negocio y cualquier
licencia u autorizaci6n requerida por ley para prestar los servicios acordados; y (e)

cumple con hes (3) o mas de los siguientes criterios: (1) Mantiene control y discreci6n
sobre la manera en que realizar6 ios trabajos acordados, excepto por el ejercicio del
conkol necesario por parte del principal para asegurar el cumplimiento con cualquier
obligaci6n legal o contractual. (2) Mantiene control sobre el momento en que se rcalizat5
el trabajo acordado, a menos que exista un acuerdo con el principal sobre el itinerario
para completar los trabajos acordados, parimetros sobre los horarios para realizar los
trabajos, y en los casos de adiestramiento, el momento en que el adiestramiento se

rcahzad. (3) No se le requiere kabajar de manera exclusiva para el principal, a menos
que alguna ley prohlba que preste servicios a m6s de un principal o el acuerdo de
exclusividad es por un tiempo limitado; (4) Tiene libertad para contratar empleados para
asistir en la prestaci6n de los servicios acordados; (5) Ha realizado una inversi6n en su
negocio para prestar los servicios acordados, incluyendo entre otros: (i) la compra o
alquiler de herramientas, equipo o materiales; (ii) la obtencidn de una licencia o permiso
del principal para acceder al lugar de trabajo del principal para realizar el trabajo
acordado; y (iii) alquilar un espacio o equipo de trabajo del principal para poder
realizar el kabajo acordado. . .." [6nfasis de estas Comiaiones]

Como puede verse quda establecido corno uno de los requisitos para ser
considerado contratista independiente el que el habajador invierta alquilando un espacio
o equipo para realizar su labor.

Ciertamente hay diferencias entre ambos estatutos sobre los requisitos que debe
cumplir un trabajador para ser considerado conkatista independiente. Dicha
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discrepancia da paso a la conJusi6n durante las intervenciones del Departamento del
Trabajo en estos negocios.

RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES

Las Comisiones de Banc4 Comercio y Cooperativismo; y de Gobierno del Senado
de Puerto Rico entienden luego de analizadas las alegaciones de ciudadanos trabajadores
y verilicar Io dispuesto en la Ley Ntm. 74 de 21 de junio de 1.956, segnn enmendada,
mejor conocida como "Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico" y de la I*y 4-2017,
mejor conocida como "Ley de Transformaci6n y Flexibilidad Laboral" que es necesario
definir claramente el alcance de un empleado y de un contratista independiente a fin de
evitar que choquen interpretaciones de la Ley o que las intervenciones que realiza e1

Negociado de Seguridad en e1 Empleo provoquen confusi6n y situaciones con los dueflos
de negocios.

Asi las cosas, las Comisiones de Banca, Comercio y Cooperativismo; y de Gobierno
del Senado de Puerto Rico recomiendan:

L. Ordenar a travEs de una Resoluci6n Conjunta del Senado al Departamento del
Trabajo a revisar los reglamentos y protocolos establecidos para las
intervenciones por parte del Negociado de Seguridad en el Empleo o cualquier
otra oficina de la agencia a los fines de establecer claramente quien ser6
considerado empleado y quien ser6 considerado contratista independiente.

2. Trabajar enmiendas a la Ley Nrim. 74 de 21 de junio de 1956, segrln
enmendada, mejor conocida como "Ley de Seguridad de Empleo de Puerto
Rico" y de la Ley 4-2A17, melor conocida como "Ley de Transformaci6n y
Flexibiiidad Laboral" a los fines de definir claramente la diferencia entre ambos
tipos de trabajador; y que sean consistentes ambos estatutos en 1o que dhponen
con relaci6n a los conkatistas privados,

A tenor con lo antes expue$to, las Comisiones de Banca, Comercio y
Cooperativismo; y de Gobiemo del Senado de Puerto Rico, recomiendan a este Honorable
Alto Cuerpo dar por concluida la investigaci6n ordenada en
presentan este Informe Finai con sus hallazgos, conclusiones

. del S.369, y

Respefu osamente sometido,

Carloa )
Eric Correa Rivera
Presidente
Comisi6n de Banca,
Comercio y Cooperativismo
Senado de Puerto Rico
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SEGTINDO INFORMEFINAL

SOBRE LA R. DEL S.859

AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Salud y la Comisi6n Conjunta para las Alianzas Publico Privadas

de la Asamblea legislativa, previo estudio y consideraci6n de la Resoluci6n del Senado

859. presenta a este Honorable Cuerpo Legislativo el Informe Final con sus hallazgos,

conclusiones y recomendaciones

ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resoluci6n del Senado 859, ordena a la Comisi6n de Salud del Senado de Puerto
Rico y a la Comisi6n Conjunta para las Alianzas Pdblico Privadas de la Asamblea
Legislativa tealizar una investigaci6n con el prop6sito de auscultar la viabilidad de
establecer un Sistema de Servicios Hospitalarios basado en un Modelo HolGtico para la
Comunidad Geri6trica en Puerto Rico mediante el modelo de Alianza Pfblico Privada.

Establece Ia Exposici6n de Motivos de la Resoluci6n ante nuestra consideraci6n
que durante la rlltima d6cada-Puerto Rico ha estado sumado en una compleja y
prolongada crisis econ6mica. Esto, junto a la crisis fiscal gubemamentaf ha
desencadenado una serie de cambios demogr6ficos entre los que se incluyen: migraci6n,
disminuci6n en nacimientos y aumento en la mediana de edad.

Sostiene ademds la Resoluci6n que el 17 de septiembre de 20L7, elU.S. Census

Burwu, inform6 que, actualiz6 sus proyecciones demogt6ficas de Puerto Rico. La
actualizaci6n es la m6s reciente desde el afro 2013 y tom6 en coruideraci6n los
componentes demogrdficog tales como los nacimientos y las defunciones, hasta el aflo

I
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2015. Como la entidad lider de la Red stafe Data centet del Ll.s. cmsus Bureau qrPtrcrto

iico, el Instituto de Estad,futicas de Puerto Rico present6 la actualizaci6n de la proyecci6n

poblacional que contiene la siguiente informaei6n:

1. La poblaci6n de Puerto Rico se proyecta que ser6 menos de tres miUones de

p"r.or,u, (2,g8O,SgZ personas) para el affo 2025' En su proyecci6n anterior' esto

ieb{a ser para el ano 2050. Sin embargo, para el afto 2050, la proyecci6n nueva es

de tan solo dos millones de personas (2,089192 personas) en Puerto Rico'

2. Las proyecciones actualizaaas son consistentes con los datos preliminares del

ne#stro Demogrdfico, los cuales apuntan a que el nrlmero de defunciones

sobrepas6 los nacimientos durante el aflo 2015.

3. En el nuevo escenario, se asume que la ola migratoria achral continuar6 hasta el

20?5, para cuando se estima que solamente un aproximado de 25,000 Personas
emigrar6n desde Puerto Rico en t6rminos netos.

a. La piramide poblacional resume el envejecimiento poblacional de Puerto Rico

hasta el aflo 2050 mostrando una base estrecha.

(:1

Wff
Proyecci6n de poblaci6n de Puerto Ricol 2017'2025

2017 2018 2019 20ZO 2021 2022 2023 2024

Flante: u.S.Ca,liJr Burlru I lntarnrtlonal P,o:rrlmt I lnn.aitlolrr, DaE Srra Ravir.dJuly 25,20tr7.
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Las imagenes previamente mostradas presmtan un pnnor.rma ileno de retos

sociales, econ;micos y de politica p(blica. Por otro lado, eI pasado 21 de junio de 2018 el

Lrstituto de Estadisticas public6 los estimados pobiacionales m6s recientes para Puerto

Rico provenientes del u.s. census Bureau. En el mismo eonduyen que la poblaci6n de 55

affos t mds iguala a La poblaci6n menor de 18 aflos. Estimados poblacionales de la oficina

del censo federal indican que dos de cada diez habitantes en Puerto Rico tenian 65 afros

o m6s, similar raz6n por cada diez habitantes menofes de 18 affos. A continuaci6rl
infornaci6n m6s detallada sobre los datos provistos por el censo:

1. Al Lero de julio de afro 20121a poblaci6n igual o mayor a 65 aflos de edad en

Puerto Rico igual6 la poblaci6n menor a 18 afios de edad. En tErminos
proporcionales, cada uno de estos grupos por separado comprendi6 trn 20 por
ciento de la poblaci6n. El restante 60 por ciento de la poblaci6n se encontraba entre
las edades de 18 a 64 affos de edad.

2. Enhe los afros 2010 y 2017,Ia poblaci6n menor a 1.8 afros de edad mengu6 de 24%

a 20% mientras que la poblaci6n igual o mayor a 65 afros de edad se ampli6 de
15%a20%.

3. En el aflo 2117 ,la ruz6n por sexo en Pue*o Rico fue de 90 hombres por cada 100

mujeres. A nivel municipaf ia distribuci6n geogifrca del indicador mosffi ser

menor en Carolina, San Juan, Hormigueros, Arroyo, Caguas y Loiza oscilando
enhe 83 a 86 hombres por cada 100 mujeres. Por otro lado, de los 13 municipios
que tuvieron mayor equivalencia entre cantidad de hombres y mujeres 9 de estos

se encuentra en la regi6n central.
4. La mediana de edad de la poblaci6n en Puerto Rico aument6 a 41.6 afros en el 2017

luego de estar en 40.8 aflos de edad en el ario previo, indicando tener una
poblaci6n m6s longeva.

5. los cuatro municipios con mediana de edad mayor fueron: Hormigueros, Rinc6n,
Vieques y Lajas. De otra parte, se encont6 con mediana de edad menor los
municipios de Barranquitas, Naguabo, Juncos y Jayuya.

PoEentaje de pobla.i6o m€nor a 18 sfios y de 55 ahos de odad o mis,
Pueno Ricor 201G17

24%

36

25t
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Nuestra cambiante realidad demogtifica nos emplaza a tomar medidas responsivas

respecto a la presente poblaci6n de edad avanzada y Pleventivas ante el cecimiento

proyectado en la mediana de edad. Al presente, aun cuando reconocemos Ia existencia

de salas y departamentos que se enfocan en atender a la poblaci6n de edad avanzada en

las instituciones hospitalarias, no edste una instituci6n especialiada (nicamente en el
cuidado de esta poblaci6n. En los Estados Unidos existen hospitales, clinicas y centros

m€dicos especializados en esta poblaci6n. Algunos de estos lo son:

1. ]ohns Hopkins Hospital (Baltimore, MD)
El Departamento de Geriatrla y Gerontologia ofrece servicios de atenci6n primaria
(que incluyen un programa de continencia, Centro de Tratamiento de Memoria y
Alzheimer y centro metab6lico 6seo), un Elder House Call Program y una gama
completa de servicios de atenci6n para pacientes intemados. Los enfoques
especiales incluyen fracturas de cadera, psiquiatria m6dica y rehabilitaci6n.

a.-..')

mff
2, Mount Sinai Medical Center (New York, NY)
El Departamento de Geriatria y Medicina Paliativa de Mount Sinai ofrece muchos
servicios innovadores; incluida la atenci6n m6dica ambulatoria m6vil para
personas mayores, que ayuda a coordinar ia atenci6n de pacientes de edad
avanzada en el hospital y cuando regresan a casa, y el programa de m6dicos
visitantes, que ofrece visitas domiciliarias para pacientes. El hospital est6 afiliado
a un centro de enfermeria de ensefianza con 1300 camas y servicios de cuidado a
largo plazo.

3. Ronald Reagan UCLA Medical Center (Los Angeles, CA)
Los mr4dicos de la Divisi6n de Geriatria de UCLA se especializan en todas las
afecciones de salud que atormentan a pacientes de edad avanzada y brindan
atenci6n tanto para pacimtes internados como para pacientes ambulatorios en
varios lugares de la ciudad. Esta instalaci6n tambi6n tiene un piso geririkico
dedicado en el Centro M6dico de la UCLA, Santa M6nica, asi como residencias de
ancianos en el Oeste de Los Angeles y Santa M6nica.

4. Cleveland Oinic (Clevelan4 OH)
Enke los seryicios especiales que ohecen los geriatras de la Clinica Cleveland para
pacientes con demencia se encuentra la Cllnica de1 Envejecimiento Cerebraf que
rerine a un equipo de especialistas para evaluar las funciones mentales.

5. Hospital for Special Surgery (New York, NY)
El Hospital for Special Surgery estd dedicado a la ortopedia, la reumatologia y Ia
rehabilitaci6ry ademds de ser muy conocido por sus tasas extremadamente bajas
de infecci6n.

6. UPMC-University of Pitteburgh Mefical Center (Pittsburgh, pA)
Las caracteristicas especiales de la atenci6n geridtrica en UpMC incluyen su
Clinica de Envejecimiento.

l
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A1 plantearse la necesidad de un centro geririkico para atender la poblaci6n de

personas de edad avanzada, no debemos de perder de perspectiva las estadisticas que

indican et preocupante estado de vulnerabilidad en el cual se encuentra esta poblaci6n.

Esto no se limita rinicamente a su estado econ6mico, sino tambi6n a su estado de salud y
aI acceso a los servicios m6dicos.

UK

En el aspecto econ6mico, un informe del Departamento del Trabajo de Puerto Rico

indica que, para el mes de junio de 2018,44,000 personas de 65 aflos o m6s estaban

empleadas en Puerto Rico. De forma similar, se inform6 una tasa de participaci6n laboral
de 7% para esta poblaci6n. Un dato revelador 1o es el que indica que 51'9,000 personas de
este segmento poblacionai estaban fuera del grupo trabajador.l Respecto de la situaci6n
econ6mica de las personas de edad avxuada, un informe del Negociado del Censo de
los Estados Unidos (U.S. Cmsus Bureau,2012) estim6 que cerca del 40% de las personas
de edad avanzada en Puerto Rico tenla ingresos que los colocaban bajo los umbrales de
la pobreza. Esta cifra, segrin estimados ofrecidos por la Asociaci6n Americana de
Personas Retiradas (AARP), resulta ser 31% mds alta que el porciento de las personas de
edad avanzada bajo los umbrales de la pobreza en los EE.tIU. continentales, cuya cifra
era de 9o/o.2

Asimismo, los hogares de las personas de edad avanzada que se han acogido al
retiro o jubilaci6n tuvierorL segrin los estimados del Negociado del Censo, un salario
promedio en el 2012 de $74,077 d6lares en comparaci6n con la pobLaci6n general, cuyo
promedio fue de $30,270. De forma similar, esta publicaci6n estim6 que el promedio de
ingresos anuales por beneficios de Seguro Social en los hogares en Puerto Rico fue de
$11,384 d6lares. Igualmente, el beneficio promedio por el Seguro Social Suplementario
en el pafu fue de $7,701. d6lares anuales (U.5. Census Bureau,20L2), Aqrticonviene aclarar
que, segin un informe del Procurador de Personas Pensionadas y de ia Tercera Edad en
Puerto Rico, pa ra eI2009,458,866 personas reciblan beneficios del Seguro Social en Puerto
Rico. Como se puede apreciar, el promedio de las personas de edad avanzada en Puerto
Rico tiene trnos ingresos muy bajos y en muchas ocasiones por debajo de la linea de la
pobreza.3

I Empleo y Desampleo en Puerto Rico: Encuesta del Grupo Trabajador. Departamento del Tlabajo y Recursos
Humanos de Puerto Rico. (unio, 2018). P{gina 12.
2 Hem6n A. Vera, Aoilisis de la Situacidn de los Aduhos Mayores cr Pucrto Rico- Cluadernos e Investigaci6n Social
y Econ6mica, PUCPR (diciembre,2014). P6gina 19.
x Id.P ginaz}.

Paralelamente, un informe del Proorrador de Personas Pensionadas y de la Tercera
Edad de Puerto Rico citando al Negociado del Censo de los Estados Unidos en el que se
investigaban todas las fuentes de ingteso de las personas mayores de 50 aflos en Puerto
Rico, establece que el 84% de las personas mayores de 60 afros recibia ingresos del Seguro
Social, el 27.5Yo rcabia ingresos de sus planes de retiro, el 38% recibia beneficios del
Programa de Asistencia Nutricional, el 7T. resbia fondos de programas de Asistmcia
Priblica y el 0.7% recibia transferencias del Seguro Social Suplementario. N6tese que los
porcentajes anteriormente presentados exceden el 100% ya que las personas de edad
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avanzada indicaron todas las fuentes de ingreso que tenian, por 1o que hay duplicidad m
algunas de ellas.a

Es imperativo mencionar que las recientes reformas de los sistemas de retiro o
jubilaci6n en Puerto Rico es otra de las variables que pudiera afectar la situaci6n de las

personas de edad avanzada en los pr6ximos afios. Igualmente, hay que prmtualizar que,

por raz6n de la crisis econ6mica y fiscal que vive la Isla,la "red de seguridad" (safety net)

(ue proveian algunos programas estatales para los adultos mayores en sifuaciones de

desventaja econ6mica y social cada dla est6 menos Plesente en la vida de las personas de

edad avanzada, debido a la reducci6n o eliminaci6n de dichos programas de apoyo.

Por otro lado, el mayor impacto social y probablemente econ6mico de las personas

de edad avanzada se desprende de los cambios en el estado de salud. Asi las cosas, es

menester tener un marco referencial de donde se encuentra la salud de nuestra poblaci6n
de edad avanzada.

Como se desprende f6cilmente de la tabla anteriormente presentada, en t6rminos
generales, las personas de edad avanzada de 50 affos en Puerto Rico tienden a tener unos
niveles porcentuales mds altos de enlermedades pemiciosas que esta misma poblaci6n
en los Estados Unidos. Asimismo, y aunque la canfidad de personas registradas en
planes de cuidado dirigido de Medicare son similares, existe un rLayor nfmero de
personas que no acude al m6dico por el costo que esto implica. Se ffiere que esta

u6
Adultos con salud "mala" o
"regtular" (2010)

52.6% 23.40/"

Prevalencia de alta presi6n
arterial (2009)

59.TYo 49.^t%

71.2%Adultos con sobrepeso u
obesidad (2010)

68.3Y.

26.0%Adultos con diabetes (20L0) 16.9%

fumanAdultos que
cigarrillos (2010)

8.2% t3.7%

Adultos cuya salud mental
no fue buena en miis de una
ocasi6n en un mes (2010)

'14.20/o t2.60/o

Adultos (50 afios o m6s)
que no visitaron al doctor
por el costo (2010)

17.0%

Personas registradas en un
seguro de cuidado dirigido
de Medicare

71.6% 71,5%

1Id.P6'giaa2l.
i

10.1o/.
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realidad, pudiera estar relacionada con la mayor cantidad de las personas de edad

avanzada en condiciones de pobreza en Puerto Rico, la cuai es mayor a la de los Estados

Unidos.s Aun cuando para el aflo 2013, Ia primera de las doce causas de muertes en

Puerto Rico fue cdncer (5,2L9)6, el primero de nueve diagn6sticos facturados como

diagrr6stico principal 1o fue la Hipertmsi6n (26%) de un total de 2342,005 pacientes,
quienes fueron tratados bajo esas nueve condiciones. Referente a las facturaciones, el pico
de las mismas a los planes m6dicos era entre las edades de 65 a 69 aflos.7

Oho aspecto de gran importancia dentro del campo de la salud de las personas de
edad avanzada es la salud mentil.Delos M,742 casos de demencia, 39,8t14 (90%) fueron
personas de 65 aflos o mds. El 1.0% restante son casos de comienzo tempruno (early on set).

Se observa tambidn que 65% de los casos de demencia son mujeres y 35% son hombres.
Asimismo, se estima que para eI2015 habia, por lo menos, 60,220 casos de demencia entre
las personas de edad avanzada de 65 aflos en Puerto Rico. En este particular es imperativo
destacar que, de los 44,272 casos de demencia en la base de datos de las aseguradoras,
32303 (72.96%) son casos de Alzheimer.E El informe de la "Salud en Puerto Rico" del
Departamento de Salud (2015) reafirma la vulnerabilidad en que se encuentra la
poblaci6n de edad avanzada en Puerto Rico, arguyendo lo sigu.iente:

"De las perconas de 65 afios o mds m Puerto Rico, mis del 56% son
mujues, m,is del40% rtioebajo el nioel de la pobran, casi el50% repo*a
por lo menos una discapacidad,9S,4% no se encuentra en lafiurmlaborul,
apenas 30.7% recibe iagresos de pensionzs y muchos reciben muy poco

dinero de su Seguro Social; ailemds, tru6s del 50% no atd casado,lo Eu
significa que no timm el apoyo ile un chnyuge para su cuidado o apoyo

OD. Mns del 40% tiene por lo mmos una enfameilad cr6nica (6). Los
casos de abuso flsico, emocional y finntciero uila d{a son truds ftecumtes
en ntesfua sociedad, Por estas ramnes, todas nuestras personas de edad
aaanzada necesitan proteccbflcs especiales para asegura es una oejez
d.igna a pemr de sus limitacioncs econdtnicas, funciontles y de solud."e

Ante este escenario, resulta necesario que en Puerto Rico se establezcan uno o mds
hospitales geri6tricos. Un estudio preparado por la Asociaci6n de Exempleados Socios
de la Asociaci6n de Empleados del Estado Libre Asociado presenta la necesidad que
eiste para el establecimiento de hospitales exclusivos para personas de 50 afros o
mds. Aunque en la Isla existen m6dicos especialistas en geriatria y centros que atienden
a esta poblaci6n, las personas de edad avanzada no cuentan con hospitales exclusivos y
especializados.

Los hospitales suelen actuar como un impoFtante punto de enloque para la
recepci6n de servicios m6dicos-sociales para la poblaci6n anciana enfurma. El desarrollo
de una orientaci6n m6s humana con 6nfasis en la recuperaci6n funcional, menos

5 AARP Public Policy hstitute. (2012), p6gha 107.
6 Informe de la Salud en Puerto Rico. Departametrto de Salud dc Puerto Rico. (2015). Pdgina 41.
? Id. P6gina 100.
I Id. Pdginas 153-154.
e Id, P1linas !57 .
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tecnificada hacia sus pacientes intemos, con tratamiento por un equipo geriiitrico
multidisciplinario, es una innovaci6n bien recibida. La salud de las personas de la Tercera
Edad exige un enfoque intersectorial guiado por instrumentos normativos y juridicos,
fundamentados en la investigaci6n y apoyado en recursos humanos competentes y
seryicios de salud sensibles a sus necesidades especificas.

Tomando en consideraci5n 1o anterior, este Senado entiende que es meritorio
r€alizss una investigaci6n para determinar si es viable el establecimimto de un Sistema
de Servicios Hospitalarios basado en un Modelo Hollstico para la Comunidad Geriiitrica
en Puerto Rico. Es de conocimiento p(blico la pobre situaci6n econ6mica m la que se

encuentra el Gobierno de Puerto Rjco. Recientemente, se ha dado una amplia discusi6n
sobre la inversi6n prlblica en centros de salud. Un ejemplo de esto es el conocido Centro
Comprensivo de C6ncer. La discusi6n sobre la enorme inversi6n priblica y poco
rendimiento de esta han llevado a repensar la forma en que se invierten los fondos
priblicos y en nuevas formas de financiamiento para proyectos que, indudablemente, son
loables y necesarios.

Asi las cosas, la brisqueda de inversi6n privada para este tipo de proyectos ha
tomado auge. Siguiendo esta pradica, el Gobiemo de Puerto Rico apr ob6lal*y 29-2009 ,
segrln enmendada, conocida como "l.ey de Alianzas Prlblico Privadas". El Articulo 22 de
Ia l,ey dispone, entre otras cosas, que:

"la Comisi1n Conjunta tewlrd ju*dicci6n para: (a) exatnincr,
inoestigal eoalum y estudiar toilo lo concemieflte abs Alianzas Piblico
Pioadas, incluymdo, pero sin limitarse a lo dispuesto m el Arl{calo
g(bXii); (b) eoaluer y recomendar aulquier proVuceta ilc Alianza
Piblico Pioaila que no eetd contemplaila dentro ile los Ptoyectos
Prioritaioe estableciilos en el Aiiculo 3 de esta Ley; (c) recomend,cr
el uso ile fondos del Eonlo Gmerol, segin dispuesto m el Articulo 77 (d)
de esta by, m yo uso hard Ia recomendaci n a las Comisiones con
juisdiccidn sobre asuntos pruupuestaios ile ambas Amaras
Legislathns; cwlquier otrd fimci1l asignada mediante Resoluciin
Concltffeflte; .y rl) dispwti€ndose, ademds, que, m aras de proteger el
inter4s ptlblico, cada tres (3) aflu la Comisi1n Conjunta pam las Alianus
Priblico Priodilw roisa.fi la necesidad y conaenimcia de esta Ley,
rindiendo un inJorme al Gobernador o Gobertudora y a los Cuerpos
Legislatioos." (Enfasis nuatro).

En vista de 1o anterior se concluye que la comisi6n de salud del senado de puerto
Rico y la Comisi6n Conjunta para las Alianzas priblico privadas de la Asamblea
Legislativa deben realizar una investigaci6n con el prop6sito de auscultar la viabilidad
de establecer un sistema de sewicios Hospitalarios 6asido en un Modelo i{olistico para
la Comunidad Geridtrica en Puerto Rico mediante el modelo de Aliarua pdblico privada.

Para el estudio de la R, del s. 859, la comisi6n de salud solicito Memoriales
Explicativos a la oficina del Procurador de Edad Avanzada, al Departamento de salud,

illtfi
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a la Asociaci6n de Hospitales de Puerto Rico, a la Oficina de Gerencia y Presupuesto y al
Programa de Geriatria.

Departamento de Salud:

El Sr. Rafael Rodrlguez Mercado, MD, FAANS, FACS, Exsecretario del
Departamento de Salud, en el Memorial Explicativo sometido a esta Comisi6rL nos
informa que luego de revisar el contenido de 1a Resoluci6n del Senado 859 y contar con
el insumo del Programa de Geriatrla adscrito al Departamento de Salud, exPresan que/
el Programa de Geriakia, bajo su visi6n y misi6n, busca promover proyectos basados en
Ia evidencia que mejoren ia calidad de vida de la poblaci6n general.

Por tanto/ eI Departamento, endosa un proyecto que se alinee al modelo que
promueven, y que asimismo promueven diferentes organismos a nivel intemacional
" Age-friendly Health Systems",

Ademds, nos informan que en la actualidad el Programa de Geriatria, a trav6s de
la Organizaci6n Mundial de la Salud en Puerto Rico (OMS/OPS) participa de la Red
Latinoamericana de Ciudades Amigables para los Adultos Mayores. Esta red incorpora
todos los pafses miembros con eI fin de diseminar estrategias implementadas de los
dilerentes paises. La OMS/OPS busca promover a trav6s de politicas ptiblicas que los
paises miembros se muevan a incorporar el modelo de ciudades amigables con los
adultos mayores, a nivel nacional, pero tambi6n incluyendo los sistemas de salud. En el
pasado aflo 2018, tuvieron la oportunidad de participar de la apertura de un Centro
Diumo para Adultos Mayores y r:n Centro Geridtrico Hospitalario en la ciudad de
Guadalajara, M6xico. Estas estrategias fueron exitosas, ya que incorporaron la
participaci6n ciudadana junto a los profesionales de la salud. Por su parte, ia Oficina
Regionai de Asesoria de Asuntos en Envejecimiento de Ia OPS/OMS, estuvo dando
consultoria en este proceso, y achtaltnente colabora con el Programa de Geriatria del
Departamento de Salud de Puerto Rico, por 1o que se comprometen a colaborar.

La Asociaci6n Americana de Hospitales en colaboraci6n con el Instifuto de
Meioramiento para el Cuidado de la Salud (IHI, por sus siglas en ingl6s) desarroll6 el
modelo " Ag*{rimdly Health Systems". Este modelo estd basado en cuatro componentes
que buscan mejorar los resultados y disminuir los costos en la atenci6n m6dica del adulto
mayor. Se ha implementado en diferentes escenarios ahededor de los Estados Unidos de
Am6rica, y estd sustentado en la evaluaci6n de resultados para medir efectividad.

El Programa de Geriatrla endosa la colaboraci6n de agencias prlblicas y privadas
para implementar un modelo de atenci6n de salud dirigido a los adultos mayores. No
obstante, recomiendan 1o siguiente:

1. Realizar un proyecto piloto en colaboraci6n con hospitales, con un mdximo de tres
escenarios. Se pudiera realizar en colaboraci6n con la Asociaci6n de HosPitales de
Puerto Rico. Si los resultados fueran favorables se pudiera extender.

tluff
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2. Implementar el modelo de evaluaci6n del Centus for Dbease Control and Preuention
(CDC por sus siglas en ingl6s) para medir resultados y efectividad de las

estrategias que se desean realizat.
3. Realizar un estudio de necesidades de los hospitales que se induirdn en el

proyecto piioto, incluyendo profesionales, adultos mayores y sus cuidadores.
4. Incolporar al Departamento de Salud y la Oficina de Coordinaci6n de la

OMS/OPS en Puerto Rico en ia capacitaci6n del modelo de " Age-fricndly Health
Systems" en el escenario donde se implemente el proyecto.

5. Desarrollar un gupo de trabajo que incorpore las agencias que habajen
directamente con los adrdtos mayores:
a. Oficina para la Procuradora de Personas de Edad Avanzada;
b. Departamento de la Familia;
c. AARP;
d. Programa de Geriatria del Departamento de Salud; y la
e. Oficina de OPS/OMS en Puerto Rico.

oficina Procurador de Edad Avanzada:

La Oficina del Procurador de Edad Avanzada, someti6 Memorial Explicativo,
suscrito por su Procuradora, Carmen D. S6nchez Salgado, Ph.D. En este, nos expresan

coincidir con la interpretaci6n incluida en la Exposici6n de Motivos de la R. del S. 859, en
cuanto al incremento mundial en los grupos poblacionales de edades maduras y
longevas. Nuestra Isla no est6 ajena al proceso de enveiecimiento de la poblaci6n que se

est6 verfficando mundialmente. Conforme al Perfil Demogrdfico de la Poblaci6n de Edad
Avanzada: Puerto Rico y El Mundo, elaborado este aflo 2019 por nuestra Agencia, en
comparaci6n con 228 paises, Puerto Rico ocupa la posici6n nfmerc 14, con tn26.7 Yo de
su poblaci6n constifuida por personas de 50 aflos o miis. Esto en comparaci6n con los
datos de este mismo estudio para e1 afro 2016 nos presenta un incremento de mris de un
3% en la pobiaci6n de edad avanzada en tan solo tres anos. Segdn el U.S. Ccnsus Bureau,
que actualiz6 sus proyecciones demogrdficas de Puerto Rico a septiembre de 20L7,la
poblaci6n de Puerto Rico serd menos de tres millones, de personas (2,980,532 personas)
para el afio 2025. En su proyecci6n anterior, esto debia ser p,ra el affo 2050, Para el aflo
2050, la proyecci6n nueva es de tan solo dos millones de personas (2,089192 personas) en
Puerto Rico.

Por otro lado, para el 21 de junio de 2018, el kutituto de Estadisticas public6 los
estimados poblacionales mds recientes para Puerto Rico proveniente s del U.S. Cmsus
Bureau. En el mismo concluyen que ia poblaci6n de 65 aflos o mds iguala a la poblaci6n
menor de 1.8 afios. Entre los aflos 2010 y 2017 la poblaci6n menor a 18 afros de edad
mengu6 de 24ok a 20% mientras que la poblaci6n igual o mayor a 65 afios de edad se'
ampt6 de 15% a 20%. La mediana de edad de la poblaci6n en Puerto Rico aument6 a 41.6
afios en el 20L7 luego de estar en 40.8 arlos en el aflo previo indicando tmer una poblaci6n
m6s longeva. Asimismo, nos mmcionan que, tras el paso del Huracdn Marla ocurrido en
el mes de septiembre Qel 2077, ocurri6 una migraci6n masiva de personas en edades
productivas hacia los Estados Unidos. Este evento migratorio tendri un impacto en el
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aumento de la proporci6n de personas mayores de 50 affos en Puerto Rico, dado que la
migraci6n es una de las variables que impacta el crecimiento de la poblaci6n de edad

avanzada,

Las estadisticas tambidn indican el preocuPante estado de vulnerabilidad en el
cual se encuentra esta poblaci6n. Esto no se limita tinicamente a su estado econ6mico,
sino tambi6n a su estado de salud y al acceso a los servicios m6dicos. Informes del
Negociado del Censo de los Estados Unidos (Cezszs Bureau,20L2) estim6 que cerca del
40% de las personas de edad avanzada en Puerto Rico tenia ingresos que los colocaban
bajo los umbrales de la pobreza, Esta cifr4 seg(n estimados ofrecidos por la Asociaci6n
Americana de Personas Retiradas (AARP), resulta ser 31% m6s alta que el porciento de
las personas de edad avanzada bajo los umbrales de la pobreza en los EE.UU.
continentales, cuya cifra era de 9'/o. Segrln trasciende de1 Perfil Demogr6fico preparado
por su oficina/ citando la Encuesta de la Comunidad real2ada por el Censo, en el 2012
en m6s de doce municipios de Puerto Rico el 50% o m6s de sus habitantes de 60 afros o
m6s se encontraban bajo el nivel de pobreza.

- Las recientes reformas de los sistemas de refuo o jubilaci6n en Puerto Rico es otra
de las variables que pudiera afectar la situaci6n de [as personas de edad avanzada en los
pr6ximos affos. Esto a la par con una reducci6n o eliminaci6n de programas de apoyo
econ6mico y social. Existe un 6ran nrimero de personas que no acude al m6dico por el
costo que esto implica. Se infiere que esta realidad, pudiera estar relacionada con la
mayor cantidad de las personas de edad avanzada en condiciones de pobreza en Puerto
Rico, la srral sg lpyqr a la de los Estados Unidos. Aun cuando para el aflo 2073, la
primera de las doce causas de muertes en Puerto Rico fue cdricer (5,219), el primero de
nueve diagn6sticos facturados como diagn6stico principal lo fue la Hipertensi6n (26'/.).
Referente a las facturaciones, el pico de 6stas a los planes m6dicos era entre ias edades
de 55 a 69 afios.

Ia Procuraduria expresa que, otro aspecto de gan importancia dentro del campo
de la salud de las personas de edad avanzada es la salud mental. De los 44,742 casos de
demencia 90% fueron personas de 65 aflos o mas. De los 44,272 casos de demencia en la
base de datos de las aseguradoras, 72.96% son casos de Alzheimer. El informe de la
"Salud en Puerto Rico" del Departamento de Salud (2015) reafimra la vulnerabilidad en
que se encuenha la poblaci6n de edad avanzada en Puerto Rico.

Es por este escenario que sefialan que resulta necesario que en Puerto Rico se

establezcan uno o mds hospitales geridtuicos. Un estudio preparado por la Asociaci6n
de Exempleados Socios de la Asociaci6n de Empleados del Estado Libre Asociado
presenta la necesidad que existe para ei establecimiento de hospitales exclusivos para
personas de 60 afros o m6s. Aunque en la Isla existen m6dicos especialistas en geriatr:la
y centros que atienden a esta poblaci6n, las persoffrs de edad avanzada no cuentan con
hospitales exclusivos y especializados.
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La vulnerabilidad que abraza a este sector poblacional ha llevado al Estado a

promulgar la Carta de Deiechos de la Persona de Edad Avanzada, py N(m. 121 ddlT2

de julio de 1986. Mediante 6sta se reconocen, como cuesti6n de politica priblica,

derechos diriSidos a garantizarle a esta poblaci6n unas Pfotecciones_ y procesos para

reclamar las irismas de parte de la empresa privada, familiares y hasta del propio

Estado. El estado de vulnerabilidad al que llegan muchas Personas de edad avanzada

se acrecienta ante la ausencia de servicios como el que aqui se ProPone: integal el

m6todo hollstico a los servicios de cuidados de salud/ hospitalarios. La frase: "salud
holistica", "m6todo holistico"y "salud integral", son conceptos cada vez mis
escuchados pues, el estado de salud no se circunscribe rinicamente a algo biol6gico y si

un efecto que redunda como el resultado de otros aspectos que afectan la persona.

La Procuraduria apoya la iniciativa de esta Resoluci6n y entiende que es meritorio
realizar una investigaci6n para determinar si es viable el establecimiento de rm Sistema

de Servicios Hospitalarios basado en un Modelo Hollstico para la Comr:nidad Geri6trica
en Puerto Rico. Es de conocimiento prlblico la pobre situaci6n econ6mica en la que se

encuentra el Gobiemo de Puerto Rico. Recientemente, se ha dado una amplia discusi6n
sobre la inversi6n prlblica en centros de sa1ud. Un ejemplo de esto es el conocido Centro
Comprensivo de Cdncer. La discusi6n sobre la enorne inversi6n prlblica y poco
rendimiento de esta han llevado a reperurar la forma en que se invierten los fondos
prlblicos y en nuevas formas de financiamimto para proyectos que, indudablemente, son
loables y necesarios.

Oficina de Gerencia v ouesto (OGP en adelante):

Por su parte, la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP en adelante), conforme
al Memorial Explicativo sometido ante esta Comisi6n expresan que, mediante esta pieza
legislativa se entimde meritorio realizar una investigaci6n para determinar la viabilidad
de establecer un Sistema de Servicios Hospitalarios basado en un Modelo Holistico para
la Comunidad Geri{tica en Puerto Rico. Ello, mediante un modelo de APP conforme 1o

dispuesto en laky 29-20@, seg(n enmendada, conocida como "t,eyde Aliauas Priblico-
Privadas".

OGP opina en t6rminos generales, que, es preciso seffalar que su Oficina colabora
en la evaluaci6n de proyectos de ley que tienen impacto presupuestario en el uso de
fondos prlblicos y de indoie gerencial, mr:nicipal o de tecnologia de informaci6n en eI
Gobiemo. Sin embargq en este momento, la medida se encuentra en la fase de esfudio
sobre todo 1o relacionado a la viabilidad de establecer 1o propuesto. Obs6rvese, que el
esfudio requerido es un ejercicio que debe realizar las mencionadas Comisiones en
colaboraci6n con la Autoridad para las Alianzas Priblico-Privadas adscrita a la Autoridad
de Asesorla Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico, el Departamento de Salud, la
Oficina del Procurador de las Personas de Edad Avanzada y la Oficina del Procurador
del Paciente. Asi pues, una vez estas Comisiones rindan sus inIormes con los hallazgos,
condusiones y recomendaciones requeridas que nos permitan definir el alcance del
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proyecto, su Oficina estaria en condiciones de colabotar en 1a determinaci6n de cualquier

impacto presupuestario que se necesite establecer bajo esta investigaci6n.

Programa Geriatria:

Conforme al Memorial Explicativo del Programa de Geriatria, se desprende que,

el Programa a trav6s de la Organizaci6n Mundial de la Salud en Puerto Rico (OMS/OPS)

participa de la Red Latinoamericana de Ciudades Amigables para los Adultos Mayores.
Esta red incorpora todos los palses miembros con el fin de diseminar estategias
implementadas de los difermtes paises. La ON{S/OPS busca promover a trav6s de
politicas prlblicas que los paises miembros se muevan a incorporar el modelo de ciudades
amigables con los adultos mayores, a nivel nacional, pero tambi6n incluyendo los
sistemas de salud. En el pasado afro tuvieron la oportunidad de participar de la apertura
de un cenfro diumo para adultos mayores y 1m centro geridtrico hospitalario en la ciudad
de Guadalajara. Estas estrategias fueron exitosas ya que incorporaron Ia participaci6n
ciudadana jr:nto a los profesionales de la salud. Por su parte, la Oficina Regional de
Asesoria de Asuntos en Envejecimiento de la OPS/OMS estuvo dando consultorla en este
proceso, y actualmente colabora con el Programa de Geriatria del Departamento de Salud
de Puerto Rico, por lo que se comprometen a colaborar,

Por otro lado, la Asociaci6n Americana de Hospitales en colaboraci6n con el
Instituto de Mejoramiento para el Cuidado de la Salud (IHI, por sus siglas en ingl6s)
desarroll6 eI modelo 'Age-ftiendly Hedlth Systems". Este modelo est6 basado en cuatro
componentes que buscan mejorar los resultados y disminuir los costos en la atenci6n
m6dica del adulto mayor. Se ha implementado en diferentes escenarios alrededor de los
Estados Unidos, y estd sustentado en la evaluaci6n de resultados para medir efectividad.

El Programa de Geriabla endosa la colaboraci6n de agencias priblicas y privadas
para implementar un modelo de atenci6n de salud dirigido a los adultos mayores. No
obstante, recomiendan lo siguiente:

1. Realiznl un proyecto piloto en colaboraci6n con hospitales, con un miiximo de tres
escenarios. Se p[diera realizar en colaboraci6n con la Asociaci6n de Hospitales de
Puerto Rico. Si los resultados fueran favorables se pudiera extender.

2. Implementar el modelo de evaluaci6n del CDC para medir resuitados y
efectividad de las estrategias que se desean realizar.

3. Realizar un estudio de necesidades de los hospitales que se incluir6n en el
proyecto piloto, incluyendo profesionales, adultos mayores y sus cuidadores.

4. Incorporar al Departamento de Salud y la Oficha de Coordinaci6n de Ia
OMS/OPS en Puerto Rico en la capacitaci6n del modelo de " Age-frimdly Health
Systems" en el escenario donde se implemente el proyecto.

5. Desarrollar un trupo de trabajo que incorpore las agencias que trabajen
directamente con los adultos mayores: Oficina para Ia Procuradora de Personas
de Edad Avanzada, Departamento de la Familia, AARP, eI Programa de Geriatria
del Departamento de Salud y la Oficina de OPS/OMS en Puerto Rico.
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CONCLUSI6N

De la infornaci6n recopilada durante el proceso legislativo hemos alcanzado las

siguientes crcnclusiones:

1. Puerto Rico ocupa la posici6n nrlmero 14, con r:n 26.7 oh de su poblaci6n

constituida por personas de 60 aflos o mris. Esto en comparaci6n con los datos

de este mismo estudio Para el aflo 2016 nos presenta un incremento de mas de

un 3% en la poblaci6n de edad avanzada en tan solo tres affos.

2. Segrln el Ll,S. Census Bureau, qrrc actualiz6 sus proyecciones demogr#icas de

Puerto Rico a septiembre de 2017,Ia poblaci6n de Puerto Rico serd menos de

tres millones de personas (2,980,532 personas) para el afio 2025. En su
proyecci6n anterior, esto debia ser Para el afro 2050. Para el aflo 2050, la
proyecci6n nueva es de tan solo dos millones de Personas (2,089,492 personas)
m Puerto Rico.

3. Cerca del40% de las personas de edad avanzada m Puerto Rico tenia ingresos
que los colocaban bajo los umbrales de la pobreza. Por otro lado, segrin la
encuesta de la Comunid6d lqalizad6 p6r el Censo, en el 2012 en m6s de doce

municipios de Puerto Rico el 50% o mds de sus habitantes de 60 afios o mis se

encontraban bajo el nivel de pobreza.

4. El estado de vulnerabilidad al que llegan muchas personas de edad avanzada
se acrecienta ante Ia ausencia de servicios.

De la informaci6n recopilada durante el proceso legislativo podemos resumir que
segrin todo lo antes expuesto, todas las entidades antes expuestas rcspectivamente, endosan
la colaboraci6n de agencias priblicas y privadas para implementar un modelo de atenci6n
de salud dirigido a los adultos mayores. Por tanto, se recomienda lo siguiente:

1. Explorar la alternativa de realizar un proyecto piloto en colaboraci6n con
hospitales, con un mdximo de tres escenarios.

2. El proyecto piloto puede reali.zarse en colaboraci6n con la Asociaci6n de
Hospitales de Puerto Rico o cualquier otra entidad.

3. Implementar el modelo de evaluaci6n del Canters for Disease Confuol and Preamtion
(CDC por sus siglas en ingl6s) para medir resultados y efectividad de las
esfrategias que se desean realizar.

4. El Gobiemo de Puerto Rico por conducto del Departamento de Salud en
colaboraci6n con entidades privadas podria encomendar un estudio de
necesidades de los hospitales y otras instituciones de salud. En la evaluaci6n que
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se realice, se debe incluir la necesidad y disponibfidad de profesionales de la
salud para trabajar con la poblaci6n geridtrica en Puerto Rico, adultos mayores y
sus cuidadores.

5. [rcorporar al Departamento de Salud y la Oficina de Coordinaci6n de la
OMS/OPS en Puerto Rico en la capacitaci6n del modelo de " Age-frizndly Health

Systems" en el escenario donde se implemente el proyecto.

6. Crear un comit6 de frabajo que incolpore las agencias y entidades que trabajen
directamente con los adultos mayores:
a. Oficina para la Procuradora de Personas de Edad Avanzada;
b. Departamento de la Familia;
c. AARP;
d. Programa de Geriatria del Departamento de Salud; y la
e. Oficina de OPS/OMS m Puerto Rico.
f. En consideraci6n a la informaci6n antes consignada, resulta importante que en

Puerto Rico se establezcan en uno o mds hospitales geridtricos.
g. Lo anterior basado en un estudio preparado por la Asociaci6n de Exempleados

Socios de la Asociaci6n de Empleados del Estado Libre Asociado que presenta la
necesidad que existe para el establecimiento de hospitales exclusivos para
personas de 50 afros o m6s.

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, las Comisiones de Saiud y Conjunta para las
Alianzas Priblico Privadas del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideraci5ry
tiene a bien someterle a este Alto Cuerpo el Informe Final de la Resoluci6n del Senado
859, recomendando su aprobaci6n.

Respetuosamente sometido,

Hon.
Presi

R. Santiago
den

Comisi6n de Astmtos de Salud

Ytil,_c.y+t-7
Hon. William E. Villafaffe I(amos
Presidente
Comisi6n Conjunta para
las Alianzas Prlblico Privadas
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n Especial de Asuntos de Energia, previo estudio y consideraci6n de la
R. del S. 133L, somete a este Alto Cuerpo Legulativo el lnforme Final con sus hallazgos y
recomendaciones.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resoluci6n del Senado 1331 ordena a la Comisi6n Especial de Asuntos de
Energia del Senado de Puerto Rico realizar una investigaci6n abarcadora sobre el estado
de la Corporaci6n para la Revitalizaci6n de la Autoridad de Energia El6ctrica, creada en
virtud de la l-ey 4-2016, conocida como "Ley para la Revitalizaci6n de la Autoridad de
Energia El6ctrica de Puerto Rico", para viabilizar la restructuraci6n de la deuda de dicha
corporaci6n prlblica y el mecanismo de titulizaci6n; y para otros fines relacionados.

Explica la Exposici6n de Motivos de la medida que en el 2015,la Autoridad de
Energia El€ctrica (AEE) lleg6 a ciertos acuerdos con sus principales acreedores, los cuales
fueron recogidos en el Restructuring Support Agreement (RSA, por sus siglas en ingles).
Posteriormente ,laLey L2AL6, conocida como "Ley para la Revitalizaci6n de la Autoridad
de Ener$a El6ctrica de Puerto Rico" se aprob6 para poner en vigor la restructuraci6n
acordada y cre6 el mecanismo de titulizaci6n (securization), el cual garantizaba el repago
de la deuda incluida en el RSA, a travds de una partida a ser cobrada en la factura de ios
consumidores de la AEE.
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Ei cargo de transici6n consiste en un cargo por titulizaci6n, el cual debia ser
desglosado para que los clientes de 1a AEE pudieran f6cilmente identificarlo y se

utilizaria como el mecanismo para refinanciar los bonos mediante una emisi6n de
reestructuraei6n.

Como parte del acuerdo, mediante Ia citada Ley 4-20t6 se dispuso la creaci6n de
la Corporaci6n para la Revitalizaci6n de la Autoridad de Energia Eldctrica, con el fin de
que dicha entidad sirviera de vehiculo para emitir los bonos de titulizaci6n y otras
acciones para viabilizar el RSA acordado entre la AEE y algunos acreedores.

La iegislaci6n le otorg6 a la Corporaci6n la facultad de adoptar las resoluciones de
reestructuraci6n de la Autoridad, emitir bonos de reestructuraci6n contempLados por la
Resoluci6n de Reestructuraci6n, pignorar Ia Propiedad de Reestructuraci6n para el pago
de estos, y establecer el uso de los fondos provenientes de los bonos asi emitidos. La l.ey
4-2015 dispuso que la nueva Corporaci6n no tendria ninguna autoridad para participar
en otras actividades econ6micas ni podrla poseer otros activos o propiedad que no fuera
la propiedad de reestructuraci6n.

No obstante, luego de aprobarse laLey 4-2016, y ante Ia presente crisis econ6mica,
se aproM la Ley Federai Pub. L. 114187 de 30 de jr.rnio de 2016, denominada como la
Puerto Rico aztersight, Management, and Economic Stability Act (PROMESA, por sus siglas
en ingl6s) y entr6 un nuevo componente en el proceso de revitalizaci6n de la Autoridad
de Energia Eldctrica. Subsiguientemente, y debido a su dificil situaci6n fiscal, la AEE
entr6 en un proceso de reestructuraci6n de su deuda mediante un procedimiento ante el
tribunal al amparo del Tltulo Itr de PROMESA.

En junio de 2017, la |unta de Supervisi6n Fiscal anunci6 que no aprob6 el
propuesto RSA de la AEE, y con ello se cerr6 1a puerta para que esa solicitud de
reestructuraci6n de deuda fuera presentada al amparo de1 Titulo VI de PROMESA y en
su lugar, el curso de acci6n a seguir seria el proceso de reestructuraci6n de deuda bajo el
Titulo III del estatuto federal.

Reconociendo que las circunstancias que dieron paso a la creaci6n de la
Corporaci6n para la Revitalizaci6n de la Autoridad de Energia El6chica han cambiado,
es necesario conocer el estado y los planes respecto a la entidad planificada originalmente
para viabilizar la reshrcturaci6n de Ia deuda de la Autoridad de Energia El€ctrica y el
cargo de titulizaci6n antes propuesto.

HALLAZGOS

La Comisi6n Especial de Asuntos de Energia en su investigaci6ry evalu6 los
memoriales explicativos sometidos por el Negociado de Energla de Puerto Rico y el
Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico.
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El Negociado de Energla expresa en su ponencia que en la medida que la
Colporaci6n exista en ley, es posible que se pueda utilizar para los prop6sitos nuevos del
Restructuring Support Agleefiezf (RSA). El Negociado de Energla avala la medida y
favorece realizar una investigaci6n para determinar cuiil es el estado de dicha
corporaci6n y su utilidad y beneficio para el pueblo de Puerto Rico.

Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Agrimensores de Puerto Rico (CIAPR)

manifiesta en su ponencia que en cuanto al acuerdo alcanzado por ia AEE con los bonistas
(Restructuing Support Agreement, o RSA), entienden que eI mismo tendrd el efecto de

aumentar significativamente los costos de energia en la Isla, y por ende afectar
adversamente el desarrollo econ6mico de Puerto Rico.

El CIAPR no respalda el acuerdo alcanzado en la AEE y entiende que las
proyecciones de venta de energia m{s recientes son significativamente menores a las

consideradas en este acuerdo y que adem6s, la politica prlblica energ6tica adoptada
mediante la l*y 17-2079 tendrd el efucto de reducir arin m6s los ingresos de la AEE por
venta de energia y requerk6 otros mecanismos para haer ingresos. Por tal motivo, el
CIAPR entiende que el aceptar este acuerdo provocari un aumento significativo en los
costos de energla, y por ende un nuevo desaffo al desarrollo econ6mico.

CONCLUSIoNES Y RECOMENDACIONES

La Comisi6n Especial de Asuntos de Energia reconoce que Puerto Rico est6

atravesando por uno de los momentos mAs dificiles en toda su historia debido a la crisis
econ6mica que se ha extendido por 15 afros aproximadamente. El pueblo puertorriquefro
ha sulrido en carne propia las consecuencias de esta debacle econ6mica y no aguanta
aumento adicional. Graeias a que la Autoridad de Energia El€ctrica (AEE) pudo entrar en
un proceso de reestructuraci6n de su deuda mediante un procedimiento ante el tribunal
al amparo del Titulo III de PROMESA, no es necesario que continfe en vigor la
reestructuraci6n acordada al amparo del Resrru ctaring Support Agreement (RSA) del 2015,
y por consiguiente, no es necesario el cargo tarifario adicional en la factura de los
consumidores de la AEE mediante el mecanismo de titulizaci6n.

Por todo io antes expuesto, la Comisi6n Especial de Asuntos de Energia
recomienda que se enmiende la ley 4-201.6 a los fines de eliminar el mecanismo de
titulizaci6n (securization), con ei prop6sito de que no se pueda utilizar esta Ley como una
excusa para aumentarle la tarifa a los consumidores de la AEE y solicita a este Alto
Cuerpo que de por terminada esta investigaci6n ordenada en virtud de la Resoluci6n del
Senado 1331 y presenta su informe final con hallazgos, conclusiones y recomendaciones
y solicita a este Honorable cuerpo reciba el mismo.



Respetuosamente sometido,

t,tiil.,_ r /il[_N-___,
William Villaf a'fr e Rarnds
Presidente
Comisi6n Especial de Asuntos de Energia
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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, rinde su Informe Final
sobre la R. del S. 1351.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resoluci6n del Senado Nrim. 1361 (en adelante, "R. del S. 1361"), ordena a la
Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, realizar una evaluaci6n del
presupuesto del Gobiemo de Puerto Rico para el pr6ximo afro fiscal 2020-2021, a los
fines de determinar la necesidad de realizar los ajustes necesarios y la acci6n que deba
tomar la Asamblea l,egislativa; y para otros fines.

Segrin se desprende de la Exposici6n de Motivos, ante la amenaza de salud que
ha provocado la pandemia mundial del COVID-19 (Coronavirus), la gobemadora Hon.
Wanda Viizquez, el-1.2 de marzo de 2020, emiti6 la Orden Ejecutiva Nr1m. OE-2020-020,
decretando un estado de emergencia en toda la isla, y requiriendo a todas las agencias
del Gobiemo de Puerto Rico a implementar todas aquellas medidas necesarias para
prevenir y controlar la diseminaci6n del virus y proteger el bienestar de todos los
residentes de Puerto Rico. Segin el Centro para el Control y Prevenci5n de
Enfermedades de los Estados Unidos ("CDC"/ por sus siglas en ingl6s) se han tomado
medidas de seguridad y salud pfblica en toda la naci6n norteamericana ante la
propagaci6n del COVID-19. Por consiguiente, el CDC. ha establecido que el aislamiento
personal, ayudan y viabilizan a proteger al p(blico, previni6ndose la exposici6n con
personas afectadas o que pudiesen estar afectadas con el COVID-19.

Sefrala que, posteriormente, el 15 de marzo de 2020, la gobernadora, emiti6 la
Orden Ejecutiva Ntm. OE-2020-023, tomando las medidas de precauci6n necesarias
para salvaguardar la salud de todos, estas medidas incluyen un toque de queda,
limitaci6n de las operaciones comerciales y el cierre de las operaciones

Ul'i:t'2.4,:ri1r:!
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gubernamentales, entre otras medidas. Tambi6n, el Departamento de Hacienda, tom5
medidas contributivas como, moratoria de planes de pago (Carta Circular de Rentas
Internas Ntim. 20-20); extensi6n de fechas limites de radicaci6n de planillas y pago de
contribuciones (Determinaci6n Administrativa Ndm. 20-03; y 20-05); exenci6n del pago
del I\rU sobre articulos de primera necesidad (Determinaci6n Administrativa Nrim. 20-
07); y la exenci6n temporera del pago del IVU en alimentos preparados (Determinaci6n
Administrativa Nrim. 20-08), entre otras.

Menciona adem6s que, tomando en consideraci6n los efectos del Cierre Total en la
economia, la gobemadora, anunci6 un nuevo plan de incentivos, cuyo fin es
implementar iniciativas estatales que inyecten una gran cantidad de fondos estatales a
la economia, y enfrentar asi, la emergencia generada por el COVID-19. Ese paquete de
estimulo econ6mico incluye una serie de medidas, como, aportaciones econ6micas a los
que trabajan por cuenta propia, a los pequeffos comerciantes que hayan cesado
operaciones durante la crisis, bonos para enfermeras, m6dicos, policias, y otro personal
de emergencia, entre otros incentivos.

Finalmente, indica que, como era de todos conocido, el Gobiemo de Puerto Rico ya
atravesaba por la peor crisis fiscal de su historia, y si a esto le sumamos, la actual crisis
de salud priblica generada por el COVID-l9, y el potencial impacto fiscal que tendria la
determinaci6n de Ia jueza federal Laura Taylor Swain, anulando \a l*y 29-20L9, mejor
conocida como "Ley para la Reducci6n de las Cargas Administrativas de los
Municipios", que eximia a los municipios del pago al plan de salud y el retiro de los

iubilados mediante e1 sistema de pagos "Pay as you Co" , podrian reflejar deficiencias
presupuestarias. Con el fin de evitar que las funciones del Gobierno se vean
adversamente afectadas, es necesario implantar medidas eiecutivas, legislativas y
administrativas dirigidas a estabilizar las finanzas del Gobiemo de Puerto Rico, ante la
actual crisis y los retos futuros, garantizando el camino a la recuperaci6n econ6mica del
pais. Es por todo lo antes expresado, que el Senado de Puerto Rico, entiende necesario
realizar una evaluaci6n del presupuesto del Gobiemo de Puerto Rico para el aflo fiscal
2019-2020, a los fines de determinar la necesidad de realizar los ajustes necesarios y las
acciones que deba tomar la Asamblea Legislativa, con el fin de evitar una crisis fiscal
prospectiva como la que enfrenta el Gobierno.

DISCUSIoN Y HALLAZGOS

La Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y
evaluaci6n de la R. del S. 1361, realiz6 una Audiencia Pfblica el 20 de mayo de 2020, en
el Sal6n de Audiencias I*opoldo Figueroa. En dicha Audiencia compareci6, la
Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico por conducto del
subdirector de Asuntos Legales, el Sr. Hecrian Martinez, esq.; la Oficina de Gerencia y
Presupuesto por conducto de su Directora Ejecutiva, la Sra. Iris Santos Diaz; el

Departamento de Hacienda por conducto de su Secretario, el Sr. Francisco Par6s Alicea,
CPA; junto a la Secretaria Auxiliar de Asuntos Econ6micos, la Lcda. Aixa Cruz; y el
Departamento de Desarrollo Econ6mico y Comercio por conducto de su Secretario, el
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Ing. Manuel Laboy Rivera junto al Subsecretario el Sr. Julio Benitez, esq. y el Principal
Oficial de Finanzas, el Sr. Rub€n Rivera. El Departamento de justicia fue debidamente
excusado, no obstante, envi6 su Memorial Explicativo.

La Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (en

adelante "AAFAF"), expres6 durante su Ponencia,r que el 30 de junio de 2015, se

aprob6 la t ey Pdblica 11.4-1.87, Puerto Rico Ooersight, Management, and Economic Stability
Acr', ("PROMESA", por sus siglas en ingl6s). A tenor con dicha legislaci6n, se incorpor6
un nuevo proceso para la aprobaci6n del presupuesto de las entidades cubiertas baio la
legislaci6n. Explic6 que, en sintesis, en primer lugar, el 6rgano supervisor certifica un
Plan Fiscal que establece las bases para la operaci6n gubemamental. Con posterioridad
a la certificaci6n del plan fiscal, la JSF tiene la encomienda de certificar un presupuesto
que sea "significativamente consistente" con el Plan fiscal vigente.

Sefral6 como pertinente que, la Ley PROMESA incorpor6 ciertas disposiciones
dirigidas a evitar que el gobiemo electo, suieto a los poderes de una ]unta de
Supervisi6n Fiscal, establezca politica pfblica dirigida a derrotar los prop6sitos y
designios de la legislaci6n federal. En ese aspecto, la Secci6n 108 de la l-ey PROMESA,

48 U.S.C. *.c. 2128, impide expresamente que un gobemador o una legislatura
territorial puedan aprobar legislaci6n o politica pdblica dirigida a derrotar los

prop6sitos de la legislaci6n PROMESA. Por consiguiente, sobre el tema particular de la

. ^rr1r,{*op.obuci6n 
de un presupuesto, resulta particularmente imPortante la Secci5n 202 de

\\* PROMESA,43 U.S.C. sec.2742.
Mencion6 que, el precepto anteriormente citado, requiere que el gobiemo electo

proponga a la JSF un presupuesto para viabilizar la operaci6n gubernamental, a tenor
con las disposiciones del Plan Fiscal certificado por el ente supervisor. En aras de

promover que exista un proceso ordenado, PROMESA requiere que la JSF establezca un
calendario para la aprobaci6n del presupuesto. Aunque se establece un Proceso
sumamente detallado, para prop6sitos de ese informe, resumi6 el mismo de la siguiente
manera, PROMESA requiere que las autoridades electas por el pueblo presenten su

versi6n del presupuesto suieto a revisi6n de la JSF. De esa manera, se permite a los

oficiales territoriales la posibilidad de atender seflalamientos de violaci6n al Plan Fiscal

y atemperar el presupuesto propuesto para su eventual certificaci6n por la JSF.2 No
obstante, la Secci6n 202(e)(3) de PROMESA establece que la JSF puede establecer su

versi6n del presupuesto y certificarlo si, a su juicio, no se acogen sus sefralamientos de
violaci6n al Plan Fiscal.

Sobre el tema especifico de cambios a un presupuesto certificado, explic6 que, la
Secci6n 204(c) de la Ley PROMESA,43 U.S.C. sec. 2144(c), establece restricciones a la
ejecuci6n de ajustes o modificaciones al presupuesto gubemamental. De esa forma, si el
gobiemo electo desea reprogramar partidas presupuestarias se$in aprobadas por la

l Ponencia de la Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico sobre la R. del S. 1361.
, V6ase Secci6n 202(c) de la Lev PROMESA.48 U.S.C. sec.2742.
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JSF, se requiere que la Gobemadora someta una petici6n a esos fines a la |SF.3 Por su
parte, la legislaci6n requiere que la JSF realice un aniilisis para determinar si el aiuste
propuesto es significativamente inconsistente con el presupuesto aprobado. Es decir,
existen unos pasos que el gobierno electo debe seguir antes de poner en vigor un
cambio o modificaci6n a la estructura presupuestaria aprobada por la fSF. En aras de
incentivar que se cumpla con el proceso estatuido, la ley PROMESA prohibe que se

realice acci6n alguna hasta tanto se reciba el ana[sis de la JSF y que el ente federal
certifique que el ajuste presupuestario no es inconsistente con el Plan Fiscal ni con el
Presupuesto aprobado.a Sobre este rlltimo aspecto, mencion6 que la Ley PROMESA
coloca dentro del alcance de la prohibici6n a la Asamblea L.egislativa, asi como a

cualquier oficial o empleado del gobiemo territorial.
Sefral6 que, en tomo a la vigencia de las disposiciones de un presupuesto

certificado por la JSF que contradicen disposiciones del ordenamiento local, el 18 de
diciembre de 2019, el Tribunal de Apelaciones de los Estados Unidos para el Primer
Circuito, expuso, que:

Simply put, if a certified budget is to haoe 'full force and effect,' subsection
202@(3)(0, there can be no spending from sources not listed in that budget,

regardless of what any territorial laws say. Here, it is undisputed that the budget

adopted by the Board does not authorize whateaer unknutn expenditures that the

Gooernor apparently has in mind. The fact that subsection 204(c)(1) allows the

Gooernor to 'request' a reprogramming of 'any amounts prooided in a certifud
Budget' simply confirms that the fnal choice whether to allow reprogramming
rests with the Board. [. ..]. And because the Gooernor cannot reprogram funds, at
least without the Board's express permission, it is irreleztant whether the

proposals are 'substantioe budget resolutions.' Hon, Wanda Vdzquez-Garced (ln
Her Official Capacit ; The Puerto Rico Eiscal Asenar and Financial Adaisoru
Authoritu u. The Financial Oaersi ht and Manasement Board For Puerto Rico,

et. al., Cio. No. 18-2154, *10-11. (1st Cir. 2019) (citas omitidas).

Indic6 que, el 15 de abril de 2020, en FOMB v. Hon. Wanda Y |zquez Garced and
The Puerto Rico Fiscal Agenclr and Financial Advisory Authority, Case No. 19-00393-
LTS (D.P.R. 2020),la Hon. Laura Taylor Swain invalid6 la Ley 29-2019 por conkavenir el
Plan Fiscal certificado para el Gobiemo de Puerto Rico.s Adem6s, en la determinaci6n
del Tribunal se dispuso que tanto la Ley 29-2079 como ciertas resoluciones coniuntas
eran inviilidas por contravenir la Secci6n 204(c) de PROMESA, pues su implementaci6n
requeria reprogramar partidas presupuestarias sin contar con el aval de la |SF.e

'YCilc Secci6n 204(cX1) de ta Ley PROMESA. 48 U.S.C. sec. 2144(c)(1).
a V6ase, Secci6n 204(cX2) de la Ley PROMESA. rt8 U.S.C. sec. 21,14(c)(2)
s i4. pes."t7.
o !g; pags. 18-20.
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Expres6 que, el 3 de mayo de 2020, se present6 la propuesta del Plan Fiscal del

Gobiemo de Puerto Rico, correspondiente al 2020, para consideraci6n de la JSF. Opin6
que, sin lugar a duda, dicho plan es m6s complejo que el anterior debido al alto nivel de

incertidumbre social y econ6mica causada por el desafio sin precedentes resultante del
COVID-19. Explic6 que, el Plan Fiscal 2020 se basa en el marco y las medidas incluidas
en el PIan Fiscal del 28 de febrero de 2020 y se ha actualizado para reflejar la nueva

realidad para Puerto Rico. El Plan Fiscal 2020 intenta capturar el impacto econ6mico del
COVID-19, asi como el resultado de los paquetes de estimulo federales y locales.

Present6 los siguientes cambios como principales:
COVID-l9: El Plan Fiscal 2020 se ha actualizado para reflejar el impacto
actual del COVID-l9, por lo que incluye una mejor estimaci6n del impacto
socioecon6mico, tanto en los Estados Unidos continentales como del impacto
directo en Puerto Rico. Ademiis, el pron6stico incluye estimaciones del
impacto de las diversas acciones federales y locales tomadas para mitigar el
impacto negativo en la actividad econ6mica como resultado de las 6rdenes
de refugio en el lugar en todo la Naci6n y en Puerto Rico.

Ingresos al Fisco: los ingresos del Fondo General se actualizaron en el afro
fiscal 2020 para obtener resultados m6s certeros hasta marzo de 2020.

Ademds, el pron6stico se ha revisado a corto plazo para incluir un conjunto
de aiustes que tengan en cuenta las perturbaciones temporales de los
ingresos del Fondo General debido a la pandemia de COVID-19.

N6mina y Bastos operacionales: El Plan considera una pausa en las
reducciones de gastos presupuestarios hasta el aflo fiscal 2023 para conceder
un espacio para la recuperaci6n econ6mica post-COVID-19. Esto incluye una
extensi6n de un afio adicional para medidas de right-sizing y reducciones en
las asignaciones para la Universidad de Puerto Rico y los municipios en
relaci6n con el Plan Fiscal del 28 de febrero de 2020. Ademds, el Plan Fiscal
2020 evita la implementaci6n de medidas reductoras en torno al
Departamento de Salud, el Departamento de Educaci6n y el Departamento
de Seguridad Priblica.

Municipios: El Plan Fiscal incluye la propuesta a corto plazo presentada por
la AAFAF a la fSF para proporcionar recursos a los Municipios en vista de la
suspensi6n de la L,ey 29-2079.

--q

Resalt6 que, se estima que el impacto acumulativo del COVID-19 sobre la
economia de Puerto Rico asciende a $6.6 mil millones. Ese impacto se distribuye,
aproximadamente, en $800 millones durante el aflo fiscal 2020 y $5.8 mil millones en el
afro fiscal 2021. Mencion6, ademds, para estimar el impacto econ6mico de la crisis de
salud priblica, el Plan Fiscal 2020 incluye un andlisis detallado sobre desempleo. El
aumento de las solicitudes iniciales de desempleo durante las siete (7) semanas desde
que comenz6 el cierre hasta la presentaci6n, se us6 para estimar las solicitudes
adicionales totales. Por riltimo, la proyecci6n econ6mica supone que las actividades
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econ6micas estaren detenidas por 2.5 meses y una reaperfura gradual basada en la tasa
a la que disminuyeron las solicitudes de desempleo despu6s de los huracanes de2077.

Indic6 que, el 11 de mayo de 2020, la JSF estableci6 un calendario para certificar
el presupuesto conforme se establece en la Secci6n 202 de PROMESA, pero que toma en
consideracitin la emergencia del COVID-19. La |SF propone el siguiente calendario para
la adopci6n del presupuesto operacional:

. mayo 25,2020 - Notificaci6n de violaci6n del Plan Fiscal si determina que el
borrador de presupuesto lo contraviene;

. mayo 31, 2020 - Gobernadora presenta presupuesto revisado a tenor con
notificaci6n remitida por la fSF;. En o antes de lunio 5, 2020- JSF presenta presupuesto en cumplimiento con Plan
Fiscal a Gobernadora y Legislatura;

. junio 22,2020 -Legislatura presenta proyecto de presupuesto adoptado a la JSF;

. junio 26, 2020 - JSF remite a la Legislatura notificaci6n de violaci6n de ser
necesario.

o junio 28, 2020 - Legislatura presenta presupuesto revisado a la fSF de ser
necesario; y

. junio 30,2020 - JSF certifica presupuesto para Cobiemo de Puerto Rico.

En torno a los m6ritos, del proyecto de presupuesto para el afro fiscal 2020-2027
aunque le dio deferencia por su pericia a la Oficina de Gerencia y Presupuesto, sefral6
que, el proyecto presentado asciende a $17,124 millones de d6lares de los cuales $9,062
millones de d6lares son con cargo al Fondo General mientras que $8,052 millones de
C6lares surgen de Fondos de Ingresos Especiales. Resalt6 sin embargo, que, a tenor con
PROMESA, se requiere que la JSF certifique un plan de fiscal como paso previo a

certificar un presupuesto.
Mencion6 que, aunque la R. del S. 1361. requiere evaluar el proceso de

elaboraci6n del presupuesto, le pareci6 prudente discutir someramente los riltimos
acontecimientos que inciden en la distribuci6n de recursos econ6micos en vista de la
crisis del COVID-l9. Seiral6 que, el 27 de marzo de 2020, * promulg6 la Ley Priblica
116-136 o Ley "CARES", por sus siglas en ingl6s. A trav6s de la secci6n 5001
relacionada con el Fondo de Ayuda de Coronavirus ("CRF", por sus siglas en ingl6s), se

asigna $150 mil millones de d6lares de los aproximadamente $ 2.3 trillones de d6lares a

los gobiernos estatales y locales. Dicha secci6n provee para que de los $150 mil millones
de d6lares separados para proveer asistencia a los gobiemos, se asignen $3 mil millones
para el Distrito de Columbia, el Gobierno de Puerto Rico, las Islas Virgenes de los
Estados Unidos, Guam, Islas Marianas del Norte y Am6rica Samoa, asi como $8 mil
millones de d6iares para los gobiemos tribales. Asi, la secci6n 5001 establece que el
Distrito de Columbia y los territorios recibiren su porci6n de $3 mil millones de d6lares
utilizando como base la poblaci6n de los territorios. Explic6 que, Por esa raz6n, y en

vista de los 3.2 millones de ciudadanos con los que cuenta Puerto Rico, se obtuvo $2,200

millones de d6lares o e174.77" de los fondos CRI destinados para los territorios.
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No obstante, indic6 que, los fondos CRF no constituyen dineros irrestrictos, es

decir, estos vienen con ciertas restricciones Para garantizar que su beneficio rePercuta
en la atenci6n de la crisis provocada por el COVID-19: Deben utilizarse para los gastos
necesarios incurridos como parte de la emergencia causada por COVID-l9; los gastos

cubiertos por dichos fondos no pueden haberse presupuestado previamente a partir del
27 de marzo de 2020, fecha en que se aprob6 la Ley CARES; y los fondos se deben
incurrir entre el 1 de marzo de 2020 y el 30 de diciembre de 2020. Ademiis de estas tres
(3) condiciones principales, explic6 que, el Departamento del Tesoro de los Estados
Unidos emiti6 unas guias que interpretaron estas limitaciones y estableci6 parilmetros
adicionales para el desembolso de dichos fondos. En ese sentido, el Tesoro estipul6 que
la primera limitaci6n que impuso el Congreso se refiere al hecho de que los fondos
deben usarse para financiar acciones tomadas para responder a la emergencia de salud
priblica causada por COVID-l9. Esto incluye medidas directas, como necesidades

m6dicas, asi como acciones indirectas para responder a la situaci6n, como ayuda
financiera a quienes han sufrido p6rdidas debido a los cierres obligatorios causados por
COVID-19.

Indic6 que, sin embargo, las pautas del Departamento del Tesoro de los EE. UU.
disponen expresamente que los fondos del CRF no pueden utilizarse para cubrir la
p6rdida de ingresos de las entidades gubemamentales, y tamPoco para cubrir otros
gastos no elegibles bajo CARES. Con respecto al primer requerimiento, es decir, que el
gasto sea "necesario", el Departamento del Tesoro dispuso que se interpretaria de
manera amplia, siempre que el gasto en que se incurra sea razonablemente necesario de
acuerdo con el juicio razonable del funcionario gubemamental a cargo de los
desembolsos. Por otra parte, con respecto al segundo requisito, el Departamento del
Tesoro mencion6 que, se cumple el requisito de no haber sido presupuestado a partir
del 27 de marzo de 2020, siempre que el gasto no pueda financiarse legalmente con un
elemento presupuestado, o, el gasto es Por un asunto sustancialmente diferente de
cualquier articulo presupuestado. El concepto de "presupuesto aprobado mds
recientemente" se refiere al presupuesto aprobado para el afro fiscal, sin tener en cuenta
asignaciones especiales o reasignaciones presupuestarias aprobadas en respuesta a Ia
emergencia COVID-19.

Consider6 importante mencionar que, el Departamento del Tesoro deja en claro
que un gasto no se considerar6 presupuestado simplemente porque puede cubrirse
mediante un fondo de emergencia o una cuenta de reserva. Finalmente, con respecto al
requisito de incurrir en costos el 30 de diciembre de 2020 o antes, el Departamento del
Tesoro estableci6 que el costo se considerard "incurrido" cuando el gobiemo haya
gastado los fondos para cubrirlo. A modo de ejemplo, se permite la inversi6n de los
fondos CRF por los siguientes conceptos: Gastos mddicos relacionados con COVID-l9;
Gastos asociados con problemas de salud priblica relacionados con COVID-19; Gastos
de n6mina para seguridad priblica, salud priblica, atenci6n m6dica, servicios humanos y
empleados similares cuyos servicios se dedican sustancialmente a mitigar o responder a
la emergencia de salud priblica de COVID-19; Gastos destinados a facilitar el
cumplimiento de las medidas de salud pdblica para responder a la emergencia COVID

.{-^}*
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19; Gastos asociados con asistencia financiera para hacer frente a situaciones causadas
por la emergencia COVID-19 ("interrupci6n del negocio"); y cualquier otro gasto
razonablemente necesario para ejercer acciones gubernamentales elegibles.

Por 6ltimo, indic6 que, el obietivo del Gobiemo de Puerto Rico es distribuir los
fondos lo miis r6pido posible para que puedan ponerse en manos de las organizaciones
y las personas que mes los necesitan, al tiempo que se garantiza la transparencia, el
cumplimiento y el uso adecuado de esos fondos. Con ese fin, el Gobiemo desarroll6 un
Plan Estrat6gico de desembolso para el Fondo de Alivio de Coronavirus. Ese Plan fue
adoptado por la Gobemadora de Puerto Rico mediante el Boletin Administrativo Nrim.
OE- 2020-040 y contempla: $965 millones para usos del sector privado, $500 millones
para gastos relacionados con la salud de COVID-19; $290 millones para gastos
relacionados con el gobierno y $485 millones como reserva y otros programas futuros.

La Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante, "OGe"1,z destac6 que, el
asunto atendido en la R. del S. 1361, es de gran relevancia y representa un esfuerzo
legitimo por parte de la Legislatura relacionado con la evaluaci6n dei Presupuesto del
Pr6ximo aflo fiscal. No obstante sefral6 que se encontraba a la espera de que la Junta
certifique el Plan Fiscal que el Gobiemo le present6 y, que someta los nuevos "targets"
del presupuesto para actualizar el presupuesto presentado el 14 de febrero de 2020. En
vista de ello, en aquella ocasi6n se solicit6 se le concediera un t6rmino adicional para
asi, en coordinaci6n entre el Ejecutivo, la Asamblea Legislativa y la funta de

pervisi6n y Administraci6n Financiera para Puerto Rico (JSAF) se pudiese aprobar un
presupuesto para el afro fiscal 2021. Asimismo, estim6 prudente esperar que la
Gobernadora presente su mensaje de presupuesto, previo a discutir lo que a la fecha de
1a vista eran documentos de trabajo. Por lo anterior, limit6 su exposici6n a presentar el
procedimiento presupuestario que se ha llevado a cabo para que se apruebe un
presupuesto para el pr6ximo aflo fiscal 2020-202L: Octubre de 2079, OGP comenz6 la
preparaci6n del plan de trabajo relacionado con el presupuesto 2020-2021; 1 de
noviembre, se convoc6 a las entidades gubemamentales al Adiestramiento sobre el
Proceso Presupuestario para el Afro Fiscal 2021;a 5 de noviembre, se recibi6 una
comunicaci6n de la JSAF (FY 21 Budget Process) mediante la que se establecia el
calendario del proceso presupuestario para el desarrollo, radicaci6n, aprobaci6n y
certificaci6n del Presupuesto Afro Fiscal 2021;e y OGP emiti6 el Memorando General
491-19 Normas sobre el Proceso Presupuestario para el Afro fiscal 2020-2021 Circular
Nrim. 1. El Memorando inicia el proceso de elaboraci6n del presupuesto y en el mismo
se establecen las guias y el calendario para el Presupuesto del Aflo Fiscal 2021.
Especificamente, se establecieron cuatro (4) fases: Fase 1-Preparaci6n previa por las

agencias (adiestramientos); Fase ll-Apertura del M6dulo para la inserci6n de datos por
parte de las agencias; Fase Ill-Concretar diferencias y planteamientos por parte de las
agencias (asesoramiento/reuniones); y Fase IV{ompilaci6n y Presentaci6n del
Presupuesto a Ia ]unta.

7 Ponencia de la Oficina de Gerencia y Presupuesto sobre la R. del S. 1361.
8 El mismo se celebr6 los dias 7 y 8 de noviembre de 2019 en el Centro de Convenciones.
e En dicha carta la JSAF, incluye el nivel de presupuesto base a las entidades, Baselhe Targe(s)
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Indic6 que, el 7 y 8 de noviembre de 2079,Ia OGP ofreci6 el Adiestramiento y
Orientaci6n a las entidades gubemamentales sobre el Proceso Presupuestario para el
Afio Fiscal 2021 que fue convocado el 1 de noviembre y que se celebr6 en el Centro de
Convenciones. Este se titul6 "Normas sobre el Proceso Presupuestario para el Aflo
Fiscal 2020-2021", y se dividi6 en dos (2) sesiones diarias, para un total de cuatro (4)

sesiones. El dia 7 de noviembre participaron cuarenta y siete (47) agencias y ciento
dieciocho (118) personas, mientras que el 8 de noviembre participaron sesenta (60)

agencias y ciento ochenta y cuatro (184) personas. Dicho Adiestramiento/Orientaci6n
cont6 con la participaci6n de la Directora de Presupuesto de la fSAF.

Mencion6 que, el 11 de noviembre 2019 fue la apertura de la aplicaci6n M6dulo
de Presupuesto (M6dulo), el 18 de noviembre fue la apertura de la aplicaci6n
Presupuesto Base Cero (PBC), y el 21 de noviembre, comenzaron las actualizaciones y
notificaciones de la aplicaci6n web Presupuesto Base Cero.10 Explic6 que, el prop6sito
de estas era mantener orientadas a las entidades sobre los documentos y formularios
requeridos para el Proceso Presupuestario 2021,, que incluye Formularios de OGP y
Formularios de la |unta con instrucciones escritas y en audio. Los Formularios de OGP
consisten en: Formulario A- Ineludibles; Formulario C-Reclamaciones Contingentes y
Sentencias Finales; Formulario D-Deudas; y Formulario E-Fondos (OGP/|unta).

Mientras, los Formularios de la Junta consisten en: FORM 1-RESUMEN y OGP 4
MB; FORM 2-Projects; FORM 3-Consent Decree; FORM tlHeadcount; FORM 5-

Benefits; FORM 5-Early Retirement (Benefits 2); FORM 7-Intra Agency; FORM 8-CapEx;
FORM 9-Maintenance of Effort (MOE); y FORM l0-Abnomal Procurement Cycles for
Equipment.

Sefral6 que, el 4 de diciembre de 2019, Fase 1-Concluy6 la preparaci6n previa
individual por las agencias. El 18 de diciembre, OGP emiti6 el Memorando General 492-

19 sobre Normas Sobre el Proceso Presupuestario para el Affo Fiscal 2020-2021 Circular
Nrim. 2- Recordatorio. Indic6 que, con ese Memorando se pretendia repasar las
disposiciones relacionadas al MG 491-19 Carta Circular 1 y extender la fecha limite del
18 de diciembre de 2019, al iueves, 26 de diciembre de 2019. Del 19 de diciembre de
2019, al 30 de enero de 2020, se debia llevar a cabo el an6lisis, evaluaciones y reuniones
intemas de la OGP, con las Agencias y el equipo fiscal. Por lo que, OGP, se reuni6 con
alrededor de cuarenta (40) agencias para discutir los pormenores de su baseline. El 21 de
enero de 2020, en atenci6n a la emergencia causada por el sismo magnitud de 6.4 del7
de enero de 2020, y la subsiguiente actividad telirica, el Gobierno le solicit6 a la Junta,
una extensi6n de t6rmino para someter el Presupuesto para el pr6ximo afro fiscal. El 23

de enero, OGP present6 a las entidades gubemamentales la presentaci6n "Afinando el
Ldpiz" sobre el proceso presupuestario, en el mismo se incorporaron sesiones de trabaio
con personal de OGP y las entidades gubemamentales.

El 30 de enero, la funta mediante comunicaci6n, someti6 el calendario de
presupuesto enmendado, en el que dispone fechas de cumplimiento, y el 14 de febrero,

10 Prcreso Interno de C)GP.
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OGP radica ante la Junta, la propuesta de presupuesto para el afto fisc al2020-2021J1
Sobre el Presupuesto con el Baseline de la funta, sefral6 que, el presupuesto

presentado fue trabaiado de conformidad con el Nivel presupuestario base ("Baseline")
establecido por la Junta para el AF 2021. Dicho presupuesto base individualizado por
agencia/ asciende a $15,518 miliones; de los cuales 97,809.2 millones son con cargo al
Fondo General y $2808.8 millones de Fondos de lngresos Especiales. Mientras, que, el
Presupuesto Propuesto por la Gobernadora para el Afro Fiscal 2021 que se present6 a la

JSF, asciende a la suma de $17,L24 millones. De 6stos, $9,052 millones son con cargo al
Fondo General y $8,052 millones para Fondos de Ingresos Especiales. Esto basado en un
ani{lisis presupuestario minucioso, que consider6 las necesidades existentes en dreas
prioritarias como salud, seguridad, educaci6n, el pago de pensiones y de utilidades.

Destac6, que no obstante haberse presentado un Presupuesto de conformidad
con el "baseline" establecido por la Junta, la base presupuestaria utilizada por la JSF no
consider6 el contexto econ6mico y los grandes retos que enfrentaba Puerto Rico; por 1o

que, las entidades gubernamentales se encuentran en una situaci6n critica y de riesgo.
Es por eilo, que la OGP le indic6 a la Junta que su base presupuestaria no incluia
asignaciones recurrentes para varias agencias y disminuia las asignaciones a otras
agencias a un ritmo m6s agresivo y mayor que la reducci6n en empleados. Por ello, la
OGP se reafirm6 en que, ejecutar al nivel planteado como requerido por la JSF podia
provocar un alto riesgo de ejecuci6n en los servicios de las agencias criticas para
mantener la seguridad, la salud, la protecci6n de los m6s vulnerables y la educaci6n.
Como consecuencia, le present6 a la funta ciertos datos estadisticos puntuales, sobre el
alto riesgo en la eiecuci6n si se implementaba el presupuesto con el "baseline"
propuesto por esta.

La OGP advirti6 que, ante el escenario recomendado por la funta, se enfrentaban
a un escenario critico en el que se verian afectados los servicios a los ciudadanos y los
miis vulnerables. Entre estos, sefral6 que, los programas e iniciativas m6s afectados
serian los siguientes:

A. Administraci6n de Instituciones Penales y Servicios a

Confinados y J6venes Transgresores
B. Servicios Educativos Integrales para Personas con

Impedimentos
C. Servicios M6dicos a Trabajadores Lesionados

D. Servicios Administrativos Auxiliares, Asuntos del Seguro
Obrero y Reclamaciones

E. Integridad y Eficiencia Gubemamental
F. Administraci6n del Sistema de Retiro de Empleados de

Gobiemo y la |udicatura
G. Servicios a Familia con Nifros
H. Administraci6n del Hospital Universitario de Adultos

11 Dicha propuesta consiste en varios documentos en formato digital, los cuales se incluyeron en su
portal, con el fin de cumplir con la politica p(blica de transParencia.
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l.
K.
L.
M.
N,
o.
P.

a.

R.
q

T.

U.

W.
x.

Y.

Z.

AA.
BB.

cc.

DD.
EE.

FF.

GG.

HH.
II.
il.

KK.

LL.
MM
NN.
oo.

Investigaci6n Criminal
Planificaci6n y Desarrollo de Actividades Electorales

Servicios de Salud a la Poblaci6n Penal
Investigaci6n y Procesamiento Criminal
Administraci6n del Hospital Universitario Pedidtrico

Juntas de Inscripci6n Permanentes
Programaci6n y Producci6n de Programas para la Televisi6n
Asistencia Nutricional para Personas de Ingresos Limitados
(PAN)
Servicios de Emergencias M6dicas

Instituciones de Salud
Administraci6n y Supervisi6n del Complejo Correccional de
Ponce

Servicios al Sector Agricola
Registro de la Propiedad
Rentas Intemas y Recaudaciones

Administraci6n y Supervisi6n del Complejo Correccional de
Bayam6n
Asesoramiento Legal y Representaci5n en Litigios
Servicios Sociales a Personas de Edad Avanzada y Adultos con
Impedimentos
Child Care

Evaluaci6n y Cumplimiento (Servicios Directos a Agencias,
Municipios y Corporaciones)
Servicios de Tratamiento y Rehabilitaci6n a Menores
Transgresores
Mantenimiento y Conservaci6n de Carreteras
Integridad Agro-comercial
Reglamentaci6n y Fiscalizaci6n de la Energia en Puerto Rico
Transportaci6n Colectiva Terrestre

Supervisi6n de los Juegos de Azar
Administraci6n del Hospital de Psiquiatria de Rio Piedras
Evaluaci6n y Adjudicaci6n de Casos del Fondo del Seguro del
Estado
Investigaci6n y Procesamiento de Asuntos de Menores y
Familia
Corporaci6n de la Orquesta Sinf6nica de Puerto Rico
Servicios T6cnicos Auxiliares
Area de Aniilisis de Presupuesto
Reglamentaci6n sobre Salud Ambiental

\^PA



t2

Asimismo, sostuvo que el presupuesto base de la Junta tampoco dispuso para la
celebraci6n de las elecciones generales del 3 de noviembre de 2020. Otro asunto que,
sefral6 a la funta que resultaba critico, era la atenci6n a los Acuerdos de Consentimiento
y de Cumplimiento (Consent Decrees) con el Gobiemo Federal, por ejemplo, los
programas de Discapacidad Intelectual, y de Educaci6n Especial. Asimismo, le reiter6 a
la JSF que no contaban con las bases econ6micas para cuantificar el impacto de las
emergencias del COVID 19 ni con los fen6menos telfricos de mayo de 2020. La OGP
expres6 confiar en que la fSF acogerd sus recomendaciones y determine que el
presupuesto recomendado por la Gobemadora cumple con el Plan Fiscal, y certifique su
cumplimiento, para que pase a la consideraci6n de la Asamblea kgislativa para su
aprobaci6n.

Mencion6 que, el 7 de abril, sostuvo una reuni6n con la ]unta. El 1 de mayo, la
Junta no ptesent5 aviso de violaci6n, ni indic6 haber determinado que el presupuesto
recomendado por la Gobemadora cumple con el Plan Fiscal (presentado el 15 de abril
de 2020), ni haberse certificado el cumplimiento de este, conforme a lo dispuesto en el
calendario presupuestario. El 3 de mayo, a causa de la emergencia que atravesamos por
el COVID-l9, el Gobierno Central present6 la 11va Revisi6n del Plan Fiscal, el cual
incorpora el impacto negativo del COVID-l9 en la economia. El 8 de mayo, en
cumplimiento con el calendario presupuestario establecido por la Junta, la OGP someti6
nn Presupuesto Propuesto actualizado para el afro fiscal 2020-2027. El mismo se

ntraba contenido en una sdbana fle al 8 de mayo, en formato digital: Excel. En dicha
casi6n le reiter6 que el baseline recomendado por la Junta, nos posicionaba en un

escenario critico en el que se verian afectados los servicios a los ciudadanos y a los mas
vulnerables, donde se dificulta la eiecuci6n eficiente y ehcaz de las agencias y sus
programas, particularmente aquellos de servicio directo. Asi, sostuvo la precariedad del
baseline dictado por la ]unta, el cual sitria en alto riesgo de ejecuci6n unos cuarenta (40)

programas medulares. Los cambios incluidos en la sdbana fle incluyen lo siguiente:
o Redistribuciones y asignaciones presupuestarias para una mejor utilizaci6n de

los recursos, conforme a las directrices de la Junta y por orden del Tribunal:
o Departamento de Educaci6n- El presupuesto contempla las necesidades

presentadas y discutidas por la agencia y la Junta, tales como cubrir la
n6mina regular, reclutamiento de 400 Trabaladores (TI y T2) y 857
Sic6logos, servicio de transportaci6n escolar y el contrato de vigilancia. La
creaci6n del Programa de Querellas y Remedio Provisional (Programa
1011), cuyo presupuesto proviene de una redistribuci6n de recursos del
Programa Direcci6n y Administraci6n (Programa 0001).

. Departamento de Correcci6n y Rehabilitaci6n- Se redistribuye el
presupuesto del Programa de Servicios de Tratamiento y Rehabilitaci6n a

Menores Transgresores (Programa 1215) para cumplir con las

disposiciones del Tribunal Federal, Caso Civil No. 3:94-cv-02080€AG. El
presupuesto propuesto considera los recursos necesarios para la operaci6n
del programa, que incluye meioras capitales (CapEx) y el reclutamiento de
67 oficiales de servicios juveniles para poder completar la necesidad de

$*
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oficiales minimos por recluso.
. Departamento de Salud- La creaci6n del Programa Administraci6n del

Hospital Universitario de Bayam6n-Ram6n Ruiz Arnau (HURRA)
(Programa 1607), cuyo presupuesto proviene del Programa de
Instituciones de Salud (Programa 1530). Esta redistribuci6n permite una
mejor administraci6n de los recursos, segin la petici6n de la Junta. El
Programa de Reglamentaci6n y Certificaci6n de Profesionales (Programa
1055), se increment6 por $4,308,000 para el pago a los m6dicos residentes
que prestan servicio en diversos hospitales de la Isla. Ante la disminuci6n
de m6dicos debido al 6xodo fuera de Puerto Rico, es imprescindible el
desarrollo de nueva fuerza trabajadora en especialistas en medicina. Por lo
que, el presupuesto propuesto es para completar el pago de los 234

m6dicos residentes contratados en sobre 7 instituciones hospitalarias y
adicionar 114 m6dicos residentes del Hospital Municipai de San Juan. Es

necesario completar la n6mina de estos residentes para que logren
culminar su internado, que de interrumpir el mismo por falta de fondos,
se pone en riesgo la acreditaci6n de los Centros Docentes y del Programa.

Redistribuciones presupuestarias, solicitadas por la |unta, por concepto de
consolidaciones y reorganizaciones de varias entidades en las que sobresalen:
. Comisi6n de fuegos- Administraci6n de la Industria del Deporte Hipico, y

la Compaffia de Turismo (Programa 1304-Supervisi6n de los Juegos de
Azar)

r Junta de Retiro del Gobierno-Administraci6n del Sistema de Retiro de
Empleados del Gobierno y la |udicatura (Sistema Central), y el Sistema de
Retiro para Maestros

Armonizar el baseline con el presupuesto propuesto en los pagos de utilidades
(AAA, AEE), rentas (AEP), primas, y Paygo.

o

Asimismo, le reiter6 a la Junta, que no contaba con la base econ6mica para
cuantificar el impacto de las emergencias por el COVID-19, y los fen6menos teldricos de
mayo. Indic6 que, el 11 de mayo, la Junta remiti6 una nueva comunicaci6n, en la cual
reconoci6 los retos que ha enfrentado el Gobiemo de Puerto Rico a causa de la
pandemia del COVID-19 y en atenci6n a que el Gobiemo habia solicitado una extensi6n
para someter el Plan Fiscal revisado hasta el 3 de mayo de 2020. Por consiguiente, les
remiti6 un calendario revisado para la certificaci6n del Presupuesto, disponiendo varias
fechas de cumplimiento.

Explic6 que, conforme al calendario presupuestario revisado y lo dispuesto en la
Secci6n 202(c) (21 (B) de la l,ey Promesa, el 25 de mayo, es la fecha en que la funta, de
no estar conforme con el Presupuesto presentado por el Gobierno de Puerto Rico, envia
a la Gobemadora un aviso de violaci6n. Destac6 que, la Junta ha expresado que en esa
fecha estarii sometiendo el baseline revisado del presupuesto. Por lo que, asimismo, la
Gobemadora de Puerto Rico estaria emitiendo su mensaie de presupuesto.

Finalmente, le solicit6 a esta Comisi6n que, en atenci6n al calendario
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enmendado, permita que la Gobernadora de Puerto Rico presente su mensa,e de
presupuesto, para luego discutir las partidas presupuestarias en el contenidas.l2

El Departamento de Hacienda,l3 le otorg6 deferencia a los comentarios que
impartiera la Oficina de Gerencia y Presupuesto, por tratarse de asuntos de materia
presupuestaria. No obstante, sefral6 que, estare disponible para trabajar en conjunto con
dicha oficina, dentro de los aspectos que le conciemen a la agencia, en tomo a su
presupuesto, asi como los estimados fiscales de ingresos, medulares para la
determinaci6n presupuestaria. Recomend5 tambi6n, considerar los comentarios de la
Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico, asi como la postura
de la Junta de Supervisi6n y Administraci6n Financiera para Puerto Rico.

El Departamento de Desarrolllo Econ6mico y Comercio (en adelante, "DDEC"1,r+
indic6 que, el componente de desarrollo econ6mico del Gobiemo de Puerto Rico,
liderado por este, esta compuesto por una gama de agencias y corporaciones pfblicas
que representan los sectores econ6micos principales de la Isla. Explic6 que, la
reorganizaci6n ordenada por la Ley 141-2018 tiene como prop6sito primordial facilitar
la forma de hacer negocios en Puerto Rico. La centralizaci6n y consolidaci6n del
componente de desarrollo econ6mico tambi6n, es parte del Plan Fiscal del Cobierno de
Puerto Rico certificado por la Junta de Supervisi6n y Administraci6n Financiera para
Puerto Rico ("FOMB", por sus siglas en ingl6s) al amparo de la Ley Federal PROMESA,
asi como del reci6n propuesto Plan Fiscal revisado, que busca lograr eficiencias y

orros. Segrin seflal6, la reorganizaci6n contemplada y ordenada en la ley 741,-2078

pone de manifiesto que la misi6n del DDEC es indispensable para Puerto Rico; mdxime
en estos tiempo en los que enfrentamos una crisis fiscal y econ6mica sin precedentes
que se ha agudizado por el huracdn m6s fuerte de la historia modema de Puerto Rico;
por terremotos de magnitudes que no sentiamos hace casi un siglo; y, por una
pandemia provocada por el coronavirus conocido como COVID-19 que promete
cambiar la forma en la que el mundo entero se desenvuelve. En fin, el DDEC es una
agencia ejecutiva de rango constitucional cuya relevancia e importancia es cardinal en
estos tiempos por los que atraviesa Puerto Rico.

Explic6 que, al Aflo Fiscal 201.8-2019, Puerto Rico habia tenido seis (6) aios
consecutivos de desempefro econ6mico negativo. En el Afro Fiscal 2017-2018, tras ei
paso de los huracanes Irma y Maria, Puerto Rico tuvo una contracci6n econ6mica de -
4.3%. Asi las cosas, entre el AF 2017-2018 y 201.8-2019, el producto bruto mostr6 un alza
de 5.8%. Por lo tanto, durante el AF 2018-2019 la economia de Puerto Rico creci6 un uno
punto cinco por ciento (1.5%). Es decir, luego de seis (5) anos, se comenz6 a

experimentar un crecimiento econ6mico. Opin6 que, ese hecho demuestra que la labor
incansable del DDEC dirigida a activar, promover, e incentivar los distintos sectores
econ6micos ha rendido frutos. Asimismo, denota el compromiso de esta Administraci6n
para con la economia y la resiliencia del pueblo de Puerto Rico.

12 Invit6 a acceder a su piigina electr6nica, debido a que, desde el 14 de febrero de 2020 tiene disponible el
Presupuesto Recomendado (a esa fecha).
13 Ponencia del Departamento de Hacienda sobre la R delS. 1361.
ra Ponencia del Departamento de Desarrollo Econ6mico y Comercio sobre la R. del S. 1361.
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Indic6 que, sin embargo, esta Administraci6n ha tenido que enfrentar
innumerables retos que han puesto en riesgo el crecimiento y desarrollo econ6mico
estable de Puerto Rico. Los huracanes Irma y Maria del 2017 no han sido los rinicos
eventos que han impactado la economia de Puerto Rico, entre diciembre de 2079 y
enero de 2020, Puerto Rico experiment6 actividad sismica de una magnitud que no
experimentaba hace aproximadamente un siglo. Especificamente, la regi6n suroeste de
Puerto Rico se vio severamente afectada por terremotos diarios que prometian destruir
la economia en dicha regi6n. Como consecuencia de la actividad sismica, miles de
estructuras sufrieron daflos severos, innumerables comercios cesaron operaciones y,
como corolario. un sinnfmero de personas perdieron sus trabajos. Destac6 que, el
DDEC dijo presente y dio auxilio a los comerciantes de los pueblos del suroeste mds
afectados por la actividad sismica haciendo, entre otras cosas, lo siguiente: Decidi6
incentivar a los pequefros negocios que operan en los municipios mds afectados por la
actividad sismica del mes de enero de 2020, segdn fueron identificados en los Boletines
Administrativos Nfm. OE-2020-001, OE-2020 -007 y OE-2020-008, Ordenes Ejecutivas de
la Gobemadora de Puerto Rico declarando un estado de emergencia en los municipios
impactados y asignando fondos de emergencia dirigidos a atender dicha situaci6n. Ello,
con el prop6sito de reactivar la actividad econ6mica en dicha regi6n a la vez que se

promueve la preservaci6n de empleos, el ofrecimiento de bienes y servicios en dicha
regi6n, la preservaci6n de la propiedad de los comerciantes y una recuperaci6n
paulatina pero consistente de los mds afectados.

A trav6s de las Ordenes Administrativas Nrim. 0A-2020-001 y 04-2020-002, el
DDEC asign6 dos millones quinientos mil d6lares ($2,500,000.00) provenientes del
Fondo de Incentivos Econ6micos creado por la Ley 60-2079, segfn enmendada,
conocida como "C6digo de Incentivos de Puerto Rico", a dividirse en mil (1,000)

pequefias y medianas empresas ("PyMEs") con un volumen de negocios igual o menor
a tres millones de d6lares ($3,000,000) y con una plantilla de veinticinco (25) empleados
o menos, para un incentivo econ6mico de dos mil quinientos d6lares ($2,500.00) por
negocio, sujeto al cumplimiento de varios requisitos adicionales.

El DDEC, tambi6n se dio a la tarea de contactar a representantes del sector
empresarial e industrial de Puerto Rico, quienes aportan significativamente al
desarrollo econ6mico de Puerto Rico. En ese sentido, se reuni6 con aproximadamente
cuarenta (40) representantes de diversos sectores econ6micos y organizaciones para
conocer sus preocupaciones, necesidades y establecer un plan de trabaio en conjunto
para atender la emergencia causada tras la actividad sismica del 6rea suroeste.
Especificamente, se reuni6 con representantes del Centro Unido de Detallistas, el Puerto
Rico Manufacturing Extension ("PRIMEX'), Asociaci5n de Industriales, Colegio de
M6dicos, Asociaci6n de Comercio al Detal, Colegio de Ingenieros, Asociaci6n de
Hoteles y Turismo de Puerto Rico, entre otros tantos, con quienes dialog6 sobre sus
preocupaciones y recomendaciones para ofrecer un ambiente econ6mico estable y
certeza a los inversionistas. Sefral6 que, las reuniones fueron muy fructiferas, y destac6
que, en un tiempo relativamente corto, mriltiples farmac6uticas, empresas
manufacfureras, centros comerciales y otros sectores econ6micos, reanudaron sus
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oPeraciones en su totalidad. Si bien fue informado de daflos leves en estructuras, estas
no representaban riesgo alguno para la vida de los trabaiadores, por lo que, la mayoria
de las empresas reiniciaron operaciones sin complicaciones mayores. Sin embargo, otras
estructuras de empresas en el sur sufrieron un impacto mayor y tuvieron que detener
sus operaciones. Actualmente, estii atendiendo varias situaciones en los municipios miis
afectados y continrla trabajando en equipo junto a otras agencias gubernamentales,
organizaciones e Invest Puerto Rico, para las situaciones y las preocupaciones que
su4an y, de esta forma, ofrecer un ambiente de inversi6n estable.

Mencion6 que, durante la emergencia del COVID-19, mediante el Boletin
Administrativo Nfm. OE-2020{20, la Gobernadora de Puerto Rico decret6 un estado
de emergencia ante la llegada inminente del COVID-l9. Acto seguido, mediante el
Boletin Administrativo Nrim. OE-2020-023, la Gobernadora decret6 un toque de queda
aplicable a toda la ciudadania, asi como un cierre de operaciones gubemamentales y del
sector privado, salvo algunas excepciones, lo cual ha sido extendido y modificado
mediante 6rdenes ejecutivas posteriores, la miis reciente siendo el Boletin
Administrativo Nrim. OE-2020-038 de 1 de mayo de 2020, con vigencia hasta el 25 de
mayo de 2020 (hasta el momento de la Vista Piblica). Consciente de lo que el cierre de
comercios e industrias significa para los distintos sectores econ6micos de Puerto Rico, el
DDEC se mantuvo en comunicaci6n constante con representantes de estos para atender

nr$fias preocupaciones y necesidades. En ese sentido, el personal del DDEC de las ireas

r nNM' 
-esenciales 

comenz5 y continria trabajando diaria y arduamente de forma remota para
\ ! asistir a los distintos sectores de nuestra economia. En esas primeras semanas el trabaio

primordial del DDEC consisti6 en dos (2) asuntos principales: (1) aclarar dudas y
preguntas de empresarios, comerciantes e industrias sobre el alcance de las distintas
Ordenes Ejecutivas emitidas por la Gobemadora de Puerto Rico, y (2) asistir a aquellos
sectores a los cuales le aplicaba alguna exenci6n de la Orden Ejecutiva de la
Gobemadora; es decir, aquellos que asistian al Gobierno de Puerto Rico en la respuesta
a la emergencia creada por el COVID-19 o que constituian servicios esenciales, los
cuales en su origen incluian los sectores de farmac6uticas, dispositivos m6dicos,
biociencias, aeroespacial, investigaci6n y desarrollo, supermercados, farmacias,
gasolineras y sus respectivas cadenas de distribuci6n.rs

Inform6 que, el DDEC pertenece al Task Force econ6mico nombrado por la
Gobernadora de Puerto Rico para atender las consecuencias y el impacto que el COTr'ID-
19 ha tenido y tendrd en el desarrollo econ6mico de Puerto Rico. Junto con
representantes de distintos sectores econ6micos del sector privado, el DDEC ha tenido
la encomienda de evaluar estrategias y delinear planes para la reapertura gradual y
paulatina de distintos sectores econ6micos. El reto del grupo de asesores ha sido
monumental porque la misi6n de reabrir los comercios y estimular la actividad

r5 Lo anterior fue recogido en la Carta Circular N(rm. 2Q2042 del DDEC, cuyo prop6sito era interPretal
las disposiciones de la OE-2020-023 en cuanto al toque de queda y el cierre del sector privado y,
posteriormente, en las distintas cartas circulares emitidas por el DDEC en la medida en que se van
modiJicando las reglas aplicables al toque de queda y los cierres, siendo la mds reciente la Carta Circular
Nrlm. 2020{8 de 5 de mayo de 2020.
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econ6mica en Puerto Rico est6 contrapuesto con la necesidad de salvaguardar la salud y
la vida de los puertorriquefros. En gran medida, el 6xito del equipo econ6mico estii
supeditado a la disciplina y el 6xito que tengan los individuos y los comercios en la
adopci6n e implementaci6n de medidas protectoras y de distanciamiento social que
puedan evitar o aminorar la proliferaci6n del COVID-19.

Sefra16 que, el DDEC colabor6 con otras dependencias del Gobierno de Puerto
Rico y el sector pdvado para que las empresas locales pudieran manufacturar equipo de
protecci6n personal y componentes de salud. Ademiis, colabor6 con PRIMEX para dar
asistencia a empresas de textiles y que pudieran cumplir con los protocolos de salud y
seguridad en los lugares de trabajo. De esta forma, el DDEC realiz6 pasos afirmativos
para promover actividad econ6mica a la vez que apoyaba la respuesta a la emergencia
de salud priblica que enfrentaba Puerto Rico.

Por otra parte, el DDEC, recibi6 y proces6 solicitudes de permisos, licencias,
incentivos y decretos, entre otros, a trav6s del Single Business Portal (en adelante, "SBP").
Asimismo, emiti6 la Orden Administrativa Nrim. 2020-06 para dar continuidad a los
diversos trdmites que realizaba la OGPe. Especificamente, dicha Orden Administrativa
interrumpi6 los t6rminos de todas las solicitudes de cualquier procedimiento

- ldministrativo, adiudicativo, subsanaciones, solicitudes y adjudicaciones de solicitudes,

^$,f,(y cualquier otro t6rmino que surja de un permiso, orden administrativa, resoluci6n,

aN\a regla o reglamento, y extendi6 dichos t6rminos para el beneficio de todas las personas
\ interesadas y /o afectadas. Asimismo, durante todo el periodo, se estableci6 y ofreci6

servicio al cliente en linea a trav6s de la herramienta conocida como "Chat".
En cuanto a las inspecciones necesarias para poder emitir el Permiso Unico, el

DDEC emiti6 la Orden Adminiskativa Nrim. 2020-08 para que OGPe comenzara con un
m6todo altemo de inspecci6n de negocios para otorgar el Permiso lJnico, la inspecci6n
a distancia, aplicable a todas las solicitudes de Permisos Unicos y les aplicaria a los
casos pendientes de inspecci6n desde el 16 de abril, asi como a los casos nuevos que
sean radicados hasta el 31 de julio de 2020. Especificamente, el m6todo altemo de
inspecci6n es mediante fotografias -que deben estar georreferenciadas en la localidad
deI establecimiento para el cual se solicita el Permiso Iinico- y documentos sometidos
por el proponente, como parte de la solicitud del Permiso Unico a trav6s del SBP.

El DDEC, con la colaboraci6n del Departamento de Hacienda y en virtud de la
Resoluci6n Conjunta Nrim. 23-2020 aprobada por esta Asamblea Legislativa, disefl6 e

implement6 el proceso de solicitud y desembolso de aproximadamente sesenta millones
de d6lares ($60,000,000) que fueron identificados entre el Gobiemo de Puerto Rico y la
FOMB para asistir a las PyMEs afectadas por el ciere de operaciones del sector privado
decretado por la Gobernadora ante la llegada del COVID-19. Mediante dicho incentivo
econ6mico, obieto de la Orden Administrativa Nfm. 2020-005, seg(n enmendada, el
DDEC impactaria sobre cuarenta mil (40,000) PyMEs, qui6nes completaron la solicitud
del incentivo a trav6s de su portal "www.refuerzoeconomico.com".

Adem6s, indic6 que, el DDEC -a trav6s del PDL- activ6 la Unidad Estatal para
Trabajadores Desplazados y Patronos que realiza servicios de respuesta rdpida de
acuerdo la l,ey Federal de Oportunidades y de Innovaci6n en la Fuerza Laboral de 2015
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("WIOA", por sus siglas en ingl6s). Especiiicamente, el PDL se encontraba ofreciendo
servicios de orientaci6n en cuanto a oportunidades de adiestramiento y empleo, acceso
a los beneficios del Plan Vital, asistencia con la reclamaci6n de los beneficios del Seguro
por Desempleo, asi como asistencia psicol6gica y planificaci6n financiera.

El DDEC, tambi6n, estaba concediendo reembolsos de hasta cincuenta mil
d6lares ($50,000) por la compra de ciertos equipos de protecci6n personal para
garantizar la continuidad de negocios y evitar cesantias en medio de Ia emergencia por
el COVID-19. A trav6s del PDL, el DDEC identific6 una cantidad inicial de ocho
millones de d6lares ($8,000,000) provenientes del fondo de Respuesta Rdpida, asi como
del Programa de Trabajadores Desplazados. La ayuda podia ser solicitada por patronos
bonafide con quinientos (500) empleados o menos (incluyendo a aquellos que trabaian
por cuenta propia) que cumplieran, principalmente, con los requisitos siguientes: no
tener deudas con el Gobierno de Puerto Rico o tener un plan de pago al dia; y,
demostrar que los gastos extraordinarios incurridos para mantener su operaci6n o
retomarla pudieran tener como consecuencia la cesantia de su capital humano. La
ayuda econ6mica se realiz6 a modo de reembolso por la adquisici6n de equipo de
protecci6n personal como: mascarillas, batas y productos desinfectantes, asi como
compra de materiales de oficina y equipo electr6nico que promuevan el distanciamiento
social, entre otros. El prop6sito de conceder esta ayuda fue evitar la p6rdida de empleos
por empresas que se ven forzadas a cesar operaciones por la carga econ6mica que
representa la continuidad de su negocio en medios de la emergencia de salud que
afrontamos.

Explic6 que, recientemente, el Departamento de Transportaci6n de los Estados
Unidos ("DOT", por sus siglas en ingl6s) emiti6 la notificaci6n final de dispensa para la
transferencia de carga y pasaieros intemacional en Puerto Rico. Esa dispensa convierte a
Puerto Rico en el primer hub a6reo de territorio norteamericano en el Caribe, lo que,
permitirii el desarrollo de varios sectores econ6micos por los pr6ximos dos (2) afios y
redundar6 en millonarias inversiones y creaci6n de empleo. Asimismo, esto permitire
evaluar la viabilidad de desarrollar zonas francas, almacenes, manufactura y otras
actividades econ6micas. Segrin indic6, el DDEC se encargard de establecer un plan de
mercadeo iunto con el sector privado para promocionar a Puerto Rico y aprovechar la
dispensa concedida. Segrin un informe de Estudios T6cnicos, Inc. la dispensa permitir6
que se generen por lo menos diez (10) nuevos vuelos por dia. Esto, a su vez, creara
alrededor de novecientos (900) nuevos puestos de trabajo y un aumento en la n6mina
de alrededor de treinta millones de d6lares ($30.000,000).

Expres6 que, la crisis econ6mica que ha causado el COVID-19 a nivel mundial es

una sin precedentes, y economistas respetados estiin hablando de una recesi6n
econ6mica global. Por lo que, esa realidad que enfrentamos y continuaremos
enfrentando en el futuro inmediato pone de manifiesto la importancia del rol que iuega
el DDEC en la recuperaci6n de la economia y en los esfuerzos para promover el

desarrollo econ6mico de Puerto Rico.
Inform6 que, la Junta de Planificaci6n realiz6 una serie de cdlculos en cuanto al

impacto econ6mico que el COVID-l9 tendrii para la economia de Puerto Rico. Calcul6
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que el producto bruto de Puerto Rico veria una contracci6n de entre -3.5% y -5.4%

durante este aflo fiscal. Por su parte, la FOMB contempla una baja de -7.8%. Estos
c6lculos parten de un escenario en el que Puerto Rico implementa una cuarentena desde
el 16 de marzo hasta el 30 de abril. Sin embargo, la cuarentena se habia extendido de
dicha fecha, por 1o que, el impacto bien podria ser mayor. Independientemente de cudl
sea el impacto real final, ciertamente ser6 negativo. En vista de lo anterior, el DDEC
concluy6 que, necesita todos los fondos, las ayudas y las herramientas disponibles para
poder cumplir con su deber constitucional y estatutario de promover el desarrollo
econ6mico.

Mencion6 que, el impacto econ6mico que sufrir6 PRIDCO (entidad que se

encuentra en un proceso de reestructuraci6n de deuda liderado por la Autoridad de
Asesoria Financiera y Agencia Fiscal ("AAFAF")) pone entredicho el acuerdo de
reestructuraci6n de deuda ("RSA", por sus siglas en ingl6s) otorgado entre PRIDCO y
una mayoria de los tenedores de bonos emitidos por dicha corporaci6n priblica. Como
cuesti6n de hecho, PRIDCO, quien subsiste de ingresos propios generados por el
arrendamiento y venta de su inventario de bienes inmuebles, ha perdido
aproximadamente ocho millones de d6lares ($8,000,000). En ese sentido, entendi6 que,
las obligaciones impuestas por el RSA deben permanecer en suspenso hasta que los
ingresos de PRIDCO se normalicen. En una situaci6n similar se encuentra la CCE, que

bi6n genera ingresos propios por concepto de la administraci6n y arrendamiento de
sus bienes inmuebles. Por lo que, destac6 que, parte del presupuesto del DDEC se nutre
de los ingresos propios generados por PRIDCO y CCE, por lo cual el DDEC en si
tambi6n se afecta por la merma en ingresos. Por otro lado, la CTPR, que genera ingresos
propios provenientes de sus gestiones de fiscalizaci6n y recaudos del impuesto sobre el
canon por ocupaci6n de habitaci6n o Room Tar conforme a la try 272-2003, segin
enmendada, se ha visto sigrrificativamente afectada tras la virtual paralizaci6n de la
actividad turistica en Puerto Rico como consecuencia del COVID-l9. Asimismo, los
recaudos e ingresos propios provenientes de la Ley Nrim. 221 de 15 de mayo de 1948,

segfn enmendada, conocida como "I€y de Juegos de Azar y Autorizaci6n de Mi{quinas
Tragamonedas en los Casinos", ahora bajo la jurisdicci6n de la nueva Comisi6n de

Juegos creada por la Ley 81-2019, se han visto afectados tambi6n por el efecto del
COVID-l9 en el sector turistico. Lo anterior, ademds, implica que se afectan otras
dependencias del Gobiemo de Puerto Rico y otros sectores que reciben fondos de los
recaudos por concepto de juegos de azar, miiquinas tragamonedas y Room Tax. Ello
incluye al DDEC, ya que, parte del presupuesto del DDEC se nutre de los ingresos por
concepto de Room Tax que Benera la CTPR y, una vez consolidada, la nueva Oficina de
Turismo del DDEC.

Finalmente, expres6 que, las prioridades y las necesidades inmediatas de Puerto
Rico han cambiado. Por tal raz6n, entendi6 prudente hacer las siguientes peticiones:
Primero, entendi6 que como minimo el presupuesto que la Asamblea Legislativa
apruebe para el DDEC debe ser consistente con la reorganizaci6n ordenada por la Ley
1,41,-201,8 y el Plan Fiscal, (especificamente, las distintas sumas y partidas
presupuestarias que se le otorguen al DDEC debe incluir las sumas y partidas que
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anteriormente estaban destinadas a sus componentes y programas por separado).
Segundo, asignarle fondos adicionales por concepto de pdrdidas de rentas en el caso de
PRIDCO y CCE, asi como en el caso de p6rdida de ingresos propios en el caso de la
CTPR. Ello, para amortiguar el golpe que recibirii PRIDCO, CCE y la CTPR, y
consecuentemente el DDEC, como consecuencia de las p€rdidas que han tenido y
tendrdn en sus recaudos como consecuencia del COVID-l9. En ese sentido, solicit6 que
se asigne al DDEC una partida adicional de incentivos dirigida a los arrendatarios de
PRIDCO y CCE, para cumplir con sus obligaciones contractuales en relaci6n con los
arrendamientos que mantienen con ambas entidades priblicas y, a su vez, ayudar a
minimizar el impacto presupuestario de ambas. Un reclamo similar hizo en cuanto a los
ingresos dejados de devengar por la CTPR. Segundo, entendi6 que todos los dineros
presupuestados para incentivos y objeto del C6digo de Incentivos deben transferirse
inmediatamente al DDEC conforme al Plan Fiscal y el presupuesto certificado para el
Afro Fiscal corriente, asi como para el pr6ximo afro fiscal una vez dicho presupuesto
entre en vigor, iunto con el resto del presupuesto asignado al DDEC y sus
dependencias. Esto debido a que la transferencia oportuna de estos fondos les
facilitaria su gesti6n; les permitiria impactar e incentivar a mis sectores y empresas; y,
como corolario, militaria a favor del desarrollo econ6mico de Puerto Rico. Tercero,
solicit6 que se les permita gastar los dineros correspondientes para el pago de n6mina y
de servicios profesionales que el DDEC a(n tiene disponible. Cuarto, indic6 que, es

necesario que, por motivo de la crisis causada por el COVID-l9 y la nueva realidad
laboral que enfrentamos, se le asigne presupuesto dirigido a desinfectar y habilitar la
planta fisica de sus edificios, comprar PPE y otros materiales necesarios para la
prevenci6n del virus, asi como para adquirir equipos y sistemas electr6nicos necesarios
para trabajar remotamente de manera efectiva.

El Departamento de Justicia,r6 expres6, no tener obieci6n legal a la aprobaci6n de
la R. del S. 1361, por representar un ejercicio v6lido y necesario del Poder kgislativo.
Recomend6 ademas, consultar con el Departamento de Hacienda, la Oficina de
Gerencia y Presupuesto, y con la Autoridad de Asesoria Financiera y Agencia Fiscal de
Puerto Rico, por su pericia en el tema aqui tratado.

RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES

La R. del S. 1361, promulg6 realizar una evaluaci6n del presupuesto del
Gobiemo de Puerto Rico para el pr6ximo afro fiscal 2020-2021, a los fines de determinar
la necesidad de realizar los aiustes necesarios y la acci6n que deba tomar la Asamblea
Legislativa.

Al Ano Fiscal 2078-2019, Puerto Rico habia tenido seis (6) aftos consecutivos de
desempefto econ6mico negativo. En el Aflo Fiscal 2017-2018, tras el Paso de los
huracanes Irma y Maria, Puerto Rico fuvo una contracci6n econ6mica de -4.3%. Asi las

cosas, entre el Afro Fiscal 2017-2018 y 2018-2019, el producto bruto mostr6 un alza de

16 Memorial Explicativo del Departamento de Justicia sobre la R. del S. 1361
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5.8%. Por consiguiente, durante el Aflo Fiscal 201,8-2019,Ia economia de Puerto Rico
creci6 1.5%. Luego de seis (6) afros, se comenz6 a experimentar un crecimiento
econ6mico.

El presupuesto que se asigna en cada afro fiscal debe aprobarse en funci6n a la
politica priblica del Gobierno de Puerto Rico. No obstante, esta Administraci6n, ha
tenido que enfrentar innumerables retos que han puesto en riesgo el crecimiento y
desarrollo econ6mico estable de Puerto Rico.

Conforme se estim6, el impacto comulativo del COVID-19 sobre la economia de
Puerto Rico, asciende a $6.6 mil millones, ($800 millones durante el Afro Fiscal 2020, y
$5.8 mil millones en el Afto Fiscal 2021). Sin lugar a dudas, la situaci6n de emergencia
de salud p(blica creada por el COVID-19, provoca un panorama de incertidumbre
econ6mico y social, esto sin contar el impacto de la actividad sismica. Estos eventos, han
afectado sustancialmente los esfuerzos de politica priblica de esta Administraci6n,
teniendo que redirigir el esfuerzo colectivo del aparato gubernamental a lidiar con los
problemas m6dicos, sociales y econ6micos causados por estos. Por lo que, es necesario
dirigir los esfuerzos de politica pdblica a reactivar y promover el desarrollo econ6mico
de la Isla.

Por lo antes expuesto, la Comisi6n de Hacienda del Senado de Puerto Rico,
solicita a este Honorable Cuerpo que acoja este Informe Final sobre la R. del S. 1361.

Respetuosamente sometido.

\-a--

Migdalia Padilla Alvelo
Presidenta
Comisi6n de Hacienda



GOBIERNO DE PUERTO RICO

18va. Asamblea 6ta. Sesión
Legislativa Extraordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

PG del S0 1664
Informe Positivo

— ~
‘3~ de septiembre de 2020

AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisión de Salud Ambiental y Recursos Naturales del Senado de Puerto Rico,
previo estudio y consideración del Proyecto del Senado 1664, recomienda a este Alto
Cuerpo su aprobación, con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que se
acompaña.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P, del 5. 1664, según propuesto por la comisión, tiene el propósito de establecer
la ttNueva Ley de Navegación y Seguridad Acuática de Puerto Rico” a los fines de crear
la nueva política pública en cuanto a la reglamentación de la seguridad marítima; las
prácticas recreativas acuáticas y marítimas y deportes relacionados; la protección de los
recursos naturales y ambientales expuestos en estas prácticas; disponer de todo lo relativo
a su administración y reglamentación por el Departamento de Recursos Naturales y
Ambientales; establecer penalidades; derogar la Ley 430—2000.

Según surge de la propia exposición de motivos de la medida ante nuestra
consideración, el Estado tiene la responsabilidad de velar por el bienestar y la seguridad
de sus ciudadanos, en este caso de proteger la seguridad de los que disfrutan del encanto
y majestuosidad de nuestras playas y otros cuerpos de agua. Así también, el Estado tiene
el deber ineludible de alentar la conservación y protección de aquellos recursos naturales
y ambientales que se utilicen en este disfrute.
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Esta Ley debe interpretarse y regirse en una forma cónsona con la política pública
de estimular y fomentar el turismo náutico de nuestro país sin menoscabar los principios
básicos y esenciales de la preservación del medioambiente. El fomento del turismo
náutico es de primordial importancia en la estrategia del desarrollo turístico y económico
de Puerto Rico y para exaltar las bondades y atributos que tiene esta isla del encanto.

ANALISIS DE LA MEDIDA

Para la redacción del presente informe, la Comisión de Salud Ambiental y
Recursos Naturales del Senado de Puerto Rico tuvo ante su consideración la ponencia
presentada por el Secretario del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, Sr.
Rafael A. Machargo Maldonado

DEPARTAMENTO DE RECURSOS NATURALES Y AMBIENTALES (DRNA)

Según surge de la ponencia presentada por el Departamento de Recursos
Naturales y Ambientales:

“Es preciso resaltar que el DRNA es la agencia responsable de la
administración de los bienes de dominio público marítimo terrestre y de la
protección de la biodiversidad, los bosques, la vida silvestre, los arrecifes
de coral y la suma de especies de flora y fauna de nuestra Isla. Además, es
la agencia reguladora en temas de contaminación ambiental de aire, aguas,
suelos y la contaminación por ruido. De igual forma, tiene el deber
ministerial de establecer y ejecutar la política pública concerniente al
manejo de desperdicios sólidos y, por otra parte, también es responsable de
administrar y operar los parques nacionales.

A tenor con los deberes y responsabilidades conferidos por ley, el DRNA
tiene el compromiso de apoyar toda iniciativa dirigida a garantizar el
bienestar y la seguridad de los residentes de nuestro país, en armonía y
balance con la conservación, mantenimiento y protección de nuestros
recursos naturales.”

A través del memorial explicativo, el DRNA expresa su total aval a la medida y a
esos fines indican que:

“Luego de evaluar el (P. del 5.1664) que se encuentra ante su consideración,
el DRNA entiende que persigue un fin loable y reconoce que es momento
de aprobar la Nueva Ley de Navegación y Seguridad Acu4tica de Puerto Rico,
para atemperar a la actualidad los asuntos relacionados a la navegación en
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Puerto Rico y robustecer las disposiciones legales aplicables. Cabe senalar
que el proyecto recoge los insumos de un comité interagencial de trabajo,
del cual el DRNA formó parte activa por tratarse de asuntos bajo su
jurisdicción.

Así las cosas, entendemos urgente la aprobación del (P. del 5. 1664) el cual
será de gran aportación a la seguridad marítima, las prácticas náuticas y la
protección ambiental.”

CONCLUSIÓN

Por los fundamentos antes expuestos, y luego de realizar un análisis de la medida
la Comisión de Salud Ambiental y Recursos Naturales del Senado de Puerto Rico
entiende meritorio la aprobación de la Nueva Ley de Navegación y Seguridad Acuática
de Puerto Rico.

Los deportes acuáticos no solo son un gran atractivo turístico para quienes escogen
a Puerto Rico como destino vacacional, sino que son un pasatiempo de muchos de
nuestros residentes que como parte de su entretenimiento, deporte o distracción
frecuentan nuestras playas y cuerpos de agua para llevar a cabo diversas actividades. Es
nuestro deber y responsabilidad garantizar el sano disfrute de nuestros recursos
naturales, así como crear el marco regulatorio necesario para que nuestros bañistas
disfruten en armonía con aquellos que eligen practicar deportes acuáticos. Con el fin de
fomentar el turismo, promocionar el disfrute de nuestras playas y cuerpos de agua y
garantizar su protección y conservación, entendemos pertinente la aprobación del P. del
S. 1664.

La Comisión de Salud Ambiental y Recursos Naturales del Senado de Puerto Rico,
previo estudio y consideración, recomienda a este Alto Cuerpo la aprobación del
Proyecto del Senado 1664 con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que
se acompaña.

Respet~osament sometido,

Hon. Carlos R?drí~’ez/Mateo
Presidente 1
Salud Ambie tal y Recursos Naturales
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Presentado por los señores Rivera Schatz; Ríos Santiago; Neumann Zayas; Martínez Santiago;
Berdiel Rivera; Correa Rivera; Cruz Santiago; Laureano Correa; Martínez Maldonado; Matías

Rosario; Muñiz Cortés; las señoras Padilla Alvelo; Peña Ramírez; el señor Pérez Rosa; la señora
Riquelme Cabrera; los señores Rodríguez Mateo; Romero Lugo; Roque Gracia; las señoras

Vázquez Nieves y Venegas Brown; y el señor Villafañe Ramos

Referido a la Comisión de Salud Ambiental y Recursos Naturales

LEY

Para establecer la “Nueva Ley de Navegación y Seguridad Acuática de Puerto Rico” a los fines
de crear la va política pública en cuanto a la reglamentación de la seguridad
marítima; las prácticas recreativas acuáticas y marítimas y deportes relacionados;
la protección de los recursos naturales y ambientales expuestos en estas prácticas;
disponer de todo lo relativo a su administración y reglamentación por el
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales; establecer penalidades;
derogar la Ley 430—2000,~egún enmendada~. conocida como “Leij de Navegación y
Seguridad Acuática de Puerto Rico; y para otros fines relacionados.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley 430 - 2000, conocida como la “Ley de Navegación y Seguridad

Acuática de Puerto Rico”, según enmendada, ha servido como punta de lanza

para garantizar la seguridad de nuestros ciudadanos y turistas que visitan nuestra

hermosa isla. Puerto Rico, por su geografía y localización privilegiada, despliega
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un escenario natural particular, por el cual se disfruta ampliamente de las playas y se

practican numerosos deportes acuáticos y marítimos. Con el pasar del tiempo, han

surgido situaciones que nos presentan la necesidad apremiante de revisar la legislación

previamente aprobada ya que la misma contiene aspectos que deben ser atendidos para

garantizar la seguridad de nuestro Pueblo y sus habitantes. A su vez, proveerles a los

agentes del orden público mayores herramientas para hacer valer esta Ley y la política

pública del Estado.

Nuestra geografía y dima permiten que los ciudadanos frecuenten numerosas

actividades tanto en las playas, embalses y cuerpos de agua dulce, tanto para recrearse

como para esparcirse. La diversión al aire libre, aprovechando estos paisajes, se ha

convertido en parte esencial de la vida del puertorriqueño en su tiempo de regocijo.

Para que la ciudadanía disfrute de nuestras playas, embalses y lagunas dentro de un

marco de seguridad, se establece como política pública del Gobierno de Puerto Rico,

garantizar la seguridad y disfrute, dando énfasis al control de embarcaciones, naves,

vehículos de navegación y erradicar el manejo de embarcaciones bajo los efectos de

bebidas embriagantes.

A través de los años, hemos advertido que en Puerto Rico ha tomado auge la

práctica de ciertos deportes acuáticos y marítimos, tales como el deslizamiento en

diferentes tipos de tablas, tales como “paddleboard” o “surf de remo”, el uso de otros

vehículos de navegación con o sin motor de propulsión y el buceo, entre otros. A su vez,

esto ha provocado que aumente considerablemente la frecuencia e intensidad en que se

utilizan los cuerpos de agua y se presentan mayores problemas en torno a la seguridad

en el uso de dichos cuerpos de agua, así como la necesidad de protección de los

recursos naturales y ambientales que se exponen en tal uso.

Es muy frecuente ver en las playas numerosas personas practicando estos

deportes junto a los bañistas. Como consecuencia de esta actividad recreativa conjunta,

han sucedido accidentes lamentables, algunos que han llegado a ocasionar heridas

graves e incapacidad y hasta la muerte. Ante la situación destacada, la preocupación

ciudadana aumenta muchas veces, impidiéndole disfrutar a plenitud de esos momentos
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de diversión. A lo anterior, se suma la necesidad de crear consciencia en la

ciudadanía de que el disfrute de estos escenarios naturales conileva la

responsabilidad de protegerlos.

El Centro para el Control y Prevención de Enfermedades de los Estados

Unidos (CDC) reporta que el uso del alcohol es un factor determinante en el

cincuenta por ciento (50%) de las muertes asociadas con las actividades

recreativas en el agua. Cerca de una tercera parte de los accidentes náuticos en

que ocurre una muerte envuelven el uso del alcohol. El uso del alcohol interfiere

con el balance, coordinación motora y el buen juicio. Estos efectos son agudizados

al exponerse al sol y el calor. Por otra parte, causa la perdida de las inhibiciones y

propende a un comportamiento temerario. El alcohol es un diurético por lo que

promueve la deshidratación e interfiere con la capacidad del cuerpo para

controlar su temperatura, dilata los vasos sanguíneos, así como las temperaturas

calientes, por lo que hace que una persona sea más susceptible a quedar

inconsciente. Por las circunstancias antes descritas, resulta necesario adoptar una

política de cero tolerancias en la operación de embarcaciones bajo los efectos de

bebidas embriagantes, drogas y sustancias controladas. Será deber de los agentes

del orden público velar por la seguridad de los ciudadanos y darles las

herramientas necesarias para desalentar la operación negligente de embarcaciones

o vehículos acuáticos bajo los efectos de bebidas embriagantes, drogas o

sustancias controladas.

El Estado tiene la responsabilidad de velar por el bienestar y la seguridad de sus

ciudadanos, en este caso de proteger la seguridad de los que disfrutan del encanto y

majestuosidad de nuestras playas y otros cuerpos de agua. Así también, el Estado tiene

el deber ineludible de alentar la conservación y protección de aquellos recursos

naturales y ambientales que se utilicen en este disfrute.

Esta Ley debe interpretarse y regirse en una forma cónsona con la política pública

de estimular y fomentar el turismo náutico de nuestro país sin menoscabar los

principios básicos y esenciales de la preservación del medioambiente. El fomento del
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turismo náutico es de primordial importancia en la estrategia del desarrollo turístico y

económico de Puerto Rico y para exaltar las bondades y atributos que tiene esta isla del

encanto.

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Artículo 1.- Título.

2 Esta Ley se conocerá y podrá citarse como la “Nueva Ley de Navegación y

3 Seguridad Acuática de Puerto Rico”.

4 Artículo 2 - Jurisdicción.

5 Esta Ley aplicará a todas las prácticas recreativas marítimas y acuáticas,

6 incluyendo cualquier deporte relacionado que pueda desarrollarse en la jurisdicción del

7 Gobierno de Puerto Rico.

8 Artículo 3 - Definiciones.

9 Para los efectos de esta Ley, los siguientes términos tendrán el significado que a

10 continuación se indica:

11 1. Accidente marítimo: colisión entre embarcaciones, vehículos de

12 navegación, o entre cualquiera de estos y un objeto o persona en las aguas navegables

13 de Puer~to Rico, del cual resulte un daño a la vida o propiedad. La definición puede

14 extenderse a eventos, incidentes o sucesos en o los alrededores de la embarcación

15 mientras se encuentra en las aguas navegables de Puerto Rico. Sin que ~ entienda como

16 una limitación, la Guardia Costera Estadounidense j~*e~ee tiene estableci4~ la siguiente

17 lista de tipos de accidentes marinos:

18 a. Zozobrar.
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1 b. Envenenamiento con monóxido de carbono.

2 c. Colisión con un objeto fijo

3 d. Colisión con un objeto flotante o móvil.

4 e. Colisión con una embarcación comercial.

5 f. Colisión con una embarcación gubernamental.

6 g. Colisión con una embarcación recreativa.

7 h. Colisión con un objeto sumergido.

8 i. Embarcación zarpando.

9 j. Salir expulsado(a) de una embarcación.

10 k. Electrocución.

11 1. Caerse sobre la cubierta de la embarcación.

12 m. Caer fuera de borda.

13 n. Explosión con fuego por ignición de combustible.

14 o. Explosión con fuego que no envuelve combustible.

15 p. Explosión con fuego por causa u origen desconocido.

16 q. Embarcación anegada.

17 r. Encallamiento,

18 s. Persona impactada por la hélice de una embarcación.

19 t. Persona impactada por una embarcación.

20 2. Actividades de turismo náutico: el conjunto de servicios a ser rendidos en

21 contacto con el agua a turistas náuticos, los cuales incluyen, pero no están limitados a:

22 (1) el arrendamiento o flete a turistas de embarcaciones de turismo náutico para el ocio,
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1 recreación o para fines educativos por turistas, incluyendo excursiones; (2) el

2 arrendamiento de embarcaciones o vehículos de navegación a turistas; y (3) la

3 operación de un programa integrado de arrendamiento de embarcaciones.

4 3. Agente del orden público: Significa cualquier miembro u oficial del

5 Gobierno de Puerto Rico, entre cuyos deberes se encuentra el proteger a las personas y

6 la propiedad, mantener el orden y la seguridad pública y efectuar arrestos. Estos

7 incluyen, pero sin limitarse a, el Cuerpo de Vigilantes del Departamento de Recursos

8 Naturales y Ambientales, Negociado de la Policía de Puerto Rico, Policía Municipal,

9 Cuerpo de Seguridad Interna de la Autoridad de los Puertos, Inspectores de la

10 Comisión de Servicio Público y Guardia Costera de los Estados Unidos, mientras se

11 encuentran en funciones o ejercicios oficiales.

12 4. Aguas territoriales de Puerto Rico: incluye todas aquellas que se extienden

13 desde la línea costera de la isla Puerto Rico e islas pertenecientes, y cómo ha sido o en el

14 futuro sea modificada o alterada por avulsión, erosión, o receso de las aguas, hasta diez

15 puntos treinta y cinco (10.35) millas terrestres, o su equivalente de tres (3) leguas

16 marítimas o nueve (9) millas náuticas.

17 5. Análisis químico: análisis de sangre, aliento o cualquier sustancia del

18 cuerpo, menos orina, el cual realiza un agente del orden público debidamente

19 autorizado cuando tuviese motivos fundados para creer que un operador o conductor

20 de embarcación está navegando bajo los efectos de alcohol o sustancias controladas, con

21 el propósito de detectar el porciento de concentración de alcohol o sustancias

22 controladas en el cuerpo del operador o conductor.
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1 6. Áreas de anclaje: lugares designados por el Secretario y demarcados

2 mediante boyas para el amarre o anclaje de embarcaciones y vehículos de navegación.

3 7. Áreas de protección de recursos naturales o de alto valor ecológico:

4 lugares físicamente delimitados y reservados para proteger la fauna y la flora del efecto

5 de actividades humanas y eventos naturales, así como otros recursos naturales y

6 ambientales aledaños incluidos en las cartas náuticas.

7 8. Áreas reservadas para bañistas: zonas designadas para el uso exclusivo de

8 bañistas y áreas aledañas terrestres así designadas y delimitadas, según se establece en

9 términos generales en esta Ley y en el reglamento adoptado a estos fines.

10 9. Bote de servicio (“Tender to” o “T/T”): embarcación cuyo único propósito

11 y destino es servir de apoyo a una embarcación mayor. La misma es transportada sobre

12 la cubierta de la embarcación matriz que está destinada a servir, y no incluirá aquellas
CV&

13 que requieran ser transportadas por la embarcación matriz. Los botes de servicio

14 cumplirán con las disposiciones de esta Ley, y deberán ser inscritos según lo establecido

15 en el artículo de registro de embarcaciones. Se exceptúa de esta definición los botes de

16 velero.

17 10. Boya de amarre: toda boya instalada por el DRNA con el propósito de

18 proteger el fondo marino, proveyendo una opción segura para que los operadores

19 amarren sus embarcaciones recreativas, evitando así que tiren sus anclas sobre

20 ecosistemas sensitivos. Estas boyas de amarre son de forma redonda, de color azul y

21 blanco y con las iniciales del “DRNA”. Los veleros no se amarrarán a estas boyas

22 mientras mantengan izadas las velas.
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1 11. Certificado de inscripción: documento que acredita la inscripción de una

2 embarcación o vehículo de navegación en el Departamento de Recursos Naturales y

3 Ambientales, o en cualquier territorio o dependencia de los Estados Unidos.

4 12. Comisionado: persona designada como Comisionado de la Oficina del

5 Comisionado de Navegación del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales.

6 13. Compañía de Turismo: Compañía de Turismo de Puerto Rico.

7 14. Cuerpos de agua o aguas navegables: comprende el mar, playas, lagos,

8 lagunas, embalses, ríos, la desembocadura de estos, radas y bahías.

9 15. Delito menos grave: todo aquél que apareja pena de reclusión por un

10 término que no exceda de seis (6) meses, pena de multa que no exceda de cinco mil

11 (5,000) dólares o pena de restricción domiciliaria o de servicios comunitarios que no

12 exceda de seis (6) meses, según lo establece la Ley 146 -2012, según enmendada, mejor

13 conocida como el “Código Penal de Puerto Rico”. Delito grave comprenden todos los

14 demás delitos.

15 16. Departamento: Departamento de Recursos Naturales y Ambientales,

16 también conocido como el “DRNA”.

17 17. Dispositivo productor de sonido: silbato o corneta que pueda ser

18 escuchado al menos a media milla náutica de distancia.

19 18. Distribuidor: persona debidamente autorizada para hacer negocios en

20 Puerto Rico, dedicada a vender, comprar, revender o distribuir naves o embarcaciones y

21 vehículos de navegación.
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1 19. Dueño: cualquier persona que tenga título de propiedad o dominio de una

2 embarcación, vehículo de navegación o vehículo terrestre de motor. El término incluye

3 a una persona con derecho al uso o posesión, aunque la embarcación, vehículo de

4 navegación o vehículo terrestre esté sujeto a un derecho a favor de otra persona, que

5 haya sido reservado o constituido mediante un acuerdo para asegurar el pago o

6 cumplimiento de una obligación.

7 20. Embarcación: cualquier sistema o equipo de transportación acuática que

8 tenga instalado un motor, incluyendo, pero sin limitarse a, las motoras acuáticas, las

9 balsas de motor, los veleros con motor, los botes o lanchas de cualquier clase, pero

10 excluyendo los hidroplanos. Este término también incluye aquellas estructuras de

11 fabricación casera impulsadas por un motor.

12 21. Embarcación abandonada: Para las zonas costeras de Puerto Rico, se

13 definira como:

14 a. Toda embarcación de vela o motor con fin de ser utilizada para la

15 navegación que esté desatendida y que su dueño no pueda ser

16 localizado o contactado por un período mayor de 180 días. Podrá ser

17 considerada abandonada aun cuando la embarcación esté amarrada a

18 una boya o un muelle y esté en buen estado.

19 b. Toda embarcación varada o hundida o destruida, cuyo dueño no

20 haya podido ser localizado o contactado o que no la haya reclamado

21 pasado los treinta (30) días del suceso.
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1 c. Toda embarcación que, independientemente de su condición, este

2 localizada en un lugar que represente un riesgo para la seguridad

3 pública, la navegación o los ecosistemas circundantes en la zona

4 marítimo-terrestre cuyo dueño no pueda ser localizado o contactado

5 de forma inmediata.

6 22. Embarcación casera: embarcación o nave construida por un individuo no

7 astillero profesional, para su disfrute recreativo personal y sin fines de venta. La misma

8 se construye utilizando materia prima no refinada, en vez de piezas prefabricadas por

9 un manufacturero o astillero profesional.

10 23. Embarcaciones documentadas: aquellas que tienen un certificado de

11 inscripción en vigor y expedido por el Servicio de Guardacostas de los Estados Unidos

12 de América, y un marbete federal debidamente acreditado.

13 24. Informe de accidente marítimo: documento preparado por la Oficina del

14 Comisionado de Navegación del Departamento y la Guardia Costera de Estados

15 Unidos, con el objetivo de reportar accidentes marinos y actualizar las estadísticas de

16 los mismos.

17 25. Interruptor maestro (Kill switch): todo dispositivo que interrumpa en su

18 totalidad, y de manera inmediata, la energía de propulsión de una embarcación o nave.

19 26. Investigador de accidentes marítimos: investigador adiestrado y

20 certificado por el Programa de Operaciones y Adiestramientos sobre Accidentes de

21 Embarcaciones, o “BOAT”, como se le conoce por sus siglas en inglés, de la Asociación

22 Nacional de Administradores de Leyes de Navegación.



11

1 27. Inspector de embarcaciones: todo inspector debidamente adiestrado y

2 certificado por el DRNA y la Guardia Costera de los Estados Unidos.

3 28. Marina o Embarcadero: lugar público o privado debidamente autorizado,

4 con instalaciones de muelles y rampas para ofrecer múltiples servicios, principalmente,

5 a embarcaciones y vehículos de navegación recreativos.

6 29. NASBLA: National Association of State Boating Law Administrators o en

7 español, Asociación Nacional de Administradores de Leyes de Navegación.

8 30. Notificación: Para los fines de responsabilidad del DRNA, se considerará

9 que la notificación del Secretario a la persona que aparezca en sus archivos como dueño

10 constituirá notificación a las personas que de hecho sean dueñas de la embarcación, y la

11 mera remisión de la notificación por correo a las direcciones que aparezcan en el

12 Registro de Numeración e Inscripción del Departamento, aunque no fuesen recibidas

13 por los destinatarios, se considerará como tal notificación a todos los efectos legales.

14 31. Número de identificación del casco de la embarcación: El número de

15 identificación del casco, o “HIN”, por sus siglas en inglés, se usa para identificar y

16 monitorear toda embarcación manufacturada o importada después del 1 de noviembre

17 de 1972.

18 32. Operar: significa navegar, tener bajo su mando o conducir una

19 embarcación, nave, vehículo de navegación o vehículo terrestre de motor.

20 33. Persona: significa todo individuo natural o jurídico.

21 34. Prácticas marítimas o acuáticas: todas las actividades de asueto, diversión,

22 entretenimiento o actividad comercial que se puedan llevar a cabo en los cuerpos de
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1 agua y áreas aledañas, incluyendo la pesca, los deportes acuáticos y marítimos y las

2 prácticas recreativas relacionadas que existen y que puedan desarrollarse en el futuro.

3 35. Salvavidas: aparato de flotación personal debidamente aprobado por la

4 Guardia Costera de los Estado Unidos. Los aparatos de flotación personal serán

5 compatibles al peso y tamaño adecuado del nauta, y estarán en buenas condiciones. De

6 ser requerido mediante ley o reglamento, el llevar puesto el salvavidas significa que

7 estará debidamente entallado, con todas las correas y lazos sujetados, en todo momento.

8 36. Secretario: Secretario(a) del Departamento de Recursos Naturales y

9 Ambientales.

lO 37. Vehículo de navegación: sistema de transportación con capacidad de

11 desplazamiento en el agua que no tenga instalado un motor como: los “paddle boards”

12 o surf de remo, los botes de remo, las canoas, los kayaks, los barcos de vela con o sin

13 remos, esquis acuaticos, tablas para flotar con o sin vela, balsas, sistemas mflables y

14 cualquier aparato que se mueve sobre el agua sin ser impulsado por motor, aunque

15 podría estar preparado para instalársele o adaptársele algún tipo de motor.

16 38. Vehículo terrestre de motor: todo vehículo que se mueva por fuerza

17 propia diseñado. para operar en tierra firme. Incluye todos los “vehículos de motor”,

18 según definidos por la Ley de TnmnGito de Puerto Rico~ Ley 22— 2000, segu’n enmendada,

19 conocida como “Ley de Tránsito de Puerto Rico”.

20 Artículo 4 - Declaración de política pública

21 Se declara política pública del Gobierno de Puerto Rico el garantizar la seguridad

22 y el bienestar de la ciudadanía en prácticas marítimas y recreativas mientras disfrutan
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1 de los cuerpos de agua de Puerto Rico, así como el proteger la fauna, la flora y otros

2 recursos naturales y ambientales que puedan afectarse por las actividades que se

3 desarrollen en estos. Con el propósito de desarrollar condiciones para que el ser

4 humano y la naturaleza coexistan en armonía, en este cuerpo de ley se proveen medidas

5 de protección y seguridad necesarias para la conservación de nuestros recursos

6 naturales y ambientales y el disfrute de los ciudadanos en estas áreas.

7 La Ley deberá propiciar el uso ordenado del recurso de forma que estimule su

8 uso comercial y recreativo, y facilite el acceso y la navegabilidad de las aguas.. Esta Ley

9 deberá interpretarse y administrarse cónsona con la política pública de fomentar el

10 turismo náutico en nuestro país. El fomento del turismo náutico es esencial en la

11 estrategia de desarrollo de Puerto Rico, pues estimula la actividad económica y genera

12 oportunidades de empleo. Por ende, esta legislación se interpretará y administrará con
cy

13 prudencia y razonabfficiad en su aplicación a la industria y el turismo náutico.

14 Artículo 5 - Facultades del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales.

15 El Departamento de Recursos Naturales y Ambientales queda investido con

16 poderes y facultades para adoptar, promulgar e implementar reglas y reglamentos

17 necesarios para la ejecución y administración de esta Ley y la política pública

18 establecida por ésta. Dichos poderes y facultades se llevarán a cabo mediante los

19 reglamentos y acciones de supervisión encomendadas a la Oficina del Comisionado de

20 Navegación.

21 Artículo 6- Funciones y Deberes del Comisionado de Navegación.

22 Las funciones y deberes del Comisionado de Navegación son las siguientes:
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1 1. Deberá ser una persona de reconocida probidad moral, con conocimiento

2 y experiencia en la navegación y en lo relacionado a las normas de seguridad acuática y

3 marítima.

4 2. Desempeñará su cargo a voluntad del Secretario, y podrá acogerse a los

5 beneficios de la Ley 106 - 2017, “Ley para Garantizar el Pago a Nuestros Pensionados y

6 Establecer un Nuevo Plan de Aportaciones Definidas para los Servidores Públicos”.

7 3. Cumplirá las funciones y responsabilidades que le delegue el/(la)

8 Secretario(a), entre las cuales estarán las siguientes:

9 a. Someterá para la aprobación del Secretario los reglamentos necesarios

10 para la implantación de esta Ley.

11 b. Con la aprobación del Secretario, mantendrá un programa de seguridad

12 marítima y acuática que provea adiestramiento y educación a los

13 operadores de embarcaciones, naves, o vehículos de navegación y a la

14 ciudadanía en general sobre las disposiciones de esta Ley y sobre las

15 medidas de seguridad que deben observarse en los cuerpos de agua,

16 balnearios y áreas aledañas.

17 c. Mantendrá un sistema de certificación, inscripción y numeración de

18 embarcaciones, naves, o vehículos de navegación.

19 Coordinará planes y programas de vigilancia preventiva con el Cuerpo de

20 Vigilantes de Recursos Naturales, la Policía de Puerto Rico, el Servicio de Guardacostas,

21 la Autoridad de los Puertos y la Guardia Municipal del municipio correspondiente.
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1 Mantendrá un sistema de boyas o cualquier otro marcador flotante para

2 delimitar aquellas designadas como áreas reservadas para bañistas o de alto riesgo.

3 Realizará cualquier otra tarea que le sea asignada por ei(la) Secretario(a)

4 relacionada a asuntos y normas de seguridad en la navegación recreativa.

5 Artículo 7- Seguridad marítima y acuática.

6 Para propiciar la reglamentación adecuada sobre los diversos aspectos de la

7 seguridad marítima y acuática se establecerá lo siguiente:

8 1. Con el objetivo de proteger hábitats de especies vulnerables y áreas de alto

9 valor ecológico, el Departamento tendrá facultad para prohibir el uso, manejo u

10 operación de embarcaciones y vehículos de navegación en áreas donde así lo entienda

11 necesario.

12 2. Se delimitarán y demarcarán las áreas reservadas o protegidas de la
(-tJf~

13 siguiente forma:

14 a. Se faculta a la Oficina del Comisionado de Navegación del Departamento

15 de Recursos Naturales y Ambientales a que, en consulta con la Junta de

16 Planificación de Puerto Rico, y de ameritarlo con el Departamento de

17 Recreación y Deportes, la Compañía de Turismo de Puerto Rico y a la

18 Autoridad de los Puertos de Puerto Rico, continúe adoptando

19 regulaciones y monitoreando la zonificación y delimitación de las áreas

20 reservadas para bañistas, áreas de protección de recursos naturales y

21 ambientales o de alto riesgo; quedando aquellas áreas no reservadas para

22 el libre uso de Ías embarcaciones y vehículos de navegación.
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1 b. b~ Se ordena al Comisionado a marcar con boyas, o cualquier otro

2 marcador flotante la delimitación de las áreas a que se hace referencia en

3 esta Sección. Se autoriza al Departamento a mantener en las áreas

4 reservadas para bañistas, así como en las áreas de protección de recursos

5 naturales y ambientales, letreros en los idiomas español e inglés y los

6 símbolos internacionales que describan en forma general la delimitación

7 de dichas áreas.

8 c. Se establecerá un sistema de señales en las áreas reservadas o protegidas,

9 para lo cual se faculta al Departamento a establecer, en las áreas

10 reservadas para bañistas bajo su jurisdicción, un sistema de señales

11 visuales, sonoras o combinación de ambas, mediante el cual se pueda

12 avisar a las personas que se encuentren en áreas reservadas para bañistas

13 de condiciones generales de peligro existente en dichas áreas. El

14 Departamento también quedará facultado a establecer un sistema de

15 advertencias para informar de situaciones peligrosas existentes en las

16 áreas acuáticas o marítimas de protección de recursos naturales y

17 ambientales.

18 d. Se permitirá el uso de embarcaciones y motoras acuáticas en toda área

19 marítima, siempre que no sea reservada para bañistas, o de protección de

20 recursos naturales, o que por disposición de otras leyes se prohíba. El

21 Secretario podrá, no obstante, limitar o prohibir mediante reglamentación

22 el uso de embarcaciones o motoras acuáticas en cualquier área que así lo
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1 estime necesario para garantizar la seguridad, la protección del ambiente

2 y la práctica de la pesca. Esta disposición no exime de responsabilidad

3 civil o criminal a la persona que mientras opere dichas embarcaciones en

4 las áreas permitidas maneje con negligencia o cause daño a la propiedad o

5 a otra persona o alguna especie en peligro de extinción o viole alguna

6 disposición de esta Ley.

7 3. Se propiciará la navegación prudente y razonable de todo operador de una

8 embarcación y vehículo de navegación de la siguiente forma:

9 a. El Departamento establecerá mediante reglamento las restricciones de uso

10 y/o maniobras cuáles pudieran causar daño físico a persona o propiedad

11 privada incluyendo, pero sin limitarse a las siguientes:

12 i. Las medidas de seguridad que deberán observar y tener las

13 embarcaciones o vehículos de navegación, tales como equipo

14 de luces, salvamento, ventilación, extintores de incendios y

15 cualquier otro equipo o aditamento que se considere

16 necesario para la seguridad y protección de las personas y

17 dichas embarcaciones o vehículos de navegación en los

18 cuerpos de agua.

19 u. Las normas y los requisitos para conducir embarcaciones, y

20 vehículos de navegación en Puerto Rico. Disponiéndose que,

21 dentro de marinas y canales de navegación debidamente

22 rotulados con boyas instaladas por la Oficina del
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1 Comisionado de Navegación, la velocidad máxima será de

2 cinco millas por hora (5MPH), de manera que no produzca

3 oleaje.

4 iii. Las medidas de seguridad que deberán cumplir las personas

5 que se encuentren en áreas reservadas para bañistas o áreas

6 de protección de recursos naturales y ambientales, que se

7 atempere a estatutos ya vigentes tales como el Código Penal

8 y/o Leyes Especiales.

9 b. Tales reglamentos deberán adoptarse de conformidad a las disposiciones

10 de la Ley 38-2017, ~gún enmendada, conocida como ti-tulada “Ley de

11 Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”.

12 6. Se exceptúan de las disposiciones previamente establecidas en este

13 Artículo, las embarcaciones o vehículos de navegación que se encuentren en las

14 siguientes circunstancias, cuando:

15 a. Se acerquen o entren en el área reservada para bañistas, en áreas de

16 lagunas y lagos o en un área de protección de recursos naturales y

17 ambientales para prestar auxilio o buscar resguardo en una situación de

18 emergencia; o

19 b. Cuando un vehículo terrestre de motor se encuentre echando o sacando

20 una embarcación de un cuerpo de agua en áreas que no estén rotuladas

21 como de alto valor ecológico, o que de otro modo específicamente se

22 prohíba; o
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1 c, Cuando agentes del orden público requieran del uso de un vehículo de

2 navegación o embarcación para llevar a cabo labores de vigilancia o en el

3 ejercicio de sus funciones oficiales.

4 d. Cuando se autoricen estudios e investigaciones que requieran entrar en

5 áreas protegidas o utilizar embarcaciones de mayor caballaje que el

6 permitido o cualquier otra exención de las disposiciones de esta Ley. En

7 estos casos se requerirá una autorización del Secretario del Departamento,

8 así como cualquier otra agencia del gobierno estatal o federal con

9 injerencia. La autorización expedida por el Secretario deberá contener las

10 siguientes condiciones y requisitos: tiempo de duración, días y horas

11 permitidas, medidas de seguridad y manejo que deberán observarse, áreas

~ 12 a ser utilizadas por la embarcación o vehículo de navegación, relación de

13 las disposiciones de la Ley de que se exime o cualquier otro que estime

14 conveniente y necesario el Secretario.

15 7. Se establecerá un comité encargado del mantenimiento de la base de

16 datos,análisis de la hoja de campo y de la determinación de estrategias de remoción y

17 disposición de las embarcaciones abandonadas. El mismo será integrado por personal

18 designado de la Oficina del Comisionado de Navegación y de la División de Ecología

19 Marina del Departamento, y, además deberán colaborar estrechamente con

20 instrumentalidades federales como la Guardia Costera de los Estados Unidos, la

21 Administración Nacional Oceánica y Atmosférica, la Agencia de Protección Ambiental,

22 el Servicio de Pesca y Vida Silvestre de Estados Unidos y el Cuerpo de Ingenieros.
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1 Este tipo de embarcaciones, previamente definidas en el texto de esta Ley,

2 constituyen un problema para el medioambiente y la seguridad marítima. Por tal razón,

3 se dispone lo siguiente:

4 a. Toda embarcación que se hunda, encalle, o de alguna forma quede varada en

5 las aguas de Puerto Rico, incluyendo la zona marítimo terrestre, tiene que ser

6 removida dentro de los primeros quince (15) días del suceso. Dicha remoción

7 será con la supervisión de personal del Departamento.

8 b. Si el dueño no puede remover la embarcación, el Estado la removerá para

9 descartarla y pasará los costos a la persona que aparezca como dueño en el

10 registro del DRNA. Además, el dueño podrá ser responsabilizado por los

u1)~
11 daños ecológicos o a la propiedad pública o privada que resulten del estado

12 de abandono de dicha embarcación.

13 c. En el caso que el dueño no pueda ser identificado, personal del Cuerpo de

14 Vigilantes colocará el aviso correspondiente en la embarcación, el cual

15 identificará la misma como abandonada, detallará el tiempo de reclamación y

16 citará la disposición legal pertinente. El DRNA emitirá un aviso de abandono

17 en la prensa escrita y virtual. Discrecionalmente, el DRNA podrá colocar

18 dichos avisos en otros de lugares de visitas frecuentes del público, como

19 correo, marinas, entre otros. Ambos avisos tendrán su versión en español y en

20 inglés.
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1 d. Pasados los treinta (30) días sin ser reclamada, será declarada embarcación

2 abandonada y será considerada como un estorbo público, por lo que se

3 comenzará un proceso de incautación y ocupación por el Departamento.

4 e, El Estado estará facultado para remover de forma inmediata cualquier

5 embarcación abandonada o cualquier otra embarcación independientemente

6 de su condición, cuyo dueño no pueda ser localizado o contactado o que no

7 proceda a removerla de forma inmediata, cuando la embarcación constituya o

8 se considere que constituya o este localizada en un lugar, que represente un

9 riesgo, amenaza o peligro para la navegación, para la seguridad pública, para

10 los recursos marinos o costeros, o para los ecosistemas circundantes en la

11 zona marítimo-terrestre.

12 8. Análisis Químico

13 a. Se presume que toda persona que opere o navegue una embarcación por

14 las aguas territoriales del Gobierno de Puerto Rico ha prestado su

15 consentimiento a someterse a una prueba inicial de aliento para los fines

16 que se expresan en esta Ley a ser practicada en el lugar del suceso por el

17 agente del orden público que efectúe la intervención o por un agente del

18 orden público que acuda a asistir en la intervención.

19 b. Cuando existan motivos fundados para creer que una persona opera una

20 embarcación bajo los efectos de bebidas alcohólicas, drogas o sustancias

21 controladas; o cuando dichos motivos fundados surjan mientras el

22 operador haya sido detenido por razón de una posible infracción a alguna
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1 ley o reglamento, o para cumplir con los requerimientos de inspección de

2 la embarcación requerida por alguna ley o reglamento; cualquier agente

3 del orden público podrá:

4 i. detener, intervenir y en los casos que exista un protocolo de

5 abordaje, abordar una embarcación.

6 u. requerirle al operador que se someta a una prueba inicial de aliento,

7 o solicitarle que se someta a un análisis químico o físico de sangre o

8 cualquier sustancia de su cuerpo, menos la orina, para los fines que

9 se expresan en esta Ley, a ser practicada en una facilidad médico

10 hospitalaria.

11 iii. En el caso de personas incapacitadas, las muestras de sangre se

12 efectuarán mediando consentimiento de su encargado o tutor, o

13 mediando orden judicial.

14 c. Podrá requerir al operador en cuestión que se someta a los análisis antes

15 mencionados, cualquiera de los siguientes funcionarios:

16 i. El agente del orden público a cargo de la intervención inicial.

17 u. El agente del orden público a cargo de la investigación.

18 iii. El Fiscal Investigador.

19 iv. Cualquier Juez del Tribunal de Primera Instancia.

20 d. En el caso de que la persona intervenida por el agente del orden público se

21 niegue a someterse a la prueba inicial de aliento o al análisis químico de

22 sangre, se podrá solicitar al Tribunal de Primera Instancia que expida una
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1 orden judicial para la extracción de las muestras de sangre o de cualquier

2 sustancia de su cuerpo, menos la orina para los análisis químicos o físicos

3 que se expresan en esta Ley.

4 e. Se presume que toda persona que resulte muerta o inconsciente como

5 consecuencia de un accidente marítimo no ha retirado su consentimiento

6 para que los análisis químicos o físicos de sangre o cualquier sustancia de

7 su cuerpo, menos la orina, sean efectuados para los fines que se expresan

8 en esta Ley, sujeto a las disposiciones de este capítulo. En el caso de que el

9 occiso haya sido una persona incapacitada, las muestras de sangre se

10 efectuarán mediando consentimiento de su encargado o tutor, o mediando

11 orden judicial.

12 E. Las instituciones de salud públicas y privadas, así como su personal

13 quedaran sujetos a las reglas y reglamentos establecidos por esta Ley.

14 g. Las instituciones de salud públicas y privadas, así como su personal,

15 quedan obligados a notificar inmediatamente a las autoridades del orden

16 público sobre toda persona que llegue lesionado a recibir tratamiento

17 médico o de primeros auxilios, si las mismas son provocadas a

18 consecuencia de un accidente marítimo.

19 h. Toda muestra obtenida de una persona, excepto la de aliento, será

20 dividida en tres (3) partes: una será entregada a la persona detenida para

21 que pueda disponer de sus análisis y las otras dos (2) serán reservadas

22 para el uso del Departamento de Salud y/o el Instituto de Ciencias
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1 Forenses. De estas dos partes, una será usada con el propósito de análisis

2 químico o físico requerido por esta Ley, y la otra parte se conservará para

3 ser analizada únicamente por instrucciones del Tribunal en caso de que

4 existiere discrepancia entre el análisis oficial y el análisis hecho

5 previamente por instrucciones del acusado.

6 i. Copia del resultado del análisis químico de aliento, sangre o de cualquier

7 otra sustancia del cuerpo de una persona detenida, según fuere el caso, le

8 será remitido al Fiscal del Distrito correspondiente al lugar donde

9 ocurrieron los hechos para su debida incorporación al expediente del caso.

10 El operador tendrá derecho a que se le suministre a él o a su abogado, la

11 información completa sobre los análisis practicados.

12 j. Todo documento en el que el Departamento de Salud informe un

13 resultado sobre análisis realizado en su laboratorio y cualquier otro

14 documento que se genere de la reglamentación que promulgue dicha

15 Agencia en conformidad con las disposiciones de este Articulo y las Reglas

16 de Evidencia, deberá ser admitido en evidencia como prueba “prima

17 facie”.

18 Se ordena al Secretario del Departamento de Salud a que, en un término de

19 ciento ochenta (180) días a partir de la aprobación de esta Ley, adopte las medidas

20 necesarias para enmendar el Reglamento Núm. 7318 de 28 de febrero de 2007 del

21 Departamento de Salud, también identificado como el Reglamento 123 del Secretario de

22 Salud ylo atemperé con esta Ley.



25

1 Artículo 8 - Multas administrativas.

2 1. Se faculta al Secretario a determinar y establecer mediante reglamento

3 aquellas infracciones a esta Ley que serán sancionadas mediante la imposición de

4 multas administrativas y a imponer las multas por dichas infracciones. Los agentes del

5 orden público quedan facultados a expedir los boletos de multa por las infracciones.

6 2. La imposición de multas mediante boletos no limita las facultades del

7 Secretario para expedir órdenes de hacer, o no hacer, cesar y desistir y, previa la

8 celebración de vistas, imponer sanciones y multas administrativas mediante un

9 procedimiento adjudicativo por infracción a las disposiciones de esta Ley y de los

10 reglamentos aprobados al. amparo de la misma. Disponiéndose que las multas

11 administrativas a ser impuestas por el Secretario no excederán de cinco mil dólares

12 ($5,000.00) por infracción, en conformidad con las disposiciones de la Ley de

13~de ..P~uertc .~ Ley Núm•~••••••~3S-2O 17,

14 enmcndada ,~ey 38-2O17~ se~4n enmendada, conocida como “Ley deProcedimjento

15 Administrativo Uniforme del Gobierno dePuertoRjco”.

16 3. Toda persona que viole las siguientes limitaciones será sancionada con la

17 imposición de multas administrativas mediante boletos, por la cantidad de cincuenta

18 dólares ($50.00) por cada infracción, salvo específicamente se disponga una multa

19 mayor. Se podrá emitir un boleto por cada violación hasta que la misma sea corregida,

20 salvo se disponga lo contrario. En el caso que se le deba imponer a una persona varias

21 multas administrativas mediante boleto por infracción a la misma disposición legal,

22 será discreción del agente del orden público expedir un boleto por cada infracción
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1 cometida o emitir un boleto con una multa total equivalente a la cantidad dispuesta por

2 Ley multiplicada por cada infracción.

3 a. Ninguna persona operará una embarcación, o usará un vehículo de

4 navegación, en forma descuidada o negligente de manera que ponga en

5 riesgo su vida o seguridad, o la vida, seguridad o propiedad de las demás

6 personas. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una

7 multa administrativa de doscientos cincuenta ~25O} dólares ~Q.Q0).

8 b. Ningún dueño de una embarcación o vehículo de navegación permitirá la

9 operación de estos en exceso de la capacidad de pasajeros o el peso

10 máximo recomendado por el fabricante, cualquiera de estos criterios que

11 se cumpla primero. En el caso de embarcaciones o vehículos de
epA.

12 navegación de fabricación casera, se utilizarán por analogía las guías

13 establecidas por los fabricantes de equipos comparables. En el caso de

14 estar realizando un remolque o prácticas marítimas, esa(s) persona(s) se

15 considerará(n) parte de la capacidad máxima de pasajeros o peso

16 recomendado por el fabricante de la embarcación matriz. La infracción de

17 esta disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de

18 doscientos cincuenta (250) dólares ($250.00) por cada viaje; y, además,

19 puede conllevar la terminación del mismo.

• 20 c. Ninguna persona operará una embarcación con el fin de remolcar o

21 practicar deportes acuáticos, a menos que en dicha embarcación, además

22 del operador con Iicencia de navegación vigente y a bordo, haya una
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1 persona en posición de vigilar el avance de la persona o personas que

2 están siendo remolcadas. No será de aplicación esta prohibición cuando

3 sea necesario socorrer o prestar ayuda necesaria a una persona que está en

4 peligro.

5 d. Ningún operador de una embarcación creará oleaje a una distancia de cien

6 (100) pies o menos, cuando se acerque a una embarcación con los biombos

7 azules encendidos del Cuerpo de Vigilantes, de la Policía de Puerto Rico o

8 Policía Municipal.

9 e. Ninguna embarcación, vehículo de navegación o vehículo terrestre de

10 motor operará, transitará, anclará o de otra manera discurrirá por las áreas

11 reservadas para bañistas, zona marítimo terrestre o áreas de protección de

12 recursos naturales y ambientales. La infracción a esta disposición

13 conllevará la imposición de una multa administrativa de doscientos

14 cincuenta (250) dólares ~$25O.OO) por infracción.

15 f. Ninguna persona nadará más allá de los límites demarcados para bañistas

16 mediante boyas o cualquier otro marcador flotante. En caso de hacerlo, los

17 agentes del orden público podrán llamar su atención y ordenarle regresar

18 al área delimitada para los bañistas. De no cumplir con la orden, el agente

19 del orden público podrá emitir un boleto con la imposición de multa

20 administrativa de cincuenta ~5O~ dólares ($~O.OO).

21 g. Ninguna persona menor de catorce (14) años de edad operará una

22 embarcación. La infracción de esta disposición conllevará la imposición de
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1 una multa administrativa de doscientos cincuenta .(2~O) dólares ($250.QQ2

2 al dueño de la embarcación.

3 h. Ninguna persona menor de dieciocho (18) años, pero mayor de catorce

4 (14) años de edad, podrá operar una embarcación salvo posea licencia de

5 navegación y esté acompañada de un adulto, el cual servirá de vigía y

6 también tendrá la licencia de navegación vigente y a bordo de dicha

7 embarcación. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de

8 una multa administrativa de doscientos cincuenta ~ dólares f$250.QQ)j

9 YL además, puede conllevar la terminación del viaje.

10 i. Ninguna persona podrá operar una embarcación dentro de la jurisdicción

11 de Puerto Rico sin tener licencia de navegación vigente. Dicha licencia se

12 obtiene al tomar y aprobar un curso y su correspondiente examen escrito,

13 los cuales son debidamente autorizados por NASBLA y el Departamento.

14 Los cursos para la obtención de la licencia de navegación pueden ser

15 ofrecidos a través de plataformas virtuales u online. La infracción a esta

16 disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de

17 doscientos cincuenta ~250~ dólares ÇQ~9O y, además, puede conllevar la

18 terminación del viaje. Se exceptúa de este requisito a toda persona que

19 alquile una motora acuática de una compañía de actividades de turismo

20 náutico, la cual cumpla con los requisitos establecidos en el Artículo 1140

21 de esta Ley, sus reglamentos y leyes especiales aplicables. Todo dueño de

22 embarcación debe tomar ocho (8) horas de educación continua durante la
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1 vigencia de la licencia (entiéndase dentro del periodo de 5 años) y

2 presentar la acreditación de dicha educación continua al momento de la

3 renovación.

4 j. Ninguna persona podrá operar una embarcación si no tiene consigo su

5 licencia de navegación, mientras dicha embarcación se encuentre en aguas

6 navegables y territoriales de Puerto Rico. La infracción de esta disposición

7 conllevará la imposición de una multa administrativa de cien .(4OO~ dólares

8 ($100.00); y, además, puede conllevar la terminación del viaje.

9 k. Ninguna persona podrá operar una embarcación con una licencia de

10 navegación expirada. La licencia de navegación tendrá una vigencia de

11 cinco (5) años, a partir de la fecha que sea expedida por la Oficina del

12 Comisionado de Navegación. El proceso de renovación será de carácter

13 escalonado, según se establezca mediante reglamento. La infracción a esta

14 disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de

15 doscientos cincuenta (250) dólares ($250.00); y además, puede conllevar la

16 terminación del viaje.

17 1. Ninguna persona podrá operar una embarcación con su licencia de

18 navegación de otro estado y/o territorio que ostente el logo de NASBLA,

19 por un período mayor de noventa (90) días. La Licencia de Navegación

20 expedida en un estado o territorio de los Estados Unidos, y que ostente el

21 logo de NAS13LA, será convalidada por el curso de navegación requerido,

22 siempre que el solicitante tome y apruebe el curso sobre esta Ley. La
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1 infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa

2 administrativa de doscientos cincuenta 4250) dólares ($250.00) y, además,

3 puede conllevar la terminación del viaje.

4 m. Ninguna persona echará a un cuerpo de agua ni operará una embarcación

5 o vehículo de navegación sin cumplir con la reglamentación federal y

6 estatal aplicable al equipo de seguridad que deba tener dicha embarcación

7 o vehículo de navegación, incluyendo el interruptor maestro en las

8 embarcaciones o naves que lo requieran. Se expedirá un boleto por cada

9 equipo de seguridad requerido y en violación de esta disposición, hasta

10 que la misma sea corregida.

11 n. Ninguna persona podrá operar una motora acuática, salvo el operador y

~ 12 todos los pasajeros lleven puesto un salvavidas, segdn requerido por esta

13 Ley y sus reglamentos. La infracción a esta disposición conllevará la

14 imposición de una multa administrativa de cien «LOO) dólares fflQQ~Q0.

15 o. Ningún dueño u operador permitirá que una persona menor de doce (12)

16 años de edad se encuentre en una embarcación que esté navegando sin

17 tener puesto un salvavidas. La infracción a esta disposición conllevará una

18 multa administrativa de cien (1-00) dólares ~$jO0,00).

19 p. Ningún dueño u operador permitirá que una persona menor de ~ (12)

20 años de edad se encuentre en una embarcación que esté navegando en

21 movimiento sin tener puesto un salvavidas o aparato de flotación

22 personal. La infracción a esta disposición conllevará una multa
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1 administrativa de cien (100) dólares ($100.00) para embarcaciones no

2 comerciales y de doscientos cincuenta (250) dólares ($250.00) para

3 comerciales, lo que será impuesto por infracción hasta un máximo de mil

4 ~0OO) dólares ($1,000.00) por evento mediante boleto expedido por los

5 agentes del orden público.

6 Se exceptúa de este requisito en las siguientes circunstancias:

7 1. Cuando el menor se encuentre en la cabina interior o la cabina de

8 mando de la embarcación.

9 2. Cuando la embarcación sea una operada por la Autoridad de Puertos.

10 En estos casos, será necesario que el salvavidas o aparato de flotación

11 personal esté disponible en todo momento y en cantidad suficiente

12 para que haya un salvavidas o aparato de flotación personal por cada

13 pasajero.

14 q. Ninguna persona podrá practicar el deporte de “Paddle Board” o “Surf de

15 Remo” a más de cien (100) metros de la costa sin salvavidas y algún

16 dispositivo productor de sonido. En caso de que este deporte se vaya a

17 realizar en la noche, además de lo anteriormente dispuesto, también se~

18 deberá contar con linterna o algún dispositivo que produzca luz blanca.

19 Asimismo, las tablas deberán tener instalado un cordón o atadura de

20 seguridad puesto. Se exime del uso de estos dispositivos en competencias

21 debidamente organizadas y que cuenten con el Permiso de Evento Marino

22 del Departamento.
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1 r. Toda embarcación mientras se encuentre en movimiento, exhibirá

2 únicamente las luces de navegación así establecidas en el subcapítulo de

3 “Inland Navigation Rules” de la Guardia Costera de los Estados Unidos,

4 33 CFR § 83.20 — 83.26 (1980). La infracción a esta disposición conllevará la

5 imposición de una multa administrativa de doscientos cincuenta ~25O~

6 dólares ~$25O.OO).

7 s. Ninguna embarcación usará luces de fondo, o “underwater”, en reservas

8 naturales, áreas de alto valor ecológico o áreas debidamente rotuladas con

9 esta prohibición. La infracción de esta disposición conllevará la imposición

10 de una multa administrativa de doscientos cincuenta ~250~ dólares

11 ~25O.Oji2.

~ÁV~ 12 t. Ninguna embarcación operará con un número de registro que no le

13 pertenezca a la misma. La infracción a esta disposición conllevará la

14 imposición de una multa administrativa de quinientos ~OO) dólares

15 ($5OO.Q~. Además, la violación a este inciso podrá conllevar la ocupación

16 de la embarcación para propósitos de confiscación.

17 u. Ninguna embarcación operará sin llevar adherido el marbete de la misma,

18 en el lado del estribor de la proa y a no más de seis (6) pulgadas del lado

19 derecho del número de registro de la embarcación. La infracción a esta

20 disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de cien

21 ~W0~ dólares ($100.Q9J.
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1 y. Toda embarcación manufacturada o importada al territorio de los Estados

2 Unidos después de 1 de noviembre de 1972, y sujeta a inscripción y

3 numeración, deberá tener colocado un Número de Identificación del Casco

4 primario visible y uno secundario oculto en el casco de la embarcación. El

5 número de identificación del casco deberá cumplir con el formato

6 establecido en la legislación federal vigente y esta Ley. La infracción de

7 esta disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de

8 doscientos cincuenta (250) dólares ($Z50.QÇj. Además, la violación a este

9 inciso podrá conllevar la ocupación de la embarcación con propósitos de

lO confiscación.

11 x. Ningún manufacturero o importador podrá vender, transferir o utilizar el

12 Número de Identificación del casco asignado a una embarcación.

13 y. Ninguna persona podrá asignar el mismo número de identificación de

14 casco a más de una embarcación.

15 z. Ninguna persona podrá remover o alterar el número de identificación de

16 casco requerido en el 33 CFR §~ 181.21 - 181.35, a menos que esté

17 autorizado por el Comandante de la Guardia Costera de Estados Unidos.

18 La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa

19 administrativa de doscientos cincuenta «I~O~ dólares j’$2~5O.OO). Además, la

20 violación a este inciso podrá conllevar la ocupación de la embarcación

21 para propósitos de confiscación.
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1 aa. Ninguna persona removerá, alterará o modificará el motor de una

2 embarcación, excepto en competencias autorizadas por el Secretario o la

3 Guardia Costera de Estados Unidos. La infracción de esta disposición

4 conllevará la imposición de una multa administrativa de doscientos

5 cincuenta (250) dólares ($250.00). Además, la violación a este Artículo

6 podrá conllevar la ocupación de la embarcación para propósitos de

7 confiscación.

8 bb. Ninguna persona amarrará o sujetará una embarcación o vehículo de

9 navegación a boya o demarcador flotante, salvo únicamente la misma sea

10 una hoya de amarre.

11 cc. Ningún dueño u operador de una embarcación podrá anclar la misma

12 dentro de un canal de navegación, de modo que obstruya el libre tránsito

13 de las embarcaciones en el mismo o que represente un peligro para la

14 navegación. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de

15 una multa administrativa de doscientos cincuenta f2~O) dólares ($250.00).

16 Se exceptúa de esta disposición aquellas embarcaciones y vehículos de

17 navegación que sufran desperfectos mecánicos o presenten una situación

18 de emergencia mientras se encuentran en los cuerpos de agua de Puerto

19 Rico

20 dd. Ninguna persona podrá amarrar, sujetar o anclar una embarcación o

21 vehículo de navegación a una especie componente de un manglar en un

22 área protegida, y tampoco fuera de las áreas designadas para anclaje por el



35

1 Secretario en las inmediaciones de manglares, corales y praderas de yerbas

2 marinas que se encuentren en áreas de protección de recursos naturales.

3 La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa

4 administrativa de doscientos cincuenta (250) dólares ($250.00). Nada de lo

5 dispuesto en este inciso impedirá que, de causarse daño o destrucción al

6 mangle, los corales o las praderas marinas, pueda llevarse a cabo cualquier

7 acción civil, criminal o administrativa. No será de aplicación esta

8 prohibición cuando sea necesario socorrer, como consecuencia de una

9 emergencia súbita o tras un anuncio de huracán.

10 Se ordena al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales a que adiestre a

11 los Oficiales del Orden Público sobre el Reglamento para el Control de la

CfQ~ 12 Contaminación por Ruidos, PR Regs. DRNA REG. 8019 (2011), y el manejo de aparatos

13 de medición de niveles de sonido (“sonómetros”) para que puedan monitorear la

14 ocurrencia eventos que ameriten tal acción y procedan a aplicar la acción o sanción que

15 corresponda, El Departamento suministrará los instrumentos a los oficiales del orden

16 público para el cumplimiento con lo establecido en esta Ley. Estableciéndose que, en

17 áreas naturales protegidas y de alto valor ecológico habrá cero tolerancias a ruidos

18 excesivos. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa

19 administrativa de quinientos (504» dólares ~$~QQ~QO.

20 Artículo 9- Obligaciones y multas en caso de accidentes marítimos.

21 1. El operador de una embarcación o vehículo de navegación involucrado en

22 un accidente marítimo u otra emergencia deberá dar a las personas
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i afectadas el socorro y la asistencia prudente y necesaria para salvarlos o

2 minimizar cualquier peligro causado por la colisión, accidente o

3 emergencia, siempre que pueda hacerlo, sin poner en grave riesgo su

4 propio medio de transportación, tripulación o pasajeros. También, dará su

5 nombre, dirección, número de licencia o identificación de la embarcación o

6 vehículo de navegación, a cualquier persona lesionada y al dueño de

7 cualquier propiedad afectada.

8 2. Ningún operador de una embarcación envuelta en un accidente

9 abandonará la escena de la mismaLl siempre que pueda hacerlo, sin poner

10 en grave riesgo su propio medio de transportación, tripulación o

11 pasajeros. Toda persona que infrinja esta disposición incurrirá en delito

12 menos grave, y de ser convicta será penalizada con una multa máxima de

13 mil ~I~~~OO3 dólares ~($1,OOO.OO), con pena de reclusión por un término

14 máximo de seis (6) meses o ambas penas a discreción del Tribunal.

15 3. En caso de un accidente marítimo u otra desgracia en que esté involucrado

16 una embarcación u otro vehículo de navegación y resultase muerta o

17 lesionada alguna persona o se causaren daños a la propiedad, el operador

18 o dueño deberá informarlo inmediatamente al cuartel de la Policía Estatal

19 o Municipal o a la base del Cuerpo de Vigilantes más cercana, en el caso

20 que no estuviese presente un agente del orden público. Toda persona que

21 infrinja esta disposición incurrirá en delito menos grave.
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1 4. Además, el operador o dueño de una embarcación involucrada en un

2 accidente marítimo deberá rendir el Informe de Accidente Marítimo en un

3 término de setenta y dos (72) horas, salvo medien circunstancias

4 extraordinarias. La Unidad Marítima a la cual fue presentado el informe

5 deberá enviar el mismo a la Oficina del Comisionado de Navegación

6 inmediatamente.

7 5. Todo taller o mecánico de reparación de embarcaciones reportará a las

8 autoridades cualquier embarcación o vehículo de navegación con señales

9 de haber estado involucrado en un accidente marítimo, dentro las

10 subsiguientes setenta y dos (72) horas de haber recibido dicha

11 embarcación o vehículo de navegación.
CÁ~,M..

12 6. El Departamento tendrá facultad de imponer una multa administrativa de

13 cien .(100~ dólares ~($jQO.QO) mediante boleto, por el incumplimiento de

14 requisito de informar sobre accidente marítimo y de completar el Informe

15 de accidente marítimo, según lo dispuesto en este Artículo.

16 7. Cuando el operador o usuario de una embarcación o vehículo de

17 navegación incurra en una infracción en la que se establece una multa

18 administrativa en esta Ley, y como consecuencia de ella causare o

19 contribuyera a causar un accidente que resultase en la lesión de una

20 persona o daños a la propiedad ajena, dicho acto será considerado como

21 delito menos grave.
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1 8. Disponiéndose que, lo establecido en este artículo no menoscaba la

2 facultad de procesar los actos que constituyen infracciones a esta Ley o su

3 reglamento como delito grave o menos grave tipificado en el Código Penal

4 o cualquier otra ley especial.

5 Artículo 10 - Otros delitos y penalidades.

6 1. Toda personá que opere una embarcación en las aguas territoriales de

7 Puerto Rico,, mientras esté bajo los efectos de bebidas alcohólicas, drogas o

8 sustancias controladas en violación a lo dispuesto en esta Ley cometerá un

9 delito menos grave y de resultar convicta, será sancionada de conformidad

10 a lo dispuesto en el inciso Ç6~ de este artículo.

11 2. Cualquier agente del orden público podrá intervenir y detener al operador

~ 12 de una embarcación; y abordar cualquier embarcación para intervenir y

13 detener al operador en los casos que exista un protocolo de abordaje;

14 cuando tuviese motivos fundados para creer que:

15 a. las embarcaciones están siendo usados en violación a las

16 disposiciones de esta Ley o sus reglamentos;

17 b. se está cometiendo un delito bajo cualquier ley estatal; o,

18 c. su operador está manejando bajo los efectos de bebidas alcohólicas,

19 drogas o sustancias controladas, según se definen en la Ley 1-2011,

20 según emnéndada, mejor conocida como “Código de Rentas

21 Internas para un Nuevo Puerto Rico”, y en la Ley Núm. 4 de 23 de
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1 junio de 1971, según enmendada, conocida como “Ley de

2 Sustancias Controladas de Puerto Rico”.

3 3. Cualquier agente del orden público que tuviese motivos fundados para

4 creer que el operador de una embarcación está conduciendo bajo los

5 efectos de bebidas alcohólicas, drogas o sustancias controladas deberá

6 requerirle que se someta a ima prueba inicial de aliento, o solicitarle que se

7 someta a un análisis químico o físico de sangre o cualquier sustancia de su

8 cuerpo, menos la orina, para los fines que se expresan en esta Ley, en una

9 facilidad médico-hospitalaria.

10 4. Cuando el operador intervenido por el agente del orden público se negare,

11 objetare, resistiere o evadiere someterse a la prueba inicial de aliento o al

12 análisis químico de sangre para la detección de niveles de alcohol, drogas

13 o sustancias controladas en el cuerpo, se solicitará a un Tribunal de

14 Primera Instancia que expida una orden judicial para la realización de la

15 prueba o la extracción de las muestras de las sustancias corporales

16 necesarias para los análisis químicos o físicos que se expresan en esta Ley.

17 Expedida la orden judicial, el operador intervenido quedará obligado a

18 someterse a la prueba inicial de aliento o a ser trasladado a una facilidad

19 médico-hospitalaria para que el personal certificado por el Departamento

20 de Salud proceda a extraerle las muestras pertinentes.

21 5. Se presumirá que, un operador de una embarcación está navegando bajo

22 los efectos de bebidas embriagantes cuando el porciento de concentración
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1 de alcohol en la sangre supere los siguientes parámetros en las

2 circunstancias que se especifican a continuación:

3 a. 0.06% de alcohol por volumen de sangre para el momento en que se

4 opere embarcaciones que no sean motoras acuáticas;

5 b. 0.02% de alcohol por volumen de sangre para el momento en que

6 opere una motora acuática;

7 c. 0.00% de alcohol por volumen de sangre para el momento que un

8 empleado o funcionario público opere una embarcación del

9 Gobierno de Puerto Rico;

10 d. 0.00% de alcohol por volumen de sangre para el momento que un

11 menor de 18 años esté operando una embarcación.

12 Esta disposición no limita la presentación en cualquier proceso criminal de

13 otra evidencia competente para comprobar si el operador estaba o no bajo

14 los efectos de bebidas alcohólicas, al tiempo de cometerse la alegada

15 infracción.

16 6. Toda persona convicta por operar una embarcación bajo los efectos de

17 bebidas alcohólicas, drogas o sustancias controladas en violación a lo

18 dispuesto en esta Ley, será sancionada de la siguiente manera:

19 a. Por la primera infracción, con pena de multa de quinientos (500)

20 dólares ($5O0.Q~2, más cincuenta (50~ dólares ($50.00) por cada

21 centésima adicional sobre el límite de concentración de alcohol

22 establecido por Ley, pena de restitución de ser aplicable, así como la
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1 asistencia compulsoria a un programa de orientación debidamente

2 certificado por el Departamento, en conjunto con la Administración

3 de Servicios de Salud Mental y contra la Adicción. Dicho programa

4 podrá tener un costo no mayor de (50) dólares ($50.00) si es ofrecido

5 por el Departamento. De no cumplir con las condiciones de la

6 sentencia yla rehabilitación impuestas, se le impondrá una pena de

7 cinco (5) a quince (15) días de cárcel. El Departamento retendrá su

8 licencia de navegación por un término no mayor de noventa (90)

9 días, a partir de la fecha del dictamen o sentencia del tribunal

10 competente.

11 b. Por la segunda convicción, con pena de multa de mil ~00~» dólares

12 f$1,000.00), más cincuenta (50) dólares f$~Q~QQ~). por cada centésima

13 adicional sobre el limite de concentración de alcohol establecidas

14 por ley, o cárcel por un término de quince (15) a treinta (30) días, o

15 ambas penas a discreción del Tribunal, y pena de restitución, de ser

16 aplicable. La persona así convicta estará sujeto a una evaluación

17 para determinar el grado de abuso de alcohol que padece y se le

18 ordenará recibir tratamiento para ello, según su caso. Deberá, como

19 parte de la sentencia, prestar servicios comunitarios por un periodo

20 no menor de treinta (30) días. El Departamento retendrá, además,

21 su licencia de navegación por un término no mayor de doce (12)
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1 meses, a partir de la fecha del dictamen o sentencia del tribunal

2 competente.

3 c. En el caso de una tercera o subsiguiente convicción será sancionado

4 con pena de multa no menor de dos mil ~2,000~ dólares~

5 ni mayor de cinco mil f5~O0O~ dólares ($5,000.00), más cincuenta f5O~

6 dólares ($50.00) por cada centésima adicional sobre el límite de

7 concentración de alcohol establecidas por ley, o cárcel por un

8 término no menor de sesenta (60) días ni mayor de seis (6) meses, o

9 ambas penas a discreción del Tribunal. Se impondrá pena de

10 restitución, de ser aplicable. Además, como parte de la sentencia, el

11 tribunal le ordenará prestar servicios comunitarios por un periodo

SP” 12 no menor de sesenta (60) días,

13 d. En el caso de una tercera convicción el Departamento retendrá,

14 además, su licencia de navegación por un término no mayor de

15 treinta y seis (36) meses, a partir de la fecha del dictamen o

16 sentencia del tribunal competente.

17 e. En el caso de una cuarta convicción, el Departamento revocará

18 vitaliciamente la licencia de navegación, imponiendo al convicto la

19 prohibición permanente de operar una embarcación en las aguas

20 territoriales de Puerto Rico.

21 Habrá reincidencia cuando el que ha sido convicto y sentenciado por infracción a

22 este Artículo comete nuevamente una infracción dentro de un término no mayor de
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1 cinco (5) años, contados desde la convicción. Para que el Tribunal pueda imponer las

2 penas por reincidencia establecidas en este Artículo, no será necesario que se haga

3 alegación de reincidencia en la denuncia o en la acusación. Bastará que se establezca el

4 hecho de la reincidencia mediante el informe pre-sentencia o mediante certificado de

5 antecedentes penales.

6 7. Toda persona que fuere convicta de violar lo dispuesto en este Artículo, y

7 que además estuviere conduciendo la embarcación en compañía de un menor de quince

8 (15) años de edad o menos o una mujer en estado de gestación, será sancionada con una

9 multa adicional de mil «1-7000) dólares ($1,000.00) más cincuenta ~0) dólares fI5O~QQ) por

10 cada centésima adicional sobre el límite de concentración de alcohol establecidas por

11 ley. El tribunal impondrá, a su discreción, una pena de reclusión no menor de cuarenta

12 y ocho (48) horas y hasta un máximo de dos (2) años.

13 8. Las infracciones y penalidades de la Ley de Sustancias Controladas.serán

14 aplicables cuando se violen las disposiciones de dicha Ley, mientras la persona opere

15 una embarcación o vehículo de navegación o viaje en él, disponiéndose que toda

16 embarcación o vehículo de navegación en que fuese ocupada alguna sustancia

17 controlada siguiendo el debido proceso de ley, estará sujeto a confiscación por el Estado

18 Libre Asociado de Puerto Rico, siguiendo el procedimiento establecido en la Ley 119-

19 2011, según enmendada, conocida como “Ley Uniforme de Confiscaciones”. Esta

20 disposición, sin embargo, no impedirá levantar la defensa de tercero de buena fe

21 (“innocent third party”).
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1 9. Se procederá a tenor con la Ley 119-2011, según enmendada, conocida como

2 7Ley~ Lnifoyji’ie de ConfiscacioF~es”~

3 ei~ne~4a4a, y siguiendo el debido procedimiento de ley, cuando sea ocupada cualquier

4 arma o munición en violación de la Ley 404-2000, segiín enmendada, mejor conocida

5 como “Ley de Armas de Puerto Rico”; y en el caso en que la embarcación o vehículo de

6 navegación sea usado para transportar explosivos o sustancias que puedan utilizarse

7 para fabricar explosivos sin haber obtenido con anterioridad el correspondiente permiso

8 del Superintendente de la Policía, a tenor con las disposiciones de la Ley Núm. 134 del

9 28 de junio de 1969, según enmendada, conocida como “Ley de Explosivos de Puerto

10 Rico”.

11 10. El operador o dueño de la embarcación o vehículo de navegación en el

12 cual se ocupe un arma, por no tener el correspondiente permiso, será sancionado con la

13 pena correspondiente establecida en la Ley de Armas de Puerto Rico, eegún ant~ citada

14 esta Leij. Esta disposición no aplicará a las embarcaciones documentadas por el

15 Servicio de Guardacostas de los Estados Unidos de América o que hayan sido

16 registradas como embarcaciones de bandera extranjera en lo referente a las armas que

17 se utilizan para la protección de la embarcación en alta mar, que se mantengan en la

18 embarcación y que no tengan el propósito de ser introducidas a la jurisdicción de los

19 Estados Unidos de América.

20 11. Toda persona que, mientras opera una embarcación u otro vehículo de

21 navegación, desobedezca una orden o indicación legal de un agente del orden público

22 para que detenga dicha embarcación u otro vehículo de navegación, o toda persona que
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1 impida la inspección de cualquier embarcación o vehículo de navegación, incurrirá en

2 un delito menos grave, y de ser convicta sera sancionada con una multa maxima de mil

3 ~I~OOO) dólares ($1,000.00),

4 12. Si como consecuencia de una violación a las disposiciones de esta Ley, una

5 persona causare grave daño corporal a un ser humano, será acusada de delito grave y

6 convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de

7 dieciocho (18) meses, o multa no menor de dos mil ~2~QQO) dólares ($2,000.00) ni mayor

8 de cinco mil O~9~ dólares ~$~,9_QQ~OO o ambas penas a discreción del Tribunal. De

9 mediar circunstancias agravantes la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un

10 máximo de tres (3) años. De mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta

11 un mínimo de nueve (9) meses. Las circunstancias atenuantes o agravantes se

12 determinarán conforme a lo dispuesto en los Artículos 65 y 66 ~ la j~ey Z46-2O12~

13 conocida corno del Código Penal de Puerto Ricos Lcy~Nú.m. i46~do~30 de Julie de 20127

14 según enmendada.

15 13. Toda persona que ocasione la muerte a otra por negligencia al conducir

16 una embarcación incurrirá en delito menos grave, pero se le impondrá pena de

17 reclusión por un término fijo de tres (3) años. Cuando la muerte se ocasione al conducir

18 una embarcación con negligencia que demuestre claro menosprecio de la seguridad de

19 los demás, incurrirá en delito grave y se le impondrá pena de reclusión por un término

20 fijo de ocho (8) años.

21 Cuando la muerte se ocasione al conducir una embarcación con negligencia y

22 bajo los efectos de sustancias controladas o bebidas embriagantes, segán dispuesto y
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1 definido en la Ley 1-2011, según enmendada, mejor conocida como “Código de Rentas

2 Internas para un Nuevo Puerto Rico”, y en la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, según

3 enmendada, mejor conocida como “Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico”,

4 incurrirá en delito grave y se le impondrá pena de reclusión por un término fijo de

5 quince (15) años.

6 14. Toda persona que, después de ser notificada de que la Oficina del Servicio

7 Nacional de Meteorología en San Juan ha emitido un boletín de aviso de condiciones

8 meteorológicas adversas y haber sido requerido desalojar el cuerpo de agua donde se

9 encuentre o sus márgenes por las autoridades competentes, permanezca en dicho

10 cuerpo de agua incurrirá en delito menos grave y convicta que fuere, será penalizada

~ 11 con multa que nunca será menor de cien dólares ($100) ni excederá los quinientos

12 dólares ($500), por cada infracción.

13 15. Toda persona que infrinja cualquier disposición de esta Ley para la cual no

14 haya sido dispuesto pena específica, o que infrinja cualquier reglamento adoptado en

15 virtud de esta Ley para el que tampoco haya sido dispuesto pena específica, incurrirá en

16 delito menos grave y convicta que fuere, será penalizada con multa de doscientos

17 cincuenta dólares ($250) por cada infracción.

18 16. Los tribunales de Puerto Rico tendrán jurisdicción concurrente con el

19 Departamento para iniciar cualquier procedimiento que surja por la violación de esta

20 Ley, exceptuando lo dispuesto en los incisos (4), (6), (10), (11), (12), (13), (14) y (15) de

21 este Artículo 10 dc la Ley~ en donde dichos tribunales tendrán jurisdicción exclusiva

22 sobre el asunto.
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1 17. En cualquiera de los casos o eventos mencionados en este Artículo,

2 cuando sea necesario para proteger la vida o propiedad, el oficial del orden público

3 podrá proceder con el arresto de la persona que ha incurrido en la violación de ley.

4 18. El agente del orden público podrá ordenar al operador o capitán de una

5 embarcación o vehículo de navegación el regreso al puerto de procedencia y

6 terminación de viaje dada las siguientes circunstancias:

7 a. No haya un salvavidas para cada pasajero y en cumplimiento con las

8 regulaciones federales y estatales aplicables.

9 b. Extintores de incendios expirados o en incumplimiento con regulaciones

10 federales y estatales aplicables.

11 c. Desprovisto de luces de navegación, luces de bengala o de auxilio (diurno

12 y nocturno).

13 d. Desprovisto de bomba de achique o se evidencie que las mismas están

14 defectuosas.

15 e. Exceso de carga o pasajeros por encima de la carga máxima permitida

16 recomendada por la placa de capacidad o la recomendación del

17 manufacturero.

18 f. El (la) operador (a) esté navegando sin licencia de navegación a bordo de

19 la embarcación.

20 g. Se evidencie que un menor de edad no autorizado esté operando la

21 embarcación.
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1 h. En caso de un derrame de combustible, lubricante y otro material

2 contaminante con su origen en la embarcación intervenida.

3 i. Que haya motivo fundado para sospechar que el (la) operador(a) de la

4 embarcación esté operando bajo los efectos de bebidas embriagantes,

5 drogas o sustancias controlas.

6 En caso de que la embarcación o vehículo de navegación esté obstruyendo

7 entradas, salidas o el movimiento de otras embarcaciones en Marinas o canales de

8 navegación. El agente del orden público ejecutará con cautela y prudencia su discreción

9 al momento de ordenar la remoción de la misma por otros medios según las

io circunstancias de la situación.

1 i Artículo 11 - Registro de embarcación

12 1. Toda embarcación que esté sujeta a numeración e inscripciófl que se

13 encuentre en aguas del Gobierno de Puerto Rico deberá estar enumerada y poseer su

14 Número de Identificación de Casco. Aquella embarcación a la cual se le aplique la ley

15 de reciprocidad~ además deberá estar rotulada con un nombre común o propio,

16 debidamente registrado en el Departamento.

17 2. Ninguna persona operará o dará permiso para operar cualquier

18 embarcación en las aguas navegables de Puerto Rico, a menos que:

19 a. Dicha embarcación esté numerada y rotulada de acuerdo a esta Ley, o de

20 acuerdo a un sistema de numeración de otro estado, aprobado por el

21 Gobierno de los Estados Unidos de América, o sea una embarcación de

22 bandera extranjera; Disponiéndose que, el número de identificación
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1 indicado en el Certificado de Numeración tendrá el tamaño y forma que

2 requieran las reglas y reglamentos del Departamento, siempre de forma

3 legible, visible y a cada lado o lugar determinado por reglamento de

4 acuerdo al tipo de embarcación. En caso de la embarcación con nombre

5 propio o común, dicho nombre también deberá ser fijado en la popa o en

6 el lugar determinado por reglamento. Las normas y reglamentos que

7 promulgue el Departamento por tamaño y forma del número y nombre de

8 identificación serán también aplicables en los casos en que haya

9 transcurrido el término de noventa (90) días de reciprocidad, según se

10 dispone en este Artículo;

11 b. El Certificado de Numeración asignado a dicha nave o vehículo de

12 navegación esté en toda fuerza o vigor;

13 c. Dicha embarcación esté inscrita y pague el derecho anual de registro,

14 conforme se establece en esta Ley, excepto en el caso de aquéllas que estén

15 exentas de inscripción conforme este Articulo; y

16 d. El operador de la embarcación posea una licencia de navegación vigente.

17 Dicha licericia se obtiene al aprobar un curso y su correspondiente examen

18 escrito sobre fundamentos básicos de navegación, los cuales son

19 debidamente autorizados por NASBLA y la Oficina del Comisionado de

20 Navegación del Departamento. El curso es ofrecido por el Departamento y

21 entidades colaboradoras autorizadas por la Oficina del Comisionado de

22 Navegación del Departamento. Se exceptúa de este requisito a toda
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1 persona que alquile una motora acuática a un negocio autorizado para

2 llevar a cabo actividades de turismo náutico, en conformidad con lo

3 establecido en el Artículo 1140 de esta Ley.

4 La Licencia de Navegación expedida en un estado o territorio de los

5 Estados Unidos, y que ostente el logo de NASULA, será convalidada por el

6 curso de navegación requerido, siempre que el solicitante tome y apruebe

7 la conferencia sobre esta Ley. Cualquier persona podrá operar una

8 embarcación con su licencia de navegación de otro estado y/o territorio

9 que ostente el logo de NASBLA, por un período no mayor de noventa (90)

10 días.

11 En el caso de que una persona que ostente un Credencial vigente como

12 Capitán Marino Mercante (5 tons, 6 pack, 100 tons, etc.), expedido por la

13 Guardia Costera, y solicite la convalidación del curso de navegación

14 requerido para obtener la Licencia de Navegación emitida por la Oficina

15 del Comisionado de Navegación, deberá presentar la evidencia

16 acreditativa de tal credencial, matricuiarse para asistir a la conferencia

17 sobre esta Ley y aprobar el examen sobre dicho tema. La Oficina del

Comisionado de Navegación procederá a emitir la Licencia de Navegación

19 al (la) solicitante, luego de verificar que se cumplió con los requisitos de

20 esta solicitud.

21 3. La solicitud de registro o traspaso deberá estar acompañada de evidencia

22 de la titularidad de la embarcación y del correspondiente pago de derechos al Secretario
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1 de Hacienda de Puerto Rico. Además, si tenía la obligación de rendir para el año

2 contributivo inmediatamente anterior a la fecha de dicha solicitud, el solicitante deberá

3 presentar evidencia de haber rendido su planilla de contribución sobre ingresos,

4 mediante certificación del Departamento de Hacienda a esos efectos o copia certificada

5 de la planilla. En caso de no tener evidencia de titularidad, deberá tramitar una

6 autorización consistente en una declaración jurada acompañada de una certificación de

7 la Oficina del Fiscal General del Departamento de Justicia que acredite que la nave o

8 vehículo de navegación no es objeto de litigio criminal.

9 4. Los derechos anuales a pagar se determinarán de acuerdo al tipo de clase

10 de embarcación, según clasificadas en la siguiente tabla:

11 CLASIFICACION DE EMBARCACIONES Y VEHICULOS DE NAVEGACION

12 Clase Tamaño Tarifa

13 Glase4 •mcnos de l6piesdc4p~go

14 Qase-2 4~6-pios~o más,~org menos de 22~

15

16 Clase 1 menos de 16 pies de largo $50.00

17 Clase 2 16 pies o más, pero menos de 22 $75.00

18 Clase 3 22 pies o más, pero menos de 30 pies $150.00

19 Clase 4 30 pies o más, pero menos de 40 pies $300.00

20 Clase 5 40 pies o más, pero menos de 65 pies $400.00

21 Clase 6 65 pies o más $600.00

22 EXCEpCIONES:
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1 Si la embarcación se utiliza exclusivamente por su dueño como único

2 instrumento de trabajo en la pesca comercial pagará un derecho anual de registro de

3 cinco dólares ($5). En este caso, el dueño de la misma deberá acreditar su condición de

4 pescador comercial tanto al momento de inscribir su embarcación como al momento de

5 renovar la inscripción y el marbete, por lo cual deberá presentar la licencia de pescador

6 comercial que lo acredita conforme a las leyes y reglamentos vigentes.

7 Asimismo, si la embarcación es operada por su propio dueño mediante el

8 alquiler para actividades de turismo náutico, la misma pagará un derecho anual de

9 registro de cinco dólares ($5). En este escenario en particular, tanto al momento de

10 inscribir su embarcación como al momento de renovar la inscripción y el marbete, el

11 dueño deberá presentar una certificación de la Compañía de Turismo que acredite la

12 autorización del dueño de la embarcación utilizada mediante el alquiler para fines

13 recreativos comerciales conforme a las leyes y reglamentos vigentes.

14 En ambos casos, si la persona es dueña de más de una embarcación y estas son

15 utilizadas por su dueño de forma alterna para las actividades objeto de las excepciones,

16 solamente una podrá acogerse al pago de cinco dólares ($5), pudiendo ser la de mayor

17 tamaño. Lo que significa que la otra o las otras embarcaciones deberán pagar la tarifa

18 anual estándar según su clasificación.

19 Disponiéndose que, silos agentes del orden público expidiesen algún boleto por

20 no inscribir o no renovar la inscripción previa a que el dueño de las mismas efectúe

21 dichas transacciones, dicho boleto será por la cantidad que le hubiere correspondido

22 pagar de derecho anual conforme a la clasificación de la misma.
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1 5. El Departamento expedirá una certificación al dueño de la embarcación

2 haciendo constar el tamaño, importe del pago y el municipio donde está localizada la

3 misma. Esta certificación será expedida previa presentación de solicitud de inscripción.

4 6. El dueño de la embarcación presentará el pago de los derechos anuales a

5 Oficial Recaudador de la Oficina de Recaudaciones del Departamento de Recursos

6 Naturales y Ambientales o en el Departamento de Hacienda. Consecuentemente, se le

7 entregará copia del recibo debidamente sellada.

8 7. El Departamento inscribirá la embarcación, asignando el número

9 correspondiente y entregará el marbete, previa presentación del recibo expedido por el

10 Departamento o Colector de Rentas Internas. Dicho marbete se adherirá en el lado del

11 estribor de la proa y a no más de seis (6) pulgadas del lado derecho del número de

12 registro de la embarcación.

13 8. El Departamento enviará, mediante correo postal o correo electrónico, la

14 notificación de renovación anual de marbete a los dueños de las embarcaciones

15 inscritas, la cual deberá presentarse al hacer el pago de renovación anual. Al recibo de la

16 solicitud y evidencia del pago del derecho correspondiente, el Departamento registrará

17 la embarcación y expedirá al solicitante un Certificado de Numeración. En los casos que

18 aplique la Ley de Reciprocidad, no se expedirá numeración, aunque sí será inscrito

19 haciendo constar el número asignado, el nombre, número de Seguro Social y dirección

20 del dueño o agente en Puerto Rico, localización y una descripción de la embarcación.

21 El dueño de cualquier embarcación cubierto por un número en vigor, que le haya

22 sido asignado en virtud de una ley federal o por un sistema de numeración de un
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1 estado, aprobado por el Gobierno Federal, que desee operar dicha embarcación en

2 territorio del Estado Libre Asociado, transcurrido el término de reciprocidad de

3 noventa (90) días provistos en este Artículo, deberá registrar dicho ni~imero mediante el

4 procedimiento establecido en este Artículo. En este caso, el Departamento expedirá

5 números adicionales o sustitutos.

6 Todo dueño de embarcación documentada que desee realizar la renovación de

7 marbete de embarcación y no posea el certificado de documentación vigente de la

8 Guardia Costera de los Estados Unidos de América, deberá mostrar evidencia que

9 realizó el trámite correspondiente. Se le expedirá un marbete provisional con vigencia

~ 10 de un máximo de noventa (90) días. El costo por los derechos de dicho marbete

11 provisional será por la mitad de la cantidad pagada anualmente.

12 Cualquier persona podrá realizar el trámite de renovación de marbete, siempre y

13 cuando presente el comprobante de pago, acompañado de una identificación con foto

14 vigente. Se exceptúa de este inciso, la embarcación cuyo dueño sea una corporación. El

15 representante de la corporación autorizado a llevar a cabo la renovación de marbete,

16 deberá presentar ante el Departamento una resolución corporativa.

17 9. Se faculta al Secretario del Departamento para que, de conformidad y en

18 coordinación con el Secretario de Hacienda, a emplear los servicios de entidades

19 colaboradoras, como bancos, distribuidores de vehículos de navegación y

20 embarcaciones para la colección de derechos y (el otorgamiento) de marbetes,

21 estableciendo el reglamento que contenga los procedimientos. El dueño de toda

22 embarcación que haya sido manufacturada desde el 1 de enero de 1998, que deba ser
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1 inscrita conforme al Artículo 17 y esté bajo la clase 3, 4, 5 y 6 tendrá que obtener del

2 Departamento de Hacienda evidencia de pago de arbitrios impuesto por la Sección

3 3020.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, mejor conocido como “Código de Rentas

4 Jnternas para un Nuevo Puerto Rico”. Disponiéndose, que el Departamento no podrá

5 inscribir ninguna embarcación que no demuestre haber cumplido con el

6 correspondiente pago de arbitrios. Se admitirá como evidencia de pago la declaración

7 de arbitrios o el recibo de pago expedido por un colector de Rentas Internas.

8 10. El dueño de cualquier embarcación tendrá las siguientes obligaciones y

aA 9 responsabilidades civiles:iv
10 a. Se presume que, toda embarcación es propiedad de la persona a nombre

11 de quien aparece registrada en el Sistema de Información y Registro de

12 Embarcaciones de la Oficina del Comisionado de Navegación.

13 b. Cuando el poseedor de un Certificado de Numeración cambie la dirección

14 que aparece en el documento, notificará ese hecho e informará su nueva

15 dirección al Departamento dentro de un término de sesenta (60) días a

16 partir del cambio de dirección.

17 c. Si la embarcación cambia de dueño, el dueño o el vendedor realizará la

18 transferencia en el Departamento, para inscribirla a nombre del nuevo

19 dueño conforme a lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento.

20 d. La transferencia deberá realizarse dentro de los quince (15) días siguientes

21 de haberse adquirido por su nuevo dueño. El incumplimiento con este
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i término de transferencia, o la destrucción o abandono de la referida

2 embarcación, invalidará el Certificado de Numeración.

3 e. Deberá fijar el número de registro en la forma y tamaño que se disponen

4 en este Artículo. Se exceptúa de este inciso a las embarcaciones que tengan

5 un certificado de documentación de la Guardia Costera de los Estados

6 Unidos de América.

7 f. Ninguna embarcación exhibirá o llevará pintado o fijado otro número que

8 no sea el asignado de acuerdo con esta Ley, o en virtud de la reciprocidad

9 provista en esta Sección.

10 g. El Certificado de Numeración será tamaño bolsillo y deberá estar

11 disponible en todo momento para la inspección de la embarcación

U 12 mientras la misma esté en un cuerpo de agua de Puerto Rico.

13 h. Ni el dueño de una compañía actividades de turismo náutico de

14 embarcaciones, ni su agente empleado, permitirá que una embarcación o

15 vehículo de navegación diseñado o autorizado por este a ser operado

16 como tal, salga de sus predios, a menos que haya sido provisto por el

17 dueño o por el arrendatario con el equipo requerido de acuerdo con

18 reglamento que a esos efectos promulgue el Departamento.

19 i. El dueño de cualquier embarcación o vehículo de navegación será

20 responsable de los daños y perjuicios causados al operar alguno de estos,

21 interviniendo culpa o negligencia, y cuando sea operada o esté bajo el

22 dominio de cualquier persona con el fin principal de operarla o de
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1 permitir que la misma sea operada por tercera persona. En todo caso se

2 presumirá, salvo prueba en contrario, que la persona que opera o tiene

3 bajo su dominio o control una embarcación ha obtenido su posesión con la

4 autorización expresa o tácita del dueño.

5 La persona por cuya negligencia ha de responder el dueño de una

6 embarcación o vehículo de navegación de acuerdo con las disposiciones

7 del párrafo anterior vendrá obligada a indemnizar a este por las

8 obligaciones y responsabilidad que se vea obligado a asumir.

9 j. El dueño de una embarcación o vehículo de navegación viene obligado a

10 proveerle al Departamento información completa de la identidad de

11 cualquier persona que se vea involucrada en un accidente, mientras está

12 operando la embarcación o vehículo de navegación, y así como todos los

13 detalles del accidente.

14 k. Todo dueño de embarcación registrará el número de motores de su

15 embarcación en la Oficina del Comisionado de Navegación. De estos

16 motores ser hurtados, deberá presentar el número de querella de la Policía

17 en las oficinas del Comisionado de Navegación. En el caso de cambio de

18 motor de una embarcación, el dueño notificará inmediatamente a la

19 Oficina del Comisionado de Navegación y procederá a proveer los

20 números de registro de los motores nuevos previo al trámite de

21 renovación del marbete o el traspaso de los derechos de la embarcación.
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1 Además, todo dueño de compañía de actividades de turismo náutico de

2 embarcaciones o vehículos de navegación deberá cumplir a cabalidad con

3 lo siguiente:

4 1. Será responsable de mantener el equipo en buenas condiciones de

5 seguridad, a tenor con las disposiciones de esta Ley y su

6 Reglamento.

7 ji. Deberá conservar en récord el nombre y la dirección de todo

8 arrendatario de embarcación o vehículo de navegación. Dicho

9 récord podrá ser diseñado o autorizado por el mismo dueño del
~IJ~

10 negocio, y como mínimo incluirá el número de identificación del

11 arrendatario, la fecha y hora de salida, la fecha y hora en que se

12 espera su regreso y la fecha y hora de regreso. Este récord deberá

13 ser conservado por un período mínimo de un (1) año. Todo

14 arrendatario de motoras acuáticas eximido del cumplimiento de lo

15 impuesto en el Artículo 8 (B) (9) de esta Ley, deberá proveer una

16 identificación oficial con foto debidamente firmada, expedida por el

17 estado o país de procedencia.

18 iii. La edad mínima para el alquiler de una embarcación será de

19 veintii~in (21) años. Mientras que, en el caso de vehículos de

20 navegación la edad mínima será catorce (14) años.

21 iv. Cualquier persona menor de veintiún (21) años, pero mayor de

22 dieciséis (16) años de edad, podrá operar una motora acuática
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1 alquilada a una compañía de actividades de turismo náutico, según

2 dispuesto en esta Ley, siempre y cuando que esté acompañada por

3 el arrendatario mayor de edad, el cual servirá de vigía.

4 y. Antes de operar una embarcación o vehículo de navegación, el

5 arrendador debe estar acreditado por el organismo competente del

6 Gobierno de Puerto Rico en medidas de salvamento, contar con un

7 instructor debidamente licenciado durante sus horas de operaciones

8 y le proveerá al arrendatario una orientación sobre las reglas de

9 navegación preparadas y provistas por el Comisionado. Dicha

10 orientación será de forma verbal, en español o inglés de acuerdo

11 con el idioma de preferencia del arrendatario, y serán plasmadas

12 por escrito en el contrato de alquiler. Además, deberá dar una

13 orientación sobre el uso seguro del equipo y sobre los límites de

14 área para el uso de sus embarcaciones o vehículos de navegación. A

15 su vez, velará por la seguridad de sus clientes.

16 vi. Será deber de todo empleado o dueño de compañía de actividades

17 de turismo náutico de embarcaciones que se encuentre en el

18 establecimiento al momento del cierre del mismo, el reportar a la

19 Policía de Puerto Rico la falta de entrega del equipo alquilado, el

20 mismo día del arrendamiento. Esto, con el propósito de que la

21 Policía investigue si se trató de una apropiación ilegal o que le

22 ocurrió algún percance en el mar a los arrendatarios.
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1 La infracción al dueño de compañía de actividades de turismo

2 náutico de embarcaciones por incumplimiento de esta última

3 disposición conllevará la imposición de una multa administrativa

4 de mil .(1~OGO~ dólares ($2,000.00) a ser impuesta mediante boleto;

5 además, conllevará la revocación de la Certificación de la Compañía

6 de Turismo, concesión otorgada por el Departamento a la compañía

7 de actividades de turismo náutico.

8 11. Las siguientes embarcaciones estarán exentas de numeración:

9 a. Las embarcaciones ya cubiertas por un número de plena fuerza y vigor,

10 asignado por la ley federal o de acuerdo con un sistema de numeración de

11 otro Estado que cuenta con la aprobación federal y que concede derechos

12 de reciprocidad a embarcaciones numeradas e inscritas en Puerto Rico,

13 siempre que a la embarcación a la cual se le conceda la exención no

14 permanezca en territorio de Puerto Rico, por más de noventa (90) días

15 durante el año natural. Disponiéndose~ que las embarcaciones que se

16 utilicen o sean poseídas por domiciliados y/o residentes de Puerto Rico,

17 será requisito que el mismo se enumeren y se inscriban, según sea

18 apropiado, dentro del término de noventa (90) días, contados desde su

19 primera introducción al territorio de Puerto Rico.

20 b. En el caso de embarcaciones de turismo náutico de bandera extranjera,

21 según definido por la Ley 241-2010, según enmendada, mejor conocida

22 como “Ley de Turismo Náutico de 2010”, y su reglamento, podrán
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1 permanecer por períodos de hasta un (1) año exentas de numeración e

2 inscripción. Disponiéndose, que luego de transcurrir un (1) año deberán

3 salir del territorio de Puerto Rico, según dispüesto mediante reglamento.

4 c. Las embarcaciones cuyos dueños sean los Estados Unidos de América, el

5 Gobierno de Puerto Rico o una subdivisión de cualquiera de estos.

6 d. Los botes salvavidas de una embarcación que sean transportados sobre la

7 cubierta de la embarcación que están destinadas a servir, siempre y

8 cuando no estén siendo utilizados en otras actividades recreativas.

A e. Las embarcaciones de bandera extranjera y las embarcaciones que tenganc-~v
10 un certificado de documentación en vigor expedido por el Servicio de

11 Guardacostas del Gobierno de los Estados Unidos de América, y que

12 tengan el marbete expedido por el Servicio de Aduanas de los Estados

13 Unidos de América, podrán permanecer por períodos de hasta un (1) año,

14 exentas de numeración e inscripción. Disponiéndose, sin embargo, que

15 aquellas que sean propiedad o poseídas por residentes de Puerto Rico no

16 estarán exentas del requisito de inscripción.

17 f. El Departamento podrá declarar exentos de numeración otras

18 embarcaciones mediante reglamentación al efecto, luego de haber

19 comprobado que la numeración de estos no ayuda materialmente a su

20 identificación, siempre y cuando el Departamento determine que esas

21 embarcaciones estarían exentas de numeración, si las mismas estuvieran

22 sujetas a una ley federal o estuvieran registradas como embarcaciones de
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i bandera extranjera. También quedarán exentas de numeración e

2 inscripción las embarcaciones de turismo náutico que tengan banderas con

3 matrícula extranjera y aquellas documentadas con la Guardia Costanera

4 de los Estados Unidos de América, proveyéndose, sin embargo, que las

5 embarcaciones de turismo náutico comerciales que requieren Certificado

6 de Inspección (COL por sus siglas en inglés) no estarán exentas bajo esta

7 Sección.

8 12. En el caso de que una agencia del Gobierno de los Estados Unidos,

9 mantenga en vigor un sistema de identificación por número para las embarcaciones de

10 motor o vehículos de navegación dentro de los Estados Unidos, el sistema de

11 numeración utilizado por el Departamento en virtud de esta Ley deberá estar en

12 armonía con dicho otro sistema.

13 13. El marbete detoda embarcación será renovado anualmente, previo al pago

14 del derecho anual según establecido en esta Ley. Por dejar de inscribir, renovar o de

15 notificar la transferencia de una embarcación, o nave o vehículo de navegación se

16 dispone lo siguiente:

17 a. Toda persona que, en violación a las disposiciones de este Artículo, no

18 iriscriba, no renueve o deje de notificar el cambio de dueño dentro de los

19 términos dispuestos en esta Ley, estará sujeta a una multa administrativa

20 equivalente al derecho de registro anual que corresponda a dicha

21 embarcación multiplicado por cuatro (4) veces.
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1 La multa administrativa podrá ser impuesta en cada ocasión que los

2 funcionarios del orden público determinen que la embarcación no ha sido

3 debidamente inscrita, que no se ha renovado el marbete o que no se ha

4 notificado el cambio de dueño dentro de los terminos prescritos en este

5 Artículo. Además, puede conllevar la terminación del viaje.

6 Si el boleto se expidió en ausencia del operador, no se impondrá esta

7 multa en más de una ocasión dentro de un período de treinta (30) días. Si

8 durante el curso de esos treinta (30) días, un agente del orden público

9 interviene con la embarcación mientras ésta es operada, se podrá expedir

10 otro boleto adicional por cada ocasión que se opere.

11 b. Se establece, además, que las multas por no renovar el marbete o por dejar

12 de notificar el cambio de dueño será anotado en el registro de la

13 embarcación que obre en la Oficina del Comisionado de Navegación, la

14 que deberá ser pagada previo a efectuarse la renovación o traspaso ante el

15 Departamento; incluso en casos de ejecución por una institución financiera

16 o por cualquier acreedor e independientemente de la forma en que se

17 traspase el título.

18 c. Se autoriza al arrendador de una embarcación a requerir del arrendatario

19 que el arrendador mantenga un formulario de tarjeta de crédito, firmado y

20 vigente hasta un máximo de sesenta (60) días. Dentro de dicho término, y

21 a solicitud del arrendador, el Departamento notificará de cualquier deuda

22 por concepto de multa impuesta al arrendatario y deberá el arrendador
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i satisfacer la deuda dentro de ese período pudiendo el arrendador

2 cumplimentar el formulario de la tarjeta de crédito por el monto de la

3 cantidad pagada.

4 14. Será requisito que todo dueño de embarcación tener un seguro de

5 responsabilidad pública y presentar evidencia del mismo al momento de renovar el

6 marbete.

7 15. Toda persona que infrinja cualquiera de las disposiciones de este Artículo,

8 será acusada de un delito menos grave y de ser convicta será sancionada con una multa

9 que no excederá de quinientos ~OO~ dólares ~$~QQ.Q,O) por cada infracción, salvo se

10 disponga expresamente lo contrario.

11 Artículo 12- Impedimentos a la Renovación o Traspaso

12 1. Toda notificación de multa administrativa archivada por el Secretario en el

13 registro de una embarcación constituirá una prohibición para registrar el traspaso de

14 dicho título, así como, para expedir o renovar el certificado de numeración y el marbete

15 correspondiente hasta que la multa sea satisfecha, anulada o cancelada.

16 En el caso en que se encuentre pendiente un proceso cuasi-judicial o judicial

17 sobre la multa administrativa y la parte a la cual se le imputa la infracción deseare

18 renovar el certificado de numeración o el marbete, o deseare registrar el traspaso del

19 título de la embarcación o que la anotación sea cancelada por cualquier razón, deberá

20 pagar la misma, cubriendo el montante total de la multa o multas cuya revisión se

21 solicita. Una vez haya una determinación, resolución o sentencia final, de resultar esta
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1 favorable se procederá a devolverle el montante de la multa o multas pagadas y se

2 procederá con la cancelación de la anotación.

3 Por el contrario, de resultarle adversa la determinación subsistirá la anotación, la

4 cual sólo podrá ser cancelada mediante el pago de la multa o multas correspondientes.

5 2. El Secretario notificará la anotación a la persona que aparezca en sus

6 archivos como dueña de la embarcación, así como a cualquier persona que tuviere

7 inscrito en el Departamento cualquier otro tipo de gravamen sobre dicha embarcación.

ç~P~
8 Para los fines de responsabilidad en cuanto a la multa adm~istrativa, se considerará

9 que la notificación del Secretario a la persona que aparezca en sus archivos como dueña,

10 constituirá notificación a las personas que de hecho sean dueñas de la embarcación. La

11 mera remisión de la notificación, por correo postal o electrónico, a las direcciones que

12 aparezcan en el Registro de Numeración e Inscripción del Departamento, aunque no

13 fuesen recibidas por los destinatarios, se considerará como tal notificación a todos los

14 efectos legales.

15 El Secretario conservará un registro de las anotaciones creadas por las multas

16 administrativas o cualquier otro tipo de anotación o gravamen de que tenga

17 conocimiento, el cual estará disponible para inspección pública. Será deber del

18 Secretario informar verbalmente o por escrito, a cualquier solicitante interesado, sobre

19 la existencia de cualquier tipo de gravamen o anotación de que tenga conocimiento en

20 un término de setenta y dos (72) horas de haberse solicitado. Disponiéndose, que toda

21 multa administrativa impuesta y todo boleto de infracción expedido contra una

22 embarcación al amparo de esta Ley deberá ser registrado y estar disponible para
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1 inspección y certificación dentro del término de cuarenta y cinco (45) días de su

2 imposición o expedición. De no cumplirse con este requisito, la multa administrativa o

3 boleto podrá ser anulado.

4 3. La anotación establecida por multa administrativa podrá ser cancelada o

5 anulada por el Secretario en las siguientes circunstancias:

6 a. En aquellos casos en que la multa administrativa sea establecida en un

7 procedimiento cuasi-judicial, y no sea como consecuencia de la expedición

8 de un boleto, la anotación podrá ser cancelada cuando la multa sea pagada

9 y se evidencie el pago de la misma.

10 b. En el caso de que la anotación sea como consecuencia de la expedición de

11 un boleto, la misma podrá ser cancelada en las siguientes circunstancias:

12 ~. Cuando se efectúe el pago del boleto y se evidencie el pago del

13 mismo.

14 u. Cuando se establezca en un procedimiento cuasi-judicial o judicial

15 que, la infracción imputada no fue cometida.

16 iii. Cuando se determine en un procedimiento cuasi-judicial o judicial,

17 con la previa investigación por parte del funcionario de mayor jerarquía

18 en el cuerpo al cual pertenece el agente del orden público que intervino,

19 que el agente que expidió el boleto incurrió en error o equivocación.

20 iv. Cuando el Departamento no haya exigido el cumplimiento de pago

21 pendiente por más de cinco (5) años de haberse expedido el boleto, se

22 podrá anular dicha multa administrativa pendiente de pago.
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1 y. Cuando habiendo expirado el término dispuesto en esta Sección

2 para registrar el boleto, no se evidencie en los registros la multa

3 administrativa que dio base a la imposición de la anotación.

4 4. El Secretario podrá procesar la transferencia del título de las

5 embarcaciones que contengan anotaciones de acuerdo con este Artículo, si la imposición

6 de la multa administrativa es previa a la fecha en que cambió de dueño la embarcación.

7 Se considerará como la fecha en que cambió de dueño la que aparezca en el traspaso

8 formalizado en el Departamento. En dicho caso se le dará curso a la transferencia del

9 título, pero conservando la anotación en el expediente e informándóselo al nuevo dueño

10 quien deberá satisfacer la misma, en o antes de la próxima renovación de marbete.

11 Disponiéndose que no obstante a lo establecido en este Artículo, toda persona

12 que desee construir una anotación sobre una embarcación debidamente registrada y

13 numerada, a la cual se le haya expedido un certificado de numeración, deberá presentar

14 para su inscripción el título en que basa su derecho.

15 Artículo 13- Procedimiento para la expedición de boletos

16 1. Los agentes del orden público quedan autorizados a expedir boletos en

17 aquellas circunstancias que así lo disponga la ley o reglamento.

18 2. Los formularios para dichos boletos serán preparados, impresos,

19 identificados y distribuidos, según se establezca mediante reglamento por el Secretario.

20 Entendiéndose que, dichos boletos podrán ser los ya establecidos para infracciones a

21 esta Ley o sus reglamentos.
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1 3. Los agentes del orden público fecharán y firmarán el boleto, escribirán el

2 número de registro e inscripción, la disposición legal alegadamente infringida y la

3 cantidad de la multa a pagarse.

4 4. Copia del boleto será entregada al dueño u operador de la embarcación o

5 vehículo de navegación o al infractor. De emitirse el boleto en ausencia del dueño u

6 operador de embarcación, copia del mismo podrá ser enviada por correo postal o correb

7 electrónico, o fijada a la embarcación o vehículo de navegación de la circunstancia así

8 permitirlo en cuyo caso se mantendrá un registro a esos efectos. El original y copia del

9 boleto serán enviados inmediatamente por los agentes del orden público a través de sus

10 cuarteles u oficinas al Secretario. El Secretario lo incorporará al expediente del registro

11 de la embarcación objeto de la infracción según sea el caso. Toda copia de boleto

12 contendrá las instrucciones para solicitar recurso de revisión ante el Departamento,

13 cuyo procedimiento se especifica mediante reglamento. Disponiéndose que, la persona

14 tendrá treinta (30) días para presentar el recurso de revisión de boleto, el cual deberá

15 estar acompañado con el pago correspondiente al cargo por presentación. El Secretario

16 del Departamento establecerá un cargo por presentación de recurso de revisión de

17 boleto de embarcación, mediante orden administrativa o al Reglamento de esta Ley,

18 dentro de un término de noventa (90) días de aprobada esta Ley.

19 5. Toda multa administrativa se pagará con un recaudador debidamente

20 autorizado por el Departamento, mediante efectivo, cheque o giro a nombre del

21 Secretario de Hacienda, o cualquier otro método aceptado por el Departamento de

22 Hacienda. Además, aquellas multas administrativas como consecuencia de la
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1 expedición de un boleto también se podrán pagar en cualquier Colecturía de Rentas

2 Internas. De efectuarse el pago del boleto y ser evidenciado, el Secretario procederá a

3 cancelar el mismo, haciendo la anotación correspondiente en el registro.

4 6. En aquellos casos en que se expida un boleto a una embarcación o

5 vehículo de navegación por una infracción a las disposiciones de la ley o sus

6 reglamentos, y estas no estén o no tengan que estar inscritos o numerados en el Registro

,ttM- 7 de Numeración e Inscripción que lleva el Departamento, los agentes del orden público

8 remitirán el original y copia del boleto al Secretario, quien llevará un registro sobre

9 estas multas.

10 7. En estos casos o en cualquier otro en que se expida un boleto por

11 infracciones a esta Ley o a sus reglamentos, de no solicitarse un recurso de revisión

12 según se establece en esta Ley y su reglamento y no pagarse la multa dentro de un

13 término de treinta (30) días de expedido o notificado el boleto, el Secretario podrá llevar

14 a cabo aquellas acciones legales que corresponda para el cobro de dicho boleto en

15 aquellos casos que la embarcación no esté inscrita en Puerto Rico.

16 Artículo 14 - Infraestructura para el desarrollo de deportes y actividades

17 acuáticas

18 1. El Departamento, con el consejo y asesoramiento de la Junta de

19 Planificación, determinará zonas costeras adecuadas para la construcción de rampas

20 públicas de acceso a la costa que facilite la práctica de deportes y actividades marinas.

21 Estas rampas serán construidas para el uso del público en general.
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1 2. El Departamento deberá construir rampas para el uso de embarcaciones.

2 Para dicho cumplimiento, el Departamento podrá establecer contratos de construcción,

3 con la empresa privada, municipios y entidades gubernamentales.

4 3. El Departamento podrá cobrar una cuota razonable de uso de las rampas

5 para el mantenimiento y administración de la infraestructura.

6 Artículo 15- Derogación

7 Se deroga la Ley 430-2000, según enmendada, conocida como “Ley de

8 Nqveg~ación. y Seguridad 4cudtica de Puerto Riço, y cualesquiera otras disposiciones que

9 sean contradictorias a esta Ley. Sin embargo, en todo aquello que no sea contrario a la

10 presente Ley, el Reglamento 6979 de la Ley Núm. 430 mantendrá su vigencia hasta

11 tanto el Departamento emita un nuevo reglamento y el Departamento de Estado lo

12 certifique.

13 Artículo 16— Separabilidad

14 Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo,

15 disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley

16 fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal

17 efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley.

18 Artículo 17- Vigencia

19 Esta Ley empezará a regir inmediatamente después de su aprobación. El

20 Secretario dispondrá de ciento ochenta (180) días para la promulgación de la

21 reglamentación conforme a las disposiciones contenidas en esta Ley.
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LEY 
 

Para enmendar los Artículos 1, 4, 15 y derogar los Artículos 3 y 4A y añadir unos 
nuevos Artículos 3 y 4A de la Ley Núm. 5 de 8 de diciembre de 1955, según 
enmendada, conocida como “Ley de Administración de Documentos Públicos de 
Puerto Rico”, a los fines de mejorar la gerencia tecnológica del gobierno con alcances 
estatutarios uniformes relacionados con la validez legal, la producción, 
reproducción, utilización, transmisión, recibo, emisión y conservación de los 
documentos públicos en formatos electrónicos y digitales; y para otros fines 
relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Hay consenso en la necesidad de utilizar documentos públicos en formatos 

electrónicos y digitales, para reducir los altos costos y las enormes complicaciones 

administrativas que conlleva el método convencional con el uso y almacenamiento 

masivo de papel. 

Con la aprobación de la Ley Núm. 63 de 4 de junio de 1979, se enmendó la Ley 

Núm. 5 de 8 de diciembre de 1955, según enmendada, para reconocer los documentos 

públicos electrónicos “en consideración a su valor legal, fiscal, administrativo, 

informativo o histórico”. Esta enmienda a la Ley Núm. 5, supra, además, dispuso que las 
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reproducciones en microfotografía, fotocopia, reproducción fotográfica en miniatura u 

otra copia fotográfica o cualquier otro método de reproducción electrónico de dichos 

documentos, se aceptarán en evidencia y tendrán el mismo valor y efecto que los 

originales. 

Las disposiciones de varias leyes especiales recientes, como la Ley 151-2004, según 

enmendada, conocida como “Ley de Gobierno Electrónico” y la Ley 148-2006, según 

enmendada, conocida como “Ley de Transacciones Electrónicas”, también disponen la 

utilización y la validez legal de los documentos públicos electrónicos y digitalizados en 

las operaciones gubernamentales y privadas. 

En contradicción con esos mandatos legislativos, aún persisten reglamentos y 

directrices en algunas entidades gubernamentales que continúan exigiendo en el 

gobierno la conservación y la presentación de documentos originales o en papel, 

aunque estos estén disponibles en formatos electrónicos o digitales; lo que implica 

acumular innecesariamente centenares de millones de documentos públicos durante 6, 

10 y hasta 50 años. Además de contradictoria e innecesaria, esa práctica en el gobierno 

ya resulta injustificada e insostenible económicamente para los contribuyentes. También 

es irrazonable desde el punto de vista de la agilidad administrativa, de la prestación de 

servicios a los ciudadanos y de la salud, debido a la contaminación ambiental en 

oficinas que provoca el almacenamiento masivo de papel. 

A la altura del presente año 2020, 65 años después de la aprobación de la Ley Núm. 

5, supra, y 41 años desde la aprobación de la Ley Núm. 63, supra, son peores los 

problemas del uso y la acumulación masiva de papel en el Gobierno de Puerto Rico. Por 

ejemplo, en la Ley Núm. 5, supra, la Asamblea Legislativa expresó lo siguiente: “Los 

documentos públicos de Puerto Rico están sufriendo actualmente grave deterioro por la 

acción del tiempo y las malas condiciones que rodean su conservación y archivo. El 

estado destina anualmente sumas considerables de dinero para equipo y para espacio 
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adicional donde colocar sus archivos, pero este esfuerzo por sí solo no basta para 

remediar una situación que se torna más y más difícil cada día”. 

A pesar de que hoy la tecnología ofrece alternativas que no estaban disponibles en 

1955, la utilización y la acumulación masiva del papel continúan provocando que 

nuestro gobierno deba invertir decenas de millones de dólares anualmente en equipos, 

materiales y espacios de almacenamiento. Peores consecuencias se reflejan cuando 

sabemos que esos gastos son cada vez mayores y acumulativos. A lo anterior, se suma 

la subutilización del recurso humano del gobierno dedicado a tareas redundantes con 

papel, cuando puede ser mejor utilizado en tareas más productivas para el servicio 

público.  

Por otro lado, desde la aprobación de la Ley 188-1998, conocida como la "Ley de 

Firmas Digitales de Puerto Rico", se ordenó que este tipo de firma tendría el mismo 

valor que una firma en manuscrito, conforme dispone la Ley 148-2006, según 

enmendada. Después de 22 años, nada se ha hecho en el gobierno para implementar 

esta Ley. Todavía hay entidades públicas que se niegan a aceptar documentos públicos 

firmados de esta manera en violación al mandato legislativo. 

La presente Ley define los alcances uniformes y específicos relacionados con la 

validez legal, la producción, la reproducción, la utilización, la transmisión, el recibo, la 

emisión y la conservación de los documentos públicos en formatos electrónicos y 

digitales, además de   esta forma, disponer la supremacía de esta Ley sobre cualquier 

otra ley, reglamento o reglas de procedimientos. De igual forma, se establecen 

disposiciones para atender arbitrariedades o interpretaciones dispares o caprichosas. 

Además, esta Ley establece sentido lógico a los esfuerzos y las enormes inversiones 

públicas para la máxima utilización en la gerencia pública de las tecnologías 

electrónicas, informáticas y digitales. De nada valen las multimillonarias inversiones 

públicas en esas tecnologías, mientras se continúa requiriendo de manera insensata la 
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conservación de millones de documentos públicos en enormes almacenes y archivos, 

aunque estén disponibles en formatos electrónicos y digitales. 

Para progresar y mejorar su competitividad global, Puerto Rico tiene que avanzar y 

desistir de aquellas prácticas en la gerencia pública que se mantienen por el uso y 

costumbre o porque alguien se resiste a adaptar sus destrezas administrativas y 

operacionales a los nuevos tiempos. La tecnología ofrece nuevas oportunidades, 

métodos gerenciales, administrativos y debemos aprovecharlos al máximo de sus 

posibilidades. 

Esta Ley, en nada afecta ni enmienda las disposiciones de la Ley Núm. 5 de 8 de 

diciembre de 1955, según enmendada, en lo relacionado con la conservación de 

documentos físicos u originales que tengan valor histórico; la clasificación de 

documentos públicos confidenciales; y tampoco elimina el requisito de conservación de 

aquellos documentos públicos que no estén disponibles en formatos electrónicos o 

digitales. 

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 1 de la Ley Núm. 5 de 8 de diciembre de 1 

1955, según enmendada, conocida como “Ley de Administración de Documentos 2 

Públicos de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 3 

“Artículo 1. — Propósito. 4 

Los documentos públicos de Puerto Rico están sufriendo actualmente grave 5 

deterioro por la acción del tiempo y las malas condiciones que rodean su 6 

conservación y archivo. El Estado destina anualmente sumas considerables de dinero 7 

para equipo y para espacio adicional donde colocar sus archivos, pero este esfuerzo 8 
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por sí solo no basta para remediar una situación que se torna más y más difícil cada 1 

día. 2 

… 3 

Con los avances tecnológicos del siglo XXI también se reconoce la validez 4 

fiscal, contable, administrativa, legal y judicial de todo documento público en 5 

formato electrónico o digital, aunque no esté disponible en papel u original. En este 6 

aspecto, el propósito fundamental de la política pública es crear las condiciones para 7 

la más pronta eliminación de la utilización y la acumulación de papel en la gerencia 8 

y las operaciones administrativas del Gobierno de Puerto Rico. 9 

Se aprueba esta Ley para lograr dicho propósito, y a la vez descongestionar 10 

miles de gavetas de archivo donde se conservan los documentos inservibles y 11 

desalojar miles de pies cúbicos de espacio que representan un gasto innecesario para 12 

el Estado.”  13 

Sección 2.- Se deroga el actual Artículo 3 y se sustituye por un nuevo Artículo 14 

3 de la Ley Núm. 5 de 8 de diciembre de 1955, según enmendada, conocida como 15 

“Ley de Administración de Documentos Públicos de Puerto Rico”, para que lea 16 

como sigue: 17 

“Artículo 3. — Definiciones. 18 

Toda palabra utilizada en singular en esta Ley, se entenderá que también 19 

incluye el plural, salvo que del contexto se desprenda otra cosa. Asimismo, los 20 

términos utilizados en género masculino incluirán el femenino y viceversa.  21 
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Para los propósitos de esta Ley, las siguientes palabras o frases tendrán los 1 

significados que a continuación se describen: 2 

(a) Administrador de Documentos. — Empleado público responsable de 3 

administrar el Programa de Administración de Documentos en su respectiva entidad 4 

pública bajo la dirección y la supervisión del jefe de este. 5 

(b) Administración de Documentos. — Es la planificación, control, 6 

dirección, organización, capacitación, promoción y otras actividades gerenciales 7 

relacionadas con la producción, utilización, emisión, conservación, transmisión y 8 

disposición de documentos públicos. 9 

(c) Administrador del Programa. — Funcionario designado por esta Ley, 10 

para administrar en su jurisdicción el Programa de Administración de Documentos 11 

Públicos, físicos, electrónicos o digitales. Está facultado para extender 12 

nombramientos especiales de Administrador de Documentos previa consulta con y 13 

recomendación de los jefes de las entidades públicas. 14 

(d) Archivero. — Archivero General de Puerto Rico. 15 

(e) Archivo. — Archivo General de Puerto Rico. 16 

(f) Comisión. —Comisión Asesora del Archivo General. 17 

(g) Documento. — Cualquier escrito, ya sea impreso en papel, en material 18 

análogo, digitalizado o electrónico; imagen, video, audio, microforma, mapa, dibujo, 19 

plano, disco, o en cualquier otro material que ilustre un hecho, situación, 20 

circunstancia o dato para comunicar, establecer, certificar o comprobar algo. Cada 21 
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unidad de los anteriores se considerará como un “documento”. En el caso del papel, 1 

por ejemplo, una página constituye un “documento”.  2 

(h) Documento Electrónico. – significa el archivo creado, generado, 3 

enviado, comunicado, recibido o almacenado por cualquier medio electrónico. 4 

(i) Documento Privado. — Todo aquel que no se haya incluido en la 5 

definición de “Documento Público”. 6 

(j) Documento Público. — Es todo documento, según definido en esta Ley, 7 

que se reciba, produzca, transmita o expida en cualquier entidad pública de acuerdo 8 

con la Ley y en relación con el manejo de los asuntos públicos; y que de conformidad 9 

con lo dispuesto en esta Ley, se haga conservar permanente o temporalmente en su 10 

estado físico original y/o en formatos electrónicos o digitales como evidencia de las 11 

transacciones o por su valor histórico, económico, social, programático, 12 

administrativo, contable, auditable, legal o judicial. 13 

(k) Electrónico. - Significa cualquier tecnología con capacidad eléctrica, 14 

digital, magnética, inalámbrica, óptica, electromagnética, o de funcionamiento 15 

similar. 16 

(l) Entidad educativa o cultural. — Incluye, sin que se entienda como una 17 

limitación, una universidad, escuela, instituto técnico o vocacional, biblioteca, 18 

fundación, fideicomiso, asociación, sociedad o corporación sin fines lucrativos 19 

dedicada a la enseñanza, estudio o fomento de la cultura, las artes y las ciencias. 20 
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(m) Entidad Pública. —Incluye a las ramas Ejecutiva, Legislativa y Judicial; 1 

a todas las Entidades Públicas sean o no corporaciones públicas y a todos los 2 

gobiernos municipales. 3 

(n) Firma Digital. - es un tipo de firma electrónica que se representa como 4 

un conjunto de datos, sonidos, símbolos o procesos en forma electrónica, creados por 5 

una llave privada que utiliza una técnica asimétrica para asegurar la integridad del 6 

mensaje de datos a través de un código de verificación, así como el vínculo entre el 7 

titular de la firma digital y el mensaje de datos remitido. En la conversión de un 8 

mensaje con firma digital, la persona que tiene el mensaje o comunicación inicial y la 9 

llave pública del signatario puede determinar con exactitud si: (i) la conversión se 10 

realizó utilizando la llave privada que corresponde a la llave pública del signatario; y 11 

(ii) el mensaje o comunicación ha sido alterado desde que realizó la conversión.  12 

(o)  Firma Electrónica (e-Signature). - es la totalidad de datos en forma 13 

electrónica consignados en un mensaje, documento o transacción electrónica, o 14 

adjuntados o lógicamente asociados a dicho mensaje, documento o transacción, que 15 

puedan ser utilizados para identificar al signatario e indicar que este aprueba la 16 

información recogida en el mensaje, documento o transacción.  17 

(p) Formato Digital. – Es todo documento, expediente, archivo o carpeta 18 

que se ha producido o reproducido con tecnología computacional y que está 19 

compuesto por la combinación de dígitos binarios (0 y 1).  20 

(q) Metadatos. – Se conocen como los datos que describen los datos. Su 21 

utilidad consiste en proveer información que describe el contenido, la calidad, las 22 
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condiciones, el historial u otras características, en este caso, de los documentos. Están 1 

contenidos en índices electrónicos vinculados electrónicamente a cada documento, 2 

expediente o carpeta.” 3 

Sección 3.- Se enmienda el título y los incisos (b) y (c) del Artículo 4 de la Ley 4 

Núm. 5 de 8 de diciembre de 1955, según enmendada, conocida como “Ley de 5 

Administración de Documentos Públicos de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 6 

“Artículo 4.- Programa de Administración de Documentos Públicos físicos en 7 

todas las Entidades Públicas no disponibles en formatos electrónicos ni digitales. 8 

(a)  Se faculta al Secretario de Hacienda, al Director Ejecutivo del Instituto de Cultura 9 

Puertorriqueña o a su representante autorizado en la Rama Ejecutiva; las 10 

corporaciones públicas y los municipios; al Juez Presidente del Tribunal Supremo o 11 

su representante autorizado en la Rama Judicial; al Presidente del Senado o su 12 

representante autorizado; al Presidente de la Cámara o su representante autorizado; 13 

al Contralor o su representante autorizado para administrar en las dependencias bajo 14 

sus jurisdicciones el Programa de Administración de Documentos Públicos que se 15 

establece por virtud de esta Ley, sujeto a lo que se dispone más adelante. 16 

Disponiéndose, que los Presidentes de ambas cámaras de la Asamblea Legislativa, o 17 

sus representantes autorizados, deberán remitir el original de las grabaciones de las 18 

sesiones legislativas y vistas públicas, fotografías y vídeos así como cualquier otro 19 

documento análogo relativo al proceso de medidas legislativas, luego de 20 

transcurridos diez años del cierre de la Asamblea Legislativa que los haya 21 

producido, para su conservación permanente en el Archivo General. Cada Cámara 22 
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de la Asamblea Legislativa regulará, mediante reglamento escrito, todo lo relativo al 1 

ordenado traspaso de dichos documentos al Archivo General. 2 

(b)    Los Administradores de Programas deberán seguir lo dispuestos en el Artículo 3 

4A, inciso (n) en relación a la reglamentación que aplicará a las dependencias bajo su 4 

jurisdicción. El Reglamento General Uniforme, gobernará el Programa de 5 

Administración de Documentos Públicos físicos en todas las Entidades Públicas, que 6 

no estén disponibles en formatos electrónicos ni digitales, en el cual se consignarán 7 

las disposiciones contenidas en esta Sección. Este reglamento al ser promulgado 8 

tendrá fuerza de Ley. Quedan por la presente facultados los Administradores de 9 

Programas para: 10 

(1)  Publicar los términos especializados en cada dependencia de cada 11 

Programa y el alcance de estos, según definidos por los jefes de dependencia 12 

bajo su jurisdicción. 13 

(2)  Publicar listas de documentos públicos que por razón de su contenido se 14 

considerarán confidenciales, los cuales no estarán sujetos a ser inspeccionados 15 

por cualquier ciudadano, y otros; establecer el trato al conservarse y disponerse 16 

de ellos. Los Administradores de Programas tendrán que consultar a los jefes de 17 

las dependencias bajo su jurisdicción al preparar esta publicación. Al considerar 18 

estas clases los jefes de dependencias deberán ser específicos y limitativos. 19 
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No podrá considerarse como dentro de estas clases ningún documento que no 1 

esté expresamente definido en el Reglamento General Uniforme, conforme las 2 

recomendaciones de los jefes de agencia. 3 

(3)  Dictar las normas sustantivas y procesales que deberán seguirse en los 4 

sistemas de archivo en cada una de las dependencias bajo sus jurisdicciones. 5 

(4)  Establecer normas, métodos y técnicas de conservación de documentos 6 

públicos que no estén disponibles en formatos electrónicos ni digitales. 7 

(5)  Establecer los requisitos que se exigirán a los Administradores de 8 

Documentos; sus funciones y responsabilidades, los procedimientos para su 9 

designación, y para el relevo de sus funciones. 10 

(6)  Intervenir los Administradores de Documentos en cuanto a la aplicación 11 

por estos de las normas establecidas por Reglamento General Uniforme.  12 

Para esto y para asegurarse que se cumpla con la ley y el Reglamento General 13 

Uniforme podrán efectuar por sí o por sus representantes autorizados cuantas 14 

intervenciones e inspecciones de los sistemas consideren necesarias los 15 

Administradores de Programas. 16 

(7) Y sobre cualquier otra materia relacionada con el Programa de 17 

Administración de Documentos Públicos que no estén disponibles en formatos 18 

electrónicos ni digitales y que sea menester reglamentar para el buen 19 

funcionamiento del Programa. 20 
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(8)  Antes de que sea promulgado Reglamento General Uniforme, según se 1 

dispone en esta Ley, los Administradores de Programas consultarán y se 2 

asesorarán con el Director Ejecutivo del Instituto de Cultura Puertorriqueña, a 3 

los efectos de propiciar, en tanto en cuanto sea posible, la uniformidad de 4 

criterios para la conservación de documentos. 5 

(c)  Los Administradores de Programas requerirán de cada uno de los jefes de 6 

dependencias bajo su jurisdicción lo siguiente: 7 

(1)  Que realicen un inventario de todos los documentos existentes en sus 8 

respectivas dependencias, con excepción de los documentos existentes bajo la 9 

soberanía española y los que tengan más de cincuenta (50) años de existencia, 10 

sobre los cuales se dispone la acción pertinente en otra parte de esta Ley. 11 

Una vez preparado el inventario, cada jefe de dependencia estudiará 12 

cuidadosamente los documentos de su dependencia, clasificándolos en razón 13 

de su naturaleza y carácter, en las siguientes categorías: 14 

(A) Documentos cubiertos por legislación estatal o contrato con 15 

dependencias federales u otras entidades e individuos que donen fondos 16 

a programas públicos del país, que obliguen a conservarlos sin límite de 17 

tiempo o por tiempo determinado. Estos documentos no podrán ser 18 

destruidos sin autorización expresa de ley, y sin que el jefe de la 19 

dependencia haya determinado previamente, con la aprobación del 20 

administrador de la jurisdicción a que pertenezca la dependencia, la 21 
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inutilidad de tales documentos, tanto para fines públicos como para fines 1 

de interés particular. 2 

Los funcionarios administradores mencionados en el inciso (a) de esta 3 

Sección deberán periódicamente hacer recomendaciones a la Asamblea 4 

Legislativa sobre este tipo de documentos indicando, cuando así lo crean 5 

pertinente, la conveniencia de reproducirlos en formato electrónico o 6 

digital, siguiendo las disposiciones del Artículo 4A de esta Ley o reducir 7 

el período de conservación en formato físico fijado por ley. 8 

(B) Documentos de naturaleza fiscal o necesarios para el examen y 9 

comprobación de cuentas y operaciones fiscales. El período de 10 

conservación en formato físico de estos documentos se establecerá 11 

mediante las reglas que preparará el Secretario de Hacienda, después de 12 

consultar al Contralor de acuerdo a lo establecido en el Reglamento 13 

General Uniforme. Al promulgar estas reglas, el Secretario de Hacienda 14 

deberá tener en cuenta los contratos con dependencias federales u otras 15 

entidades e individuos que donen dinero a programas públicos en Puerto 16 

Rico, que requieran la conservación de documentos fiscales relativos al 17 

funcionamiento del programa a que contribuyen, para propósitos de 18 

intervención fiscal. 19 

(C)  Documentos no comprendidos en los párrafos (A) y (B) que deban ser 20 

conservados por determinado tiempo o indefinidamente por constituir 21 
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evidencia de título sobre propiedad pública o particular, o por cualquier 1 

razón de ley que justifique o haga necesaria su conservación. 2 

(D)  Documentos no comprendidos en los párrafos (A), (B) y (C) pero que 3 

por su utilidad administrativa de uso diario en las operaciones de la 4 

dependencia, o por la información contenida, sean necesarios para 5 

constatar hechos pasados importantes o para utilizarse como referencia al 6 

proyectar futuras operaciones y trazar pautas de programas. 7 

El período de conservación de estos documentos será determinado por el 8 

jefe de la dependencia, con la aprobación del administrador de la 9 

jurisdicción a que pertenezca la dependencia, siguiendo las normas de 10 

esta Ley y del Reglamento General y Uniforme.   11 

…’’ 12 

Sección 4.- Se deroga el Artículo 4A y se sustituye por un nuevo Artículo 4A 13 

de la Ley Núm. 5 de 8 de diciembre de 1955, según enmendada, conocida como “Ley 14 

de Administración de Documentos Públicos de Puerto Rico”, para que lea como 15 

sigue: 16 

“Artículo 4A.— Programa de Administración de Documentos Públicos 17 

electrónicos o digitales en todas las Entidades Públicas. 18 

(a) Ningún Artículo de esta Ley, de otra ley con vigencia al momento de 19 

comenzar la de esta y ningún reglamento, orden ejecutiva, carta administrativa, plan 20 

u otro medio normativo en el Gobierno de Puerto Rico, podrán ser utilizados para 21 
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contradecir,  menoscabar, ni limitar las disposiciones de este Artículo; y tampoco 1 

para imponer mayores requisitos o condiciones a los aquí dispuestos, en lo 2 

relacionado con la validez fiscal, contable, auditable, administrativa, legal y judicial; 3 

y con la producción, reproducción, utilización, transmisión, recibo, emisión y 4 

conservación de los documentos públicos en formatos electrónicos y digitales. 5 

(b)  Las disposiciones de este Artículo aplican, sin distinción, a todas las 6 

operaciones, servicios y procedimientos en la rama Ejecutiva, Legislativa y Judicial; 7 

en las Entidades Públicas sean o no corporaciones públicas; en los gobiernos 8 

municipales; y a las personas naturales y jurídicas que requieran la presentación o 9 

deban conservar documentos públicos.  10 

(c) Los jefes de las Entidades Públicas podrán autorizar la producción, 11 

reproducción, utilización, transmisión, recibo, emisión y conservación de todos los 12 

documentos públicos en formatos electrónicos y digitales conforme a esta Ley y al 13 

Reglamento General y Uniforme que se ordena en este Artículo para esos propósitos.  14 

(d) Todo documento público que solamente esté disponible en archivos 15 

físicos -no electrónicos y no digitales-, deberá ser conservado siguiendo los términos 16 

y las condiciones de esta Ley y del Reglamento General y Uniforme que se ordena en 17 

este Artículo. 18 

(e) Las especificaciones de los formatos electrónicos o digitales que 19 

deberán utilizarse para los distintos tipos de documentos públicos serán los 20 

contenidos en el manual “Sistema de Gestión Documental Central - Guía para la 21 

Digitalización de Documentos” preparado por la Oficina del Principal Ejecutivo de 22 



16 

Información de Puerto Rico (Chief Information Officer) Versión 1.0 (2011-03-14) o 1 

cualquier otro manual o reglamento vigente que reemplace a este. Todo documento 2 

público electrónico o digitalizado deberá tener un índice electrónico con los 3 

metadatos que faciliten su identificación y su contenido al manejarlos en sistemas 4 

informáticos o telemáticos.  5 

(f) En el caso de los documentos públicos conservados en archivos físicos 6 

que hayan sido producidos o reproducidos en formatos electrónicos o digitales, los 7 

jefes de las Entidades Públicas y sus Administradores de Documentos podrán 8 

autorizar su destrucción a partir de los tres (3) meses posteriores de la producción o 9 

reproducción; sin sujeción a la autorización o la intervención de ninguna otra 10 

entidad pública; y siguiendo las normas del  Reglamento General y Uniforme que se 11 

ordena en este Artículo. Esas normas incluirán la preparación de un inventario 12 

electrónico uniforme para todas las Entidades Públicas -en la aplicación informática 13 

de Excel- con la información de los documentos destruidos que se describe adelante. 14 

Este inventario electrónico deberá ser archivado por cada Administrador de 15 

Documentos Públicos para hacerlo disponible durante los próximos veinte (20) años 16 

a partir de la destrucción de los documentos públicos físicos. No se destruirá ningún 17 

documento que no figure en este inventario. Como mínimo, este inventario 18 

electrónico deberá incluir los datos siguientes de cada documento, expediente o 19 

carpeta, según estén agrupados:  20 

(1) Nombre de la Entidad Pública que conservaba y destruyó el 21 

documento, expediente o carpeta. 22 
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(2) Nombre de la división o unidad operacional específica de la Entidad 1 

Pública que conservaba el documento, expediente o carpeta en su estado físico. 2 

(3) Nombre de la persona natural o jurídica a la que corresponde el 3 

documento, expediente o carpeta. 4 

(4) El código numérico o alfanumérico físico, si alguno, que identifica el 5 

documento, expediente o carpeta. 6 

(5) El código numérico o alfanumérico electrónico, si alguno, que identifica 7 

el documento, expediente o carpeta dentro de un sistema informático. 8 

(6) Su fecha de origen: Día-Mes-Año en el siguiente formato uniforme (05-9 

Sep-1996). 10 

(7) Su fecha de destrucción: Día-Mes-Año en el siguiente formato 11 

uniforme (30-Sep-2020). 12 

(8) Si al momento de su destrucción era un documento, expediente o 13 

carpeta activo o inactivo. 14 

(9) Si tiene evidente o potencial valor histórico conforme a las guías 15 

uniformes del Instituto de Cultura Puertorriqueña. En caso de tener ese valor, 16 

indicar la fecha en fue referido al Archivo General de Puerto Rico. 17 

(10) Si el formato de envío al Archivo General fue en formato físico, 18 

electrónico o digital, o ambos. 19 

(11) Cualquier anotación o descripción que fuese necesaria a discreción del 20 

Administrador de Documentos de cada Entidad Pública. 21 
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(12) La fecha en que el documento, expediente o carpeta en el inventario 1 

electrónico podrá ser eliminado de este utilizando el siguiente formato uniforme 2 

(05-Sep-1996). 3 

(g) Para los propósitos de todas las personas naturales y jurídicas bajo las 4 

leyes de Puerto Rico, todos los documentos públicos en formato electrónico o digital, 5 

incluyendo cualquier firma en manuscrito digitalizada sobre su faz, tendrá validez 6 

legal y se aceptarán como evidencia en todo proceso gerencial, administrativo, 7 

programático, fiscal, contable, auditoría, legal, registral y judicial del Gobierno de 8 

Puerto Rico; y en toda transacción no pública que requiera la presentación o la 9 

conservación de documentos públicos. Estos documentos públicos, electrónicos o 10 

digitales, tendrán el mismo valor y efecto legal que su original cuando haya sido 11 

reproducido electrónica o digitalmente. 12 

(h) Cuando surjan dudas por razones evidentes, justificadas o 13 

investigaciones sobre la autenticidad de algún documento público en formato 14 

electrónico o digital, tal autenticidad podrá ser verificada, en primera instancia, a 15 

través de los sistemas de validación de documentos públicos en las páginas 16 

cibernéticas del Gobierno de Puerto Rico o, en su defecto, por los respectivos jefes de 17 

las Entidades Públicas encargados de la custodia de estos, por su representante 18 

autorizado, o por el Archivero General de Puerto Rico o su representante en aquellos 19 

casos en que los documentos hayan sido trasladados al Archivo General de Puerto 20 

Rico. La verificación de la autenticidad solo corresponderá a quien plantee la duda 21 

por razones evidente o justificada y no a quien presente el documento. Quien 22 
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falsifique, altere el contenido, presente o traspase un documento público electrónico 1 

o digital de manera ilegal incurrirá en los delitos o multas dispuestos en el inciso (t) 2 

de este Artículo. 3 

(i) Ningún funcionario o empleado de la rama Ejecutiva, Legislativa o 4 

Judicial, municipios, corporaciones públicas o entidades privadas podrá requerir la 5 

presentación de documentos públicos físicos u originales de ningún tipo cuando 6 

estén disponibles y sean presentados en formato electrónico o digital. 7 

(j)  A ninguna Entidad Pública se le requerirá, para ningún propósito 8 

público o privado, la conservación física de aquellos documentos públicos que obren 9 

en su poder en formatos electrónicos y digitales producidos o reproducidos 10 

conforme a este Artículo y el Reglamento General y Uniforme que aquí se dispone. 11 

(k) A los fines de garantizar el acceso gubernamental a los documentos 12 

públicos en formato electrónico o digital y evitar que se pierdan o extravíen ya sea 13 

por error humano, acto intencional, desperfectos tecnológicos o cualquier otro 14 

motivo, cada Entidad Pública deberá utilizar los servicios de un proveedor confiable 15 

del servicio en “La Nube” cibernética (Cloud Computing) con copias de resguardo o 16 

“backup”. En su defecto, cada Entidad Pública podrá utilizar los servicios de otro 17 

proveedor de servicio confiable de resguardo o “backup”distinto al proveedor 18 

confiable de servicio en “La Nube” cibernética (Cloud Computing) que la Entidad 19 

Pública designe como principal, siempre que los documentos estén protegidos en 20 

por lo menos una instalación dentro de la jurisdicción de Puerto Rico o en Estados 21 

Unidos de América continentales. En caso de que alguna Entidad Pública haga 22 
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disponibles esos servicios para todas las demás, entonces la contratación de estos 1 

deberá ser, en primera instancia, con esa entidad.  2 

(l) Con el propósito de garantizar la protección de los documentos 3 

públicos en formato electrónico o digital, el Reglamento General y Uniforme deberá 4 

incluir parámetros sobre la destrucción de documentos físicos, electrónicos o 5 

digitales, así como directrices específicas sobre el decomiso del equipo electrónico 6 

que contenga documentos públicos electrónicos o digitales.  7 

(m)  El Director Ejecutivo del Instituto de Cultura Puertorriqueña diseñará 8 

una guía uniforme para detectar, manejar, procesar, conservar física, electrónica o 9 

digitalmente y referir al Archivo General de Puerto Rico todo documento público 10 

con evidente o potencial valor histórico. Los envíos de estos documentos públicos al 11 

Archivo General deberán ser en versión original cuando estén disponibles y se 12 

incluirá su formato electrónico o digital. Las guías uniformes recomendadas por el 13 

Director Ejecutivo del Instituto deberán integrarse en el Reglamento General y 14 

Uniforme que se dispone en este Artículo.  15 

(n) El Secretario de Hacienda, el Contralor de Puerto Rico, el Director 16 

Ejecutivo del Instituto de Cultura Puertorriqueña, el Director Ejecutivo de “Puerto 17 

Rico Innovation and Technology Service” (PRITS), el Juez Presidente del Tribunal 18 

Supremo y los Presidentes de ambos Cuerpos de la Asamblea Legislativa, o sus 19 

representantes autorizados diseñarán, suscribirán y promulgarán en conjunto un 20 

Reglamento General y Uniforme para la Administración de Documentos Públicos 21 

Físicos, Electrónicos y Digitales en el Gobierno de Puerto Rico, conforme a las 22 
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disposiciones de esta Ley. Previo a la aprobación de este reglamento, los 1 

mencionados funcionarios podrán hacer las consultas que consideren necesarias con 2 

los jefes de las demás Entidades Públicas. Este reglamento establecerá los detalles de 3 

la política pública para facilitar y viabilizar los propósitos de esta Ley con la mayor 4 

rapidez, facilidad y autonomía para cada Entidad Pública; evitando la inclusión de 5 

condiciones administrativas, procesales y burocráticas innecesarias o redundantes 6 

que dificulten, compliquen o malogren las disposiciones de esta Ley.  7 

(o) No habrá, y tampoco se reconocerá en las Entidades Públicas, ningún 8 

otro reglamento para la administración y la conservación de los documentos 9 

públicos. La uniformidad, la razonabilidad, la agilidad y la claridad en la 10 

reglamentación de este asunto es esencial para la adecuada administración, 11 

utilización y conservación de estos documentos, incluyendo la destrucción de 12 

aquellos que sean innecesarios por estar disponibles en formatos electrónicos o 13 

digitales. Una vez se proclame el Reglamento General y Uniforme para la 14 

Administración de Documentos Públicos Físicos, Electrónicos y Digitales en el 15 

Gobierno de Puerto Rico, todos los demás quedarán derogados y sin fuerza de ley. 16 

(p) A partir de 1ro. de julio de 2022, este Reglamento Uniforme también 17 

dispondrá, siguiendo como referencias las guías utilizadas por el gobierno de 18 

Estados Unidos de América, que todas las Entidades Públicas deberán incluir en sus 19 

operaciones documentales las condiciones para la adopción y la utilización de firmas 20 

electrónicas o digitales en documentos públicos, a los fines de hacer innecesarias las 21 

firmas en manuscrito. Estas firmas electrónicas o digitales tendrán validez legal y se 22 
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aceptarán con el mismo valor que una firma en manuscrito en todo proceso 1 

gerencial, administrativo, programático, fiscal, contable, auditoría, legal, registral y 2 

judicial del Gobierno de Puerto Rico; y en toda transacción no pública que requiera 3 

la presentación o la conservación de documentos públicos. A partir de 1ro. de julio 4 

de 2022 ninguna Entidad Pública podrá rechazar un documento público que sea 5 

firmado de esta manera.  6 

(q) A los fines de facilitar toda transacción en el gobierno a los ciudadanos, 7 

a las personas jurídicas e, incluso, a los funcionarios y empleados públicos; y 8 

también evitar gastos de funcionamiento innecesarios; las Entidades Públicas quedan 9 

absolutamente obligadas a aceptar todo documento público en formato electrónico o 10 

digital que les sea enviado o transmitido a través de un sistema cibernético o 11 

telemático reconocido en el mercado global.  Los documentos así transmitidos 12 

servirán como evidencia en todo proceso gerencial, administrativo, programático, 13 

fiscal, contable, auditoría, legal, registral y judicial del Gobierno de Puerto Rico; y en 14 

toda transacción no pública que requiera la presentación o la conservación de 15 

documentos públicos. Estos documentos también tendrán la misma validez y efecto 16 

legal que uno en papel, firmado en manuscrito y presentado físicamente. 17 

(r) Todo documento público, producido o reproducido en formato 18 

electrónico o digital antes de la promulgación del Reglamento General y Uniforme 19 

para la Administración de Documentos Públicos Físicos, Electrónicos y Digitales en 20 

el Gobierno de Puerto Rico, estará exento de cualquier nueva disposición de este 21 

Reglamento que no estuviera vigente al momento de la creación del documento 22 
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electrónico o digitalizado.  No obstante, antes de la promulgación del referido 1 

Reglamento, el jefe de cada Entidad Pública deberá realizar los máximos esfuerzos 2 

para ajustar esos documentos y cumplir con los requerimientos establecidos en esta 3 

Ley y su Reglamento, siempre que sea técnica y económicamente posible. 4 

(s) El Reglamento promulgado deberá contener una disposición que 5 

regule el decomiso del equipo electrónico utilizado en el almacenamiento de los 6 

Documentos Públicos. 7 

(t) Toda conducta ilegal bajo el Código Penal de Puerto Rico en relación 8 

con documentos públicos podrá ser imputada a toda persona natural o jurídica que 9 

incurra en uno o varios de esos delitos con o a través de documentos públicos en 10 

formato electrónico o digital. En sustitución del enjuiciamiento penal por los delitos 11 

mencionados, no habiendo convicción previa por delito grave, y a discreción del 12 

tribunal de justicia, se podrá estipular una multa global de diez mil dólares 13 

($10,000.00) por cada delito estipulado que se sumará a otra multa de quinientos 14 

dólares ($500.00) por cada página de cada documento público en formato electrónico 15 

o digital que haya sido objeto de conducta ilegal. Cuando la cantidad de páginas de 16 

los documentos públicos objetos de conducta ilegal exceda las veinticinco (25), la 17 

multa adicional será de trescientos dólares ($300.00) por cada página de cada 18 

documento ilegal. Como parte de la estipulación, además, el imputado o acusado 19 

deberá compensar a la parte perjudicada, sea pública o privada, en triple daño 20 

económico por los gastos administrativos, operacionales y/o profesionales que 21 

demuestre haber incurrido para protegerse de la conducta ilegal.” 22 
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Sección 5.- Se enmienda el inciso (f) del Artículo 15 de la Ley Núm. 5 de 8 de 1 

diciembre de 1955, según enmendada, conocida como “Ley de Administración de 2 

Documentos Públicos de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 3 

“ (f)  No se destruirá, enajenará, obsequiará, alterará o dispondrá de ningún 4 

documento perteneciente a cualquier dependencia del Estado a menos que sea 5 

de conformidad con lo dispuesto en este Capítulo. Toda persona que ejecute 6 

una de estas acciones sobre cualquier documento público estará sujeto a las 7 

sanciones que impone el Código Penal de Puerto Rico, Ley 146-2012, según 8 

enmendada. 9 

…” 10 

Sección 6.- No más tarde de sesenta (60) días posteriores a la aprobación de 11 

esta Ley, el Director Ejecutivo del Instituto de Cultura Puertorriqueña tendrá que 12 

diseñar las guías uniformes para detectar, manejar, procesar, conservar física, 13 

electrónica o digitalmente y referir al Archivo General de Puerto Rico todo 14 

documento público con evidente o potencial valor histórico. 15 

Sección 7.- No más tarde de los ciento veinte (120) días posteriores a la 16 

aprobación de esta Ley, el Secretario de Hacienda, el Contralor de Puerto Rico, el 17 

Director Ejecutivo del Instituto de Cultura Puertorriqueña, el Director Ejecutivo de 18 

“Puerto Rico Innovation and Technology Service”, (PRITS), el Juez Presidente del 19 

Tribunal Supremo y los Presidentes de ambos Cuerpos de la Asamblea Legislativa, o 20 

sus representantes autorizados tendrán que diseñar, suscribir y promulgar en 21 
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conjunto el Reglamento General y Uniforme para la Administración de Documentos 1 

Públicos Físicos, Electrónicos y Digitales en el Gobierno de Puerto Rico, conforme a 2 

las disposiciones de la Ley Núm. 5 de 8 de diciembre de 1955, según enmendada, 3 

conocida como “Ley de Administración de Documentos Públicos de Puerto Rico”. 4 

Sección 8.- No más tarde de los sesenta (60) días posteriores a la promulgación 5 

del Reglamento General y Uniforme para la Administración de Documentos 6 

Públicos Físicos, Electrónicos y Digitales en el Gobierno de Puerto Rico, la Rama 7 

Judicial tendrá que completar y aprobar las enmiendas necesarias en sus reglas de 8 

procedimientos y de evidencia para ajustarlas a las disposiciones de la Ley Núm. 5 9 

de 8 de diciembre de 1955, según enmendada, conocida como “Ley de 10 

Administración de Documentos Públicos de Puerto Rico” y el Reglamento antes 11 

mencionado. 12 

Sección 9.- Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su 13 

aprobación. 14 
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LEY 
 

Para enmendar los Artículos 7, 38, 53, 64, 65, 66 y 67 de la Ley 73-2019, según 
enmendada, conocida como “Ley de la Administración de Servicios Generales para 
la Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, y la Sección 
3.19 de la Ley 38-2017, según enmendada, conocida como la “Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”, a los fines de establecer la 
responsabilidad de las agencias de Gobierno de notificar y fundamentar las 
enmiendas a las órdenes de compra y/o contratos que elevan el valor de la compra 
ya adjudicada; promover una competencia justa y transparente; establecer el correo 
electrónico como método para notificaciones; y para otros fines relacionados.  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

La sección 9 del Art. VI de la Constitución de Puerto Rico establece que "[s]ólo se 

dispondrá de las propiedades y fondos públicos para fines públicos y para el 

sostenimiento y funcionamiento de las instituciones del Estado, y en todo caso por 

autoridad de ley". Art. VI, Sec. 9, Const. ELA, LPRA, Tomo 1, ed. 2008, pág. 429. Lo 

anterior, exige la utilización de los fondos públicos con los más altos principios éticos y 
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de fiducia. Rodríguez Ramos et al. v. ELA et al., 190 DPR 448, 456 (2014); Jaap Corp. v. 

Depto. Estado et al., 187 DPR 730, 739 (2013); CFSE v. Unión de Médicos, 170 DPR 443, 452 

(2007). 

En sintonía con dicho axioma constitucional, se aprobó recientemente la Ley 73-

2019, según enmendada, conocida como “Ley de la Administración de Servicios 

Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”,  

con los objetivos principales de: (1) la centralización de las compras gubernamentales a 

través de la Administración de Servicios Generales, convirtiendo dicha entidad en la 

única facultada para establecer y llevar a cabo todo procedimiento de compras y 

subastas de bienes, obras y servicios del Gobierno de Puerto Rico y;  (2) la adopción de 

métodos de licitación uniformes para todas las compras y subastas de bienes, obras y 

servicios del Gobierno de Puerto Rico. Mediante la centralización de las compras en el 

Gobierno se pretenden lograr ahorros considerables, al adquirir mayor volumen de 

bienes y servicios a mejores precios; además de establecer mecanismos de adquisición 

que fomentan la transparencia gubernamental y una sana competencia entre los 

licitadores. 

Para fomentar la mejor utilización de los fondos públicos, la Ley 73-2019 adoptó 

métodos de licitación rigurosos, incluidos en el American Bar Association Model for 

Procurement, simplificando el proceso de compras y haciéndolo más sencillo y efectivo.1 

Los métodos de licitación para la compra y subasta de bienes, obras y servicios no 

profesionales son: 1) compra informal; 2) subasta informal; 3) subasta formal; 4) 

solicitud de propuestas y/o solicitudes de propuestas selladas (request for proposal); y 

5) la solicitud de cualificaciones (request for qualifications). De estos, la subasta pública 

formal, o mediante ofertas selladas, constituye el procedimiento de más uso por el 

gobierno para la adquisición de bienes y servicios. Aluma Const. v. A.A.A., 182 DPR 776, 

782 (2011).  El elemento esencial en un procedimiento de subasta es la competencia 

                                                 
1Veánse: https://www.americanbar.org/content/dam/aba/administrative/public_contract_law/pcl-
model-03-2000-model-procurement-regulations.pdf; 
https://www.americanbar.org/content/dam/aba/administrative/public_contract_law/pcl-model-02-
2000-code-procurement.pdf, visitados por última vez el 9 de septiembre de 2020. 
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entre varios licitadores, y su característica principal consiste en la venta o adjudicación 

al mejor postor. Op. Sec. Núm. 23 de 1984.  Así, el Estado, en su obligación de proveer 

servicios a la ciudadanía invita a través de la licitación pública o subastas a uno o varios 

proponentes a presentar ofertas para la realización de obras o para la adquisición de 

bienes y servicios. El propósito primordial del proceso de subasta es proteger los fondos 

públicos, fomentando la libre y diáfana competencia entre el mayor número de 

licitadores posibles 

En muchas ocasiones, luego de la adjudicación de una compra mediante los 

métodos de licitación, el vendedor, suplidor, proponente o licitador al que se le 

adjudica, solicita enmiendas a las órdenes de compras u contratos para aumentar el 

pago por supuestas variaciones que encarecen los bienes, obras y servicios no 

profesionales. Estas variaciones a veces son sustanciales y se alejan desmedidamente del 

valor adjudicado, lo que supone un mayor gasto de fondos públicos y una práctica que 

atenta contra la transparencia de los procesos y la competencia justa entre los que 

compitieron para la adjudicación de la compra. Con esta Ley buscamos fortalecer más 

los procesos de compras del Gobierno para evitar el mal uso de los fondos públicos y 

promover una competencia justa y transparente.  

       
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 7 de la Ley 73-2019, según enmendada, 1 

conocida como la “Ley de la Administración de Servicios Generales para la 2 

Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, para que lea como 3 

sigue:  4 

“Artículo 7. — Administrador y Principal Oficial de Compras del Gobierno de 5 

Puerto Rico; Nombramiento y Compensación. El Administrador será el Principal Oficial 6 

de Compras del Gobierno de Puerto Rico, y será nombrado por el Gobernador con el 7 
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consejo y consentimiento de la Cámara de Representantes y el Senado de Puerto Rico. 1 

Este desempeñará el cargo por un término de diez (10) años. Responderá directamente 2 

al Gobernador y actuará como su representante en el ejercicio del cargo. Deberá ser 3 

mayor de edad y poseer como mínimo un grado de Maestría; deberá poseer reconocida 4 

capacidad profesional, probidad moral, conocimientos y experiencia en el campo de la 5 

administración pública y/o en la empresa privada. No podrá ser nombrado 6 

Administrador aquella persona que haya ejercido un cargo electivo durante el término 7 

para el cual fue electo por el Pueblo de Puerto Rico. El Administrador devengará el 8 

mismo sueldo anual que un miembro del Tribunal Supremo de Puerto Rico. 9 

El Principal Oficial de Compras del Gobierno de Puerto Rico podrá ser destituido 10 

de su cargo por incapacidad física o mental que le inhabilite para desempeñar las 11 

funciones del cargo, negligencia crasa en el desempeño de sus funciones, o si es 12 

convicto de delito grave o delito menos grave que conlleve depravación moral.” 13 

Sección 2.- Se enmienda el Artículo 38 de la Ley 73-2019, según enmendada, 14 

conocida como la “Ley de la Administración de Servicios Generales para la 15 

Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, para que lea como 16 

sigue:  17 

“Artículo 38.- Solicitud de Compra 18 

… 19 

El Administrador podrá autorizar órdenes de compra y contratos, previa la 20 

obligación de fondos para cubrir el pago de los bienes recibidos, obras realizadas y 21 

servicios no profesionales rendidos. De igual manera, podrá cancelar órdenes de 22 
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compra en protección del interés público, cuando medien circunstancias extraordinarias 1 

y justificación adecuada, y en caso de ser una compra o contrato específico de una 2 

Entidad Gubernamental, Entidad Exenta o municipio, el Administrador dará previa 3 

notificación escrita o electrónica al originador sobre dichas circunstancias o justificación.  4 

El jefe de la Entidad Gubernamental o autoridad nominadora pertinente tendrá 5 

el deber de notificar al Administrador aquellas enmiendas a las órdenes de compra y/o 6 

contratos que habían sido autorizados anteriormente y que tengan el efecto de 7 

aumentar el valor de la compra adjudicada de bienes, obras y servicios no profesionales. 8 

La notificación de enmienda debe estar debidamente documentada y fundamentada.”         9 

Sección 3.- Se enmienda el Artículo 53 de la Ley 73-2019, según enmendada, 10 

conocida como la “Ley de la Administración de Servicios Generales para la 11 

Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, para que lea como 12 

sigue:  13 

“Artículo 53. — Determinación Final. Notificación de adjudicación. 14 

Una vez adjudicado un asunto ante la consideración de la Junta de Subastas, ésta 15 

procederá a notificar su determinación final, según los procedimientos y mecanismos 16 

que se establezcan en el Reglamento Uniforme de Compras y Subastas. La notificación 17 

de adjudicación de subasta será notificada adecuadamente, mediante correo federal 18 

certificado con acuse de recibo o correo electrónico, a todas las partes que tengan 19 

derecho a impugnar tal determinación. La notificación de adjudicación estará 20 

debidamente fundamentada y deberá incluir los fundamentos que justifican la 21 

determinación, aunque sea de forma breve o sucinta, en aras de que los foros revisores 22 
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puedan revisar tales fundamentos y así determinar si la decisión fue arbitraria, 1 

caprichosa o irrazonable. Como mínimo, la notificación debe incluir: (1) los nombres de 2 

los licitadores que participaron en la subasta y una síntesis de sus propuestas; (2) los 3 

factores o criterios que se tomaron en cuenta para adjudicar la subasta; (3) los defectos, 4 

si alguno, que tuvieran las propuestas de los licitadores perdidosos, y (4) la 5 

disponibilidad y el plazo para solicitar la reconsideración y revisión judicial. 6 

La determinación …” 7 

Sección 4.- Se enmienda el Artículo 64 de la Ley 73-2019, según enmendada, 8 

conocida como la “Ley de la Administración de Servicios Generales para la 9 

Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, para que lea como 10 

sigue:  11 

“Artículo 64. — Término para Revisar. 12 

 La parte adversamente afectada por una decisión de la Administración, de la 13 

Junta de Subastas y/o de cualquier Junta de Subastas de Entidad Exenta podrá, dentro 14 

del término de veinte (20) días a partir del depósito en el correo federal o correo 15 

electrónico notificando la adjudicación de la subasta, presentar una solicitud de revisión 16 

ante la Junta Revisora de la Administración de Servicios Generales. Presentada la 17 

revisión administrativa, la Administración y/o la Junta de Subastas correspondiente 18 

elevará a la Junta Revisora copia certificada del expediente del caso, dentro de los tres 19 

(3) días naturales siguientes a la radicación del recurso.” 20 

Sección 5.- Se enmienda el Artículo 65 de la Ley 73-2019, según enmendada, 21 

conocida como la “Ley de la Administración de Servicios Generales para la 22 
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Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, para que lea como 1 

sigue:  2 

“Artículo 65. — Notificación de la Revisión.  3 

La parte adversamente afectada notificará copia de la solicitud de revisión 4 

administrativa a la Administración y a la Junta de Subastas correspondiente; 5 

simultáneamente notificará también al proveedor que obtuvo la buena pro en la subasta 6 

en cumplimiento con lo establecido en el Artículo 62 de esta Ley. Este requisito es de 7 

carácter jurisdiccional. En el propio escrito de revisión, la parte recurrente certificará a 8 

la Junta Revisora su cumplimiento con este requisito. La notificación podrá hacerse por 9 

correo certificado con acuse de recibo o por correo electrónico. De así ser solicitado por 10 

la parte adversamente afectada, la Junta de Subastas le proveerá a éste las direcciones 11 

tanto postales como electrónicas que los proveedores participantes le hayan informado 12 

a la Junta de Subastas durante el proceso de subasta impugnado.” 13 

Sección 6.- Se enmienda el Artículo 66 de la Ley 73-2019, según enmendada, 14 

conocida como la “Ley de la Administración de Servicios Generales para la 15 

Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, para que lea como 16 

sigue:  17 

“Artículo 66. — Procedimiento de Revisión Administrativa.  18 

La Junta Revisora deberá … 19 

La Junta Revisora podrá… 20 

Si se tomare alguna determinación en su consideración, el término para instar el 21 

recurso de revisión judicial empezará a contarse desde la fecha en que se depositó en el 22 
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correo federal o correo electrónico copia de la notificación de la decisión de la Junta 1 

Revisora resolviendo la moción.  2 

Si la Administración … 3 

El Tribunal de Apelaciones será el foro con jurisdicción para revisar, mediante 4 

recurso de revisión judicial, las determinaciones administrativas arriba dispuestas.” 5 

Sección 7.- Se enmienda el Artículo 67 de la Ley 73-2019, según enmendada, 6 

conocida como la “Ley de la Administración de Servicios Generales para la 7 

Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico de 2019”, para que lea como 8 

sigue:  9 

“Artículo 67. — Notificación. 10 

Una vez adjudicado un asunto ante la Junta Revisora, ésta procederá a notificar 11 

por escrito la misma mediante correo certificado o correo electrónico a las partes 12 

interesadas. Dicha notificación expondrá los fundamentos y razones que sustentan tal 13 

determinación.” 14 

Sección 8.- Se enmienda la Sección 3.19 de la Ley 38-2017, según enmendada, 15 

conocida como la “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 16 

Puerto Rico”, para que lea como sigue:  17 

“Sección 3.19. — Procedimiento y Término para Solicitar Reconsideración en la 18 

Adjudicación de Subastas. 19 

Los procedimientos de adjudicación de subastas serán informales; su 20 

reglamentación y términos serán establecidos por las agencias, pero siempre en estricto 21 

cumplimiento con la legislación sustantiva que aplica a las compras del Gobierno de 22 
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Puerto Rico y sin menoscabo de los derechos y obligaciones de los licitadores bajo la 1 

política pública y leyes vigentes en la jurisdicción de Puerto Rico. La parte 2 

adversamente afectada por una decisión podrá, dentro del término de veinte (20) días a 3 

partir del depósito en el correo federal o correo electrónico notificando la adjudicación 4 

de la subasta, presentar una moción de reconsideración ante la agencia. En la 5 

alternativa, podrá presentar una solicitud de revisión ante la Junta Revisora de la 6 

Administración de Servicios Generales o la entidad apelativa que corresponda en ley o 7 

reglamento, dentro del término de veinte (20) días calendario, a partir del depósito en el 8 

correo federal o correo electrónico notificando la adjudicación de la subasta. La agencia 9 

o la Junta Revisora deberá considerarla dentro de los treinta (30) días de haberse 10 

presentado. La Junta podrá extender dicho término una sola vez, por un término 11 

adicional de quince (15) días calendario. Si se tomare alguna determinación en su 12 

consideración, el término para instar el recurso de revisión judicial empezará a contarse 13 

desde la fecha en que se depositó en el correo federal o correo electrónico copia de la 14 

notificación de la decisión de la agencia, la entidad apelativa o la Junta Revisora 15 

resolviendo la moción. Si la agencia, la entidad apelativa o la Junta Revisora dejare de 16 

tomar alguna acción con relación a la moción de reconsideración o solicitud de revisión, 17 

dentro del término correspondiente, según dispuesto en esta Ley, se entenderá que ésta 18 

ha sido rechazada de plano, y a partir de esa fecha comenzará a correr el termino para 19 

la revisión judicial.” 20 

Sección  9. – Reglamentación 21 
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El Administrador deberá adoptar las normas, directrices y reglamentos 1 

necesarios para cumplir con los propósitos de esta Ley.  2 

Sección  10.- Vigencia 3 

Esta Ley entrará en vigor sesenta días (60) después de su aprobación. 4 
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LEY 

 
Para establecer la "Nueva Ley de Navegación y Seguridad Acuática de Puerto Rico"; a 

los fines de crear la nueva política pública en cuanto a la reglamentación de la 
seguridad marítima; las prácticas recreativas acuáticas y marítimas y deportes 
relacionados; la protección de los recursos naturales y ambientales expuestos en 
estas prácticas; disponer de todo lo relativo a su administración y reglamentación 
por el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales; establecer 
penalidades; derogar la Ley 430–2000, según enmendada, conocida como “Ley de 
Navegación y Seguridad Acuática de Puerto Rico”; y para otros fines relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La Ley 430-2000, conocida como la “Ley de Navegación y Seguridad Acuática de Puerto 

Rico”, según enmendada, ha servido como punta de lanza para garantizar la seguridad 

de nuestros ciudadanos y turistas que visitan nuestra hermosa isla. Puerto Rico, por su 
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geografía y localización privilegiada, despliega un escenario natural particular, por el 

cual se disfruta ampliamente de las playas y se practican numerosos deportes acuáticos 

y marítimos. Con el pasar del tiempo han surgido situaciones que nos presentan la 

necesidad apremiante de revisar la legislación previamente aprobada, ya que la misma 

contiene aspectos que deben ser atendidos para garantizar la seguridad de nuestro 

pueblo y sus habitantes. A su vez, proveerles a los agentes del orden público mayores 

herramientas para hacer valer esta Ley y la política pública del Estado. 

Nuestra geografía y clima permiten que los ciudadanos frecuenten numerosas 

actividades tanto en las playas, embalses y cuerpos de agua dulce, tanto para recrearse 

como para esparcirse. La diversión al aire libre, aprovechando estos paisajes, se ha 

convertido en parte esencial de la vida del puertorriqueño en su tiempo de regocijo. 

Para que la ciudadanía disfrute de nuestras playas, embalses y lagunas dentro de un 

marco de seguridad, se establece como política pública del Gobierno de Puerto Rico, 

garantizar la seguridad y disfrute, dando énfasis al control de embarcaciones, naves, 

vehículos de navegación y erradicar el manejo de embarcaciones bajo los efectos de 

bebidas embriagantes.  

A través de los años, hemos advertido que en Puerto Rico ha tomado auge la práctica de 

ciertos deportes acuáticos y marítimos, tales como el deslizamiento en diferentes tipos 

de tablas, tales como “paddleboard” o “surf de remo”, el uso de otros vehículos de 

navegación con o sin motor de propulsión y el buceo, entre otros. A su vez, esto ha 

provocado que aumente considerablemente la frecuencia e intensidad en que se utilizan 

los cuerpos de agua y se presentan mayores problemas en torno a la seguridad en el uso 

de dichos cuerpos de agua, así como la necesidad de protección de los recursos 

naturales y ambientales que se exponen en tal uso. 

Es muy frecuente ver en las playas numerosas personas practicando estos deportes 

junto a los bañistas. Como consecuencia de esta actividad recreativa conjunta, han 

sucedido accidentes lamentables, algunos que han llegado a ocasionar heridas graves e 

incapacidad y hasta la muerte. Ante la situación destacada, la preocupación ciudadana 

aumenta muchas veces, impidiéndole disfrutar a plenitud de esos momentos de 



3 
 

diversión. A lo anterior, se suma la necesidad de crear consciencia en la ciudadanía de 

que el disfrute de estos escenarios naturales conlleva la responsabilidad de protegerlos.  

El Centro para el Control y Prevención de Enfermedades de los Estados Unidos 

(CDC) reporta que el uso del alcohol es un factor determinante en el cincuenta por 

ciento (50%) de las muertes asociadas con las actividades recreativas en el agua. Cerca 

de una tercera parte de los accidentes náuticos en que ocurre una muerte envuelven el 

uso del alcohol. El uso del alcohol interfiere con el balance, coordinación motora y el 

buen juicio. Estos efectos son agudizados al exponerse al sol y el calor. Por otra parte, 

causa la perdida de las inhibiciones y propende a un comportamiento temerario. El 

alcohol es un diurético, por lo que promueve la deshidratación e interfiere con la 

capacidad del cuerpo para controlar su temperatura, dilata los vasos sanguíneos, así 

como las temperaturas calientes, por lo que hace que una persona sea más susceptible a 

quedar inconsciente. Por las circunstancias antes descritas, resulta necesario adoptar 

una política de cero tolerancias en la operación de embarcaciones bajo los efectos de 

bebidas embriagantes, drogas y sustancias controladas.  Será deber de los agentes del 

orden público velar por la seguridad de los ciudadanos y darles las herramientas 

necesarias para desalentar la operación negligente de embarcaciones o vehículos 

acuáticos bajo los efectos de bebidas embriagantes, drogas o sustancias controladas.  

El Estado tiene la responsabilidad de velar por el bienestar y la seguridad de sus 

ciudadanos, en este caso de proteger la seguridad de los que disfrutan del encanto y 

majestuosidad de nuestras playas y otros cuerpos de agua. Así también, el Estado tiene 

el deber ineludible de alentar la conservación y protección de aquellos recursos 

naturales y ambientales que se utilicen en este disfrute. 

Esta Ley debe interpretarse y regirse en una forma cónsona con la política pública 

de estimular y fomentar el turismo náutico de nuestro país sin menoscabar los 

principios básicos y esenciales de la preservación del medioambiente.  El fomento del 

turismo náutico es de primordial importancia en la estrategia del desarrollo turístico y 

económico de Puerto Rico y para exaltar las bondades y atributos que tiene esta isla del 

encanto.  
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DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

Artículo 1.- Título.  1 

Esta Ley se conocerá y podrá citarse como la "Nueva Ley de Navegación y 2 

Seguridad Acuática de Puerto Rico". 3 

Artículo 2.- Jurisdicción. 4 

Esta Ley aplicará a todas las prácticas recreativas marítimas y acuáticas, 5 

incluyendo cualquier deporte relacionado que pueda desarrollarse en la jurisdicción del 6 

Gobierno de Puerto Rico. 7 

Artículo 3.- Definiciones.  8 

Para los efectos de esta Ley, los siguientes términos tendrán el significado que a 9 

continuación se indica: 10 

1. Accidente marítimo: colisión entre embarcaciones, vehículos de 11 

navegación, o entre cualquiera de estos y un objeto o persona en las aguas navegables 12 

de Puerto Rico, del cual resulte un daño a la vida o propiedad. La definición puede 13 

extenderse a eventos, incidentes o sucesos en o los alrededores de la embarcación 14 

mientras se encuentra en las aguas navegables de Puerto Rico. Sin que se entienda como 15 

una limitación, la Guardia Costera Estadounidense tiene establecida la siguiente lista de 16 

tipos de accidentes marinos: 17 

a. Zozobrar. 18 

b. Envenenamiento con monóxido de carbono. 19 

c. Colisión con un objeto fijo. 20 
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d. Colisión con un objeto flotante o móvil.  1 

e. Colisión con una embarcación comercial. 2 

f. Colisión con una embarcación gubernamental. 3 

g. Colisión con una embarcación recreativa. 4 

h. Colisión con un objeto sumergido. 5 

i. Embarcación zarpando. 6 

j. Salir expulsado(a) de una embarcación. 7 

k. Electrocución. 8 

l. Caerse sobre la cubierta de la embarcación. 9 

m. Caer fuera de borda. 10 

n. Explosión con fuego por ignición de combustible.  11 

o. Explosión con fuego que no envuelve combustible. 12 

p. Explosión con fuego por causa u origen desconocido. 13 

q. Embarcación anegada. 14 

r. Encallamiento. 15 

s. Persona impactada por la hélice de una embarcación. 16 

t. Persona impactada por una embarcación. 17 

2. Actividades de turismo náutico: el conjunto de servicios a ser rendidos en 18 

contacto con el agua a turistas náuticos, los cuales incluyen, pero no están limitados a: 19 

(1) el arrendamiento o flete a turistas de embarcaciones de turismo náutico para el ocio, 20 

recreación o para fines educativos por turistas, incluyendo excursiones; (2) el 21 
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arrendamiento de embarcaciones o vehículos de navegación a turistas; y (3) la 1 

operación de un programa integrado de arrendamiento de embarcaciones. 2 

3. Agente del orden público: significa cualquier miembro u oficial del 3 

Gobierno de Puerto Rico, entre cuyos deberes se encuentra el proteger a las personas y 4 

la propiedad, mantener el orden y la seguridad pública y efectuar arrestos. Estos 5 

incluyen, pero sin limitarse a, el Cuerpo de Vigilantes del Departamento de Recursos 6 

Naturales y Ambientales, Negociado de la Policía de Puerto Rico, Policía Municipal, 7 

Cuerpo de Seguridad Interna de la Autoridad de los Puertos, Inspectores de la 8 

Comisión de Servicio Público y Guardia Costera de los Estados Unidos, mientras se 9 

encuentran en funciones o ejercicios oficiales. 10 

4. Aguas territoriales de Puerto Rico: incluye todas aquellas que se extienden 11 

desde la línea costera de la isla Puerto Rico e islas pertenecientes, y cómo ha sido o en el 12 

futuro sea modificada o alterada por avulsión, erosión, o receso de las aguas, hasta diez 13 

puntos treinta y cinco (10.35) millas terrestres, o su equivalente de tres (3) leguas 14 

marítimas o nueve (9) millas náuticas. 15 

5. Análisis químico: análisis de sangre, aliento o cualquier sustancia del 16 

cuerpo, menos orina, el cual realiza un agente del orden público debidamente 17 

autorizado cuando tuviese motivos fundados para creer que un operador o conductor 18 

de embarcación está navegando bajo los efectos de alcohol o sustancias controladas, con 19 

el propósito de detectar el porciento de concentración de alcohol o sustancias 20 

controladas en el cuerpo del operador o conductor.  21 
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6. Áreas de anclaje: lugares designados por el Secretario y demarcados 1 

mediante boyas para el amarre o anclaje de embarcaciones y vehículos de navegación. 2 

7. Áreas de protección de recursos naturales o de alto valor ecológico: 3 

lugares físicamente delimitados y reservados para proteger la fauna y la flora del efecto 4 

de actividades humanas y eventos naturales, así como otros recursos naturales y 5 

ambientales aledaños incluidos en las cartas náuticas. 6 

8. Áreas reservadas para bañistas: zonas designadas para el uso exclusivo de 7 

bañistas y áreas aledañas terrestres así designadas y delimitadas, según se establece en 8 

términos generales en esta Ley y en el reglamento adoptado a estos fines.  9 

9. Bote de servicio (“Tender to” o “T/T”): embarcación cuyo único propósito 10 

y destino es servir de apoyo a una embarcación mayor. La misma es transportada sobre 11 

la cubierta de la embarcación matriz que está destinada a servir, y no incluirá aquellas 12 

que requieran ser transportadas por la embarcación matriz. Los botes de servicio 13 

cumplirán con las disposiciones de esta Ley, y deberán ser inscritos según lo establecido 14 

en el artículo de registro de embarcaciones. Se exceptúa de esta definición los botes de 15 

velero. 16 

10. Boya de amarre: toda boya instalada por el DRNA con el propósito de 17 

proteger el fondo marino, proveyendo una opción segura para que los operadores 18 

amarren sus embarcaciones recreativas, evitando así que tiren sus anclas sobre 19 

ecosistemas sensitivos. Estas boyas de amarre son de forma redonda, de color azul y 20 

blanco y con las iniciales del “DRNA”. Los veleros no se amarrarán a estas boyas 21 

mientras mantengan izadas las velas. 22 
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11. Certificado de inscripción: documento que acredita la inscripción de una 1 

embarcación o vehículo de navegación en el Departamento de Recursos Naturales y 2 

Ambientales, o en cualquier territorio o dependencia de los Estados Unidos. 3 

12. Comisionado: persona designada como Comisionado de la Oficina del 4 

Comisionado de Navegación del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales. 5 

13. Oficina de Turismo: Oficina de Turismo del Departamento de Desarrollo 6 

Económico de Puerto Rico. 7 

14. Cuerpos de agua o aguas navegables: comprende el mar, playas, lagos, 8 

lagunas, embalses, ríos, la desembocadura de estos, radas y bahías. 9 

15. Delito menos grave: todo aquel que apareja pena de reclusión por un 10 

término que no exceda de seis (6) meses, pena de multa que no exceda de cinco mil 11 

(5,000) dólares o pena de restricción domiciliaria o de servicios comunitarios que no 12 

exceda de seis (6) meses, según lo establece la Ley 146 -2012, según enmendada, mejor 13 

conocida como el “Código Penal de Puerto Rico”. Delito grave comprenden todos los 14 

demás delitos.  15 

 16. Departamento: Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, 16 

también conocido como el “DRNA”.  17 

17. Dispositivo productor de sonido: silbato o corneta que pueda ser 18 

escuchado al menos a media milla náutica de distancia.  19 

18. Distribuidor: persona debidamente autorizada para hacer negocios en 20 

Puerto Rico, dedicada a vender, comprar, revender o distribuir naves o embarcaciones y 21 

vehículos de navegación. 22 
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19. Dueño: cualquier persona que tenga título de propiedad o dominio de una 1 

embarcación, vehículo de navegación o vehículo terrestre de motor. El término incluye 2 

a una persona con derecho al uso o posesión, aunque la embarcación, vehículo de 3 

navegación o vehículo terrestre esté sujeto a un derecho a favor de otra persona, que 4 

haya sido reservado o constituido mediante un acuerdo para asegurar el pago o 5 

cumplimiento de una obligación. 6 

20. Embarcación: cualquier sistema o equipo de transportación acuática que 7 

tenga instalado un motor, incluyendo, pero sin limitarse a, las motoras acuáticas, las 8 

balsas de motor, los veleros con motor, los botes o lanchas de cualquier clase, pero 9 

excluyendo los hidroplanos. Este término también incluye aquellas estructuras de 10 

fabricación casera impulsadas por un motor.  11 

21. Embarcación abandonada: para las zonas costeras de Puerto Rico, se 12 

definirá como: 13 

a. Toda embarcación de vela o motor con fin de ser utilizada para la 14 

navegación que esté desatendida y que su dueño no pueda ser 15 

localizado o contactado por un período mayor de ciento ochenta 16 

(180) días. Podrá ser considerada abandonada aun cuando la 17 

embarcación esté amarrada a una boya o un muelle y esté en buen 18 

estado. 19 

b. Toda embarcación varada o hundida o destruida, cuyo dueño no 20 

haya podido ser localizado o contactado o que no la haya reclamado 21 

pasado los treinta (30) días del suceso.  22 
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c. Toda embarcación que, independientemente de su condición, este 1 

localizada en un lugar que represente un riesgo para la seguridad 2 

pública, la navegación o los ecosistemas circundantes en la zona 3 

marítimo-terrestre cuyo dueño no pueda ser localizado o contactado 4 

de forma inmediata.  5 

22. Embarcación casera: embarcación o nave construida por un individuo no 6 

astillero profesional, para su disfrute recreativo personal y sin fines de venta. La misma 7 

se construye utilizando materia prima no refinada, en vez de piezas prefabricadas por 8 

un manufacturero o astillero profesional. 9 

23. Embarcaciones documentadas: aquellas que tienen un certificado de 10 

inscripción en vigor y expedido por el Servicio de Guardacostas de los Estados Unidos 11 

de América, y un marbete federal debidamente acreditado. 12 

24. Informe de accidente marítimo:  documento preparado por la Oficina del 13 

Comisionado de Navegación del Departamento y la Guardia Costera de Estados 14 

Unidos, con el objetivo de reportar accidentes marinos y actualizar las estadísticas de 15 

los mismos.  16 

25. Interruptor maestro (Kill switch): todo dispositivo que interrumpa en su 17 

totalidad, y de manera inmediata, la energía de propulsión de una embarcación o nave. 18 

26. Investigador de accidentes marítimos: investigador adiestrado y 19 

certificado por el Programa de Operaciones y Adiestramientos sobre Accidentes de 20 

Embarcaciones, o “BOAT”, como se le conoce por sus siglas en inglés, de la Asociación 21 

Nacional de Administradores de Leyes de Navegación.  22 
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27. Inspector de embarcaciones: todo inspector debidamente adiestrado y 1 

certificado por el DRNA y la Guardia Costera de los Estados Unidos. 2 

28. Marina o Embarcadero: lugar público o privado debidamente autorizado, 3 

con instalaciones de muelles y rampas para ofrecer múltiples servicios, principalmente, 4 

a embarcaciones y vehículos de navegación recreativos. 5 

29. NASBLA: National Association of State Boating Law Administrators o en 6 

español, Asociación Nacional de Administradores de Leyes de Navegación. 7 

30. Notificación: para los fines de responsabilidad del DRNA, se considerará 8 

que la notificación del  Secretario a la persona que aparezca en sus archivos como dueño 9 

constituirá notificación a las personas que de hecho sean dueñas de la embarcación, y la 10 

mera remisión de la notificación por correo a las direcciones que aparezcan en el 11 

Registro de Numeración e Inscripción del Departamento, aunque no fuesen recibidas 12 

por los destinatarios, se considerará como tal notificación a todos los efectos legales.   13 

31. Número de identificación del casco de la embarcación: el número de 14 

identificación del casco, o “HIN”, por sus siglas en inglés, se usa para identificar y 15 

monitorear toda embarcación manufacturada o importada después del 1 de noviembre 16 

de 1972.  17 

32. Operar: significa navegar, tener bajo su mando o conducir una 18 

embarcación, nave, vehículo de navegación o vehículo terrestre de motor. 19 

33. Persona: significa todo individuo natural o jurídico. 20 

34. Prácticas marítimas o acuáticas: todas las actividades de asueto, diversión, 21 

entretenimiento o actividad comercial que se puedan llevar a cabo en los cuerpos de 22 
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agua y áreas aledañas, incluyendo la pesca, los deportes acuáticos y marítimos y las 1 

prácticas recreativas relacionadas que existen y que puedan desarrollarse en el futuro. 2 

35. Salvavidas: aparato de flotación personal debidamente aprobado por la 3 

Guardia Costera de los Estados Unidos. Los aparatos de flotación personal serán 4 

compatibles al peso y tamaño adecuado del nauta, y estarán en buenas condiciones. De 5 

ser requerido mediante ley o reglamento, el llevar puesto el salvavidas significa que 6 

estará debidamente entallado, con todas las correas y lazos sujetados, en todo momento.  7 

36. Secretario: Secretario(a) del Departamento de Recursos Naturales y 8 

Ambientales. 9 

37. Vehículo de navegación: sistema de transportación con capacidad de 10 

desplazamiento en el agua que no tenga instalado un motor como: los “paddle boards” 11 

o “surf” de remo, los botes de remo, las canoas, los kayaks, los barcos de vela con o sin 12 

remos, esquís acuáticos, tablas para flotar con o sin vela, balsas, sistemas inflables y 13 

cualquier aparato que se mueve sobre el agua sin ser impulsado por motor, aunque 14 

podría estar preparado para instalársele o adaptársele algún tipo de motor. 15 

38. Vehículo terrestre de motor: todo vehículo que se mueva por fuerza 16 

propia diseñado para operar en tierra firme.  Incluye todos los “vehículos de motor”, 17 

según definidos por la Ley 22–2000, según enmendada, conocida como “Ley de Tránsito 18 

de Puerto Rico”. 19 

Artículo 4.- Declaración de política pública. 20 

Se declara política pública del Gobierno de Puerto Rico el garantizar la seguridad 21 

y el bienestar de la ciudadanía en prácticas marítimas y recreativas mientras disfrutan 22 
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de los cuerpos de agua de Puerto Rico, así como el proteger la fauna, la flora y otros 1 

recursos naturales y ambientales que puedan afectarse por las actividades que se 2 

desarrollen en estos. Con el propósito de desarrollar condiciones para que el ser 3 

humano y la naturaleza coexistan en armonía, en este cuerpo de ley se proveen medidas 4 

de protección y seguridad necesarias para la conservación de nuestros recursos 5 

naturales y ambientales y el disfrute de los ciudadanos en estas áreas.  6 

La Ley deberá propiciar el uso ordenado del recurso de forma que estimule su 7 

uso comercial y recreativo, y facilite el acceso y la navegabilidad de las aguas. Esta Ley 8 

deberá interpretarse y administrarse cónsona con la política pública de fomentar el 9 

turismo náutico en nuestro país.  El fomento del turismo náutico es esencial en la 10 

estrategia de desarrollo de Puerto Rico, pues estimula la actividad económica y genera 11 

oportunidades de empleo. Por ende, esta legislación se interpretará y administrará con 12 

prudencia y razonabilidad en su aplicación a la industria y el turismo náutico.  13 

Artículo 5.- Facultades del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales. 14 

El Departamento de Recursos Naturales y Ambientales queda investido con 15 

poderes y facultades para adoptar, promulgar e implementar reglas y reglamentos 16 

necesarios para la ejecución y administración de esta Ley y la política pública 17 

establecida por ésta.  Dichos poderes y facultades se llevarán a cabo mediante los 18 

reglamentos y acciones de supervisión encomendadas a la Oficina del Comisionado de 19 

Navegación. 20 

Artículo 6.- Funciones y Deberes del Comisionado de Navegación. 21 

 Las funciones y deberes del Comisionado de Navegación son las siguientes:  22 
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1. Deberá ser una persona de reconocida probidad moral, con conocimiento 1 

y experiencia en la navegación y en lo relacionado a las normas de seguridad acuática y 2 

marítima. 3 

2. Desempeñará su cargo a voluntad del Secretario, y podrá acogerse a los 4 

beneficios de la Ley 106-2017, “Ley para Garantizar el Pago a Nuestros Pensionados y 5 

Establecer un Nuevo Plan de Aportaciones Definidas para los Servidores Públicos”.  6 

3. Cumplirá las funciones y responsabilidades que le delegue el/(la) 7 

Secretario(a), entre las cuales estarán las siguientes: 8 

a. Someterá para la aprobación del Secretario los reglamentos necesarios 9 

para la implantación de esta Ley. 10 

b. Con la aprobación del Secretario, mantendrá un programa de seguridad 11 

marítima y acuática que provea adiestramiento y educación a los 12 

operadores de embarcaciones, naves, o vehículos de navegación y a la 13 

ciudadanía en general sobre las disposiciones de esta Ley y sobre las 14 

medidas de seguridad que deben observarse en los cuerpos de agua, 15 

balnearios y áreas aledañas. 16 

c. Mantendrá un sistema de certificación, inscripción y numeración de 17 

embarcaciones, naves, o vehículos de navegación. 18 

Coordinará planes y programas de vigilancia preventiva con el Cuerpo de 19 

Vigilantes de Recursos Naturales, la Policía de Puerto Rico, el Servicio de Guardacostas, 20 

la Autoridad de los Puertos y la Guardia Municipal del municipio correspondiente. 21 
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Mantendrá un sistema de boyas o cualquier otro marcador flotante para 1 

delimitar aquellas designadas como áreas reservadas para bañistas o de alto riesgo. 2 

Realizará cualquier otra tarea que le sea asignada por el(la) Secretario(a) 3 

relacionada a asuntos y normas de seguridad en la navegación recreativa. 4 

Artículo 7.- Seguridad marítima y acuática. 5 

Para propiciar la reglamentación adecuada sobre los diversos aspectos de la 6 

seguridad marítima y acuática se establecerá lo siguiente: 7 

1. Con el objetivo de proteger hábitats de especies vulnerables y áreas de alto 8 

valor ecológico, el Departamento tendrá facultad para prohibir el uso, manejo u 9 

operación de embarcaciones y vehículos de navegación en áreas donde así lo entienda 10 

necesario. 11 

2. Se delimitarán y demarcarán las áreas reservadas o protegidas de la 12 

siguiente forma: 13 

a. Se faculta a la Oficina del Comisionado de Navegación del Departamento 14 

de Recursos Naturales y Ambientales a que, en consulta con la Junta de 15 

Planificación de Puerto Rico, y de ameritarlo con el Departamento de 16 

Recreación y Deportes, la Oficina de Turismo y a la Autoridad de los 17 

Puertos de Puerto Rico, continúe adoptando  regulaciones y monitoreando 18 

la zonificación y delimitación de las áreas reservadas para bañistas, áreas 19 

de protección de recursos naturales y ambientales o de alto riesgo; 20 

quedando aquellas áreas no reservadas para el libre uso de las 21 

embarcaciones y vehículos de navegación. 22 
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b.  Se ordena al Comisionado a marcar con boyas, o cualquier otro marcador 1 

flotante la delimitación de las áreas a que se hace referencia en esta 2 

Sección.  Se autoriza al Departamento a mantener en las áreas reservadas 3 

para bañistas, así como en las áreas de protección de recursos naturales y 4 

ambientales, letreros en los idiomas español e inglés y los símbolos 5 

internacionales que describan en forma general la delimitación de dichas 6 

áreas. 7 

c. Se establecerá un sistema de señales en las áreas reservadas o protegidas, 8 

para lo cual se faculta al Departamento a establecer, en las áreas 9 

reservadas para bañistas bajo su jurisdicción, un sistema de señales 10 

visuales, sonoras o combinación de ambas, mediante el cual se pueda 11 

avisar a las personas que se encuentren en áreas reservadas para bañistas 12 

de condiciones generales de peligro existente en dichas áreas. El 13 

Departamento también quedará facultado a establecer un sistema de 14 

advertencias para informar de situaciones peligrosas existentes en las 15 

áreas acuáticas o marítimas de protección de recursos naturales y 16 

ambientales. 17 

d. Se permitirá el uso de embarcaciones y motoras acuáticas en toda área 18 

marítima, siempre que no sea reservada para bañistas, o de protección de 19 

recursos naturales, o que por disposición de otras leyes se prohíba. El 20 

Secretario podrá, no obstante, limitar o prohibir mediante reglamentación 21 

el uso de embarcaciones o motoras acuáticas en cualquier área que así lo 22 
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estime necesario para garantizar la seguridad, la protección del ambiente 1 

y la práctica de la pesca. Esta disposición no exime de responsabilidad 2 

civil o criminal a la persona que mientras opere dichas embarcaciones en 3 

las áreas permitidas maneje con negligencia o cause daño a la propiedad o 4 

a otra persona o alguna especie en peligro de extinción o viole alguna 5 

disposición de esta Ley. 6 

3. Se propiciará la navegación prudente y razonable de todo operador de una 7 

embarcación y vehículo de navegación de la siguiente forma: 8 

a. El Departamento establecerá mediante reglamento las restricciones de uso 9 

y/o maniobras cuáles pudieran causar daño físico a persona o propiedad 10 

privada incluyendo, pero sin limitarse a las siguientes: 11 

i. Las medidas de seguridad que deberán observar y tener las 12 

embarcaciones o vehículos de navegación, tales como equipo 13 

de luces, salvamento, ventilación, extintores de incendios y 14 

cualquier otro equipo o aditamento que se considere 15 

necesario para la seguridad y protección de las personas y 16 

dichas embarcaciones o vehículos de navegación en los 17 

cuerpos de agua. 18 

ii. Las normas y los requisitos para conducir embarcaciones, y 19 

vehículos de navegación en Puerto Rico. Disponiéndose que, 20 

dentro de marinas y canales de navegación debidamente 21 

rotulados con boyas instaladas por la Oficina del 22 
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Comisionado de Navegación, la velocidad máxima será de 1 

cinco millas por hora (5MPH), de manera que no produzca 2 

oleaje. 3 

iii. Las medidas de seguridad que deberán cumplir las personas 4 

que se encuentren en áreas reservadas para bañistas o áreas 5 

de protección de recursos naturales y ambientales, que se 6 

atempere a estatutos ya vigentes tales como el Código Penal 7 

y/o Leyes Especiales. 8 

b. Tales reglamentos deberán adoptarse de conformidad a las disposiciones 9 

de la Ley 38-2017, según enmendada, conocida como “Ley de 10 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”. 11 

6. Se exceptúan de las disposiciones previamente establecidas en este 12 

Artículo, las embarcaciones o vehículos de navegación que se encuentren en las 13 

siguientes circunstancias, cuando: 14 

a.  Se acerquen o entren en el área reservada para bañistas, en áreas de 15 

lagunas y lagos o en un área de protección de recursos naturales y 16 

ambientales para prestar auxilio o buscar resguardo en una situación de 17 

emergencia; o 18 

b. Cuando un vehículo terrestre de motor se encuentre echando o sacando 19 

una embarcación de un cuerpo de agua en áreas que no estén rotuladas 20 

como de alto valor ecológico, o que de otro modo específicamente se 21 

prohíba; o  22 
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c. Cuando agentes del orden público requieran del uso de un vehículo de 1 

navegación o embarcación para llevar a cabo labores de vigilancia o en el 2 

ejercicio de sus funciones oficiales. 3 

d.      Cuando se autoricen estudios e investigaciones que requieran entrar en 4 

áreas protegidas o utilizar embarcaciones de mayor caballaje que el 5 

permitido o cualquier otra exención de las disposiciones de esta Ley. En 6 

estos casos se requerirá una autorización del Secretario del Departamento, 7 

así como cualquier otra agencia del gobierno estatal o federal con 8 

injerencia. La autorización expedida por el Secretario deberá contener las 9 

siguientes condiciones y requisitos: tiempo de duración, días y horas 10 

permitidas, medidas de seguridad y manejo que deberán observarse, áreas 11 

a ser utilizadas por la embarcación o vehículo de navegación, relación de 12 

las disposiciones de la Ley de que se exime o cualquier otro que estime 13 

conveniente y necesario el Secretario. 14 

7. Se establecerá un comité encargado del mantenimiento de la base de 15 

datos, análisis de la hoja de campo y de la determinación de estrategias de remoción y 16 

disposición de las embarcaciones abandonadas. El mismo será integrado por personal 17 

designado de la Oficina del Comisionado de Navegación y de la División de Ecología 18 

Marina del Departamento, y, además deberán colaborar estrechamente con 19 

instrumentalidades federales como la Guardia Costera de los Estados Unidos, la 20 

Administración Nacional Oceánica y Atmosférica, la Agencia de Protección Ambiental, 21 

el Servicio de Pesca y Vida Silvestre de Estados Unidos y el Cuerpo de Ingenieros.  22 
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Este tipo de embarcaciones, previamente definidas en el texto de esta Ley, 1 

constituyen un problema para el medioambiente y la seguridad marítima. Por tal razón, 2 

se dispone lo siguiente:  3 

a. Toda embarcación que se hunda, encalle, o de alguna forma quede varada en 4 

las aguas de Puerto Rico, incluyendo la zona marítimo terrestre, tiene que ser 5 

removida dentro de los primeros quince (15) días del suceso. Dicha remoción 6 

será con la supervisión de personal del Departamento. 7 

b. Si el dueño no puede remover la embarcación, el Estado la removerá para 8 

descartarla y pasará los costos a la persona que aparezca como dueño en el 9 

registro del DRNA. Además, el dueño podrá ser responsabilizado por los 10 

daños ecológicos o a la propiedad pública o privada que resulten del estado 11 

de abandono de dicha embarcación. 12 

c. En el caso que el dueño no pueda ser identificado, personal del Cuerpo de 13 

Vigilantes colocará el aviso correspondiente en la embarcación, el cual 14 

identificará la misma como abandonada, detallará el tiempo de reclamación y 15 

citará la disposición legal pertinente. El DRNA emitirá un aviso de abandono 16 

en la prensa escrita y virtual. Discrecionalmente, el DRNA podrá colocar 17 

dichos avisos en otros de lugares de visitas frecuentes del público, como 18 

correo, marinas, entre otros. Ambos avisos tendrán su versión en español y en 19 

inglés. 20 
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d. Pasados los treinta (30) días sin ser reclamada, será declarada embarcación 1 

abandonada y será considerada como un estorbo público, por lo que se 2 

comenzará un proceso de incautación y ocupación por el Departamento. 3 

e. El Estado estará facultado para remover de forma inmediata cualquier 4 

embarcación abandonada o cualquier otra embarcación independientemente 5 

de su condición, cuyo dueño no pueda ser localizado o contactado o que no 6 

proceda a removerla de forma inmediata, cuando la embarcación constituya o 7 

se considere que constituya o este localizada en un lugar, que represente un 8 

riesgo, amenaza o peligro para la navegación, para la seguridad pública, para 9 

los recursos marinos o costeros, o para los ecosistemas circundantes en la 10 

zona marítimo-terrestre. 11 

 8. Análisis Químico 12 

a. Se presume que toda persona que opere o navegue una embarcación por 13 

las aguas territoriales del Gobierno de Puerto Rico ha prestado su 14 

consentimiento a someterse a una prueba inicial de aliento para los fines 15 

que se expresan en esta Ley a ser practicada en el lugar del suceso por el 16 

agente del orden público que efectúe la intervención o por un agente del 17 

orden público que acuda a asistir en la intervención. 18 

b. Cuando existan motivos fundados para creer que una persona opera una 19 

embarcación bajo los efectos de bebidas alcohólicas, drogas o sustancias 20 

controladas; o cuando dichos motivos fundados surjan mientras el 21 

operador haya sido detenido por razón de una posible infracción a alguna 22 
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ley o reglamento, o para cumplir con los requerimientos de inspección de 1 

la embarcación requerida por alguna ley o reglamento; cualquier agente 2 

del orden público podrá: 3 

i. detener, intervenir y en los casos que exista un protocolo de 4 

abordaje, abordar una embarcación. 5 

ii. requerirle al operador que se someta a una prueba inicial de aliento, 6 

o solicitarle que se someta a un análisis químico o físico de sangre o 7 

cualquier sustancia de su cuerpo, menos la orina, para los fines que 8 

se expresan en esta Ley, a ser practicada en una facilidad médico 9 

hospitalaria. 10 

iii. En el caso de personas incapacitadas, las muestras de sangre se 11 

efectuarán mediando consentimiento de su encargado o tutor, o 12 

mediando orden judicial. 13 

c.  Podrá requerir al operador en cuestión que se someta a los análisis antes 14 

mencionados, cualquiera de los siguientes funcionarios: 15 

i. El agente del orden público a cargo de la intervención inicial. 16 

ii. El agente del orden público a cargo de la investigación. 17 

iii. El Fiscal Investigador.  18 

iv. Cualquier Juez del Tribunal de Primera Instancia.  19 

d. En el caso de que la persona intervenida por el agente del orden público se 20 

niegue a someterse a la prueba inicial de aliento o al análisis químico de 21 

sangre, se podrá solicitar al Tribunal de Primera Instancia que expida una 22 
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orden judicial para la extracción de las muestras de sangre o de cualquier 1 

sustancia de su cuerpo, menos la orina para los análisis químicos o físicos 2 

que se expresan en esta Ley. 3 

e. Se presume que toda persona que resulte muerta o inconsciente como 4 

consecuencia de un accidente marítimo no ha retirado su consentimiento 5 

para que los análisis químicos o físicos de sangre o cualquier sustancia de 6 

su cuerpo, menos la orina, sean efectuados para los fines que se expresan 7 

en esta Ley, sujeto a las disposiciones de este capítulo. En el caso de que el 8 

occiso haya sido una persona incapacitada, las muestras de sangre se 9 

efectuarán mediando consentimiento de su encargado o tutor, o mediando 10 

orden judicial. 11 

f.   Las instituciones de salud públicas y privadas, así como su personal 12 

quedarán sujetos a las reglas y reglamentos establecidos por esta Ley.  13 

g. Las instituciones de salud públicas y privadas, así como su personal, 14 

quedan obligados a notificar inmediatamente a las autoridades del orden 15 

público sobre toda persona que llegue lesionado a recibir tratamiento 16 

médico o de primeros auxilios, si las mismas son provocadas a 17 

consecuencia de un accidente marítimo. 18 

h.  Toda muestra obtenida de una persona, excepto la de aliento, será 19 

dividida en tres (3) partes: una será entregada a la persona detenida para 20 

que pueda disponer de sus análisis y las otras dos (2) serán reservadas 21 

para el uso del Departamento de Salud y/o el Instituto de Ciencias 22 
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Forenses. De estas dos partes, una será usada con el propósito de análisis 1 

químico o físico requerido por esta Ley, y la otra parte se conservará para 2 

ser analizada únicamente por instrucciones del Tribunal en caso de que 3 

existiere discrepancia entre el análisis oficial y el análisis hecho 4 

previamente por instrucciones del acusado. 5 

i.  Copia del resultado del análisis químico de aliento, sangre o de cualquier 6 

otra sustancia del cuerpo de una persona detenida, según fuere el caso, le 7 

será remitido al Fiscal del Distrito correspondiente al lugar donde 8 

ocurrieron los hechos para su debida incorporación al expediente del caso. 9 

El operador tendrá derecho a que se le suministre a él o a su abogado, la 10 

información completa sobre los análisis practicados.  11 

j. Todo documento en el que el Departamento de Salud informe un 12 

resultado sobre análisis realizado en su laboratorio y cualquier otro 13 

documento que se genere de la reglamentación que promulgue dicha 14 

Agencia en conformidad con las disposiciones de este Artículo y las Reglas 15 

de Evidencia, deberá ser admitido en evidencia como prueba prima facie. 16 

Se ordena al Secretario del Departamento de Salud a que, en un término de 17 

ciento ochenta (180) días a partir de la aprobación de esta Ley, adopte las medidas 18 

necesarias para enmendar el Reglamento Núm. 7318 de 28 de febrero de 2007 del 19 

Departamento de Salud, también identificado como el Reglamento 123 del Secretario de 20 

Salud y lo atemperé con esta Ley. 21 

Artículo 8.- Multas administrativas. 22 
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1. Se faculta al Secretario a determinar y establecer mediante reglamento 1 

aquellas infracciones a esta Ley que serán sancionadas mediante la imposición de 2 

multas administrativas y a imponer las multas por dichas infracciones. Los agentes del 3 

orden público quedan facultados a expedir los boletos de multa por las infracciones. 4 

2. La imposición de multas mediante boletos no limita las facultades del 5 

Secretario para expedir órdenes de hacer, o no hacer, cesar y desistir y, previa la 6 

celebración de vistas, imponer sanciones y multas administrativas mediante un 7 

procedimiento adjudicativo por infracción a las disposiciones de esta Ley y de los 8 

reglamentos aprobados al amparo de la misma. Disponiéndose que las multas 9 

administrativas a ser impuestas por el Secretario no excederán de cinco mil dólares 10 

($5,000.00) por infracción, en conformidad con las disposiciones de la Ley 38-2017, 11 

según enmendada, conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 12 

Gobierno de Puerto Rico”. 13 

3. Toda persona que viole las siguientes limitaciones será sancionada con la 14 

imposición de multas administrativas mediante boletos, por la cantidad de cincuenta 15 

dólares ($50.00) por cada infracción, salvo específicamente se disponga una multa 16 

mayor. Se podrá emitir un boleto por cada violación hasta que la misma sea corregida, 17 

salvo se disponga lo contrario.  En el caso que se le deba imponer a una persona varias 18 

multas administrativas mediante boleto por infracción a la misma disposición legal, 19 

será discreción del agente del orden público expedir un boleto por cada infracción 20 

cometida o emitir un boleto con una multa total equivalente a la cantidad dispuesta por 21 

Ley multiplicada por cada infracción.  22 
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a. Ninguna persona operará una embarcación, o usará un vehículo de 1 

navegación, en forma descuidada o negligente de manera que ponga en 2 

riesgo su vida o seguridad, o la vida, seguridad o propiedad de las demás 3 

personas. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una 4 

multa administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00). 5 

b. Ningún dueño de una embarcación o vehículo de navegación permitirá la 6 

operación de estos en exceso de la capacidad de pasajeros o el peso 7 

máximo recomendado por el fabricante, cualquiera de estos criterios que 8 

se cumpla primero. En el caso de embarcaciones o vehículos de 9 

navegación de fabricación casera, se utilizarán por analogía las guías 10 

establecidas por los fabricantes de equipos comparables. En el caso de 11 

estar realizando un remolque o prácticas marítimas, esa(s) persona(s) se 12 

considerará(n) parte de la capacidad máxima de pasajeros o peso 13 

recomendado por el fabricante de la embarcación matriz. La infracción de 14 

esta disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de 15 

doscientos cincuenta dólares ($250.00) por cada viaje; y, además, puede 16 

conllevar la terminación del mismo. 17 

c. Ninguna persona operará una embarcación con el fin de remolcar o 18 

practicar deportes acuáticos, a menos que en dicha embarcación, además 19 

del operador con licencia de navegación vigente y a bordo, haya una 20 

persona en posición de vigilar el avance de la persona o personas que 21 

están siendo remolcadas. No será de aplicación esta prohibición cuando 22 
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sea necesario socorrer o prestar ayuda necesaria a una persona que está en 1 

peligro. 2 

d. Ningún operador de una embarcación creará oleaje a una distancia de cien 3 

(100) pies o menos, cuando se acerque a una embarcación con los biombos 4 

azules encendidos del Cuerpo de Vigilantes, de la Policía de Puerto Rico o 5 

Policía Municipal. 6 

e. Ninguna embarcación, vehículo de navegación o vehículo terrestre de 7 

motor operará, transitará, anclará o de otra manera discurrirá por las áreas 8 

reservadas para bañistas, zona marítimo terrestre o áreas de protección de 9 

recursos naturales y ambientales. La infracción a esta disposición 10 

conllevará la imposición de una multa administrativa de doscientos 11 

cincuenta dólares ($250.00) por infracción. 12 

f. Ninguna persona nadará más allá de los límites demarcados para bañistas 13 

mediante boyas o cualquier otro marcador flotante.  En caso de hacerlo, los 14 

agentes del orden público podrán llamar su atención y ordenarle regresar 15 

al área delimitada para los bañistas.  De no cumplir con la orden, el agente 16 

del orden público podrá emitir un boleto con la imposición de multa 17 

administrativa de cincuenta dólares ($50.00). 18 

g. Ninguna persona menor de catorce (14) años de edad operará una 19 

embarcación. La infracción de esta disposición conllevará la imposición de 20 

una multa administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00) al 21 

dueño de la embarcación. 22 
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h. Ninguna persona menor de dieciocho (18) años, pero mayor de catorce 1 

(14) años de edad, podrá operar una embarcación salvo posea licencia de 2 

navegación y esté acompañada de un adulto, el cual servirá de vigía y 3 

también tendrá la licencia de navegación vigente y a bordo de dicha 4 

embarcación. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de 5 

una multa administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00); y, 6 

además, puede conllevar la terminación del viaje.  7 

i.  Ninguna persona podrá operar una embarcación dentro de la jurisdicción 8 

de Puerto Rico sin tener licencia de navegación vigente. Dicha licencia se 9 

obtiene al tomar y aprobar un curso y su correspondiente examen escrito, 10 

los cuales son debidamente autorizados por NASBLA y el Departamento. 11 

Los cursos para la obtención de la licencia de navegación pueden ser 12 

ofrecidos a través de plataformas virtuales u online. La infracción a esta 13 

disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de 14 

doscientos cincuenta dólares ($250.00) y, además, puede conllevar la 15 

terminación del viaje. Se exceptúa de este requisito a toda persona que 16 

alquile una motora acuática de una compañía de actividades de turismo 17 

náutico, la cual cumpla con los requisitos establecidos en el Artículo 11 de 18 

esta Ley, sus reglamentos y leyes especiales aplicables. Todo dueño de 19 

embarcación debe tomar ocho (8) horas de educación continua durante la 20 

vigencia de la licencia (entiéndase dentro del periodo de 5 años) y 21 
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presentar la acreditación de dicha educación continua al momento de la 1 

renovación. 2 

j. Ninguna persona podrá operar una embarcación si no tiene consigo su 3 

licencia de navegación, mientras dicha embarcación se encuentre en aguas 4 

navegables y territoriales de Puerto Rico. La infracción de esta disposición 5 

conllevará la imposición de una multa administrativa de cien dólares 6 

($100.00); y, además, puede conllevar la terminación del viaje. 7 

k. Ninguna persona podrá operar una embarcación con una licencia de 8 

navegación expirada. La licencia de navegación tendrá una vigencia de 9 

cinco (5) años, a partir de la fecha que sea expedida por la Oficina del 10 

Comisionado de Navegación. El proceso de renovación será de carácter 11 

escalonado, según se establezca mediante reglamento. La infracción a esta 12 

disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de 13 

doscientos cincuenta dólares ($250.00); y además, puede conllevar la 14 

terminación del viaje.  15 

l. Ninguna persona podrá operar una embarcación con su licencia de 16 

navegación de otro estado y/o territorio que ostente el logo de NASBLA, 17 

por un período mayor de noventa (90) días. La Licencia de Navegación 18 

expedida en un estado o territorio de los Estados Unidos, y que ostente el 19 

logo de NASBLA, será convalidada por el curso de navegación requerido, 20 

siempre que el solicitante tome y apruebe el curso sobre esta Ley. La 21 

infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa 22 
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administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00) y, además, puede 1 

conllevar la terminación del viaje.  2 

m. Ninguna persona echará a un cuerpo de agua ni operará una embarcación 3 

o vehículo de navegación sin cumplir con la reglamentación federal y 4 

estatal aplicable al equipo de seguridad que deba tener dicha embarcación 5 

o vehículo de navegación, incluyendo el interruptor maestro en las 6 

embarcaciones o naves que lo requieran. Se expedirá un boleto por cada 7 

equipo de seguridad requerido y en violación de esta disposición, hasta 8 

que la misma sea corregida.  9 

n. Ninguna persona podrá operar una motora acuática, salvo el operador y 10 

todos los pasajeros lleven puesto un salvavidas, según requerido por esta 11 

Ley y sus reglamentos. La infracción a esta disposición conllevará la 12 

imposición de una multa administrativa de cien dólares ($100.00). 13 

o.  Ningún dueño u operador permitirá que una persona menor de doce (12) 14 

años de edad se encuentre en una embarcación que esté navegando sin 15 

tener puesto un salvavidas. La infracción a esta disposición conllevará una 16 

multa administrativa de cien dólares ($100.00).  17 

p.  Ningún dueño u operador permitirá que una persona menor de doce (12) 18 

años de edad se encuentre en una embarcación que esté navegando en 19 

movimiento sin tener puesto un salvavidas o aparato de flotación 20 

personal. La infracción a esta disposición conllevará una multa 21 

administrativa de cien dólares ($100.00) para embarcaciones no 22 
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comerciales y de doscientos cincuenta dólares ($250.00) para comerciales, 1 

lo que será impuesto por infracción hasta un máximo de mil dólares 2 

($1,000.00) por evento mediante boleto expedido por los agentes del orden 3 

público.  4 

Se exceptúa de este requisito en las siguientes circunstancias: 5 

1. Cuando el menor se encuentre en la cabina interior o la cabina de 6 

mando de la embarcación. 7 

2. Cuando la embarcación sea una operada por la Autoridad de Puertos. 8 

En estos casos, será necesario que el salvavidas o aparato de flotación 9 

personal esté disponible en todo momento y en cantidad suficiente 10 

para que haya un salvavidas o aparato de flotación personal por cada 11 

pasajero. 12 

q. Ninguna persona podrá practicar el deporte de “Paddle Board” o “Surf de 13 

Remo” a más de cien (100) metros de la costa sin salvavidas y algún 14 

dispositivo productor de sonido. En caso de que este deporte se vaya a 15 

realizar en la noche, además de lo anteriormente dispuesto, también se 16 

deberá contar con linterna o algún dispositivo que produzca luz blanca. 17 

Asimismo, las tablas deberán tener instalado un cordón o atadura de 18 

seguridad puesto. Se exime del uso de estos dispositivos en competencias 19 

debidamente organizadas y que cuenten con el Permiso de Evento Marino 20 

del Departamento. 21 
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r.  Toda embarcación mientras se encuentre en movimiento, exhibirá 1 

únicamente las luces de navegación así establecidas en el subcapítulo de 2 

“Inland Navigation Rules” de la Guardia Costera de los Estados Unidos, 3 

33 CFR § 83.20 – 83.26 (1980). La infracción a esta disposición conllevará la 4 

imposición de una multa administrativa de doscientos cincuenta dólares 5 

($250.00). 6 

s.  Ninguna embarcación usará luces de fondo, o “underwater”, en reservas 7 

naturales, áreas de alto valor ecológico o áreas debidamente rotuladas con 8 

esta prohibición. La infracción de esta disposición conllevará la imposición 9 

de una multa administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00). 10 

t. Ninguna embarcación operará con un número de registro que no le 11 

pertenezca a la misma. La infracción a esta disposición conllevará la 12 

imposición de una multa administrativa de quinientos dólares ($500.00). 13 

Además, la violación a este inciso podrá conllevar la ocupación de la 14 

embarcación para propósitos de confiscación. 15 

u.  Ninguna embarcación operará sin llevar adherido el marbete de la misma, 16 

en el lado del estribor de la proa y a no más de seis (6) pulgadas del lado 17 

derecho del número de registro de la embarcación. La infracción a esta 18 

disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de cien 19 

dólares ($100.00). 20 

v. Toda embarcación manufacturada o importada al territorio de los Estados 21 

Unidos después de 1 de noviembre de 1972, y sujeta a inscripción y 22 
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numeración, deberá tener colocado un Número de Identificación del Casco 1 

primario visible y uno secundario oculto en el casco de la embarcación. El 2 

número de identificación del casco deberá cumplir con el formato 3 

establecido en la legislación federal vigente y esta Ley. La infracción de 4 

esta disposición conllevará la imposición de una multa administrativa de 5 

doscientos cincuenta dólares ($250.00). Además, la violación a este inciso 6 

podrá conllevar la ocupación de la embarcación con propósitos de 7 

confiscación.  8 

x.     Ningún manufacturero o importador podrá vender, transferir o utilizar el 9 

Número de Identificación del casco asignado a una embarcación.  10 

y.  Ninguna persona podrá asignar el mismo número de identificación de 11 

casco a más de una embarcación.  12 

z.  Ninguna persona podrá remover o alterar el número de identificación de 13 

casco requerido en el 33 CFR §§ 181.21 - 181.35, a menos que esté 14 

autorizado por el Comandante de la Guardia Costera de Estados Unidos. 15 

La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa 16 

administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00). Además, la 17 

violación a este inciso podrá conllevar la ocupación de la embarcación 18 

para propósitos de confiscación. 19 

aa. Ninguna persona removerá, alterará o modificará el motor de una 20 

embarcación, excepto en competencias autorizadas por el Secretario o la 21 

Guardia Costera de Estados Unidos. La infracción de esta disposición 22 
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conllevará la imposición de una multa administrativa de doscientos 1 

cincuenta dólares ($250.00). Además, la violación a este Artículo podrá 2 

conllevar la ocupación de la embarcación para propósitos de confiscación. 3 

bb.  Ninguna persona amarrará o sujetará una embarcación o vehículo de 4 

navegación a boya o demarcador flotante, salvo únicamente la misma sea 5 

una boya de amarre. 6 

cc. Ningún dueño u operador de una embarcación podrá anclar la misma 7 

dentro de un canal de navegación, de modo que obstruya el libre tránsito 8 

de las embarcaciones en el mismo o que represente un peligro para la 9 

navegación. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de 10 

una multa administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00). Se 11 

exceptúa de esta disposición aquellas embarcaciones y vehículos de 12 

navegación que sufran desperfectos mecánicos o presenten una situación 13 

de emergencia mientras se encuentran en los cuerpos de agua de Puerto 14 

Rico. 15 

dd. Ninguna persona podrá amarrar, sujetar o anclar una embarcación o 16 

vehículo de navegación a una especie componente de un manglar en un 17 

área protegida, y tampoco fuera de las áreas designadas para anclaje por el 18 

Secretario en las inmediaciones de manglares, corales y praderas de yerbas 19 

marinas que se encuentren en áreas de protección de recursos naturales. 20 

La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa 21 

administrativa de doscientos cincuenta dólares ($250.00). Nada de lo 22 



35 
 

dispuesto en este inciso impedirá que, de causarse daño o destrucción al 1 

mangle, los corales o las praderas marinas, pueda llevarse a cabo cualquier 2 

acción civil, criminal o administrativa. No será de aplicación esta 3 

prohibición cuando sea necesario socorrer, como consecuencia de una 4 

emergencia súbita o tras un anuncio de huracán. 5 

Se ordena al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales a que adiestre a 6 

los Oficiales del Orden Público sobre el Reglamento para el Control de la 7 

Contaminación por Ruidos, PR Regs. DRNA REG. 8019 (2011), y el manejo de aparatos 8 

de medición de niveles de sonido (“sonómetros”) para que puedan monitorear la 9 

ocurrencia de eventos que ameriten tal acción y procedan a aplicar la acción o sanción 10 

que corresponda. El Departamento suministrará los instrumentos a los oficiales del 11 

orden público para el cumplimiento con lo establecido en esta Ley. Estableciéndose que, 12 

en áreas naturales protegidas y de alto valor ecológico habrá cero tolerancia a ruidos 13 

excesivos. La infracción a esta disposición conllevará la imposición de una multa 14 

administrativa de quinientos dólares ($500.00).  15 

Artículo 9.- Obligaciones y multas en caso de accidentes marítimos. 16 

1. El operador de una embarcación o vehículo de navegación involucrado en 17 

un accidente marítimo u otra emergencia deberá dar a las personas 18 

afectadas el socorro y la asistencia prudente y necesaria para salvarlos o 19 

minimizar cualquier peligro causado por la colisión, accidente o 20 

emergencia, siempre que pueda hacerlo, sin poner en grave riesgo su 21 

propio medio de transportación, tripulación o pasajeros. También, dará su 22 
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nombre, dirección, número de licencia o identificación de la embarcación o 1 

vehículo de navegación, a cualquier persona lesionada y al dueño de 2 

cualquier propiedad afectada. 3 

2. Ningún operador de una embarcación envuelta en un accidente 4 

abandonará la escena de la misma, siempre que pueda hacerlo, sin poner 5 

en grave riesgo su propio medio de transportación, tripulación o 6 

pasajeros. Toda persona que infrinja esta disposición incurrirá en delito 7 

menos grave, y de ser convicta será penalizada con una multa máxima de 8 

mil dólares ($1,000.00), con pena de reclusión por un término máximo de 9 

seis (6) meses o ambas penas a discreción del Tribunal. 10 

3. En caso de un accidente marítimo u otra desgracia en que esté involucrado 11 

una embarcación u otro vehículo de navegación y resultase muerta o 12 

lesionada alguna persona o se causaren daños a la propiedad, el operador 13 

o dueño deberá informarlo inmediatamente al cuartel de la Policía Estatal 14 

o Municipal o a la base del Cuerpo de Vigilantes más cercana, en el caso 15 

que no estuviese presente un agente del orden público. Toda persona que 16 

infrinja esta disposición incurrirá en delito menos grave. 17 

4. Además, el operador o dueño de una embarcación involucrada en un 18 

accidente marítimo deberá rendir el Informe de Accidente Marítimo en un 19 

término de setenta y dos (72) horas, salvo medien circunstancias 20 

extraordinarias. La Unidad Marítima a la cual fue presentado el informe 21 
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deberá enviar el mismo a la Oficina del Comisionado de Navegación 1 

inmediatamente. 2 

5. Todo taller o mecánico de reparación de embarcaciones reportará a las 3 

autoridades cualquier embarcación o vehículo de navegación con señales 4 

de haber estado involucrado en un accidente marítimo, dentro las 5 

subsiguientes setenta y dos (72) horas de haber recibido dicha 6 

embarcación o vehículo de navegación.  7 

6. El Departamento tendrá facultad de imponer una multa administrativa de 8 

cien dólares ($100.00) mediante boleto, por el incumplimiento de requisito 9 

de informar sobre accidente marítimo y de completar el Informe de 10 

accidente marítimo, según lo dispuesto en este Artículo.  11 

7. Cuando el operador o usuario de una embarcación o vehículo de 12 

navegación incurra en una infracción en la que se establece una multa 13 

administrativa en esta Ley, y como consecuencia de ella causare o 14 

contribuyera a causar un accidente que resultase en la lesión de una 15 

persona o daños a la propiedad ajena, dicho acto será considerado como 16 

delito menos grave. 17 

8. Disponiéndose que, lo establecido en este Artículo no menoscaba la 18 

facultad de procesar los actos que constituyen infracciones a esta Ley o su 19 

reglamento como delito grave o menos grave tipificado en el Código Penal 20 

o cualquier otra ley especial. 21 

Artículo 10.- Otros delitos y penalidades.  22 
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1. Toda persona que opere una embarcación en las aguas territoriales de 1 

Puerto Rico, mientras esté bajo los efectos de bebidas alcohólicas, drogas o 2 

sustancias controladas en violación a lo dispuesto en esta Ley cometerá un 3 

delito menos grave y de resultar convicta, será sancionada de conformidad 4 

a lo dispuesto en el inciso (6) de este artículo. 5 

2. Cualquier agente del orden público podrá intervenir y detener al operador 6 

de una embarcación; y abordar cualquier embarcación para intervenir y 7 

detener al operador en los casos que exista un protocolo de abordaje; 8 

cuando tuviese motivos fundados para creer que:  9 

a. las embarcaciones están siendo usadas en violación a las 10 

disposiciones de esta Ley o sus reglamentos; 11 

b. se está cometiendo un delito bajo cualquier ley estatal; o, 12 

c. su operador está manejando bajo los efectos de bebidas alcohólicas, 13 

drogas o sustancias controladas, según se definen en la Ley 1-2011, 14 

según enmendada, mejor conocida como “Código de Rentas 15 

Internas para un Nuevo Puerto Rico”, y en la Ley Núm. 4 de 23 de 16 

junio de 1971, según enmendada, conocida como “Ley de 17 

Sustancias Controladas de Puerto Rico”. 18 

3. Cualquier agente del orden público que tuviese motivos fundados para 19 

creer que el operador de una embarcación está conduciendo bajo los 20 

efectos de bebidas alcohólicas, drogas o sustancias controladas deberá 21 

requerirle que se someta a una prueba inicial de aliento, o solicitarle que se 22 
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someta a un análisis químico o físico de sangre o cualquier sustancia de su 1 

cuerpo, menos la orina, para los fines que se expresan en esta Ley, en una 2 

facilidad médico-hospitalaria. 3 

4. Cuando el operador intervenido por el agente del orden público se negare, 4 

objetare, resistiere o evadiere someterse a la prueba inicial de aliento o al 5 

análisis químico de sangre para la detección de niveles de alcohol, drogas 6 

o sustancias controladas en el cuerpo, se solicitará a un Tribunal de 7 

Primera Instancia que expida una orden judicial para la realización de la 8 

prueba o la extracción de las muestras de las sustancias corporales 9 

necesarias para los análisis químicos o físicos que se expresan en esta Ley. 10 

Expedida la orden judicial, el operador intervenido quedará obligado a 11 

someterse a la prueba inicial de aliento o a ser trasladado a una facilidad 12 

médico-hospitalaria para que el personal certificado por el Departamento 13 

de Salud proceda a extraerle las muestras pertinentes. 14 

5. Se presumirá que, un operador de una embarcación está navegando bajo 15 

los efectos de bebidas embriagantes cuando el porciento de concentración 16 

de alcohol en la sangre supere los siguientes parámetros en las 17 

circunstancias que se especifican a continuación: 18 

a. 0.06% de alcohol por volumen de sangre para el momento en que se 19 

opere embarcaciones que no sean motoras acuáticas; 20 

b. 0.02% de alcohol por volumen de sangre para el momento en que 21 

opere una motora acuática; 22 
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c. 0.00% de alcohol por volumen de sangre para el momento que un 1 

empleado o funcionario público opere una embarcación del 2 

Gobierno de Puerto Rico; 3 

d. 0.00% de alcohol por volumen de sangre para el momento que un 4 

menor de 18 años esté operando una embarcación.  5 

Esta disposición no limita la presentación en cualquier proceso criminal de 6 

otra evidencia competente para comprobar si el operador estaba o no bajo 7 

los efectos de bebidas alcohólicas, al tiempo de cometerse la alegada 8 

infracción. 9 

6. Toda persona convicta por operar una embarcación bajo los efectos de 10 

bebidas alcohólicas, drogas o sustancias controladas en violación a lo 11 

dispuesto en esta Ley, será sancionada de la siguiente manera: 12 

a.  Por la primera infracción, con pena de multa de quinientos dólares 13 

($500.00), más cincuenta dólares ($50.00) por cada centésima 14 

adicional sobre el límite de concentración de alcohol establecido por 15 

Ley, pena de restitución de ser aplicable, así como la asistencia 16 

compulsoria a un programa de orientación debidamente certificado 17 

por el Departamento, en conjunto con la Administración de 18 

Servicios de Salud Mental y contra la Adicción. Dicho programa 19 

podrá tener un costo no mayor de ($50.00) dólares si es ofrecido por 20 

el Departamento. De no cumplir con las condiciones de la sentencia 21 

y la rehabilitación impuestas, se le impondrá una pena de cinco (5) 22 
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a quince (15) días de cárcel. El Departamento retendrá su licencia de 1 

navegación por un término no mayor de noventa (90) días, a partir 2 

de la fecha del dictamen o sentencia del tribunal competente. 3 

b. Por la segunda convicción, con pena de multa de mil dólares 4 

($1,000.00), más cincuenta dólares ($50.00) por cada centésima 5 

adicional sobre el límite de concentración de alcohol establecidas 6 

por ley, o cárcel por un término de quince (15) a treinta (30) días, o 7 

ambas penas a discreción del Tribunal, y pena de restitución, de ser 8 

aplicable. La persona así convicta estará sujeto a una evaluación 9 

para determinar el grado de abuso de alcohol que padece y se le 10 

ordenará recibir tratamiento para ello, según su caso. Deberá, como 11 

parte de la sentencia, prestar servicios comunitarios por un periodo 12 

no menor de treinta (30) días. El Departamento retendrá, además, 13 

su licencia de navegación por un término no mayor de doce (12) 14 

meses, a partir de la fecha del dictamen o sentencia del tribunal 15 

competente. 16 

c. En el caso de una tercera o subsiguiente convicción será sancionado 17 

con pena de multa no menor de dos mil dólares ($2,000.00) ni 18 

mayor de cinco mil dólares ($5,000.00), más cincuenta dólares 19 

($50.00) por cada centésima adicional sobre el límite de 20 

concentración de alcohol establecidas por ley, o cárcel por un 21 

término no menor de sesenta (60) días ni mayor de seis (6) meses, o 22 
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ambas penas a discreción del Tribunal. Se impondrá pena de 1 

restitución, de ser aplicable. Además, como parte de la sentencia, el 2 

tribunal le ordenará prestar servicios comunitarios por un periodo 3 

no menor de sesenta (60) días. 4 

d. En el caso de una tercera convicción el Departamento retendrá, 5 

además, su licencia de navegación por un término no mayor de 6 

treinta y seis (36) meses, a partir de la fecha del dictamen o 7 

sentencia del tribunal competente. 8 

e.  En el caso de una cuarta convicción, el Departamento revocará 9 

vitaliciamente la licencia de navegación, imponiendo al convicto la 10 

prohibición permanente de operar una embarcación en las aguas 11 

territoriales de Puerto Rico. 12 

Habrá reincidencia cuando el que ha sido convicto y sentenciado por infracción a 13 

este Artículo comete nuevamente una infracción dentro de un término no mayor de 14 

cinco (5) años, contados desde la convicción. Para que el Tribunal pueda imponer las 15 

penas por reincidencia establecidas en este Artículo, no será necesario que se haga 16 

alegación de reincidencia en la denuncia o en la acusación. Bastará que se establezca el 17 

hecho de la reincidencia mediante el informe pre-sentencia o mediante certificado de 18 

antecedentes penales. 19 

7. Toda persona que fuere convicta de violar lo dispuesto en este Artículo, y 20 

que además estuviere conduciendo la embarcación en compañía de un menor de quince 21 

(15) años de edad o menos o una mujer en estado de gestación, será sancionada con una 22 
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multa adicional de mil dólares ($1,000.00) más cincuenta dólares ($50.00) por cada 1 

centésima adicional sobre el límite de concentración de alcohol establecidas por ley. El 2 

tribunal impondrá, a su discreción, una pena de reclusión no menor de cuarenta y ocho 3 

(48) horas y hasta un máximo de dos (2) años. 4 

8. Las infracciones y penalidades de la Ley de Sustancias Controladas serán 5 

aplicables cuando se violen las disposiciones de dicha Ley, mientras la persona opere 6 

una embarcación o vehículo de navegación o viaje en él, disponiéndose que toda 7 

embarcación o vehículo de navegación en que fuese ocupada alguna sustancia 8 

controlada siguiendo el debido proceso de ley, estará sujeto a confiscación por el Estado 9 

Libre Asociado de Puerto Rico, siguiendo el procedimiento establecido en la Ley 119-10 

2011, según enmendada, conocida como “Ley Uniforme de Confiscaciones”.  Esta 11 

disposición, sin embargo, no impedirá levantar la defensa de tercero de buena fe 12 

(“innocent third party”). 13 

9. Se procederá a tenor con la Ley 119-2011, según enmendada, conocida 14 

como “Ley Uniforme de Confiscaciones”, y siguiendo el debido procedimiento de ley, 15 

cuando sea ocupada cualquier arma o munición en violación de la Ley 404-2000, según 16 

enmendada, mejor conocida como “Ley de Armas de Puerto Rico”; y en el caso en que 17 

la embarcación o vehículo de navegación sea usado para transportar explosivos o 18 

sustancias que puedan utilizarse para fabricar explosivos sin haber obtenido con 19 

anterioridad el correspondiente permiso del Superintendente de la Policía, a tenor con 20 

las disposiciones de la Ley Núm. 134 del 28 de junio de 1969, según enmendada, 21 

conocida como “Ley de Explosivos de Puerto Rico”. 22 
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10. El operador o dueño de la embarcación o vehículo de navegación en el 1 

cual se ocupe un arma, por no tener el correspondiente permiso, será sancionado con la 2 

pena correspondiente establecida en la Ley de Armas de Puerto Rico, antes citada en 3 

esta Ley. Esta disposición no aplicará a las embarcaciones documentadas por el Servicio 4 

de Guardacostas de los Estados Unidos de América o que hayan sido registradas como 5 

embarcaciones de bandera extranjera en lo referente a las armas que se utilizan para la 6 

protección de la embarcación en alta mar, que se mantengan en la embarcación y que no 7 

tengan el propósito de ser introducidas a la jurisdicción de los Estados Unidos de 8 

América. 9 

11. Toda persona que, mientras opera una embarcación u otro vehículo de 10 

navegación, desobedezca una orden o indicación legal de un agente del orden público 11 

para que detenga dicha embarcación u otro vehículo de navegación, o toda persona que 12 

impida la inspección de cualquier embarcación o vehículo de navegación, incurrirá en 13 

un delito menos grave, y de ser convicta será sancionada con una multa máxima de mil 14 

dólares ($1,000.00). 15 

12. Si como consecuencia de una violación a las disposiciones de esta Ley, una 16 

persona causare grave daño corporal a un ser humano, será acusada de delito grave y 17 

convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de 18 

dieciocho (18) meses, o multa no menor de dos mil dólares ($2,000.00) ni mayor de cinco 19 

mil dólares ($5,000.00) o ambas penas a discreción del Tribunal. De mediar 20 

circunstancias agravantes la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 21 

máximo de tres (3) años. De mediar circunstancias atenuantes, podrá ser reducida hasta 22 
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un mínimo de nueve (9) meses. Las circunstancias atenuantes o agravantes se 1 

determinarán conforme a lo dispuesto en los Artículos 65 y 66 de la Ley 146-2012, 2 

conocida como “Código Penal de Puerto Rico”. 3 

13. Toda persona que ocasione la muerte a otra por negligencia al conducir 4 

una embarcación incurrirá en delito menos grave, pero se le impondrá pena de 5 

reclusión por un término fijo de tres (3) años. Cuando la muerte se ocasione al conducir 6 

una embarcación con negligencia que demuestre claro menosprecio de la seguridad de 7 

los demás, incurrirá en delito grave y se le impondrá pena de reclusión por un término 8 

fijo de ocho (8) años.  9 

Cuando la muerte se ocasione al conducir una embarcación con negligencia y 10 

bajo los efectos de sustancias controladas o bebidas embriagantes, según dispuesto y 11 

definido en la Ley 1-2011, según enmendada, mejor conocida como “Código de Rentas 12 

Internas para un Nuevo Puerto Rico”, y en la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, según 13 

enmendada, mejor conocida como “Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico”, 14 

incurrirá en delito grave y se le impondrá pena de reclusión por un término fijo de 15 

quince (15) años.  16 

14. Toda persona que, después de ser notificada de que la Oficina del Servicio 17 

Nacional de Meteorología en San Juan ha emitido un boletín de aviso de condiciones 18 

meteorológicas adversas y haber sido requerido desalojar el cuerpo de agua donde se 19 

encuentre o sus márgenes por las autoridades competentes, permanezca en dicho 20 

cuerpo de agua incurrirá en delito menos grave y convicta que fuere, será penalizada 21 



46 
 

con multa que nunca será menor de cien dólares ($100) ni excederá los quinientos 1 

dólares ($500), por cada infracción. 2 

15. Toda persona que infrinja cualquier disposición de esta Ley para la cual no 3 

haya sido dispuesto pena específica, o que infrinja cualquier reglamento adoptado en 4 

virtud de esta Ley para el que tampoco haya sido dispuesto pena específica, incurrirá en 5 

delito menos grave y convicta que fuere, será penalizada con multa de doscientos 6 

cincuenta dólares ($250) por cada infracción. 7 

16. Los tribunales de Puerto Rico tendrán jurisdicción concurrente con el 8 

Departamento para iniciar cualquier procedimiento que surja por la violación de esta 9 

Ley, exceptuando lo dispuesto en los incisos (4), (6), (10), (11), (12), (13), (14) y (15) de 10 

este Artículo, en donde dichos tribunales tendrán jurisdicción exclusiva sobre el asunto. 11 

17. En cualquiera de los casos o eventos mencionados en este Artículo, 12 

cuando sea necesario para proteger la vida o propiedad, el oficial del orden público 13 

podrá proceder con el arresto de la persona que ha incurrido en la violación de ley. 14 

18. El agente del orden público podrá ordenar al operador o capitán de una 15 

embarcación o vehículo de navegación el regreso al puerto de procedencia y 16 

terminación de viaje dada las siguientes circunstancias: 17 

a. No haya un salvavidas para cada pasajero y en cumplimiento con las 18 

regulaciones federales y estatales aplicables.  19 

b. Extintores de incendios expirados o en incumplimiento con regulaciones 20 

federales y estatales aplicables. 21 
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c. Desprovisto de luces de navegación, luces de bengala o de auxilio (diurno 1 

y nocturno). 2 

d. Desprovisto de bomba de achique o se evidencie que las mismas están 3 

defectuosas. 4 

e. Exceso de carga o pasajeros por encima de la carga máxima permitida 5 

recomendada por la placa de capacidad o la recomendación del 6 

manufacturero. 7 

f. El (la) operador (a) esté navegando sin licencia de navegación a bordo de 8 

la embarcación. 9 

g. Se evidencie que un menor de edad no autorizado esté operando la 10 

embarcación. 11 

h. En caso de un derrame de combustible, lubricante y otro material 12 

contaminante con su origen en la embarcación intervenida. 13 

i. Que haya motivo fundado para sospechar que el (la) operador(a) de la 14 

embarcación esté operando bajo los efectos de bebidas embriagantes, 15 

drogas o sustancias controladas. 16 

En caso de que la embarcación o vehículo de navegación esté obstruyendo 17 

entradas, salidas o el movimiento de otras embarcaciones en Marinas o canales de 18 

navegación. El agente del orden público ejecutará con cautela y prudencia su discreción 19 

al momento de ordenar la remoción de la misma por otros medios según las 20 

circunstancias de la situación. 21 

Artículo 11.- Registro de embarcación 22 
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1. Toda embarcación que esté sujeta a numeración e inscripción que se 1 

encuentre en aguas del Gobierno de Puerto Rico deberá estar enumerada y poseer su 2 

Número de Identificación de Casco. Aquella embarcación a la cual se le aplique la ley 3 

de reciprocidad, además deberá estar rotulada con un nombre común o propio, 4 

debidamente registrado en el Departamento. 5 

2. Ninguna persona operará o dará permiso para operar cualquier 6 

embarcación en las aguas navegables de Puerto Rico, a menos que:  7 

a. Dicha embarcación esté numerada y rotulada de acuerdo a esta Ley, o de 8 

acuerdo a un sistema de numeración de otro estado, aprobado por el 9 

Gobierno de los Estados Unidos de América, o sea una embarcación de 10 

bandera extranjera;  Disponiéndose que, el número de identificación 11 

indicado en el Certificado de Numeración tendrá el tamaño y forma que 12 

requieran las reglas y reglamentos del Departamento, siempre de forma 13 

legible, visible y a cada lado o lugar determinado por reglamento de 14 

acuerdo al tipo de embarcación. En caso de la embarcación con nombre 15 

propio o común, dicho nombre también deberá ser fijado en la popa o en 16 

el lugar determinado por reglamento. Las normas y reglamentos que 17 

promulgue el Departamento por tamaño y forma del número y nombre de 18 

identificación serán también aplicables en los casos en que haya 19 

transcurrido el término de noventa (90) días de reciprocidad, según se 20 

dispone en este Artículo; 21 
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b. El Certificado de Numeración asignado a dicha nave o vehículo de 1 

navegación esté en toda fuerza o vigor; 2 

c. Dicha embarcación esté inscrita y pague el derecho anual de registro, 3 

conforme se establece en esta Ley, excepto en el caso de aquellas que estén 4 

exentas de inscripción conforme este Artículo; y 5 

d. El operador de la embarcación posea una licencia de navegación vigente. 6 

Dicha licencia se obtiene al aprobar un curso y su correspondiente examen 7 

escrito sobre fundamentos básicos de navegación, los cuales son 8 

debidamente autorizados por NASBLA y la Oficina del Comisionado de 9 

Navegación del Departamento. El curso es ofrecido por el Departamento y 10 

entidades colaboradoras autorizadas por la Oficina del Comisionado de 11 

Navegación del Departamento. Se exceptúa de este requisito a toda 12 

persona que alquile una motora acuática a un negocio autorizado para 13 

llevar a cabo actividades de turismo náutico, en conformidad con lo 14 

establecido en el Artículo 11 de esta Ley.  15 

La Licencia de Navegación expedida en un estado o territorio de los 16 

Estados Unidos, y que ostente el logo de NASBLA, será convalidada por el 17 

curso de navegación requerido, siempre que el solicitante tome y apruebe 18 

la conferencia sobre esta Ley. Cualquier persona podrá operar una 19 

embarcación con su licencia de navegación de otro estado y/o territorio 20 

que ostente el logo de NASBLA, por un período no mayor de noventa (90) 21 

días. 22 
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En el caso de que una persona que ostente un Credencial vigente como 1 

Capitán Marino Mercante (5 tons, 6 pack, 100 tons, etc.), expedido por la 2 

Guardia Costera, y solicite la convalidación del curso de navegación 3 

requerido para obtener la Licencia de Navegación emitida por la Oficina 4 

del Comisionado de Navegación, deberá presentar la evidencia 5 

acreditativa de tal credencial, matricularse para asistir a la conferencia 6 

sobre esta Ley y aprobar el examen sobre dicho tema. La Oficina del 7 

Comisionado de Navegación procederá a emitir la Licencia de Navegación 8 

al (la) solicitante, luego de verificar que se cumplió con los requisitos de 9 

esta solicitud. 10 

3. La solicitud de registro o traspaso deberá estar acompañada de evidencia 11 

de la titularidad de la embarcación y del correspondiente pago de derechos al Secretario 12 

de Hacienda de Puerto Rico. Además, si tenía la obligación de rendir para el año 13 

contributivo inmediatamente anterior a la fecha de dicha solicitud, el solicitante deberá 14 

presentar evidencia de haber rendido su planilla de contribución sobre ingresos, 15 

mediante certificación del Departamento de Hacienda a esos efectos o copia certificada 16 

de la planilla. En caso de no tener evidencia de titularidad, deberá tramitar una 17 

autorización consistente en una declaración jurada acompañada de una certificación de 18 

la Oficina del Fiscal General del Departamento de Justicia que acredite que la nave o 19 

vehículo de navegación no es objeto de litigio criminal. 20 

4. Los derechos anuales a pagar se determinarán de acuerdo al tipo de clase 21 

de embarcación, según clasificadas en la siguiente tabla: 22 



51 
 

CLASIFICACION DE EMBARCACIONES Y VEHICULOS DE NAVEGACION  1 

Clase    Tamaño               Tarifa  2 

 Clase 1  menos de 16 pies de largo    $25.00  3 

 Clase 2  16 pies o más, pero menos de 22          $50.00 4 

Clase 3  22 pies o más, pero menos de 30 pies   $100.00 5 

Clase 4  30 pies o más, pero menos de 40 pies  $200.00 6 

Clase 5  40 pies o más, pero menos de 65 pies  $400.00 7 

Clase 6  65 pies o más     $600.00 8 

EXCEPCIONES: 9 

Si la embarcación se utiliza exclusivamente por su dueño como único 10 

instrumento de trabajo en la pesca comercial pagará un derecho anual de registro de 11 

cinco dólares ($5). En este caso, el dueño de la misma deberá acreditar su condición de 12 

pescador comercial tanto al momento de inscribir su embarcación como al momento de 13 

renovar la inscripción y el marbete, por lo cual deberá presentar la licencia de pescador 14 

comercial que lo acredita conforme a las leyes y reglamentos vigentes. 15 

Asimismo, si la embarcación es operada por su propio dueño mediante el 16 

alquiler para actividades de turismo náutico, la misma pagará un derecho anual de 17 

registro de cinco dólares ($5). En este escenario en particular, tanto al momento de 18 

inscribir su embarcación como al momento de renovar la inscripción y el marbete, el 19 

dueño deberá presentar una certificación de la Oficina de Turismo que acredite la 20 

autorización del dueño de la embarcación utilizada mediante el alquiler para fines 21 

recreativos comerciales conforme a las leyes y reglamentos vigentes. 22 
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En ambos casos, si la persona es dueña de más de una embarcación y estas son 1 

utilizadas por su dueño de forma alterna para las actividades objeto de las excepciones, 2 

solamente una podrá acogerse al pago de cinco dólares ($5), pudiendo ser la de mayor 3 

tamaño. Lo que significa que la otra o las otras embarcaciones deberán pagar la tarifa 4 

anual estándar según su clasificación. 5 

Disponiéndose que, si los agentes del orden público expidiesen algún boleto por 6 

no inscribir o no renovar la inscripción previa a que el dueño de las mismas efectúe 7 

dichas transacciones, dicho boleto será por la cantidad que le hubiere correspondido 8 

pagar de derecho anual conforme a la clasificación de la misma. 9 

5. El Departamento expedirá una certificación al dueño de la embarcación 10 

haciendo constar el tamaño, importe del pago y el municipio donde está localizada la 11 

misma. Esta certificación será expedida previa presentación de solicitud de inscripción.  12 

6. El dueño de la embarcación presentará el pago de los derechos anuales a 13 

Oficial Recaudador de la Oficina de Recaudaciones del Departamento de Recursos 14 

Naturales y Ambientales o en el Departamento de Hacienda. Consecuentemente, se le 15 

entregará copia del recibo debidamente sellada.  16 

7. El Departamento inscribirá la embarcación, asignando el número 17 

correspondiente y entregará el marbete, previa presentación del recibo expedido por el 18 

Departamento o Colector de Rentas Internas. Dicho marbete se adherirá en el lado del 19 

estribor de la proa y a no más de seis (6) pulgadas del lado derecho del número de 20 

registro de la embarcación. 21 
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8. El Departamento enviará, mediante correo postal o correo electrónico, la 1 

notificación de renovación anual de marbete a los dueños de las embarcaciones 2 

inscritas, la cual deberá presentarse al hacer el pago de renovación anual. Al recibo de la 3 

solicitud y evidencia del pago del derecho correspondiente, el Departamento registrará 4 

la embarcación y expedirá al solicitante un Certificado de Numeración. En los casos que 5 

aplique la Ley de Reciprocidad, no se expedirá numeración, aunque sí será inscrito 6 

haciendo constar el número asignado, el nombre, número de Seguro Social y dirección 7 

del dueño o agente en Puerto Rico, localización y una descripción de la embarcación. 8 

El dueño de cualquier embarcación cubierto por un número en vigor, que le haya 9 

sido asignado en virtud de una ley federal o por un sistema de numeración de un 10 

estado, aprobado por el Gobierno Federal, que desee operar dicha embarcación en 11 

territorio del Estado Libre Asociado, transcurrido el término de reciprocidad de 12 

noventa (90) días provistos en este Artículo, deberá registrar dicho número mediante el 13 

procedimiento establecido en este Artículo. En este caso, el Departamento expedirá 14 

números adicionales o sustitutos. 15 

Todo dueño de embarcación documentada que desee realizar la renovación de 16 

marbete de embarcación y no posea el certificado de documentación vigente de la 17 

Guardia Costera de los Estados Unidos de América, deberá mostrar evidencia que 18 

realizó el trámite correspondiente. Se le expedirá un marbete provisional con vigencia 19 

de un máximo de noventa (90) días. El costo por los derechos de dicho marbete 20 

provisional será por la mitad de la cantidad pagada anualmente. 21 
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Cualquier persona podrá realizar el trámite de renovación de marbete, siempre y 1 

cuando presente el comprobante de pago, acompañado de una identificación con foto 2 

vigente. Se exceptúa de este inciso, la embarcación cuyo dueño sea una corporación. El 3 

representante de la corporación autorizado a llevar a cabo la renovación de marbete, 4 

deberá presentar ante el Departamento una resolución corporativa.   5 

9. Se faculta al Secretario del Departamento para que, de conformidad y en 6 

coordinación con el Secretario de Hacienda, a emplear los servicios de entidades 7 

colaboradoras, como bancos, distribuidores de vehículos de navegación y 8 

embarcaciones para la colección de derechos y (el otorgamiento) de marbetes, 9 

estableciendo el reglamento que contenga los procedimientos. El dueño de toda 10 

embarcación que haya sido manufacturada desde el 1 de enero de 1998, que deba ser 11 

inscrita conforme al Artículo 17 y esté bajo la clase 3, 4, 5 y 6 tendrá que obtener del 12 

Departamento de Hacienda evidencia de pago de arbitrios impuesto por la Sección 13 

3020.09 de la Ley 1-2011, según enmendada, mejor conocida como “Código de Rentas 14 

Internas para un Nuevo Puerto Rico”. Disponiéndose, que el Departamento no podrá 15 

inscribir ninguna embarcación que no demuestre haber cumplido con el 16 

correspondiente pago de arbitrios.  Se admitirá como evidencia de pago la declaración 17 

de arbitrios o el recibo de pago expedido por un colector de Rentas Internas. 18 

10. El dueño de cualquier embarcación tendrá las siguientes obligaciones y 19 

responsabilidades civiles: 20 
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a. Se presume que, toda embarcación es propiedad de la persona a nombre 1 

de quien aparece registrada en el Sistema de Información y Registro de 2 

Embarcaciones de la Oficina del Comisionado de Navegación. 3 

b. Cuando el poseedor de un Certificado de Numeración cambie la dirección 4 

que aparece en el documento, notificará ese hecho e informará su nueva 5 

dirección al Departamento dentro de un término de sesenta (60) días a 6 

partir del cambio de dirección. 7 

c. Si la embarcación cambia de dueño, el dueño o el vendedor realizará la 8 

transferencia en el Departamento, para inscribirla a nombre del nuevo 9 

dueño conforme a lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento. 10 

d. La transferencia deberá realizarse dentro de los quince (15) días siguientes 11 

de haberse adquirido por su nuevo dueño. El incumplimiento con este 12 

término de transferencia, o la destrucción o abandono de la referida 13 

embarcación, invalidará el Certificado de Numeración. 14 

e. Deberá fijar el número de registro en la forma y tamaño que se disponen 15 

en este Artículo. Se exceptúa de este inciso a las embarcaciones que tengan 16 

un certificado de documentación de la Guardia Costera de los Estados 17 

Unidos de América.  18 

f. Ninguna embarcación exhibirá o llevará pintado o fijado otro número que 19 

no sea el asignado de acuerdo con esta Ley, o en virtud de la reciprocidad 20 

provista en esta Sección. 21 
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g. El Certificado de Numeración será tamaño bolsillo y deberá estar 1 

disponible en todo momento para la inspección de la embarcación 2 

mientras la misma esté en un cuerpo de agua de Puerto Rico. 3 

h. Ni el dueño de una compañía actividades de turismo náutico de 4 

embarcaciones, ni su agente empleado, permitirá que una embarcación o 5 

vehículo de navegación diseñado o autorizado por este a ser operado 6 

como tal, salga de sus predios, a menos que haya sido provisto por el 7 

dueño o por el arrendatario con el equipo requerido de acuerdo con 8 

reglamento que a esos efectos promulgue el Departamento. 9 

i.  El dueño de cualquier embarcación o vehículo de navegación será 10 

responsable de los daños y perjuicios causados al operar alguno de estos, 11 

interviniendo culpa o negligencia, y cuando sea operada o esté bajo el 12 

dominio de cualquier persona con el fin principal de operarla o de 13 

permitir que la misma sea operada por tercera persona. En todo caso se 14 

presumirá, salvo prueba en contrario, que la persona que opera o tiene 15 

bajo su dominio o control una embarcación ha obtenido su posesión con la 16 

autorización expresa o tácita del dueño. 17 

La persona por cuya negligencia ha de responder el dueño de una 18 

embarcación o vehículo de navegación de acuerdo con las disposiciones 19 

del párrafo anterior vendrá obligada a indemnizar a este por las 20 

obligaciones y responsabilidad que se vea obligado a asumir. 21 
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j. El dueño de una embarcación o vehículo de navegación viene obligado a 1 

proveerle al Departamento información completa de la identidad de 2 

cualquier persona que se vea involucrada en un accidente, mientras está 3 

operando la embarcación o vehículo de navegación, y así como todos los 4 

detalles del accidente. 5 

k. Todo dueño de embarcación registrará el número de motores de su 6 

embarcación en la Oficina del Comisionado de Navegación. De estos 7 

motores ser hurtados, deberá presentar el número de querella de la Policía 8 

en las oficinas del Comisionado de Navegación. En el caso de cambio de 9 

motor de una embarcación, el dueño notificará inmediatamente a la 10 

Oficina del Comisionado de Navegación y procederá a proveer los 11 

números de registro de los motores nuevos previo al trámite de 12 

renovación del marbete o el traspaso de los derechos de la embarcación. 13 

Además, todo dueño de compañía de actividades de turismo náutico de 14 

embarcaciones o vehículos de navegación deberá cumplir a cabalidad con 15 

lo siguiente: 16 

i. Será responsable de mantener el equipo en buenas condiciones de 17 

seguridad, a tenor con las disposiciones de esta Ley y su 18 

Reglamento.  19 

ii. Deberá conservar en récord el nombre y la dirección de todo 20 

arrendatario de embarcación o vehículo de navegación. Dicho 21 

récord podrá ser diseñado o autorizado por el mismo dueño del 22 



58 
 

negocio, y como mínimo incluirá el número de identificación del 1 

arrendatario, la fecha y hora de salida, la fecha y hora en que se 2 

espera su regreso y la fecha y hora de regreso. Este récord deberá 3 

ser conservado por un período mínimo de un (1) año. Todo 4 

arrendatario de motoras acuáticas eximido del cumplimiento de lo 5 

impuesto en el Artículo 8 (B) (9) de esta Ley, deberá proveer una 6 

identificación oficial con foto debidamente firmada, expedida por el 7 

estado o país de procedencia.  8 

iii. La edad mínima para el alquiler de una embarcación será de 9 

veintiún (21) años. Mientras que, en el caso de vehículos de 10 

navegación la edad mínima será catorce (14) años.  11 

iv. Cualquier persona menor de veintiún (21) años, pero mayor de 12 

dieciséis (16) años de edad, podrá operar una motora acuática 13 

alquilada a una compañía de actividades de turismo náutico, según 14 

dispuesto en esta Ley, siempre y cuando que esté acompañada por 15 

el arrendatario mayor de edad, el cual servirá de vigía.  16 

v. Antes de operar una embarcación o vehículo de navegación, el 17 

arrendador debe estar acreditado por el organismo competente del 18 

Gobierno de Puerto Rico en medidas de salvamento, contar con un 19 

instructor debidamente licenciado durante sus horas de operaciones 20 

y le proveerá al arrendatario una orientación sobre las reglas de 21 

navegación preparadas y provistas por el Comisionado. Dicha 22 
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orientación será de forma verbal, en español o inglés de acuerdo 1 

con el idioma de preferencia del arrendatario, y serán plasmadas 2 

por escrito en el contrato de alquiler. Además, deberá dar una 3 

orientación sobre el uso seguro del equipo y sobre los límites de 4 

área para el uso de sus embarcaciones o vehículos de navegación. A 5 

su vez, velará por la seguridad de sus clientes. 6 

vi. Será deber de todo empleado o dueño de compañía de actividades 7 

de turismo náutico de embarcaciones que se encuentre en el 8 

establecimiento al momento del cierre del mismo, el reportar a la 9 

Policía de Puerto Rico la falta de entrega del equipo alquilado, el 10 

mismo día del arrendamiento. Esto, con el propósito de que la 11 

Policía investigue si se trató de una apropiación ilegal o que le 12 

ocurrió algún percance en el mar a los arrendatarios. 13 

La infracción al dueño de compañía de actividades de turismo 14 

náutico de embarcaciones por incumplimiento de esta última 15 

disposición conllevará la imposición de una multa administrativa 16 

de mil dólares ($1,000.00) a ser impuesta mediante boleto; además, 17 

conllevará la revocación de la Certificación de la Oficina de 18 

Turismo, concesión otorgada por el Departamento a la compañía de 19 

actividades de turismo náutico. 20 

11. Las siguientes embarcaciones estarán exentas de numeración: 21 



60 
 

a. Las embarcaciones ya cubiertas por un número de plena fuerza y vigor, 1 

asignado por la ley federal o de acuerdo con un sistema de numeración de 2 

otro estado que cuenta con la aprobación federal y que concede derechos 3 

de reciprocidad a embarcaciones numeradas e inscritas en Puerto Rico, 4 

siempre que a la embarcación a la cual se le conceda la exención no 5 

permanezca en territorio de Puerto Rico, por más de noventa (90) días 6 

durante el año natural. Disponiéndose, que las embarcaciones que se 7 

utilicen o sean poseídas por domiciliados y/o residentes de Puerto Rico, 8 

será requisito que el mismo se enumeren y se inscriban, según sea 9 

apropiado, dentro del término de noventa (90) días, contados desde su 10 

primera introducción al territorio de Puerto Rico. 11 

b. En el caso de embarcaciones de turismo náutico de bandera extranjera, 12 

según definido por la Ley 241-2010, según enmendada, mejor conocida 13 

como “Ley de Turismo Náutico de 2010”, y su reglamento, podrán 14 

permanecer por períodos de hasta un (1) año exentas de numeración e 15 

inscripción. Disponiéndose, que luego de transcurrir un (1) año deberán 16 

salir del territorio de Puerto Rico, según dispuesto mediante reglamento.  17 

c. Las embarcaciones cuyos dueños sean los Estados Unidos de América, el 18 

Gobierno de Puerto Rico o una subdivisión de cualquiera de estos. 19 

d. Los botes salvavidas de una embarcación que sean transportados sobre la 20 

cubierta de la embarcación que están destinadas a servir, siempre y 21 

cuando no estén siendo utilizados en otras actividades recreativas. 22 
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e. Las embarcaciones de bandera extranjera y las embarcaciones que tengan 1 

un certificado de documentación en vigor expedido por el Servicio de 2 

Guardacostas del Gobierno de los Estados Unidos de América, y que 3 

tengan el marbete expedido por el Servicio de Aduanas de los Estados 4 

Unidos de América, podrán permanecer por períodos de hasta un (1) año, 5 

exentas de numeración e inscripción. Disponiéndose, sin embargo, que 6 

aquellas que sean propiedad o poseídas por residentes de Puerto Rico no 7 

estarán exentas del requisito de inscripción. 8 

f. El Departamento podrá declarar exentos de numeración otras 9 

embarcaciones mediante reglamentación al efecto, luego de haber 10 

comprobado que la numeración de estos no ayuda materialmente a su 11 

identificación, siempre y cuando el Departamento determine que esas 12 

embarcaciones estarían exentas de numeración, si las mismas estuvieran 13 

sujetas a una ley federal o estuvieran registradas como embarcaciones de 14 

bandera extranjera. También quedarán exentas de numeración e 15 

inscripción las embarcaciones de turismo náutico que tengan banderas con 16 

matrícula extranjera y aquellas documentadas con la Guardia Costanera 17 

de los Estados Unidos de América, proveyéndose, sin embargo, que las 18 

embarcaciones de turismo náutico comerciales que requieren Certificado 19 

de Inspección (COI, por sus siglas en inglés) no estarán exentas bajo esta 20 

Sección. 21 
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 12. En el caso de que una agencia del Gobierno de los Estados Unidos, 1 

mantenga en vigor un sistema de identificación por número para las embarcaciones de 2 

motor o vehículos de navegación dentro de los Estados Unidos, el sistema de 3 

numeración utilizado por el Departamento en virtud de esta Ley deberá estar en 4 

armonía con dicho otro sistema. 5 

13. El marbete de toda embarcación será renovado anualmente, previo al pago 6 

del derecho anual, según establecido en esta Ley. Por dejar de inscribir, renovar o de 7 

notificar la transferencia de una embarcación, o nave o vehículo de navegación se 8 

dispone lo siguiente:  9 

a. Toda persona que, en violación a las disposiciones de este Artículo, no 10 

inscriba, no renueve o deje de notificar el cambio de dueño dentro de los 11 

términos dispuestos en esta Ley, estará sujeta a una multa administrativa 12 

equivalente al derecho de registro anual que corresponda a dicha 13 

embarcación multiplicado por cuatro (4) veces. 14 

La multa administrativa podrá ser impuesta en cada ocasión que los 15 

funcionarios del orden público determinen que la embarcación no ha sido 16 

debidamente inscrita, que no se ha renovado el marbete o que no se ha 17 

notificado el cambio de dueño dentro de los términos prescritos en este 18 

Artículo. Además, puede conllevar la terminación del viaje. 19 

Si el boleto se expidió en ausencia del operador, no se impondrá esta 20 

multa en más de una ocasión dentro de un período de treinta (30) días. Si 21 

durante el curso de esos treinta (30) días, un agente del orden público 22 
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interviene con la embarcación mientras ésta es operada, se podrá expedir 1 

otro boleto adicional por cada ocasión que se opere. 2 

b. Se establece, además, que las multas por no renovar el marbete o por dejar 3 

de notificar el cambio de dueño será anotado en el registro de la 4 

embarcación que obre en la Oficina del Comisionado de Navegación, la 5 

que deberá ser pagada previo a efectuarse la renovación o traspaso ante el 6 

Departamento; incluso en casos de ejecución por una institución financiera 7 

o por cualquier acreedor e independientemente de la forma en que se 8 

traspase el título. 9 

c. Se autoriza al arrendador de una embarcación a requerir del arrendatario 10 

que el arrendador mantenga un formulario de tarjeta de crédito, firmado y 11 

vigente hasta un máximo de sesenta (60) días.  Dentro de dicho término, y 12 

a solicitud del arrendador, el Departamento notificará de cualquier deuda 13 

por concepto de multa impuesta al arrendatario y deberá el arrendador 14 

satisfacer la deuda dentro de ese período pudiendo el arrendador 15 

cumplimentar el formulario de la tarjeta de crédito por el monto de la 16 

cantidad pagada. 17 

14. Será requisito que todo dueño de embarcación tener un seguro de 18 

responsabilidad pública y presentar evidencia del mismo al momento de renovar el 19 

marbete. 20 

15. Toda persona que infrinja cualquiera de las disposiciones de este Artículo, 21 

será acusada de un delito menos grave y de ser convicta será sancionada con una multa 22 
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que no excederá de quinientos dólares ($500.00) por cada infracción, salvo se disponga 1 

expresamente lo contrario. 2 

Artículo 12.- Impedimentos a la Renovación o Traspaso 3 

1. Toda notificación de multa administrativa archivada por el Secretario en el 4 

registro de una embarcación constituirá una prohibición para registrar el traspaso de 5 

dicho título, así como, para expedir o renovar el certificado de numeración y el marbete 6 

correspondiente hasta que la multa sea satisfecha, anulada o cancelada.  7 

En el caso en que se encuentre pendiente un proceso cuasijudicial o judicial sobre 8 

la multa administrativa y la parte a la cual se le imputa la infracción deseare renovar el 9 

certificado de numeración o el marbete, o deseare registrar el traspaso del título de la 10 

embarcación o que la anotación sea cancelada por cualquier razón, deberá pagar la 11 

misma, cubriendo el montante total de la multa o multas cuya revisión se solicita. Una 12 

vez haya una determinación, resolución o sentencia final, de resultar esta favorable se 13 

procederá a devolverle el montante de la multa o multas pagadas y se procederá con la 14 

cancelación de la anotación. 15 

 Por el contrario, de resultarle adversa la determinación subsistirá la anotación, la 16 

cual solo podrá ser cancelada mediante el pago de la multa o multas correspondientes. 17 

2. El Secretario notificará la anotación a la persona que aparezca en sus 18 

archivos como dueña de la embarcación, así como a cualquier persona que tuviere 19 

inscrito en el Departamento cualquier otro tipo de gravamen sobre dicha embarcación. 20 

Para los fines de responsabilidad en cuanto a la multa administrativa, se considerará 21 

que la notificación del Secretario a la persona que aparezca en sus archivos como dueña, 22 
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constituirá notificación a las personas que de hecho sean dueñas de la embarcación. La 1 

mera remisión de la notificación, por correo postal o electrónico, a las direcciones que 2 

aparezcan en el Registro de Numeración e Inscripción del Departamento, aunque no 3 

fuesen recibidas por los destinatarios, se considerará como tal notificación a todos los 4 

efectos legales. 5 

 El Secretario conservará un registro de las anotaciones creadas por las multas 6 

administrativas o cualquier otro tipo de anotación o gravamen de que tenga 7 

conocimiento, el cual estará disponible para inspección pública. Será deber del 8 

Secretario informar verbalmente o por escrito, a cualquier solicitante interesado, sobre 9 

la existencia de cualquier tipo de gravamen o anotación de que tenga conocimiento en 10 

un término de setenta y dos (72) horas de haberse solicitado.  Disponiéndose, que toda 11 

multa administrativa impuesta y todo boleto de infracción expedido contra una 12 

embarcación al amparo de esta Ley deberá ser registrado y estar disponible para 13 

inspección y certificación dentro del término de cuarenta y cinco (45) días de su 14 

imposición o expedición.  De no cumplirse con este requisito, la multa administrativa o 15 

boleto podrá ser anulado. 16 

3. La anotación establecida por multa administrativa podrá ser cancelada o 17 

anulada por el Secretario en las siguientes circunstancias: 18 

a.  En aquellos casos en que la multa administrativa sea establecida en un 19 

procedimiento cuasi-judicial, y no sea como consecuencia de la expedición 20 

de un boleto, la anotación podrá ser cancelada cuando la multa sea pagada 21 

y se evidencie el pago de la misma. 22 
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b. En el caso de que la anotación sea como consecuencia de la expedición de 1 

un boleto, la misma podrá ser cancelada en las siguientes circunstancias:  2 

i.   Cuando se efectúe el pago del boleto y se evidencie el pago del mismo. 3 

ii.  Cuando se establezca en un procedimiento cuasi-judicial o judicial que, la 4 

infracción imputada no fue cometida. 5 

iii. Cuando se determine en un procedimiento cuasi-judicial o judicial, con la 6 

previa investigación por parte del funcionario de mayor jerarquía en el 7 

cuerpo al cual pertenece el agente del orden público que intervino, que el 8 

agente que expidió el boleto incurrió en error o equivocación. 9 

iv. Cuando el Departamento no haya exigido el cumplimiento de pago 10 

pendiente por más de cinco (5) años de haberse expedido el boleto, se 11 

podrá anular dicha multa administrativa pendiente de pago. 12 

v. Cuando habiendo expirado el término dispuesto en esta Sección para 13 

registrar el boleto, no se evidencie en los registros la multa administrativa 14 

que dio base a la imposición de la anotación. 15 

4. El Secretario podrá procesar la transferencia del título de las 16 

embarcaciones que contengan anotaciones de acuerdo con este Artículo, si la imposición 17 

de la multa administrativa es previa a la fecha en que cambió de dueño la embarcación. 18 

Se considerará como la fecha en que cambió de dueño la que aparezca en el traspaso 19 

formalizado en el Departamento.  En dicho caso se le dará curso a la transferencia del 20 

título, pero conservando la anotación en el expediente e informándoselo al nuevo dueño 21 

quien deberá satisfacer la misma, en o antes de la próxima renovación de marbete. 22 
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Disponiéndose que no obstante a lo establecido en este Artículo, toda persona 1 

que desee construir una anotación sobre una embarcación debidamente registrada y 2 

numerada, a la cual se le haya expedido un certificado de numeración, deberá presentar 3 

para su inscripción el título en que basa su derecho. 4 

Artículo 13. - Procedimiento para la expedición de boletos 5 

1. Los agentes del orden público quedan autorizados a expedir boletos en 6 

aquellas circunstancias que así lo disponga la ley o reglamento. 7 

2. Los formularios para dichos boletos serán preparados, impresos, 8 

identificados y distribuidos, según se establezca mediante reglamento por el Secretario.  9 

Entendiéndose que, dichos boletos podrán ser los ya establecidos para infracciones a 10 

esta Ley o sus reglamentos. 11 

3. Los agentes del orden público fecharán y firmarán el boleto, escribirán el 12 

número de registro e inscripción, la disposición legal alegadamente infringida y la 13 

cantidad de la multa a pagarse. 14 

4. Copia del boleto será entregada al dueño u operador de la embarcación o 15 

vehículo de navegación o al infractor. De emitirse el boleto en ausencia del dueño u 16 

operador de embarcación, copia del mismo podrá ser enviada por correo postal o correo 17 

electrónico, o fijada a la embarcación o vehículo de navegación de la circunstancia así 18 

permitirlo en cuyo caso se mantendrá un registro a esos efectos. El original y copia del 19 

boleto serán enviados inmediatamente por los agentes del orden público a través de sus 20 

cuarteles u oficinas al Secretario. El Secretario lo incorporará al expediente del registro 21 

de la embarcación objeto de la infracción según sea el caso. Toda copia de boleto 22 
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contendrá las instrucciones para solicitar recurso de revisión ante el Departamento, 1 

cuyo procedimiento se especifica mediante reglamento. Disponiéndose que, la persona 2 

tendrá treinta (30) días para presentar el recurso de revisión de boleto, el cual deberá 3 

estar acompañado con el pago correspondiente al cargo por presentación. El Secretario 4 

del Departamento establecerá un cargo por presentación de recurso de revisión de 5 

boleto de embarcación, mediante orden administrativa o al Reglamento de esta Ley, 6 

dentro de un término de noventa (90) días de aprobada esta Ley. 7 

 5. Toda multa administrativa se pagará con un recaudador debidamente 8 

autorizado por el Departamento, mediante efectivo, cheque o giro a nombre del 9 

Secretario de Hacienda, o cualquier otro método aceptado por el Departamento de 10 

Hacienda. Además, aquellas multas administrativas como consecuencia de la 11 

expedición de un boleto también se podrán pagar en cualquier Colecturía de Rentas 12 

Internas. De efectuarse el pago del boleto y ser evidenciado, el Secretario procederá a 13 

cancelar el mismo, haciendo la anotación correspondiente en el registro. 14 

 6. En aquellos casos en que se expida un boleto a una embarcación o 15 

vehículo de navegación por una infracción a las disposiciones de la ley o sus 16 

reglamentos, y estas no estén o no tengan que estar inscritos o numerados en el Registro 17 

de Numeración e Inscripción que lleva el Departamento, los agentes del orden público 18 

remitirán el original y copia del boleto al Secretario, quien llevará un registro sobre 19 

estas multas. 20 

7. En estos casos o en cualquier otro en que se expida un boleto por 21 

infracciones a esta Ley o a sus reglamentos, de no solicitarse un recurso de revisión 22 
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según se establece en esta Ley y su reglamento y no pagarse la multa dentro de un 1 

término de treinta (30) días de expedido o notificado el boleto, el Secretario podrá llevar 2 

a cabo aquellas acciones legales que corresponda para el cobro de dicho boleto en 3 

aquellos casos que la embarcación no esté inscrita en Puerto Rico. 4 

Artículo 14.- Infraestructura para el desarrollo de deportes y actividades 5 

acuáticas 6 

1. El Departamento, con el consejo y asesoramiento de la Junta de 7 

Planificación, determinará zonas costeras adecuadas para la construcción de rampas 8 

públicas de acceso a la costa que facilite la práctica de deportes y actividades marinas. 9 

Estas rampas serán construidas para el uso del público en general. 10 

2. El Departamento deberá construir rampas para el uso de embarcaciones. 11 

Para dicho cumplimiento, el Departamento podrá establecer contratos de construcción, 12 

con la empresa privada, municipios y entidades gubernamentales.  13 

3. El Departamento podrá cobrar una cuota razonable de uso de las rampas 14 

para el mantenimiento y administración de la infraestructura. 15 

Artículo 15.-  Derogación 16 

Se deroga la Ley 430-2000, según enmendada, conocida como “Ley de 17 

Navegación y Seguridad Acuática de Puerto Rico” y cualesquiera otras disposiciones 18 

que sean contradictorias a esta Ley. Sin embargo, en todo aquello que no sea contrario a 19 

la presente Ley, el Reglamento 6979 de la Ley Núm. 430 mantendrá su vigencia hasta 20 

tanto el Departamento emita un nuevo reglamento y el Departamento de Estado lo 21 

certifique. 22 
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Artículo 16.– Separabilidad 1 

Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 2 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley 3 

fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal 4 

efecto dictada no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. 5 

 Artículo 17.- Vigencia 6 

Esta Ley empezará a regir inmediatamente después de su aprobación. El 7 

Secretario dispondrá de ciento ochenta (180) días para la promulgación de la 8 

reglamentación conforme a las disposiciones contenidas en esta Ley. 9 
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LEY 

 
Para enmendar los Artículos 1, 2, 6 y 16A de la Ley Núm. 493 de 15 de mayo de 1952, 

según enmendada, a los fines de aclarar los requisitos que tiene que completar un 
aspirante para para tomar el examen para la licencia de doctor en quiropráctica en 
Puerto Rico; y para otros fines relacionados.  

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Sin duda, la práctica de la quiropráctica en Puerto Rico ha cobrado mayor relevancia 

con el pasar del tiempo y, al igual que otras ramas de la salud, busca mejorar la calidad 

de vida y traer bienestar a los pacientes. En específico, los quiroprácticos son 

profesionales de la salud enfocados en el diagnóstico y tratamiento de los desórdenes 

neuromusculares, con énfasis en el tratamiento mediante ajustes manuales y la 

manipulación de la espina vertebral.1 El cuidado quiropráctico se fundamenta en la 

                                                 
1 Véase https://www.spine-health.com/treatment/chiropractic/what-a-chiropractor, visitado por última 
vez el 19 de agosto de 2020. 
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utilización de técnicas y destrezas dirigidas a tratar el sistema nervioso de los seres 

humanos con métodos no invasivos que no requieren ningún tipo de intervención 

quirúrgica. La mayoría de los quiroprácticos buscan reducir el dolor y mejorar la 

funcionalidad de los pacientes, al igual que educarlos sobre cómo pueden mejorar su 

salud mediante ejercicios, terapias y otros.2   

  Para poder culminar estudios doctorales en quiropráctica, es necesario cursar 

cuatro (4) años postgraduados de estudios de especialización en quiropráctica. En la 

mayoría de las ocasiones, las escuelas de quiropráctica requieren que previo a los cuatro 

años de especialización, el estudiante haya terminado un bachillerato. Sin embargo, 

existen programas de quiropráctica que no necesariamente exigen que el estudiante 

haya completado un bachillerato para ser admitido, pudiendo, en la mayoría de los 

casos, exigirle tres años de estudios subgraduados.3 Bajo cualquier escenario, los 

estudiantes a nivel subgraduado tienen que tomar los cursos prescritos como 

prerrequisitos por la entidad acreditadora, conocida como Council on Chiropractic 

Education (CCE),4 para poder ser admitidos una escuela o universidad de quiropráctica.  

A pesar de esta realidad, en Puerto Rico se requiere a toda persona que vaya a 

tomar el examen para la licencia de doctor en quiropráctica, entre otros requisitos, que, 

a satisfacción de la Junta Examinadora de Quiroprácticos, haya obtenido un bachillerato 

con antelación a su ingreso a la escuela o universidad quiropráctica. Este requisito, si 

bien podría parecer entendible, no guarda relación con la realidad actual porque, como 

esbozamos anteriormente, no todas las escuelas o universidades de quiropráctica a 

nivel nacional, requieren que previo a la admisión los estudiantes hayan culminado un 

                                                                                                                                                             
  
2 Id.  
 
3 Véase https://www.chirocolleges.org/prospective-students/academic-requirements/, visitado por 
última vez el 19 de agosto de 2020. 
 
4 El Council on Chiropractic Education es la agencia nacional acreditadora de los Programas Doctorales en 
Quiropráctica dentro de Estados Unidos. Con la acreditación se garantiza la calidad de la educación y la 
integridad institucional de los gobiernos, cuerpos reguladores, instituciones, organizaciones 
profesionales, estudiantes y otras agencias acreditadoras. Véase https://www.cce-usa.org/about.html, 
visitado por última vez el 19 de agosto de 2020. 



3 
 

bachillerato. Así pues, estaríamos penalizando a estudiantes que hayan estudiado fuera 

de Puerto Rico y deseen volver a la Isla para tomar el examen y ejercer su profesión, por 

el hecho de haber obtenido su grado doctoral en quiropráctica sin haber tenido que 

completar un bachillerato previamente. El efecto de esto sería cerrarle las puertas a 

estos profesionales que tienen el deseo y anhelo de ofrecer sus servicios para ayudar a la 

gente en Puerto Rico. Más aún, nos parece que tal requerimiento pasa por alto que, para 

poder tomar el examen en Puerto Rico para la licencia de doctor en quiropráctica, todos 

los egresados (hayan o no completado un bachillerato) tienen que hacerlo de una 

escuela o universidad en quiropráctica acreditada por el CCE, lo cual garantiza los 

estándares de la calidad en la educación y formación del aspirante.    

 A la luz de lo anterior, esta Ley aclara que para que una persona pueda tomar el 

examen para la licencia de doctor en quiropráctica en Puerto Rico, además de cumplir 

con los requisitos establecidos en la Ley Núm. 493 de 15 de mayo de 1952, según 

enmendada, conocida como “Ley para crear la Junta Examinadora de Quiroprácticos”, 

será suficiente que se haya graduado de una escuela o universidad quiropráctica 

debidamente acreditada por el CCE.  

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 1 de la Ley Núm. 493 de 15 de mayo de 1952, 1 

según enmendada, para que lea como sigue: 2 

“Artículo 1.- Definiciones  3 

(a) … 4 

(b) … 5 

(c)  Estudiante de quiropráctica.- Se refiere a cualquier persona matriculada 6 

en un programa de quiropráctica debidamente autorizado por la Junta de 7 
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Instituciones Postsecundarias del Departamento de Estado y acreditado 1 

por el Council on Chiropractic Education (CCE). 2 

…” 3 

Sección 2.- Para enmendar el Artículo 2 de la Ley Núm. 493 de 15 de mayo de 4 

1952, según enmendada, para que lea como sigue: 5 

“Artículo 2.- Junta Examinadora de Quiroprácticos-Creación; dietas  6 

Por la presente se crea la Junta Examinadora de Quiroprácticos de Puerto Rico, la 7 

cual se compondrá de tres (3) doctores en quiropráctica, de habilidad e integridad 8 

moral reconocidas y que sean graduados de una escuela o colegio de quiropráctica 9 

acreditado por el Council on Chiropractic Education (CCE). 10 

…” 11 

Sección 3.- Para enmendar el Artículo 6 de la Ley Núm. 493 de 15 de mayo de 12 

1952, según enmendada, para que lea como sigue: 13 

“Artículo 6.- Admisión a exámenes 14 

Podrá tomar el examen para la licencia de doctor en quiropráctica toda persona 15 

que, a satisfacción de la Junta, acredite: 16 

(a) …  17 

(b)  Ser graduado de una escuela o universidad quiropráctica debidamente 18 

acreditada por el Council on Chiropractic Education (CCE) con un promedio 19 

o (GPA) mínimo de 2.5.  20 

(c) Ser de buena conducta moral y graduado de una escuela o universidad 21 

quiropráctica acreditada por el Council on Chiropractic Education (CCE), que 22 
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exija como requisito para graduación un mínimo de cuatro (4) años 1 

académicos, de nueve (9) meses cada año. (Cuatro mil horas de asistencia.) 2 

No se computará a estos fines el tiempo correspondiente a cursos por 3 

correspondencia.” 4 

Sección 4.- Se enmienda el Artículo 16(A) de la Ley Núm. 493 de 15 de mayo de 5 

1952, según enmendada, para que lea como sigue: 6 

“Artículo 16(A).- Deberes y Responsabilidades del estudiante de quiropráctica y 7 

el quiropráctico preceptor 8 

Nada de lo descrito en el Artículo anterior deberá  ser utilizado para perturbar o 9 

impedir a un estudiante de quiropráctica matriculado en un programa debidamente 10 

autorizado por la Junta de Instituciones Postsecundarias del Departamento de Estado y 11 

acreditada por el Council on Chiropractic Education (CCE), su participación en todas 12 

las fases de la práctica clínica de la quiropráctica bajo la supervisión y dirección de un 13 

quiropráctico preceptor debidamente autorizado por la Junta Examinadora de 14 

Quiroprácticos de Puerto Rico (JEQPR). 15 

…” 16 

Sección 5.- Separabilidad 17 

Si cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, artículo, 18 

disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de esta Ley 19 

fuera anulada o declarada inconstitucional, la resolución, dictamen o sentencia a tal 20 

efecto no afectará, perjudicará, ni invalidará el remanente de esta Ley. El efecto de dicha 21 

sentencia quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, palabra, letra, 22 
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artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, acápite o parte de 1 

la misma que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional. Si la aplicación a 2 

una persona o a una circunstancia de cualquier cláusula, párrafo, subpárrafo, oración, 3 

palabra, letra, artículo, disposición, sección, subsección, título, capítulo, subcapítulo, 4 

acápite o parte de esta Ley fuera invalidada o declarada inconstitucional, la resolución, 5 

dictamen o sentencia a tal efecto no afectará ni invalidará la aplicación del remanente de 6 

esta Ley a aquellas personas o circunstancias en las que se pueda aplicar válidamente. 7 

Es la voluntad expresa e inequívoca de esta Asamblea Legislativa que los tribunales 8 

hagan cumplir las disposiciones y la aplicación de esta Ley, aunque se deje sin efecto, 9 

anule, invalide, perjudique o declare inconstitucional alguna de sus partes, o aunque se 10 

deje sin efecto, invalide o declare inconstitucional su aplicación a alguna persona o 11 

circunstancia. 12 

Sección 6.–Vigencia 13 

Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.   14 
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Referida a la Comisión de Hacienda 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 
Para ordenar al Comité de Supervisión de Desembolsos creado por el Boletín 

Administrativo Núm. OE-2020-40, a crear un programa, sujeto a las 
recomendaciones del Departamento de Salud de Puerto Rico sobre el proceso, 
adecuacidad de la ayuda y determinaciones de ayuda, dirigido a destinar fondos 
para ser distribuidos a los Centros de Diagnóstico y Tratamiento o Centros de Salud 
Familiar que no estén afiliadas a un sistema hospitalario, cuyos operadores y/o 
administradores sean corporaciones, compañías o cualquier otra entidad privada, 
corporaciones municipales o el Departamento de Salud, cuyas licencias 
operacionales se encuentran vigentes a la fecha de la aprobación de esta Resolución 
Conjunta, provenientes del “Coronavirus Relief Fund” (CRF), según las Guías 
Mandatorias del Tesoro Federal y las disposiciones del “Coronavirus Aid, Relief, 
and Economic Security Act”, a los fines de cubrir gastos necesarios y adecuados de 
estas instalaciones durante el transcurso de la emergencia de salud pública 
provocada por el Coronavirus (COVID-19); disponer la procedencia de los fondos y 
el uso autorizado; y para otros fines relacionados. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Organización Mundial de la Salud (WHO, por sus siglas en inglés) reconoce la 

importancia de los centros hospitalarios durante la respuesta a la emergencia al 
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Coronavirus (COVID-19).1 Ante el estado de pandemia, son los centros de atención 

primaria, Centro de Diagnóstico y Tratamiento (CDT) y los Centros de Salud Familiar 

(CSF) la unidad sanitaria por excelencia para el diagnóstico y manejo de miles de 

pacientes. Sin embargo, la importancia de estos centros toma relevancia cuando 

reconocemos que en muchos de nuestros municipios es la única facilidad de salud con 

la que cuentan. Ante la evidente importancia de sus labores y responsabilidades, retoma 

mayor pertinencia lograr incentivar a nuestros centros de atención primarios privados y 

sus respectivos empleados para que éstos continúen operando durante esta amenaza 

salubrista que atenta con nuestro bienestar social y económico. 

En estos momentos, nuestra Isla continúa atravesando una crisis debido a la 

pandemia mundial que ha ocasionado el COVID-19. En consideración a lo antes 

expresado, la gobernadora de Puerto Rico, honorable Wanda Vázquez Garced, declaró 

un estado de emergencia. Entre las medidas adoptadas se encuentra un lockdown, en el 

cual, como regla general, los comercios deben permanecer cerrados y los ciudadanos 

son llamados a permanecer en sus residencias. No obstante, los ciudadanos pueden 

salir para acudir a citas médicas, asistir a hospitales y centros de servicio médico-

hospitalarios.2  

Por eso, hoy es más que nunca es vital ayudar a los CDT y los CSF para que 

tengan los recursos necesarios para seguir atendiendo pacientes con COVID-19 y 

otras enfermedades. Muchas veces, estas facilidades médicas son la primera línea 

de respuesta en la batalla contra la pandemia ya que son las más cercanas a los 

residentes de las distintas municipalidades. Estamos conscientes de que el personal 

médico de estas instituciones, al igual que ocurre en los hospitales y oficinas 

médicas, tienen que seguir unos protocolos particulares y adoptar medidas 

sanitarias rigurosas para manejar los casos sospechosos de COVID-19. Ciertamente, 
                                                 

1 World Health Organization (WHO). Guidance for health workers. Obtenido el 2 de abril de 2020 de 
https:// www.who.int/ emergencies/ diseases/ novel-coronavirus-2019/ technical-guidance/health 
workers. 

 
2 Véase Boletines Administrativos Núm. OE-2020-020 y OE-2020-023. 

http://www.who.int/
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ello ha tenido un alza en los costos de operación al tener que incurrir en compra de 

materiales, medicamentos y equipos adecuados.  

Desde que comenzó esta emergencia, esta Asamblea Legislativa ha tornado 

acciones contundentes con el propósito de adoptar las medidas pertinentes para el 

manejo de esta pandemia y mitigar sus efectos negativos sobre la economía.  Si bien 

es cierto que todos los sectores son importantes en esta lucha, no cabe duda que el 

sector de la salud tiene una función protagónica en esta emergencia. En estos 

momentos, debemos contar un sistema de salud fortalecido y preparado para lidiar 

con esta crisis por el bienestar de todos. El Gobierno, a través de fondos federales, ha 

auxiliado económicamente a los hospitales privados y a los centros primarios 330, por lo 

que es medular que también se utilicen dichos fondos para coadyuvar a los CDTs y CSF 

privados. En consideración de todo lo antes expresado, proponemos que nuestros CDT 

y CSF privados reciban los recursos necesarios para mantener sus operaciones al 

servicio de los puertorriqueños. 

Comprometidos en apoyar al sector de la salud en Puerto Rico y asistir a este 

componente fundamental, presentamos esta medida que tiene el propósito de 

garantizar la continuidad de los servicios a la ciudadanía a través de los CDTs y CSF 

privados que operan en la Isla. 

RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-  Se ordena al Comité de Supervisión de Desembolsos creado por el 1 

Boletín Administrativo Núm. OE-2020-40, a crear un programa, sujeto a las 2 

recomendaciones del Departamento de Salud de Puerto Rico sobre el proceso, 3 

adecuacidad de la ayuda y determinaciones de ayuda, dirigido a destinar los fondos 4 

necesarios para que los Centros de Diagnóstico y Tratamiento (CDT) y los 5 

Centros de Salud Familiar (CSF) que no estén afiliadas a un sistema hospitalario, 6 
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cuyos operadores y/o administradores sean corporaciones, compañías o cualquier 1 

otra entidad privada, corporaciones municipales o el Departamento de Salud, cuyas 2 

licencias operacionales se encuentran vigentes a la fecha de la aprobación de esta 3 

Resolución Conjunta, provenientes del Coronavirus Relief Fund (CRF), según las 4 

Guías Mandatorias del Tesoro Federal y las disposiciones del “Coronavirus Aid, 5 

Relief, and Economic Security Act”, a los fines de cubrir gastos necesarios y 6 

adecuados relacionados a la emergencia de salud pública provocada por el 7 

Coronavirus (COVID-19). 8 

Sección 2.- Los fondos objeto de esta Resolución provendrán del Coronavirus 9 

Relief Fund (CRF) y se desembolsarán conforme a las guías y normas que 10 

desarrolle el Comité de Supervisión de Desembolsos creado por el Boletín 11 

Administrativo Núm. OE-2020-40, compuesto por el Director Ejecutivo de la 12 

Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico como su 13 

presidente, la Directora Ejecutiva de la Oficina de Gerencia y Presupuesto y el 14 

Secretario del Departamento de Hacienda (“Comité”), en coordinación con el 15 

Departamento de Salud, las cuales estarán basadas en el criterio de necesidad 16 

dispuesto por las Guías Mandatorias del Tesoro Federal, según sean actualizadas 17 

y suplementadas de tiempo en tiempo, y las disposiciones del “Coronavirus Aid, 18 

Relief, and Economic Security Act, Public Law 116-136 (“CARES Act”). Para 19 

cumplir con su encomienda, será responsabilidad del Comité, como institución 20 

designada por la OE-2020-040 para coordinar, fiscalizar y supervisar los 21 

desembolsos de los fondos provenientes del CRF, crear un Programa para asistir 22 
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económicamente a estas instituciones de salud. Este Programa estará sujeto a las 1 

recomendaciones que tuviese el Departamento de Salud de Puerto Rico sobre el 2 

proceso, adecuacidad de la ayuda y determinaciones de ayuda. De igual forma, el 3 

Comité se asegurará del uso adecuado de estos fondos, así como crear las guías y 4 

los parámetros aplicables para su desembolso. En su análisis, el Comité recibirá 5 

el insumo y recomendaciones del Departamento de Salud y la Administración de 6 

Seguros de Salud. El Comité fijará la cuantía que será asignada para asistir a 7 

cada institución, luego de evaluada la solicitud y transferirá los fondos al 8 

Departamento de Salud, para su asignación final.  9 

Sección 3.- El Departamento de Salud emitirá recomendaciones sobre el proceso, 10 

adecuacidad de la ayuda y determinaciones de ayuda de conformidad con las 11 

disposiciones de esta Resolución Conjunta.      12 

Sección 4.- Se ordena al Comité a establecer y publicar, sujeto a las 13 

recomendaciones que tuviese el Departamento de Salud de Puerto Rico sobre el 14 

proceso, adecuacidad de la ayuda y determinaciones de ayuda, en un término no 15 

mayor de veinte (20) días laborables, contados a partir de la aprobación de esta 16 

Resolución, el proceso y las guías que deberá seguir cada CDT y CSF para solicitar 17 

los fondos objeto de esta Resolución Conjunta.  18 

Sección 5.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 19 

de su aprobación. 20 
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Referida a la Comisión de Hacienda 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA 
 

Para autorizar al Secretario del Departamento de Hacienda de Puerto Rico, a nombre 
del Gobierno de Puerto Rico, a proveer Asistencia de Emergencia (según se define 
en esta Resolución Conjunta) en forma de uno o más préstamos o facilidades de 
crédito a Entidades Gubernamentales Prestatarias (según se definen en esta 
Resolución Conjunta) con el propósito de atender los retos de liquidez de dichas 
entidades a consecuencia de la emergencia del COVID-19 y con las medidas  
tomadas a raíz de dicha emergencia, bajo los términos, condiciones y garantías 
acordadas conforme a esta Resolución Conjunta; autorizar a las Entidades 
Gubernamentales Prestatarias a incurrir en dichos préstamos o suscribir dichas 
facilidades de crédito para recibir la Asistencia de Emergencia; disponer los 
requisitos, términos y condiciones para recibir la Asistencia de Emergencia, y para 
otros propósitos relacionados. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Al igual que el resto del mundo, Puerto Rico se enfrenta a un reto sin precedentes 

cuyo origen es una enfermedad respiratoria causada por el Coronavirus, que fue 

inicialmente identificado en Wuhan, Provincia de Hubei, China, también conocido 
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como COVID-19.  Se han reportado casos de COVID-19 en Estados Unidos y a través de 

todo el mundo. Es un desafío humanitario global y muchas personas están combatiendo 

el virus y arriesgando valientemente sus propias vidas para ayudar a otros que lo 

necesitan. Puerto Rico no es la excepción. Atender este desafío humanitario es la 

principal prioridad del Gobierno en este momento. Con este fin, el Gobierno ha 

adoptado una serie de medidas agresivas para combatir el virus y proteger al Pueblo de 

Puerto Rico. El impacto financiero de la crisis ha sido significativo. Los ingresos del 

Gobierno de Puerto Rico, sus agencias, instrumentalidades y corporaciones públicas se 

han visto afectados adversamente por la crisis. Simultáneamente, el Gobierno y sus 

instrumentalidades han incurrido en gastos operacionales mayores e imprevistos para 

combatir el COVID-19.  

En vista de lo anterior, esta Asamblea Legislativa considera prudente y razonable 

autorizar al Secretario de Hacienda de Puerto Rico, a nombre del Gobierno de Puerto 

Rico, a proveer Asistencia de Emergencia, en forma de uno o más préstamos o 

facilidades de crédito, bajo ciertos términos, condiciones y garantías, a las Entidades 

Gubernamentales Prestatarias para garantizar que estas tengan suficiente liquidez para 

continuar operando y proveyendo servicios al Pueblo de Puerto Rico. 

 Mediante esta autorización aseguramos la continuidad de las operaciones del 

gobierno y sus corporaciones durante este periodo.    

RESUÉLVASE POR LA ASEAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se autoriza al Secretario del Departamento de Hacienda (en adelante, 1 

“Secretario”), a nombre del Gobierno de Puerto Rico, a proveer uno o más préstamos o 2 

extender una o más facilidades de crédito o desembolsos (en adelante, la “Asistencia de 3 

Emergencia”) a las Corporaciones e Instrumentalidades Públicas del Gobierno de 4 

Puerto Rico (cada una de ellas a la que se le otorgue un préstamo, una “Entidad 5 

Gubernamental Prestataria”), bajo los términos, condiciones y garantías que se 6 
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acuerden por escrito entre la Entidad Gubernamental Prestataria correspondiente y el 1 

Secretario. Disponiéndose que, según establecido en esta Resolución Conjunta, la 2 

Asistencia de Emergencia solo podrá usarse para sufragar gastos presupuestados de las 3 

Entidades Gubernamentales Prestatarias, según se definen más adelante. El Secretario 4 

tendrá la facultad para proveer la Asistencia de Emergencia hasta el 30 de junio de 2021.  5 

Se autoriza a toda Entidad Gubernamental Prestataria a recibir la Asistencia de 6 

Emergencia, siempre y cuando la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de 7 

Puerto Rico (“AAFAF”), previa evaluación a esos efectos, decida que la Asistencia de 8 

Emergencia es necesaria para garantizar que dicha Entidad Gubernamental Prestataria 9 

tenga suficiente liquidez para atender sus gastos presupuestados y que la Entidad 10 

Gubernamental ha implementado medidas de ahorro o reducción de gastos que 11 

resulten necesarias y apropiadas.  12 

La Asistencia de Emergencia será considerada una asignación presupuestaria por 13 

medio de la cual se autoriza al Secretario a proveer la Asistencia de Emergencia en 14 

forma de préstamo, el cual será pagado bajo los términos, condiciones y garantías 15 

acordados por el Secretario y la Entidad Gubernamental Prestataria, con la aprobación 16 

de la AAFAF y la Junta de Supervisión y Administración Financiera para Puerto Rico 17 

(“Junta de Supervisión”) de conformidad con la Ley Pública 114-187, “Puerto Rico 18 

Oversight, Management, and Economic Stability Act” (“PROMESA”, por sus siglas en 19 

inglés).  El repago de la Asistencia de Emergencia se podrá realizar mediante el 20 

mecanismo de compensación, a discreción del Secretario, así como los rembolsos de los 21 

fondos estatales o federales distribuidos para tales propósitos.  22 
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La Oficina de Gerencia y Presupuesto determinará cuáles partidas 1 

presupuestarias serán reprogramadas, revisadas o enmendadas, de conformidad con las 2 

disposiciones de PROMESA, para proveer fondos para la Asistencia de Emergencia, 3 

disponiéndose, sin embargo, que tales dineros podrán provenir de fondos no 4 

comprometidos del Tesoro Estatal si así fuere necesario. 5 

Para propósitos de esta Resolución Conjunta, el término “gastos 6 

presupuestados” significará gastos establecidos en el Presupuesto Certificado por la 7 

Junta de Supervisión conforme a PROMESA para cada Entidad Gubernamental 8 

Prestataria.   9 

Sección 2.- En caso de que el Gobierno de Puerto Rico provea Asistencia de 10 

Emergencia a cualquier Entidad Gubernamental Prestataria, dicha Entidad 11 

Gubernamental Prestataria suscribirá un acuerdo para recibirlo y podrá utilizar los 12 

fondos de la Asistencia de Emergencia sin tener que cumplir con los procedimientos o 13 

requisitos, o someterse a evaluaciones de ninguna comisión reguladora en Puerto Rico 14 

con jurisdicción sobre dicha corporación pública, y el uso de dicha Asistencia de 15 

Emergencia se hará conforme a la presente medida legislativa, independientemente de 16 

cualquier otra disposición de ley o reglamento estatal.  Al utilizar los fondos 17 

provenientes de cualquier Asistencia de Emergencia, la Entidad Gubernamental 18 

Prestataria deberá cumplir con todas las leyes, reglamentos y órdenes ejecutivas 19 

aplicables, inclusive, pero sin limitarse a obtener cualquier consentimiento o aprobación 20 

necesaria (excepto el consentimiento, aprobación, orden o decreto de cualquier 21 
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comisión reguladora). Toda transacción realizada con los referidos fondos estará sujeta 1 

a evaluación por la Oficina del Contralor de Puerto Rico.  2 

Sección 3. - Los fondos de Asistencia de Emergencia que reciba toda Entidad 3 

Gubernamental Prestataria deberán ser depositados en una cuenta separada a cualquier 4 

otra cuenta de la entidad recipiente para ser utilizados únicamente para los propósitos 5 

así establecidos en esta Resolución Conjunta, definidos como “gastos presupuestados”. 6 

No obstante cualquier disposición legal aplicable, ningún acreedor del Gobierno de 7 

Puerto Rico o sus corporaciones públicas tendrá un gravamen o preferencia, ni tendrá 8 

derecho a ejercer ningún remedio contra los fondos de la Asistencia de Emergencia, ni 9 

contra ninguna cuenta en la que se depositen dichos fondos. Tampoco tendrá derecho a 10 

tomar ninguna medida de embargo contra dichos fondos o las cuentas en las que dichos 11 

fondos se depositen, ni podrá intervenir de ninguna manera con el uso de dichos 12 

fondos. 13 

Sección 4.- En el caso de que las disposiciones de esta Resolución Conjunta estén 14 

en conflicto con las disposiciones de cualquier otra Resolución Conjunta, ley, 15 

reglamento, orden ejecutiva, carta normativa o documento de similar naturaleza, 16 

prevalecerán las disposiciones de esta Resolución Conjunta.  17 

Sección 5.- Las disposiciones de esta Resolución Conjunta no podrán 18 

interpretarse como una autorización a cualquier entidad del Gobierno de Puerto Rico 19 

para realizar cualquier desembolso en menoscabo del pago de nómina y gastos 20 

relacionados de los empleados cuyos salarios provengan del Tesoro Estatal. 21 
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Sección 6.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después 1 

de su aprobación.  2 



(P. de la C. 1969)  
 

 
LEY 

 
Para enmendar el Artículo 36 y el inciso B del Artículo 37 de la Ley Núm. 139-2008, 

según enmendada, conocida como “Ley de la Junta de Licenciamiento y 
Disciplina Médica”, para establecer un criterio uniforme para los requisitos de 
educación continua para los profesionales de la salud cuya práctica está regida 
por la Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica; y para otros fines 
relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La práctica de la acupuntura está autorizada a los médicos legalmente admitidos 

al ejercicio de la profesión médica en Puerto Rico que presenten credenciales ante la 
Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica, quien mediante reglamentación al efecto 
determina los requisitos de entrenamiento y experiencia. Los cursos para la capacitación 
en acupuntura son tomados una vez la persona tiene su grado en medicina, ya que es 
un requisito para tomar los mismos. 
  

El Estado ha sido riguroso en su determinación para certificar a médicos cirujanos 
para practicar la acupuntura ya que se ha demostrado que la misma puede representar 
algunos riesgos y complicaciones que pudieran requerir de la asistencia de doctores en 
medicina.  Por ello, se han establecido exigencias en cuanto a la preparación profesional, 
académica y técnica para poder practicar la acupuntura y salvaguardar el bienestar y la 
seguridad de todos los pacientes. Tan es así que en Puerto Rico solo se permite practicar 
la acupuntura a aquellos profesionales de la salud con licencia regular como médico-
cirujano. Tal exigencia es así porque se entiende que los médicos son los profesionales 
capacitados con adiestramientos necesarios, conocimiento y entrenamiento para tratar 
las complicaciones que puedan surgir del tratamiento con acupuntura.  Los médicos, por 
su extensa preparación académica y práctica, cuentan con la capacidad y el equipo 
idóneo para determinar las causas del dolor y pueden administrar la acupuntura dentro 
un programa médico completo que incluya la administración de medicamentos en 
coordinación con la acupuntura. 

 
Así que, para practicar la acupuntura en Puerto Rico se requiere tener licencia 

permanente como médico y cirujano, con los años de preparación académica que ello 
conlleva, incluyendo el tiempo de práctica como interno y residente. Además, se 
requiere por lo menos 220 horas de adiestramiento en un Programa de Educación en 
Acupuntura acreditado por la Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica, de las cuales 
por lo menos 100 horas tienen que ser en práctica. Aunque la Junta no reconoce la 
práctica de acupuntura como especialidad o subespecialidad bajo el fundamento que 
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dicha práctica se enfoca en adiestramientos para tratar o aliviar el dolor, se le exige al 
profesional que quiere practicarla el conocimiento y adiestramiento como se exige al 
médico-cirujano.  

 
La Ley Núm. 139-2008, según enmendada, conocida como “Ley de la Junta de 

Licenciamiento y Disciplina Médica”, otorgó la autoridad a la Junta para establecer 
mediante reglamento los requisitos para que los médicos se recertifiquen o renueven su 
licencia.  Entre esos requisitos se exige que todo médico licenciado cumpla un mínimo de 
sesenta (60) horas crédito en cursos de educación médica continua, durante el período 
correspondiente a cada trienio de recertificación.  Dentro de esas sesenta (60) horas de 
educación continua, dieciséis (16) de esas horas tienen que estar dirigidas a unos temas 
obligatorios. Además, a los especialistas, subespecialistas y tenedores de una 
certificación al amparo del Artículo 6 de su Reglamento1, deberán completar por lo 
menos el cincuenta por ciento (50%) de los créditos requeridos en materias relacionadas 
con la especialidad, subespecialidad o certificación de que se trate.  Sin embargo, para la 
recertificación al médico-acupuntor se le exige completar setenta y cinco (75) horas 
crédito en acupuntura además de las sesenta (60) horas requeridas a todo médico 
licenciado. 

 
Esta Asamblea Legislativa entiende que existe un desfase entre lo requerido al 

médico licenciado y lo requerido al médico-acupuntor para su recertificación o 
renovación de licencia.  El profesional de la salud que practica la acupuntura tiene una 
licencia como médico y cirujano.  Si no es médico-cirujano no puede practicar la 
acupuntura.  Por lo tanto, ya este profesional tiene el adiestramiento teórico y práctico 
para ejercer la medicina.  Puede diagnosticar y tratar a los pacientes.  Además, a este 
profesional se le exige, además del adiestramiento como médico-cirujano, que tenga un 
adiestramiento adicional para practicar la acupuntura.  La exigencia para recertificar al 
médico-acupuntor de tener que tomar setenta y cinco (75) horas crédito de educación 
continua en acupuntura por encima de los que se le requiere a los demás, incluso a los 
especialistas y subespecialistas, es innecesaria, onerosa y desalienta que se practique la 
acupuntura en Puerto Rico. A tono con lo anterior, el médico – acupuntor cumplirá con 
el requisito de completar al menos el cincuenta (50) por ciento de sus créditos en 
materias relacionadas con su certificación, de conformidad con la Ley 139, supra. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

 Sección 1.-Se enmienda el Artículo 36 de la Ley Núm. 139-2008, según 

enmendada, conocida como “Ley de la Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica” 

para que lea como sigue: 

                                                           
1 Reglamento General de la Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica de Puerto Rico. 
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  “Artículo 36.-Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica. - Renovación 
de Licencia. 
 

La Junta establecerá los requisitos y mecanismos necesarios para la 
recertificación cada tres (3) años de los profesionales a base de educación 
continua, disponiéndose que los requisitos de educación continua se establecerán 
siguiendo un criterio uniforme para todo médico-licenciado, especialistas, 
subespecialistas y tenedores de una certificación de médico-acupuntor. 
Disponiéndose, que podrán otorgarse hasta un máximo de diez (10) horas crédito 
por período de recertificación por la participación en actividades relacionadas al 
asesoramiento y peritaje médico brindado a la Junta de Licenciamiento y 
Disciplina Médica, Tribunales de Justicia y otras agencias del Gobierno de Puerto 
Rico. 

 
…” 

 
 Sección 2.-Se enmienda el Inciso B del Artículo 37 de la Ley Núm. 139-2008, 

según enmendada, conocida como “Ley de la Junta de Licenciamiento y Disciplina 
Médica” para que lea como sigue: 

 
 “Artículo 37.-Junta de Licenciamiento y Disciplina Médica. - Periodo de 

Renovación.- 
 

Para cumplir con el proceso de renovación periódica de las licencias 
médicas, la Junta revisará las cualificaciones de los licenciados regularmente y 
establecerá lo siguiente: 

 
A. ... 

 
B.  La Junta tendrá autoridad para requerir educación médica 

continua para renovación de licencia y requerir 
documentación de dicha educación, disponiéndose que los 
requisitos de educación continua se establecerán para todo 
médico licenciado, especialistas, subespecialistas y tenedores 
de una certificación de médico-acupuntor, siguiendo un 
criterio uniforme. Será obligatorio tomar un número de 
horas en cursos de bioética y profesionalismo. La Junta 
establecerá el número de horas y el procedimiento mediante 
un reglamento a tales efectos. También exigirá de las 
escuelas de medicina evidencia del ofrecimiento de cursos 
obligatorios de bioética y profesionalismo en sus currículos. 
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…” 
 

Sección 3.-Las disposiciones de esta Ley prevalecerán sobre cualquier otra 
disposición de ley que no estuviere en armonía con lo aquí establecido.  

 
Sección 4.-Cláusula de separabilidad  

 Si cualquier palabra, frase, oración, párrafo, artículo, o parte de esta Ley fuere 
declarado inconstitucional por un tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada 
no afectará, perjudicará, ni invalidará el resto de esta Ley. El efecto de dicha sentencia 
quedará limitado a la palabra, frase, oración, párrafo, artículo, o parte de la misma que 
así hubiere sido declarado inconstitucional.   

 
 Sección 5.-Vigencia 
 
 Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 

 



(P. de la C. 2036)         
 

 
LEY 

 
Para enmendar los Artículos 3.14 y 3.24 de la Ley 22-2000, según enmendada, conocida 

como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a los fines de ampliar el 
término para solicitar la renovación de la licencia de conducir previo a su 
expiración; para extender el término para renovar la licencia de conducir y la 
vigencia de la tarjeta de identificación a ocho (8) años”; y para otros fines 
relacionados. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 La Ley 22-2000, según enmendada, conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito 

de Puerto Rico”, dispone, entre otras, lo relativo a los requisitos de los conductores para 
conducir vehículos de motor en las vías públicas de la Isla.  Se establece en dicha ley, 
específicamente en el Artículo 3.14 que los conductores a los que se les haya expedido 
una licencia de conducir deberán renovarla a los seis (6) años.  Otros estados permiten la 
renovación de la licencia en periodos más largos.  En el Estado de Florida expira a los 
diez (10) años, en el Estado de Arizona expira a los doce (12) años, en Iowa, Idaho y otros 
a los ocho (8) años. 

 
 Es de conocimiento de esta Asamblea Legislativa que por muchos años el proceso 

de renovación de una licencia de conducir resulta tedioso y requiere largas horas para 
que se expida el nuevo documento.  Se reconoce que el Gobierno tiene una política 
pública de facilitar los trámites en las agencias gubernamentales. Un periodo de 
expiración de una licencia de conducir a ocho (8) años resulta adecuado, pues el 
ciudadano no tiene que enfrentarse a dicho proceso cada seis (6) y tampoco se afecta la 
seguridad pública. 

 
 Esta Asamblea Legislativa entiende que extender a ocho años el periodo de 

expiración de una licencia de conducir es razonable y se cumple con la política pública 
de facilitar la vida de los ciudadanos al acudir a las agencias del Gobierno para solicitar 
servicios. 

  
 Por otro lado, es de conocimiento público y general que, desde hace varios años, 

el sistema para la renovación de la licencia de conducir es uno extenso. Los procesos 
burocráticos lo convierten en uno tedioso debido a los requisitos que por ley o 
reglamentos toda persona autorizada a poseer una licencia de conducir tiene el deber y 
responsabilidad de cumplir. Es de gran importancia para el Gobierno de Puerto Rico que 
toda persona tenga un fácil acceso a cualquiera de los medios de servicios que son 
otorgados o provistos para la ciudadanía.  Respecto a esto último, se torna de gran interés 
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para esta Asamblea Legislativa, adoptar medidas que redunden en mayor eficiencia en 
los procesos ante las agencias gubernamentales.  

 
Además, debemos resaltar que esta Ley también persigue el propósito de mejorar 

la calidad y eficacia sobre los servicios. Lo anterior, promovería el cumplimiento de las 
leyes, específicamente en lo relacionado a los requisitos para la renovación de la licencia 
de conducir, minimizando el efecto de la teoría que dice que mientras más oneroso sea el 
proceso, mayor será el incumplimiento. Porque al evaluar si un proceso resultase 
oneroso, no sólo se debe considerar su costo, sino que se deben considerar otros 
elementos como el tiempo que toma cumplir con el mismo y otros factores. 

 
Esta Asamblea Legislativa, en el cumplimiento de su deber de promover un gobierno 

eficiente y ante la coyuntura histórica en que nos encontramos, propone la adopción de 
las enmiendas aquí presentadas, que extienden el término de vigencia de las licencias de 
conducir y a su vez, se amplía el término previo para presentar la solicitud de renovación 
de la licencia de conducir. 

 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 
 

 Sección 1.-Se enmienda el Artículo 3.14 de la Ley 22-2000, según enmendada, 
conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 

 
 “Artículo 3.14.-Vigencia y renovación de licencias de conducir 
 

Toda licencia de conducir que expida el Secretario, ya sea esta emitida a 
través de un certificado o de forma virtual, excepto las licencias de conducir 
provisionales expedidas bajo los Artículos 3.26 y 3.27 de esta Ley, se expedirá por 
un término de ocho (8) años, y podrá ser renovada por periodos sucesivos de ocho 
(8) años.  La fecha de vencimiento de la licencia de conducir coincidirá con la fecha 
de nacimiento de la persona.  

 
La renovación de la licencia emitida a través de un certificado podrá 

llevarse a cabo desde los ciento cincuenta (150) días anteriores a la fecha de su 
expiración. No obstante, los plazos y facultades aquí dispuestos se exceptuarán de 
esta disposición todo lo relacionado al Certificado de Licencia de Aprendizaje y 
estos podrán ser modificados por el Secretario con relación a cualquier tipo de 
licencia cuando las leyes y reglamentos de servicio público lo hicieren necesario.  

 
Cuando el conductor opte por la renovación de su Certificado de Licencia 

de Conducir o Permiso de Conducir Provisional con anterioridad a la fecha de su 
vencimiento deberá entregar la licencia a ser renovada, la cual luego de ser 
mutiladas y/o inutilizada por personal del Centro de Servicios al Conductor será 
devuelta al conductor, de manera que se cumpla con lo dispuesto en el Artículo 
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3.01 de esta Ley, el cual impide a los conductores autorizados poseer más de un 
Certificado de Licencia de Conducir o Permiso de Conducir Provisional vigente 
en su poder, aun cuando el cambio del Certificado de Licencia de Conducir se haga 
por reciprocidad. 

 
Toda licencia caducará al término de tres (3) años de expirada. Por lo tanto, 

todo conductor que desee que se le renueve su licencia transcurrido este término, 
deberá someterse a un examen teórico que incluirá las enmiendas más recientes a 
la Ley 22-2000, según enmendada, así como las leyes y normas que determine el 
Secretario para obtener una nueva licencia de conducir de la misma categoría de 
la caducada.   

 
El Secretario establecerá mediante reglamento el sistema y/o 

procedimiento que considere necesario, para implementar una fila exclusiva o 
expreso dedicada a toda persona autorizada a poseer una licencia de conducir y 
que desee presentar la solicitud de renovación de licencia de conducir y sobre todo 
aquello relacionado a tal renovación. 

 
Toda certificación de licencia categoría 3, y cualquier otra que 

posteriormente designe el Secretario, podrán ser renovadas en el CESCO o en el 
sistema en línea creado para ese propósito en el portal cibernético (pr.gov).  La 
renovación en línea estará sujeta a que la licencia a renovarse no esté expirada, sea 
de formato digital, y se expida por un término de ocho (8) años. El Secretario 
establecerá mediante reglamento las categorías y tipos de licencia que podrán ser 
renovadas en línea, así como el tiempo o las veces que la persona podrá renovar la 
licencia en línea antes de realizar la próxima renovación en el CESCO.  Solo podrán 
acceder a la renovación en línea los conductores entre las edades de veintiún (21) 
a setenta (70) años.   

 
...”. 
 
Sección 2.-Se enmienda el Artículo 3.24 de la Ley 22-2000, según enmendada, conocida 

como “Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 
 
 “Artículo 3.24.-Tarjeta de Identificación 
 

 Toda persona que tenga dieciséis (16) años o más de edad que no posea una 
licencia de conducir podrá solicitar al Secretario, que le expida una tarjeta de 
identificación. Dicha solicitud deberá venir acompañada de los requisitos que por 
reglamento establezca el Secretario, el que podrá imponer cargos razonables para 
la obtención de la misma. La tarjeta llevará el número de identificación que el 
Secretario señale y contendrán toda la información permitida por ley y necesaria 
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que pueda identificar debidamente a la persona, cuyo retrato aparezca en la 
misma. 

 
 La tarjeta de identificación se expedirá por un término de ocho (8) años. La 

fecha de vencimiento de la tarjeta de identificación coincidirá con la fecha de 
nacimiento del acreedor de la misma. Salvo en los casos en que la tarjeta de 
identificación sea expedida en formato REAL ID la vigencia de ésta para las 
personas mayores de sesenta y cinco (65) años será de por vida. 

 
  ... 
 

 Todo conductor que ostente una tarjeta de identificación vigente, podrá 
solicitar al DTOP remplazar la misma por una REAL ID, siempre y cuando cumpla 
con los requisitos dispuesto en esta Ley.” 

 
 Sección 3.-Reglamentación 
 

El Departamento de Transportación y Obras Públicas deberá adoptar 
reglamentación o enmendar sus reglamentos conforme a lo antes dispuesto dentro de los 
ciento ochenta (180) días a partir de la vigencia de la presente ley. 

 
Sección 4.-Vigencia 
 

 Esta Ley comenzara a regir inmediatamente después de su aprobación. 
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